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los homicidios de miembros de la Fuerza Pública 
en un 78,3%.

El trabajo de control político de estos 4 años 
nos ha llevado a concluir que este deterioro en las 
condiciones de seguridad se debe principalmente 
a dos factores: i) la ausencia de reformas profun-
das al sector seguridad que eran fundamentales 
para enfrentar el nuevo escenario operacional; 
y ii) la insuficiente voluntad política y capacidad 
para implementar en serio el Acuerdo de Paz. 
Los 10 informes de seguimiento que elaboramos 
documentan en detalle este segundo factor. A 
continuación, presentamos algunos de los princi-
pales hallazgos.

De las 107 normas necesarias para la im-
plementación aún están pendientes el 33,6%. 
El Punto 1 sobre reforma rural integral es el más 
rezagado, con 21 normas pendientes de trámite. 
Algunas de las leyes más importantes que aún 
están pendientes incluyen la ley de tierras, la de 
especialidad agraria, la reforma política, el so-
metimiento de grupos de crimen organizado a la 
justicia, el estatuto de lucha contra el lavado de 
activos y la reforma a la ley de víctimas. Ninguna 
de estas fue impulsada activamente por el Gobier-
no Duque durante este cuatrienio.

Una de las muestras más claras de la falta de 
voluntad política para avanzar en la implementa-
ción del Acuerdo de Paz fue la baja ejecución de 
recursos. De los 5,3 billones que el Gobierno ten-
dría que destinar al año para la implementación de 
los PDET según el Plan Marco de Implementación, 
solo se ejecutaron al año 170,5 mil millones, es 
decir el 3,2% de lo que se necesita para cumplir 
con lo acordado. La situación es especialmente 
grave en la subregión Pacífico Medio en la que se 
ha invertido tan solo el 2,3% de lo requerido.

Esta falta de implementación legislativa y la in-
suficiente destinación de recursos, ha repercutido 
de manera grave en el avance de cada uno de los 
puntos del Acuerdo.

Como lo establece el Acuerdo “la Reforma Rural 
Integral sienta las bases para la transformación es-
tructural del campo, crea condiciones de bienestar 
para la población rural —hombres y mujeres— y de 
esa manera contribuye a la construcción de una 
paz estable y duradera.” Sin embargo, mientras 
que el índice de pobreza multidimensional nacio-

nal en 2021 fue del 16%, en los municipios PDET 
éste fue del 28,7% y en los centros poblados y rural 
disperso PDET fue del 38,2%.

Del total de hectáreas ingresadas al Fondo 
de Tierras (1.912.868), solo el 25,37% han sido 
distribuidas y solo el 2,57% se han entregado 
a campesinos sin tierra o con tierra insuficien-
te. A su vez, del total de hectáreas formalizadas 
(2.612.983,78), solo el 50,56% ha sido formalizada 
a campesinos sin tierra o con tierra insuficiente. Y 
solo el 27,8% del área geográfica del país cuenta 
con actualización catastral.

Por su parte, el Punto 2 del Acuerdo de Paz 
tiene como propósito la “ampliación democrá-
tica que permita que surjan nuevas fuerzas en 
el escenario político para enriquecer el debate 
y la deliberación alrededor de los grandes pro-
blemas nacionales y, de esa manera, fortalecer 
el pluralismo y por tanto la representación de las 
diferentes visiones e intereses de la sociedad, 
con las debidas garantías para la participación y 
la inclusión política.”

La implementación de este punto es sobre 
todo normativa y están pendientes el 50% de las 
requeridas, incluyendo la reforma política con 
base en las recomendaciones de la Misión Electo-
ral Especial (MEE), ley de participación ciudadana 
y regulación de la protesta pacífica, y la reforma 
al código electoral. Además, solo el 24% de los 
municipios en los que se han otorgado licencias 
para emisoras comunitarias son municipios PDET.

El punto 3, por su parte, estuvo dedicado al pro-
ceso de dejación de armas. Sin embargo, una parte 
fundamental de la sostenibilidad de ese proceso y 
de las garantías de no repetición era el éxito del 
proceso de reincorporación. Como lo establece el 
Acuerdo “sentar las bases para la construcción de 
una paz estable y duradera requiere de la reincor-
poración efectiva de las FARC-EP a la vida social, 
económica y política del país.”

Sin embargo, del total de excombatientes de 
las FARC que dejaron las armas, el 36,3% aún no 
cuenta con un proyecto productivo financiado 
por el gobierno. Además, el número de proyectos 
individuales superó el número de proyectos co-
lectivos, haciendo aún más difícil su sostenibilidad. 
Y desde la firma del Acuerdo de Paz han sido 
asesinados 315 excombatientes.

Introducción

En el marco de la función de control político del 
Congreso de la República, los Representantes y 
Senadores abajo firmantes hemos venido adelan-
tando durante los últimos cuatro años un proceso 
de seguimiento a la implementación del Acuerdo 
de Paz, incluyendo 34 visitas a los municipios más 
afectados por la guerra y la pobreza. Lo hicimos 
de manera multi-partidista, con base en evidencia 
y entendiendo que el control político sistemático y 
riguroso podía y debía ir más allá de la citación a 
debates en el Congreso de la República.

En este proceso publicamos cinco infor-
mes generales sobre el estado de avance en la 
implementación y cuatro temáticos sobre reincor-
poración, solución al problema de las drogas de 
uso ilícito, satisfacción de los derechos de las vícti-
mas y la reforma rural integral. Este décimo informe 
pretende hacer un balance final sobre el estado 
de avance de la implementación del Acuerdo de 
Paz a julio de 2022, haciendo énfasis en la gestión 
del Gobierno del presidente Iván Duque.

Es innegable que el proceso de paz tuvo un im-
pacto muy positivo para el país. Y hoy, a pesar de 
las dificultades en la implementación, es impor-
tante recordarlo. Como resultado del Acuerdo de 
Paz 13.609 excombatientes de las FARC dejaron 
las armas, de los cuales el 94,1% están activos y 
cumpliendo con su proceso de reincorporación. 
Entregaron 8.994 armas en un tiempo récord de 6 
meses y con una de las tasas más altas de armas 

por combatiente, según Naciones Unidas. Gracias 
al proceso de desescalamiento de la confronta-
ción armada, incluso desde antes de la firma del 
Acuerdo, en 2017 tuvimos la tasa más baja de 
homicidios en más de 40 años, 25,5 por cada 
100.000 habitantes. Entre 2012 y 2019 se reduje-
ron los secuestros en un 70%. Entre 2013 y 2017 
se redujeron los ataques contra la infraestructura 
en un 81,2%. Y entre 2012 y 2017 el homicidio de 
miembros de la Fuerza Pública se redujo en un 
77,9%. Como nos repitieron constantemente en las 
visitas a territorio, durante 2 años la gente sintió 
que podía vivir en paz.

Pero a partir de 2018, entre la falta de capacidad 
del Estado para copar los espacios que dejaron 
los excombatientes de las FARC tras el desarme 
y la llegada del Gobierno Duque al poder –que 
se eligió con las banderas del triunfo del No en 
el plebiscito–, el deterioro de las condiciones de 
seguridad en la ruralidad no se hizo esperar.

Entre 2017 y 2021 hubo un incremento del 
5,5% en la tasa de homicidios a nivel nacional. 
Este crecimiento afectó especialmente a los mu-
nicipios PDET en donde el aumento entre 2016 y 
2021 fue del 38,9%. Entre 2017 y 2020 hubo un 
incremento del 44,4% en homicidios de líderes 
sociales y entre 2016 y 2021 del 278,9% en el nú-
mero de masacres. Entre 2017 y 2021 las víctimas 
de desplazamiento masivo aumentaron en un 
478,7%, las de minas antipersonal en un 157,6%, y 
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De otro lado, el punto 4 del Acuerdo de Paz 
establece que para “sentar las bases para la 
construcción de una paz estable y duradera es 
necesario, entre otros, encontrar una solución 
definitiva al problema de las drogas ilícitas, inclu-
yendo los cultivos de uso ilícito y la producción y 
comercialización de drogas ilícitas.” Y, sin embar-
go, aunque entre 2017 y 2020 se redujeron las 
hectáreas de coca en un 16,7%, entre 2019 y 2020 
aumentó el rendimiento promedio de la cocaína 
en un 18%. Esto se debe, al menos en parte, a que 
tras 5 años de implementación del PNIS, el 44,6% 
de las familias aún no tiene proyecto productivo 
de ciclo corto y el 97,6% no tiene proyecto pro-
ductivo de ciclo largo.

Por último, el Punto 5 establece que “el fin del 
conflicto debe contribuir a garantizar que cesen 
las violaciones e infracciones, y es también una 
oportunidad para garantizar la satisfacción de 
los derechos de las víctimas.” Sin embargo, de 
las 9.263.826 víctimas registradas, solo el 16,5% 
han sido indemnizadas. Al ritmo al que vamos nos 
tomará 61 años llegar a todas. Los avances de la 

JEP, la CEV y la UBPD han sido importantes, pero 
es determinante poder asegurar que se conozcan 
todas las verdades, que se impongan y empiecen 
a ejecutar las sanciones, y que se agilice el proce-
so de búsqueda de personas desaparecidas.

A lo largo de estos años también le hemos he-
cho seguimiento a los componentes étnico y de 
género del Acuerdo de Paz. Las mujeres, la po-
blación LGBTIQ, las comunidades indígenas y las 
comunidades afro no solo siguen enfrentándose a 
condiciones socio económicas mucho más difíci-
les que el resto de la población, sino que además 
sufrieron el conflicto armado de forma particular.

Algunos de nuestros hallazgos incluyen que a 
cada mujer rural beneficiada con adjudicación de 
tierras se le entregó en promedio 1,73 hectáreas 
menos que lo entregado a cada hombre. Y tan 
solo el 33% del total de hectáreas formalizadas 
beneficiaron a mujeres rurales. En el caso de las 
comunidades étnicas uno de los datos más preo-
cupantes es que entre 2016 y 2019 el suicidio en 
las comunidades aumentó en un 84,3%, mientras 
que a nivel nacional el aumento fue del 30,5%. 

de la Fuerza Pública. Ese proyecto fue posible 
gracias al apoyo del Reino Unido y el Instituto 
Republicano Internacional, y al acompañamiento 
técnico de la Fundación Ideas para la Paz.

Nuestra esperanza a lo largo de estos 4 años 
siempre fue que estos informes pudieran servir 
como fuente rigurosa para tener un balance cierto 
de cómo avanza la implementación del Acuerdo 
de Paz. Pero, más importante aún, que pudiéramos 
contribuir a mejorar ese proceso. En este último in-
forme presentamos 45 recomendaciones para que 

el próximo Gobierno aproveche la oportunidad que 
se abrió con la firma del Acuerdo de Paz y avance 
de manera significativa en la transformación de 
los territorios más afectados por la guerra y por 
la pobreza. No solo por el deber de implementar 
lo acordado. Sino, sobre todo, porque estamos 
convencidos de que allí están las claves para re-
solver las principales crisis que enfrenta el país: el 
surgimiento de un nuevo pico de violencia, la crisis 
social y económica, la depredación de nuestra bio-
diversidad y la desconfianza en las instituciones.

***

Este proceso de seguimiento a la implementación 
del Acuerdo de Paz no habría sido posible sin el 
compromiso ético, el criterio y la rigurosidad de 
Carolina Varela, que a lo largo de estos 4 años 
lideró el equipo que se encargó de solicitar, pro-
cesar, sistematizar y analizar toda la información 
cuantitativa y cualitativa que fue recolectada, así 
como de elaborar los informes. La investigación y 
la escritura estuvo a cargo de Nelson González, 
Sergio Arrieta, Camila Cuéllar, Ana Lucía Rodrí-
guez, Daniela Herrera y Camila Gómez quienes en 
distintos momentos de este cuatrienio conforma-
ron el equipo técnico de la Comisión de Paz de 
la Cámara de Representantes. El apoyo del Reino 
Unido y del Sistema de Naciones Unidas fue fun-
damental para que este equipo pudiera operar de 
manera sostenida. Lina Guerra y Maryann Estrada 
se encargaron de editar, diagramar e ilustrar todos 
los informes, permitiéndonos llegar a una audien-
cia mucho más amplia. Para este último informe 
contamos con la edición y diagramación especial 

de Andrés Barragán y su maravilloso equipo edi-
torial en PuntoAparte. A lo largo de estos 4 años 
hubo muchos momentos en los que tuvimos que 
apoyarnos en otras personas para poder sacar 
adelante los informes. Un especial agradecimien-
to por su trabajo a Esteban Guerrero, Johanna 
Moreno, Paola Molano, Daniela Pérez, Mariana 
Matamoros, Víctor Cocoma y David Cardona.

Para la construcción de los distintos informes 
consultamos expertos quienes a través de en-
trevistas y mesas de trabajo nos compartieron de 
manera generosa su conocimiento y opiniones 
sobre los avances y dificultades en la implemen-
tación del Acuerdo.

Finalmente es importante reconocer toda la in-
formación que recibimos en el marco del proyecto 
#DelCapitolioAlTerritorio de las comunidades 
campesinas, líderes PDET y PNIS, víctimas, ex 
combatientes, autoridades locales y nacionales 
encargadas de la implementación, la Misión de 
verificación de la ONU, la MAPP-OEA, y miembros 
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La noción más básica de vivir en paz se relaciona 
con la ausencia de violencia. Sin embargo, en La 
Mesa de Negociaciones de La Habana se com-
prendió que, para construir paz, era necesario ir 
más allá y garantizar la ciudadanía en el marco de 
un Estado Social de Derecho, es decir, el acceso a 
bienes y servicios que aumenten la calidad de vida, 
especialmente en los territorios más afectados. 

Es por eso que el Acuerdo de Paz firmado con las 
FARC-EP no sólo integró disposiciones relaciona-
das con el proceso de Desarme, Desmovilización 
y Reintegración -DDR- como lo hacen la mayoría 
de los acuerdos en el mundo- sino que buscó 
dar solución a esos problemas que catalizaron el 
conflicto armado y dieron lugar a su reproducción: 
desigualdad en la propiedad, tenencia y uso de la 
tierra; deficiente desarrollo rural; limitado acceso a 
educación, salud, vivienda, agua potable y sanea-
miento básico; violencia política y barreras para 
la participación ciudadana; presencia de cultivos 
ilícitos y economías criminales; deficiente atención 
y reparación a víctimas del conflicto, etc. 

Lograr todo esto requiere de unas condiciones 
físicas para el despliegue del Estado y los espacios 

de participación y concertación contemplados 
por el Acuerdo. Por ello era fundamental la esta-
bilización de los territorios abandonados por las 
antiguas FARC y garantizar la no repetición de he-
chos violentos. Sin embargo, esto no sucedió de la 
manera esperada ya que múltiples disposiciones 
del Acuerdo se han incumplido y las condiciones 
de seguridad en el país se deterioraron tras la 
mejoría sostenida entre 2012 y 2016. Desde 2017 
se ha presentado un aumento en la violencia, 
especialmente, en las regiones históricamente 
afectadas. Lo anterior, sumado a otros problemas 
que se abordan en este libro, ha dificultado la im-
plementación integral de lo acordado.

El presente capítulo reflexiona acerca de algu-
nas de las causas y los efectos del problema de 
seguridad territorial con el propósito de presentar 
un balance del estado actual y algunas recomen-
daciones. El resto del capítulo se desarrolla en 
términos de tres grandes ejes problemáticos: pri-
mero, el deterioro general de las condiciones de 
seguridad territorial; segundo, la arquitectura insti-
tucional; y tercero, la ausencia de una política seria 
y rigurosa de seguridad territorial. 

1.

Deterioro 
general de las 
condiciones 
de seguridad 
territorial
Desde 2012, año en que se instaló formalmente 
la Mesa de Negociaciones de La Habana, hasta 
2016, año en que se firmó el Acuerdo Final e inició 
su implementación, se pudo evidenciar una mejoría 
sostenida en la mayoría de los indicadores de se-
guridad y conflicto en el país. Sin embargo, desde 
2017 esta tendencia decreciente se ha visto alterada 
por un aumento en la violencia, especialmente en 
regiones históricamente afectadas. Esto puede tener 
diversas explicaciones, las cuales requieren un rigu-
roso diagnóstico territorial de enfoque cualitativo. 

En ese sentido, el presente capítulo no busca 
caer en falacias injustificadas, por lo que no se 
darán explicaciones sobre las que no se tiene 
suficiente evidencia, sino presentará el comporta-
miento de algunos indicadores con el fin de abrir 
la discusión y mostrar la necesidad de futuros es-
tudios que permitan tener información de calidad 
para una mejor toma de decisiones y formulación 
e implementación de políticas públicas.
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Homicidios

Colombia se ha caracterizado por tener una de las 
tasas de homicidios por cada 100.000 habitantes 
más altas del mundo. La notable mejoría en el 
agregado nacional entre 2012 y 2020 fue resalta-
da a nivel internacional como uno de los éxitos de 
la negociación del Acuerdo de Paz. 

En este periodo se presentó una reducción de 
11,6 puntos al pasar de 35,3 en 2012 a 23,9 en 

2020. No obstante, esto cambia si la lupa se pone 
en los municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado, donde es evidente el deterioro 
de la seguridad territorial a partir de 2017: en es-
tos municipios se presentó una reducción de 22 
puntos en la tasa de homicidios entre 2012 y 2016, 
pero en contraste, entre 2016 y 2021 se presentó 
un aumento de 13,7 puntos. 

Gráfica 1.

Evolución tasa de homicidios 2012-2021 (Nacional vs PDET vs PNIS)1.

Fuente: elaboración propia a partir de Policía Nacional (s,f) y Dane (2005;2018).
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Algo parecido sucede con los municipios 
donde se implementa el PNIS, es decir, los más 
afectados por la presencia de cultivos de uso 
ilícito y de organizaciones criminales.

1 Para las estimaciones se usan las bases de homicidios publicadas por la Policía Nacional (s,f) y los censos del DANE (2005; 2018). 
Por tanto, la población utilizada entre 2012 y 2017 es la proyectada a partir del censo de 2005 y la utilizada entre 2018 y 2021 es 
la proyectada a partir del censo de 2018.

Tasa nacional Tasa PDET Tasa PNIS
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Tras realizar una agrupación de clusters según las 
tendencias de las tasas de homicidios en las 16 
subregiones PDET entre 2012 y 2021, se encon-
traron cuatro grupos:

BƂupo 1

Subregiones con tasas de homicidios cercanas 
al doble de la nacional, pero en las que el efecto 
de reducción de la violencia en el contexto de 
la negociación del Acuerdo de Paz fue claro, así 
como el repunte especialmente hacia 2018: Pací-

2ͿIbídem.

Fuente: elaboración propia a partir de Policía Nacional (s,f) y Dane (2005;2018).

BƂæǙāa ̇͟ 

Evolución tasa de homicidios 2012-2021 – Cluster 12.

fico y Frontera Nariñense, Catatumbo, Bajo Cauca 
y Nordeste Antioqueño, Urabá Antioqueño y Alto 
Patía y Norte del Cauca. Preocupa especialmente 
la situación de esta última región por su aumento 
sostenido en la tasa de homicidios.
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BƂupo 1
Pacífico y Frontera Nariñense, 
Catatumbo, BaŃo Cauca y Nordeste 
Antioqueño, ¶rabá Antioqueño y Alto 
Patía y Norte del Cauca

BƂupo 3
Sur de Tolima, Chocó, Pacífico 
Medio y Sur de Bolívar.

BƂupo 2
Arauca, Putumayo, Cuenca del 
Caguán y Piedemonte Caqueteño 
y MacarenaͲGuaviare.

BƂupo 4
Montes de María, Sur de 
Córdoba y Sierra NevadaͲPeriŃáͲ
Þona Bananera.
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Grupo 2

Subregiones que redujeron sus niveles de homi-
cidios a cerca de la mitad o menos en la última 
década, destacando el efecto de la negociación 

3 Ibídem.

Fuente: elaboración propia a partir de Policía Nacional (s,f) y Dane (2005;2018).

del Acuerdo de Paz con niveles muy bajos en 
2016: Arauca, Putumayo, Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño y Macarena-Guaviare.

Gráfica 3.

Evolución tasa de homicidios 2012-2021 – Cluster 23.
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Grupo 3

Subregiones con un comportamiento irregular en 
la tasa de homicidios que estuvieron en niveles 
muy cercanos al nacional hacia 2016, pero que 

con el repunte de 2021 están en niveles de homi-
cidios cercanos a los de hace una década: Sur de 
Tolima, Chocó, Pacífico Medio y Sur de Bolívar. 

Gráfica 4.

Evolución tasa de homicidios 2012-2021 – Cluster 34.

4 Ibídem.
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Fuente: elaboración propia a partir de Policía Nacional (s,f) y Dane (2005;2018).
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Grupo 4

Subregiones que se consideraban en un proceso 
de estabilización, incluso con niveles de homicidios 
menores al nacional, pero con un repunte preocu-

Gráfica 5.

Evolución tasa de homicidios 2012-2021 – Cluster 45.

5 Ibídem.

pante de violencia, especialmente en el periodo 
entre 2019 y 2021: Montes de María, Sur de Córdo-
ba y Sierra Nevada-Perijá-Zona Bananera.
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Fuente: elaboración propia a partir de Policía Nacional (s,f) y Dane (2005;2018).

Masacres

Como precisión técnica se debe señalar que 
desde el gobierno de Juan Manuel Santos las 
masacres se han definido como “homicidios co-
lectivos”, siendo aquellos hechos en los cuales 
resultan muertas 4 o más personas en estado de 
indefensión en el mismo lugar, a la misma hora y 
por los mismos autores6.

6 Es importante tener en cuenta que no se contabilizan aquellos casos en donde las personas pertenecían a los grupos subver-
sivos, bandas criminales, delincuencia organizada y común o si eran parte de la Fuerza Pública: Ministerio de Defensa Nacional 
(2014). Libro blanco de las estadísticas del Sector Seguridad y Defensa. Bogotá.
7 Ministerio de Defensa Nacional (abril de 2022). Resultados Política de Defensa y Seguridad. Bogotá.
8 Ibídem

Gráfica 6.

Evolución masacres 2012-20217.

Fuente: elaboración propia a partir de Ministerio de Defensa Nacional (2022).

Como se observa en la gráfica, las masacres 
han retomado niveles muy cercanos a los de hace 
una década: entre 2012 y 2016, las víctimas de 
estos hechos se redujeron en un 75,6%, pasando 
de 33 a 9 casos y de 156 a 38 víctimas; pero entre 
2016 y 2021, aumentaron en un 278,9%8, pasando 
de 9 a 30 casos y de 38 a 144 víctimas.
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Desplazamientos y confinamientos

9 UARIV (2022). Datos abiertos. Recuperado de: https://www.unidadvictimas.gov.co/es/transparencia-y-acceso-la-informa-
cion-publica/publicacion-de-datos-abiertos/161 

fuente, para 2021, la cifra ascendió a 147.524 
personas, mientas que para la Agencia de la 
ONU para los Refugiados (ACNUR) la cifra es de 
158.944 personas.

Gráfica 7. 

Víctimas de desplazamiento 2012-20219.

Fuente: elaboración propia a partir de UARIV (2022).

Pasando a desplazamientos masivos, la Defen-
soría del Pueblo reportó datos entre 2017 y 2021, 
periodo en el que las víctimas de este hecho au-
mentaron en un 478,7%. 

10 ACNUR (2022). Desplazamientos masivos de enero a diciembre 2021.
11 ACNUR (2021). Desplazamientos masivos de enero a diciembre 2020.
12 Defensoría del Pueblo (5 de abril de 2022). Respuesta al derecho de petición No. 10-0248-22. Bogotá.

Gráfica 8.

Víctimas de desplazamiento masivo 2017-202112.

Fuente: elaboración propia a partir de la Defensoría del Pueblo (5 de abril de 2022).

Vale la pena señalar que para ACNUR, en 2020, 
un total de 24.326 personas fueron víctimas de 
desplazamiento masivo10, mientras que en 2021, 
esta cifra ascendió a 62.27311 (estimaciones cerca-
nas a las de la Defensoría del Pueblo).
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Según cifras de la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), entre 
2016 y 2021 un total de 843.328 personas fueron 
víctimas de desplazamiento. Según esta misma 
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Por otro lado, ACNUR reporta que: 

13 ACNUR (2021). Confinamientos de enero a diciembre 2020.
14 ACNUR (2022). Confinamientos de enero a diciembre 2021.
15 ACNUR (2022). Confinamientos de enero a febrero 2022.

Homicidio de líderes sociales y defensores de Derechos Humanos

62.049 personas
fueron confinadas, fenómeno que se concentró en un 
52% en el Chocó y que en un 51% de los casos se dio 
por enfrentamientos entre grupos armados13.

2020

57.464 personas
fueron confinadas y la concentración del fenómeno en 
Chocó llegó al 73%14.

2021

37.181 personas
fueron confinadas, ahora con una concentración del 
84% en el departamento de Chocó15.

2022 (enero - febrero)

16 Defensoría del Pueblo (5 de abril de 2022). Respuesta al derecho de petición No. 10-0248-22. Bogotá.
17 Indepaz (2022). Líderes sociales, defensores de DD.HH y firmantes del acuerdo asesinados. Bogotá.
18 Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. Bogotá.
19 Defensoría del Pueblo (5 de abril de 2022). Respuesta al derecho de petición No. 10-0248-22. Bogotá. Indepaz (2022). Líderes 
sociales, defensores de DD.HH y firmantes del acuerdo asesinados. Bogotá. Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). 
Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. Bogotá.

Gráfica 9. 

Líderes sociales y defensores de DDHH asesinados 2016-202119.

Fuente: elaboración propia a partir de Defensoría del Pueblo (5 de abril de 2022), Indepaz (2022) y Fiscalía General de la Nación 

(25 de abril de 2022).

Una de las grandes preocupaciones durante la 
negociación y la implementación del Acuerdo han 
sido los homicidios de líderes sociales y defensores 
de derechos humanos. Lamentablemente no se 
cuenta con un dato oficial de este fenómeno, sin 
embargo, sin importar la fuente que se revise, los 
datos muestran una clara tendencia y fundamentan 

las constantes denuncias desde los territorios sobre 
el alto riesgo que implica ejercer el liderazgo social.

Según la Defensoría del Pueblo, 779 líderes y 
lideresas sociales han sido asesinados y asesina-
das desde la firma del Acuerdo de Paz hasta el 31 
de diciembre de 202116. Para Indepaz esta cifra 
asciende a 1.28617 y para la Fiscalía a 53418.
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Según la Fiscalía, de enero a abril de 2022 fue-
ron asesinados 22 líderes. Con los datos de la 
Defensoría del Pueblo, el 62,1% de los hechos se 
concentran en seis departamentos: Cauca (170), 
Antioquia (107), Valle del Cauca (58), Norte de 

La Fiscalía reporta que 320 homicidios de líde-
res sociales y defensores de derechos humanos 
cuentan con un “avance investigativo hacia el es-
clarecimiento” 21, siendo esto un 59,9%. Del total, 

20  Defensoría del Pueblo (5 de abril de 2022). Respuesta al derecho de petición No. 10-0248-22. Bogotá.

Gráfica 10.

Líderes sociales y defensores de DDHH asesinados en los seis departamentos con más afectaciones 2016-202120.

Fuente: elaboración propia a partir de Defensoría del Pueblo (5 de abril de 2022)

Santander (51), Nariño (51) y Chocó (47). Preocupa 
especialmente la tendencia ascendente en Valle 
del Cauca y Antioquia, así como los niveles tan 
altos de violencia que se han vivido contra los lí-
deres en el Cauca.

21 Implica que el fiscal de conocimiento, desde el inicio de la investigación penal, ha recaudado suficientes elementos de prueba 
que le permiten elevar y justificar una solicitud ante el juez de control de garantías, dado que cuenta con fundamentos mínimos 
sobre la existencia del delito y la responsabilidad del investigado. Las actuaciones procesales que se incluyen en este nivel son: 
solicitud de audiencia de imputación, solicitud preclusión (por muerte, amnistía, u oblación), solicitud orden de captura y solicitud 
imposición medida aseguramiento. Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 
20221400001241. Bogotá.
22 Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. Bogotá.

el 24,6% tienen sentencia condenatoria en ejecu-
ción de penas. Estos casos se encuentran en las 
siguientes etapas procesales:

Etapas procesales de los con “avance investigativo hacia el esclarecimiento” de homicidios de líderes sociales y defensores de DDHH22.

Fuente: Fiscalía General de la Nación 25 de abril de 2022).
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Homicidio de excombatientes de las antiguas FARC-EP La línea investigativa de la Unidad ha establecido 
como responsables a las disidencias de las Farc o 
Grupos Armados Organizados residuales –GAOr- 
de 85 homicidios; al GAO – Clan del Golfo, de 
20 homicidios; al GAO – ELN, de 16 homicidios; 
al GAO – EPL, de 7 homicidios; a Grupos de De-
lincuencia Común Organizados –GDCO-, de 6 

23 Secretario General (marzo de 2022). Informe del Secretario General sobre la Misión de Verificación de la ONU en Colombia. 
S/2022/267. Bogotá y Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. 
Bogotá.
24 Información consolidada a partir de los informes del Secretario General sobre la Misión de Verificación de las Naciones Unidas 
en Colombia y Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. Bogotá.
25 Creada mediante el artículo 4 del Decreto Ley 898 de 2017 cuenta con 100 funcionarios, entre Fiscales, asistentes de Fiscal, 
analistas, Policía Judicial del CTI, personal administrativo y de dirección. 

26 Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. Bogotá.
27 Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. Bogotá.
28 Unidad Nacional de Protección (23 de marzo de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-00012917. Bogotá.

Gráfica 11. 

Homicidios de excombatientes 2017-202124.

Fuente: Elaboración propia a partir de los informes del Secretario General sobre la Misión de Verificación de las Naciones Unidas 
en Colombia y Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022)

Nación esta cifra llega a 296 personas23. Para es-
tas fuentes, entre enero y marzo de 2022, fueron 
asesinados entre 11 y 12 excombatientes.

Según la Misión de Verificación de la ONU en 
Colombia, desde la firma del Acuerdo de Paz 
han sido asesinados 315 excombatientes de las 
antiguas FARC-EP; para la Fiscalía General de la 
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homicidios; a Grupos de Delincuencia Organiza-
da –GDO-, de 4 homicidios; al GAO – Caparros, 
de 1 homicidio; y a la Fuerza Pública, de 1 homi-
cidio. En 30 afectaciones no se ha establecido 
nexo de los responsables con organizaciones 
criminales.26. Los 171 casos se encuentran en las 
siguientes etapas procesales:

Etapas procesales de los con “avance investigativo hacia el esclarecimiento” de homicidios de excombatientes27.

Fuente: Fiscalía General de la Nación 25 de abril de 2022).

171
Total

21 (12,3%)
Investigación

51 (29,8%)
Investigación con orden de captura

53 (31%)
Juicio

34 (19,9%)
Ejecución de penas – 

sentencia condenatoria

2 (1,2%)
Ejecución de penas – 

sentencia apelada

10 (5,8%)
Preclusión – muerte 

del indiciado

Con la información de la Fiscalía, los homicidios 
de personas en proceso de reincorporación 
se concentran en Cauca (16,9%), Nariño (12,5%), 
Antioquia (10,1%) y Caquetá (10,1%). La Unidad 
Especial de Investigación de la Fiscalía -creada 

en virtud del Acuerdo-25 reporta que del total de 
estos hechos, hay un “avance investigativo hacia 
el esclarecimiento” del 57,8% (171 de 296). Del 
total, el 12,1% tienen sentencia condenatoria en 
ejecución de penas.

La Unidad Nacional de Protección, en el marco 
del Programa de Protección Especializada de 
Seguridad y Protección, reporta que se contaba 
con 390 esquemas como medida preventiva, 
con corte al 28 de febrero de 2022: 318 in-
dividuales (81,5%), 26 en Antiguos Espacios 

Territoriales de Capacitación y Reincorporación 
AETCR (6,7%), 42 colectivos (10,8%) y 4 en sede 
del partido Comunes (1%). Entre otras medidas, 
reportan 219 chalecos de protección, 184 boto-
nes de apoyo, 437 apoyos de reubicación y 287 
apoyos de trasteo28.
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Afectaciones por minas antipersonal Homicidios de miembros de la Fuerza Pública

29 Presidencia de la República (2022). Datos abiertos: Acción contra las minas. Recuperado de: http://www.accioncontraminas.gov.
co/Estadisticas/datos-abiertos 
30 Ibídem.

Gráfica 12. 

Víctimas por minas antipersonal 2016-202130.

Fuente: Elaboración propia a partir de Presidencia de la República (2022)

Entre 2016 y 2021, el número de víctimas por mi-
nas aumentó en un 68,8% con una concentración 
especial en civiles: en los últimos 6 años murieron 
52 civiles en estos hechos, siendo 2020 el año 
con más casos (16). Por otro lado, en este mismo 

periodo de tiempo, murieron 33 miembros de la 
Fuerza Pública por afectación por minas antiper-
sonal, llamando la atención que el 33% de los 
casos se presentaron en Norte de Santander y el 
18% en Nariño29.

31 Ministerio de Defensa Nacional (abril de 2022). Resultados Política de Defensa y Seguridad. Bogotá.
32 Ibídem.

Gráfica 13. 

Evolución de asesinatos de miembros de la Fuerza Pública 2012-202132.

Fuente: elaboración propia a partir de Ministerio de Defensa Nacional (abril de 2022).

Para finalizar este apartado vale la pena señalar un indi-
cador que demuestra los claros e importantes efectos 
del Acuerdo de Paz en la reducción de la violencia. 

Entre 2012 y 2021, los homicidios de miembros 
de la Fuerza Pública se redujeron en un 60,7%, te-

niendo el punto más bajo de la tendencia en 2017; 
entre ese año y 2021 estos hechos aumentaron 
en un 78,3%, lo cual es muy preocupante y pone 
en riesgo uno de los logros más importantes del 
Acuerdo de Paz31.
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2.

Problemas de 
arquitectura 
institucional

Política, y el punto 3.4.3 la Comisión Nacional de 
Garantías de Seguridad, la cual tiene como objeto 
diseñar y hacer seguimiento a la política pública 
criminal en materia de desmantelamiento de cual-
quier organización o conducta que amenacen la 
implementación de los acuerdos y la construcción 
de paz34. En torno a esta Comisión hubo dos deba-
tes: primero, las FARC originalmente propusieron 
que debía ser un órgano independiente del ejecu-
tivo, pero el equipo del gobierno insistió que debía 
ser un cuerpo de carácter nacional en cabeza de 
Presidencia, como finalmente quedó; segundo, 
durante la renegociación tras el plebiscito, los 
sectores del No manifestaron su rechazo a que 
las FARC tuvieran asiento en esta comisión con el 
argumento de que la seguridad nacional era com-
petencia exclusiva del gobierno, por lo que en el 
Acuerdo Final se dijo explícitamente que estas no 
tendrían un lugar allí35.

Otro tema difícil fue el cuerpo de seguridad y 
protección destinado a custodiar a los integrantes 
del partido FARC. Mientras los negociadores de la 
guerrilla insistían en que debía estar compuesto 
únicamente por excombatientes, el equipo del go-
bierno insistió en que debería ser un cuerpo mixto 
de seguridad, donde los excombatientes trabaja-
ran de la mano de la Fuerza Pública36. Finalmente, 
esta última idea fue la que quedó plasmada en el 
punto 3.4 mediante la creación de la Subdirección 

Especializada de Seguridad y Protección en la Uni-
dad Nacional de Protección -UNP-, además de la 
conformación de la Mesa Técnica de Seguridad y 
Protección, que se encargaría de coordinar y hacer 
seguimiento y sugerencias a la implementación de 
un Plan Estratégico de Seguridad y Protección37.

Quizá el más álgido de los debates fue el del 
fenómeno del paramilitarismo, al que las FARC 
atribuían la responsabilidad histórica por los ase-
sinatos de militantes de la Unión Patriótica y que 
consideraban una ‘fuerza oscura’ que aún se man-
tiene activa. Por su parte el gobierno argumentaba 
que el paramilitarismo se acabó con la desmovili-
zación ocurrida durante el gobierno Uribe y que, 
a pesar de que aún existen algunos grupos que 
se reciclaron después del desarme, la estructura 
militar se desmontó. Al final las partes estuvieron 
de acuerdo en que era necesaria una condena 
del fenómeno del paramilitarismo y una estrategia 
contra los grupos criminales que derivaron en gru-
pos armados organizados38. 

En ese sentido, el Acuerdo Final dispuso la crea-
ción de una Unidad Especial de Investigación para 
el Desmantelamiento de las Organizaciones y Con-
ductas Criminales al interior de la Fiscalía General 
de la Nación, al igual que el impulso de un Acto 
Legislativo para la prohibición de la promoción, 
organización, financiación o empleo oficial y/o pri-
vado de estructuras o prácticas paramilitares39.

Ambas partes en la Mesa de Conversaciones te-
nían clara la necesidad de generar condiciones de 
seguridad en los territorios más afectados por el 
conflicto armado y la pobreza, donde se suponía 
que las FARC-EP adelantarían su proceso de rein-
corporación y se requería de una transformación 
integral que permitiera superar las economías ilí-
citas y las condiciones reproductoras de la guerra. 

Estas zonas han sufrido un histórico abando-
no del Estado, lo cual permitió el surgimiento de 
autoridades paralelas en términos de seguridad y 
justicia33. En ese sentido, uno de los propósitos del 
Acuerdo Final es asegurar el monopolio legítimo de 
la fuerza y del uso de las armas por parte del Estado 
en todo el territorio. Es decir, superar la concepción 
de un Estado incapaz de proveer seguridad y jus-
ticia, funciones que los grupos armados ilegales sí 
han ejercido en varias zonas del país.

En términos prácticos de seguridad, las partes 
coincidieron en tres preocupaciones: primero, 
la posibilidad de que se repitieran antecedentes 
trágicos de violencia política como el de la Unión 
Patriótica; segundo, la urgencia de garantizar la no 
repetición de hechos violentos en los territorios 
históricamente afectados; y tercero, la vulnerabi-

lidad de líderes sociales, defensores de Derechos 
Humanos y en general de nuevos liderazgos, 
teniendo en cuenta el componente participativo 
de la Reforma Rural Integral (RRI) y el PNIS, y la 
apertura de nuevos espacios de participación ciu-
dadana y electoral.

Así, en julio de 2015 se creó un grupo liderado 
por el General (R) Óscar Naranjo con el fin de desa-
rrollar las garantías para la participación política, la 
reincorporación y la convivencia en los territorios. 
Esto desembocó en un paquete de medidas en 
materia de seguridad y lucha contra el crimen 
organizado, a las que posteriormente se les daría 
una visión sistémica mediante la relación de los 
puntos 2.1.2, 3.4 y 4.3 del Acuerdo de Paz. Varios 
debates marcaron esta fase de la negociación, 
pero principalmente vale la pena señalar tres que 
le dieron forma al contenido del Acuerdo: la con-
formación de la Comisión Nacional de Garantías 
de Seguridad, el cuerpo de seguridad y protec-
ción para los excombatientes de las FARC-EP y la 
discusión en torno a las organizaciones criminales 
sucesoras del paramilitarismo.

El punto 2.1.2 contempló la creación del Siste-
ma Integral de Seguridad para el Ejercicio de la 

33 Para profundizar en esto se recomienda revisar: Revelo, Javier y García Villegas, Mauricio (2018). El Estado en la periferia: histo-
rias locales de debilidad institucional. Bogotá: Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad, Dejusticia.

34 Gobierno de Colombia & FARC-EP (14 de noviembre de 2016). Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera. Bogotá. P.81.
35 Bermúdez Liévano, Andrés (2018). “Los debates de La Habana: una mirada desde adentro”. Fondo de Capital Humano para la 
Transición Colombiana, Instituto para las Transiciones Integrales (IFIT). P. 174.
36 Ibídem P. 173.
37 Ibídem. P.89.
38 Ibídem. P. 172.
39 Gobierno de Colombia & FARC-EP (14 de noviembre de 2016). Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera. Bogotá. P.81.
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Entre otras medidas acordadas se destacan: un 
Sistema de Alertas Tempranas, la integración 
del Cuerpo Élite de la Policía Nacional, el pro-
grama integral de seguridad y protección para 
las comunidades y organizaciones en los terri-
torios, el mecanismos nacional de supervisión e 
inspección territorial a los servicios de vigilancia 

y seguridad privada, el sometimiento y acogi-
miento a la justicia de organizaciones criminales, 
la judicialización efectiva, el control de insumos, 
la estrategia contra los activos involucrados en el 
narcotráfico y el lavado de activos, etc. La insti-
tucionalidad contemplada en el Acuerdo se veía 
más o menos así:

Gráfica 14. 

Institucionalidad de seguridad contemplada en el Acuerdo Final.

Fuente: elaboración propia.

Decreto Ley 895 de 2017

Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política 

(SISEP) 

Delegado Presidencial

Designa al Consejero Presidencial 
de Seguridad del DAPRE

Designa al Alto Comisionado 
para la Paz

Decreto 1197 de 2017

Decreto 2314 de 2018

Instancia de Alto Nivel 
del SISEP

Decreto Ley 895 de 2017

Sistema de prevención y alerta 
para la reacción rápida

Decreto 2124 de 2017

ante los riesgos y amenazas a los derechos 
a la vida, a la integridad, libertad y seguridad 
personal, e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario

Comité de impulso a 
las investigaciones

Comisión Nacional 
de Garantías de 
Seguridad (CNGS)

Decreto 154 de 2017

Programa Integral de 
Seguridad y Protección 
para las Comunidades 
y Organizaciones en los 
Territorios

Decreto 660 de 2018

Programa de protección 
integral para las y los 
excombatientes y miembros 
del partido FARC

Lucha contra el crímen organizado

Cuerpo Élite de la Policía Nacional

Directiva Operativa Transitoria N°. 021

Unidad especial de investigación de la 
Fiscalía General de la Nación

Programas creados 
por el SISEP
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La mayoría de esta institucionalidad fue creada 
formalmente, sin embargo, el diagnóstico realiza-
do y los testimonios de comunidades recogidos 
en el proyecto “Del Capitolio al Territorio” permiten 
señalar que actualmente la institucionalidad está 

desarticulada y es intermitente, por lo cual no es 
claro quién se encarga de qué. Con los cambios 
introducidos en el gobierno de Iván Duque, la 
institucionalidad se ve así (en naranja están las 
instancias creadas por dicho gobierno):

Gráfica 15. 

Institucionalidad de seguridad del Acuerdo de Paz en el gobierno de Iván Duque.

Decreto Ley 895 de 2017

Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política 

(SISEP) 

Delegado Presidencial

Designa al Consejero Presidencial 
de Seguridad del DAPRE

Designa al Alto Comisionado 
para la Paz

Decreto 1197 de 2017

Decreto 2314 de 2018

Instancia de Alto Nivel 
del SISEP

Decreto Ley 895 de 2017

Comité de impulso a 
las investigaciones

Programa Integral de 
Seguridad y Protección 
para las Comunidades 
y Organizaciones en los 
Territorios

Decreto 660 de 2018

No implementado

Programa de protección 
integral para las y los 
excombatientes y miembros 
del partido FARC

Lucha contra el crímen organizado

Cuerpo Élite de la Policía Nacional

Directiva Operativa Transitoria N°. 021

Unidad especial de investigación de la 
Fiscalía General de la Nación

Programas creados 
por el SISEP

Fuente: elaboración propia.

Plan de Acción oportuna (PAO)

Zonas Futuro

No implementado

Sistema de prevención y alerta 
para la reacción rápida

Decreto 2124 de 2017

ante los riesgos y amenazas a los derechos 
a la vida, a la integridad, libertad y seguridad 
personal, e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario

Comisión Nacional 
de Garantías de 
Seguridad (CNGS)

Decreto 154 de 2017
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Este cambio en la institucionalidad y la no im-
plementación de algunas instancias ha tenido al 
menos dos consecuencias: 

a.	 Duplicidad de funciones y atribuciones, por 
lo que para las comunidades no es claro con 
quién denunciar un hecho y cuál es el conduc-
to que se debe seguir.

b.	 Las Zonas Futuro fueron la gran apuesta del 
Gobierno Duque, pero duraron más de dos años 
en formulación y se quedaron en el papel, por lo 
que no lograron responder a las necesidades de 
articulación para la seguridad territorial.

Por otro lado, el Acuerdo reconocía la relación 
de las economías ilícitas con la reproducción del 
conflicto armado y la violencia contra las comu-
nidades, y en especial las personas que ejercen 
el liderazgo social y la defensa de los Derechos 
Humanos. En ese sentido, se establecían una serie 
de medidas en dos ejes complementarios: 

a.	 El de lucha contra las organizaciones y con-
ductas criminales, especialmente, aquellas 
denominadas como sucesoras del paramilita-
rismo (punto 3.4).

b.	 El de solución al fenómeno de producción y 
comercialización de narcóticos (punto 4.3).

En cuanto al sometimiento o acogimiento a la 
justicia de las organizaciones criminales (punto 
3.4) se contemplaron tres grandes medidas: 
Acto Legislativo de prohibición de las estructuras 
paramilitares, diagnóstico de adecuación y Plan 
Nacional de Política Criminal, y Proyecto de Ley 
para promover el sometimiento o acogimiento a 
la justicia de las organizaciones criminales y sus 
redes de apoyo.

a.	 El Acto Legislativo 05 de 2017 adiciona el 
Artículo 22A a la Constitución Política de Co-
lombia, según el cual, con el fin de contribuir 
a asegurar el monopolio legítimo de la fuerza 
y del uso de las armas por parte del Estado, 
y en particular de la Fuerza Pública, en todo 
el territorio, se prohíbe la creación, promoción, 
instigación, organización, instrucción, apoyo, 
tolerancia, encubrimiento o favorecimiento, 

Luego de los ajustes realizados por el Comité, 
el Plan fue aprobado el 26 de julio de 2021 y el 
plan de acción el 13 de diciembre del mismo 
año. Este documento estableció siete priori-
dades40, cada una con su contexto, objetivos, 
estrategias y acciones.

El Plan y su plan de acción son la base con 
la que se construirá el CONPES de política cri-
minal, pero lastimosamente este documento 
regresó la discusión en temas que se habían 
superado en la versión aprobada del Plan, en-
contrándose que gran parte de los productos, 
indicadores y metas le apuntan a acciones 
de gestión y elaboración de documentos 
y estudios o recogen tareas que ya vienen 
adelantando las entidades, pero no reflejan 
cambios importantes de enfoque o articula-
ción de las entidades en temas como violencia 
de género o lucha contra las organizaciones 
asociadas al narcotráfico.

c.	 Para avanzar en sometimiento o acogimiento 
a la justicia de las organizaciones criminales 
y sus redes de apoyo se expidió la Ley 1908 
de 2018 “por medio del cual se fortalecen la 
investigación y judicialización de organiza-
ciones criminales, se adoptan medidas para 
sujeción a la justicia y se dictan otras disposi-
ciones”. Esta se estructura de 3 componentes: 
(i) definición del ámbito de aplicación para 
Grupos Armados Organizados (GAO) y Grupos 
Delictivos Organizados (GDO). (ii) Medidas de 
fortalecimiento de investigación y judiciali-
zación: medidas punitivas para combatir las 
organizaciones criminales, instrumentos de 
política criminal para reducir la criminalidad 
organizada, el concierto para delinquir, el ase-
soramiento a grupos delictivos organizados y 
grupos armados organizados, las amenazas 
contra defensores de DDHH y servidores 

financiación o empleo oficial y/o privado de 
grupos civiles armados organizados con fi-
nes ilegales de cualquier tipo, incluyendo los 
denominados autodefensas, paramilitares, así 
como sus redes de apoyo. estructuras o prác-
ticas, grupos de seguridad con fines ilegales u 
otras denominaciones equivalentes.

b.	 Frente al Plan Nacional de Política Criminal, 
desde el Consejo Superior de Política Criminal 
y su instancia técnica (Comité de Política Cri-
minal), se construyó inicialmente un borrador 
del documento que fue socializado con los 
miembros del Consejo. Sin embargo, gracias 
a la insistencia de los congresistas delegados 
en esta instancia, en especial las Represen-
tantes Adriana Matiz y Juanita Goebertus, del 
Fiscal General, del Consejo Superior de la 
Judicatura y de la Corte Suprema de Justicia, 
este documento debió ser revisado y ajustado 
en el Comité. Si bien esta versión del Plan se 
construyó a partir de un largo trabajo de las 
entidades involucradas, algunas de las críticas 
a esta versión consistían en:

•	 Falta de claridad de los lineamientos de 
política y líneas de acción.

•	 Los productos finales tenían un alcance 
restringido –muchas veces en lógica de 
productos como documentos-, con lo 
cual no se aprovechaba el instrumento 
para dar discusiones sobre visiones de 
fondo de política criminal. 

•	 El documento abordaba los diversos te-
mas de forma muy general.

•	 La construcción del Plan contenía un 
diagnóstico desactualizado, se basaba en 
textos de varios años atrás en temas tan 
relevantes como, por ejemplo, la crimina-
lidad organizada, a pesar de que tras la 
firma del Acuerdo de Paz, ha mutado la 
presencia de las organizaciones y la inte-
racción entre ellas en el territorio. 

públicos, etc. (iii) El establecimiento de un 
procedimiento especial para la sujeción a la 
justicia de GAO. Es importante señalar que 
bajo esta ley no se sometió ningún grupo. 
Posteriormente fue expedido el Decreto 965 
de 2020 para el sometimiento individual a la 
justicia de los miembros de GAO.

En cuanto a la solución al fenómeno de produc-
ción y comercialización de narcóticos (punto 
4.3) se contemplaron cuatro grandes medidas: 
judicialización efectiva; estrategia contra los ac-
tivos involucrados en el narcotráfico y el lavado 
de activos; control de insumos; y lucha contra la 
corrupción asociada al narcotráfico41 Este último 
tema se abordará más adelante en este capítulo.

a.	 Frente a judicialización efectiva, el Minis-
terio de Justicia y del Derecho indica que 
como concreción de los lineamientos del 
Plan Nacional de Política Criminal se expidió 
el documento “Estrategia territorializada de 
articulación interinstitucional – ETCO” para el 
fortalecimiento de las capacidades de inves-
tigación, judicialización y sanción orientadas 
al desmantelamiento del crimen organizado 
y la disrupción de las economías ilícitas y sus 
circuitos financieros en Colombia. 

Ahora bien, más allá de la expedición de un 
documento, es preocupante que el número 
de jueces por cada 100.000 habitantes es de 
11 a nivel nacional y de 7 en municipios PDET42. 
Esto es especialmente relevante teniendo en 
cuenta que en los demás países de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) el promedio es de 65 
jueces por cada 100.000 habitantes. La tasa 
por subregión PDET es la siguiente:

40 Prevención del delito y reducción del homicidio; visibilizar, prevenir y perseguir decididamente la violencia basada en género, 
reconociendo el daño desproporcionado en mujeres, personas OSIGD y NNA; disrupción del crimen organizado, el terrorismo, 
sus finanzas ilícitas y actores dinamizadores que generan mayores escenarios de violencia; humanizar el sistema penitenciario, 
fortalecer la resocialización y disminuir la reincidencia criminal prevenir la participación de adolescentes y jóvenes en actividades 
criminales; modernización de la acción estatal para combatir el crimen; y lucha contra la captura del Estado y la corrupción.
41 La información de avances en este apartado es extraída generalmente del Sistema Integrado de Información para el Posconflic-
to SIIPO 2.0. En los casos en los que la fuente es diferente, esta se referencia.
42 Consejo Superior de la Judicatura. Respuesta a derecho de petición con radicado número DEAJRHO21-1850. 12 de octubre de 2021.
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43ͿElaboración propia a partir de Consejo Superior de la Judicatura. Respuesta a derecho de petición con radicado número DEA-
]RIt21Ͳ1850. 12 de octubre de 2021.

Tasa de jueces por cada 100.000 habitantes por subregión PDET43.

Fuente: Elaboración propia a partir de Consejo ¢uperior de la ]udicatura (12 de octubre de 2021).

2͚6
Sur de Córdoba

̘͚2
Sierra Nevada Ͳ PeriŃá

10͚4
Putumayo

12͚4
Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño

65
Tasa de Ńueces pedido 
por la tCDE

11
Tasa de Ńueces a 
nivel nacional

̗͚0
Macarena Ͳ Guaviare

̗͚1
Pacífico Medio

5͚7
Montes de María

3͚6
Pacífico y Frontera Nariñense

4͚1
BaŃo Cauca y Nordeste 
Antioqueño

5͚4
¶rabá Antioqueño

5͚1
Alto Patía y Norte del Cauca

4͚7
Arauca

4͚7
Catatumbo

4͚6
Sur de Bolívar

7͚6
Sur del Tolima

̗͚5
Chocó

Capítulo 1: Seguridad territorial para la paz40 Capítulo 1: Seguridad territorial para la paz 41



b.	 En la estrategia contra los activos involucra-
dos en el narcotráfico y el lavado de activos 
destacan las siguientes medidas:

•	 El Ministerio de Justicia y del Derecho 
reporta que con apoyo de la Universidad 
del Rosario se realizó el estudio del mapeo 
del delito de la cadena de valor del nar-
cotráfico en todos los niveles, incluyendo 
el regional. Este estudio sirvió como insu-
mo para la construcción del Documento 
CONPES 4042 “Política Nacional Antila-
vado de Activos, contra la Financiación 
del Terrorismo y contra la Proliferación 
de Armas de Destrucción Masiva”44. Aho-
ra bien, no es claro cómo este estudio 
cumple con lo dispuesto en el Acuerdo, 
ya que se indicó que para este mapeo del 
delito se integraría un grupo de expertos 
y expertas nacionales e internacionales 
incluyendo delegados y delegadas de or-
ganizaciones internacionales y regionales 
especializados en el tema, quienes darían 
recomendaciones y harían un informe 
público sobre las redes de las finanzas 
ilícitas, su funcionamiento y su impacto 
sobre la vida nacional.

•	 Sobre la cualificación y fortalecimiento de 
las capacidades institucionales e instan-
cias de investigación para la detección, 
control y reporte de operaciones finan-
cieras ilícitas, la Fiscalía tiene a cargo en 
el Sistema Integrado de Información para 
el Posconflicto (SIIPO 2.0) el indicador 
“Porcentaje de instancias de investigación, 
supervisión o control financiero creadas, 
rediseñadas o fortalecidas” el cual no tiene 
ficha técnica y no reporta avance. 

•	 Por otro lado, la Unidad de Información 
y Análisis Financiero (UIAF) reportó que 
entre 2019 y 2021 ha difundido 392 
productos de inteligencia financiera, es-
timados en una cifra de $30 billones. De 
estas difusiones, el 65% se han dirigido 
a la Fiscalía General de la Nación, de las 
cuales el 9% corresponden a lavado de 
activos y 8% a narcotráfico45. Al pregun-
tarle a la Fiscalía, se conoció que esta 
entidad ha recibido entre 2016 y 2022 
un total de 767 casos por un monto de 
$14.959 millones de pesos que corres-
ponde a 64 casos (la Fiscalía desconoce 
el monto de 703 casos)46. 

c.	 En cuanto al control de insumos, el Ministerio de 
Justicia y del Derecho reporta que mediante la 
ejecución del Convenio de asociación No.0585 
- 2021, suscrito con la Universidad de la Salle, 
se construyó el plan operativo anual de la Es-
trategia para el fortalecimiento de capacidades 
de vigilancia y control a insumos y precurso-
res químicos utilizados frecuentemente en la 

producción ilícita de drogas. Sin embargo, los 
avances informados se basan la producción 
de documentos. Lo anterior contrasta con las 
cifras presentadas por el Ministerio de Defensa 
Nacional y deja dudas sobre quién encabeza 
la estrategia y con qué objetivo. Para 2021 este 
último reportó cifras históricas en incautaciones 
de insumos líquidos y sólidos. 

44 Ministerio de Justicia y del Derecho (13 de octubre de 2021). Derecho de petición MJD-OFI21-0037454-DCD-3000. Bogotá.
45 Unidad de Información y Análisis Financiero (12 de octubre de 2021). Derecho de petición N°. 56608. Bogotá.
46 Fiscalía General de la Nación (25 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición No. 20221400001241. Bogotá. 47 Ministerio de Defensa Nacional (abril de 2022). Resultados Política de Defensa y Seguridad. Bogotá.

La Fiscalía tiene a cargo en el Sistema Integrado de 
Información para el Posconflicto (SIIPO 2.0) el indicador 
“Porcentaje de instancias de investigación, supervisión o 
control financiero creadas, rediseñadas o fortalecidas” el 
cual no tiene ficha técnica y no reporta avance.

Fuente: elaboración propia a partir de Ministerio de Defensa Nacional (abril de 2022)

Gráfica 16. 

Galones de insumos líquidos incautados y kilogramos de insumos sólidos incautados 2012-202147.
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3.

Ausencia de 
una política 
seria y rigurosa 
de seguridad 
territorial

En esa misma línea, para 2021 se reportaron 
669.340 kilogramos de cocaína incautados, la 
cifra más alta desde que se tiene registro. Si bien 
esto es una muestra del esfuerzo que se hace 
en la lucha contra el narcotráfico, también es una 
señal de que el negocio de las drogas es cada vez 
más grande e incontrolable, tal como se aborda 
en el capítulo del punto 4 del Acuerdo de Paz de 
este libro.

De la implementación de las disposiciones 
del Acuerdo de Paz en materia de seguridad se 

puede concluir que la mayoría de las medidas 
institucionales han sido implementadas de mane-
ra formal. Sin embargo, su utilidad práctica no es 
clara y el Gobierno Nacional ha introducido nuevas 
estrategias que tampoco han respondido a las ne-
cesidades de seguridad territorial. 

Por otro lado, la articulación de los puntos 3.4 y 
4.3 se quedó en el papel, como una idea discutida 
en La Habana, porque su implementación en su 
mayoría se ha limitado a los actos formales y ad-
ministrativos.

48 Ibídem.

Gráfica 17. 

Kilogramos de cocaína incautados 2012-202148.

Fuente: elaboración propia a partir de Ministerio de Defensa Nacional (abril de 2022)
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En la administración pública los problemas sue-
len ser complejos y requieren de diagnósticos 
rigurosos, mecanismos institucionales fuertes 
de implementación, seguimiento y rendición de 
cuentas. En términos de seguridad, y dado el con-
texto de transición tras la firma del Acuerdo de Paz, 
el contexto es muy exigente por la gran cantidad 
de actores, los efectos tan profundos que generan 
las afectaciones en la vida de las personas, el di-
namismo de los problemas, sus particularidades 
territoriales y la importancia del sector para la es-
tabilidad nacional. 

En ese sentido, se requiere que el Gobierno 
Nacional asuma su responsabilidad y brinde so-
luciones ante un contexto tan complejo como el 
que se ha intentado presentar en este capítulo. 
Sin embargo, el gobierno de Iván Duque no ha 

logrado garantizar la seguridad territorial y, al 
contrario, ha permitido que las comunidades 
más vulnerables sigan siendo afectadas y que el 
control por parte del Estado en muchos territorios 
sea prácticamente nulo. 

Esto ha sucedido por diversas razones, de las 
cuales aquí señalamos cuatro fundamentales: 
primero, la formulación de políticas desarticula-
das que se quedan en el papel sin mecanismos 
claros de implementación; segundo, un débil 
liderazgo civil del sector seguridad y una capaci-
dad muy baja de reconocer errores y recomponer 
el camino; tercero, una comprensión deficiente y 
simplista de los fenómenos de seguridad territo-
rial; y cuarto, la ausencia del ambiente reformista 
en el sector acompañada de pocas estrategias 
contra la corrupción.
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Durante el gobierno Duque se han formulado 
políticas desarticuladas sin mecanismos claros 
de implementación y seguimiento. En noviembre 
de 2018, y como respuesta a la crisis de asesinato 
de líderes sociales y defensores de derechos hu-
manos, el Gobierno Nacional anunció el Plan de 
Acción Oportuna (PAO) como el nuevo mecanis-
mo institucional que velaría por la protección de 
estos actores. 

Ahora bien, esta estrategia ha tenido resulta-
dos limitados ya que: basa sus principios en un 
diagnóstico reducido de los factores de riesgo 
del liderazgo social, asociándolo principalmente 
a narcotráfico; el PAO duplica funciones de ins-
tancias como el Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política (SISEP), y además 
no soluciona la articulación territorial y sectorial 
que han tenido históricamente las respuestas a 
este fenómeno; la creación del PAO complejizó el 
funcionamiento institucional. 

Posteriormente, en enero de 2019, unos meses 
después de su posesión, el presidente Duque 
anunció su Política de Defensa y Seguridad (PDS), 
un documento de 85 páginas que enuncia los 
principios de seguridad que buscaría su gobierno. 
Sin embargo, no cuenta con tareas claras, respon-
sables, indicadores ni mecanismos robustos de 
seguimiento a las acciones. 

Finalmente, en 2019 se anunciarían las Zonas 
Estratégicas de Intervención Integral (ZEII) o Zonas 
Futuro como la principal apuesta del Gobierno 
Nacional para la consolidación de la seguridad 
territorial en articulación con la implementación 
de los PDET. 

Esta estrategia tiene varios problemas: 

	 Duraron más de dos años en planeación, se 
expidieron unos documentos y se asignaron 
funcionarios encargados de la implementa-
ción en cada Zona Futuro, pero hasta ahí

	 Se crearon unos espacios institucionales de 
dirección y ejecución, sin embargo, a marzo 
de 2022 el Comité Estratégico de las ZEII no 
se había reunido ni una sola vez49.

	 No hay una ruta concreta de acciones de las 
Zonas Futuro, por lo que sus actividades y 
resultados se limitan a anuncios de inversión y 
de cambios en estadísticas generales como el 
hurto o el homicidio, los cuales no necesaria-
mente son atribuibles a las ZEII50. 

Si bien puede que esta haya sido la iniciativa del 
gobierno Duque con una mayor visión estratégica 

49 Consejería Presidencial para la Seguridad Nacional (29 de 
marzo de 2022). Respuesta al derecho de petición No. OFI22-
00030106 / IDM 13070000. Bogotá.
50 https://www.elheraldo.co/colombia/presidente-duque-re-
porta-inversion-de-6-billones-en-zonas-futuro-879457

del rol del sector seguridad en la estabilización de 
los territorios, se enmarcó en una tensión entre el 
Ministerio de Defensa y la Consejería Presidencial 
de Seguridad Nacional, la cual resultó en que 
las ZEII se quedaran en el papel y la Consejería 
relegada a un rol poco claro en el marco de la 
institucionalidad del sector.

Pasando a otro punto, es clave recordar que el 
gobierno del presidente Duque ha tenido tres Minis-
tros de Defensa y los tres han sido objeto de debate 
de Moción de Censura en el Congreso de la Repú-
blica, lo cual es muestra del deficiente liderazgo civil 
del sector seguridad y la pérdida de legitimidad de 
la Fuerza Pública en los últimos años.

Guillermo Botero Nieto fue Ministro de Defensa 
entre agosto de 2018 y noviembre de 2019. Durante 
su gestión se presentaron diversas crisis como el 
atentado por parte del ELN a la Escuela de Cade-
tes General Santander; el anuncio del rearme de la 
“Nueva Marquetalia” por parte de algunos ex dirigen-
tes de las FARC-EP que incumplieron el Acuerdo de 
Paz; el escándalo de las pruebas falsas presentadas 
por el presidente Duque ante la Asamblea General 
de las Naciones Unidas denunciando la presencia 
de guerrilla y disidencias en Venezuela y el apoyo 
del presidente Nicolás Maduro a estos grupos. 

Para junio de 2019 el Ministro se enfren-
taría a su primera moción de censura por 
cuestionamientos por su conflicto de interés con 
empresas de seguridad, la ejecución extrajudi-
cial del excombatiente Dimar Torres por parte de 
unos miembros del Ejército en el Catatumbo51 y 
las denuncias de órdenes de aumento en la leta-
lidad de las operaciones militares y disminución 
de la inteligencia requerida para lanzar estas 
operaciones, las cuales aumentaban el riesgo 
para los civiles y pusieron de nuevo sobre la 

mesa la preocupación del “body count” y los de-
nominados “falsos positivos”52. De esta moción el 
Ministro salió victorioso por el apoyo de la banca-
da de gobierno en la Cámara de Representantes. 

La segunda moción de censura se presentaría 
en noviembre de 2019 por el bombardeo a un 
lugar ocupado por las disidencias de las FARC en 
el Municipio de Puerto Rico, Caquetá, donde mu-
rieron menores de edad. El Ministro presentó su 
renuncia el 6 de noviembre de 2019, un día antes 
de la votación de la moción, ya que todo indicaba 
que iba a ser aprobada53. 

51 http://especiales.semana.com/el-asesinato-de-dimar-to-
rres/index.html 
52 https://www.nytimes.com/es/2019/05/18/espanol/ameri-
ca-latina/colombia-ejercito-falsos-positivos.html?
53 https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-lati-
na-50326172

Es clave recordar que el 
gobierno del presidente 
Duque ha tenido tres 
Ministros de Defensa y 
los tres han sido objeto 
de debate de Moción de 
Censura en el Congreso 
de la República.
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En noviembre de 2019 Carlos Holmes Trujillo se 
posesionó como Ministro de Defensa y rápida-
mente se enfrentaría a una crisis derivada de las 
protestas realizadas ese mes y los abusos de la 
fuerza pública que llevaron al asesinato de Dilan 
Cruz el 23 de noviembre de 2019. 

Posteriormente, el 21 de septiembre de 2020, 
Javier Ordóñez fue asesinado en el marco de un 
proceso policial, lo cual desencadenaría en una 
serie de protestas, la destrucción de 22 CAI’s 
y el asesinato de 10 civiles. Por estos hechos, el 
ministro Trujillo fue citado a debate de moción de 
censura en octubre de 2020, del cual salió victo-
rioso en la Cámara de Representantes. 

Por otro lado, el Ministro siempre fue escéptico 
hacia el aumento de las masacres en el país, señaló 
que estas eran culpa del narcotráfico y por eso su 
apuesta principal para reducir estos hechos victimi-
zantes fue buscar retomar la aspersión de cultivos 
de coca con glifosato -lo cual no se logró-, y también 
aseguró que culpar al gobierno por estos hechos 
violentos hacía parte de una estrategia de politique-
ría54. El Ministro falleció el 26 de enero de 2021 por 
una neumonía relacionada con el COVID-19.

En febrero de 2021 fue nombrado Diego Mola-
no Aponte como Ministro de Defensa. Su gestión 
prontamente sería cuestionada ya que en marzo 
de 2021, en el marco de un bombardeo contra la 
disidencia de Gentil Duarte, serían asesinados 4 
menores de edad. En su defensa el Ministro indicó 
que se trataba de “jóvenes reclutados y converti-
dos en máquinas de guerra”. 

Posteriormente el país vivió el paro nacional más 
violento de las últimas décadas, con 54 civiles ase-
sinados entre abril y junio, según la CIDH, que en su 
visita logró identificar que la respuesta del Estado se 
caracterizó por el uso excesivo y desproporcionado 
de la fuerza en muchos casos, incluyendo la fuerza 
letal55. El Ministro Molano señaló que la CIDH no con-
sultó la realidad y rechazó recomendaciones como 

según este Gobierno, tres explicaciones: narco-
tráfico, disidencias o ELN, e injerencia de países 
como Venezuela o Rusia. El Ministerio de Defensa 
durante el gobierno del presidente Duque no ha 
tenido rumbo, ha permitido el continuo debili-
tamiento de las capacidades de inteligencia del 
Estado colombiano, y su legado se puede escri-
bir en términos de crisis. 

Los efectos de su irresponsabilidad e inca-
pacidad para analizar el contexto y asumir los 
problemas propios del sector han calado de ma-
nera muy profunda, no solo en las afectaciones de 
seguridad a nivel nacional y en la profundización 
de la pérdida de confianza de la población en las 
instituciones, sino también en el prestigio del país 
en el exterior. 

Durante estos años se presentaron pruebas 
falsas en el Consejo de Seguridad de la ONU, se 
señaló a Rusia e Irán de estar apoyando a Vene-
zuela en la movilización de tropas hacia Colombia, 
el presidente de Haití fue asesinado por exmilita-
res colombianos -a pesar de que este gobierno 
se profesa defensor de la Fuerza Pública, poco o 
nada ha hecho por mejorar las condiciones de los 
veteranos-, etc.

Como se puede evidenciar en este breve re-
cuento, la crisis de seguridad y de gobernanza del 
sector ha sido constante. La capacidad del Go-
bierno Nacional se ha limitado a la negación bajo 
una supuesta protección de la institucionalidad y 
a la reacción a las crisis mediante la realización de 
consejos de seguridad que poco o nada logran 
para brindar soluciones sostenibles en el tiempo. 
La ausencia del ambiente reformista ha sido clara; 
la Reforma al Sector Seguridad no ha aparecido 
en la agenda a pesar de su importancia coyuntural 
en la implementación del Acuerdo de Paz y ante 
la transformación de los fenómenos criminales. El 
único avance que se ha presentado es el proceso 
de” Transformación Integral de la Policía” que se ha 

dado como respuesta a la crisis ocasionada por el 
paro nacional de 2021.

La Reforma al Sector Seguridad ha sido recono-
cida por el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas como un proceso fundamental para la 
estabilización y la reconstrucción de los Estados 
después de un conflicto armado60. Consiste en 
una serie de transformaciones de largo aliento que 
conduzcan a una provisión de seguridad eficaz, el 
fortalecimiento de la supervisión y el control de-
mocrático por parte del mando civil, el respeto por 
los Derechos Humanos, la rendición de cuentas y 
la transparencia. 

Frente a este último elemento, el trabajo de estos 
años desde la Comisión de Paz de la Cámara de Re-
presentantes permite señalar al menos dos alertas: 

	 El acceso a la información del sector es muy 
restringido, al punto de que el Ministerio de 
Defensa incumple de manera recurrente los 
tiempos de respuesta a los derechos de pe-
tición. Por ejemplo, para la realización de este 
documento, se envió una solicitud de informa-
ción a dicha entidad el 23 de marzo la cual, al 
9 de mayo, no había sido resuelta. 

	 En el marco de las visitas del proyecto “Del 
Capitolio al Territorio” han sido reiterativas las 
denuncias de posible connivencia y corrupción 
entre algunos miembros de la Fuerza Pública 
y grupos criminales. A pesar de los escándalos 
de corrupción al interior de las fuerzas que han 
sido documentados por el periodismo61, no ha 
habido pronunciamientos claros sobre una 
reforma a los mecanismos de transparencia 
y rendición de cuentas al interior del sector; 
ninguno de los documentos de política del 
gobierno Duque menciona la connivencia con 
grupos criminales y la narrativa del mando civil 
se ha mantenido en la exposición de las “man-
zanas podridas”.

En marzo de 2022 al 
menos 4 civiles -entre 
ellos el presidente de 
una Junta de Acción 
Comunal- fueron 
asesinados en Puerto 
Leguízamo (Putumayo), 
operación que inicialmente 
fue presentada como un 
golpe contra la disidencia 
del frente 48 de las FARC.

54 https://caracol.com.co/radio/2020/12/14/judicial/1607973099_090963.html 
55 https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_cidh_Colombia_spA.pdf
56 https://www.eltiempo.com/justicia/servicios/cidh-policia-nacional-se-queda-en-mindefensa-responde-gobierno-601583
57 https://www.eltiempo.com/politica/gobierno/debate-de-control-politico-a-diego-molano-por-menores-muertos-en-bom-
bardeo-623836
58 https://voragine.co/el-operativo-del-ejercito-manchado-con-sangre-de-civiles/
59 https://www.elespectador.com/politica/asi-va-la-votacion-de-la-mocion-de-censura-del-ministro-diego-molano/

60 Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (2014). Resolución 2151. S/RES/2151.
61 https://caracol.com.co/programa/2022/02/21/6am_hoy_por_hoy/1645452862_613978.html; https://www.eltiempo.com/
justicia/investigacion/destituyen-a-coronel-elkin-argote-por-proteger-al-jefe-de-la-constru-alias-gargola-382580; https://www.
asuntoslegales.com.co/actualidad/jorge-hernando-herrera-fue-retirado-como-general-por-presunto-vinculo-con-grupo-ile-
gal-3302492#:~:text=El%20Ejercito%20anunci%C3%B3%20el%20retiro,las%20Farc%20en%20el%20Cauca; etc.

sacar a la Policía Nacional del Ministerio de Defen-
sa56. Por estos hechos el Ministro fue citado a moción 
de censura en junio de 2021, la cual fue rechazada 
por la plenaria de la Cámara de Representantes. 

La controversia sobre las operaciones militares 
no paró, en septiembre de 2021 murieron otros 4 
menores de edad en un bombardeo en Chocó57 y 
en marzo de 2022 al menos 4 civiles -entre ellos el 
presidente de una Junta de Acción Comunal- fue-
ron asesinados en Puerto Leguízamo (Putumayo), 
operación que inicialmente fue presentada como 
un golpe contra la disidencia del frente 48 de las 
FARC58. Por este último hecho, en abril de 2022, 
el ministro Molano sería citado por segunda vez a 
moción de censura, la cual tampoco prosperó59.

El débil liderazgo del sector ha llevado a una 
sobre simplificación de los fenómenos, con lo 
que todos los hechos violentos en el país tienen, 
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Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial como instrumentos de planificación y gestión a 10 años para:

Con esto se pretende lograr:

PDET

Municipios con debilidad 
institucional 

Municipios con presencia 
de economías ilegales.

Municipios con presencia 
de cultivos de uso ilícito

Municipios más afectados 
por el conflicto armado

Municipios con altos índices 
de pobreza extrema

Implementación de la 
Reforma Rural Integral

Protección de la riqueza 
pluriétnica y multicultural

Transformación estructural 
del campo y el ámbito rural

Para lograr la transformación estructural del cam-
po, la Reforma Rural Integral del Acuerdo de Paz 
busca, entre otras cosas, la democratización del 
acceso a la tierra y el uso de tierras improductivas. 
Esto se materializa con la entrega, en 12 años, de 
3 millones de hectáreas provenientes del Fondo 
de Tierras a campesinos sin tierra o con tierra 
insuficiente, así como la creación de un subsidio 
integral para la compra, una nueva línea de crédito 
especial y la asignación de derechos de uso. 

La Reforma Rural Integral también estableció 
la necesidad de regularizar y proteger los dere-
chos de la pequeña propiedad rural, formalizando 
progresivamente los predios que ocupa o posee 
la población campesina colombiana, con prioriza-
ción en los 170 municipios más afectados por la 
guerra y la pobreza, hasta llegar a 7 millones de 

hectáreas formalizadas en los 10 años siguientes 
a la firma. Adicionalmente, el Acuerdo establece 
un compromiso de formación y actualización del 
catastro para propiciar un uso adecuado, producti-
vo y sostenible de la tierra, creando un sistema de 
información integral y multipropósito. 

Dentro del marco del punto 1 del Acuerdo, se 
crearon los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET) como instrumentos de planifica-
ción y gestión a 10 años1 para los municipios más 
afectados por el conflicto armado, con altos índices 
de pobreza extrema y necesidades insatisfechas, 
gran debilidad institucional y presencia de cultivos 
de uso ilícito y de otras economías ilegales. Con 
esto se pretende lograr, de manera más rápida y 
focalizada, la implementación de la Reforma Rural 
Integral, la transformación estructural del campo y 

el ámbito rural, la protección de la riqueza pluriétni-
ca y multicultural de estos territorios.

A efectos de cumplir con los objetivos de los 
PDET, se estableció la elaboración de un Plan de 
Acción para la Transformación Regional (PATR) 
en cada una de las subregiones priorizadas, los 
cuales contaron con una amplia participación de 
la ciudadanía y fueron estructurados a partir de 
8 pilares que agrupan los programas y planes 
creados para la ejecución de la Reforma Rural 
Integral. Así mismo, el Acuerdo contempló la 
necesidad de contar con 16 Planes Nacionales 
que buscan adecuar la oferta sectorial a las 
particularidades de estos territorios y sus habi-
tantes, los cuales deben cubrir toda la ruralidad 
del país y, al tiempo, focalizar esfuerzos en los 
municipios PDET. 

En el Plan Nacional de Desarrollo 2018Ͳ2022 se 
definió la creación de una Ioja de Ruta ·nica como 
instrumento de priorización y materialización de 
los PDET, y para la integración de los PATR con 
otros instrumentos de planeación, tanto surgidos 
del Acuerdo como con otros desarrollados en los 
territorios. Esta Ioja de Ruta fue reglamentada en 
julio de 2021. 

¢i bien durante los más de 5 años de la puesta 
en marcha del Acuerdo las estadísticas muestran 
algunos avances en compromisos específicos 
en la implementación del Punto 1 del Acuerdo 
de Paz, también evidencian un gran rezago en 
su materialización. 

A continuación, se hace un recuento de los 
avances y principales problemas, en relación con 
los temas de tierras, PDET y Planes Nacionales. 

1Ϳ Los PDET se priorizaron en 170 municipios, agrupados en 16 subregiones de 19 departamentos del país.
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25.37 %
de lo que ha ingresado al Fondo 
de Tierras ha sido efectivamente 
distribuido desde el inicio de la 
implementación del Acuerdo

485.348,59 ha
entregadas en 2.822 títulos 

beneficiando a 20.107 familias

1.912.968 ha
han ingresado al Fondo 

desde la implementación 
del Acuerdo

17.148 predios

ingresadas en el Gobierno 
del presidente Duque

1.686.037,28 ha

13.301 predios

De las 485.348,59 hectáreas entregadas:

corresponden a predios 
entregados a campesinos sin 
tierra o con tierra insuficiente, a 
través de la expedición de 2.602 
títulos de propiedad en beneficio 
de 2.975 familias campesinas. Esto 
corresponde al 2,57% del total de 
hectáreas entregadas.

se han adjudicado a comunidades 
étnicas, que corresponden al 
97,42% del total de hectáreas 
entregadas en 115 acuerdos 
y/o resoluciones expedidas y 
registradas en beneficio de 17.132 
familias de comunidades étnicas. 

beneficiaron a Entidades 
de Derecho Público, 
correspondiente a 105 títulos 
de propiedad.

12.466,50 ha 472.849,08 ha 33,01 ha

1.

Avances en 
materia de tierras
Fondo de Tierras

De acuerdo con lo informado por la Agencia Na-
cional de Tierras2 (ANT), desde la implementación 
del Acuerdo han ingresado al Fondo de Tierras 
un total de 1.912.868 hectáreas, correspondien-
tes a 17.148 predios. De este total de hectáreas, 
1.686.037,28 (88,1%) fueron ingresadas al Fondo 
durante el Gobierno del presidente Duque, equi-
valentes a 13.301 predios. 

En cuanto a la tierra efectivamente entregada, la 
última cifra reportada por la ANT es de 485.348,59 
hectáreas entregadas en 2.822 títulos, en bene-

ficio de 20.107 familias, desde la firma del Acuerdo. 
De las cuales 482.139,69 hectáreas (99,3%) fueron 
entregadas durante el Gobierno Duque. 

Esto quiere decir que sólo el 25,37% de lo 
que ha ingresado al Fondo de Tierras ha sido 
efectivamente distribuido desde el inicio de la 
implementación del Acuerdo. Como se ha ma-
nifestado en múltiples ocasiones, el ingreso de 
hectáreas al Fondo sigue sin representar la satis-
facción del derecho progresivo al acceso a tierra 
de los pequeños campesinos. 

2  ANT. Derecho de petición radicado 20221000457471. Abril de 2022. Las fechas de corte de las cifras reportadas en esta sección 
corresponden al 31 de marzo de 2022.
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De acuerdo con lo reportado por la ANT, se ob-
serva un incremento en el ritmo de la distribución 
de tierras en el año 2021 y en lo corrido del 2022. 
Esto se explica por el aumento en las hectáreas 
presuntamente entregadas a población étnica.

Según la Agencia, se han distribuido 472.849,08 
hectáreas a comunidades étnicas, de las cuales 

462.625,16 ha fueron entregadas a población in-
dígena a través de 83 acuerdos y/o resoluciones 
de adjudicación, y 10.223,92 ha a comunidades 
negras mediante 32 títulos de adjudicación. 

Estas hectáreas se distribuyen de la siguiente 
manera:

Sobre las fuentes de dónde provienen tanto las tie-
rras que supuestamente están en el Fondo4, como 
las efectivamente adjudicadas, y de acuerdo con los 
diferentes reportes hechos por la ANT, se tiene que:

a.	 La totalidad de predios en el Fondo de Tierras 
provienen de baldíos indebidamente ocupa-
dos: 1.630.464,6 ha que corresponden a un 
85,24% del total de tierras en el Fondo; y de 
bienes fiscales patrimoniales: 282.403,4 ha 
que representan un 14,76% del Fondo.

b.	 A 31 de marzo de 2022, la principal fuente 
de los predios adjudicados a campesinos 

sin tierra o con tierra insuficiente correspon-
de a hectáreas derivadas de procesos de 
adjudicación de baldíos, por encima de las 
hectáreas derivadas de adjudicación de pre-
dios fiscales patrimoniales y de las originadas 
en compra directa. Esta información compa-
rada con las cifras de finales de 2021 muestra 
que la ANT se ha concentrado en la entrega 
de las tierras derivadas de procesos de adju-
dicación de baldíos que se encuentran en el 
Fondo, atendiendo al hecho de que, como se 
indicó, estas son las que más predominan en 
el Fondo. 

Sólo el 25,37% de lo ingresado al Fondo de Tierras 
ha sido efectivamente distribuido desde el inicio de la 
implementación del Acuerdo.

Tabla 1: 

Entrega de tierras a comunidades étnicas desde la firma del Acuerdo3

Programa Número de títulos o 
resoluciones de adjudicación

Hectáreas entregadas a través 
del Fondo de Tierras

Ampliación de 
resguardos indígenas 27 375.847,56 

Constitución de 
resguardos indígenas 56 86.777,6

Titulación colectiva de 
comunidades negras 32 10.223,92

Total 115 472.849,08

Fuente: Elaboración propia con base en ANT

3  Subdirección de Administración de Tierras y Oficina de Planeación – ANT. Fecha de corte: 31/03/2022.

Tabla 2. 

Fuente de las tierras entregadas a campesinos sin tierra o con tierra insuficiente a través del Fondo de Tierras5.

Fuente de la 
adjudicación 

Número de ha 
entregadas 
(Sept. 2021)

Participación 
en el total de ha 
entregadas

Número de ha 
entregadas 
(Mar. 2022)

Participación 
en el total de 
ha entregadas 

Hectáreas derivadas 
de procesos de 
adjudicación de baldíos

315,24 8,2% 8.940,02 71,71%

Hectáreas adjudicadas 
originadas en 
compra directa

1.887,38 49,1% 1.887,38 15,14%

Hectáreas derivadas de 
adjudicación de predios 
fiscales patrimoniales

1.639,10 42,7% 1.639,10 13,15%

Total: 3.841,72 12.466,50 100%

Fuente: Elaboración propia con base en ANT.

4  La Procuraduría en el Tercer Informe al Congreso (2021) llamó la atención a la ANT en relación con la necesidad de avanzar en la 
caracterización y valoración técnica de las tierras del Fondo; ya que, para ese entonces, los bienes en los que se estaba pendiente 
determinar su ocupación y explotación sumaban 2.932, es decir el 45% de lo que existía para esa fecha en el Fondo.
Por su parte, en el mes de febrero 2021, la ANT acogió dicha recomendación, manifestando que realizaría la ejecución de 370 
visitas de caracterización de baldíos y bienes fiscales en la vigencia 2021. En relación con los avances de dichas visitas, la ANT 
informó que, para el 2021 se efectuó el trabajo caracterización en 65 municipios y 12 departamentos del país, cuyo resultado arrojó 
un total de 381 visitas.
5  Subdirección de Administración de Tierras y Oficina de Planeación – ANT. Fecha de corte: 31/03/2022.
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La transformación estructural del campo y la ru-
ralidad requiere de un esfuerzo del Estado para 
cumplir lo acordado en la totalidad de las zonas 
rurales del país y, al mismo tiempo, de una priori-
zación en las zonas más afectadas por la pobreza 
y el conflicto: los 170 municipios PDET. 

Al analizar cómo van los compromisos de ac-
ceso a la tierra en las zonas PDET, de acuerdo con 
las cifras reportadas por la autoridad de tierras 

Estos datos también muestran que en 2 subregio-
nes PDET no se ha entregado ni una hectárea de 
tierra proveniente del Fondo de Tierras. Estás son: 
�Ƃauāa Ƽ �aāíǙāo Ƽ AƂoœtĎƂa kaƂĳśĎœƊĎ͟

En cuanto a las 33,01 hectáreas de tierras en-
tregadas a Entidades de Derecho Público (EDP), 
16,06 ha fueron entregadas en municipios PDET, 
siendo la subregión de Macarena Guaviare en 
donde más entregas se realizaron.

rurales en el país, se encuentra que, del total de 
hectáreas ingresadas al Fondo de Tierras desde 
su implementación, 804.863,25 hectáreas se en-
cuentran en zonas PDET, es decir el 42,08μ.

No obstante, la disponibilidad de tierras al inte-
rior de estas zonas presenta una baja distribución, 
en especial para comunidades campesinas, aun-
que es más alta para comunidades étnicas, similar 
a la muestra a nivel nacional.

�lĎƂta͙ a la fecha de corte de este informe 
no se han entregado tierras a campesinos en 
4 subregiones PDET: Arauca, Chocó, Pacífico 
Medio y Pacífico y Frontera Nariñense. 

La subregión con el mayor número de 
hectáreas entregadas a campesinos 
es Macarena-Guaviare con un total 
de 1͟540͚̘6 hectáreas, seguida por 
Cuenca del Caguán y Piedemonte 
Caqueteño con 1͟335͚25 ha entregadas. 

Desde el inicio de la implementación del 
Acuerdo hasta el 31 de marzo de 2022, 
se han entregado un total de 5͟727͚ 50
hectáreas de tierra, correspondientes 
al 45͚̘4μ de la totalidad de tierras 
entregadas a campesinos desde la 
firma del Acuerdo.

0 5.727,50

IĎātæƂĎaƊ ĎœtƂĎħaĈaƊ

0 195.311,93

IĎātæƂĎaƊ ĎœtƂĎħaĈaƊ

La subregión de Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño cuenta con el 
mayor número de hectáreas entregadas, 
con un total de 127͟0̗2͚54 ha. 

Mientras tanto, en la subregión de 
Catatumbo solo se han entregado
26͚34 hectáreas y en Sur de Córdoba 
y Sur de Tolima 55͚17 ha y 56͚̗1 ha 
respectivamente, siendo estas las 
subregiones con menor cantidad de 
tierra entregada.

Mientras que en Montes de María y 
Sur del Tolima solo se han entregado 
40 y ̘0 hectáreas respectivamente. 

Desde el inicio de la implementación del 
Acuerdo hasta el 31 de marzo de 2022, 
se han entregado un total de 1̘5͟311͚̘3
hectáreas en subregiones PDET, 
correspondientes al 41͚30μ de la totalidad 
de tierras entregadas a comunidades 
étnicas desde la firma del Acuerdo. 

�lĎƂta͙ a la fecha de corte de este 
informe no se han entregado tierras a 
comunidades étnicas en 4 subregiones: 
Arauca, Catatumbo, Pacífico y Frontera 
Nariñense y Sur de Bolívar. 

� āaőpĎƊĳœoƊ ĈĎ laƊ 
ƊuĀƂĎħĳoœĎƊ �$*¯͙

� āoőuœĳĈaĈĎƊ ďtœĳāaƊ͙

Catatumbo

Sur de Córdoba

Sur de Tolima

Sur de Tolima

Arauca

Chocó

Pacífico Medio

Pacífico y 
Frontera 
Nariñense

Pacífico y 
Frontera 
Nariñense

Macarena-Guaviare

Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño

Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño

 Montes de María

Sur de Bolívar

Catatumbo

Arauca
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Formalización

Según la ANT6, desde la firma del Acuerdo Final 
se han formalizado 2.612.983,78 hectáreas corres-
pondientes a 67.627 títulos, beneficiando a 88.781 
familias, así:

a.	 En primer lugar, a campesinos sin tierra 
o con tierra insuficiente, con un total de 
1.321.135,79 hectáreas formalizadas, las 
cuales corresponden al 50,56% del total de 
hectáreas formalizadas, a través de 66.404 
títulos de propiedad en beneficio de 67.138 
familias campesinas.

De acuerdo a lo reportado por la ANT, desde el 01 
de enero de 2021 y hasta el 31 de marzo de 2022, 
se evidenció un aumento en el ritmo de las forma-
lizaciones: 549.810,19 hectáreas, lo que equivale 
al 52,52% de la totalidad de tierras formalizadas 
durante el Gobierno Duque.

b.	 Seguido de 1.290.787,03 hectáreas formaliza-
das a comunidades étnicas, correspondientes 
al 49,40% del total de hectáreas formalizadas, 
mediante 146 títulos de propiedad en benefi-
cio de 21.643 familias étnicas.

c.	 Y, 1.060,96 hectáreas formalizadas a Entidades 
de Derecho Público en 1.077 títulos de propiedad. 

Al igual que con el proceso de adjudicación, la 
ANT se ha concentrado en los últimos meses en 
formalizar hectáreas derivadas de procesos de 
adjudicación de baldíos.

Tabla 3. 

Hectáreas formalizadas a campesinos sin tierra o con tierra insuficiente desde la firma del Acuerdo al 31 de marzo de 20227.

Fuente Formalización Predios (Títulos) 
formalizados

Hectáreas 
formalizadas

Participación dentro 
del total de ha. 
formalizadas 

Procesos de adjudicación 
de baldíos 46.134 1.295.851 98,09%

Procesos de formalización 
de pequeña y mediana 
propiedad privada rural

20.270 25.284,79 1,91%

Total: 66.404 1.321.135,79 100%

Fuente: Elaboración propia con base en ANT 

6  ANT. Derecho de petición radicado 20221000457471. Abril de 2022. Las fechas de corte de las cifras reportadas en esta sección 
corresponden al 31 de marzo de 2022.
7  Subdirección de Administración de Tierras y Oficina de Planeación – ANT. Fecha de corte: 31/03/2022.

Del total de las hectáreas reportadas por la 
ANT como formalizadas, el Gobierno Duque ha 
formalizado 1.046.861 hectáreas, el 40,06% del 
total de las realizadas desde la firma del Acuerdo 
Final, de la siguiente manera: 

a.	 717.193,13 ha formalizadas a comunidades 
étnicas, equivalentes al 68,51% del total de 

formalizaciones realizadas durante el Gobier-
no Duque.

b.	 328.747,32 ha formalizadas a campesinos 
sin tierra o con tierra insuficiente, correspon-
dientes al 31,40% del total de formalizaciones 
realizadas durante el Gobierno Duque.

c.	 920,58 ha formalizadas a Entidades de Dere-
cho Público. 

717.193,13 ha formalizadas
a comunidades étnicas, equivalentes al 68,51% del total de 
formalizaciones realizadas durante el Gobierno Duque.

328.747,32 ha formalizadas
a campesinos sin tierra o con tierra insuficiente, correspondientes al 31,40% del 
total de formalizaciones realizadas durante el Gobierno Duque.

920,58 ha formalizadas
a Entidades de Derecho Público. 
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De las 2.612.983,78 hectáreas formalizadas, 
1.099.161,57 hectáreas pertenecen a subre-
giones PDET. Esto significa que laƊ ǆoœaƊ őæƊ 
aĦĎātaĈaƊ poƂ Ďl āoœǚĳāto Ƽ la poĀƂĎǆa Įaœ 
ƊĳĈo ĀĎœĎǙāĳaĈaƊ āoœ Ďl 42͚07μ ĈĎ laƊ ĦoƂőal-
ĳǆaāĳoœĎƊ ƂĎalĳǆaĈaƊ.

Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 
concentra la mayoría de formalizaciones en PDET, 
con 766.265,07 hectáreas formalizadas. Mientras 
tanto, solo 3,49 hectáreas están formalizadas en 
Pacífico y Frontera Nariñense. 

1

2

11
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̗

̘

3 4

Mapa

Formalización en zonas PDET hasta el 31 de marzo de 20228

8Ϳ ¢ubdirección de Administración de Tierras y tficina de Planeación ͯ ANT. Fecha de corte: 31ͥ03ͥ2022.

1

�aāíǙāo Ƽ AƂoœtĎƂa kaƂĳśĎœƊĎ

3͚4̘ Įa χ 0,03μ

7

¶ƂaĀæ �œtĳoƁuĎśo

4͟237͚35 Įa χ 0,38μ

2

CĮoāŝ

1͟624͚63 Įa χ 0,14μ

̗

CatatuőĀo

4͟273͚74 Įa χ 0,39μ

3

¢uƂ ĈĎ CŝƂĈoĀa

1͟65̘͚75 Įa χ 0,15μ

̘

�aāíǙāo iĎĈĳo

6͟6̗2͚33 Įa χ 0,61μ

11

¢ĳĎƂƂa kĎƵaĈa Ͳ �ĎƂĳŃæ Ͳ Þoœa �aœaœĎƂa

13͟1̘0͚̘3 Įa χ 1,20μ

13

�Ƃauāa

36͟611͚77 Įa χ 3,33μ

15

�utuőaƼo

164̗̗͟7͚̘1 Įa χ 15,00μ

5

�lto �atía Ƽ koƂtĎ ĈĎl Cauāa

3̘͟66͚37 Įa χ 0,36μ

4

¢uƂ ĈĎ �olíƵaƂ

2̘̘͟6͚7̘ Įa χ 0,27μ

10

¢uƂ ĈĎl ōlĳőa

6̗͟36͚14 Įa χ 0,62μ

12

�aŃo Cauāa Ƽ koƂĈĎƊtĎ �œtĳoƁuĎśo

14̗͟1̗͚0̘ Įa χ 1,35μ

14

iaāaƂĎœa ͯ BuaƵĳaƂĎ

66̘̗͟1͚42 Įa χ 6,09μ

16

CuĎœāa ĈĎl Caħuæœ Ƽ �ĳĎĈĎőoœtĎ CaƁuĎtĎśo

766͟265͚07 Įa χ 69,71μ

6

ioœtĎƊ ĈĎ iaƂía

4͟125͚7̘ Įa χ 0,37μ

Total

1͟0̘̘͟161͚57 Įa χ 100μ

Fuente: Elaboración propia con base en ANT

Llama la atención que 
Arauca y Catatumbo 
reportaban más hectáreas 
formalizadas a abril de 2021.
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De acuerdo con el Decreto 2363 de 2015 y el 
Decreto Ley 902 de 2017, los Planes de trde-
namiento ¢ocial para la Propiedad Rural (Pt¢PR) 
tienen como objetivo organizar la actuación 
institucional de la ANT por oferta en las zonas fo-
calizadas para fomentar la distribución equitativa 
de la propiedad, el acceso a tierras y la seguridad 
de la propiedad rural. Por ende, las interven-
ciones deben ejecutarse a través de un barrido 
predial masivo, de manera gradual y progresiva 
para asegurar la formalización de la mano del 
Catastro Multipropósito.

La Resolución 130 de 2017 del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural establece las varia-
bles e instancias para la focalización de municipios 
para iniciar su Pt¢PR, que incluyen al Ministerio 
de Agricultura, la Unidad de Planificación Rural 
Agropecuaria (UPRA) y la Agencia Nacional de 
Tierras (ANT). Dichas Entidades deben, además, 
realizar una valoración de recursos y de condicio-
nes de seguridad para articular la política pública 
sectorial en los municipios focalizados.

Cabe señalar que, pese a que los Pt¢PR no 
fueron contemplados en las negociaciones de 
paz, son parte de las estrategias para hacer más 
eficiente los procesos administrativos dirigidos 
al cumplimiento de las disposiciones acordadas 
en el subpunto 1.1 del Acuerdo de Paz sobre 
acceso y formalización de tierras y gestión del 
suelo rural9. 

Respecto a la focalización, se tiene que, a 28 
de febrero de 2022, la Agencia Nacional de Tierras 
ha programado 59 municipios para la atención por 
oferta para formular e implementar los Pt¢PR10. 

De estos 59 municipios11, 8 fueron excluidos 
del modelo por oferta para la formulación e im-
plementación de los Pt¢PR: Ituango (Antioquia), 
Nechí (Antioquia), Tarazá (Antioquia), Íaldivia (An-

tioquia), Montelíbano (Córdoba), Puerto Libertador 
(Córdoba), ¢an ]osé de Uré (Córdoba) y Florida 
(Íalle del Cauca).

De los 51 municipios restantes: 11 se encuentran 
en el Departamento de Bolívar, 9 en ¢ucre, 8 en 
Cauca, 4 en Meta, 4 en Tolima, 3 en La Guajira, 3 
en Magdalena, 2 en Antioquia, 2 en Córdoba, 1 en 
Cundinamarca, 1 en Nariño, 1 en Norte de ¢antan-
der, 1 en ¢antander y 1 en Íalle del Cauca, de los 
cuales 32 son PDET, es decir, el 62,7μ. 

A continuación, se presenta el balance de los 
municipios en relación con la formulación e imple-
mentación de los Pt¢PR: 

a. El municipio de tvejas (¢ucre) ya finalizó la 
etapa de campo de la fase de implementación. 

b. Los municipios de Córdoba y El Guamo (Bo-
lívar); Planadas y Rioblanco (Tolima); Fonseca; 
y ¢an ]uan del Cesar (La Guajira) ya finalizaron 
la etapa de trabajo de campo en lo que co-
rresponde al levantamiento de la información 
física y jurídica predial.

c. 5 municipios, Ataco (Tolima), Cáceres (An-
tioquia), Ciénaga (Magdalena), ¢an ]acinto 
(Bolívar) y Íalencia (Córdoba), continúan la 
etapa de trabajo de campo en lo que corre-
sponde al levantamiento de información física 
y jurídica predial en la vigencia 2022.

d. ¢e estima que para la vigencia 2022 los 
siguientes 8 municipios inicien su fase de 
implementación de los Pt¢PR, a través de 
barrido predial: Pradera (Íalle del Cauca); Gua-
randa (¢ucre); Puerto Lleras y Fuente de tro 
(Meta); Aracataca (Magdalena); ¢an Andrés de 
Tumaco (Nariño); Chaparral (Tolima); y Carmen 
de Bolívar (Bolívar). Es de aclarar que todos 
estos ya cuentan con Pt¢PR aprobado, pero 
no han iniciado su implementación.

9Ϳ Procuraduría General de la Nación. Tercer Informe al Congreso sobre el estado de avance de la implementación del Acuerdo de 
Paz. (2021). tbtenido de: https:ͥͥ ƶƶƶ.procuraduria.gov.coͥportalͥmediaͥfileͥTercerμ20informeμ20Acuerdoμ20deμ20Pazμ20
2021μ20.pdf
10Ϳ ANT. Derecho de petición radicado 20221000457471. Abril de 2022.
11Ϳ Ibídem.

La Agencia Nacional de 
Tierras ha programado 5̘ 
őuœĳāĳpĳoƊ paƂa la atĎœāĳŝœ 
poƂ oĦĎƂta para formular e 
implementar los Pt¢PR.

Municipios excluídos

Municipios en proceso

tƵĎŃaƊ (Sucre)
ya finalizó la etapa de campo de la 
fase de implementación. 

62͚7μ (32 municipios) son PDET
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e.	 Los municipios de Sardinata (Norte de San-
tander), Puerto Rico (Meta) y Santander de 
Quilichao (Cauca), se encuentran en la etapa 
final de formulación del POSPR, y, de acuerdo 
a lo informado por la ANT, se espera que una 
vez aprobados se inicie su implementación en 
la presente vigencia. 

f.	 Se espera que estos 10 municipios sean pro-
gramados para implementación a partir de 
2023: Mahates y María la Baja (Bolívar); Mora-
les, Piendamó, Cajibío, Almaguer, Piamonte y 
Mercaderes (Cauca); San Juan de Nepomuce-
no (Bolívar); y San Antonio de Palmito (Sucre). 
Estos ya cuentan con POSPR aprobado. 

g.	 Estos 7 municipios se encuentran con POSPR 
formulado y aprobado, pero están pendientes 
de ser implementados o de programar una 
fecha para iniciar: Zambrano (Bolívar), Sucre 
(Cauca), Topaipí (Cundinamarca), Dibulla (La 

Guajira), Santa Marta (Magdalena), Puerto Gai-
tán (Meta) y San Onofre (Sucre). 

h.	 11 municipios se encuentran con POSPR for-
mulado y aprobado, pero en la búsqueda de 
recursos para su implementación: San Carlos 
(Antioquia); Achí, Magangué y San Jacinto 
del Cauca (Bolívar); Ayapel (Córdoba); Lebrija 
(Santander); Caimito, Majagual, San Benito de 
Abad, San Marcos y Sucre (Sucre). 

Por otro lado, y en relación con las fuentes de 
financiamiento de los Planes de Ordenamiento 
Social para la Propiedad Rural (POSPR), se evi-
dencia que la mayoría de los municipios que se 
encuentran en la fase de implementación han sido 
financiados con recursos de inversión del Presu-
puesto General de la Nación (PGN) y algunos otros 
a través de la financiación de cooperación interna-
cional implementada por USAID. 

Catastro Multipropósito 

El punto 1.1.9 del Acuerdo de Paz estableció la necesi-
dad de crear un sistema de información catastral que 
contribuya a promover el desarrollo rural por medio 
del recaudo de impuestos efectivos de los munici-
pios y la inversión social. Para ello, el compromiso 
específico fue la puesta en marcha de un Sistema 
General de Información Catastral, Integral y Multipro-
pósito que en un plazo máximo de 7 años concretara 
la formación y actualización del catastro rural, garan-
tizando una amplia y efectiva participación ciudadana 
para la transparencia de la información. 

El Plan Nacional de Desarrollo (PND) fijó como 
meta para 2022 actualizar el 60% del área del 

país (68,7 millones de hectáreas) y el 100% de los 
municipios PDET. Lo anterior difiere de la meta 
del Plan Marco de Implementación (PMI), que es-
tableció que para 2023, todos los municipios del 
país deben contar con el Catastro Multipropósito 
formado o actualizado12. 

De la información suministrada por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) se concluye 
que, con corte al 31 de marzo de 2022, el país 
cuenta con 31.717.669 ha13 actualizadas con pro-
cesos de conservación y actualización catastral, lo 
cual corresponde al 27,80% del área geográfica de 
Colombia, de la siguiente manera14.

12  Contraloría General de la República. Quinto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de las metas del componen-
te para la paz del Plan Plurianual de Inversiones (2021). Obtenido de: https://www.contraloria.gov.co/documents/20181/1885365/
Quinto+informe+de+seguimiento+politicas+posconflicto.+Final.pdf/0c917255-0ee0-400a-a660-26ed3a7fd421
13  Lo que equivale, en todo caso a 31,8 millones de hectáreas (aprox.), y que es importante mencionar a efectos de comprender 
los datos que se encuentran adelante, los cuales se hacen con decimales en millones de hectáreas.
14  IGAC. Derecho de petición radicado 2500DGC-2022-0005458-EE-001. Abril de 2022. Las fechas de corte de las cifras repor-
tadas en esta sección corresponden al 31 de marzo de 2022.

Tabla 4. 

Avances del catastro multipropósito

Ítem No. Municipios No. Hectáreas % Área país

Actualización 82 10.729.114 9,40%

Conservación N/A 20.988.555 18,40%

Total N/A 31.717.669 27,80%

Fuente: IGAC 

El Plan Nacional de 
Desarrollo (PND) fijó 
como meta para 2022:

Actualizar el 60%
del área del país (68,7 millones de hectáreas)

Actualizar el 100%
de los municipios PDET
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El IGAC reporta que para 2022 se encuentran en 
intervención 450.253,56 hectáreas para formación 

$ĎpaƂtaőĎœto iuœĳāĳpĳo Þoœa aātualĳǆaĈa �ƂĎa aātualĳǆaĈa ͬĮaͭ

1 Cauca Popayán 26.536,89

2 Arauca Arauquita 305.898,44

3 Casanare Paz de Ariporo 1.098,069

4 Quindío La Tebaida 289,68

5 Cundinamarca Tocancipá 40,60

6 Córdoba San Carlos 44.618,45

7 Cundinamarca Gachancipá 504,38

̗ Tolima Rioblanco 241,83

̘ Tolima Íillarrica 60,13

10 Boyacá ¢ocha 7.005

11 Boyacá Socotá 34.773,08

12 Boyacá Tasco 8.650

13 Boyacá Paz del Rio 1.945

14 Boyacá Corrales 6.067

15 Boyacá Betéitiva 9.990 

16 Boyacá Busbanzá 2.535

ōtal͙ 450͟253͚56

Fuente: IGAC.

15Ϳ IGAC. Anexo al Derecho de petición radicado 2500DGCͲ2022Ͳ0005458ͲEEͲ001 del 20 de abril de 2022.
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La ejecución proyectada para 2022 genera más 
incertidumbre sobre el cumplimiento de las me-
tas propuestas. 

Rural Urbano

o actualización del catastro multipropósito, como 
se muestra a continuación: 

Mapa

Municipios con catastro multipropósito 

en ejecución 202215

¯aĀla 5͟ 

Municipios con catastro multipropósito en ejecución 2022
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Ahora bien, y de acuerdo con lo informado por el 
IGAC16 y el Departamento Nacional de Planeación 
(DNP)17, en relación con las fuentes de financiación 
del catastro multipropósito provenientes de coo-
peración internacional, se tiene:

Crédito del Banco Mundial 
-BM- y el Banco Interamericano 
de Desarrollo -BID-18:

Uno de los momentos hito en el avance de la 
política del Catastro Multipropósito fue la apro-
bación de un crédito por 150 millones de dólares 
del Banco Mundial y el Banco Interamericano de 
Desarrollo para financiar la implementación del 
Proyecto Programa para la adopción e imple-
mentación de un Catastro Multipropósito Rural 
- Urbano, con el objetivo de permitir el fortale-
cimiento institucional y tecnológico del IGAC, la 
Superintendencia de Notariado y Registro (SNR) 
y la ANT para avanzar en la implementación de 
la política de catastro multipropósito en por lo 
menos 83 municipios priorizados. 

La ejecución se encuentra distribuida en las 
cuatro entidades ejecutoras del proyecto: el DNP, 
el IGAC, la ANT y la SNR, de acuerdo con el Banco 
financiador de cada actividad. El proyecto general 
tiene cuatro componentes: 

a.	 El fortalecimiento institucional por parte del 
Gobierno Nacional; las funciones cartográfica 
y catastral, a cargo del IGAC; y la Superinten-
dencia de Notariado y Registro y la ANT para 
ordenamiento social de la propiedad.

b.	 El fortalecimiento tecnológico para las entidades.

c.	 La implementación y mantenimiento territorial del 
catastro multipropósito, que fortalezca las capaci-
dades institucionales en las entidades a priorizar.

d.	 La administración y gestión del proyecto. 

A partir de esto, los municipios a cubrir por esta 
fuente son 79. De estos, 39 son municipios PDET y 
en sólo 9 de ellos se hará de la mano del proceso 
de Plan de Ordenamiento Social de la Propiedad 
Rural (POSPR). Adicionalmente, hay otros 4 mu-
nicipios no PDET en los que también se hará el 
proceso de POSPR.

Con corte a 25 de marzo de 2022, se cuenta con 
los insumos cartográficos y geodésicos del primer 
grupo de 7 municipios en Boyacá19 y se viene avan-
zando en las actividades de levantamiento catastral 
con enfoque multipropósito. De igual forma, se 
viene avanzando en la generación de los insumos 
cartográficos y geodésicos de un segundo grupo 
de 34 municipios20, de los cuales 10 son PDET. 

Recursos del Reino Unido: 

Según lo informado por el DNP, el Gobierno de 
Reino Unido, como organismo cooperante, priorizó 
un apoyo en el aporte de recursos no reembolsa-
ble bajo el programa de cooperación Territorios 
Forestales Sostenibles (TEFOS), los cuales fueron 
canalizados a través del contrato de préstamo 
BIRF N° 8937–CO con fecha del 8 de octubre de 
2020, suscrito entre el Gobierno de Reino Unido y 
el Banco Mundial, dando lugar a la incorporación 
de un quinto componente denominado Catastro 
Multipropósito en áreas ambientalmente protegi-
das para fortalecer la gestión sostenible.

El 8 de marzo de 2021, el Banco Mundial, la Agen-
cia Presidencial de Cooperación Internacional (APC 
Colombia) y el Fondo Acción, suscribieron el Acuerdo 
de Donación TF0B4816-CO para financiar las activi-
dades del referido componente hasta por la suma 
de US$ 42.974.880,83, cuya implementación a nivel 
técnico estará a cargo del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, el IGAC, la SNR, la ANT y Par-
ques Nacionales Naturales (PNN), actuando el DNP 
como articulador del componente con el Proyecto.

Con corte al 25 de marzo de 2022, se había de-
finido la priorización de las áreas de intervención 
que se ejecutarán a través de estos recursos no 
reembolsables, correspondiente a: 14 municipios 
completos por ser financiados en su totalidad por 
la cooperación de Reino Unido; 6 municipios com-
partidos por encontrarse financiados tanto por la 
cooperación de Reino Unido como de USAID; los 
2 Parques Nacionales Naturales de Paramillo y 
Puinawuai que son conformados por 12 municipios 
con intervención parcial; y se da inicio a las acti-
vidades precontractuales para la contratación de 
los insumos requeridos para la intervención catas-
tral, correspondientes a los insumos cartográficos 
y geodésicos. Las actividades relacionadas al 
levantamiento catastral se desarrollarán entre el 
segundo semestre de 202221 y 2023.

Recursos de USAID: 

De acuerdo a lo informado por el DNP, la coope-
ración de la Agencia de Estados Unidos para el 
Desarrollo Internacional (USAID), ejecutada a tra-
vés del Programa Nuestra Tierra Próspera, cuenta 
con un monto de recursos de USD 75 millones, 
con tres componentes: 

a.	 Formalización de tierras, el cual incluye 11 
municipios piloto de catastro multipropósito y 
formalización masiva22, y la actualización ca-
tastral del PNN Chiribiquete.

b.	 Fortalecimiento de autoridades locales.
c.	 Desarrollo económico y productivo. 

Durante el primer trimestre del 2021, de los 11 
municipios iniciales que se tenían programados, 
se adicionó el municipio de Puerto Rico (Meta), 
así como la zona correspondiente al Parque 
Nacional Natural Chiribiquete, donde se de-
sarrollará el proceso de actualización catastral 
multipropósito. Ahora bien, frente al estado de 
ejecución en estos municipios, con corte al 25 
de marzo de 2022, el DNP informó que se viene 
avanzando en las visitas predio a predio de los 
municipios de Cáceres (Antioquia), San Jacinto 
(Bolívar) y Ataco (Tolima)23, directamente ejecu-
tadas por USAID. Durante la vigencia 2022 se 
iniciarán las actividades correspondientes en los 
municipios restantes.

Agencia Francesa de Desarrollo (AFD)24:

A través de estos recursos de cooperación se 
plantea ejecutar el proyecto Promoviendo la im-
plementación de un paisaje rural climáticamente 
inteligente en Colombia. Estos recursos son fruto 
del acuerdo suscrito con la Unión Europea – LAIF 
(Instrumento para Inversiones en América Latina), 
en el que se define el esquema de ejecución de 
los recursos totales otorgados por el monto de € 7 
millones, los cuales serán ejecutados a través del 
vehículo financiero Fondo Acción, quien recibió los 
recursos de la AFD.

16  IGAC. Derecho de petición radicado 2500DGC-2022-0005458-EE-001. Abril de 2022. Las fechas de corte de las cifras repor-
tadas en esta sección corresponden al 31 de marzo de 2022.
17  DNP. Derecho de petición radicado 20223100355741. Abril de 2022. Las fechas de corte de las cifras reportadas en esta sección 
corresponden al 25 de marzo de 2022.
18  Ibídem.
19  Betéitiva, Busbanzá, Corrales, Sativasur, Socha, Socotá y Tasco (Boyacá).
20 El Peñón, San Estanislao, Zambrano, Montecristo (Bolívar); Boavita, Cerinza, Covarachía, Cuítiva, Gámeza, Iza, Monguí, Tipa-
coque, Tópaga (Boyacá), El Doncello, El Paujil (Caquetá), Trinidad (Casanare), Florencia, Sucre (Cauca), Astrea, El Paso, Manaure, 
San Diego, Tamalameque (Cesar), Topaipí (Cundinamarca), Cabuyaro, San Luis de Cubarral (Meta), Huila (Colombia), Chalán, Los 
Palmitos, Morroa, San Onofre, Tolú Viejo (Sucre), Puerto Gaitán (Meta), Santa Rosa (Cauca).

21  En los municipios de: El Bagre, Segovia, Zaragoza (Antioquia), Tame (Arauca), Puerto Rico (Caquetá), Calamar, Miraflores, San 
José del Guaviare, El Retorno (Guaviare), La Macarena, Mapiripán, Mesetas, Puerto Concordia, Uribe y Vistahermosa (Meta).
22  Ataco, Chaparral (Tolima), El Carmen de Bolívar, San Jacinto (Bolívar), Cáceres (Antioquia), Sardinata (Norte Santander), Santan-
der de Quilichao (Cauca), Tumaco (Nariño), Fuente de Oro, Puerto Lleras y Puerto Rico (Meta).
23  Todos los cuales son municipios PDET.
24  DNP. Derecho de petición radicado 20223100355741. Abril de 2022. Las fechas de corte de las cifras reportadas en esta 
sección corresponden al 25 de marzo de 2022.
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De las actividades establecidas en el subcom-
ponente 2.2 del Proyecto, se ha definido por la 
AFD la implementación de la actualización ca-
tastral multipropósito en los municipios de Santa 
Rosalía (Vichada) y San Juan de Arama (Meta), este 
último incorporado en la última modificación del 
marco lógico del Proyecto realizada en el segundo 
trimestre del 2021, de acuerdo con el trabajo arti-
culado entre las entidades del Gobierno Nacional, 
Fondo Acción como agente ejecutor y la AFD.

Para la implementación del catastro multipropó-
sito se ha establecido por la AFD que la ejecución 
operativa será realizada por el IGAC como gestor 
por excepción para dichos municipios. Actual-
mente, dicha contratación al IGAC se encuentra en 
proceso de No Objeción por la Agencia Francesa 
de Desarrollo para el inicio de actividades técnicas 
en el segundo trimestre de 2022.

De igual forma, se ha definido la contratación 
de los insumos registrales requeridos para la 
implementación del catastro en el municipio de 
Santa Rosalía, con la intervención de la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos (ORIP) de Puer-
to Carreño, en Vichada. Sobre este proceso, a la 
fecha, se ha generado un primer contrato para la 
revisión documental de la información de la ORIP y 
se avanza en los procesos para la contratación de 
las consultorías de digitalización y depuración de 
los insumos registrales. 

Fondo Biocarbono25:

En el 2021, el IGAC suscribió un contrato con la So-
ciedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A., en 
representación de Biocarbono, para la actualización 
catastral del municipio PDET de Arauquita (Arauca) 
por valor de $4.256.437.657, que incluye el levanta-
miento catastral y los insumos correspondientes. 

En relación con los avances sobre la actualiza-
ción catastral en dicho municipio, el DNP informó 
que, con corte al 25 de marzo de 2022, se realizó 
la caracterización territorial del municipio, la densi-

ficación de la red geodésica, la generación de los 
insumos agrológicos y cartográficos y se avanza 
en el proceso de actualización catastral en campo. 
Para avanzar en las operaciones catastrales se 
realizó la prórroga del contrato con el IGAC hasta 
el 31 de junio de 2022, derivada principalmente 
por la dificultad de acceso al territorio por temas 
de seguridad.

Recursos Sistema General de Regalías 
y OCAD Paz:

Según lo informado por el DNP, a través de recur-
sos del Sistema General de Regalías (SGR) se han 
destinado dineros para la actualización catastral 
en 11 municipios urbano/rural26: Dabeiba, Jardín, 
Liborina, Peñol, Valparaíso, Jericó, Sabanalarga en 
Antioquia; Cartago en el Valle del Cauca; Villavi-
cencio, en Meta; San Francisco, en Cundinamarca; 
y Neiva, en Huila. Y 8 municipios urbanos: Apía, 
Balboa, Belén de Umbría, Guática, La Celia, Mar-
cella, Pueblo Rico y Santuario (Risaralda). 

De estos municipios, se ha finalizado la actualiza-
ción de Jardín (Antioquia) y los 8 municipios urbanos, 
y se encuentra en curso la actualización en los muni-
cipios de Jericó, Peñol, Sabanalarga (Antioquia). 

De igual forma, a través de recursos OCAD Paz 
se han destinado recursos para avanzar en la ac-
tualización catastral de 6 municipios PDET27, de los 
cuales actualmente se tiene aprobado para inicio en 
los municipios de Balboa (Cauca) y Orito (Putumayo).

Recursos Fondo Colombia en Paz:

De acuerdo con lo informado por el DNP, a través 
de recursos administrados por Fondo Colom-
bia en Paz se realizará la actualización catastral 
multipropósito en 19 municipios, los cuales se 
encuentran en proceso de contratación de los 
insumos cartográficos y geodésicos, para inicio de 
las actividades de levantamiento catastral en el 
segundo semestre de la presente vigencia. 

Recursos propios de la ANT y del IGAC:

El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) y la 
Agencia Nacional de Tierras (ANT) vienen adelantan-
do procesos de actualización catastral con enfoque 
multipropósito en el marco sus funciones como 
gestores en municipios priorizados. Para el caso 
del IGAC, corresponde a 19 municipios completos 
y las zonas de resguardos indígenas: 24,9 millones 
de hectáreas en, aproximadamente, 31 municipios 
parciales; y para el caso de la ANT, 9 municipios.

En relación con los recursos ejecutados y los 
pendientes por ejecutar, el IGAC envía la misma 
información que ya había remitido para el informe 
¿En qué va la Reforma Rural Integral del Acuerdo 
de Paz?, en la que presenta los datos del primer 
semestre de 2021. Por esta razón no se incluyen 
cifras sobre la ejecución de recursos para la actu-
alización de la información catastral por parte de 
esta entidad. 

25  Ibídem.
26  De estos solo Dabeiba (Antioquia) es municipio PDET.
27  San Pablo, Cantagallo, Morales, Simití (Bolívar), Balboa (Cauca) y Orito (Putumayo).
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Plan de Zonificación Ambiental

El Plan de Zonificación Ambiental (PZA) se esta-
bleció en el Acuerdo como una de las medidas 
para el cierre de la frontera agrícola y la protección 
de las áreas de especial interés ambiental (punto 
1.1.10), y debía culminarse dos años después de la 
firma del Acuerdo.

Según el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible28, durante el año 2021 se realizó el 
proceso de concertación entre los sectores de 
Agricultura y Desarrollo Rural y de Ambiente, que 
culminó con el cierre técnico del Plan entre los 
ministerios.

El Plan de Zonificación Ambiental fue adoptado 
mediante la Resolución 1608 de diciembre 29 de 
2021, expedida por el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible.

Según la definición contenida en este docu-
mento, “el Plan de Zonificación Ambiental es un 
instrumento de ordenamiento ambiental para 
la planificación y gestión territorial derivado del 
Acuerdo Final de Paz, de carácter indicativo, pro-
gresivo, dinámico y participativo, que contiene 
una Zonificación Ambiental Indicativa del territorio 
y establece un Marco Estratégico y un Plan de 
Acción para armonizar y orientar los programas, 
planes y acciones para el desarrollo sostenible de 
las subregiones y municipios de PDET.”29

El Plan también establece que:

“la zonificación contenida (…) tiene un carácter 
indicativo debido a que su escala de trabajo 
es 1:100.000, se basa en fuentes de infor-
mación secundaria, no cambia el régimen 
legal vigente y no es insumo para la toma de 
decisiones a nivel predial.

Esta condición implica para el proceso de 
implementación la necesidad de generar 
zonificaciones ambientales participativas de 
mayor detalle de acuerdo con las condicio-
nes específicas territoriales.” 

Aspectos problemáticos en 
materia de tierras

Lentitud en la adjudicación de tierras

A pesar de los avances reportados por la Agencia 
Nacional de Tierras (ANT) en los últimos meses, la 
cantidad de entregas efectuadas por el Fondo de 
Tierras sigue siendo baja, lo cual demuestra la falta 
de eficacia de la ANT en la distribución para el cumpli-
miento de las metas propuestas, tanto en el Acuerdo 
de Paz como en el PMI, e incluso las del mismo Go-
bierno de Iván Duque en su Plan de Desarrollo30. 

Las hectáreas distribuidas a campesinos du-
rante el Gobierno Duque31 indican que tan solo 
se adjudicó un 1,21% de lo que se debería haber 
hecho al año para cumplir, en 12 años, con la en-
trega de 3 millones de hectáreas provenientes del 
Fondo de Tierras a campesinos sin tierra o con 
tierra insuficiente.

Por otra parte, el Gobierno Duque estaría 
formalizado tan solo un 13,11% de lo que debía 
haber hecho anualmente para cumplir con la 
meta de 7 millones de hectáreas formalizadas 
en 10 años a campesinos y campesinas sin tierra 
o con tierra insuficiente.

De los datos presentados, se evidencia que no 
es necesariamente por falta de tierras en el Fondo 
que no se ha avanzado en la satisfacción del de-
recho al acceso a la tierra, especialmente de los 
campesinos. De acuerdo con lo reportado por la 
ANT, hay un predominio de predios en el Fondo 
de Tierras provenientes de baldíos indebidamente 
ocupados y bienes fiscales patrimoniales que se 
encontrarían disponibles en el Fondo desde hace 
unos años para ser distribuidos, mientras campe-
sinas, campesinos, comunidades étnicas y otros 
beneficiarios siguen a la espera de obtener un 
título de propiedad y de reivindicar su derecho al 
acceso a la tierra. 

De esta información se concluye que el Plan aún 
no está terminado porque deben continuarse con 
zonificaciones más detalladas en los territorios y 
además es un plan solo para los municipios PDET 
que, si bien deben ser priorizados, en este caso en 
particular el Acuerdo no cerraba el Plan de Zonifi-
cación a solo estos 170 municipios.

Según el Ministerio, para la implementación del 
Plan se han adelantado las siguientes acciones:

a.	 Desarrollo de talleres de capacitación de la 
metodología del Plan de Zonificación Am-
biental, sus alcances como instrumento de 
planificación ambiental y su alineación con los 
diferentes sectores del desarrollo rural. 

b.	 Presentación de los avances del PZA y entrega 
de la base cartográfica y del documento técni-
co en cada una de las sesiones de los pilares 1 
y 6 de las mesas de impulso a los PDET.

c.	 Desarrollo de 20 talleres, los cuales han tenido 
por objeto articular el Plan de acción del PZA 
con los principales ejes territoriales del sector 
ambiental en las 16 subregiones PDET. 

d.	 Con el anterior ejercicio, se busca que el PZA 
se tenga como referente de la planeación 
para el 2023, permitiendo que dentro de los 
instrumentos nacionales y regionales de plani-
ficación éste se convierta en una plancha base 
de identificación de nuevos planes de zonifi-
cación participativa a escalas más detalladas.

Por otra parte, a raíz de la suscripción del Acuerdo 
de Altamira entre el Ministerio de Medio Ambiente 
y la Mesa de Diálogo Campesina del Caquetá y 
Sur del Meta (junio 17 y 18 de 2021) con ocasión 
del Paro Nacional 2021, el Ministerio ha venido 
apoyando la realización de 4 zonificaciones ambi-
entales participativas que aporten al mejoramiento 
de las condiciones de vida de las comunidades 
rurales campesinas que habitan en los municip-
ios caqueteños de Cartagena del Chairá, Solano, 
Puerto Rico y La Montañita.

28  Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, derecho de petición radicado No. 3103-E2-2022-00087 del 31 de marzo de 
2022.
29  Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2021). Plan de Zonificación Ambiental objeto del punto 1.1.10 del Acuerdo Final 
de Paz.

30  Una de las grandes críticas al Gobierno de Iván Duque en materia de la implementación del Acuerdo de Paz, fue la falta de 
claridad en las metas establecidas por su Gobierno para el logro de los objetivos del Acuerdo. De igual manera, el Gobierno en 
diferentes ocasiones, presentó grandes discrepancias en los reportes de metas y avances entre distintas entidades del Gobierno 
encargadas de la implementación de la Reforma Rural Integral.
31  10.869,23 hectáreas

Solo se adjudicó un

1.21% de lo que se debería haber hecho al año
para cumplir, en 12 años, con la entrega de 3 millones de hectáreas provenientes del 
Fondo de Tierras a campesinos sin tierra o con tierra insuficiente.

El Gobierno Duque estaría formalizado tan solo un

13.11% de lo que debía haber hecho anualmente 
para cumplir con la meta de 7 millones de hectáreas formalizadas en 10 años a 
campesinos y campesinas sin tierra o con tierra insuficiente.
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Falta de transparencia en la 
información

El incremento reportado en la distribución de 
tierras en beneficio de la población indígena pro-
viene en su mayoría de procesos que se venían 
adelantando antes del Acuerdo de Paz, lo cual 
implica que estas no corresponden a tierras entre-
gadas a través del Fondo de Tierras establecido 
en el Acuerdo32, generando, por tanto, una pre-
ocupación por la falta de transparencia de esta 
Entidad en relación con los datos entregados. Este 
hallazgo ha sido también puesto de manifiesto por 
expertos del Instituto Kroc y la Procuraduría Gene-
ral de la Nación.

Por otro lado, es importante recordar que, se-
gún lo estipulado en el Acuerdo, las tierras con 
las que el Fondo de Tierras debe nutrirse pro-
vendrían de distintas fuentes (extinción judicial 
de dominio, baldíos indebidamente apropiados 
y ocupados, sustracción de zonas de Ley segun-
da, extinción administrativa de dominio, entre 
otras), buscando “privilegiar aquellos procesos 
agrarios donde el Estado tiene mayor margen 
de maniobra porque se ha cometido alguna 
irregularidad, como la recuperación de baldíos 
indebidamente apropiados o la extinción judicial 
del derecho de dominio de tierras compradas 
con recursos ilícitos”33. 

No obstante, a pesar de contar con un listado 
original en el Acuerdo de Paz y el desarrollo del 
Decreto Ley 902 en dos subcuentas que nutren 
los recursos del Fondo, la Agencia ha reportado 
fuentes de ingreso de los predios muy distintos a 
los allí contemplados, haciendo difícil el monitoreo 
al cumplimiento de lo acordado.

En relación con la información solicitada en 
marzo de 2022 a la ANT sobre el tipo de fuentes 
con las que se nutre el Fondo de Tierras, es impor-
tante mencionar que la Agencia no remitió dicha 
información en su respuesta con radicado No. 
20221000457471 de abril del mismo año, lo que 

demuestra una obstaculización por parte de esta 
entidad para el acceso a cierto tipo de información. 

Con respecto a los procesos de formalización, 
también se evidencian incongruencias en la infor-
mación suministrada por la Agencia, por ejemplo, 
al no distinguir las adjudicaciones de las formal-
izaciones, lo que dificulta el seguimiento y refuerza 
la tesis mencionada sobre la falta de transparencia 
en la información proporcionada por la ANT. 

Rezago en el catastro multipropósito

El enorme rezago en la implementación del ca-
tastro multipropósito es evidente: a corte de 31 de 
marzo de 2022, el 72,2% del área geográfica del 
país está por formar o está desactualizada total o 
parcialmente en su catastro.

Esto implica que el Gobierno Duque realizó el 
51,67% de lo que debía haber hecho anualmente 
para cumplir con la meta establecida en su propio 
Plan Nacional de Desarrollo sobre actualización 
catastral y, en consecuencia, llevó a cabo mucho 
menos de lo que debía haber hecho al año para 
cumplir con la meta establecida en el PMI. 

También existe una alta dependencia para el 
financiamiento del catastro multipropósito de la 
banca multilateral y de cooperación internacional, 
lo cual, además de vislumbrar las dificultades para 
la asignación de recursos del presupuesto nacio-
nal, puede representar a largo o mediano plazo un 
desfinanciamiento de este proceso.

Ausencia de integralidad de diferentes 
medidas en materia de tierras

El rezago en la actualización del catastro en el país, 
además de relacionarse con el estancamiento en las 
formalizaciones y el acceso a la tierra, va de la mano 
con la ralentización de otros procesos que tienen por 
objeto la organización de los derechos de propiedad 
en los territorios, como los Planes de Ordenamiento 
Social de la Propiedad Rural (POSPR).

La lentitud en la ejecución de los POSPR ha 
dificultado la creación de una nueva política de 
ordenamiento social de la propiedad rural, basa-
da en atender de manera masiva y eficiente, por 
oferta, las situaciones jurídicas relacionadas con 
el acceso a la tierra y su formalización34, mante-
niéndose a la fecha el modelo de atención por 
demanda, lo cual, a su vez, ha contribuido a la 
congestión institucional35. 

Como se había reportado en el informe ¿En qué 
va la Reforma Rural Integral del Acuerdo de Paz?, 
publicado en octubre de 2021, de los 79 muni-
cipios en los que se implementará el catastro 
multipropósito con recursos del crédito del Ban-
co Mundial y el BID, tan solo en 9 se adelantarán 
POSPR, lo que significa una oportunidad perdida 
e implica la necesidad de nuevos recursos y es-
fuerzos institucionales al momento de adelantar 
los planes de ordenamiento.

Incumplimiento del Plan de 
Zonificación Ambiental:

A pesar de que a finales de 2021 se adoptó el 
Plan de Zonificación Ambiental (PZA), y de que 
el Gobierno Nacional, en cabeza principal de los 

sectores de Agricultura y Desarrollo Rural y de 
Ambiente, ha venido desarrollando durante el 
2022 algunas acciones de implementación, estas 
resultan todavía insuficientes, si se tiene en cuenta 
que el PZA debía desarrollarse dos años después 
de la firma del Acuerdo. 

Finalmente, el rezago en la implementación 
del Plan de Zonificación Ambiental, además de 
incumplir con todas las metas planteadas en el 
Acuerdo de Paz sobre su desarrollo y ejecución, 
ha dificultado e impedido en materia de acceso a 
tierras36, entre otras cosas: 

a.	 El establecimiento del límite de la fronte-
ra agrícola y la definición de las categorías 
ambientales de referencia para las áreas con-
dicionadas de la frontera agrícola.

b.	 La identificación de áreas susceptibles de 
acceso y/o de formalización de la propiedad.

c.	 La zonificación de los territorios PDET para 
armonizar la oferta de los servicios ecosisté-
micos con las dinámicas socioambientales de 
los mismos.

d.	 La articulación de la zonificación con las ca-
tegorías de áreas protegidas definidas en el 
marco normativo nacional. 

32  Al igual que en el caso de las distribuciones efectuadas por la ANT, se evidencia que un área importante de los procesos de 
formalización registrados por la Agencia como formalizados a partir de la puesta en marcha del Acuerdo de Paz, culminaron, por 
el contrario, antes de la firma del Acuerdo, lo que implica que la cifra real de formalizaciones sea mucho menor.
33  Fondo Capital Humano. IFIT. Los debates de La Habana: una mirada desde adentro.

34  El modelo de atención por oferta institucional previsto para la implementación del Acuerdo de Paz, prevé la intervención 
concentrada de la ANT en territorios priorizados para aumentar la eficiencia de la Entidad en la superación de la conflictividad 
agraria de manera ordenada e integral, evitando así la congestión institucional derivada del modelo de atención por demanda.
35  Procuraduría General de la Nación. Informe sobre el estado de avance de la implementación de las estrategias de acceso a 
tierras y uso del suelo rural contempladas en el Acuerdo de Paz. (2021). Obtenido de: https://www.procuraduria.gov.co/portal/
media/file/Informe%20sobre%20Acceso%20y%20Uso%20de%20la%20Tierra%20Def%2007_01_2021.pdf
36  Los siguientes criterios fueron extraídos de los Alcances del Plan de Zonificación Ambiental relacionados con la delimitación de 
la frontera agrícola establecidos en la Resolución 1608 de septiembre de 2021 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

El Gobierno Duque realizó el 51,67% de 
lo que debía haber hecho anualmente 
para cumplir con la meta establecida en su 
propio Plan Nacional de Desarrollo sobre 
actualización catastral.

Capítulo 2: Punto 1. Reforma Rural Integral76 Capítulo 2: Punto 1. Reforma Rural Integral 77



2.

Programas 
de Desarrollo 
con Enfoque 
Territorial (PDET)

Contexto municipios PDET38

37  Decreto 893 de 2017.

Los PDET son un instrumento de planificación y 
gestión para implementar de manera prioritaria y 
con celeridad los planes sectoriales y programas 
en el marco de la Reforma Rural Integral (RRI), con 
el objetivo de lograr la transformación estructural 
del campo y el bienestar de la población rural. En 
el Acuerdo se contempló priorizar los PDET en las 
zonas más necesitadas y urgidas del país, median-
te los siguientes criterios: 

a.	 Niveles de pobreza extrema y necesidades 
insatisfechas

b.	 Afectación por el conflicto armado
c.	 Debilidad de la institucionalidad
d.	 Presencia de cultivos de uso ilícito y de otras 

economías ilegales. 

Así se definieron 170 municipios en 16 subregiones 
del país y 11.000 veredas37.

38  Los datos extraídos en este sub acápite fueron extraídos de la página web de la Agencia de Renovación del Territorio –ART-. 
Todo sobre PDET. (2021). Obtenido de: https://www.renovacionterritorio.gov.co/especiales/especial_PDET/

Los PDET corresponden al 36% del territorio nacional y tienen el 45% de las 
áreas de Parques Nacionales Naturales. 

En dichos territorios viven 6,6 millones de colombianos, lo cual representa el 
24% de la población rural.

Los niveles de pobreza, en particular de pobreza extrema y de necesidades in-
satisfechas, se mantienen altos, así como los índices de pobreza rural. 

Tabla 6. 

Índice de Pobreza Multidimensional. Cifras en porcentaje.

Año

Pdet Nivel nacional

Agregado Cabeceras
Centros 

poblados y rural 
disperso

Agregado Cabeceras
Centros 

poblados y rural 
disperso

2018 34,7 25,2 46,9 19,6 13,8 39,9

2019 30,6 23,5 39,9 17,5 12,3 34,5

2020 32,9 23 46 18,1 12,5 37,1

2021 28,7 21,7 38,2 16,0 11,5 31,1

Fuente: Dane
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El 31% de las víctimas en Colombia residen en municipios PDET.

Con relación a la planeación de los PDET, participa-
ron más de 200.000 personas, 41% mujeres y solo un 
25% de grupos étnicos, concertándose 16 Planes de 
Acción para la Transformación Regional (PATR) con 

32.808 iniciativas. Los primeros PATR concertados 
fueron el de la Subregión Arauca y el de la Subregión 
Sur de Bolívar el 03 de agosto de 2018; y el último fue 
el de Pacífico Medio, el 19 de marzo de 2019.

En cuanto a acceso a servicios básicos y satisfacción de  
derechos fundamentales: 

23% de los hogares en los municipios PDET no tienen 
servicio de energía eléctrica.

A pesar de que los PDET suelen tener una mayor distancia para llegar a las 
ciudades (52,79 kilómetros frente a 46,71 del promedio nacional) el 77,5% de la 
red vial terciaria está en mal estado. 

3 de cada 4 habitantes no cuentan con una vivienda digna.

Menos de la tercera parte de la población de los PDET tiene acceso a 
una fuente de agua. 

El analfabetismo en estos territorios es 3 veces el promedio nacional.

Hoja de ruta PDET

El Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 en su 
Artículo 281 definió la creación de una Hoja de Ruta 
Única para ordenar la implementación de los PDET 
para priorizar las iniciativas e identificar responsables, 
fuentes de financiación y avances en el cumplimien-
to, e integrar los PATR con otros instrumentos de 
planeación, tanto surgidos del Acuerdo, como de los 
procesos ya realizados en los territorios39. 

El proceso de construcción de esta Hoja de 
Ruta consta de tres fases: 

a.	 Construcción técnica
b.	 Socialización de la metodología
c.	 Validación territorial. 

Lo que se hace en primer lugar es definir los es-
cenarios meta a los que se espera que lleguen 
las subregiones en 15 años; posteriormente, se 
identifican potencialidades de los territorios; y 
finalmente se define el modelo multicriterio que 
ordena las iniciativas según su importancia estra-
tégica para el desarrollo de la subregión40.

Con corte a 31 de marzo de 2022, se han 
expedido y se encuentran publicadas 15 de las 
16 Hojas de Ruta, faltando la Hoja de Ruta de 
la Subregión Pacífico Medio, que se encuentra 
en proceso de construcción con los actores 
territoriales41 según lo informado por la ART. Sin 
embargo, de acuerdo a los testimonios recibidos 
en el marco del proyecto Del Capitolio al Terri-
torio y en la audiencia pública realizada en el 
Congresos sobre la situación del Pacífico Medio 
(el 09 de diciembre de 2021), esta hoja de ruta 
ha tenido múltiples inconvenientes para su for-
mulación, pues las comunidades consideran que 
no han sido tenidas en cuenta en su construcción 
y que la ART, más que un proceso conjunto de 
participación, está es socializando un resultado 
de un ejercicio interno de la Entidad.

Estas son las Hojas de Ruta ya expedidas, con el 
número de participantes, iniciativas del PATR y de 
la Hoja de Ruta y el pilar con más iniciativas tanto 
en el PATR como en la Hoja de Ruta: 

39  En relación con este punto, en el Tercer Informe al Congreso sobre el estado de avance de la implementación del Acuerdo 
de Paz (2021), la Procuraduría informó que la Hoja de Ruta avanza con un modelo técnicamente robusto para la priorización 
estratégica de las iniciativas, en términos de la proyección de escenarios meta y la identificación de potencialidades del territorio. 
No obstante, persiste la urgencia de ajustar la oferta a las necesidades identificadas en los PATR.
40 Agencia de Renovación del Territorio (ART). Hoja de Ruta PDET. Obtenido de: https://www.renovacionterritorio.gov.co/especia-
les/hoja-ruta-pdet/
41  ART. Derecho de petición radicado 20225000035821. Abril de 2022. Las fechas de corte de las cifras reportadas en esta 
sección corresponden al 31 de marzo de 2022.

Con corte a 31 de marzo de 2022, se han expedido y 
se encuentran publicadas 15 de las 16 Hojas de Ruta, 
faltando la Hoja de Ruta de la Subregión Pacífico Medio, 
que se encuentra en proceso de construcción con los 
actores territoriales  según lo informado por la ART.
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Hoja de Ruta
Catatumbo

FecĮa de publicación: julio de 2020.

Número de personas Ɓue participaron: 157

Número de iniciativas de PATR: 1.115

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 249

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación rural y 
primera infancia rural

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas: 
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta
¢ur de Córdoba

FecĮa de publicación: enero de 2021.

Número de personas Ɓue participaron: 96

Número de iniciativas de PATR: 1.222

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 146

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación rural y 
primera infancia rural

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas: 
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta
¢ur de Bolívar

FecĮa de publicación: enero de 2021.

Número de personas Ɓue participaron: 175

Número de iniciativas de PATR: 1.052

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 192

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación rural y 
primera infancia rural

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta 
Putumayo

FecĮa de publicación: mayo de 2021.

Número de personas Ɓue participaron: 130

Número de iniciativas de PATR: 3.440

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 291

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación rural y 
primera infancia rural

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta 
Montes de María

FecĮa de publicación: junio de 2021

Número de personas Ɓue participaron: 300

Número de iniciativas de PATR: 2.931

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 390

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Reactivación 
económica y producción agropecuaria

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta 
CĮocó

FecĮa de publicación: agosto de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 2.027

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 364

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Reactivación 
económica y producción agropecuaria

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria
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Hoja de Ruta 
Pacífico y Frontera Nariśense

FecĮa de publicación: septiembre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 1.534 

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 302 

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación rural y 
primera infancia rural

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta 
¶rabá AntioƁueśo

FecĮa de publicación: octubre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 1.641 

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 225

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Reactivación 
económica y producción agropecuaria 

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta 
Bajo Cauca y Nordeste AntioƁueśo

FecĮa de publicación: septiembre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 1.947

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 355

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación rural y 
primera infancia rural

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Infraestructura y adecuación de tierras 

Hoja de Ruta 
¢ur de Tolima

FecĮa de publicación: octubre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 1.168

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 120

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Reconciliación, 
Convivencia y Construcción de Paz. 

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria

Hoja de Ruta
Cuenca del Caguán y Piedemonte CaƁueteśo

FecĮa de publicación: noviembre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 3.322

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 461

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación Rural y 
Primera Infancia Rural 

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria 

Hoja de Ruta 
Arauca 

FecĮa de publicación: noviembre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 2.283

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 121

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Reactivación 
económica y producción agropecuaria 

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria 
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Planes Nacionales para la 
Reforma Rural Nntegral.

Los Planes Nacionales son el instrumento para es-
tablecer la oferta específica, los indicadores, metas 
y presupuesto por sector para la transformación de 
los territorios, con el objetivo de superar la pobreza 
y la desigualdad y así mejorar el bienestar de la po-
blación rural cerrando la brecha entre el campo y la 
ciudad. A la fecha, se han expedido catorce Planes 
Nacionales y dos siguen pendientes.

Hoja de Ruta 
Alto Patía y Norte del Cauca

FecĮa de publicación: diciembre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 4.466 

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 659

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación Rural y 
Primera Infancia Rural 

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria 

Hoja de Ruta 
¢ierra Nevada Perijá Þona Bananera

FecĮa de publicación: diciembre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 2.135 

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 425

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación rural y 
primera infancia rural

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Reactivación económica y producción agropecuaria 

Hoja de Ruta 
MacarenaͲGuaviare

FecĮa de publicación: diciembre de 2021

Número de personas Ɓue participaron: la Hoja de Ruta publicada 
no presenta el número de personas que participaron.

Número de iniciativas de PATR: 1.896 

Número de iniciativas de la Ioja de Ruta: 359

Pilar de PATR con mayor número de iniciativas: Educación Rural y 
Primera Infancia Rural 

Pilar de la Ioja de Ruta con mayor número de iniciativas:
Vivienda rural, agua potable y saneamiento básico rural

Aquí presentaremos el estado general de los 
planes expedidos, el avance en su implementa-
ción y en qué van los planes no expedidos a más 
de 5 años de la firma del Acuerdo Final. Ô también 
una relación de cada Plan Nacional expedido, su 
acto administrativo, fecha de expedición, el sector 
del Estado a cargo, el presupuesto indicativo esti-
mado y el avance.
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Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución 91 del 24 de abril de 2020 Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural

Presupuesto

El presupuesto indicativo estimado para la implementación del Plan a 11 años es de $1,57 billones 
de pesos42; hasta 2022 el gasto de inversión que se proyecta es de $103 mil millones de pesos. La 
primera estrategia sobre las soluciones alternativas de riego a escala intrapredial ocupa el 85,6% de 
las inversiones. La segunda estrategia sobre pre-inversión e inversión en proyectos de distritos de 
pequeña escala representa el 13,9% del gasto de inversión. Finalmente, la estrategia de apoyo a la 
asociatividad corresponde al 0,5% del presupuesto estimado.

Avance

El Plan tiene tres indicadores en su estrategia 

a.	 “soluciones individuales de riego”, con cinco indicadores en su estrategia 
b.	 “inversión en distritos de riego” y un indicador en su estrategia 
c.	 de “asociaciones”. 

A 30 de abril de 2022, el Sistema Integrado de Información para el Posconflicto (SIIPO) 2.0 reporta el 
21,25% de avance en la implementación de este Plan. 

Presenta como un avance que la Agencia de Desarrollo Rural (ADR), en el primer trimestre del año en 
curso, haya realizado la priorización y planeación de las intervenciones a desarrollar durante el 2022, 
entre las que se encuentran la cofinanciación de los Proyectos Integrales de Desarrollo Agropecuario 
y Rural (PIDAR) con soluciones alternativas de riego predial, la rehabilitación de distritos de pequeña 
escala y el fortalecimiento asociativo de las comunidades beneficiarias de la adecuación de tierras en 
Colombia o posibles usuarias43. 

Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución No. 0003260 del 3 de agosto de 2018 Transporte

Presupuesto

El presupuesto indicativo estimado para la implementación del Plan a 14 años es de $10,2 billones de 
pesos44, los cuales se distribuyen así: 6,7% del parágrafo transitorio 8 del Acto Legislativo 4 de 201745; 
66,1% del Sistema General de Regalías sin OCAD Paz; 14,7% obras por impuestos; 2,6% del PGN; y 10,9% 
del parágrafo transitorio 7 del Acto Legislativo 4 de 201746.

Avance

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 41,79% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes indicadores47:

a.	 Número de municipios PDET48 con corredores priorizados: en 2019, se priorizaron 14 municipios; 
en 2020, se priorizaron 61 municipios; y en 2021, se han priorizado 16 municipios. Para 2022 no se 
registran municipios priorizados

b.	 Porcentaje de kilómetros de vías priorizadas construidos o en mantenimiento en municipios PDET: 
en 2019 se intervinieron 24,8km de los 22km priorizados; en 2020, 164,7km de los 498km prioriza-
dos; en 2021, 851,64km de los 1.200km priorizados. No se registran km de vías priorizados en 2022.

42  Pesos de 2019.
43  Ministerio de Agricultura y Desarrollo Sostenible. IV INFORME DE AVANCE CUALITATIVO. PLAN NACIONAL SECTORIAL DE RIE-
GO Y DRENAJE PARA LA ECONOMÍA CAMPESINA, FAMILIAR Y COMUNITARIA. Enero – marzo 2022. Resultados 2022. Obtenido 
de: https://siipo.dnp.gov.co/vistaciuddanodetallato/10

Plan Nacional de  
Riego y Drenaje para la Economía Campesina, 
Familiar y Comunitaria

Plan Nacional de  
Vías para la Integración Regional

44  Pesos de 2017.
45  Parágrafo 8°. Transitorio. Con el propósito de financiar la infraestructura de transporte requerida para la implementación del 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, el Gobierno nacional trasladará el 
60% de los saldos no aprobados en el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación a 31 de diciembre de 2016. El 50% de los recur-
sos objeto del traslado será destinado a la Asignación para la Paz, para ser definidos por el Órgano Colegiado de Administración y 
Decisión de que trata el parágrafo 7° transitorio del presente artículo y el 50% restante al Fondo de Desarrollo Regional.
46  Parágrafo 7°. Transitorio. Durante los veinte (20) años siguientes a la entrada en vigencia del presente acto legislativo, un 7% 
de los ingresos del Sistema General de Regalías se destinarán a una asignación para la Paz que tendrá como objeto financiar 
proyectos de inversión para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera, incluyendo la financiación de proyectos destinados a la reparación de víctimas.
47  Ministerio de Transporte. INFORME CUALITATIVO. AVANCE. PLAN NACIONAL DE VÍAS PARA LA INTEGRACIÓN REGIONAL 
(PNVIR). (2022). Obtenido de: https://siipo.dnp.gov.co/vistaciuddanodetallato/7
48  La incorporación de los municipios PDET en la ejecución de las actividades del Plan Nacional de Vías para la Integración 
Regional va en concordancia con lo pactado en el Acuerdo de Paz y con lo establecido en los lineamientos del presente plan.
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Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución No. 001722 del 12 de julio 2019 Tecnologías de la Información y las Comunicaciones

Presupuesto

La oferta de acceso comunitario a internet para zonas rurales es financiada con los recursos del Fondo 
TIC. Las estimaciones de costos corresponden a un estudio de mercado preliminar que se llevó a 
cabo en diciembre de 2018 y cuyo monto asciende a $3,4 billones de pesos. $2,7 billones de pesos se 
incluyen en el plazo de implementación del Acuerdo, y $721.873 millones de pesos corresponden a las 
vigencias 2032-2034. En cualquier caso, se aclara en el Plan que estas estimaciones podrán ajustarse 
tanto a los resultados que arroje la consultoría que estará a cargo de la estructuración del proyecto, 
como a la disponibilidad presupuestal del Fondo TIC.

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 85,67% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes indicadores:

a.	 En el período correspondiente al primer trimestre de 2022, el sector TIC continuó con el segui-
miento contractual a los indicadores de calidad y niveles de servicio del Proyecto Nacional de 
Conectividad de Alta Velocidad y del Proyecto Nacional de Fibra Óptica, así como a las actividades 
desarrolladas por los contratistas tendientes a culminar las instalaciones de los municipios y áreas 
no municipalizadas pendientes, para dar cumplimiento al indicador correspondiente al porcentaje 
de cabeceras municipales conectadas a redes de Internet de alta velocidad, el cual se mantiene, 
para el período, en el 98,75% de avance49.

b.	 El MinTIC ha mantenido para este período en operación las redes de transporte de alta velocidad 
en las 170 cabeceras municipales de los municipios PDET50.

c.	 Para el período correspondiente al primer trimestre de 2022, se reporta que permanecen en ope-
ración 170 Zonas Digitales Rurales y que han entrado en operación 170 Centros Digitales. Un total 
de 340 soluciones de acceso comunitario a internet se encuentran actualmente prestando servi-
cios a los habitantes de igual número de centros poblados de municipios PDET, lo que representa 
un porcentaje de avance equivalente al 53,2% sobre la meta de 639 centros poblados que se 
establece el Plan Nacional de Conectividad Rural51.

Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución No. 40809 del 2 de agosto de 2018 Minas y Energía

Presupuesto52

En el Plan se establece que el costo total requerido para la universalización del servicio de energía 
eléctrica en Colombia es de $6,14 billones, distribuidos en $1,93 billones para atender las viviendas 
sin servicio que serían interconectables y $4,21 billones se requerirían para atender las viviendas sin 
servicio a las cuales debería brindársele una solución aislada.

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 89,04% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes indicadores:

a.	 Una de las metas del Plan Nacional de Electrificación Rural (PNER), es llevar el servicio de 
energía eléctrica a 100.000 nuevas familias en todo el territorio nacional dentro del periodo 
2018-2022. Con corte al 31 de marzo de 2022, se lleva un avance del 76,04% en esta meta, con 
un total de 76.045 usuarios beneficiados; de los cuales 8.645 fueron reportados en el primer 
trimestre del 202253.

b.	 De los 8.645 nuevos usuarios reportados entre enero y marzo del 2022, un total de 4.507 fueron 
energizados a través de Fuentes no Convencionales de Energía (FNCER)54.

c.	 En los municipios ubicados en las subregiones PDET, entre enero y marzo del 2022, se benefi-
ciaron con el servicio de energía eléctrica un total de 6.718 nuevos usuarios, de los cuales, 3.793 
fueron energizados a través de Soluciones Solares Fotovoltaicas Individuales (SSFVI)55.

Plan Nacional de  
Conectividad Rural

Plan Nacional de  
Electrificación Rural

49  Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. INFORME CUALITATIVO. AVANCE. PLAN NACIONAL DE 
CONECTIVIDAD RURAL - ESTRATEGIA 1 (INDICADORES A32 Y A32P). Corte: marzo de 2022. Obtenido de: https://siipo.dnp.gov.
co/vistaciuddanodetallato/4
50  Ibídem.
51  Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. INFORME CUALITATIVO. AVANCE PLAN NACIONAL DE 
CONECTIVIDAD RURAL - ESTRATEGIA 1 (INDICADORES A32 Y A32P). Corte: marzo de 2022. Obtenido de: https://siipo.dnp.gov.
co/vistaciuddanodetallato/4

52  Pesos de 2016.
53  Ministerio de Minas y Energía. INFORME CUALITATIVO. AVANCE PRIMER TRIMESTRE DE 2022 - PLAN NACIONAL SECTORIAL 
PLAN NACIONAL DE ENERGIZACIÓN RURAL. Corte: 31 de marzo 2022. Obtenido de: https://siipo.dnp.gov.co/vistaciuddanode-
tallato/5
54  Ibídem.
55  Ibídem.
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Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución 0076 del 9 de marzo de 2021 Vivienda, Ciudad y Territorio

Presupuesto

Entre 2018 y 2031 la implementación del Plan asciende a un valor total de $3,76 billones. Para el perio-
do 2018 y 2022 el costo total es de $1,01 billones de pesos56. Las fuentes de financiación son diversas, 
siendo las principales el SGR, el Fondo Colombia en Paz, el mecanismo de Obras por Impuestos y el 
OCAD Paz.

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 69,06% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes indicadores57:

a.	 Personas beneficiadas con soluciones tecnológicas apropiadas de acceso a agua: En 2017 se be-
neficiaron 168.697 personas, un 83,1% de la meta. En 2018 se beneficiaron 304.784 personas, un 
150,14% de la meta. En 2019 se beneficiaron 23.003 personas, un 21,70%. Del 2020 y del 2021, aun 
no se establecen avances. 

b.	 Personas beneficiadas con soluciones tecnológicas apropiadas de acceso a agua en municipios 
PDET: En 2017 se beneficiaron 6.229 personas. En 2018 se beneficiaron 5.481 personas. En 2019 
se beneficiaron 2.915 personas. En 2020 se beneficiaron 6.897 personas. En el período 2018-2022 
solo se ha dado un avance del 3,02% frente a la meta de esos años establecida en el Plan. El 
avance en los municipios PDET representa apenas el 4,3% del total reportado a nivel nacional

c.	 Personas beneficiadas con soluciones tecnológicas apropiadas de acceso a saneamiento: En 2017 
se beneficiaron 0 personas. En 2018 se beneficiaron 52.845 personas. En 2019 se beneficiaron 
199.427 personas. No hay reporte de avances en 2020 y 2021. 

d.	 Personas beneficiadas con soluciones tecnológicas apropiadas de acceso a saneamiento en mu-
nicipios PDET: En 2017 se beneficiaron 8.427 personas. En 2018 se beneficiaron 248 personas. En 
2019 se beneficiaron 2.297 personas. En 2020 se beneficiaron 3.235 personas. En el periodo 2018-
2022 solo se ha dado un avance del 2,2% frente a la meta de esos años establecida en el Plan. 
El avance en los municipios PDET representa apenas el 2,3% del total reportado a nivel nacional.

Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución 000006 de 15 de enero de 2020 Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural

Presupuesto

El presupuesto indicativo estimado para la implementación del Plan a 14 años es de $510.064 millones 
de pesos. La fuente de financiación principal es el PGN.

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 85,36% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes indicadores:
Respecto a los indicadores de seguimiento internos del Plan58:

a.	 Se beneficiaron 55 Organizaciones ECFC59 a través de proyectos e iniciativas de circuitos cortos de 
comercialización, encadenamientos productivos, y agrologística, de los cuales 37 (67%) se ubican 
en territorios PDET. Adicionalmente, se beneficiaron a ocho Organizaciones ECFC a través de ser-
vicios complementarios de apoyo a la comercialización de productos.

b.	 Ocho departamentos han creado la Mesa Departamental de Compras Públicas Locales de Ali-
mentos a través de ordenanza o decreto.

Respecto a avances generales del Plan60:

a.	 La Caracterización, y Valoración de Capacidades y Competencias, de una Organización de Pro-
ductores para la Comercialización es una herramienta diseñada para perfilar a una organización de 
estas desde una óptica de mercado, reconociendo sus puntos fuertes y débiles para su desarrollo 
comercial. En la vigencia 2022 con corte a 31 de marzo, se han realizado 6 caracterizaciones, va-
loraciones y planes de trabajo con ruta de atención establecida en los departamentos de Vichada, 
Valle del Cauca, Córdoba y Boyacá.

b.	 El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural –(MADR) y la Agencia de Desarrollo Rural (ADR) adelan-
taron diversas jornadas preparatorias durante el 2022, para la puesta en marcha de la “Mesa Técnica 
Nacional De Compras Públicas Locales Agroalimentaria”, esto como estrategia para ir avanzando en la 
planeación y socialización de la implementación de la Ley de Compras Públicas de Alimentos.

c.	 Sobre la estrategia de Compras Públicas Locales, actualmente adelantan el proceso de imple-
mentación de la Mesa Nacional de Compras Públicas en: Tolima, Putumayo, Nariño, Arauca, Sucre, 
Meta, Norte de Santander, Cesar, Valle del Cauca, Córdoba, Boyacá, Casanare, Santander, Cundi-
namarca, Quindío, Vichada y Guaviare.

Plan Nacional de  
Suministro de Agua Potable y Saneamiento Básico Rural

Plan Nacional para la  
Promoción de la Comercialización de la Producción de la 
Economía Campesina, Familiar y Comunitaria

56  Pesos de 2016.
57  Los avances reportados sobre el Plan Nacional de Suministro de Agua Potable y Saneamiento Básico Rural no varían con 
respecto a los señalados en los informes que se publicaron en 2021; toda vez que, el SIIPO 2.0 sigue sin actualizar o reportar 
avances sobre este Plan en su página web.

58  Ministerio de Agricultura y Desarrollo Sostenible. Informe cualitativo. Avance plan nacional para la promoción de la comercia-
lización de la producción de la economía campesina, familiar y comunitaria. Corte: marzo de 2022. Obtenido de: https://siipo.dnp.
gov.co/vistaciuddanodetallato/3
59  Economía Campesina, Familiar y Comunitaria.
60  Ibídem.
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Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución 209 del 1 de septiembre de 2020 Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural

Presupuesto

El presupuesto indicativo estimado para la implementación del Plan a 12 años es de $2,17 billones de 
pesos. La fuente de financiación principal es el PGN.

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 71,77% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes indicadores:

Respecto a los indicadores de seguimiento internos del Plan61:

a.	 En el primer trimestre del 2022, se han beneficiado 4.534 emprendedores con mecanismos de 
intervención y socialización enfocados en mejorar las capacidades técnicas y empresariales. 505 
emprendedores se ubican en territorio PDET.

b.	 Durante el primer trimestre del 2022, se han cofinanciado 71 emprendimientos colectivos. 
c.	 A corte de marzo del 2022, se aprobaron 16.025 operaciones de crédito para el pequeño productor, 

por valor del crédito de $187.248 millones con un subsidio a la tasa por valor de $20.438 millones.

Respecto a avances generales del Plan62:

a.	 Desde la Mesa de Asociatividad Rural se construyó el instrumento de autodiagnóstico, el cual 
busca identificar a las organizaciones, unificar los procesos de caracterización y generar una base 
de datos con el tamaño y la homogeneidad requerida para realizar análisis robustos. 

b.	 Se presentó el plan de trabajo 2022 de asociatividad rural donde se trabajarán en las estrategias 
de: fortalecimiento asociativo, sistemas de información y financiamiento.

Plan para  
Apoyar y Consolidar la Generación de Ingresos de la Economía 
Campesina, Familiar y Comunitaria

Plan nacional de  
Fomento a la Economía Solidaria y Cooperativa Rural 
(PLANFES)

Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución 2950 del 29 de diciembre de 2020 Trabajo

Presupuesto

Se estima que el presupuesto del PLANFES, entre 2017 y 2031 es de $928 mil millones de pesos63. Sin 
embargo, ajustados al Marco Fiscal de Mediano Plazo vigente, y para efectos de la adopción del Plan, 
se presenta un escenario de $90,6 mil millones de pesos64 65.

Avance

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 78,78% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes indicadores:

a.	 A corte de 31 de marzo del 2022, se reportan una identificación inicial de 46 procesos de creación 
de organizaciones solidarias. De los cuales 12 están ubicadas en municipios PDET66.

b.	 A corte del 31 de marzo del 2022, se planeó tan solo 1 acción interinstitucional, la cual fue im-
plementada. Esta acción fue suscrita en la ciudad de Bogotá y se implementó en 10 municipios: 
Buenaventura, Nuquí, Carmen del Viboral, San Agustín, Palestina, Maicao, Barichara, Guacamayas, 
Manizales y Bogotá. De estos, Buenaventura y Nuquí son municipios PDET67.

61  Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. INFORME CUALITATIVO. AVANCE PLAN NACIONAL PARA APOYAR Y CONSOLIDAR 
LA GENERACIÓN DE INGRESOS DE LA ECONOMÍA CAMPESINA, FAMILIAR Y COMUNITARIA. Corte: marzo de 2022. Obtenido de: 
https://siipo.dnp.gov.co/vistaciuddanodetallato/11
62  Ibídem.

63  Escenario 1 – a necesidades reales: cobertura en 561 municipios identificados como rurales y rurales dispersos, de los cuales 
170 son PDET. Cuesta $928 mil millones de pesos.
64  Pesos de 2016.
65  Escenario 2 – a asignación presupuestal de la UAEOS: cobertura en 285 municipios identificados como rurales y rurales disper-
sos, de los cuales 85 son PDET. Cuesta $90,6 mil millones de pesos.
66  Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias –UAEOS-. INFORME CUALITATIVO. AVANCE PLAN NACIONAL 
SECTORIAL DE ECONOMIA SOLIDARIA – PLANFES-. Corte: marzo de 2022. Obtenido de: https://siipo.dnp.gov.co/vistaciuddano-
detallato/2
67  Ibídem.
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Resolución 2951 de 29 de diciembre de 2020 Trabajo

Presupuesto

Se estima que el presupuesto del Plan es de $6,1 billones de pesos68. Un total de $6 billones se 
destinarán a la estrategia “Extensión de programas para la protección de la vejez a la población rural 
de tercera edad”.

Avance

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 87,52% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. Resaltan los siguientes avances69:

a.	 Durante el primer trimestre de 2022, se impartieron 408 cupos de formación con el programa 
SENA Emprende Rural en los municipios PDET a población con discapacidad. 

b.	 Durante el primer trimestre de 2022, se han desarrollado actividades de capacitación y sensibili-
zación en Derechos Fundamentales del Trabajo, Diálogo Social y Trabajo Decente, capacitando a 
677 personas en 16 municipios rurales y municipios PDET.

c.	 En el Primer trimestre del año 2022, se han llevado a cabo actividades de intervención en 27 
nuevos municipios rurales y municipios PDET en el marco del desarrollo de actividades para el 
avance en la estrategia Red Nacional de Formalización Laboral (RNFL).

d.	 Durante el primer trimestre del 2022, se realizaron a través del aplicativo de la Agencia Pública de Em-
pleo –APE- del SENA: 15.804 colocaciones en los municipios rurales y en los municipios PDET 7.552.

e.	 De conformidad con la articulación con UAEOS, durante el primer trimestre del 2022, se han fo-
mentado 206 organizaciones Rurales con total de 2.240 personas beneficiarias con una inversión 
de $13.395.403.300. Las actividades consisten en una caracterización y sensibilización de cada 
una de ellas, con el objetivo de dar a conocer el modelo solidario y sus ventajas a comunidades.

f.	 En la vigencia enero - marzo de 2022, se ejecutaron 151.240 cupos de formación femeninos en 
municipios PDET y 417.089 cupos en municipios rurales, en cumplimiento a las acciones de for-
mación a mujeres rurales.

g.	 En la vigencia 2022, se han realizado 3 pagos a las nóminas del primer trimestre, beneficiando a 
1.700.545 adultos mayores en todo el territorio nacional.

Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución 0410 de 02 de agosto de 2021 Vivienda, Ciudad y Territorio

Presupuesto

La financiación para implementar los objetivos y las estrategias del presente plan al año 2031 se 
estiman de manera indicativa aproximadamente en $3,72 billones a precios de hoy; estos recursos 
financiarían subsidios a vivienda nueva por valor de $2,51 billones, subsidios a mejoramiento de vivien-
da por valor de $1,02 billones y costos operativos por valor de $196 mil millones70. 

Las proyecciones de los recursos son planeadas e indicativas y los recursos asignados anualmente 
dependerán del Marco Fiscal de Mediano Plazo -MFMP- y el Marco de Gasto de Mediano Plazo -MGMP-71.

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 0,0% en el SIIPO 2.0. 

Plan Progresivo de 
Protección Social de Garantía de Derechos de los Trabajadores 
y Trabajadoras Rurales

Plan Nacional de 
Construcción y Mejoramiento de Vivienda Social Rural

68  Pesos de 2016.
69  Ministerio del Trabajo. INFORME CUALITATIVO. AVANCE Plan Progresivo de Protección Social y de Garantía de Derechos de 
los Trabajadores y Trabajadoras Rurales. Corte: 31 de marzo 2022. Obtenido de: https://siipo.dnp.gov.co/vistaciuddanodetallato/9

70  Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio. Plan Nacional de Construcción y Mejoramiento de Vivienda Social Rural – PNVISR. 
(2021). Obtenido de: https://www.minvivienda.gov.co/system/files/consultasp/documento-tecnico-plan-nacional-de-construc-
cion-y-mejoramiento-de-vivienda-social-rural_0.pdf
71  Ibídem.
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Resolución 382 del 20 de diciembre de 2021 Agricultura

Presupuesto

La implementación y ejecución de este Plan se encuentra dirigida por la Agencia Nacional de Tierras 
-ANT- con cargo a los recursos de funcionamiento, de inversión o propios, recursos del Sistema 
General de Regalías y otras fuentes de financiamiento que se puedan vincular a la Implementación 
del Plan, sujeto a las disponibilidades presupuéstales de cada vigencia y al marco de gastos de 
mediano plazo (art. 3, Resolución 382 del 20 de diciembre de 2021). 

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 61,42% en el SIIPO 2.0, frente a las metas 
que se tienen hasta la presente vigencia. 
Los avances presentados en el Sistema sobre este Plan presentan algunos problemas:

a.	 Llama la atención que a pesar de que el Plan de Formalización Masiva de la Propiedad Rural fue 
expedido hasta finales del 2021, en la página web del SIIPO 2.0 se evidencia un avance de más de 
la mitad de la puesta en marcha del Plan. 

b.	 Los porcentajes de avance de algunos de los indicadores de este Plan que se encuentran en el 
SIIPO 2.0 son significativamente más altos que los dados por la ANT a corte de 31 de marzo de 2022.

Acto administrativo y fecha de expedición Sector del Estado a cargo

Resolución número 021598 del 16 de noviembre de 2021 Educación

Presupuesto

La implementación y ejecución de este Plan se encuentra dirigido por el Ministerio de Educación 
Nacional y las entidades que conforman la Comisión Intersectorial de Primera Infancia, en cabeza 
de la Consejería Presidencial para la Niñez y la Adolescencia –o quien haga sus veces- y el SENA, 
con cargo a los recursos de funcionamiento, de inversión, o propios de cada entidad y con ajuste a 
las proyecciones del marco de gasto de mediano plazo; así como por las Entidades Territoriales con 
recursos del Sistema General de Regalías y otras fuentes de financiamiento que se pueden vincular 
a la implementación de este Plan (art.3, Resolución número 021598 del 16 de noviembre de 2021).

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 76,81% en el SIIPO 2.0.

Al Igual que con el Plan anterior, llama la atención que a pesar de que fue expedido hasta finales del 
2021, en la página web del SIIPO 2.0 se evidencia un avance de casi el 80%.

Plan de 
Formalización Masiva de la Propiedad Rural

Plan Especial de 
Educación Rural
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Resolución 00132 de 2022 Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural

Presupuesto

La implementación y ejecución de este Plan se encuentra dirigido por la Agencia de Desarrollo 
Rural (ADR) y la Corporación Colombiana de Investigación (AGROSAVIA) con cargo a los recursos de 
funcionamiento, de inversión o propios, recursos del Sistema General de Regalías y otras fuentes de 
financiamiento que se puedan vincular a la implementación del Plan, sujeto a las disponibilidades 
presupuestales de cada vigencia y al marco de gastos de mediano plazo (art. 3, Resolución 00132 
de 2022).

Avance 

A corte de 30 de abril de 2022, el Plan registra un avance del 31,25% en el SIIPO 2.0.

Nota: El Plan de Zonificación ambiental (PZA) no se consigna en este apartado; toda vez que, sobre este se habla, de manera 

especial, en un subcapítulo anterior. 

Plan Nacional de  
Asistencia Integral, Técnica, Tecnológica y de Impulso 
a la Investigación

Por otro lado, estos son los planes Nacionales que aún no han sido expedidos.

Plan Nacional Sector del Estado Estado

Plan Nacional de Salud Rural72 Salud y Protección Social Cierre técnico

Sistema para la Garantía del Derecho 
Progresivo a la Alimentación Inclusión Social y Reconciliación73 Cierre técnico

72  A pesar de que el Plan no ha sido expedido mediante un acto administrativo, en el SIIPO 2.0 se registra un avance del 36,34%, 
frente a las metas que se tienen hasta la presente vigencia.
73  El Sistema para la Garantía del Derecho Progresivo a la Alimentación está a cargo de la Comisión Intersectorial de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (CISAN). La secretaría técnica de esta Comisión está a cargo del Instituto Colombiano del Bienestar 
Familiar (ICBF), el cual pertenece al sector Inclusión Social y Reconciliación.

Falencias en materia de PDET y 
Planes Nacionales Sectoriales

Falta de integralidad de los PDET

Los PDET fueron concebidos como un mecanismo 
esencial para el fortalecimiento y desarrollo terri-
torial, y para la construcción y consolidación del 
Estado en los municipios más marginados por la 
violencia y con mayor ausencia estatal, mediante: 

a.	 Creación y ejecución efectiva de múltiples 
medidas en materia de acceso y formalización 
de tierras.

b.	 Protección del medio ambiente.
c.	 Restablecimientos de derechos.
d.	 Incentivos a la economía local, en especial, de 

la social, familiar y comunitaria. 
e.	 Mejoramiento de las condiciones de vida de 

sus habitantes con la definición de interven-
ciones adecuadas a las particularidades de 
cada territorio, en materia de infraestructura 
y servicios sociales como salud, educación, 
vivienda, entre otros; todo acompañado de un 
proceso participativo amplio con las comuni-
dades y las autoridades locales. 

Asimismo, es importante mencionar que los PDET 
deben articularse con otros instrumentos de pla-
neación y medidas contempladas en el Acuerdo, 
como el Programa Nacional Integral de Sustitu-
ción de Cultivos Ilícitos (PNIS), los procesos de 
reparación colectiva y los procesos de restitución, 
por mencionar algunos. 

No obstante, el Gobierno Duque redujo la 
implementación de los PDET a la planeación 
de proyectos y al compromiso de recursos de 
diferentes fuentes, lo cual, a pesar de ser nece-
sario, se constituye en una visión minimalista de 
la ejecución efectiva de estos Programas y es 
insuficiente con respecto a lo contemplado en el 
Acuerdo de Paz. 

Deterioro de la participación

La formulación de los PATR puede considerarse 
como uno de los procesos participativos más am-
plios de los que se han desarrollado en el país, en 
particular en los territorios más olvidados. 

En contraste, en el marco de las visitas del 
proyecto “Del Capitolio al Territorio”, las críticas 
a la participación en la definición de la Hoja de 
Ruta fueron constantes. Los principales reparos 
de las comunidades fueron que el carácter par-
ticipativo que tuvo la elaboración de los PATR no 
se mantuvo durante la construcción de las Hojas 
de Ruta y denunciaron que la priorización de las 
iniciativas no contó con la discusión y participa-
ción suficiente de las organizaciones de base, ni 
de los Grupos Motor. 

Sobre esto, a pesar de que el proceso de la Hoja 
de Ruta tiene una fase de validación territorial, los 
pobladores afirmaron que ésta no fue suficiente 
en términos de tiempo ni de personas involu-
cradas, lo que se agravó durante la emergencia 
sanitaria por COVID-19, pues la validación territori-
al se realizó en corto tiempo y por medios virtuales 
que no garantizaron la participación efectiva y con 
incidencia de la población en la priorización.

Sumado a esto, criticaron que el proceso de 
socialización se haya delegado exclusivamente a 
miembros de Grupos Motor. De acuerdo con sus 
testimonios, esto puso en riesgo a dichos líderes 
por lo que se visibilizó en gran medida su posición 
y los hizo blanco de reclamos ante posibles incon-
formidades, siendo esto especialmente peligroso 
en regiones con situaciones críticas de seguridad. 

Adicionalmente, y en el marco del mismo Proyec-
to, se han recibido reparos a la falta de participación 
en las fases de implementación y seguimiento de 
los PDET, rompiendo con uno de los principios es-
tablecidos en el punto 1 del Acuerdo Final.
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Inconformidad con la priorización en 
las hojas de ruta

Los participantes de los encuentros en el marco 
del proyecto Del Capitolio al Territorio manifesta-
ron su inconformidad con respecto a que la Hoja 
de Ruta privilegia las iniciativas de desarrollo eco-
nómico, dejando de lado otros pilares. 

Esto se puede evidenciar en que el pilar que 
más iniciativas concentra, en 12 de las 15 hojas de 
ruta ya expedidas, es el de reactivación económi-
ca y producción agropecuaria. Si bien el desarrollo 
económico es fundamental en estos territorios y 
más la reactivación económica en el marco de la 
pandemia, no se puede olvidar que los PDET no 
son solo un programa enfocado en lo productivo, 
sino que, como lo menciona el propio Acuerdo, 
tienen dentro de sus objetivos la reconciliación y 
la protección de la riqueza cultural y pluriétnica de 
estos territorios.

Retraso y desarticulación de los  
Planes Nacionales

Con respecto a los problemas específicos en 
materia de Planes Nacionales, el indicador es-
tablecido por el PMI había fijado que a 2018 la 
totalidad de estos deberían estar completos. 
Sin embargo, la mayoría terminaron siendo 

Inconsistencias de las cifras reportadas en la página web del Sistema Integrado 
de Información para el Posconflicto (SIIPO 2.0).

adoptados entre 2020 y 2021, y aún se registran 
2 pendientes por adoptar mediante acto ad-
ministrativo74. Además, es necesario considerar 
que, de acuerdo con el PMI, cada Plan Nacional 
cuenta con indicadores de cumplimiento espe-
cíficos, lo cual implica que su ejecución mediante 
instrumentos normativos o de política pública no 
es sinónimo de implementación75.

También se evidenció que, aunque la mayoría de 
los planes registran indicadores relacionados con 
los PDET por la priorización territorial que repre-
sentan, a la fecha sigue sin ser clara su articulación 
con los Planes de Acción para la Transformación 
Regional (PATR), y con la metodología de la Hoja 
de Ruta Única, problema que también es mani-
festado por la Procuraduría y la Contraloría en sus 
informes de seguimiento a la implementación del 
Acuerdo de Paz76. 

La falta de articulación de estos instrumentos 
para el desarrollo territorial de los municipios más 
afectados por el conflicto armado empieza des-
de su misma creación, aun cuando su desarrollo 
y puesta en marcha fuera pensada de manera 
articulada. Los PATR se hicieron sin los Planes 
Nacionales y, cuando se hizo la Hoja de Ruta, 
ésta no tuvo en cuenta los planes que ya existían, 
escenario que empeora cuando se encuentra 
que ninguno de estos instrumentos contempla 
metas ambiciosas. 

En 12 de las 15 hojas de rutas ya expedidas, el pilar 
que más iniciativas concentra es el de reactivación 
económica y producción agropecuaria.

74  Centro de Pensamiento y Diálogo Político (CEPDIPO). Cinco años tejiendo un Acuerdo para la Vida. Quinto Aniversario del 
Acuerdo de Paz. (2021). Obtenido de: file:///C:/Users/DANIELA%20%20VALENTINA/Documents/Downloads/Revista_5to%20
aniversario_digital_online.pdf
75  Ibídem.
76  Ibídem.

En relación con los porcentajes de avance general 
y por indicador de los Planes Nacionales para la 
Reforma Rural Integral de la página web del SIIPO 
2.0, se constatan las siguientes problemáticas:
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Inconsistencias en el porcentaje de ejecución 
de algunos Planes Nacionales. Por ejemplo, el 
Plan Nacional de Salud Rural aparece en el SIIPO 
2.0 con 36,34% de avance en su ejecución, aun 
cuando no se ha expedido. 

Porcentajes de avance inflados. Es particular-
mente alarmante el altísimo porcentaje de avance 
que presentan algunos de los indicadores del Plan 
de Formalización Masiva de la Propiedad Rural, los 
cuales son significativamente más altos que los 
que reporta la ANT a corte de 31 de marzo de 2022. 

La información no es consistente. Algunos indi-
cadores cambian su reporte, por lo que se le hace 
un llamado para que la información publicada 
en el SIIPO 2.0 sea verificada previamente. Dos 
ejemplos del Plan Nacional de Agua Potable y 
Saneamiento Básico 

Tabla 7. 

Indicador A.69. “Personas beneficiadas con soluciones tecnológicas apropiadas de acceso a agua”

Fecha de 
consulta

Avance reportado por año

2017 2018 2019 2020 2021

Junio de 2021

168.697 
personas 
(83,1% de 
la meta)

304.784 
personas 
(150,14% de 
la meta)

23.003 
personas 
(21,70% de 
la meta)

No se reporta 
avance

No se reporta 
avance

Agosto de 2021
7.927 personas 
(3,9% de 
la meta)

No se reporta 
avance

235.918 
personas 
(222,56% de 
la meta)

No se reporta 
avance

No se reporta 
avance

Tabla 8. 

Indicador A.70. “Personas beneficiadas con soluciones tecnológicas apropiadas de acceso a saneamiento” 

Fecha de 
consulta

Avance reportado por año

2017 2018 2019 2020 2021

Junio de 
2021

185.600 
personas 
(64,67% de 
la meta)

267.900 
personas 
(93,34% de 
la meta)

7.941 personas 
(8,27% de 
la meta)

No se reporta 
avance

No se reporta 
avance

Agosto 
de 2021

No se reporta 
avance

52.845 
personas 
(18,41% de 
la meta)

199.427 
personas 
(207,74% de 
la meta)

No se reporta 
avance

No se reporta 
avance
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El Acuerdo Final estableció que el fin del conflicto 
necesita de una apertura democrática que per-
mita la participación de nuevas fuerzas políticas 
en el escenario público. Para esto, se requiere 
establecer medidas que promuevan una mayor 
participación en la política nacional, regional y 
local; fortalecer los derechos y las garantías ple-
nas para el ejercicio de la oposición; y establecer 
mecanismos democráticos que permitan la parti-
cipación y el control ciudadano.

Según los indicadores reportados en el Sistema 
Integrado de Información para el Postconflicto (SII-
PO)1, el Punto 2 es el que menos avances presenta 

de los puntos del Acuerdo Final: 38% de cumpli-
miento. En este capítulo analizaremos el estado 
de avance de algunas de las medidas que buscan 
cumplir con los objetivos planteados en el Acuerdo: 
el establecimiento de un estatuto de la oposición 
política, la reformas al régimen político y electoral; 
el cumplimiento de las recomendaciones hechas 
para la promoción de la participación y el control 
ciudadano; la implementación de las Circunscrip-
ciones Especiales de Paz para representar a los 
territorios más afectados por el conflicto en el Con-
greso de la República; y el desarrollo de una política 
pública de paz, reconciliación y convivencia.

1.

Garantías para 
la participación 
política
​​Estatuto de la oposición 

Uno de los aspectos cruciales para la democra-
cia y la construcción de paz es otorgar medidas 
y herramientas que le permitan a los diferentes 
sectores expresarse en el ámbito político y de la 
opinión pública. En ese sentido, brindar garantías a 
la oposición se convierte en un aspecto clave para 
cumplir con el derecho fundamental a participar 
en política y, para ello, el Acuerdo Final de Paz 
incorporó la necesidad de reglamentar el artículo 
112 de la Constitución que consagra la oposición 
política. Como resultado de lo anterior, después 
de 27 años de establecido dicho compromiso en 

Según los indicadores reportados en el Sistema Integrado 
de Información para el Postconflicto (SIIPO), el Punto 2 
es el que menos avances presenta de los puntos del 
Acuerdo Final: 38% de cumplimiento.

Después de 27 años de establecido dicho compromiso 
en la Constitución y de 12 intentos fallidos, el 9 de julio 
de 2018 fue promulgada la Ley 1909 de 2018, que 
reglamenta el estatuto a la oposición y derechos 
de las organizaciones políticas independientes.1 Consultado el 16 de mayo de 2022. 

la Constitución y de 12 intentos fallidos, el 9 de julio 
de 2018 fue promulgada la Ley 1909 de 2018, que 
reglamenta el estatuto a la oposición y derechos 
de las organizaciones políticas independientes.

Entre los compromisos establecidos en dicho 
estatuto se encuentran: otorgar financiación adi-
cional para movimientos y partidos de oposición; 
garantizar el acceso de la oposición a medios de 
comunicación y el derecho a réplica; y la acción 
de protección de los derechos de oposición, entre 
otros. A continuación, se presenta un balance de 
algunos aspectos del Estatuto de la Oposición. 
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Financiación adicional para 
movimientos en oposición 

El Estatuto de la Oposición define que el Fondo 
Nacional de Financiación Política debe apropiar 
una partida adicional del 5% del monto de finan-
ciamiento del funcionamiento permanente de los 
partidos y movimientos políticos con personería 
jurídica, para asignarlo a las organizaciones políti-
cas declaradas en oposición al Gobierno Nacional. 

En ese sentido, es posible afirmar que, si bien el 
promedio de recursos recibidos por cada partido 
de oposición sigue siendo menor a los recibidos 
en promedio por cada partido declarado de go-
bierno o independiente, gracias al Estatuto de la 
Oposición, lo recibido por cada partido declarado 
en oposición aumentó en 6,7% en el cuatrienio 
2018-2022. 

Acceso de la oposición a medios  
de comunicación 

El acceso a los medios de comunicación social del 
Estado y los que hacen uso del espectro electro-
magnético se constituye en uno de los elementos 
más relevantes que otorga el Estatuto de la Opo-
sición a las organizaciones políticas. Dicha norma 
define que la autoridad electoral asignará, entre 
las organizaciones con representación en corpo-
raciones públicas de elección popular, espacios 
adicionales en medios de comunicación así: en 
los casos de oposición al Gobierno Nacional, es-
tablece que se asignarán al menos 30 minutos en 
cada canal de televisión y emisora en medios con 
cobertura nacional; y en casos de oposición a nivel 
municipal y departamental, será en los medios de 

Es importante tener presente que la finan-
ciación estatal de los partidos y movimientos 
políticos, reglamentada a través de la Ley 1475 de 
2011, está determinada por reglas de distribución 
que contienen criterios como la proporción de 
curules obtenidas al Congreso de la República, a 
Concejos Municipales, a Asambleas Departamen-
tales y al número de jóvenes y mujeres elegidas 
en corporaciones públicas por parte de cada par-
tido o movimiento político, lo que necesariamente 
significa una diferencia entre partidos, más allá de 
lo establecido en el Estatuto. 

Las tablas a continuación muestran una com-
paración entre el monto que recibirán los partidos 
políticos con o sin estatuto de oposición. 

Tabla 1. 

Recursos para partidos de oposición aplicando Estatuto de la Oposición y sin aplicar el Estatuto de la Oposición3 

Sin estatuto Gobierno Independientes En oposición

Suma total recursos $267.186.596.595,00  $182.894.588.727,00  $133.092.956.702,00

Número de partidos 5 5 6

Promedio por partido  $ 53.437.319.319,00  $ 36.578.917.745,40  $ 22.182.159.450,33

Con estatuto Gobierno Independientes En oposición

Suma total recursos $267.186.596.595,00  $182.894.588.727,00  $142.059.105.588,00

Número de partidos 5 5 6

Promedio por partido  $ 53.437.319.319,00  $ 36.578.917.745,40  $ 23.676.517.598,00

2 Consejo Nacional Electoral. (2022). Respuesta a derecho de petición CNE-S-FNFP-1855-2022-FNFPCE-900 Bogotá. 
3 Consejo Nacional Electoral. (2022). Respuesta a derecho de petición CNE-S-FNFP-1855-2022-FNFPCE-900 Bogotá. 

Comparaciones  

Aumento recursos partidos en oposición con estatuto 6,7%

Recursos recibidos por partidos en oposición contra partidos gobierno SIN ESTATUTO 41,5%

Recursos recibidos por partidos en oposición contra partidos gobierno CON ESTATUTO 44,3%

Recursos recibidos por partidos en oposición contra 
partidos independientes SIN ESTATUTO 60,6%

Recursos recibidos por partidos en oposición contra 
partidos independientes CON ESTATUTO 64,7%

Fuente: Elaboración propia a partir de CNE (24 de marzo de 2022).

cobertura territorial. Esta norma es explícita en de-
finir que el costo de dichos espacios será asumido 
con cargo al Presupuesto General de la Nación. 

La autoridad electoral afirma que, si bien se han 
adelantado los trámites correspondientes para soli-
citar cotizaciones a los canales de radio y televisión y 
así determinar el valor del minuto en la franja prime o 
de mayor audiencia, el Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público no ha hecho traslado de los mismos. Por 
esta razón, pese a haber transcurrido más de 3 años 
desde la promulgación del Estatuto de la Oposición, 
no se ha realizado la distribución de los espacios adi-
cionales en los medios de comunicación del Estado 
a las organizaciones declaradas en oposición4. 

La autoridad electoral afirma que, si bien se han adelantado 
los trámites correspondientes para solicitar cotizaciones 
a los canales de radio y televisión y así determinar el valor 
del minuto en la franja prime o de mayor audiencia, el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público no ha hecho 
traslado de los mismos.
4 Consejo Nacional Electoral (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado CNE-I-2022-002205
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Acceso a medios de comunicación en alocuciones presidenciales

Fuente: Elaboración propia a partir de Misión de Observación Electoral (09 de julio de 2020)5 

2019 2020

Enero EneroFebrero FebreroMarzo MarzoAbril Mayo Junio Julio Agosto Sep Oct Nov Dic

12 de marzo 
Tema: Pronunciamiento del 
presidente frente a las objeciones 
presentadas a la Ley Estatutaria de 
la Jurisdicción Especial de Paz. 

Observación: Alocución realizada 
bajo los términos señalados por el 
Estatuto de la Oposición.

30 de marzo
Tema: Pronunciamiento del 
Presidente de la República frente a 
la minga indígena.

Observación: Alocución negada 
por ANTV al considerar que se 
trató de declaraciones y no de una 
alocución oficial. La oposición la 
transmitió por YouTube

17 de marzo 
Tema: Pronunciamiento del Presidente Iván Duque 
sobre la declaración de emergencia sanitaria a causa 
del contagio por COVID-19. 

Observación: Alocución realizada bajo los términos 
señalados por el Estatuto de la Oposición.

22 de mayo 
Tema: Pronunciamiento del 
Presidente Iván Duque sobre 
renuncia del entonces Fiscal 
General de la Nación, Néstor 
Humberto Martínez. 

Observación: La ANTV consideró 
que el presidente realizó una 
declaración a través de redes 
sociales y no una alocución. 

02 de septiembre 
Tema: Pronunciamiento del 
Presidente Iván Duque sobre el 
rearme de algunos excombatientes. 

Observación: Alocución realizada 
bajo los términos señalados por el 
Estatuto de la Oposición.

22 de noviembre 
Tema: Pronunciamiento del 
Presidente Iván Duque sobre el 
paro nacional 

Observación: Alocución realizada 
bajo los términos señalados por el 
Estatuto de la Oposición.

Derecho a réplica 

El artículo 15 del Estatuto de la Oposición contempla 
que, cuando el presidente de la República realice 
alocuciones oficiales en medios de comunicación 
que usen el espectro electromagnético, las organi-
zaciones políticas declaradas en oposición podrán 
controvertir la posición del Gobierno en los mismos 
medios, con igual tiempo y en el mismo horario.

El 12 de marzo de 2019, las organizaciones 
políticas declaradas en oposición hicieron uso por 

primera vez de este derecho frente a la alocución 
del Presidente de la República sobre sus objecio-
nes a la Ley Estatutaria de la Jurisdicción Especial 
de Paz. La alocución de la oposición, en cabeza de 
la Representante a la Cámara Juanita Goebertus 
Estrada del Partido Alianza Verde, se dio durante 
un tiempo de 12 minutos en horario prime time por 
todos los canales privados y públicos de la tele-
visión y radio colombiana. Es importante señalar 

que, aunque luego de esta réplica se presentaron 
otras más, el presidente Iván Duque optó por ha-
cer intervenciones a través de canales digitales 
que no hacen uso del espectro electromagnético. 

A raíz de lo anterior, los medios de comunica-
ción, amparados en la literalidad de la norma, no 
han concedido espacios a las organizaciones polí-
ticas declaradas en oposición, pese a que, si bien 
las alocuciones del Presidente no se hacen en 

estos medios de forma directa, sí son difundidas 
por los mismos en sus espacios prime time.

La Misión de Observación Electoral (MOE) pre-
sentó en el año 2020 un balance de las garantías 
para el ejercicio de los derechos de la oposición 
con respecto al acceso a los medios de comuni-
cación. Estos fueron los hallazgos de la MOE: 

5 Misión de Observación Electoral (2020). Balance de las garantías para el ejercicio de los derechos de la oposición política en 
Colombia. Dos años desde la sanción de la ley estatutaria. https://www.moe.org.co/wp-content/uploads/2020/07/09072020_
INFORME-2-AN%CC%83OS-ESTATUTO-DE-LA-OPOSICIO%CC%81N.pdf 
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En línea con lo anterior, el artículo 14 del Estatuto 
de la Oposición contempla que, en la instalación 
del Congreso de la República, las organizaciones 
políticas declaradas en oposición al Gobierno 
tendrán un tiempo de 20 minutos para presentar 
observaciones y dar a conocer los planteamientos 
alternativos a lo expresado por el presidente de la 
República. A lo largo de estos años, la oposición 
pudo hacer uso de este derecho en las 3 instala-
ciones al Congreso que ha realizado el presidente 
de la República, Iván Duque6.

Es importante mencionar que el derecho consa-
grado en el artículo 14 del Estatuto de la Oposición 
se vio vulnerado en el año 2019 por parte del en-
tonces presidente del Congreso, Ernesto Macías 
Tovar. Frente a esto, el Consejo Nacional Electoral 
amparó los derechos violados, ordenando al Siste-
ma de Medios Públicos, incluido RTVC y al Canal 
del Congreso, conceder a los partidos de oposición 
20 minutos en cada canal y las franjas de mayor 
sintonía para realizar su intervención7. 

Frente a los candidatos a la presidencia y vi-
cepresidencia, Gustavo Petro y Ángela María 
Robledo, que siguieron en votación al Presidente y 
la Vicepresidente electa, Iván Duque y Marta Lucía 
Ramírez, aceptaron ocupar la curul en el Senado 
de la República y la Cámara de Representantes, 
respectivamente. Cabe señalar que Ángela María 
Robledo, tras fallo de la Sala Plena de la Corte 
Constitucional, perdió este derecho bajo el argu-
mento de haber incurrido en doble militancia. 

Acciones de protección a los derechos 
de la oposición 

El artículo 28 del Estatuto de la Oposición con-
templa la acción de protección de los derechos 

Curules en el Senado, Cámara de 
Representantes y las corporaciones 
públicas de elección popular en las 
entidades territoriales 

El artículo 24 del Estatuto de la Oposición establece 
que los candidatos que le sigan en votos a quienes 
quedaron elegidos presidente y vicepresidente de 
la República, tendrán derecho personal a ocupar, 
en su orden, una curul en el Senado de la República 
y en la Cámara de Representantes. En ese mismo 
sentido, el artículo 25 expresa que los candidatos 
que sigan en votos a quienes la autoridad electoral 
declare elegidos en los cargos de gobernador de 
departamento, alcalde distrital y alcalde municipal, 
tendrán derecho personal a ocupar, en su orden, una 
curul en las asambleas departamentales, concejos 
distritales y concejos municipales, respectivamen-
te. Al respecto, el Consejo Nacional Electoral en 
comunicado oficial8 presentó el siguiente balance 
respecto a estas disposiciones: 

6 Las réplicas al presidente por parte de las organizaciones declaradas en oposición a la instalación del Congreso de la República 
las han realizado Jorge Enrique Robledo (2019); Aída Avella (2020) y María José Pizarro, Antonio Sanguino y Pablo Catatumbo (2021).
7 Consejo Nacional Electoral (2020). Resolución Nº 1313 de 2020. https://jorgerobledo.com/wp-content/uploads/2020/05/
RESOLUCION-1313-DE-2020-PDF-1_encrypted___-signed.pdf 
8 Consejo Nacional Electoral (2020). Comunicado oficial 22 de enero de 2020. https://www.cne.gov.co/prensa/comunicados-ofi-
ciales/283-412-candidatos-no-aceptaron-asignacion-de-curules-en-corporaciones-publicas-2

Tabla 2. 

Segundas votaciones que aceptaron y no aceptaron una curul en la Asamblea Departamental de su respectiva circunscripción. 

Segunda votación que aceptó curul 28 87,5%

Segunda votación que no aceptó la curul 4 12,5%

Total 32 100%

Fuente: Consejo Nacional Electoral (22 de enero de 2020)

Tabla 3. 

Segundas votaciones que aceptaron y no aceptaron una curul en el Concejo Municipal de su respectiva circunscripción. 

Segunda votación que aceptó curul 693 62,9%

Segunda votación que no aceptó la curul 408 37,1%

Total 1101 100%

Fuente: Consejo Nacional Electoral (22 de enero de 2020)

de la oposición ante la autoridad electoral. Esta 
acción procede cuando la organización política 
considera que existe una vulneración a sus de-
rechos como oposición y el representante de la 
organización debe solicitarla, indicando contra 
quién se dio la vulneración, la conducta objeto 
de reproche, las pruebas y los fundamentos que 
sustentan la solicitud. La autoridad electoral debe 
someter a reparto la solicitud en las 24 horas si-
guientes a su recibo. 

Desde el año 2018 hasta la fecha se han solici-
tado las siguientes 34 acciones de protección al 
Estatuto a la Oposición9: 

9 Consejo Nacional Electoral (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado CNE-SS-NGCA-C-12849-CNE-E-
DG-2022-006604.
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Tabla 4. 

Reporte de acción de protección al Estatuto de la Oposición 

Reporte Acción de Protección al Estatuto de Oposición 

N° Solicitante Partido Asunto 

1 Gustavo Bolívar 
Moreno y otros

Congreso de 
la República / 
Senadores

Acción de protección de los derechos de oposición 
por medio de la cual se adoptan estatutos de 
la oposición política y algunos derechos a las 
organizaciones políticas independientes

2 María José Pizarro 
Rodríguez y otros

Congreso de 
la República

Acción de protección al derecho de 
acceso a medios de comunicación 
en instalación del Congreso.

3
Fernando Andrés 
Valencia Vallejo y 
Diego Macía Tabares

Concejales

Acción especial de protección del estatuto 
de oposición, en contra de la mesa directiva 
del Concejo Municipal de Rionegro, Antioquia, 
y concejal Carlos Mauricio Ríos Franco.

4 Lina Marcela García Bancada Centro 
Democrático Acción de protección a los derechos de oposición

5 German Córdoba 
Ordoñez

Partido Cambio 
Radical Acción de protección a los derechos de oposición

6 Dagoberto 
Rodríguez Martínez Peticionario Denuncia por posible vulneración a los derechos 

previstos en el Estatuto de la Oposición.

7 Juan Felipe 
Restrepo Tamayo Peticionario Solicitud de protección derechos de 

la oposición (Ley 1909 de 2018)

8 Gabriel Alberto 
Calle Demoya Peticionario Acción de protección (Artículo 28 

de la Ley 1909 de 2018).

9 Daniel Mauricio 
Pinzón Chavarro

Partido Liberal 
Colombiano 

Acción de protección de los derechos de oposición 
instaurada por el Partido Liberal Colombiano 
contra la Gobernación del Tolima y la Asamblea 
Departamental del Tolima y solicitud de apertura 
investigación disciplinaria en contra del Gobernador 
y los diputados del departamento del Tolima.

10 Dana Castro Orozco Peticionario
Solicitud de acción de protección 
especial contra la Secretaría de Hacienda 
Municipal del Líbano, Tolima

11 Rodrigo Romero 
Hernández Partido Verde 

Solicitud de acción de protección de los 
derechos de oposición instaurada por el 
Partido Alianza Verde en contra del presidente 
del Concejo de Chocontá, Cundinamarca.

12
Maria Teresa 
Piedrahita De 
Cavelier

Peticionario

Solicitud de acción de protección de 
los derechos de oposición, la apertura y 
asignación de un espacio en los medios 
o canales de comunicación usados por el 
Alcalde Municipal de Cajicá, Cundinamarca, 
en el mismo tiempo y horario usado. 

Reporte Acción de Protección al Estatuto de Oposición 

N° Solicitante Partido Asunto 

13 Daniel Galindo Trujillo Director Municipal
Derecho de petición protección de los 
derechos de oposición del partido Cambio 
Radical municipio El Retiro, Antioquia 

14 Rodrigo Romero 
Hernández

Partido Alianza 
Verde

Acción de protección de los derechos 
de la oposición instaurada por el Partido 
Alianza Verde contra el presidente del 
Concejo de Armero Guayabal, Tolima.

15 José Miguel 
Santamaría Edil de Chapinero

Solicitud de protección a los derechos de 
la oposición en la Junta Administradora 
Local de Chapinero, en Bogotá.

16 Luis Fernando 
Vega Lugo Peticionario Acción especial para la protección del derecho 

de oposición, artículo 28 de la Ley 1909 de 2018.

17

Ricardo Arias Mora, 
Eduardo Sebastián 
Cañas, David Ricardo 
Reyes Castro, 
Oscar Mauricio 
Toro Valencia 

Partido Colombia 
Justa Libres

Solicitud acción de protección de los derechos 
de oposición, consagrada en el artículo 28 de 
la Ley 1909 de 2018, en contra del Concejo 
Municipal de Dosquebradas, Risaralda

18 Camilo Villar Chacón Peticionario

Denuncia por vulneración de derechos 
de oposición, solicitud de acción de 
protección de los derechos de oposición, 
en el municipio de San Gil, Santander.

19 Cristian Ricardo 
Quiroz Peticionario

Solicitud de acción de protección de los 
derechos de la oposición, conforme a la Ley 
1909 del 2018, por parte del partido verde 
contra el Concejo Municipal de Tunja - Boyacá

20 Heriber Aristizabal 
López y otros

Partido Alianza 
Verde

Acción de protección de los derechos de oposición 
en el municipio de El Santuario, Antioquia.

21 Sor Berenice 
Bedoya Pérez Partido ASI

Acción de carácter especial para la protección 
de los derechos fundamentales de oposición, 
artículo 28 de la Ley 1909 de 2018.

22 María Teresa 
Piedrahita Córdoba

Concejal del Partido 
Cambio Radical

Queja por incumplimiento a resolución 
que ampara el derecho fundamental a la 
oposición política y a órdenes del CNE.

23 Martha Isabel 
Peralta Epieyu

Movimiento 
Alternativo Indígena 
y Social - MAIS

Solicitud de garantías en el municipio 
de Pueblo Bello, Cesar, para ejercer los 
derechos de oposición establecidos en los 
artículos 15 y 17 de la Ley 1909 de 2018.

24 Camilo Villar Chacón
Concejal del 
municipio de 
San Gil

Queja por vulneración al derecho fundamental de 
acceso de información y derechos de oposición.
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Reporte Acción de Protección al Estatuto de Oposición 

N° Solicitante Partido Asunto 

25 Camilo Villar Chacón
Concejal del 
municipio de 
San Gil

Solicitud de acción de protección para el 
restablecimiento del derecho vulnerado. 
Solicitud de concepto técnico y jurídico 
del 06 de octubre de 2020.

26 Héctor David 
Suarez Rodríguez

Colombia 
Humana – Up

Denuncia por violación del estatuto de oposición 
en el municipio de Sabana de Torres.

27 Juan Camilo 
Chávez Niño Peticionario

Acción de protección de los derechos de oposición 
contra la presidenta de la Asamblea Departamental 
del Meta, Claudia Ximena Calderón León

28 Jorge Luisa 
Jaraba Díaz Partido de la U

Acción de protección de los derechos de 
la oposición contra el acto de elección 
de la Mesa Directiva del Concejo Distrital 
de Barrancabermeja, Santander 

29 Nancy Trujillo Monje Peticionario

Decisión de declararse en oposición al 
presente gobierno municipal de Yaguará, 
Huila, por lo cual solicita protección de los 
derechos de la oposición conforme al capítulo 
4 de los mecanismos de protección de los 
derechos de la oposición artículo 28.

30 Daniel Galindo Trujillo Partido Cambio 
Radical

Derecho de petición protección de los 
derechos de oposición del partido Cambio 
Radical municipio el Retiro - Antioquia 

31 Rodrigo Guardo Rey Peticionario
Solicitud de protección al derecho de la oposición 
por destitución por la alcaldesa encargada del 
municipio de Arjona, departamento de Bolívar.

32 Dana Castro Orozco
Concejal del 
municipio de 
Líbano

Acción de protección especial en contra 
del señor Douglas Armando Quintero 
Téllez, Secretario General y del Interior 
del municipio del Líbano, Tolima

33 Yinna Mora Cardozo Partido de la U

Acción de protección de los derechos de 
oposición de conformidad con lo previsto 
en el artículo 28 de la Ley 1909 del 2018, en 
contra del acto de nombramiento del primer 
vicepresidente de la mesa directiva del 
Concejo Municipal de Yolombó, Antioquia.

34 Jorge Luis 
Jaraba Díaz Partido de la U Acción de protección de los derechos de oposición 

en el municipio de Arroyohondo, Bolívar.

Fuente: Consejo Nacional Electoral (25 de marzo de 2022)

Recomendaciones de la Misión 
Especial Electoral 

El Acuerdo Final creó la Misión Especial Electoral 
(MEE) con el objetivo de: proponer reformas al 
régimen electoral y de la organización política del 
país; para asegurar una mayor autoridad e inde-
pendencia a la autoridad electoral; modernizar y 
hacer más transparente el sistema electoral; y ge-
nerar más garantías para la participación política y 
así mejorar la calidad de la democracia. 

El Acuerdo definió en su punto 2.3.4. que la Misión 
Especial Electoral estaría conformada por expertos 
de alto nivel de las siguientes organizaciones: la 
Misión de Observación Electoral, el Centro Carter, 
el Departamento de Ciencia Política de la Univer-
sidad Nacional de Colombia, el Departamento de 
Ciencia Política de la Universidad de Los Andes y 
el Instituto Holandés para la Democracia Multipar-
tidista. La Misión Especial Electoral debía presentar 
las recomendaciones en un tiempo no superior a 4 
meses, incluyendo un proceso de participación de 
partidos, movimientos y agrupaciones políticas. Fi-
nalmente, el Gobierno Nacional debía tomar estas 
recomendaciones para hacer los ajustes normati-
vos e institucionales necesarios. 

El proceso que realizó la MEE implicó la elabo-
ración de un diagnóstico a partir de reuniones con 
organizaciones, dirigentes políticos y diferentes 
autoridades relacionadas con el sistema electoral, 
que les permitió llegar a unas recomendaciones que 
fueron presentadas el 24 y 25 de marzo de 2017 ante 

la Presidencia de la República, los presidentes del 
Senado y de la Cámara, las máximas autoridades de 
los organismos electorales, ministros y congresistas. 

Como lo señala el informe entregado por la 
MEE, las recomendaciones buscan cumplir con 5 
grandes objetivos: fortalecimiento de organismos 
electorales; mejorar la calidad de la representa-
ción política, haciendo énfasis en oportunidades 
para jóvenes, grupos étnicos y mujeres; impulsar 
un sistema partidario fuerte, menos personalista y 
clientelista; promover un sistema de financiamien-
to de la política que aumente la proporción de la 
contribución del Estado; e incentivar la participa-
ción y revertir los índices de abstención. 

Como se mencionó anteriormente, la puesta en 
marcha de las recomendaciones presentadas por 
la Misión Especial Electoral implica realizar ajustes 
normativos e institucionales, muchos de los cuales 
requieren de trámite legislativo. Tras cinco años de 
la entrega oficial de las recomendaciones realiza-
das por la MEE, se ha dado trámite a diferentes 
iniciativas legislativas que buscan aplicar algunas 
de sus disposiciones. No obstante, al día de hoy, los 
cambios institucionales más estructurales siguen 
sin ser discutidos y modificados. A continuación, se 
presentan algunos elementos que se han incorpo-
rado o han sido objeto de discusión y se señalan 
aquellos que no y que se constituyen en un reto 
para el próximo Congreso y Gobierno Nacional. 

Las recomendaciones buscan cumplir con 5 grandes objetivos:

Fortalecimiento 
de organismos electorales

Mejorar la calidad 
de la representación política

Impulsar 
un sistema partidario fuerte,

Promover
un sistema de financiamiento 
de la política 

Incentivar 
la participación y revertir los índices  
de abstención.
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Reforma al Código Electoral 

La ministra del Interior, Alicia Arango Olmos, el 
registrador Nacional del Estado Civil, Alexander 
Vega Rocha, y el presidente del Consejo Nacional 
Electoral, Hernán Penagos, radicaron el 24 de 
agosto de 2020 el proyecto de Ley Estatutaria10 
“por medio del cual se expide el Código Electoral 
Colombiano y se dictan otras disposiciones”. Dicha 
iniciativa fue aprobada el 18 de diciembre de 2020 
en el Congreso de la República y pasó a revisión de 
la Corte Constitucional, la cual lo declaró inexequi-
ble el 21 de abril del 2022 por vicios presentados 
en su trámite en el Congreso de la República. 

Esta iniciativa legislativa acogía algunas de las 
recomendaciones señaladas por la MEE. A continua-
ción, se señalan algunos aspectos que contenía esta 
iniciativa y que representaban avances importantes. 

La iniciativa legislativa planteó la eliminación de 
la restricción normativa que dificulta la ubicación 
de puestos de votación en zonas rurales diferen-
tes a las cabeceras municipales, corregimientos e 
inspecciones de policía. La posibilidad de ubicar 
puestos de votación en zonas rurales es de gran 

organizaciones políticas, garantías para la participa-
ción en las decisiones internas de las organizaciones 
políticas y la introducción de listas cremallera (alter-
nancia hombre-mujer), entre otros aspectos. 

Si bien los puntos mencionados con anterioridad 
significaban un gran avance, en tanto profundizan 
en temas de equidad en la participación entre 
hombres y mujeres y el acceso y garantías de parti-
cipación de las comunidades rurales, son varios los 
elementos de carácter estructural propuestos por 
la MEE que no se consignaron en esta iniciativa. 

En ese sentido, el sistema electoral y político 
colombiano todavía está en mora de presentar 

importancia, en tanto es una de las garantías míni-
mas que se requieren para poder ejercer el derecho 
a participar y votar que se encuentran consignados 
en la Constitución Política de 1991. En ese mismo 
sentido, la norma contempló que dichos puestos 
de votación en zonas rurales podrán ser móviles, 
recomendaciones realizadas por la MEE. 

Otro de los aspectos incluidos en la iniciativa es la 
cuota de género paritaria (50%) en la conformación 
de las listas de las agrupaciones políticas que aspi-
ran a corporaciones públicas de elección popular 
cuando se vayan a elegir 5 o más curules. Cuando 
las elecciones sean para menos de 5 curules, la 
cuota de género sería del 30%. Si bien la paridad 
sin alternancia no significa una representación to-
talmente equitativa entre hombres y mujeres en 
las corporaciones públicas, sí se constituye en un 
avance significativo frente a la normativa vigente, 
que determina la cuota de género en un 30%. Es im-
portante resaltar que, tal cual lo señala la MEE, esta 
medida requiere de más presupuesto para el fun-
cionamiento de instancias de género dentro de las 

La iniciativa legislativa planteó la eliminación de la 
restricción normativa que dificulta la ubicación de 
puestos de votación en zonas rurales diferentes 
a las cabeceras municipales, corregimientos e 
inspecciones de policía.

Otro de los aspectos incluidos en la iniciativa 
es la cuota de género paritaria (50%) en la 
conformación de las listas de las agrupaciones 
políticas que aspiran a corporaciones públicas 
de elección popular cuando se vayan a elegir 5 
o más curules. 

10 Proyecto de Ley Estatutaria 409 de 2020 Cámara/ Proyecto de Ley Estatutaria 234 de 2020 Senado.

En contraste con lo propuesto por la MEE, el Código 
Electoral presentado mantenía la conformación de 
la autoridad electoral a partir del Consejo Nacional 
Electoral y la Registraduría Nacional del Estado Ci-
vil, dejando sin resolver los problemas de eficiencia, 
duplicidad de funciones y politización señalados. 
Además de lo anterior, la reforma al Código Elec-

toral otorgaba discrecionalidad al Registrador 
Nacional del Estado Civil para designar funcionarios 
de libre nombramiento y remoción, y la creación de 
nuevos cargos sin justificación de la necesidad de 
los mismos y desconociendo las propuestas pre-
sentadas en el Congreso que se encaminaban al 
fortalecimiento de la carrera administrativa. 

La Registraduría Nacional del Estado Civil conserve sus funciones del registro civil de 
personas y la organización electoral.

Al Consejo Nacional Electoral se le atribuya en específico la función de vigilancia y 
control electoral y se denomine Consejo Electoral Colombiano.

Se cree la Jurisdicción Electoral como la encargada de la resolución de controversias 
y sanciones que afecten derechos políticos.

La elección del Consejo Electoral Colombiano sea independiente de los partidos po-
líticos, de tal forma que los consejeros que conforman esta institución sean elegidos 
por el mismo cuerpo colegiado a partir de ternas presentadas por la Corte Suprema de 
Justicia, el Consejo de Estado, la Corte Constitucional y el Presidente de la República. 

avances y transformaciones en su diseño institu-
cional, pues el Consejo Nacional Electoral, máxima 
autoridad electoral, presenta en la actualidad 
problemas como: tener una conformación par-
tidista; no gozar de autonomía presupuestal; y la 
atribución de competencias, como la revocatoria 
de candidatos inhabilitados, que antes le corres-
pondía a la jurisdicción contenciosa administrativa. 

Algunas de las recomendaciones realizadas por 
la MEE se dirigen al diseño institucional electoral 
con miras a que la misma se fortalezca, sea efi-
ciente y no tenga funciones duplicadas con otras 
entidades del Estado. Para ello propone que:
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Reforma Política 

Algunos de los aspectos mencionados por la MEE 
fueron abordados en diferentes iniciativas legisla-
tivas de reforma política tramitadas desde el año 
2018 hasta la fecha. 

Es de resaltar que en los últimos 4 años, el 
Gobierno Nacional solo presentó una iniciativa 
legislativa sobre este tema. A través de la enton-
ces ministra del Interior, Nancy Patricia Gutiérrez, 
se radicó el 8 de agosto de 2018 el Proyecto de 
Acto legislativo 09 de 2018 Senado “por el cual 
se adopta una reforma política y se dictan otras 
disposiciones”. Esta iniciativa fue acumulada con el 
Proyecto de Acto Legislativo 248 de 2018 Cámara 
de Representantes y 08 de 2018 Senado de auto-
ría de Senadores y Representantes a la Cámara del 

Tabla 5. 

Iniciativas Legislativas de Reforma Política 2018-2022 

Número iniciativa legislativa

Título
Número 

de 
debates 

Observación Cámara de 
Representantes 

Senado de la 
República 

PAL 248/2018  PAL 08/2018 
“Por medio del cual se adopta 
una reforma política y electoral. 
[Reforma política y electoral]”

4

Archivado por 
vencimiento de 
términos (junio 
19 de 2020) 

  PAL 09/2018
“Por el cual se adopta una 
reforma política y se dictan otras 
disposiciones. [Reforma política]”

0 Acumulado con 
PAL 08/2018 

  PAL 19/2018 

“Por medio del cual se adopta 
una reforma política que permita 
la apertura democrática para la 
construcción de una paz estable 
y duradera. [Reforma política]”

0

Archivado por 
vencimiento de términos 
Senado de la República 
(diciembre 17 de 2018)

PAL 02/2020

“Por medio del cual se 
adopta una Reforma Política 
y Electoral. [Reforma política 
y electoral Partido Liberal]”

1

Archivado por 
vencimiento de términos 
Senado de la República 
(diciembre 16 de 2020) 

  PAL 07/2020

“Por medio del cual se 
adopta una reforma política 
y electoral que permita la 
apertura democrática para 
la construcción de una paz 
estable y duradera. [Reforma 
política bancada alternativa]”

0 Acumulado con 
PAL 02/2020 

PAL 250/2020  

“Por el cual se modifican los 
artículos 107, 258 y 262 de 
la Constitución Política de 
Colombia, se implementa una 
reforma política y se dictan otras 
disposiciones. [Reforma política]”

2

Archivado en 2do 
debate Cámara de 
Representantes 
(noviembre 4 de 2020)

PAL 12/2021  

“Por medio del cual se 
adopta una reforma política 
y electoral que permita la 
apertura democrática para 
la construcción de una paz 
estable y duradera. [Reforma 
política y electoral]”

0

Archivado por 
vencimiento de términos 
Senado de la República 
(diciembre 16 de 2021)

Fuente: Elaboración propia a partir de Cámara de Representantes11

Partido Liberal Colombiano. La iniciativa presen-
tada por el Gobierno Nacional incorporó dentro 
de su articulado varias de las recomendaciones 
de la MEE. Aspectos como la obligatoriedad de 
elecciones primarias para la escogencia de can-
didatos y de conformación de listas cerradas y 
paritarias, incluyendo el principio de alternancia, 
entre otros aspectos. 

A lo largo del último cuatrienio se radicaron otras 
iniciativas legislativas de reforma política en cabe-
za de diferentes sectores políticos, ninguno con 
apoyo del Gobierno Nacional. Como se evidencia 
en la siguiente tabla, ninguno de los proyectos de 
acto legislativo logró ser aprobado, y en su mayoría, 
fueron archivados por vencimiento de términos. 

11 Cámara de Representantes (2022). Proyectos de Ley Cámara de Representantes. https://www.camara.gov.co/secretaria/pro-
yectos-de-ley 
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Otras iniciativas 

Otras iniciativas legislativas, que buscan imple-
mentar algunas de las recomendaciones de la 
MEE fueron impulsadas por distintos congresistas. 

El Proyecto de Ley Estatutaria 040 de 2019 
Cámara de Representantes y el Proyecto de Ley 
Estatutaria 442 de 2020 Cámara y 441 de 2021 
Senado, se trazaron como objetivo incentivar a 
los partidos y movimientos políticos a inscribir 
más mujeres para los cargos de elección popu-
lar, incrementando el porcentaje de recursos que 
otorga el Estado para el financiamiento de las 
agrupaciones política en virtud del número de 
mujeres elegidas a corporaciones públicas. Estas 
dos iniciativas fueron archivadas. Actualmente se 
encuentra pendiente de discusión12 el Proyecto 
de Ley Estatutaria 106 de 2021 Senado que bus-
ca aumentar la financiación a las agrupaciones 

La tabla a continuación muestra la inclusión de cada 
una de las propuestas de la MEE en la discusión de 
distintos proyectos de ley o actos legislativos, pero 
que por diversas razones no han sido incorporados 
al ordenamiento jurídico vigente:

políticas en proporción al porcentaje de mujeres 
electas por partido en las diferentes corporacio-
nes públicas. 

A lo largo del cuatrienio también fueron presenta-
das diferentes iniciativas legislativas que buscaban 
hacer del voto un derecho y un deber de obligatorio 
cumplimiento. El 22 de julio de 2021 fue radicado 
el Proyecto de Acto Legislativo 124 de 2021 que 
buscaba modificar el artículo 258 de la Constitución 
Política, de tal forma que el voto fuese obligatorio 
de forma transitoria por los próximos 12 años. A la 
fecha, dicha iniciativa, no ha sido agendado para 
debate pese a contar con ponencia radicada13.

Otros aspectos que no se encuentran al día de 
hoy aprobados por el Congreso de la República y 
que se constituyen en un elemento clave para la 
consolidación de la democracia, son:

Los ajustes al financiamiento político 
como la preponderancia real de financia-
ción estatal para el funcionamiento de las 
organizaciones políticas y las campañas. 

Una reforma integral al sistema políti-
co-electoral que materialice y permita 
incrementar el liderazgo, la inclusión y la 
representación política de las mujeres. 

La definición de un régimen de inves-
tidura general y común para todas las 
personas que aspiran a corporaciones 
públicas de elección popular.

El fortalecimiento e independencia del 
Gobierno Nacional de las Comisiones 
para la coordinación y seguimiento de los 
procesos electorales. 

La consolidación de un régimen de de-
mocracia interna para las organizaciones 
políticas, lo cual es relevante no solo para 
definir y seleccionar sus candidatos sino 
también para la toma de decisiones internas.

La adecuación del sistema político, de 
tal forma que se consoliden los partidos 
políticos a través de medidas como las 
listas cerradas.

El ajuste sobre las circunscripciones 
especiales indígenas y afrodescendien-
tes, en especial sobre la circunscripción 
raizal que no ha sido reglamentada. 

Disposiciones que fomenten y aseguren 
mayor participación en el sistema electo-
ral como lo es el voto obligatorio. 

Tabla 6. 

Estado recomendaciones de la Misión Especial Electoral 

Propuesta Tema / Asunto Estado 

Reforma al diseño 
institucional electoral 

Jurisdicción Electoral 

Tanto en el trámite del proyecto de 
Acto Legislativo 248 de 2019 Cámara 
de Representantes (Reforma Política) 
y del proyecto de Acto Legislativo 
250 de 2020 Cámara (Reforma 
Política) fueron presentadas una serie 
de proposiciones encaminadas a la 
creación de la Corte Electoral propuesta 
por la MEE en sus recomendaciones. 

Organización Electoral —

Reforma al sistema 
electoral 

Circunscripción Territorial 
Mixta: circunscripciones 
plurinominales y uninominales

—

Reforma al 
financiamiento político 
en Colombia

Distribución equitativa y 
democrática de recursos 
para el funcionamiento de 
las organizaciones políticas 

—

Tope a donaciones de 
personas naturales y jurídicas 
y conglomerados económicos 
a las organizaciones políticas 

El Proyecto de Ley Estatutaria 409 
de 2020 Cámara y 234 de 2020 
Senado (Código Electoral) que fue 
aprobado por el Congreso de la 
República y posteriormente fue 
declarado inconstitucional por la 
Corte Constitucional, contempló en 
su artículo 271 que las campañas 
podrían ser financiadas por personas 
naturales, siempre que se sujeten a 
reglas como no exceder el 0,1% del tope 
de gastos de la respectiva campaña, 
ni exceder el valor correspondiente 
a 30 unidades de valor tributario. 12 Esta afirmación se hace a corte del 12 de mayo de 2022. 

13 Esta afirmación se hace a corte del 12 de mayo de 2022. 
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Propuesta Tema / Asunto Estado 

Reforma al 
financiamiento político 
en Colombia

Mecanismo unificado de 
rendición de cuentas sobre 
manejo de ingresos y gastos 
de organizaciones políticas 

El Proyecto de Ley Estatutaria 409 
de 2020 Cámara y 234 de 2020 
Senado (Código Electoral) que fue 
aprobado por el Congreso de la 
República y posteriormente fue 
declarado inconstitucional por la Corte 
Constitucional, contempló en diferentes 
partes de su articulado que las 
agrupaciones políticas deben reportar 
sus ingresos y gastos en los medios que 
disponga el Consejo Nacional Electoral.

Preponderancia de 
financiación estatal a través 
de la figura de anticipos para 
las campañas electorales 

Durante el trámite del proyecto de 
Acto Legislativo 248 de 2019 Cámara 
(Reforma Política), se presentó una 
proposición encaminada a que el 70% 
de los recursos para la financiación 
de campaña para cargos de elección 
popular fuesen estatales. En esa 
misma dirección se señaló que 
estos podrían darse a través de 
anticipos y reposición de recursos. 

Sanciones por faltas al régimen 
de financiación de campañas —

Reforma político- 
electoral para 
incrementar y fortalecer 
el liderazgo, la inclusión 
y la representación 
política de las mujeres

Financiación 
preponderantemente estatal 

El Proyecto de Acto Legislativo 08 de 
2018 (Reforma política) incluyó en su 
articulado que las campañas tendrán 
una financiación preponderantemente 
estatal, sujeta a ser repartida a 
partir de reglas como el número de 
curules ganadas en las anteriores 
elecciones para la misma corporación 
y según el porcentaje de jóvenes y 
mujeres inscritas como candidatas. 
En el trámite del proyecto de Acto 
Legislativo 248 de 2019 Cámara 
(Reforma Política), se presentó una 
proposición encaminada a que el 70% 
de los recursos para la financiación 
de campaña para cargos de elección 
popular fuesen estatales. En esa 
misma dirección se señaló que 
estos podrían darse a través de 
anticipos y reposición de recursos. 
Durante el trámite del Proyecto 
de Acto Legislativo 250 de 2020 
Cámara (Reforma Política) se incluyó, 
para segundo debate en plenaria 
de la Cámara de Representantes, 
la financiación netamente estatal 
de las campañas políticas. 

Propuesta Tema / Asunto Estado 

Reforma político- 
electoral para 
incrementar y fortalecer 
el liderazgo, la inclusión 
y la representación 
política de las mujeres

Conformación de listas 
paritarias 50/50

El proyecto de Acto Legislativo 248 
de 2019 Cámara (Reforma Política) 
incluyó la conformación de las 
listas a corporaciones públicas de 
forma paritaria y en alternancia. 
El Proyecto de Ley Estatutaria 409 
de 2020 Cámara y 234 de 2020 
Senado (Código Electoral) que fue 
aprobado por el Congreso de la 
República y posteriormente fue 
declarado inconstitucional por la 
Corte Constitucional, contempló en 
su artículo 84 la cuota de género, 
estableciendo que las agrupaciones 
políticas que aspiren a corporaciones 
públicas deben conformar sus listas con 
un mínimo del 50% de mujeres sobre 
el número de candidatos inscritos. 

Conformación de listas 
con alternancia 

El proyecto de Acto Legislativo 248 
de 2019 Cámara (Reforma Política) 
incluyó la conformación de las 
listas a corporaciones públicas de 
forma paritaria y en alternancia. 

Conformación de 
listas cerradas 

El Proyecto de Acto Legislativo 08 
de 2018 (Reforma Política) incluyó 
las listas cerradas y bloqueadas. 
 
El Proyecto de Acto Legislativo 250 de 
2020 Cámara (Reforma Política) incluyó 
en su articulado la conformación de 
listas cerradas, bloqueadas, paritarias y 
con alternancia a partir del año 2026. 

Aplicación de cuota 
de género a todas las 
instancias de decisión de las 
organizaciones políticas 

—

Creación de instancias 
encargadas de la promoción 
de la participación de 
la mujer dentro de las 
organizaciones políticas 

—
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Propuesta Tema / Asunto Estado 

Reforma político- 
electoral para 
incrementar y fortalecer 
el liderazgo, la inclusión 
y la representación 
política de las mujeres

Asignación de fondos 
específicos para la 
promoción de la participación 
de las mujeres

El Proyecto de Ley Estatutaria 042 de 
2020 Cámara (archivado) y el Proyecto 
de Ley Estatutaria 106 de 2021 Senado, 
traen en su articulado una modificación 
al artículo 18 de la Ley 1475 de 2011 
a través de la cual establecen que 
los partidos y movimientos políticos 
deben destinar de su presupuesto 
anual el 10% de los aportes estatales 
que le correspondieren para 
financiar programas de capacitación 
que promuevan la participación 
política de las mujeres. 

Generación de condiciones 
adecuadas de acceso 
a la cedulación y voto 
de las mujeres

El Proyecto de Ley Estatutaria 409 
de 2020 Cámara y 234 de 2020 
Senado (Código Electoral) que fue 
aprobado por el Congreso de la 
República y posteriormente fue 
declarado inconstitucional por la 
Corte Constitucional, contempló en el 
artículo 41 que la Registraduría Nacional 
del Estado Civil adelantará jornadas 
de cedulación para la población 
vulnerable en zonas rurales y urbanas.

Aumento del 10% de los 
recursos del estado repartidos 
proporcionalmente a cada 
partido por número de mujeres 
electas y por número de 
mujeres en cargos de dirección

El Proyecto de Ley Estatutaria 040 
de 2019 Cámara de Representantes 
y el Proyecto de Ley Estatutaria 042 
de 2020 Cámara se trazaron como 
objetivo incentivar a los partidos 
y movimientos políticos a inscribir 
más mujeres para los cargos de 
elección popular, incrementando el 
porcentaje de recursos que otorga 
el Estado para el financiamiento de 
las agrupaciones políticas en virtud 
del número de mujeres elegidas a 
corporaciones públicas. Estas dos 
iniciativas fueron archivadas. 
Actualmente se encuentra pendiente 
de discusión el Proyecto de Ley 
Estatutaria 106 de 2021 Senado en el 
que se propone que el porcentaje de 
recursos que otorga el Estado para 
financiar las agrupaciones políticas 
en virtud del número de mujeres 
elegidas, pase del 5% al 10%. 

Reposición de votos 
diferenciada por votos 
obtenidos por mujeres

—

Propuesta Tema / Asunto Estado 

Acceso a puestos de 
votación como límite 
para la participación 
democrática 

Actualizar criterios normativos 
para la creación de puestos 
de votación rurales

El Proyecto de Acto Legislativo 250 
de 2020 Cámara (Reforma Política) 
incluyó la implementación de medidas 
diferenciadas que favorezcan el voto 
rural, a partir de la creación de nuevos 
puestos rurales y móviles de votación. 
El Proyecto de Ley Estatutaria 409 
de 2020 Cámara y 234 de 2020 
Senado (Código Electoral) que fue 
aprobado por el Congreso de la 
República y posteriormente fue 
declarado inconstitucional por la 
Corte Constitucional, contempló en su 
artículo 84 la distribución e instalación 
de puestos de votación en zonas 
suburbanas y centro poblados rurales, 
además de las cabeceras municipales, 
comunas y corregimientos. Además 
de esto, se contempló que en las 
zonas suburbanas y centros poblados 
rurales se podrían instalar puestos 
permanentes o móviles. En ese mismo 
sentido, el artículo 171 del proyecto 
mencionado contempló que el Estado 
debía garantizar el funcionamiento del 
servicio público de transporte (terrestre 
y fluvial) el día de las elecciones

El Estado garantizará transporte 
a los puestos de votación o 
creación de puestos móviles 

Reforma al régimen de 
pérdida de investidura 

Régimen de pérdida de 
investidura común a todos los 
miembros de corporaciones 
públicas de elección popular

—

Reforma al registro de 
afiliados de partidos y 
organizaciones políticas 

Régimen de afiliación a partidos 
y organizaciones políticas 

El Proyecto de Acto Legislativo 250 
de 2020 Cámara (Reforma Política) 
incluyó que los partidos y movimientos 
políticos tienen el deber de elegir 
democráticamente a sus candidatos 
a cargos de elección popular y 
directivos a través de procedimientos 
que fije la ley sobre esta materia. 

Reforma al régimen de 
responsabilidades de las 
organizaciones políticas 

Responsabilidad de 
agrupaciones políticas 
por avalar candidatos 
condenados por delitos 
contra la administración 

—
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Propuesta Tema / Asunto Estado 

Pedagogía electoral y 
democracia en Colombia 

Implementar medidas para 
fortalecer la democracia y 
hacer pedagogía electoral 

—

Funcionamiento de 
la Comisión para 
la coordinación y 
seguimiento de 
procesos electorales

El Consejo Electoral 
Colombiano debe estar en la 
cabeza de estas Comisiones 
y no el Ministerio del Interior 

—

Constituir como falta 
disciplinaria la inasistencia de 
las autoridades a la Comisión 

—

Democracia interna de 
agrupaciones políticas 

Garantizar participación de 
grupos subrepresentados 
en todos los mecanismos 
de toma de decisiones 
y para la selección de 
candidatos y dirigentes de 
las organizaciones políticas 

—

Garantizar participación 
y representación de los 
niveles departamentales 
y municipales en los 
mecanismos para la toma de 
decisiones programáticas y 
la selección de candidatos y 
de dirigentes de los partidos

—

Mecanismos y procesos 
de democracia interna 
cerrados para sus afiliados

—

Circunscripciones 
especiales indígenas, 
afrodescendientes 
y raizales

Los partidos y movimientos 
políticos que no obtuvieron 
la personería jurídica bajo la 
figura de circunscripciones 
especiales para minorías 
étnicas no podrán 
otorgar avales para estas 
circunscripciones

—

Paso de la circunscripción 
afro nacional al ámbito de las 
circunscripciones territoriales 

—

Reglamentar el funcionamiento 
de la circunscripción especial 
de comunidades raizales

—

Propuesta Tema / Asunto Estado 

Voto obligatorio 

El voto debe ser un 
derecho y deber de 
obligatorio cumplimiento

Desde el inicio del período legislativo 
del actual Congreso de la República 
se han tramitado diferentes iniciativas 
que buscan hacer del voto un 
derecho y un deber de obligatorio 
cumplimiento. Algunas de estas 
iniciativas son: el Proyecto de Acto 
Legislativo 216 de 2019 Cámara; el 
Proyecto de Acto Legislativo 194 de 
2020 Cámara; el Proyecto de Acto 
Legislativo 345 de 2020 Cámara; 
el Proyecto de Acto Legislativo 144 
de 2020 Cámara; y el Proyecto de 
Acto Legislativo 124 de 2021, que 
actualmente tiene ponencia radicada. 

Fuente: Elaboración propia a partir de Cámara de Representantes14

14 Cámara de Representantes (2022). Proyectos de Ley Cámara de Representantes. https://www.camara.gov.co/secretaria/pro-
yectos-de-ley 
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2.

Garantías para 
la participación 
ciudadana 

Garantías para la protesta social 

Las recomendaciones de Foro  
por Colombia 

El Acuerdo Final de Paz en su punto 2.2 estable-
ce una serie de mecanismos democráticos de 
participación ciudadana, dentro de los que se 
encuentran las garantías para los movimientos y 
organizaciones sociales. 

Con el propósito de darle alcance al derecho 
de participación, el Acuerdo Final definió que el 
Gobierno Nacional debe elaborar un proyecto de 

ley de garantías y promoción de la participación 
ciudadana a partir de lineamientos que debían ser 
discutidos en un espacio de carácter nacional, que 
contara con la participación de voceros y voceras 
de diferentes organizaciones y movimientos so-
ciales15. Es importante señalar que dicha iniciativa 
legislativa debía contar con unos elementos míni-
mos como:

El derecho al acceso 
oportuno y libre a la 
información.

La promoción de 
creación de redes 
de organizaciones y 
movimientos sociales.

Financiamiento de 
iniciativas y proyectos 
sociales.

La construcción de 
metodologías que 
contribuyan a la 
efectiva incidencia 
de las instancias de 
participación. 

La reglamentación al 
derecho de réplica y 
rectificación. 

El acceso a mecanismos 
de difusión. 

15 Gobierno de Colombia y FARC-EP. (2016). Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable 
y duradera. Bogotá. 
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Con el objetivo de lograr lo anterior, el Acuerdo 
Final definió que el Consejo Nacional de Partici-
pación, con apoyo de Foro por Colombia, Viva 
la Ciudadanía y el CINEP debían organizar un 
espacio de carácter nacional dentro de los 60 
días siguientes a la firma del Acuerdo Final. Del 
espacio organizado surgieron los elementos que 
permitieron la construcción de un proyecto de ley 
estatutaria que no fue radicado por el Gobierno en 
el Congreso de la República. 

El proyecto de Ley Estatutaria “por medio del 
cual se dictan normas de garantías y promoción de 
la participación ciudadana”, se trazó como objetivo 
brindar las garantías y la promoción de los dere-
chos de la participación ciudadana y a la asociación 
establecidos en la Constitución Política de Colom-
bia. En particular, el proyecto desarrolla el mandato 
establecido en el artículo 103 constitucional, que 
establece la obligación del Estado de contribuir a 
la organización, promoción y capacitación de las 
organizaciones y los movimientos sociales sin afec-
tación de su autonomía. Esto con el fin de que se 
constituyan mecanismos legítimos y democráticos 
de representación, participación, concertación, 
control y vigilancia de la gestión pública. 

Esta propuesta legislativa contiene unos princi-
pios generales como: 

a.	 La democracia participativa y su carácter uni-
versal y expansivo. 

b.	 La democracia deliberativa.
c.	 La no discriminación y la promoción de la diver-

sidad, pluralismo, paridad, y enfoque diferencial. 
d.	 El fomento de la asociatividad y el diálogo 

social. 
e.	 La transparencia. 
f.	 La movilización y la protesta pacífica. 
g.	 La autonomía y deberes de los movimientos 

sociales y organizaciones. 
h.	 La accesibilidad e incidencia en las políticas y 

decisiones públicas con el propósito de fortale-
cer el tejido social y la reconciliación del territorio.

Además, el proyecto aborda temas relacionados 
con garantías de reconocimiento y autonomía de 
los movimientos sociales y organizaciones para 
que sean legítimos interlocutores ante el Estado. 
También, se garantiza que el diálogo sea respe-

tuoso e inclusivo y se presentan garantías para el 
ejercicio de control social de la acción estatal. De 
igual manera, se busca promover el acceso a la 
información pública a todos los movimientos u or-
ganizaciones sociales que quieran acceder a ésta 
de manera clara, veraz y oportuna.

Otro de los elementos contemplados en el pro-
yecto se dirige a proteger la honra y el buen nombre 
de las organizaciones y movimientos sociales en el 
ámbito público, para lo cual se incluyen garantías 
de rectificación, de réplica y para el Habeas Data. 
Adicionalmente, se espera brindar garantías para el 
ejercicio de la participación por medio de un sis-
tema público unificado de registro de información 
para organizaciones y movimientos sociales y de 
los Observatorios de la Participación Ciudadana.

Por otra parte, se incentiva la participación 
ciudadana por medio de la protesta pacífica, con 
especial énfasis en los artículos 29, 30 y 31 de la 
Constitución que tratan sobre las características 
del derecho de reunión, manifestación, moviliza-
ción y/o protesta pacífica y las obligaciones del 
Estado. Entre estas características se encuentran 
la disposición al diálogo que deben tener las au-
toridades nacionales, el respeto de los derechos 
de los y las manifestantes y demás ciudadanos. 
Finalmente, se garantiza el acompañamiento del 
Ministerio Público en las protestas y manifesta-
ciones para asegurar el respeto de las libertades 
democráticas y evitar la estigmatización de los 
que participan de estas movilizaciones.

Falta de garantías para la participación 
ciudadana y la protesta social 

Durante 2021 se dieron en Colombia diversas 
protestas que se enmarcaron en el llamado ‘Paro 
Nacional’, y que fueron el resultado de múltiples 
factores, entre estos el descontento generalizado 
de la ciudadanía a causa de la reforma tributaria 
presentada por el Gobierno Nacional y el males-
tar generado a partir de las consecuencias de la 
pandemia de COVID-19 y la forma en la cual se 
gestionó la emergencia sanitaria. Dichas movili-
zaciones comenzaron el 28 de abril de 2021 y se 
extendieron por más de dos meses, dejando un 
saldo negativo en términos de violencia y afec-
tación a la población, a miembros de la Fuerza 
Pública, a la infraestructura, a la economía del país 
y a la confianza en las instituciones. 

De acuerdo con el medio Cerosetenta, la cifra 
de muertos durante la protesta social asciende a 
6916. Por su parte, la Fiscalía General de la Nación 
señala que hay registro de 29 víctimas por delito de 

homicidio, de las cuales 25 fueron civiles, 3 fueron 
integrantes de la Policía y 1 es miembro de la Po-
licía Judicial del CTI17. Según el Informe Final de la 
Misión S.O.S Colombia, durante el paro nacional se 
presentaron violaciones a los Derechos Humanos, 
en las que se incluyen homicidios selectivos, des-
apariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales, 
detenciones arbitrarias, violencias basadas en 
género, torturas y tratos crueles, y actos de estig-
matización18. Según el informe, muchas de estas 
conductas son atribuidas a la Fuerza Pública o a 
civiles que actuaron en connivencia con la misma. 
Al respecto, la Organización Temblores registró 
5.048 casos de violencia policial ocurridos en el 
Paro19, y la Fiscalía informa que hay registro de 450 
procesos por líneas de investigación de abuso de 
autoridad, civiles lesionados, violencia basada en 
género, homicidio, desaparición forzada y lesiones 
oculares, ocurridas durante las manifestaciones20. 

16 Cerosetenta. (2021). Cartografía de violencia policial. Bogotá. https://cerosetenta.uniandes.edu.co/especiales/violencia-policial/ 
17 Fiscalía General de la Nación. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20221200001241. Bogotá. 
18 Misión de Observación Internacional por Garantías a la Protesta Social y Contra la Impunidad en Colombia (2021). Informe Final 
de la Misión SOS Colombia. Bogotá. 
19 Temblores. (2021) Reporte sobre los hecho de violencia policial ocurridos durante el 2021. Bogotá. https://www.temblores.
org/#:~:text=%F0%9F%91%89%20Creemos%20en%20un%20movimiento,para%20luchar%20contra%20la%20violencia. 
20 Fiscalía General de la Nación. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20221200001241. 

69 muertos De acuerdo con el medio Cerosetenta

29 muertos De acuerdo con la Fiscalía

25 civiles | 3 policías | 1 miembro del CTI

Del espacio organizado 
surgieron los elementos 
que permitieron la 
construcción de un 
proyecto de ley estatutaria 
que no fue radicado por el 
Gobierno en el Congreso 
de la República.

Durante las marchas se registraron:
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Además, la protesta social también produjo 
daños a la infraestructura y a la economía del país. 
Por ejemplo, algunos medios de comunicación 
reportan que, a causa de los bloqueos que se 
realizaron durante la protesta, se estiman pérdidas 
cercanas a los $11.8 billones21 y afectaron al 84% 
de las empresas del país22. Según la Fiscalía, 610 
personas están imputadas, 447 con actuación de 
escrito de acusación, y 35 sancionadas por accio-
nes que se realizaron en el marco de la protesta23. 

La experiencia del Paro Nacional y de la vio-
lencia ocurrida en el marco del mismo abre una 
reflexión sobre la necesidad de reglamentar 
escenarios de diálogo con la ciudadanía y de 
participación ciudadana, así como de la protesta 
pacífica y del acompañamiento del Estado a la 
misma. Sin duda, no haber implementado las 
disposiciones del Acuerdo Final para promover la 
participación ciudadana privó a la sociedad de he-
rramientas y canales de diálogo para tramitar las 
inconformidades de la ciudadanía. Lo ocurrido en 
el país entre abril y junio de 2021 es una muestra 
de la necesidad de crear y reglamentar espacios 
para garantizar el derecho a la protesta pacífica, y 
de crear medidas que garanticen el respeto a los 
manifestantes y prevengan la estigmatización. 

Lo ocurrido es una muestra de la necesidad de crear y 
reglamentar espacios para garantizar el derecho a la 
protesta pacífica.

21 La República (2021). https://www.larepublica.co/economia/las-perdidas-por-bloqueos-en-las-vias-no-paran-y-ya-se-esti-
man-en-11-8-billones-3183646 
22 Portafolio. (2021). https://www.portafolio.co/negocios/empresas/afectaciones-a-empresas-en-colombia-por-blo-
queos-en-el-paro-nacional-552714 
23 Fiscalía General de la Nación. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20221200001241. Bogotá. 
24 Por medio de la cual se adoptan medidas para fomentar la garantía al derecho a la educación de los jóvenes en Colombia. 
25 Por medio de la cual se modifica la Ley 62 de 1993 y se dictan otras disposiciones. 
26 Por medio de la cual se fomenta el autoempleo, se fortalece el emprendimiento, se establecen mecanismos para aumentar la 
empleabilidad juvenil y se dictan otras disposiciones. 
27 Por medio de la cual se promueve y fortalece la educación para la sexualidad a través de la formación, conocimiento y ejercicio 
de los Derechos Sexuales y Reproductivos y se dictan otras disposiciones
28 Por medio de la cual se dictan normas de garantías y promoción de la participación ciudadana

Proyecto: Los Jóvenes Tienen  
la Palabra

Como respuesta a las inconformidades plantea-
das en el Paro Nacional, varios representantes a 
la Cámara desarrollaron el proyecto Los Jóvenes 
Tienen la Palabra, que tenía como objetivo dialo-
gar con grupos de jóvenes manifestantes en las 
ciudades en las que las protestas del Paro Nacio-
nal fueron más intensas. Durante el proyecto, se 
llevaron a cabo 12 encuentros de Representantes 
a la Cámara con jóvenes en 11 ciudades. 

Como resultado de estos diálogos, se formula-
ron 5 proyectos de Ley, algunos están actualmente 
en trámite en el Congreso: fortalecimiento a la edu-
cación superior24; reforma a la Policía25; medidas 
de empleo joven y emprendimiento26; educación 
sexual temprana27; y participación ciudadana y 
garantías para la movilización pacífica28. El último 
de estos proyectos implementa varias de las reco-
mendaciones hechas por Foro por Colombia pero, 
por ser una reforma estatutaria, se hundió por 
tiempos: debió ser discutida y aprobada en dos 
periodos legislativos consecutivos y, faltando un 
mes para terminar el segundo periodo, no surtió 
ningún debate. 

Como resultado de estos diálogos, se 
formularon 5 proyectos de Ley:

Durante el proyecto, se llevaron a cabo 12 
encuentros de Representantes a la Cámara 
con jóvenes en 11 ciudades:

RíohachaRíohacha

ValleduparValledupar

FlorenciaFlorencia

VillavicencioVillavicencio

BogotáBogotá

IbaguéIbagué

PereiraPereiraQuibdóQuibdó

BuenaventuraBuenaventura

TumacoTumaco

Cali (2)Cali (2)

Fortalecimiento a la 
educación superior

Reforma a la policía

Medidas de empleo 
joven y emprendimiento

Educación sexual 
temprana

Participación ciudadana y garantías 
para la movilización pacífica
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Participación ciudadana a través 
de medios de comunicación 

El Acuerdo de Paz reconoce la necesidad de 
los medios de comunicación para contribuir a la 
participación ciudadana y la promoción de valo-
res cívicos. Además, señala que la participación 
a través de medios comunitarios contribuye a la 
construcción de una cultura democrática. 

Por lo anterior, el Acuerdo compromete al 
Gobierno Nacional a, entre otras cosas, abrir 
convocatorias para la adjudicación de radio-
difusión comunitaria, especialmente en las 
regiones del país más afectadas por el conflicto. 
También establece que el Estado debe habili-
tar un canal institucional de televisión cerrada 
orientado a divulgar las plataformas políticas de 

los partidos y el trabajo de las organizaciones 
sociales y de víctimas. 

Frente al otorgamiento de licencias de radio-
difusión sonora, el Ministerio de las TIC, a través 
de las resoluciones 727 y 752 de 2020, declaró 
la viabilidad para el otorgamiento de las licencias 
de radiodifusión en 188 comunidades: de estas, 
solo en 128 (68%) se han otorgado licencias efec-
tivamente. En los municipios PDET, se declaró 
viabilidad para el otorgamiento de licencias en 
46 municipios (solo en el 27% de los municipios 
priorizados). De estos 46, se han otorgado licen-
cias efectivamente en 29 (63%). Actualmente, 
hay emisoras comunitarias en 746 municipios 

29 Ministerio de las TIC. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 222037012. Bogotá. 
30 Ministerio de las TIC. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 222037012. Bogotá. 
31 Ministerio de las TIC. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 222037012. Bogotá. 
32 Ministerio de las TIC. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 222037012. Bogotá. 

del país; de estos, 100 son PDET (58,8% de los 
municipios priorizados)29. 

Por su parte, frente al compromiso de crear un 
canal de televisión cerrada orientado a divulgar 
las plataformas políticas de partidos políticos y el 
trabajo de organizaciones sociales, el Ministerio 
de las TIC señala que, por tratarse de un servicio 
de televisión cerrada, “quien esté interesado en 
prestar servicios, lo puede hacer sin que se re-
quiera un permiso por parte de este Ministerio”, 
por lo que “los partidos y movimientos políticos 
y las organizaciones sociales pueden crear el 
canal de manera autónoma, sin que se requiera 
la intervención de esta cartera”30. Por su parte, 

el Ministerio afirma que “ha manifestado en dife-
rentes escenarios, en especial ante el DNP y la 
Consejería Presidencial para la Estabilización y la 
Consolidación, que se encuentra en total dispo-
sición para apoyar e impartir la orientación”31 para 
que los partidos y organizaciones sociales creen 
dicho canal, aunque describen que carecen de 
competencia para su creación, pues “la creación 
del canal depende de la decisión y el acuerdo 
de voluntades de los partidos políticos, y de las 
organizaciones sociales”32. Lo anterior constituye 
un incumplimiento del Acuerdo que compromete 
al gobierno a “habilitar” dicho espacio. 

El Ministerio de las TIC, a 
través de las resoluciones 
727 y 752 de 2020:

En los municipios PDET, se 
declaró viabilidad para el 
otorgamiento de licencias en:

188 comunidades
declaradas con viabilidad para 
licencias de radiodifusión

128 (68%)
de estas han recibido licencias

746 municipios
tienen emisoras comunitarias

46 municipios
27% de los municipios priorizados

29 (63%)
de estos han recibido licencias

100 son PDET
58,8% de los municipios priorizados
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Control ciudadano

El Acuerdo Final reconoce la necesidad de forta-
lecer el control ciudadano y las capacidades de 
la población para hacer veeduría sobre la gestión 
pública, con el fin de asegurar la transparencia y el 
buen uso de los recursos. Según el Acuerdo, esta 
necesidad se acentúa en el contexto de implemen-
tación del Acuerdo en el que se invertirán grandes 
recursos en zonas históricamente afectadas por el 
conflicto, la pobreza y la debilidad institucional. 

Por eso, en el Acuerdo de Paz, el Gobierno Na-
cional se compromete a: 

a.	 Establecer un plan de apoyo a la creación y 
promoción de veedurías ciudadanas y obser-
vatorios de transparencia. 

Respecto a estos indicadores, el Ministerio del In-
terior informa que el Plan de apoyo a la creación y 
promoción de veedurías ciudadanas, junto al plan 
con pertinencia cultural, fue construido junto a la 
Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la 
República y fue enviado a la Red Pública de Apoyo 
a las Veedurías Ciudadanas con el fin de darle sus-
tento técnico. Dicha red presentó recomendaciones 
que fueron revisadas y viabilizadas. El Ministerio 
informa que la nueva versión del Plan fue enviada 
nuevamente a la Red en octubre de 202134. 

Por otro lado, frente a los mecanismos de con-
trol y veedurías ciudadanas que se prevean con 
participación de mujeres, el Ministerio del Interior 
señala que, en 2018, implementó un convenio 
interadministrativo con el PNUD, en el que se pro-
movió la creación de 5 redes de veedurías, una de 
las cuales tenía el objetivo de hacer seguimiento 
a la implementación de los compromisos del 
Acuerdo relacionados con el enfoque de género. 
Además, en 2019, 2020 y 2021, desarrolló activi-
dades de capacitación y formación en temas de 
control social dirigidos específicamente a mujeres. 
El Ministerio manifiesta que espera que, en el 
primer semestre de 2022, se reporte en SIIPO la 
situación real del avance en este indicador35. 

Por su parte, la Procuraduría General de la Nación 
informa que asumió el liderazgo del compromiso 
del Plan Marco de Implementación que tiene que 
ver con la ventanilla única de denuncias. Al respec-
to, la entidad informa que evaluó las posibilidades 
técnicas para dar cumplimiento a este indicador, 
entre las cuales se contempló la posibilidad de 
crear un “protocolo cuyo propósito sería adoptar 
un esquema unificado de clasificación, priorización, 
reparto y requisitos mínimos de respuesta a estas 
comunicaciones”. Sin embargo, se concluyó que 
“este esfuerzo desborda las capacidades y com-
petencias de la Procuraduría, al representar una 
responsabilidad para la entidad de dictar y articular 
lineamientos respecto a los procesos y procedi-
mientos internos de las entidades en cuanto a la 
recepción de denuncias, que finalmente son facul-

b.	 Implementar mecanismos de control y de 
participación ciudadana que prevean la parti-
cipación de mujeres. 

c.	 Desarrollar un Plan Nacional de formación a 
veedores. 

d.	 Llevar a cabo estrategias para formar a comu-
nidades étnicas en control social y en veeduría 
ciudadana.

e.	 Crear y poner en funcionamiento un mecanismo 
especial para la atención, trámite y seguimiento 
de denuncias y alertas de corrupción. 

La Tabla a continuación muestra el indicador de 
cumplimiento de estos indicadores de acuerdo a 
lo publicado en el SIIPO33. 

Tabla 7. 

Cumplimiento de Indicadores sobre control ciudadano 

Indicador Porcentaje de 
cumplimiento en SIIPO

Plan de apoyo a la creación y promoción de veedurías ciudadanas 
y observatorios de transparencia diseñado e implementado 83,33%

Plan de apoyo a la creación y promoción de veedurías 
ciudadanas y observatorios de transparencia con 
pertinencia cultural diseñado e implementado

66,67%

Mecanismos de control y veedurías ciudadanas que se 
prevean con participación de mujeres implementados 70%

Plan de formación a veedores actualizado e implementado 66,67%

Pueblos y comunidades étnicas formados en 
temas de control social y veedurías 100%

Mecanismo especial para la atención, trámite y seguimiento de 
denuncias y alertas por corrupción creado y en funcionamiento 23,08%

Fuente. SIIPO. Consultado el 13 de mayo de 2022. 

33 Consultado el 13 de mayo de 2022. 

34 Ministerio del Interior. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado OFI2022-9854-DAL-3200. 
35 Ministerio del Interior. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado OFI2022-9854-DAL-3200. 
36 Procuraduría General de la Nación. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado S-2022-03314. Bogotá. 

tades enmarcadas en la discreción y la autonomía 
de cada una de ellas”. Por esta razón, se acordó que 
cada entidad debía crear su propio protocolo para 
la recepción de denuncias relacionadas con la im-
plementación del Acuerdo y reportar el avance en 
SIIPO de manera independiente36.

Lo anterior constituye un incumplimiento a lo 
acordado, pues dicho mecanismo se pensó para 
facilitar a los ciudadanos el trámite de denuncias, 
inconformidades y posibles casos de corrupción 
sobre la implementación del Acuerdo. No desa-
rrollar un mecanismo de denuncias unificado crea 
barreras para el control ciudadano, especialmente 
en territorios donde no todas las entidades hacen 
presencia física. 

Por último, líderes que participaron del pro-
yecto Del Capitolio al Territorio manifestaron su 
inconformidad porque las veedurías conformadas 
para hacer control ciudadano a la implementación 
de los PDET no han sido tenidas en cuenta al 
momento de la ejecución de Obras PDET, Obras 
por Impuestos y proyectos de OCAD Paz. Esto 
además de obstaculizar el proceso de veeduría a 
los proyectos, limita el enfoque participativo que 
se planteó en el Acuerdo.

No desarrollar un 
mecanismo de denuncias 
unificado crea barreras 
para el control ciudadano, 
especialmente en 
territorios donde no todas 
las entidades hacen 
presencia física.
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3.

Circunscripciones 
Transitorias 
Especiales 
de Paz 
El Acuerdo Final creó las Circunscripciones 
Transitorias Especiales de Paz (CITREP o CTEP), 
que son zonas del país que tienen derecho a 
representación política especial en la Cámara 
de Representantes por dos periodos electorales. 
En total se crearon 16 circunscripciones para los 
periodos de 2022 a 2026 y de 2026 a 2030, in-
tegradas por los municipios del país que han sido 
los más afectados por la violencia, la presencia 
de cultivos de uso ilícitos, la débil presencia insti-
tucional y la pobreza.

Estas circunscripciones fueron creadas por 
dos razones principales. Primero, tienen el 
objetivo de garantizar la representación y la 
participación política de estas regiones, que 
han sido históricamente subrepresentadas en 
el Congreso; de este modo, se busca promover 
que las personas que viven en estos territorios 
ejerzan sus derechos políticos y satisfagan sus 
derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales. Segundo, estas curules fueron 
creadas con un fin reparador: restituir a las 
víctimas los derechos políticos que fueron vul-
nerados durante el conflicto. 

En este apartado, describimos los principales 
obstáculos que enfrentó la implementación de las 
circunscripciones de paz, tanto en el periodo previo 
a su promulgación como en la fase de inscripción 
de candidatos y durante la campaña. Además, 
describimos y hacemos observaciones sobre los 
resultados de la elección de dichos representantes, 
que tuvo lugar el 13 de marzo de 2022. 

Obstáculos de las 
circunscripciones de paz 
antes de su promulgación 

Desde su trámite en el Congreso, esta disposi-
ción del Acuerdo, que requería de una reforma 
constitucional, sufrió muchos obstáculos que 
dificultaron su implementación. Desde que el pro-
yecto de acto legislativo cursó su último debate 
en el Congreso, pasaron casi cuatro años para 
que este fuese promulgado y reglamentado por 
el Gobierno Nacional. La línea del tiempo a conti-
nuación muestra las barreras en el trámite para la 
implementación de las Curules, antes de la pro-
mulgación del Acto Legislativo.

Estas circunscripciones fueron 
creadas por dos razones principales: 

Tienen el objetivo de garantizar la 
representación y la participación política de 
estas regiones, que han sido históricamente 
subrepresentadas en el Congreso

1

Estas curules fueron creadas con un 
fin reparador: restituir a las víctimas 
los derechos políticos que fueron 
vulnerados durante el conflicto. 

2
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Gráfica 1. 

Línea del tiempo sobre las barreras en el trámite de las Circunscripciones de Paz

Fuente: Elaboración propia a través de información de prensa.

Trámite legislativo Trámite en el Consejo de Estado Trámite que se dio por la acción de tutela

2017
9 de noviembre
La Plenaria de la Cámara de Representantes aprobó la 
creación de las 16 Circunscripciones de Paz. 

2019
18 de julio
Sentencia segunda instancia. La Subsección B, 
de la Sección Cuarta, del Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca confirmó el fallo de primera 
instancia. Sin embargo, se exponen argumentos 
adicionales sobre otros temas materia de 
discusión. Por esta razón el caso llega a la Corte 
Constitucional en sede de revisión.

2020
12 de febrero

Se cometieron acciones presuntamente 
dilatorias por parte de opositores al 

proyecto de Acto Legislativo, quienes 
presentaron en distintas ocasiones 

solicitudes extemporáneas y recursos 
que, aunque fueron rechazados por 
el Consejo de Estado, representaron 

demoras en el proceso.

2021
21 de mayo
La Corte Constitucional profiere fallo 
en el que decide dar por aprobado 
el proyecto de Acto Legislativo 
05 de 2017 Senado, 017 de 2017 
Cámara, “por el cual se crean 16 
Circunscripciones Transitorias 
Especiales de Paz para la Cámara 
de Representantes en los períodos 
2018-2022 y 2022-2026”

2017
30 de noviembre
El proyecto de Acto Legislativo se archivó por supuesta falta de 
quórum. El Presidente del Senado de ese entonces argumentó que se 
necesitaban al menos 51 votos a favor para aprobarlo. 
Los defensores del proyecto argumentaron que, en ese momento, el 
Senado estaba integrado por 99 senadores y no 102, por lo que los 50 
votos a favor que tuvo el proyecto eran suficientes para aprobarlo. 

2017
7 de diciembre
El entonces Ministro del Interior, Guillermo Rivera, 
demandó ante el Consejo de Estado el acto 
administrativo que archivó las curules de paz.

2019
12 de junio

Sentencia en primera instancia: El 
Juzgado 16 Administrativo de Oralidad 
del Circuito Judicial de Bogotá declaró 

la improcedencia de la acción de tutela 
propuesta por Roy Barreras. 

2019
18 de junio
El senador Roy Barreras radicó recurso 
de apelación contra lo resuelto por el 
juez de primera instancia.

2018
14 de noviembre

En 2018, el Senador Roy Barreras presentó otro 
proyecto de Acto Legislativo que buscaba crear 

las curules de paz. El día 14 de noviembre de 2018, 
se le solicitó al entonces Presidente del Senado, 

Ernesto Macías, someter a votación el proyecto. Sin 
embargo, el Presidente levantó la sesión y convocó 

la sesión para el 19 de noviembre. En la práctica, 
esa decisión “hundió” el proyecto por falta de 

tiempo para el trámite. 

2021
7 de abril

La procuradora general de la Nación, Margarita 
Cabello, solicitó a la Corte que se “confirme los 

fallos de tutela de instancia, en los cuales se declaró 
la improcedencia de la acción de tutela interpuesta 

por Roy Barreras”. 

2021
1 de julio

El Consejo de Estado 
declaró la nulidad del acto 

administrativo mediante 
el cual el Senado había 

negado el Acto Legislativo 
y, adicionalmente, ordenó 

que el presidente del 
Senado remitiera al 

Presidente de la República 
el mencionado Proyecto 
de Acto Legislativo para 

su promulgación.

2019
31 de mayo
El Senador Roy Barreras presentó una acción 
de tutela contra la decisión adoptada por la 
Presidencia del Senado de archivar el proyecto 
por falta de quórum. 

2019
6 de junio
El Juzgado 16 Administrativo 
de Oralidad del Circuito 
Judicial de Bogotá admitió 
la tutela presentada por el 
senador Roy Barreras. 
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Después de las decisiones tomadas por las Altas 
Cortes, se desarrollaron las siguientes acciones 
relacionadas con las CITREP: 

Gráfica 2. 

Línea del tiempo sobre los hechos ocurridos sobre las CITREP luego de la decisión de las Altas Cortes.

Fuente: Elaboración propia. 

2021
2 de agosto
El Senado de la República convocó a una audiencia pública 
para iniciar una actuación administrativa, en cumplimiento a los 
fallos judiciales del Consejo de Estado y la Corte Constitucional. 
Participaron la Consejería Presidencial para la Estabilización y 
la Consolidación, la Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos, la Defensoría del Pueblo, la Unidad para las Víctimas, 
la Alta Consejería para las Víctimas de Bogotá, la Agencia 
de Renovación del Territorio, Representantes a la Cámara, y 
ciudadanos interesados en la temática, entre otros. 

2021
21 de septiembre
El Consejo Nacional Electoral convocó a una Audiencia Pública 
sobre las Circunscripciones Especiales de Paz, en respuesta a 
la comunicación de los Representantes a la Cámara. En dicha 
audiencia, participaron el Ministerio del Interior, la Comisión 
de Regulación de la Comunicaciones, el Ministerio Público, 
Magistrados y funcionarios del CNE y de la Registraduría, y 
otros ciudadanos interesados en la temática, así como las 
Representantes Robledo y Goebertus. 

2021
25 de agosto
El Gobierno Nacional promulgó 
el Acto Legislativo 02 de 2021, 
que crea las CITREP.

2021
5 de octubre
El Gobierno Nacional expide 
el Decreto 1207 de 2021, por el 
cual se adoptan disposiciones 
para la elección de los 
representantes a la Cámara 
por las 16 Circunscripciones 
Transitorias Especiales de Paz. 

2021
18 de agosto
El Congreso de la República radicó 
en Presidencia el Acto Legislativo 
que crea las Curules de Paz 

2021
28 de septiembre
La Registraduría Nacional del Estado Civil 
emite la Resolución 10592 de 2021, en la 
que se establece el procedimiento para la 
elección de las CITREP. 

2021
23 de agosto

La Comisión Primera de la Cámara de 
Representantes convocó a una Audiencia Pública 

sobre la participación de personas de la Fuerza 
Pública en las Circunscripciones Especiales de 

Paz. En dicha audiencia participaron la Consejería 
Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, 

Ministerio de Justicia, la Unidad para las Víctimas, y 
ciudadanos interesados en la temática, entre otros. 

2021
1 de octubre

El Consejo Nacional Electoral emite las resoluciones 
5877, 5878, 5879, 5880, 5881 y 5882, que 

reglamentan asuntos relacionados con las CITREP 
(acceso a medios de comunicación para la campaña, 

financiación, gastos y registro contable, entre otros). 

2021
7 de septiembre

Los Representantes a la Cámara Juanita 
Goebertus, Ángela María Robledo, John 

Jairo Cárdenas, Carlos Julio Bonilla y María 
José Pizarro envían a la Presidencia de la 

República, al Consejo Nacional Electoral y 
a la Registraduría Nacional del Estado Civil 
una comunicación en la que se alertan los 

diversos riesgos que pueden obstaculizar la 
elección de las CITREP.

2021
21 de octubre

El Consejo Nacional Electoral emite las 
Resoluciones 7669, 7670 y 7671 en las 

que se reglamentan procedimientos 
relacionados con la inscripción de 

candidaturas y se crean las comisiones 
escrutadoras y tribunales electores 

transitorios para las CITREP. 
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Los obstáculos y barreras mostrados anteriormen-
te fueron una preocupación recurrente entre los 
líderes sociales que participaron del proyecto Del 
Capitolio al Territorio, especialmente de aquellos 
que representaban organizaciones de víctimas. 

Además, estas barreras tuvieron dos conse-
cuencias negativas para la implementación de 
esta medida: primero, los territorios más afec-
tados por el conflicto, representados en estas 
circunscripciones, no tuvieron representación 

Obstáculos de las 
Circunscripciones en la 
inscripción de candidatos y 
durante la campaña 

Después de la reglamentación de las circunscrip-
ciones de paz, también se presentaron barreras 
que impidieron el desarrollo normal del proceso 
de inscripción de las candidaturas y de la campa-
ña electoral en estas regiones. 

Los tiempos cortos para el trámite de 
inscripción de candidaturas 

El primero de los desafíos identificados tuvo que 
ver con los tiempos del proceso de inscripción de 
candidaturas. Las demoras descritas en el aparta-
do anterior causaron que los plazos que tuvieron 
las organizaciones promotoras de candidatos fue-
ran extremadamente limitados para adelantar los 
trámites necesarios para la inscripción. Además, 
este proceso fue especialmente complejo, tenien-
do en cuenta el difícil acceso a la información y a 
tecnologías de las comunicaciones que caracteri-
za estas zonas del país. 

Por ejemplo, las organizaciones contaron con un 
plazo de apenas tres meses para inscribir las can-
didaturas (entre septiembre y diciembre de 2021). 
En este tiempo, los promotores debieron conocer 
y estudiar la reglamentación, realizar el proceso 
para certificar su existencia y trabajo en el territorio, 
recoger firmas (para las organizaciones que pos-
tularon candidatos por medio de esta modalidad), 
registrarse ante la autoridad electoral, manifestar 
oficialmente su intención de postular una lista de 
candidatos y, finalmente, inscribir la lista. Al res-
pecto, líderes que participaron del proyecto Del 
Capitolio al Territorio manifestaron que varias de las 
personas que tenían la intención de ser candidatos 
no pudieron postularse, pues encontraron dema-
siados obstáculos que les impidieron presentar a 
tiempo la documentación necesaria. 

política en el periodo legislativo inmediatamen-
te posterior a la firma del Acuerdo (2018-2022), 
el cual fue clave para la expedición de normas y 
reformas para cumplir con lo pactado. Segundo, 
las demoras presentadas en la promulgación 
de esta reforma constitucional produjeron que 
su reglamentación se diera a menos de un año 
de las elecciones legislativas, lo cual causó –en 
parte– una serie de obstáculos que se resumen 
en el apartado siguiente.
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Confusión en la reglamentación  
y desinformación 

Sumado al poco tiempo entre la promulgación del 
Acto legislativo y la elección, la Fundación Ideas 
para la Paz (FIP) advirtió que uno de los obstáculos 
en la elección de estas curules fue la confusión 
sobre la reglamentación de las circunscripcio-
nes37. Según la FIP, a pesar de que se llevaron a 
cabo acciones de pedagogía en los territorios 
sobre la medida, esta responsabilidad recayó, pre-
cisamente, en las organizaciones promotoras que 
tenían capacidades, recursos y tiempo limitado. 

Mapa

Porcentaje de municipios con déficit 

de cedulación en cada CITREP

Fuente: MOE. (2021). Documento Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz para la Cámara de Representantes 2022-2026 
y 2026 -2030. Bogotá. 

Lo anterior generó confusiones sobre quiénes, 
dónde y cómo se podía votar. Por ejemplo, líderes 
que participaron del proyecto Del Capitolio al Terri-
torio expresaron que, a pesar de que la normativa 
es clara frente a la posibilidad de votar tanto por 
las CITREP como por las curules ordinarias, una de 
las creencias más recurrentes en estas regiones 
fue que si un ciudadano votaba por las curules de 
paz no podría votar por el candidato a la Cámara 
de su departamento. 

37 Fundación Ideas para la Paz. (2022) ¿La mala hora de las curules de paz? Escenarios de Riesgo y acciones prioritarias. 
38 A nivel nacional, el 11,2% de los municipios tienen déficit de cedulación. 
39 Misión de Observación Electoral (2021). Documento Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz para la Cámara de Repre-
sentantes 2022-2026 y 2026 -2030. Bogotá. 

Déficit de cedulación en las 
circunscripciones 

Otra de las condiciones que obstaculizó el pro-
ceso de elección fue el déficit de cedulación 
en las zonas rurales donde se realizaron las 
elecciones. De acuerdo con la Misión de Ob-
servación Electoral (MOE), en el 24%38 de los 

municipios que integran las circunscripciones 
se encontró un déficit de cedulación. En el 
mapa a continuación muestra el porcentaje de 
municipios de cada circunscripción que pre-
senta un déficit de cedulación39: 

Circunscripción40 

C10.	 Pacífico y Frontera Nariñense | 63,3%

C2.	 Arauca | 50%

C6.	 Chocó | 50%

C1.	 Alto Patía y Norte del Cauca | 37,5%

C11.	 Putumayo | 37,5%

C7.	 Macarena – Guaviare | 33,3%

C4.	 Catatumbo | 25%

C9.	 Pacífico Medio | 25%

C12.	 Sierra Nevada – Perijá | 23,1%

C14.	 Sur de Córdoba | 20%

C13.	 Sur de Bolívar | 14,3%

C3.	 Bajo Cauca y Nordeste  

Antioqueño | 0%

C5.	 Cuenca del Caguán y  

Piedemonte Caqueteño | 0%

C8.	 Montes de María | 0%

C15.	 Sur del Tolima | 0%

C16.	 Urabá | 0%

C10

C12

C11
C5

C6

C13

C4

C15

C2

C14

C7

C1

C3

C9

C16

40 Las CITREP se corresponden casi exactamente con las subregiones PDET. Por eso, en este documento nombraremos cada 
circunscripción por la subregión PDET a la que corresponde; sin embargo, se aclaran los nombres dados a estos territorios para 
las CITREP en específico: Circunscripción 1. Cauca - Nariño Valle › PDET Alto Patía y Norte del Cauca. | Circunscripción 2. Arauca 
› PDET Arauca. | Circunscripción 3. Antioquia › PDET Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño. | Circunscripción 4. Norte de Santander 
› PDET Catatumbo. | Circunscripción 5. Caquetá - Huila › PDET Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño. | Circunscripción 6. 
Chocó - Antioquia › PDET Chocó. | Circunscripción 7. Meta - Guaviare › PDET Macarena Guaviare. | Circunscripción 8. Bolívar - Sucre 
› PDET Montes de María. | Circunscripción 9. Cauca - Valle › PDET Pacífico Medio. | Circunscripción 10. Nariño › PDET Pacífico y 
Frontera Nariñense. | Circunscripción 11. Putumayo › PDET Putumayo. | Circunscripción 12. Cesar - La Guajira - Magdalena › PDET 
Sierra Nevada Perijá. | Circunscripción 13. Bolívar - Antioquia › PDET Sur de Bolívar. | Circunscripción 14. Córdoba › PDET Sur de 
Córdoba. | Circunscripción 15. Tolima › PDET Sur del Tolima. | Circunscripción 16. Antioquia › PDET Urabá Antioqueño.

C8
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Al respecto, el Gobierno Nacional realizó una campa-
ña de cedulación masiva en estos municipios, en los 
que se prepararon 1.034 documentos de identidad. 
La siguiente tabla muestra el número de documen-
tos preparados en cada circunscripción especial: 

Circunscripción

C8. Montes de María 

C16. Urabá 

C12. Sierra Nevada - Perijá 

C1. Alto Patía y Norte del Cauca 

C6. Chocó

C5. Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 

C3. Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 

C14. Sur de Córdoba 

C2. Arauca 

C15. Sur del Tolima 

C4. Catatumbo 

C10. Pacífico y Frontera Nariñense

aiőitacioneƊ financieraƊ de laƊ 
campañas 

La Fundación Ideas para la Paz también describe 
que algunas de las organizaciones tuvieron mu-
chos inconvenientes para financiar las campañas, 
lo cual se sumó a los altos costos de desplaza-
miento en algunas de estas regiones41. 

Participantes del proyecto Del Capitolio al Territo-
rio denunciaron que la financiación de las campañas 
por la vía de anticipo, además de requerir pólizas de 
aseguramiento que excedían las capacidades de 

C10

C2

C6

C1
C9

C11

C7

C4

C12

C13

C3

C5

C8

C15

C16
C14

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. Respuesta a derecho de petición con radicado SG-OJ-0286.

Mapa

Número de documentos 

preparados para cada CITREP. 
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las organizaciones, tardó en hacerse efectiva, por 
lo que muchas campañas no contaron con esos re-
cursos la mayor parte del tiempo. Lo anterior puso 
en desventaja a las organizaciones promotoras de 
candidatos que tenían menos recursos económi-
cos disponibles para hacer campaña y favoreció, 
implícitamente, a los candidatos que se aliaron con 
élites locales para financiar su elección, a pesar de 
que esto está prohibido en el acto legislativo. 

Brechas de género en la elección 

Uno de los aspectos positivos en la reglamenta-
ción de las circunscripciones de paz, es que las 
listas de las organizaciones a las Curules de Paz 
deben ser integradas por un hombre y una mujer. 
Sin embargo, la FIP describe que la persistencia 
de los estereotipos de género y la sobrecarga 
de labores de cuidado de las lideresas que se 
postularon, hicieron que las brechas de género 
para la participación política y para el acceso a 
recursos de las campañas se mantuvieran. 

Como resultado de estas barreras, de 16 re-
presentantes electos, solo 3 son mujeres. Llaman 
la atención casos como el de la CITREP Montes 

de María, en la que una organización feminista y 
liderada por mujeres ganó las elecciones, pero el 
candidato electo fue el hombre de la lista. 

41 Fundación Ideas para la Paz. (2022) ͡La mala hora de las curules de paz? Escenarios de Riesgo y acciones prioritarias.

Llama la atención que las dos circunscripciones en 
las que más se prepararon documentos no tenían 
municipios con déficit de cedulación (Montes de 
María y Urabá), mientras que en la Circunscripción 

Pacífico y Frontera Nariñense, que tenía el mayor 
déficit de cedulación, apenas se prepararon 24 do-
cumentos de identidad.

Como resultado de 
estas barreras, de 16 
representantes electos, 
solo 3 son mujeres.
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Cooptación por parte de grupos 
políticos tradicionales 

La reglamentación de las Circunscripciones de 
Paz prohíbe explícitamente que los partidos o 
movimientos que cuenten con representación en 
el Congreso o con personería jurídica inscriban 
candidatos a estas circunscripciones o establez-
can alianzas con las organizaciones promotoras 
de candidatos a las CITREP. Esta medida tiene 
el objetivo de prevenir que la política tradicional 
coopte la representación especial que se planteó 
para estas comunidades. 

Sin embargo, líderes sociales en las circunscrip-
ciones denunciaron frecuentemente acciones que 
evidenciaron que muchos candidatos contaron 
con apoyos de partidos y políticos tradicionales, 
a pesar de esta prohibición. Según la FIP, este 
fenómeno se manifestó “en la financiación de la 
publicidad y en actividades públicas de campaña”. 
La Fundación señala que algunos líderes “temen 
que la influencia de las élites políticas [que apo-
yaron candidatos electos] los obligue a adquirir 

Obstáculos relacionados con la 
seguridad de los candidatos y de la 
jornada electoral 

Debido a las condiciones de seguridad que se 
vive en algunos de estos territorios, la seguridad 
de los candidatos fue uno de los obstáculos más 
frecuentes y preocupantes durante la campaña. 

De acuerdo con la MOE, desde 2016, el 43% de 
las afectaciones registradas por hechos de violen-
cia política, social y comunal se presentaron en los 
municipios que integran las CITREP. Al respecto, 
la Misión informó que en 132 (79%) de los munici-
pios de las CITREP reportaron al menos un hecho 
violento entre 2016 y 2021, y en 119 municipios se 
presentaron hechos letales45. 

De manera similar, la Fundación Ideas para la 
Paz advierte el riesgo de impacto humanitario que 
se evidencia en algunas de las regiones, especial-
mente en el Pacífico y Frontera Nariñense y en la 
región del Alto Patía y Norte del Cauca. Para la FIP 
los riesgos de seguridad implicaron obstáculos 

compromisos que se alejen de la agenda rural de 
las circunscripciones”42. 

La Silla Vacía señala que, entre los candida-
tos a las CITREP, al menos 8 tenían apoyo de 
clanes políticos, 5 se postularon con apoyo de 
políticos locales de la zona y otros 5 eran políti-
cos que querían ‘reencaucharse’; además, dicho 
medio señala que algunos de estos candidatos 
no son reconocidos por su activismo en favor 
de las víctimas. De los candidatos identificados 
por La Silla Vacía con este tipo de conexiones, 6 
resultaron electos43. Por su parte, El Espectador 
señala que 10 de los 16 representantes electos 
contaron con apoyos en la política tradicional o 
fueron candidatos previamente44, mientras que, 
en entrevistas con organismos de cooperación 
internacional realizadas para la elaboración de 
este informe, se reportaron que solo 2 de los 16 
elegidos pueden demostrar que no tienen rela-
ción con políticos tradicionales. 

42 Fundación Ideas para la Paz. (2022) ¿La mala hora de las curules de paz? Escenarios de Riesgo y acciones prioritarias.
43 La Silla Vacía (2022). https://www.lasillavacia.com/historias/silla-nacional/los-candidatos-a-la-curules-de-paz-por-los-que-
se-colo-la-politica-tradicional/ 
44 El Espectador (2021). https://www.elespectador.com/colombia-20/candidatos-circunscripciones-especiales-2022/ 

Sin embargo, líderes sociales en las circunscripciones 
denunciaron frecuentemente acciones que evidenciaron 
que muchos candidatos contaron con apoyos de partidos 
y políticos tradicionales, a pesar de esta prohibición.

que van desde barreras logísticas y de transporte 
para los candidatos, hasta amenazas e intimida-
ciones contra la población civil, que limitaron las 
acciones de campaña y generaron un ambiente 
de zozobra previo a la elección46. 

Sobre esto, la respuesta institucional se 
concentró en el otorgamiento de medidas de 
protección para los candidatos a ocupar dichas 
curules, aunque algunos de los líderes denun-
ciaron la insuficiencia de estos esquemas para 
garantizar su seguridad. Al respecto, se presen-
taron 2 hechos significativos relacionados con la 
seguridad de los candidatos: primero, el secuestro 
de Guillermo Murcia, candidato a la Circunscrip-
ción de Arauca, quien fue liberado poco después. 
Y segundo, el atentado contra Diana Hurtado y 
Ménderson Mosquera, candidatos de la circuns-
cripción de Urabá. 

45 Misión de Observación Electoral. (2021) Documento Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz para la Cámara de Repre-
sentantes 2022-2026 y 2026-2030. 
46 Fundación Ideas para la Paz. (2022) ¿La mala hora de las curules de paz? Escenarios de Riesgo y acciones prioritarias. 

79% (132) de los municipios de las CITREP
reportaron al menos un hecho violento entre 2016 y 2021, y en 119 municipios 
se presentaron hechos letales .

43 % de las afectaciones registradas
se presentaron en los municipios que integran las CITREP
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Resultados de las elecciones 

El porcentaje de participación en las elecciones 
de las CITREP fue levemente inferior al de las 
votaciones a Cámara de Representantes: mien-
tras que para las circunscripciones ordinarias 
votó el 47,4% de las personas habilitadas, 
en circunscripciones de paz votó el 42,8%. 

Mapa

Porcentaje de participación electoral en 

cada circunscripción.

CITREP

C̗͟ Montes de María | ̏̕μ

C̐̒͟ Sur de Bolívar | ̔̒μ

C̐4͟ Sur de Córdoba | ͚̖̔̏μ

C̐̑͟ Sierra Nevada - Perijá | 4̗͚̕μ

C4͟ Catatumbo | 4͚̗̕μ

C ̖͟ Macarena – Guaviare | 4͚̖̔μ

C̑͟ Arauca | 4͚̒̔μ

C̐̏͟ Pacífico y Frontera Nariñense χ 4͚̑̔μ

C̐̔͟ Sur del Tolima | 4͚̘̐μ

C̐̐͟ Putumayo | 4̏μ

C̕͟ Chocó | ̘͚̒4μ

C̐͟ Alto Patía y Norte del Cauca | ̘̒μ

C̔͟ Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño | ͚̗̒̕μ

C̐̕͟ Urabá | ̒4͚̔μ

C̘͟ Pacífico Medio χ ͚̘̒̐μ

C̒͟ Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño | ͚̘̑̕μ

Al analizar estos porcentajes de participación 
en comparación con la votación en algunos 
departamentos que integran estas circunscrip-
ciones, se encuentran resultados llamativos. Por 
ejemplo, en zonas como Putumayo y Cuenca 
deŉ �aħuæn Ƽ Piedeőonte �aƁueteśo͚ ŉa parti-
cipación eŉectoraŉ en ŉas �N¯�*P Ħue cerca de ̑ 

puntos porcentuales menos en comparación con 
la Cámara de sus respectivos departamentos. Y 
en zonas como Arauca, donde la situación de 
seguridad fue muy grave en los meses previos 
a las elecciones, el porcentaje de participación 
de ŉas �N¯�*P ͬ̓3͚̔μͭ Ħue őaƼor Ɓue eŉ de ŉa 
�æőara departaőentaŉ ͚̘ͬ̓̏μͭ̓ .̖ 

ao anterior se eƻpŉica por ŉos desaĦĵos antes 
mencionados y por la naturaleza predominan-
temente rural de los territorios en los que se 
desarroŉŉó esta eŉección. aa taĀŉa a continua-
ción muestra el porcentaje de participación en 
cada circunscripción. 

̖̓Ϳ�eħistradurĵa kacionaŉ deŉ *stado �iƵiŉ. �onsuŉtado eŉ ̐̓ de őarǆo de ̑̏̑̑. 

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil.
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La tabla a continuación muestra los representan-
tes electos y sus respectivas organizaciones

Balance de las elecciones 

A pesar de los obstáculos mencionados, las elec-
ciones a las CITREP se desarrollaron con relativa 
normalidad y representan un logro histórico para 
los municipios más afectados por el conflicto y 
para sus víctimas, en la medida en que contarán 
con una representación política en el Congreso de 
la República. 

También es de destacar que, como producto 
de estas curules, se instalaron 1.966 mesas de 
votación en zonas rurales del país, en las que his-
tóricamente la infraestructura electoral no hacía 
presencia; de estas, 177 corresponden a nueva in-
fraestructura electoral para aumentar la cobertura 
en dichas zonas48. 

Tabla 8. 

Representantes electos por cada circunscripción

CITREP Organización promotora Candidato electo

Alto Patía y Norte 
del Cauca ASOINTEC Juan Pablo Salazar Rivera

Arauca Asociación de Víctimas 
Intercultural y Regional Karen Astrith Manrique Olarte

Bajo Cauca y Nordeste 
Antioqueño

Asociación de Desplazados 
del Municipio de Briceño Jhon Jairo González Agudelo 

Catatumbo Asociación de Familias 
Desplazadas de Hacarí Diógenes Quintero Amaya

Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño Fundación Igualdad Social Jhon Fredy Núñez Ramos

Chocó Consejo Comunitario Mayor de Nóvita James Hermenegildo 
Mosquera Torres 

Macarena-Guaviare ASOCAMPROARIARI William Ferney Aljure Martínez 

Montes de María Corporación Narrar para Vivir Luis Ramiro Ricardo Buelvas 

Pacífico Medio Consejo Comunitario del Río Naya Orlando Castillo Advíncula 

Pacífico y Frontera 
Nariñense

Corporación Red de Consejos 
Comunitarios del Pacífico 
Sur RECOMPAS

Gerson Lisímaco 
Montaño Arizala

Putumayo Consejo Comunitario Los Andes Jhon Fredi Valencia Caicedo

Sierra Nevada - Perijá Paz es Vida Jorge Rodrigo Tovar Vélez

Sur de Bolívar Asociación de Productores 
de Cacao - APROCASUR Juan Carlos Vargas Soler

Sur de Córdoba Asoc. Agropecuaria Mujeres 
Víctimas de Jericó - ASOMUVIJ Leonor María Palencia Vega

Sur de Tolima Asociación víctimas Núcleo 
Santiago Pérez ASVICNUSAPER Haiver Rincón Gutiérrez

Urabá Antioqueño Yo soy Urabá Karen Juliana López Salazar

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil 

Sin embargo, la polémica generada por la elección 
de algunos candidatos debido a presuntos apoyos de 
políticos tradicionales, dudas sobre la transparencia 
de su elección o por no representar los intereses de 
la población en dichos territorios, ha generado que 
las Curules de Paz inicien su proceso en el Congreso 
enfrentándose a la falta de legitimidad en algunos 
sectores sociales y de víctimas. Incluso, algunas 
organizaciones promotoras de candidatos en la cir-
cunscripción Sierra Nevada - Perijá renunciaron a la 
candidatura días antes de la elección argumentando 
falta de garantías49. De manera similar, organizaciones 
en otras regiones del país han informado que llevarán 
a cabo acciones para demandar las elecciones. 

48 Registraduría Nacional del Estado Civil. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado SG-OJ-0286. 
49 WRadio. 17 listas a curules de paz radicarán su renuncia ante la Registraduría. https://www.wradio.com.co/2022/03/11/17-lis-
tas-a-curules-de-paz-radicaran-su-renuncia-ante-la-registraduria/ 

También es de destacar que, como producto de estas 
curules, se instalaron 1.966 mesas de votación en 
zonas rurales del país, en las que históricamente la 
infraestructura electoral no hacía presencia; de estas, 
177 corresponden a nueva infraestructura electoral para 
aumentar la cobertura en dichas zonas.
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4.

Política de Paz, 
Convivencia  
y Reconciliación

CTPRC, de los cuales 59 (43,7%) sesionaron al me-
nos 3 veces en 202151. 

El hecho de que los Consejos Territoriales no 
funcionen de manera regular se debe, según la 
OACP, entre otros, a la falta de recursos y de ayuda 
de algunas administraciones locales para apoyar 
la logística básica de los CTPRC. Además, la OACP 
ha identificado que poca población joven se vin-
cula a los Consejos52. 

Política y estrategia de 
Convivencia, Reconciliación, 
Tolerancia y No Estigmatización 

Por su parte, la implementación de la política 
pública de convivencia, reconciliación, toleran-
cia y no estigmatización, que debía ser diseñada 
con asesoría del CNPRC, y de las estrategias de 
no estigmatización a grupos en condiciones de 
vulnerabilidad o discriminados se caracteriza por 
su avance nulo. En SIIPO, los indicadores corres-
pondientes a estas disposiciones del Acuerdo 
presentan un avance del 0%. 

50 Oficina del Alto Comisionado para la Paz (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado OFI22-00030189. Bogotá. 

Uno de los compromisos del Acuerdo Final es 
avanzar en la construcción de una cultura de reconci-
liación, convivencia, tolerancia y no estigmatización, 
que contribuya a la generación de condiciones para 
“fortalecer el reconocimiento y la defensa de los de-
rechos consagrados constitucionalmente”.

Para eso, el Gobierno Nacional se comprometió 
a crear un Consejo Nacional para la Reconciliación, 
la Convivencia y la No Repetición, que tiene el fin 
de acompañar la puesta en marcha del programa 
de reconciliación, convivencia y no estigmatización 
y una estrategia para promover la no estigmatiza-
ción a grupos en condiciones de vulnerabilidad 
o discriminados como las mujeres, los pueblos y 
comunidades étnicas, población LGTBI, los jóve-
nes, niños y niñas y adultos mayores, las personas 
en condición de discapacidad, las minorías polí-
ticas y las minorías religiosas. Además, también 
se crearán Consejos de Paz, Reconciliación y 
Convivencia a nivel territorial y local que asesoren 
a las autoridades regionales y municipales en la 
implementación de estas medidas. 

Estos compromisos del Acuerdo se han imple-
mentado de forma muy lenta. 

Consejos Nacional y Territoriales 
de Paz, Reconciliación y 
Convivencia 

De acuerdo con el Sistema Integrado de Información 
para el Postconflicto (SIIPO), el Indicador “Consejo Na-
cional de Paz, Reconciliación y Convivencia (CNPRC) 
creado y en funcionamiento” tiene un avance del 
75%. Sin embargo, la Oficina del Alto Comisionado 
para la Paz señala que el Consejo ya está creado y 
en pleno funcionamiento; la OACP describe que, en 
el año 2017, “se adoptó el reglamento interno [... y] 
se eligió el pleno del Consejo, el comité del CNPRC 
y las comisiones. También se construyó una ruta de 
trabajo y cada año se actualiza”50.

Frente a los Consejos Territoriales de Paz, Con-
vivencia y Reconciliación (CTPCR), la OACP señala 
que, a marzo de 2022, se han creado 635 consejos 
municipales y 32 departamentales, de los cuales 
551 se encuentran activos. Sin embargo, hay dudas 
sobre el funcionamiento efectivo de esta instancia 
de participación pues, de los consejos constitui-
dos, sólo el 28,9% sesionaron al menos tres veces 
durante 2021. En los 170 municipios PDET hay 135 

51 Oficina del Alto Comisionado para la Paz (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado OFI22-00030189. Bogotá. 
52 Oficina del Alto Comisionado para la Paz (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado OFI22-00030189. Bogotá. 
53 Ministerio del Interior. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado OFI2022-9854-DAL-3200. 

Frente a estos indicadores, el Ministerio del 
Interior informa que durante 2021 realizó una revi-
sión técnica para construir una propuesta de “plan 
de acción participativa” y “planificar acciones para 
la ejecución de la política pública”. Al respecto, el 
Ministerio manifiesta que, en diciembre de 2021, 
se realizó una jornada de presentación y lanza-
miento del documento de dicha política pública. 
Sin embargo, también informa que se han pre-
sentado dificultades en la articulación necesaria 
con el Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y 
Convivencia. Según esta cartera, en 2022 se es-
pera elaborar y redactar el Decreto que adopta la 
Política Pública de Reconciliación, Convivencia y 
No Estigmatización, y se realizará una consultoría 
con USAID que tendrá el objetivo de elaborar una 
caja de herramientas que permita implementar la 
política en el ámbito territorial53. 

Lo anterior evidencia rezagos muy preocupan-
tes en el cumplimiento de compromisos asumidos 
por el Gobierno Nacional que contribuyan a pro-
mover la convivencia y la reconciliación en los 
territorios más afectados por el conflicto.

135 CTPRC en municipios PDET
59 (43,7%) sesionaron al menos 3 veces en 2021

635 consejos municipales
se han creado a marzo de 2022

551 están activos

32 consejos departamentales
se han creado a marzo de 2022

28.9 % de los consejos
sesionaron al menos tres veces durante 2021
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El punto 3 del Acuerdo Final aborda un elemento 
común y básico de cualquier tratado de paz: el 
proceso de Desarme, Desmovilización y Reintegra-
ción (DDR). En el caso del Acuerdo firmado entre 
el Estado colombiano y las FARC-EP, el término 
“reintegración” se reemplazó por “reincorporación” 
y se basó principalmente en un enfoque colectivo 
de adaptación a la vida civil. Este punto tiene como 
marco general el desarrollo de medidas para cerrar 
el capítulo de la guerra y construir las bases de la 
no repetición con la proscripción del uso de las 
armas en política, sobre la base de la consecución 
del cese al fuego y de hostilidades bilateral y de-
finitivo y la dejación de las armas por parte de las 
antiguas FARC-EP. Con ello como punto de partida, 
a lo largo del punto 3 del Acuerdo Final se encuen-
tran consignadas las medidas de reincorporación 
política, económica y social de los excombatientes 
de las FARC-EP a la vida civil, entendiendo esto 
como un proceso integral, sostenible, excepcional, 
transitorio y comunitario, con un claro enfoque dife-
rencial y de perspectiva de género.

En el Acuerdo Final, el subpunto 3.2 compren-
de la reincorporación de las FARC-EP a la vida civil 
en lo económico, lo social y lo político. En cuanto 
a la reincorporación política, el numeral 3.2.1 esti-
pula los elementos que hacen viable el paso de 
la organización en armas a un nuevo partido o 
movimiento político legal, con disposiciones que 
abarcan garantías de seguridad, financiación y 
asistencia técnica, y un componente de represen-
tación política en el Congreso de la República y en 
el Consejo Nacional Electoral.

El numeral 3.2.2 contempla la reincorporación 
económica y social, la cual señala de forma clara 
la intención de promover un proceso de reincor-
poración colectiva por parte de las FARC-EP. Para 
alcanzar dicho objetivo, el Acuerdo Final integra 
diferentes medidas de carácter económico y so-
cial como: la creación del Consejo Nacional de 
Reincorporación (CNR), que tendrá la tarea de 
hacer seguimiento al proceso de reincorpora-
ción; la realización de un censo socioeconómico, 
que permita identificar las necesidades de las 
personas en proceso de reincorporación; la iden-
tificación de programas y proyectos productivos 
sostenibles de carácter colectivo e individual; la 
disposición de una renta básica y una asignación 
única y planes o programas sociales de acuerdo 
a las necesidades identificadas; y la constitución 
de un centro de pensamiento y formación política; 
entre otros aspectos.

A lo largo de este capítulo se presenta un 
balance de la implementación de este punto 
del Acuerdo. Primero, se hace una referencia 
al cese al fuego y la dejación de armas y una 
caracterización de la población en proceso de 
reincorporación. Segundo, se describe el estado 
actual de la reincorporación política, social, econó-
mica y comunitaria, identificando elementos como 
el acceso a bienes y servicios básicos, los proyec-
tos productivos de carácter colectivo e individual, 
el acceso a programas de educación y vivienda 
para firmantes del Acuerdo Final. Finalmente, se 
presentarán algunos problemas identificados a 
partir del balance.

1.

Dejación 
de armas y 
caracterización 
de los 
reincorporados

Cese al fuego, dejación 
de armas y acreditación y 
tránsito a la legalidad.

El Acuerdo Final de Paz pactó en su punto 3.1 el 
cese al fuego y de hostilidades bilateral y defini-
tivo y la dejación de las armas, poniéndole fin a 
una confrontación armada de más de 50 años. 
Respecto a la dejación de armas, se estableció 
que sería un procedimiento técnico, trazable y 
verificable en el que la ONU recibiría la totalidad 
del armamento de las FARC-EP en un periodo de 
180 días a partir de la firma del Acuerdo Final de 
Paz. Además de esto, este proceso contó con el 
acompañamiento de un delegado de cada uno 
de los países garantes (Cuba y Noruega) y de los 
países acompañantes (Chile y Venezuela). Fuente: Misión ONU
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Durante el proceso de dejación de 
armas se hizo entrega de:

Este material bélico fue ubicado en contenedores 
de la ONU, trasladado y fundido por este organis-
mo y posteriormente puesto a disposición para la 
construcción de los tres monumentos acordados 
entre las partes. Al respecto, el jefe de verificación 
de la ONU en Colombia para ese momento, Jean 
Arnault, afirmó que el compromiso de la dejación 
de armas había sido honrado de conformidad 
con la ruta acordada y que la experiencia del pro-
ceso colombiano podría servir como enseñanza 
en otras partes del mundo2. En ese sentido, res-
pecto a la relación entre armas y combatientes, la 
ONU aseguró que es la primera vez en Colombia 
que en un proceso de desarme se registra una 
tasa de un arma por un combatiente que se des-
moviliza3. En los procesos anteriores la relación 
siempre fue más baja4.

Paralelo a la dejación de armas, se adelantó 
el proceso de acreditación de los integrantes de 
las FARC-EP para su tránsito a la legalidad. Este 
proceso inédito en el país y casi que en el mundo, 
permitió que el Gobierno verificara la información 
entregada por la organización armada de un lis-
tado de sus integrantes y la contrastara con las 
fuentes oficiales. Este proceso se dio al tiempo 

que se identificaban y cedulaban a todos los inte-
grantes que estaban en dichos listados.

Frente al proceso de acreditación, las cifras 
presentan discrepancias entre entidades: mientras 
para la Agencia de Reincorporación y Normali-
zación (ARN) hay 14.022 personas acreditadas5, 
para la Oficina del Alto Comisionado para la Paz 
(OACP) hay 13.6166, es decir, una diferencia de 
406 personas. En todo caso, para los cálculos 
de este documento se tomará como cifra oficial 
la de la OACP, entidad encargada de acreditar a 
los excombatientes de las antiguas FARC-EP. En 
este punto vale la pena mencionar que, según la 
ARN, 12.820 personas se encuentran activas en el 
proceso de reincorporación, es decir, el 94,1% de 
los acreditados.

En ese mismo sentido, aún hay 138 personas 
en observación para acreditación, de los cuales 
104 son de los listados de personas privadas de 
la libertad (PPL) y 34 de los listados de las Zonas 
Veredales y Puntos Transitorios de Normalización 
(ZVTN y PTN). La OACP informa que ha realizado 
tres planes de choque desde 2019 para reducir al 
máximo el número de personas que se encuen-
tran en este estado7.

1 Arias, G y Prieto, C (2020). Lecciones del fin del conflicto en Colombia: dejación de armas y tránsito a la legalidad de las Farc. 
Fondo de Capital Humano para la Transición Colombiana, Instituto para las Transiciones Integrales (IFIT). Bogotá.

2 El Espectador. (27 de junio de 2017) Dejación de armas de las FARC, ejemplo para el mundo. El Tiempo. https://www.elespecta-
dor.com/colombia-20/paz-y-memoria/dejacion-de-armas-de-las-farc-ejemplo-para-el-mundo-article/?outputType=amp
3 Con corte a agosto de 2018 el Gobierno había acreditado a 13.016 personas, de las cuales 6.213 eran guerrilleros en armas, 3.300 
milicianos y 3.148 estaban privadas de la libertad. Esto es importante ya que ni los milicianos ni las personas privadas de la libertad 
entregaban armas (Arias y Prieto, 2020). Por eso, el cálculo de la relación armas/hombre se hace con guerrilleros en armas, no 
con excombatientes acreditados.
4 Arias, G y Prieto, C (2020). Lecciones del fin del conflicto en Colombia: dejación de armas y tránsito a la legalidad de las Farc. 
Fondo de Capital Humano para la Transición Colombiana, Instituto para las Transiciones Integrales (IFIT). Bogotá.
5 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
6 Oficina del Alto Comisionado para la Paz (30 de marzo de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-00030189 / IDM 
13020000. Bogotá.
7 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.

En este punto vale la pena mencionar que, según la ARN, 
12.820 personas se encuentran activas en el proceso de 
reincorporación, es decir, el 94,1% de los acreditados.

8.994 armas

1.987
armas cortas

6.498
armas largas

509
armas colectivas de apoyo

1.765.862 municiones 
de diferentes calibres de armas ligeras

38.255 kilogramos
de explosivos diversos

51.911 metros
de cordón detonante y mecha lenta

11.015 granadas
de mano y de 40 mm 3.528 minas antipersonal

4.370 municiones
de mortero de 81 mm, 60 mm y cohetes1

46.288 iniciadores
estopines
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Caracterización de la población 
en reincorporación

El Acuerdo Final contempló en el punto 3.2.2.6 la 
realización de un censo socioeconómico para ca-
racterizar a las personas que estaban haciendo el 
tránsito a la legalidad. El Censo, elaborado por la 
Universidad Nacional de Colombia, permitió tener 
una fotografía de la reincorporación una vez surtido 
el proceso de dejación de armas. No obstante, este 

Étnico

Según la información contenida en el RNR, el 16,8% 
de los excombatientes se reconoce como parte de 
un grupo étnico12, específicamente, los siguientes:

no permitió construir la base de seguimiento al pro-
ceso, situación que llevó a la ARN a implementar un 
nuevo instrumento y realizar el Registro Nacional de 
Reincorporación (RNR), que cuenta con el registro 
de 12.453 excombatientes8, pero la información de 
este instrumento fue recopilada principalmente 
entre 2018 y 2019 y no ha sido actualizada.

8 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
9 Ibídem.
10 Ibídem.
11 El porcentaje que corresponde a “no hay información” surge de la diferencia entre la población acreditada por la ARN y la OACP.

Género

Si bien el RNR no pregunta por género, dificultando 
así la toma de decisiones y focalización de política, 

Gráfica 1. 

Excombatientes por sexo10.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización11

Gráfica 2. 

Proporciones de excombatientes con reconocimiento étnico.13

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

Discapacidad

En el marco del Acuerdo, las personas en condición 
de discapacidad por razón del conflicto armado se 
configuran como sujetos de atención especial por 

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022).

Gráfica 3. 

Proporciones de excombatientes que reportan tener una discapacidad15.

12 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
13 El universo de personas tomado para este caso es el indicado por el RNR, el cual corresponde a 12.453. Ibidem.
14 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
15 Ibídem.

Hombres (68,3%)

Mujeres (22,4%)

No responde (0,8%)

No hay información (8,5%)

Indígena (65,2%)

Afrocolombianos (31,2%) No responde (2,9%)

Palenqueros (0,6%) Otro (0,1%)

Discapacidad psicosocial mental (1,2%)

Discapacidad intelectual (0,6%)

Discapacidad multiple (0,5%)

Discapacidad física (37,8%)

Discapacidad sensorial (19,0%)

No responde (40,8%)

según la información dada por la ARN el 68,3% de 
excombatientes son hombres y 22,4% son mujeres.9

parte del Estado. Según el RNR, el 9,4% (1.289) de 
la población acreditada señala tener una discapaci-
dad, siendo hombres el 86,3% y mujeres el 13,3%.14

40,8%

65,2% 31,2% 2,9%

0,6%

0,1%

68,3% 22,4% 8,5% 0,8% 37,8% 19,0% 1,2%

0,6%

0,5%
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Etario

Según el RNR, el 13,3% de los hombres en proceso 
de reincorporación y el 22,6% las mujeres en pro-
ceso de reincorporación se encuentran entre los 
18 y 28 años. Respecto a la población en proceso 
de reincorporación con 60 años o más, el 6,8% de 
hombres y el 2,3% de mujeres pertenecen a este 
grupo16 17. Estas personas tienen unas condiciones 

Ubicación de los excombatientes

Si bien la reincorporación se contempló con un 
enfoque colectivo, también se fundamenta en el 
reconocimiento de la libertad individual y del libre 
ejercicio de los derechos individuales de cada uno 
de los participantes del proceso. En ese sentido, 
la reincorporación temprana estuvo atada a las 
Zonas Veredales y Puntos Transitorios de Norma-
lización durante el proceso de cese al fuego y de 
hostilidades bilateral y definitivo y la dejación de 
armas; posteriormente, los excombatientes que 
decidiesen irse podían hacerlo. Ahora bien, la 
ARN ha concentrado la oferta del proceso en los 
Antiguos Espacios Territoriales de Capacitación y 
Reincorporación (AETCR), que provienen de las 
ZVTN, y le brinda acompañamiento a quienes es-
tán de manera individual.

Los AETCR son administrados por la ARN y se 
configuran como el principal escenario institucional 
para la reincorporación colectiva y la adaptación 
de los excombatientes a la vida civil. Nacieron con 
una vocación temporal, pero dadas las dinámicas 
del proceso terminaron consolidándose como per-
manentes. En ese sentido, la ARN afirma que pese 
a no ser algo que quedó pactado en el Acuerdo 

especiales que dificultan el proceso de reincorpo-
ración: para el primer grupo, las altas expectativas 
contrastan con la falta de oferta estatal acorde a 
sus necesidades; y, para los segundos, su edad 
dificulta la adaptación a la vida civil y el mundo 
laboral, especialmente para quienes llevaban mu-
cho tiempo como combatientes.

Gráfica 4

Excombatientes en proceso de reincorporación desagregados por grupo etario población masculina18.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

Gráfica 5

Excombatientes en proceso de reincorporación desagregados por grupo etario población femenina19.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

16 Frente a personas mayores de 60 años el Sistema de Información de Reintegración y Reincorporación (SIRR), a 28 de febrero de 
2022, se cuenta con un total de 725 personas en proceso de reincorporación mayores de 60 años, de las cuales 83 son mujeres 
y 642 hombres. De ellas, 62 se identifican como indígenas, 41 personas como negras o afrocolombianas y 1 persona como palan-
quera. Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / 
IDM 112000. Bogotá.
17 El universo de personas tomado para este caso es el indicado por el RNR, el cual corresponde a 12.453. Agencia para la Reincor-
poración y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 112000. Bogotá.
18 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
19 Ibídem.

Final, ha iniciado una “Estrategia de Estabilización 
y Consolidación de los antiguos ETCR”, que tiene 
como objeto explorar alternativas para la adquisi-
ción de predios con fines de reincorporación. De 24 
antiguos ETCR que existen en la actualidad, 6 se 
mantienen en el predio, 12 han sido trasladados y 6 
están pendientes de una decisión20.

Según la ARN, el 70,8% de los AETCR tiene 
decisión de compra de predio, mientras que el 
29,2% restante no tiene decisión de compra o se 
encuentra en proceso de búsqueda de predios. Es 
importante mencionar que la decisión de compra 
no se traduce en la consolidación material de es-
tos espacios y que, si bien hay varios AETCR que 
cuentan con un predio comprado por la ANT, esto 
no significa que ya hayan sido entregados a los 
excombatientes, ya que el proceso está sujeto al 
desarrollo de proyectos de vivienda (loteo y des-
englobe) y el cumplimiento de los requisitos que 
establece la ANT para tal fin. Además, en el marco 
del proyecto Del Capitolio al Territorio se conoció 
que el predio del AETCR Filipinas en Arauca fue 
adquirido con recursos propios de las personas en 
proceso de reincorporación.

20 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.

18 a 28 años (13,3%)

29 a 59 años (79,5%)

60 años o más (6,8%)

Sin información (0,4%)

18 a 28 años (22,6%)

29 a 59 años (74,3%)

60 años o más (2,3%)

Sin información (0,8%)

79,5%

74,3% 22,6% 2,3%

0,8%

13,3% 6,8%

0,4%
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Tabla 1.

 AETCR sin decisión de compra 

Departamento Municipio Antiguo ETCR Estado

Antioquia Remedios Carrizal En busca de predios viables

Tolima Planadas El Oso Pendiente de decisión

Cesar Manaure Balcón 
del Cesar

San José de 
Oriente Pendiente de decisión

Caquetá La Montañita Agua Bonita Pendiente de decisión

Meta Mesetas La Guajira Pendiente de decisión

Meta Vistahermosa La Reforma Pendiente de decisión

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

En los 24 AETCR existentes a la fecha tan solo 
se encuentran 2.336 excombatientes, es decir el 
17,2% del total en proceso de reincorporación21.

Gráfica 7. 

Proporción de excombatientes ubicados en entornos rurales y urbanos.23

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

Gráfica 6. 

Proporción de excombatientes en AETCR y por fuera de ellos.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

Es importante señalar que con el paso de los 
años han ido aumentando las personas en 
proceso de reincorporación que se sitúan por 
fuera de los AETCR y que se trasladan a áreas 

urbanas. Según la ARN, el 62,7% (8.542) de las 
personas en proceso de reincorporación se 
sitúan en zonas rurales y el 25,6% (3.486) en 
zonas urbanas22.

21 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
22 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.

23 El componente señalado como “sin información” corresponde a la diferencia del total de excombatientes. Según la información 
aportada por la ARN en respuesta a la ubicación de personas en proceso de reincorporación, el total es de 12826. Según la OACP 
el total es de 13616.

Excombatientes por fuera de ETCR (82,8%)

Rural (62,7%)

Excombatientes en ETCR (17,2%)

Urbana (25,6%) Sin ubicación (5,9%) Sin información (5,8%)

82,8%

62,7% 25,6% 5,9% 5,8%

17,2%
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Del total de la población en 
proceso de reincorporación, el 
50,8% (6.921) se ubica en muni-
cipios PDET, distribuyéndose de 
la siguiente forma: 24

282 (4,1%)
PacíǙco y Frontera Nariñense

209 (3,0%)
Sur del Tolima

103 (1,5%)
PacíǙco iedio

251 (3,6%)
BaŃo Cauca y Nordeste Antioqueño

336 (4,9%)
Montes de María

229 (3,3%)
Chocó

64 (0,9%)
Sur de Córdoba

79 (1,1%)
Sur de Bolívar

910 (13,1%)
Alto Patía y Norte del Cauca

961 (13,9%)
Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño

1.325 (19,1%)
Macarena - Guaviare

341 (4,9%)
Arauca

413 (6,0%)
Putumayo

525 (7,6%)
Catatumbo

24 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.

Mapa

Distribución de excombatientes en 

subregiones PDET

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

450 (6,5%)
Sierra Nevada - PeriŃá - Þona Bananera

443 (6,4%)
¶rabá Antioqueño

6.921
excombatientes 

en PDET
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Es importante señalar que, a lo largo de estos 
años, el traslado de diferentes AETCR ha respon-
dido a circunstancias relacionadas con la falta de 
garantías de seguridad y desarrollo económico 
de las personas en proceso de reincorporación. 
Para el año 2019, el periódico El Tiempo registró 
que Andrés Stapper, director de la ARN, afirmó 
respecto a los AETCR que “en la actualidad, cinco 
de ellos se van a trasladar del punto donde están, 
teniendo en cuenta que hubo dificultades en la 
compra o adquisición de esos predios, o en los 
predios donde se van a reubicar, que son mucho 
mejores para adelantar sus procesos económicos 
en el marco de la legalidad”25

El 15 de julio de 2020 se dio el traslado del 
AETCR Santa Lucía, ubicado en el área rural del 
municipio de Ituango, Antioquia, a dos predios 
adquiridos por el gobierno en el municipio de 
Mutatá, en el mismo departamento. El portal pe-

riodístico Verdad Abierta señaló que “el grupo de 
reincorporados y sus familias tomaron la decisión 
de trasladarse de lugar debido a las difíciles con-
diciones de inseguridad que padecieron por tres 
años en el AETCR, empotrado en las montañas 
de Ituango, y las dificultades para fortalecer sus 
proyectos productivos”26. Es importante tener pre-
sente que, para la fecha del traslado, 12 personas 
en proceso de reincorporación de este AETCR 
habían sido asesinados.

Como lo ejemplifican los casos señalados con 
anterioridad, el traslado de los AETCR está direc-
tamente ligado a las condiciones de seguridad 
que se presentan en diferentes territorios del 
país y que se señalan en el capítulo de seguridad 
territorial de este informe, así como los atrasos y 
dificultades que enfrentan los excombatientes en 
su reincorporación económica, aspecto amplia-
mente señalado en este capítulo.

Nuevas Áreas de Reincorporación (NAR)

Como se mencionó anteriormente, tan solo el 18,8% 
de excombatientes se encuentra en los AETCR. Se-
gún la Fundación Ideas para la Paz las principales 
razones para abandonar los espacios territoriales 
son varias, pero se destacan al menos tres27:

a.	 Discrepancias con los líderes de los espacios 
territoriales

b.	 Problemas con la infraestructura
c.	 Búsqueda de mejores oportunidades para el 

desarrollo en otras zonas

Como resultado de lo anterior, se conformaron 
“Nuevas Áreas de Reincorporación”, en las cuales 

25 El Tiempo (30 de diciembre de 2019). Difícil acceso, entre las causas del traslado de cinco antiguos ETCR. El Tiempo. https://
www.eltiempo.com/politica/proceso-de-paz/cinco-de-los-espacios-territoriales-de-capacitacion-seran-trasladados-447948
26 Verdad Abierta. (14 de julio de 2020) Reubicación de excombatientes en Mutatá, un reto para el gobierno nacional. Verdad 
Abierta. https://verdadabierta.com/reubicacion-de-excombatientes-en-mutata-un-reto-para-el-gobierno-nacional/

Como lo ejemplifican los casos señalados con 
anterioridad, el traslado de los AETCR está directamente 
ligado a las condiciones de seguridad que se presentan 
en diferentes territorios del país y que se señalan 
en el capítulo de seguridad territorial de este informe, 
así como los atrasos y dificultades que enfrentan los 
excombatientes en su reincorporación económica, aspecto 
ampliamente señalado en este capítulo.

algunos excombatientes han decidido continuar 
su proceso colectivo desligados de la estructura 
de mando previa al Acuerdo.

Al preguntarle a la ARN sobre las NAR su res-
puesta fue que estas no existen en el marco jurídico, 
razón por la cual el actual Gobierno no definió un 
plan específico de atención para estas áreas, por lo 
que la oferta institucional de la ARN se da de forma 
indiscriminada a las 10.117 personas por fuera de los 
AETCR, sin importar si se ubican en NAR o no.

Según el componente FARC del Consejo Na-
cional de Reincorporación (CNR), con corte al 21 
de abril de 2022, hay 84 NAR distribuidas de la 
siguiente forma:

Tabla 2. 

Ubicación de NAR 

Región Número de NAR

Norte 11

Noroccidente 10

Nororiente 7

Centro 19

Oriente 8

Suroccidente 18

Sur 11

Total 84

Fuente: Elaboración propia a partir de CNR- Comunes.

27 Fundación Ideas para la Paz (2019). “Las trayectorias de la reincorporación y la seguridad de los excombatientes de las FARC: 
riesgos, respuestas del Estado y tareas pendientes”. Bogotá: Serie Notas Estratégicas No.11.
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2.

Estado 
actual de la 
reincorporación 
política, social, 
económica y 
comunitaria

a.	 El Consejo Nacional Electoral (CNE) ha fijado 
para el funcionamiento del Partido Comunes 
la suma de $17.290.215.849, desde su consti-
tución hasta la fecha.

b.	 El Consejo Nacional Electoral ha fijado para el 
funcionamiento del Centro de Pensamiento 
y Formación Política Comunes la suma de 
$18.010.737.805, desde su constitución hasta 
el 19 de julio de 202228.

c.	 En virtud del Acuerdo Final, el Partido Comunes 
ha contado con 5 curules en el Senado de la 
República y 4 en la Cámara de Representantes, 
independientemente de la votación que ob-
tenga. Es importante mencionar que, si bien el 
Acuerdo Final definió que el partido Comunes 
tendría 5 curules en cada cámara legislativa, 
en la Cámara de Representantes uno de estos 
escaños quedó vacío. Esta curul pertenecía 
a Seuxis Pausias Hernández (Jesús Santrich), 

La negociación del Acuerdo Final en La Habana 
incluyó una visión participativa y colectiva que 
rompió con la tradición de la reintegración indivi-
dual. Dicho enfoque ha significado grandes retos 
y cambios, muchos de ellos aún sin ser incor-
porados por la institucionalidad en su visión y el 
enfoque de las actividades realizadas, como se 
verá más adelante.

A continuación se presentan los principales 
avances del proceso en términos políticos, socia-
les, económicos y comunitarios.

Reincorporación política

La mayoría de los procesos de paz que ponen fin a 
un conflicto armado interno se caracterizan por la 
proscripción del uso de armas en política a cambio 
de las garantías para la participación y la disputa 
en el escenario político democrático. De allí que 
sea necesario adelantar diferentes acciones que 
permitan consolidar de manera efectiva esa tran-
sición. Desde la firma del Acuerdo Final se han 
puesto en marcha las siguientes acciones:

quién fue declarado desertor armado manifies-
to del proceso de paz el 13 de septiembre de 
2019 por el Tribunal Especial para la Paz JEP, lo 
que generó la imposibilidad de que el Partido 
Comunes lo reemplazara. Para el periodo legis-
lativo 2022-2026 el Partido Comunes contará 
con 5 curules en la Cámara de Representantes 
y 5 curules en el Senado de la República, sien-
do este el último período legislativo en el que 
tiene garantizada su representación política al 
margen de la votación que obtengan.

d.	 El acto legislativo 03 del 23 de mayo del 2017 
y el Auto N° 499/17 de la Corte Constitucional 
establecen la designación transitoria, hasta 
julio de 2026, de un delegado del partido Co-
munes ante el CNE que podrá participar en las 
deliberaciones de esa corporación con voz, 
pero no con voto. Actualmente el delegado es 
Pablo Julio Cruz Ocampo.

28 Estos recursos se dan de conformidad con lo establecido en el numeral 2 del artículo primero del Acto Legislativo 03 de 2017 
que indica que para contribuir a la financiación del Centro de pensamiento y formación política que surja de las FARC-EP se 
asignará anualmente, entre la fecha de su inscripción en el registro único de partidos y movimientos y el 19 de julio de 2022, una 
suma equivalente al 7% anual de la apropiación presupuestal para el funcionamiento de partidos.
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Reincorporación social

Para un proceso integral de reincorporación 
es fundamental reconocer la ciudadanía y los 
derechos de los excombatientes, quienes espe-
ran acceder a la diversidad de la oferta estatal 
de bienes y servicios con el fin de avanzar en la 
adquisición de capacidades que le garantice au-
tonomía y adaptación a la vida civil. A continuación 
se presentan las cifras más importantes de rein-
corporación social:

a.	 El 92,8% (12.636) de los excombatientes acre-
ditados se encuentran afiliados al sistema de 
salud: 9.692 a régimen subsidiado, 2.900 a 
régimen contributivo y 44 en régimen espe-
cial29. En todo caso, se debe tener en cuenta 
que estar afiliado no implica, necesariamen-
te, tener activo el servicio médico. Frente al 
informe de noviembre de 2019, la afiliación 
ha caído en 5,2 puntos porcentuales, lo cual 
significaría que los nuevos acreditados no es-
tán siendo afiliados o antiguos afiliados están 
siendo excluidos del sistema de salud. Por otro 
lado, llama la atención que la proporción de 
personas en el régimen contributivo pasó del 
11,6% a finales de 2019, al 22,9% en 2022, lo 
cual podría implicar un aumento en el acceso 
al trabajo en esta población.

b.	 Según información del RNR, recopilada prin-
cipalmente entre 2018 y 2019, el 37,4% de 
los excombatientes ha tenido acceso a algún 
método anticonceptivo30.

c.	 Con corte a abril de 2022, el Programa de 
Acompañamiento Psicosocial no había sido 
expedido31.

d.	 El 88,1% de las personas, (12.000 excomba-
tientes) cuentan con afiliación a algún régimen 
pensional, destacando que de estos sólo el 2% 
se encuentra vinculado a los Beneficios Eco-
nómicos Periódicos (BEPS), mientras que el 
19% están en el Régimen de Ahorro Individual 
con Solidaridad (RAIS) y el 79% en el Régimen 
de Prima Media32.

e.	 En educación, según el RNR, el 80,4% de las 
personas en reincorporación sabe leer y escri-
bir y, además, entre 2019 y 2021 el 54,5% se ha 
vinculado a formación académica33. Asimismo, 
en este componente hay varios retos como 
que el 85,9% manifestó su interés en estudiar o 
seguir estudiando, pero se enfrenta a barreras 
que les impide hacerlo, tales como el tiempo 
que destinan a sus ocupaciones, el déficit de 
cobertura en la región, las obligaciones en 
cuidado de familia, entre otras. El nivel edu-
cativo de los excombatientes es el siguiente:

Gráfica 8. 

Nivel educativo de los excombatientes34.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

29 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
30 Ibídem.
31 Ibídem.
32 Ibídem.
33 De ellos el 18,9% nivel de primaria básica, el 78% a bachillerato y el 3,1% a educación superior.

34 Elaboración propia a partir de: Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de 
petición OFI22-007169 / IDM 112000. Bogotá.
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f.	 Para 2021, un total de 3.217 personas (983 
mujeres y 2.234 hombres) se vincularon a 
formación técnica y tecnológica en el Servicio 
Nacional de Aprendizaje (SENA)35. En todo 
caso, no hay claridad frente al nivel ni intensi-
dad de la vinculación a este tipo de formación.

g.	 De 1.289 personas que aseguraron estar en 
condición de discapacidad, 380 han accedi-
do a procesos de atención integral en salud 
y rehabilitación funcional y han recibido al 
menos una atención y más relacionadas con 
rehabilitación funcional. De ellas, 116 personas 
han recibido al menos tres y más atenciones 
relacionadas con rehabilitación funcional. Fi-
nalmente, 407 personas han recibido ayudas 
técnicas para su condición36.

h.	 Durante el año 2021, la ARN atendió 216 
hijos e hijas de 6 a 13 años de exintegrantes 
FARC-EP en los servicios de Generación 
Explora, Generación Explora Rural, Genera-
ciones Étnicas con Bienestar y Katünaa, en 56 
municipios. En el mismo año se atendieron 
81 hijos e hijas entre los 14 y los 18 años de 
exintegrantes Farc-EP en los servicios de Sa-
cúdete, Otras Formas de Atención -OFA y de 
Tú a Tú, en 20 municipios37.

i.	 Frente a acceso a vivienda la ARN ha reporta-
do lo siguiente38:

•	 Se han viabilizado recursos del Fondo 
Multidonante de las Naciones Unidas 
por valor de USD $2.147.043, ejecutados 
a través del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), para 
el desarrollo de los estudios en 8 AETCR: 
El Estrecho, La Variante, Colinas, Charras, 
Yarí, La Plancha, Pondores y Los Monos.

•	 Los AETCR de El Estrecho, en el municipio de 
Patía-Cauca, La Variante, en el municipio de 

Tumaco-Nariño y Las Colinas y Charras, en 
el municipio de San José del Guaviare-Gua-
viare, serán atendidos con 501 subsidios de 
vivienda de interés social y prioritario rural.

•	 De 2018 a marzo de 2022, un total de 123 
personas en proceso de reincorporación 
se han vinculado a rutas que facilitan la 
adquisición de vivienda nueva en suelo 
urbano: 4 han recibido apoyo económico; 
25 tienen subsidio familiar de vivienda del 
Gobierno Nacional legalizado; 49 tienen 
subsidio familiar de vivienda del Gobier-
no Nacional asignado; 44 tienen subsidio 
familiar de vivienda de entes territoriales 
asignados o aplicados; y 1 tiene subsidio 
familiar de vivienda para arriendo.

•	 El 27 de abril de 2022 fue expedido el 
Decreto 650 de 2022 que estableció un 
subsidio de hasta treinta salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (30 SMLMV) 
para la compra de vivienda nueva por parte 
de personas que se encuentren en la ruta de 
reincorporación. Este podrá ser concurrente 
a los veinte salarios mínimos legales men-
suales vigentes (20 SMLMV) de Mi Casa Ya.

Reincorporación económica

La reincorporación económica de los excomba-
tientes es vital de cara a lograr que el proceso sea 
integral y sostenible, pues allí está la base que 
asegura el acceso a bienes y servicios. En ese 
sentido, el Acuerdo Final contempla una serie de 
apoyos económicos individuales y el desarrollo de 
proyectos productivos. El estado actual de este 
componente del proceso es el siguiente:

a.	 Por concepto de Asignación Única de Norma-
lización, se han beneficiado 13.253 personas39, 
es decir, un 97,3% del total de excombatientes 
acreditados según la OACP.

b.	 Por concepto de Renta Básica, vale la pena 
recalcar que el artículo 284 del Plan Nacional 
de Desarrollo 2018-2022 contempla que una 
vez cumplidos los veinticuatro (24) meses 
correspondientes a la misma, se otorgará una 

35 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
36 Ibídem.
37 Ibídem.
38 Ibídem.

asignación mensual equivalente al 90% del 
Salario Mínimo Mensual Legal Vigente, sujeta 
al cumplimiento de la Ruta de Reincorporación.
En este sentido, el 6 de agosto de 2019, el 
Gobierno nacional expidió la Resolución 2536 
mediante la cual se establecieron las caracte-
rísticas y condiciones para el otorgamiento del 
beneficio económico de asignación mensual. 
En tal sentido, con corte a marzo de 2022, 
hay 117 personas con renta básica y 11.227 
con asignación mensual, con lo que un 83,3% 
(11.344) del total de personas en proceso de 
reincorporación recibieron apoyo40.

c.	 Con corte a marzo de 2022, el 36,3% de los 
excombatientes NO se encontraban vincula-
dos a un proyecto productivo desembolsado 
por el Gobierno Nacional en virtud de las dis-
posiciones del Acuerdo Final41.

Gráfica 9. 

Distribución de acceso a proyectos productivos con corte a marzo de 2022.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

39 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (marzo 2022). ARN en cifras. Bogotá.
40 Ibídem.
41 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
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d.	 Hay 116 proyectos colectivos que benefician a 
3.855 personas (2.766 hombres y 1.089 mujeres). 
De estos, 9 proyectos se ubican en los Antiguos 
Espacios Territoriales de Capacitación y Reincor-
poración (AETCR) y 107 por fuera de ellos.
Hay 3.973 proyectos individuales que benefi-
cian a 4.814 personas (3.698 hombres y 1.116 
mujeres). De los beneficiarios, 149 se ubican 
en los AETCR y 4.665 por fuera de ellos.
Es de resaltar que 2.961 personas en proceso 
de reincorporación han accedido a un proyecto 
productivo desde enero de 2021. De estas, 833 
lo hicieron a un proyecto colectivo y 2.128 a un 
proyecto individual. Esto se relaciona con la re-

ducción de personas en AETCR y la tendencia a 
las trayectorias individuales de reincorporación. 
Sin embargo, esto debe ser contrastado con 
un análisis de la sostenibilidad financiera de 
los procesos individuales y una caracterización 
seria de los procesos colectivos llevados por 
fuera de los AETCR, en especial las NAR.
El trabajo del proyecto Del Capitolio al Territorio 
nos ha permitido identificar que la implemen-
tación de proyectos productivos colectivos es 
muy valiosa, tanto en AETCR como por fuera de 
ellos, que estos proyectos son más sostenibles 
en el tiempo que los individuales y cuentan con 
el apoyo de la cooperación internacional.

Reincorporación comunitaria45.

Otro componente fundamental de la sostenibili-
dad del proceso es la reincorporación comunitaria, 
orientada al fortalecimiento del tejido social, la 
convivencia y la reconciliación, tal como se reco-
noció en el CONPES 3931.

La ARN informa que durante 2020 y 2021 se 
realizó un trabajo conjunto con la Unidad Téc-
nica de Reincorporación46 y el componente de 
exintegrantes FARC-EP del Consejo Nacional de 
Reincorporación para el diseño técnico de la Es-
trategia de Reincorporación Comunitaria, la cual 
se establece como un proceso que reconoce a 
firmantes de la paz, sus familias y demás personas 
de las comunidades, como sujetos activos en la 
construcción de paz. En ese sentido, indican que 
promueve la participación vinculante a través del 
fortalecimiento de procesos organizativos de base, 
contribuyendo a la prevención de la estigmatiza-
ción, la convivencia y la reconciliación, desde una 
perspectiva que incorpora los enfoques de géne-
ro, étnico y diferencial.

Para lo anterior, la ARN plantea la construcción 
de agendas territoriales de reincorporación co-
munitaria como una herramienta de planeación, 
a través de la cual las comunidades definen las 
acciones para implementar la reincorporación co-
munitaria. Para esto, en el marco del Convenio 1584 
del 2020 entre ARN y la Organización Internacional 
para las Migraciones (OIM), se generó el proceso 
de 30 Agendas Territoriales de Reincorporación 
Comunitaria y, en el marco del Convenio 1217 de 
2021 con la OIM, otras 35. Ahora bien, esto se está 
dando a pesar de que el CNR no ha aprobado la 
Estrategia de Reincorporación Comunitaria.

Gráfica 10. 

Evolución de personas beneficiadas con proyectos productivos individuales y colectivos 2018-202242.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia para la Reincorporación y la Normalización

42 Elaboración propia a partir de: Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de 
petición OFI22-007169 / IDM 112000. Bogotá.
43 Unidad Nacional de Protección (23 de marzo de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-00012917. Bogotá.
44 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.

e.	 En cuanto a reincorporación institucional:

•	 La Unidad Nacional de Protección (UNP) 
indica que hay un total de 752 excom-
batientes (5,5% del total de acreditados) 
que se encuentran vinculados a la planta 

de personal de la entidad como agentes 
escolta adscritos al Cuerpo de Seguridad 
y Protección43.

•	 La ARN indica que 23 excombatientes 
están contratados como “enlace de rein-
corporación” en los AETCR44.

En cuanto a la articulación con los PDET, la ARN 
asegura que en trabajo conjunto con la Agencia de 
Renovación del Territorio (ART) se han dinamizado 
e impulsado 109 iniciativas en 52 municipios PDET, 
correspondientes a las macro-estrategias de “For-
talecimiento a la formulación e implementación de 
políticas públicas que favorecen la paz y promueven 
la participación ciudadana corresponsable”, “Imple-
mentación de políticas transicionales”, “Justicia para 
la Ruralidad”, “Infraestructura Comunitaria para la 
Paz” y “Pedagogía social y comunicación para re-
conciliación y la reconstrucción del tejido social”. Sin 
embargo, la ARN no informó cuál es el estado real 
de la implementación de estas iniciativas.

A partir del seguimiento territorial realizado por la 
Comisión de Paz de la Cámara de Representantes 
en el marco del proyecto Del Capitolio al Territorio, 
se ha identificado que con el transcurrir de los años 
se ha deteriorado la percepción, por parte de las 
comunidades, sobre la oportunidad que significa 
la reincorporación comunitaria. Las Zonas Vereda-
les Transitorias y posteriormente los AETCR fueron 
recibidas por las comunidades como una forma 
de garantizar el acceso a bienes y servicios con los 
que no contaban, debido al despliegue institucional 
dirigido a la atención de población excombatiente. 
Posteriormente, ante la ausencia de dichos bienes 
y servicios o de la focalización exclusiva sobre la 
población excombatiente, esta percepción cambió. 
En diferentes subregiones PDET las comunidades 
manifestaron disgusto y reproche a que los bienes 
y servicios se dirijan con exclusividad a la población 
en proceso de reincorporación pese a estos habitar 
el mismo territorio y pasar por necesidades similares.

45 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.
46 Creada mediante la Resolución No. 2181 del 04 de octubre de 2017, la Unidad Técnica de Reincorporación (UTR) acompaña los 
procesos de implementación de planes y programas de reincorporación en cabeza de la ARN, impulsando la inclusión de los inte-
reses y necesidades de las personas en proceso de reincorporación, a través de la articulación permanente con el Consejo Nacional 
de Reincorporación (CNR). En 2022 su equipo está compuesto por la coordinadora y 19 profesionales contratados. Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 112000. Bogotá.
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3.

Problemas de la 
reincorporación

Fallas de origen.

El punto de reincorporación ha presentado difi-
cultades desde la fase de negociación, en tanto 
fue abordado de manera sucinta y expedita. A lo 
anterior se suma cierta resistencia institucional por 
parte de la Agencia Colombiana para la Reinte-
gración (ACR) -que después se transformaría en la 
ARN-, entidad que venía de liderar procesos indi-
viduales y logró negociar una visión más recortada 
en lo colectivo al limitar temas como el enfoque 
territorial y la articulación con los PDET.

En la práctica, la reincorporación de los exinte-
grantes de las antiguas FARC ha sido diferente a 
otros procesos de desmovilización y reintegración 
que se han desarrollado en el país. En el Acuerdo 
quedó plasmada una visión, mientras que la institu-
cionalidad, en cabeza de la ARN, ha desarrollado su 
gestión con una lógica resistente al cambio y en la 
realidad se ha dado un proceso muy autónomo por 
parte de las personas en proceso de reincorporación 
que no ha sido dimensionado por la institucionalidad.

Otro de los elementos problemáticos es 
que la reincorporación socioeconómica en 
el Acuerdo quedó con un bajo detalle en los 
procedimientos, por lo que muchos temas se 
tuvieron que negociar posteriormente en la fase 
de implementación temprana. En cierta medida 
por eso la reincorporación ha tenido una visión 

A lo largo de este capítulo se ha presentado un 
balance de las diversas disposiciones del Acuerdo 
de Paz relacionadas con la reincorporación de los 
excombatientes de las antiguas FARC, identifi-
cando rezagos, pero también valorando el trabajo 
desarrollado por las diversas entidades responsa-
bles, especialmente la ARN.

Ahora bien, teniendo en cuenta que la con-
solidación de la reincorporación es clave para la 
construcción de paz, es necesario que un nuevo 
gobierno asuma los retos del proceso y brinde so-
luciones. A continuación se reseñan algunas de las 
principales problemáticas que se han identificado 
a lo largo de estos años de trabajo y que se rela-
cionan con la información previamente presentada.

En el Acuerdo quedó plasmada una visión, mientras que la 
institucionalidad, en cabeza de la ARN, ha desarrollado 
su gestión con una lógica resistente al cambio y en la 
realidad se ha dado un proceso muy autónomo por parte de 
las personas en proceso de reincorporación que no ha sido 
dimensionado por la institucionalidad.

47 Agencia para la Reincorporación y la Normalización (6 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 / IDM 
112000. Bogotá.

de mínimos en cuanto a los componentes cul-
tural, económico y social. En ese sentido, es 
notorio que, en la negociación, la reincorpora-
ción política fue priorizada en detrimento de la 
reincorporación socioeconómica de las bases, 
en especial de los mandos medios.

Un elemento que fue negociado después del 
Acuerdo es la ubicación de las ZVTN -después 
AETCR-. Esta fue prevista por FARC en una lógica 
de retaguardia estratégica, lo cual implicó que estos 
espacios, que nacieron con vocación temporal y se 
han convertido en permanentes, fueron ubicados 
lejos de centros productivos y en zonas en las que 
son más vulnerables en términos de seguridad.

Otro ejemplo de los procedimientos poco cla-
ros por el bajo nivel de detalle del Acuerdo es la 
Ruta de Reincorporación. Esta fue regulada hasta 
el 24 de diciembre de 2019, mediante la Resolu-
ción 4309. Establece la creación de unas Hojas de 
Ruta (colectivas o individuales), las cuales incluirán 
los criterios y tiempos de cumplimiento de la re-
incorporación. En resumidas cuentas, cuando una 
persona transite toda su Hoja de Ruta se conside-
rará reincorporada. Sin embargo, con corte a marzo 
de 2022 no se había concertado una sola Hoja de 
Ruta por problemas en la negociación sobre los 
instrumentos de caracterización de la población47.
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Individualización e incertidumbre 
de la sostenibilidad de la 
reincorporación.

Para cualquier proceso de DDR es estratégico 
generar los incentivos para garantizar que las per-
sonas que apuestan por reintegrarse a la vida civil 
se mantengan en ese camino. Las rutas pueden 
ser individuales o colectivas, lo importante es que 
las partes cumplan sus compromisos y que se 
fomente la autonomía y la generación de capaci-
dades en las personas que entregan las armas.

En estos años hemos identificado que lamen-
tablemente el proceso de reincorporación de las 
antiguas FARC ha caído en la lógica perversa del 
cumplimiento de indicadores sin una visión del 
impacto de las acciones y, en ese sentido, una 
limitada consolidación de la sostenibilidad de la 
reincorporación socioeconómica individual.

El Acuerdo con las FARC reconoció que quienes 
desearan adelantar su proceso de reincorporación 
de manera individual podían hacerlo, y también 
hizo una apuesta por un enfoque colectivo que ga-
rantizaría mayor sostenibilidad. Sin embargo, lo que 
se ha visto es una tendencia a la individualización 
del proceso, en especial en proyectos productivos.

En abril de 2021, los beneficiados con proyec-
tos individuales superaron a los de colectivos. 
Y si bien se valora que ha habido un avance im-
portante en la entrega de proyectos productivos, 
no parece haber estrategias de acompañamiento 
para la sostenibilidad de las iniciativas de los ex-
combatientes, especialmente si son individuales.

Por otro lado, si bien se cumple con metas de 
afiliación al sistema de seguridad social y demás, 
los resultados en términos laborales y de educa-
ción no son los mejores, a pesar de que estos son 
los potenciadores del capital humano y de parte 
importante de la sostenibilidad de los excomba-
tientes en la vida civil.

Una de las principales preocupaciones expresa-
das por los excombatientes en las visitas del proyecto 
Del Capitolio al Territorio es la dificultad en el acceso 
a tierras y vivienda, problemas a los que se enfrentan 
la mayoría de las comunidades campesinas:

Invisibilización de 
excombatientes que adelantan su 
proceso por fuera de los AETCR.

Desde 2019 se hizo el llamado de atención por la 
existencia de las Nuevas Áreas de Reincorporación, 
lugares donde excombatientes están adelantando 
su proceso de manera colectiva por fuera de los 
AETCR. Sin embargo, la ARN no ha reconocido el 
potencial de estos espacios y las múltiples necesi-
dades que tienen, denotando así la falta de visión 
estratégica que ha caracterizado a los incumpli-
mientos y retrasos en la implementación.

Por otro lado, los espacios de participación del 
proceso de reincorporación no se han ajustado a 
las nuevas dinámicas de ubicación de los excomba-
tientes. La ARN argumenta que el CNR creó los 24 
Consejos Territoriales de Reincorporación necesa-
rios para coordinar el relacionamiento con sectores 
públicos, privados y sociales que confluyen en el 
territorio, y adelantar el seguimiento del proceso de 
reincorporación48. Esto a pesar de que los Consejos 
creados están ligados a los AETCR, donde solo viven 
el 17% de los excombatientes acreditados.

Deficiente articulación de la 
reincorporación con los otros 
puntos del Acuerdo.

El Punto 3 es importante entenderlo en articulación 
con el compromiso claro con las garantías de se-
guridad para el ejercicio de la política y el proceso 
de transición a la vida civil y la lucha contra las 
organizaciones y conductas criminales responsa-
bles de homicidios y masacres, que atentan contra 
defensores/as de derechos humanos, movimien-
tos sociales o movimientos políticos. También es 
fundamental su articulación con la transformación 
estructural del campo, que se materializa a través 
de elementos como el fondo de tierras, los Progra-
mas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), el 
desarrollo de la infraestructura, entre otros aspec-
tos. Y, finalmente, con la reparación de las víctimas 
y el esclarecimiento del conflicto armado.

Frente a la articulación con PDET, se ha en-
contrado que el proceso de reincorporación 
comunitaria ha sido muy débil y que los casos 
exitosos dependen más bien de la capacidad de 
conectar los servicios de los AETCR con las comu-
nidades aledañas. En ese sentido, la Procuraduría 
General de la Nación, mediante la Directiva 004 
de 2021, instó al Gobierno Nacional a través de 
la ARN y la Consejería para la Estabilización y la 
Consolidación para que expidiera la normativa 
necesaria para la creación y funcionamiento del 
Sistema Nacional de Reincorporación como aque-
lla instancia que articule y coordine a nivel nacional 
y territorial la promoción de acceso, oportunidad, 
pertinencia y sostenibilidad de planes y programas 
para el proceso de reincorporación. Dicha Directi-
va también hace un llamado y solicita a diferentes 
entidades del orden nacional y territorial para que 
tomen acciones en materia de salud, educación, 
sostenibilidad socioeconómica, vivienda, atención 
psicosocial, entre otros aspectos.

48 Ibídem.

Frente a la articulación 
con PDET, se ha 
encontrado que el proceso 
de reincorporación 
comunitaria ha sido muy 
débil y que los casos 
exitosos dependen más 
bien de la capacidad de 
conectar los servicios 
de los AETCR con las 
comunidades aledañas.

Uno de los principales problemas de los 
proyectos productivos colectivos ha sido 
el acceso a terrenos para desarrollar las 
iniciativas, por lo que se ha tenido que recu-
rrir al apoyo de diversos actores públicos y 
privados para lograr contar con lugares apro-
piados para la ejecución de los proyectos.

Varios AETCR se ubican en tierras con 
problemas jurídicos, por lo que hay incerti-
dumbre frente a su posible traslado.

Los excombatientes por fuera de los AET-
CR, que hoy son la mayoría, aseguran que 
no han recibido ninguna ayuda en términos 
de vivienda más allá de la asesoría en pro-
cesos para subsidios por parte del Fondo 
Nacional del Ahorro.

Al interior de los AETCR, la condición de 
algunas viviendas no es la mejor, ya que 
estos lugares nacieron con una vocación 
temporal y no fueron preparados para ser 
vivienda permanente.

Capítulo 4: Punto 3. Proceso de reincorporación188 Capítulo 4: Punto 3. Proceso de reincorporación 189



En tal sentido, la ARN informa que en la sesión 
130 del Consejo Nacional de Reincorporación de 
diciembre de 2021, se presentó propuesta para la 
creación del Sistema Nacional de Reincorporación 
y, durante el primer trimestre de 2022, han rea-
lizado reuniones con delegados del componente 
FARC-EP del CNR para revisar la retroalimentación 
de la propuesta presentada. Adicionalmente, re-
cibieron una nueva propuesta de estructuración 
del SNR e instrumento normativo por parte de la 
Consejería Presidencial para la Consolidación y la 
Estabilización, la cual se abordará en reunión con 
el Consejo Nacional de Reincorporación para de-
terminar el curso a seguir49.

En cuanto al punto 5 existe una falta de arti-
culación entre el programa de reincorporación, 
incluyendo el desarrollo de proyectos productivos 

Como se señaló en el 
capítulo de Seguridad 
territorial para la paz de este 
libro, según la Fiscalía 296 
excombatientes han sido 
asesinados desde la firma 
del Acuerdo de Paz y tan 
solo el 12,1% de casos están 
en ejecución de penas.

y el componente de reincorporación comunitaria, 
y los trabajos, obras y actividades con contenido 
restaurador y reparador (TOAR) establecidos en 
dicho punto.

Limitadas garantías de seguridad 
para los excombatientes.

Como se señaló en el capítulo de Seguridad 
territorial para la paz de este libro, según la Fis-
calía 296 excombatientes han sido asesinados 
desde la firma del Acuerdo de Paz y tan solo 
el 12,1% de casos están en ejecución de penas. 
Es por ello que la Corte Constitucional declaró, 
mediante Sentencia SU 020 de 2022, el Estado 
de Cosas Inconstitucional (ECI) por el bajo nivel 
de implementación del componente de garantías 

de seguridad a la población firmante en tránsito 
a la vida civil, que se encuentra previsto en el 
Acuerdo de Paz. En su decisión, la Corte Constitu-
cional ordena a la Unidad Nacional de Protección 
mantener las medidas colectivas en favor de di-
ferentes integrantes y en general de las personas 
en proceso de reincorporación.

En línea con lo anterior, la sentencia ordena a la 
Unidad Nacional de Protección reevaluar el riesgo 
que enfrentan los y las firmantes del Acuerdo Final 
de Paz; a la Procuraduría General de la Nación, que 
adopte mecanismos especiales de vigilancia de 
cumplimiento de la sentencia; al Gobierno Nacio-
nal, para que adopte las medidas y la asignación 
presupuestal para asegurar la reincorporación 
integral de los y las firmantes del Acuerdo Final, 
entre otros aspectos.

49 Ibídem.

Capítulo 4: Punto 3. Proceso de reincorporación190 Capítulo 4: Punto 3. Proceso de reincorporación 191



Solución al 
problema 
de las 
drogas

Balance de la implementación� 2043

Diagnóstico actual de los cultivos  
de uso ilícito� 1951

Aspectos problemáticos de la  
implementación del PNIS� 2124

Experiencias previas y lecciones aprendidas 
para la construcción del Punto 4� 2002

Avances en el Programa Integral frente al 
Consumo de Drogas Ilícitas� 2405

Capítulo 5 | Punto 4



El Estado colombiano y las FARC-EP se compro-
metieron en el Acuerdo de Paz con la solución 
definitiva al problema de las drogas ilícitas y su 
contribución al esclarecimiento de la relación en-
tre el conflicto armado y los cultivos. 

El Acuerdo en su punto 4 reconoce que con 
el fin del conflicto es posible dar un trato diferen-
ciado a los distintos eslabones de la cadena del 
narcotráfico, tratando el fenómeno de los cultivos 
de uso ilícito como un tema de desarrollo rural, 
el consumo de sustancias psicoactivas como un 
asunto de salud pública y el problema de la pro-
ducción y comercialización de drogas como un 
tema de crimen organizado que demandaba es-
trategias de política criminal para su judicialización 
efectiva, lucha contra el lavado de activos, control 
de insumos y precursores, y enfrentar la corrup-
ción asociada al narcotráfico en la Fuerza Pública.

En este capítulo abordaremos: el diagnóstico de 
la situación actual de los cultivos de uso ilícito; 
algunas experiencias nacionales previas y su le-
gado en la visión de solución al problema de las 
drogas ilícitas que quedó plasmada en el Acuerdo 
de Paz; el balance de lo avanzado hasta el mo-
mento en el marco del Programa Nacional Integral 
de Sustitución de Cultivos (PNIS); los aspectos 
problemáticos de la implementación del PNIS; y 
avances en el Programa Integral frente al Consu-
mo de Drogas Ilícitas e impulso al cambio en el 
paradigma de la lucha contra las drogas.

1.

Diagnóstico 
actual de los 
cultivos de 
uso ilícito

La información oficial de cultivos en Colombia 
proviene del Sistema Integrado de Monitoreo de 
Cultivos de Uso Ilícito (SIMCI), que es un proyec-
to conjunto de la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito (UNODC) y el Ministerio 
de Justicia y del Derecho. Desde 1999, año en el 
que UNODC presentó por primera vez un reporte 
sobre cultivos de coca en el país, el proyecto SIM-
CI socializa anualmente un informe centrado en el 
cultivo y producción de cocaína en el país1.

El reporte, con corte al 31 de diciembre de 2020 y 
publicado en julio de 2021, señala que Colombia 
tiene un área neta con cultivos de coca de 143.000 
ha, lo que significa una reducción del 7% respecto 
a las 154.000 ha detectadas en 20192. Esto confir-
ma, según UNODC, el quiebre de la tendencia al 
incremento iniciada en 2014. 

1 UNODC no ha vuelto a hacer referencia a los cultivos de marihuana y amapola desde el informe de 2016, presentado en julio de 
2017. Esto dificulta una visión integral, ya que si bien la cantidad de estos cultivos es mucho menor a la de la coca, su presencia si 
afecta a varios territorios.
2 En todas las regiones del país hubo reducción de cultivos de coca, a excepción de la Región Central (Antioquia, Córdoba, Bolívar, 
Santander y Boyacá), donde los cultivos aumentaron un 24%.
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Gráfica 1. 

Serie histórica de cultivos de coca (hectáreas) 2002-2020.

Fuente: Elaboración propia a partir de UNODC (2021).
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*n el ̘̑̏̐ se Įabĵan detectado ciertos enclaƵes 
productiƵos Ɓue concentraban el ̒ ̕μ del ærea con 
coca͚ ubicados en el �atatumbo ͬ korte de Santan-
der͚ͭ Arontera ūmaco ͬkariśo͚ͭ *l �ĮarcoͲtlaƼa 
Ierrera ͬkariśo͚ͭ *l kaƼa ͬ�aucaͲÍalle del �auca͚ͭ 
ÍaldiƵiaͲ̄ araǆæͲ�æceres ͬ�ntioƁuia͚ͭ �rgeliaͲ*l 
āmbo ͬ�auca͚ͭ Ƽ Arontera PutumaƼo ͬPutumaƼoͭ. 

Para ̑̏̑̏ este porcentaŃe asciende al 4͚̏̔μ͚ Ƽ 
ademæs de las ǆonas mencionadas͚ se identiǙ-
caron dos enclaƵes mæs en  San PabloͲ̄ aracuď 
ͬ�olĵƵarͭ Ƽ tritoͲÍides ͬPutumaƼoͭ.

*s importante tener en cuenta Ɓue la medición 
de cultiƵos mediante Įectæreas sembradas es 
poco precisa en tanto eƻiste una gran diĦerencia 
entre los cultiƵos eƻistentes a ̒̐ de diciembre Ƽ 
los reportados ̕ meses despuďs cuando se Įace 
pƟblico el inĦorme anualͤ por eŃemplo͚ a maƼo de 
̑̏̑̑ la inĦormación de ̑̏̑̐ no Įa sido publi-
cada. �demæs͚ no tienen en cuenta las ciĦras de 
resiembra͚ ni atienden a la transĦormación real 

de los territorios͚ incluƼendo elementos como el 
desarrollo Įumano͚ la pobreǆa multidimensional͚ 
la presencia de bienes Ƽ serƵicios pƟblicos Ƽ la 
Ħormaliǆación de la tierra. 

$icĮo esto͚ el Ɓuiebre en la tendencia del aumento 
de los cultiƵos no Įa Ƶenido acompaśado de menos 
cocaĵna en el mercado nacional e internacional͚ sino͚ 
por el contrario͚ el rendimiento promedio Ƽ la pro-
ductiƵidad Įan incrementado de Ħorma sostenida͙ 

¯aĀla ̐͟ 

�ambio en rendimiento Ƽ productiƵidad de coca en �olombia ̗ͬ̑̏̐Ͳ̘̑̏̐Ͳ̑̏̑̏ͭ.

̗̑̏̐ ÍaƂĳaāĳŝœ 
̗̑̏̐Ͳ̘̑̏̐ ̘̑̏̐ ÍaƂĳaāĳŝœ 

̘̑̏̐Ͳ̑̏̑̏ ̑̏̑̏

Rendimiento 
promedio 
de ĮoŃa de 
coca Ħresca

͚̖̔ tm͕ͥĮaͥaśo ͚̗̐μ ͚̗̔ tmͥĮaͥaśo ̐̏μ ͚̕4 tmͥĮaͥaśo

Producción 
potencial 
de ĮoŃa de 
coca Ħresca

̘̖ .̖4̏̏ tm 
̗ͬ̔̒.̗̗̐tm 

Ͳ̐.̐̔̏.4̒̕ tmͭ
͚̐̕μ

̘̘̒.̐̏̏ tm
̗̖ͬ̑.̒̏̏ tm ͯ 
̐.̖̐̏.̘̏̏ tmͭ

͚̏4μ
̘̘ .̖̒̏̏ tm 

̗̖ͬ4.̒̏̏ tm ͯ 
̐.̗̐̏.̔̏̏ tmͭ

Producción 
potencial de 
clorĮidrato 
de cocaĵna

̐.̐̑̏ tm ̘̖̗ͬ 
tm ͯ ̐.̗̒̐ tmͭ ͚̐̔μ ̐.̖̐̒ tm ̘̘̘ͬ 

tm ͯ ̐.̒4̏ tmͭ ̗μ ̐.̗̑̑ ͬ̐.̖̖̏ 
tm ͯ ̐.4̔4 tmͭ

Rendimiento 
promedio de 
clorĮidrato 
de cocaĵnaͥ
Įectærea 
cosecĮada

͚̔̕ ņgͥĮa 
cosecĮada ͚̒̐μ ͚̖̕ ņgͥ Įa 

cosecĮada ̗̐μ ͚̖̘ ņgͥ Įa 
cosecĮada

Auente͙ *laboración propia a partir de ¶kt$� ͬ̑̏̑̐ͭ.

͕tm͙ toneladas mďtricas

�aƂa ̑̏̑̏

͚̓̏5 μ
del área con coca se 

encuentra en estas zonas

̐

̑

̐

̒

̓ ̖

5 ̗

̕ ̘

̑
̒

̓

5̕

̖

̗

̘

Catatumbo (N. de Santander)

Valdivia - Tarazá - Cáceres (Antioquia)

El Naya (Cauca - Valle del Cauca) Frontera Tumaco (Nariño)

Argelia- El Tambo (Cauca) Orito - Vides (Putumayo)

El Charco - Olaya Herrera (Nariño) Frontera Putumayo (Putumayo)

San Pablo - Taracué (Bolívar)
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2.

Experiencias 
previas y 
lecciones 
aprendidas para 
la construcción 
del Punto 4

Tabla 2. 

Experiencias previas sobre erradicación forzada y soluciones de desarrollo alternativo al problema de los cultivos ilícitos.

Fuente: Elaboración propia 

Uno de los principales valores agregados del Punto 
4 del Acuerdo de Paz fue partir de lecciones apren-
didas en Colombia sobre erradicación y sustitución 
de cultivos de uso ilícito. Más de 38 años de expe-
riencias nacionales demuestran que el principal 
obstáculo en la solución del problema de las drogas 

en Colombia ha sido la falta de articulación de las 
políticas de seguridad (que han privilegiado la erra-
dicación forzada) con las de desarrollo alternativo 
(que han estado históricamente desfinanciadas), así 
como la ausencia de políticas de Estado que puedan 
trascender la voluntad de cada Gobierno.

Período Objetivo Sustitución y/o 
erradicación Principal conclusión

Plan 
Nacional de 
Rehabilitación 
(PNR)

1982-1994

Aumentar la 
inversión social 
del Estado y su 
presencia en las 
zonas rurales.

Sustituyeron 3.476 
hectáreas.

Insuficiente 
capacidad fiscal y 
administrativa para 
cubrir los costos 
del proyecto.

Programa de 
Erradicación de 
Cultivos Ilícitos 
con el Herbicida 
Glifosato 
(PECIG)

1994-2015

Controlar y eliminar 
plantaciones de 
cultivos de coca 
de forma rápida 
y segura.

Se asperjaron 
aproximadamente 
1.896.334 hectáreas 
de coca.

Con un altísimo 
costo económico, 
impacto ambiental 
y generación de 
desconfianza en 
las comunidades, 
tuvo una resiembra 
del 63%.

Plan Nacional 
de Desarrollo 
Alternativo 
(PLANTE)

1995-2000

Crear oportunidades 
lícitas de generación 
de ingresos para la 
convivencia pacífica.

La cantidad de 
hectáreas de cultivos 
de coca pasó de 
50.000 a 137.000.

Falta de mercados 
para comercializar 
los productos generó 
quiebra de muchos 
de los proyectos 
de sustitución.

Programa 
de Familias 
Guardabosques 
(PFGB)

2003-2012

Generar condiciones 
y oportunidades 
lícitas para el 
empleo productivo 
y sostenible de la 
mano de obra rural.

La superficie total 
de cultivos ilícitos 
erradicada manual y 
voluntariamente fue 
de 14.557 hectáreas.

Aunque no tuvo 
un gran impacto 
en reducción 
de hectáreas de 
cultivos, sí lo tuvo 
en conservación 
ecosistémica.

Plan de 
Consolidación 
Integral de 
la Macarena 
(PCIM)

2007-2009

Lograr la 
presencia integral 
y permanente del 
Estado en la región 
de la Macarena.

El número de 
hectáreas cultivadas 
con coca en esta 
región pasó de 
22.127 en 2005 a 
2.782 en 2009.

El principal factor 
de éxito del 
programa fue la 
articulación de la 
erradicación forzada 
y los programas de 
desarrollo alternativo. 
Fue imposible 
sostener sus 
resultados cuando 
se pretendió escalar 
a nivel nacional.

Capítulo 5: Punto 4. Solución al problema de las drogas200 Capítulo 5: Punto 4. Solución al problema de las drogas 201



A partir de estas experiencias, en el proceso de 
conversaciones de La Habana se reconoció que la 
aspersión aérea y la erradicación manual forzada no 
habían logrado romper el vínculo entre el narcotráfi-
co y la financiación de conflicto armado, por lo que 
era necesario diseñar estrategias diferenciadas para 
los distintos eslabones de la cadena productiva. 

También se reconoció que era necesario tra-
bajar con las comunidades y autoridades locales 
para resolver el problema en una lógica de inte-
gración territorial e inclusión social3. Por ello, se 
propuso ‘invertir la pirámide’ de priorización de las 
intervenciones para que siempre la primera op-
ción fuese la sustitución voluntaria, sin renunciar a 
las otras opciones, especialmente la erradicación 
manual cuando no haya acuerdo con las comuni-
dades. Esto se plasmó de forma concreta en los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(PDET), los cuales se deben articular con el PNIS, 
concebido desde un enfoque participativo para 
garantizar el tránsito efectivo a economías legales. 

Uno de los principales puntos de debate a lo 
largo de la negociación de este punto fue la pro-
puesta de las FARC-EP de reemplazar el ingreso 

que representaba la coca con una renta mensual 
de subsistencia pagada por el Gobierno, que fue 
descartado por este ya que podría generar incen-
tivos perversos que llevaran a aumentar la coca, 
como ya había sucedido en el pasado4. Finalmen-
te, se logró acordar un Plan de Acción Inmediata 
en el marco del PNIS, el cual consistía en una serie 
de medidas como la entrega de mercados, huer-
tas caseras y la entrega de especies menores 
como pollos o peces5.

3 Presidencia de la República, Oficina del Alto Comisionado 
para la Paz (2018). Biblioteca del proceso de paz con las FARC-
EP – Tomo IV: La discusión del punto 4 ‘Solución al Problema 
de las Drogas Ilícitas’. Bogotá.
4 Bermúdez Liévano, Andrés (2018). “Los debates de La Ha-
bana: una mirada desde adentro”. Fondo de Capital Humano 
para la Transición Colombiana, Instituto para las Transiciones 
Integrales (IFIT). P.190-191.
5 Tras la renegociación, luego de los resultados del plebis-
cito, se incluyó que los beneficios del programa podrían ser 
revocados por reincidencia en las conductas asociadas con 
cualquier eslabón de la cadena de producción de los cultivos 
de uso ilícito.

También se reconoció 
que era necesario trabajar 
con las comunidades y 
autoridades locales para 
resolver el problema en 
una lógica de integración 
territorial e inclusión social.
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3.

Balance de la 
implementación

Después de cinco años de implementación, el 
PNIS vinculó a 99.097 familias con acuerdos 
individuales, erradicando 45.832 ha, con un cum-
plimiento del 98% y tan solo un 0,8% de resiembra 
en el área erradicada voluntariamente6. 

Durante estos años se ha mantenido una alerta 
por los riesgos de que el programa priorice un en-
foque individual (familias), ya que la sostenibilidad 
de la sustitución y el tránsito a economías legales 
dependen, en buena medida, del enfoque territorial 
y de acciones que se implementen en el media-
no plazo, como el desarrollo del Plan de Atención 
Inmediata (PAI) comunitario -el cual ha sido muy 
limitado- y que tienen que ver con la articulación 
con medidas socioeconómicas más estructurales 
contenidas en los PDET en el largo plazo.

Es necesario resaltar que, al revisar la experien-
cia de los programas de desarrollo alternativo en 
el país, no se encuentra una estrategia tan am-

biciosa geográficamente como el PNIS. El actual 
programa de sustitución fue el primero en entrar 
a muchos núcleos cocaleros, lo que ha implicado 
serios retos operativos y de construcción de con-
fianza con las comunidades.

El PNIS cuenta con un total de 106 acuerdos co-
lectivos en 98 municipios, con un total de 188.036 
familias. Los acuerdos se encuentran firmados 
de la siguiente forma: 4 Acuerdos Regionales, 71 
Acuerdos Municipales, 13 Acuerdos de Núcleo 
Veredales dentro de uno o más municipios, 16 
Acuerdos de Consejos Comunitarios, 1 Acuerdo 
con Resguardos Indígenas y 1 Acuerdo en zonas 
de Parques Nacionales Naturales. No obstante, 
como se ha señalado, quienes accedieron final-
mente al programa fueron las 99.097 familias que 
suscribieron acuerdos individuales. Las diferencias 
entre acuerdos colectivos e individuales se ven así 
a nivel departamental: 

6  Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación (marzo de 2022). Avanza la sustitución con legalidad. Bogotá.

Gráfica 2. 

Número de familias con acuerdos colectivos e individuales firmados por departamento.

Fuente: Elaboración propia a partir de Consejería Presidencial para la Estabilización y Consolidación (22 de noviembre de 2019).
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Esta diferencia de 188.036 familias con acuerdos 
colectivos y 99.097 con acuerdo individual implica 
un rezago del 47,2%. A pesar de que la Dirección de 
Sustitución de Cultivos Ilícitos (DSCI) de la Agencia 
de Renovación del Territorio (ART) sostenga que 
“no existen miles de familias que firmaron acuer-
do colectivo del PNIS”7, estas familias sí existen y 
expresaron al Estado su voluntad de ingresar al 
programa y erradicar sus cultivos. Sin embargo, 
justo esa invisibilización institucional es la que ha 
llevado a que los cultivos de estas personas sean 
objeto de erradicación forzada sin haber recibido 
ninguna alternativa por parte del Estado. La Pro-
curaduría General de la Nación señala que, a su 
juicio, los acuerdos colectivos de sustitución pac-
tados con las comunidades durante las jornadas 
realizadas entre 2017 y 2018 representan una ma-
nifestación explícita de la voluntad de éstas para 
avanzar con el proceso de erradicación voluntaria8.

Por otra parte, de acuerdo con la ruta de in-
tervención del PAI Familiar, de las 99.097 familias 
vinculadas al PNIS, 67.626 (68,2%) son cultivado-
ras, 14.613 (14,8%) son no cultivadoras, y 16.858 
(17%) recolectoras. Estas familias “están ubicadas 
en 56 municipios de 14 departamentos, donde 
se concentra el 59% de los cultivos de uso ilícito 
del país9. Es importante aclarar que las familias 
que acceden a la ruta del PAI Familiar son las 
cultivadoras y no cultivadoras, es decir, 82.239 
familias; los cálculos posteriores se hacen con 
ese denominador.

7 Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito – Agencia 
de Renovación del Territorio (15 de octubre de 2021). Respuesta 
a derecho de petición 20216000146931. Bogotá.
8 La Procuraduría identificó 953 veredas en las que se sus-
cribieron acuerdos voluntarios de sustitución que no fueron 
incluidas dentro de la focalización del PNIS; y de estas, 396 
han registrado operaciones de erradicación forzada entre 2016 
y 2019. Procuraduría General de la Nación (agosto de 2021). 
Tercer informe al Congreso sobre el estado de avance de la 
implementación del Acuerdo de Paz. Bogotá.
9 Calculo propio a partir de Ministerio de Justicia y del Derecho 
(s.f). Sistema de Información de Drogas de Colombia. Bogotá.

De las 99.097 familias 
vinculadas al PNIS:

67.626 (68,2%)
son cultivadoras

14.613 (14,8%)
son no cultivadoras

16.858 (17%)
son recolectoras

El PNIS vinculó a 

99.097 familias
con acuerdos individuales

Erradicando 

45.832 ha
con un cumplimiento del 98% y tan 
solo un 0,8% de resiembra en el área 
erradicada voluntariamente

Con un total de

188.036 familias

Los acuerdos se encuentran firmados de 
la siguiente forma:

106
acuerdos colectivos 

en 98 municipios

4 
Acuerdos Regionales

16 
Acuerdos de Consejos 

Comunitarios

1 
Acuerdo en zonas de Parques 

Nacionales Naturales

13 
Acuerdos de Núcleo Veredales 
dentro de uno o más municipios

1 
Acuerdo con 

Resguardos Indígenas

71 
Acuerdos Municipales
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Tabla 3. 

Avance de componentes del PAI Familiar PNIS con corte a febrero de 202210.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia de Renovación del Territorio (26 de abril de 2022)

Tabla 4. 

Avance de componentes del PAI Familiar PNIS por departamento con corte a febrero de 2022.

Fuente: Elaboración propia a partir de Agencia de Renovación del Territorio (26 de abril de 2022)

Componente del PAI Familiar 
del PNIS

Porcentaje de atención 
a familias con acuerdo 
individual (82.239)11

Porcentaje de atención a 
familias con acuerdo colectivo 
(171.178)12

Al menos un pago de Asistencia 
Alimentaria Inmediata 92,7% 44,5%

Totalidad de pagos de 
Asistencia Alimentaria Inmediata 86,7% 41,6%

Asistencia Técnica Integral 91,9% 44,1%

Seguridad Alimentaria 82,2% 39,5%

Proyecto productivo 
de ciclo corto 55,4% 26,6%

Proyecto productivo 
de ciclo largo 2,4% 1,1%

10 Elaboración propia a partir de: Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito – Agencia de Renovación del Territorio (26 de 
abril de 2022). Respuesta a derecho de petición *20226000042881*. Bogotá. Y DNP (2022). SINERGIA. Documentos del indicador 
“Porcentaje de familias con proceso de sustitución finalizado”. Bogotá.
11 El PNIS cuenta con un total de 99.097 familias con acuerdo individual. Sin embargo, 16.858 pertenecen a la categoría “recolec-
tor”, que tiene una ruta diferente. Así, el cálculo se hace sobre 82.239 familias que siguen la ruta de la tabla.
12 El PNIS cuenta con un total de 188.036 familias con acuerdo colectivo. Sin embargo, 16.858 pertenecen a la categoría “recolec-
tor”, que tiene una ruta diferente. Así, el cálculo se hace sobre 171.178 familias.

13 Asistencia Alimentaria Inmediata.
14 Asistencia Técnica Inmediata.
15 Autosostenimiento y Seguridad Alimentaria.
16 Proyectos Productivos de ciclo corto.

Departamento
Familias con 
al menos un 
pago de AAI13

Familias con 6 
pagos de AAI

Familias con 
ATI14

Familias con 
AySA15

Familias con 
PP de ciclo 
corto 16

Arauca 100% 97% 100% 96% 95%

Bolívar 99% 97% 98% 96% 87%

Antioquia 95% 87% 95% 86% 84%

Putumayo 88% 84% 89% 83% 81%

Nariño 93% 85% 96% 85% 81%

Valle del Cauca 98% 96% 100% 95% 58%

Vichada 97% 91% 98% 90% 36%

Cauca 91% 80% 60% 52% 28%

Caquetá 97% 91% 98% 86% 25%

Guaviare 88% 85% 94% 78% 20%

Córdoba 98% 90% 91% 88% 18%

Meta 95% 92% 98% 80% 14%

Norte de 
Santander 80% 69% 58% 57% 13%

Guainía 100% 95% 100% 84% 0%

El avance de los componentes del PAI Familiar del 
PNIS es el siguiente:
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Tras 5 años de implementación del PNIS, el 44,6% 
de las familias aún no tiene proyecto productivo 
de ciclo corto y el 97,6% no tiene proyecto pro-
ductivo de ciclo largo. En términos territoriales los 
departamentos más rezagados son Guainía, Norte 
de Santander, Meta y Córdoba. Sin embargo, el 
primero de estos tan solo tiene 19 familias en el 
programa. Los retos más grandes están en Meta 
y Córdoba, ya que en cada departamento hay 
más de 4.000 familias sin proyecto productivo. En 
todo caso, según la información entregada por la 
Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos de la 
ART, entre diciembre de 2021 y febrero de 2022 
entregaron 19.441 proyectos productivos de ciclo 
corto, ya que la cifra pasó de 26.083 a 45.52417.

Si se compara con octubre de 202118, el au-
mento de cobertura de proyectos productivos 

de ciclo corto es de 46.8 puntos porcentuales, lo 
cual implica la entrega de 38.479 proyectos pro-
ductivos en cuatro meses. Por tanto, dado el ritmo 
de avance del programa en sus 5 años y los retos 
operativos que implica la entrega de proyectos 
productivos en las regiones de intervención del 
PNIS, no es claro si la cifra reportada se refiere a 
entregas físicas o a la firma de contratos.

Por ejemplo Briceño (Antioquia), municipio 
piloto donde fue anunciado el PNIS en enero de 
2017, cuenta con un total de 2.266 familias entre 
cultivadoras y no cultivadoras. La DSCI reportó 
que, con corte a diciembre de 202119, un total 
de 1.118 familias (49,3%) en este municipio tenían 
proyecto productivo20. Sin embargo, en entrevis-
tas realizadas, en especial a la “Corporación Viso 
Mutop” quienes hacen seguimiento territorial a 

17 Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito – Agencia de Renovación del Territorio (18 de febrero de 2022). Respuesta a 
derecho de petición * 20222300014121*. Bogotá. y Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito – Agencia de Renovación del 
Territorio (26 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición *20226000042881*. Bogotá.
18 Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito – Agencia de Renovación del Territorio (15 de octubre de 2021). Respuesta a 
derecho de petición 20216000146931. Bogotá.
19 La información con corte a febrero de 2022 fue solicitada de manera municipalizada, sin embargo, solo fue enviada de manera 
departamentalizada. Por eso en este párrafo se usa información a diciembre de 2021.
20 Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito – Agencia de Renovación del Territorio (18 de febrero de 2022). Respuesta a 
derecho de petición * 20222300014121*. Bogotá.

21 278 familias atendidas con proyecto productivo por la federación de cafeteros Antioquia; 145 familias por la federación de 
cacaoteros Antioquia; y 575 que empezaron a ser atendidas por la OEI.
22 DNP (2022). SINERGIA. Documentos del indicador “Porcentaje de familias con proceso de sustitución finalizado”. Bogotá

Si se compara con octubre de 2021, el aumento de 
cobertura de proyectos productivos de ciclo corto es de 
46.8 puntos porcentuales, lo cual implica la entrega de 
38.479 proyectos productivos en cuatro meses. Por tanto, 
dado el ritmo de avance del programa en sus 5 años y 
los retos operativos que implica la entrega de proyectos 
productivos en las regiones de intervención del PNIS, no 
es claro si la cifra reportada se refiere a entregas físicas 
o a la firma de contratos.

la implementación del PNIS, se afirma que en 
realidad en Briceño las familias con proyecto 
productivo son 998 (44%)21. 

Ahora bien, el anterior es el caso más exitoso. 
Por ejemplo en Puerto Asís (Putumayo) hay un 
total de 3.806 familias entre cultivadoras y no 
cultivadoras. La DSCI reportó que, con corte a 
diciembre de 2021, un total de 464 familias te-
nían proyecto productivo (12,1%). En contraste, la 
“Corporación Viso Mutop” asegura que allí no han 
llegado los proyectos productivos y que solo ha 
habido anuncios sobre la apropiación presupues-
tal y la firma de contratos con el operador que 
entregará los productos. Ellos aseguran que esto 
sucede también en Nariño y Sur de Bolívar, donde 
las comunidades han perdido la confianza en el 
programa. Esta información es coherente con lo 
reportado en SINERGIA, donde aparecen 1.986 
familias con proyecto productivo de ciclo largo22. 
En ese sentido, es necesario que la DSCI sea 
transparente en la información que entrega a los 
actores interesados en el PNIS, diferenciando de 

manera clara entre proyectos productivos de ciclo 
corto y ciclo largo.

En parte el lío operativo del programa se puede 
relacionar con el cambio de operador de UNODC 
a la OEI impulsado desde la Consejería para la 
Estabilización y la Consolidación desde 2019 y 
concretado entre 2020 y 2021. En el marco del 
proyecto Del Capitolio al Territorio, líderes del 
PNIS han asegurado que, desde el principio, este 
cambio generó desconfianza y se han quejado 
de sobrecostos, bajos niveles de participación 
y una centralización del programa que no tiene 
en cuenta a los actores locales para operar los 
proyectos productivos. 

Llama la atención que la OEI es una entidad que 
históricamente se ha dedicado a otros temas como 
educación y cultura y que no tenía experiencia en 
asuntos agrícolas o de drogas ilícitas -y menos en 
las dimensiones que lo exige el PNIS-. Además, es 
una entidad sin presencia histórica en estos muni-
cipios, por lo cual este cambio implicó un proceso 
de aprendizaje que fue costoso para el programa.
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4.

Aspectos 
problemáticos 
de la 
implementación 
del PNIS
Al analizar los cinco años de implementación del 
Punto 4 encontramos al menos cinco elementos 
problemáticos que han impedido que éste avance 
de manera exitosa y que coinciden con algunos 
de los que también han sido identificados por la 
Fundación Ideas para la Paz23. Estos son: fallas de 
origen; desarticulación institucional, que incluye la 
priorización de la erradicación forzada sobre la sus-
titución voluntaria,  la desarticulación entre el PNIS y 
los PDET y la desarticulación entre el PNIS y la se-
guridad territorial; la incertidumbre presupuestal del 
PNIS; la suspensión de beneficiarios del Programa; 
y la ausencia de estrategias frente a comunidades 
negras e indígenas y zonas de protección ambiental.

Ante dicho anuncio hubo diversas reacciones de 
organizaciones nacionales e internacionales ya 
que, tal como lo señaló la Defensoría del Pueblo, 
“el Gobierno Nacional y las FARC-EP pactaron un 
componente dirigido al otorgamiento de subsidios 
económicos directos para las familias cultivadoras 
y recolectoras de cultivos de uso ilícito. Esta pro-
puesta puede desencadenar una serie de efectos 
negativos, en la medida en que no se resuelven los 
problemas estructurales del sector rural, así como 
tampoco las afectaciones derivadas de la cadena 

del narcotráfico. Por el contrario, el otorgamiento 
de estos subsidios puede facilitar la expansión de 
áreas con presencia de cultivos de uso ilícito, así 
como el número de personas dedicadas a este 
tipo de labores”26.

Como resultado de esa negociación posterior 
a la Mesa, se creó la Ruta de Intervención para 
el Plan de Atención Inmediata (PAI) Familiar. Esta 
incluyó los incentivos económicos que se les dan 
a las familias por las actividades de sustitución y 
generación de proyectos productivos así: 

23 Garzón, Juan; Gélvez, Juan y Bernal, José (2019). ¿En qué va la sustitución de cultivos ilícitos? Desafíos, dilemas y la urgencia de 
un consenso. Bogotá: Fundación Ideas para la Paz.
24 Consultar: http://es.presidencia.gov.co/noticia/170127-Listo-plan-para-sustitucion-voluntaria-de-cultivos-ilicitos
25 Bermúdez Liévano, Andrés (2018). “Los debates de La Habana: una mirada desde adentro”. Fondo de Capital Humano para la 
Transición Colombiana, Instituto para las Transiciones Integrales (IFIT). P. 194.

26 Defensoría del Pueblo (2017). Análisis de la fase inicial de diseño e implementación del Programa Nacional de Sustitución de 
Cultivos de Uso Ilícito – PNIS. Defensoría Delegada para los Asuntos Agrarios y Tierras. P.57.
27 Consejería para la Estabilización y la Consolidación (23 de diciembre de 2019). Derecho de petición OFI19-00149333/
IDM1207000. Bogotá.

Fallas de origen 

Tal como sucedió con otros componentes y pro-
gramas del Acuerdo, los aspectos operativos y 
presupuestales del PNIS se definieron tras la firma 
final. En este caso específico, el 27 de enero de 2017 
se anunció el programa piloto en Briceño, Antio-
quia, después de una negociación entre delegados 
de FARC y la Alta Consejería para el Posconflicto24. 
A pesar de que en ningún párrafo el Acuerdo men-
ciona la asignación de subsidios o pagos directos a 
los campesinos, esta idea reapareció durante esta 
negociación que terminó instaurándolos y rever-
sando lo que se planteó en la Mesa25.

Segundo Año 

Primer Año 
$1.000.000 pesos/mes
remuneración por actividades de sustitución.

$1.800.000 pesos
para implementación de proyectos de auto sostenimiento 
y seguridad alimentaria por una sola vez.

$9.000.000 pesos
por una sola vez, para adecuación y ejecución de 
proyectos de ciclo corto e ingreso rápido.

Hasta $10.000.000 pesos
en proyectos productivos y mano de obra

$3.200.000 pesos (aproximado)
En asistencia técnica en todo el proceso27.
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Gráfica 3. 

Ruta de intervención del PAI familiar.

Fuente: elaboración propia.
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Esta falla de origen, junto a otros factores como 
el aumento de la demanda internacional de la 
cocaína, el cambio en los precios del oro, las 
dinámicas territoriales de presencia de grupos 
de crimen organizado y demás elementos, ge-
neraron un aumento desmedido de cultivos en 
varios municipios entre 2014 y 2019. Algunos de 
los casos más preocupantes fueron: Simití (Bolí-
var) con un aumento del 1.469% al pasar de 92 ha 
a 1.443 ha; San Pablo (Bolívar) con un aumento 

del 998% al pasar de 258 ha a 2.832 ha; Valdivia 
(Antioquia) con un aumento del 692% al pasar de 
298 ha a 2.360; El Tarra (Norte de Santander) con 
un aumento del 608% al pasar de 809 ha a 4.724 
ha; Tibú (Norte de Santander) con un aumento 
del 437% al pasar de 2.997 ha a 19.892 ha; Sar-
dinata (Norte de Santander) con un aumento del 
504% al pasar de 1.078 ha a 6.515 ha; y El Charco 
(Nariño) con un aumento del 321% al pasar de 
1.263ha a 5.318ha28.

28  Ministerio de Justicia y del Derecho (s.f). Observatorio de Drogas de Colombia: http://www.odc.gov.co/

¢imití, Bolívar
1.469% (92 ha a 1.443 ha)

*l Tarra, N. de Santander
608% (809 ha a 4.724 ha)

Tibú, N. de Santander
437% (2.997 ha a 19.892 ha)

¢ardinata, N. de Santander
504% (1.078 ha a 6.515 ha)

*l �Įarco, Nariño
321% (1.263 ha a 5.318 ha)

¢an Pablo, Bolívar
998% (258 ha a 2.832 ha)

Íaldivia, Antioquia
692% (298 ha a 2.360 ha)

Aumento desmedido de cultivos

2014 - 2019

��I Ͳ �aħo 1

��I Ͳ �aħo 6

Entrega 
seguridad 
alimentaria

Insumo 
Proyecto Ciclo 
Corto

Insumo 
Proyecto Ciclo 
Largo

Monitoreos

�apítulo 5: Punto 4. Solución al problema de las drogas214 �apítulo 5: Punto 4. Solución al problema de las drogas 215



Históricamente la política contra las drogas ha te-
nido un claro orden jerárquico en el que la primera 
opción era la aspersión aérea; la segunda, la erra-
dicación manual forzosa; y la tercera, la sustitución 
voluntaria concertada con las comunidades. Como 
se mencionó previamente, en la mesa se planteó 
‘invertir la pirámide’ para que siempre la primera 
opción fuese la sustitución voluntaria, esto sin 
renunciar a las otras opciones, especialmente la 
erradicación manual cuando no haya acuerdo con 
las comunidades. 

En ese sentido, otra de las fallas de origen fue, 
en primer lugar, no haber determinado de manera 
concreta los protocolos para asegurar esta secuen-
cia en las intervenciones; y, en segundo lugar, como 
se mencionó en el balance de la implementación, 
88.939 familias firmantes de acuerdos colectivos 
del PNIS que se quedaron por fuera del programa a 
pesar de haber expresado al Estado su voluntad de 
sustituir los cultivos ilícitos, han venido siendo obje-
to de erradicación forzada tal como lo identificó la 
Procuraduría General de la Nación29.

Finalmente, es necesario reconocer que el PNIS 
es el programa de sustitución de cultivos ilícitos 
más ambicioso en la historia del país. Sin embargo, 
su fase de planeación tuvo otras fallas que vale la 
pena reconocer: 

a.	 El PNIS inició a destiempo en relación con los 
PDET, lo que generó problemas de articula-
ción desde el comienzo.

b.	 El enfoque del PAI Comunitario no cumplió 
con las expectativas ni necesidades de las 
comunidades cocaleras.

c.	 El programa no tuvo un buen proceso de fo-
calización ni priorización territorial30. En este 
sentido, el Acuerdo de Paz establece unos 
criterios (numeral 4.1.3.3 del Acuerdo) que se 
desconocieron a la hora de la firma de los 
Acuerdos colectivos y se decidió por un pro-
ceso que privilegió el enfoque por demanda 
(donde las comunidades alzaban la mano) y 
no por oferta (donde el Gobierno definiera).

29 Procuraduría General de la Nación (2021). Tercer informe al Congreso sobre el estado de avance de la implementación del 
Acuerdo de Paz. Bogotá.
30 Según la Procuraduría Delegada para el Seguimiento al Acuerdo de Paz (agosto de 2019): al realizar un análisis de los datos del 
censo de cultivos ilícitos a nivel municipal en relación con la priorización del PNIS se evidencia que, de los 16 municipios que según 
el censo de SIMCI 2016 (línea de base sobre la cual se planeó el PNIS) reportaron más de 2.000 hectáreas de coca, solo 11 se 
encuentran priorizados dentro del PNIS. Además, en estos 11 municipios priorizados, la caracterización de línea de base del PNIS 
muestra un área de 23.853 hectáreas, de las 70.824 hectáreas que de acuerdo con el SIMCI tienen estos municipios. Así, el PNIS 
sólo estaría cubriendo el 27,84% del área afectada en los 16 municipios críticos y el 33,67% de los cultivos de los 11 municipios PNIS 
en los que hay más coca. Por otra parte, se evidencian debilidades en la escogencia de los municipios del Programa en relación 
con la concentración de los cultivos ilícitos a nivel nacional, puesto que el PNIS priorizó cinco municipios que tienen (cada uno) 
menos de 100 hectáreas de coca según el censo del SIMCI (2016).

88.939 familias firmantes de acuerdos colectivos 
del PNIS que se quedaron por fuera del 
programa a pesar de haber expresado al Estado 
su voluntad de sustituir los cultivos ilícitos.

Desarticulación Institucional

Priorización de la erradicación forzada 
sobre la sustitución voluntaria

La erradicación forzada de cultivos ha sido la 
principal herramienta de Colombia en la lucha 
contra las drogas. Ya sea aspersión aérea o ma-
nual, su uso ha generado diversos debates en 
torno a su efectividad, impacto ambiental y daño 
colateral, tanto en las comunidades cultivadoras 
como no cultivadoras. 

La estrategia de erradicación forzada, que fue 
la apuesta del Gobierno Duque, no generó un 
gran impacto en la reducción de cultivos, pero 
sí en el desplazamiento de estos a los territorios 
colectivos y de protección ambiental, la con-

flictividad social y la pérdida de legitimidad de 
las autoridades. En muchos territorios la Fuerza 
Pública solo hace presencia para llevar a cabo 
actividades de erradicación, generando tensio-
nes con las comunidades.

En el siguiente gráfico se observa que, si bien 
el aumento de los cultivos tiene cierta relación 
con la reducción de la aspersión aérea, esto no 
sucede así con la erradicación forzada, que viene 
en tendencia al alza desde 2014. En todo caso, 
la explicación de este fenómeno es mucho más 
compleja que solo la suspensión de la aspersión 
en 2015, pues responde a elementos diversos 
como la demanda internacional, el cambio en los 
precios de otros productos de la economía ilícita, 
la falta de estabilización en los territorios y los in-
centivos perversos creados, entre otros.
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La respuesta del Gobierno del presidente Iván 
Duque al aumento de los cultivos de uso ilícito ha 
sido fortalecer la erradicación forzada, tanto de 
manera manual por medio de los Grupos Móviles 
de Erradicación acompañados de la Fuerza Públi-
ca, como con la aspersión terrestre con glifosato 
por medio del Programa de Erradicación de Culti-
vos Ilícitos Mediante Aspersión Terrestre (PECAT)32 
a cargo de la Dirección de Antinarcóticos de la 
Policía Nacional.

Este fortalecimiento se ha hecho, incluso, en 
los municipios en los que se está adelantando la 
sustitución y, marginalmente, el Gobierno ha in-
tentado cumplir con los compromisos adquiridos 
en el PNIS sin recibir más familias en el programa, 
ofrecerle otra alternativa a quienes quedaron por 
fuera, ni hacer alguna propuesta para financiar y 
hacer sostenible lo que se viene implementando. 

Como lo señala el informe de la Procuraduría 
Delegada para la Implementación del Acuerdo de 

Paz, continúan las dificultades para la armoniza-
ción de las estrategias de sustitución voluntaria de 
cultivos y erradicaciones forzadas. La Procuraduría 
señala que entre 2016 y octubre de 2020, “el 73% 
(1.790) de las veredas con lotes del PNIS geo-
rreferenciados con familias cultivadoras activas 
con acuerdos de erradicación cumplidos (2.440 
veredas), también registraron lotes con cultivos 
de coca, que han sido objeto de operaciones de 
erradicación forzada”33. Aunque esto no implica 
una superposición de estrategias a nivel de coor-
denadas, sí existe una estrecha cercanía en el nivel 
territorial de la implementación.

Ahora bien, al contrastar las cifras de erra-
dicación forzada de 2021 con las hectáreas 
reportadas con cultivos de coca en 2020, se 
encuentran varios casos que llaman la atención. 
Fundamentalmente, en 57 municipios del país se 
reportan más hectáreas erradicadas forzosamen-
te que sembradas.

Gráfica 4. 

Hectáreas de cultivos de coca y estrategias para su control (nacional)31.

Fuente: Elaboración propia a partir de Ministerio de Justicia y del Derecho (s.f).

31 La cifra de 2017, 2018, 2019 y 2020 integra la erradicación manual forzada y la erradicación en la modalidad PECAT.
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32 Programa autorizado mediante la Resolución 9 de 2016 del Consejo Nacional de Estupefacientes.
33 Tercer Informe Procuraduría Delegada para la Implementación del Acuerdo de Paz. Agosto 2021. Página 342.
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Esto demuestra que la gestión por resultados 
medidos en hectáreas erradicadas no funciona 
para estabilizar los territorios, tan solo sirve para 
cumplir indicadores. La gestión en función del 
indicador de hectáreas ha generado incentivos 
perversos en las estrategias para la reducción de 
los cultivos y no permite entender dinámicas más 
complejas y formular acciones más costo-efec-
tivas. Las metas de hectáreas de la erradicación 
forzada hacen que la Fuerza Pública erradique 
más cultivos de los reportados, lo cual genera 
dudas en cuanto a la transparencia sobre la ejecu-
ción de recursos y la evaluación de impacto de las 
actividades, ya que el nivel de resiembra parece 
ser muy alto.

Medir la efectividad de las actividades de erra-
dicación con hectáreas erradicadas ha llevado a 
que la Fuerza Pública, en búsqueda de cumplir 
sus indicadores, se confronte de forma violenta 
con las comunidades cocaleras o, en el mejor de 
los casos, haga acuerdos de ‘erradicación 50/50’ 
(erradicar solo la mitad del cultivo), generando un 
impacto enorme sobre los lazos de confianza entre 
el Estado y la ciudadanía35. Es necesario avanzar 
en la transparencia del programa de erradicación 
manual forzada y el PECAT y que cada una de las 
entidades responsables (MinJusticia, Dirección 
Antinarcóticos de la Policía Nacional, etc.) presente 
un informe público sobre la ejecución presupues-
tal en el desarrollo de sus actividades.

La erradicación forzada ha tenido profun-
dos cuestionamientos por su deficiente o nulo 
componente de participación y concertación. 
Se han presentado diversos enfrentamientos 
entre erradicadores y cultivadores a lo largo 
del país. El más grave fue el ocurrido el 5 de oc-
tubre de 2017 en la vereda El Tandil en Tumaco 
(Nariño), en el que fueron asesinados al menos 
8 campesinos cultivadores que se encontraban 
protestando contra la erradicación forzada36. A 

raíz de este hecho se cambiaron los protocolos 
y se incorporó el acompañamiento del ESMAD 
como un intento de controlar a las comunidades, 
con lo que los enfrentamientos se han manteni-
do e incluso intensificado en territorios como el 
Putumayo y el Catatumbo37.

Por otro lado, si bien también existen acuer-
dos colectivos de sustitución pactados con las 
comunidades durante 2017 y 2018 que dan 
cuenta de la voluntad de las familias de erradi-
car de manera voluntaria, el Gobierno Nacional 
ha informado en múltiples ocasiones que estos 
acuerdos hacían parte del proceso de socia-
lización del PNIS y, por ende, estas familias no 
hacen parte de dicho Programa.

Esto arroja una enorme alerta, que también 
señala la Procuraduría, frente a veredas con 
acuerdos colectivos sin individualizar en la foca-
lización del PNIS que registran operaciones de 
erradicación manual forzada entre 2016 y 2020: 
de acuerdo con sus hallazgos, existen 953 ve-
redas con acuerdos colectivos, de las cuales 
396 han registrado erradicaciones manuales. 
Preocupan especialmente los departamentos 
de Nariño (34,8% de los casos); Cauca (20,9% 
de los casos); Caquetá (15,15% de los casos); y 
Antioquia (10,6% de los casos). La Procuraduría 
llama la atención del caso del municipio Olaya 
Herrera, en Nariño, en donde los cultivos de 
coca aumentaron de 1.696 hectáreas en 2016 
a 2.075 hectáreas en 2019; y Roberto Payán 
que, a pesar de tener 15 veredas con acuer-
dos colectivos sin individualizar, registró 2.615 
hectáreas de coca para 2019 y 2.423 hectáreas 
erradicadas forzosamente. Lo anterior significa 
un claro incumplimiento del Gobierno frente a 
lo planteado en el Acuerdo, pues estas familias 
manifestaron su voluntad de dejar los cultivos y 
en ese caso lo que procede es la aplicación del 
PNIS, no la erradicación forzada.

Mapa 

Cultivos de coca 2020 vs hectáreas 

erradicadas forzosamente 2021 (top 10 

municipios con mayor diferencia).

Fuente: Elaboración propia a partir del Sistema de Información de Drogas de Colombia del Ministerio de Justicia y del Derecho (s,f).
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35 Se recomienda revisar: https://www.semana.com/nacion/articulo/reportes-de-erradicacion-forzada-de-coca-del-gobier-
no-estarian-alterados/685728
36 Para mayor información consultar “Masacre en El Tandil: un año de impunidad”: https://www.elespectador.com/colombia2020/
pais/masacre-en-el-tandil-un-ano-de-impunidad-articulo-857210
37 Consultar: https://www.elespia.co/campesinos-cocaleros-enfrentados-con-policia-de-erradicadores-en-putumayo/

Estos casos se concentran en los siguientes 
departamentos34:

34 Ministerio de Justicia y del Derecho (s,f). Sistema de Información de Drogas de Colombia. Bogotá.
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Por último, en cuanto a la aspersión aérea con 
glifosato, el Gobierno de Iván Duque insistió 
públicamente desde el inicio su intención de re-
tomar esta modalidad, dados los problemas que 
ha tenido su apuesta por la erradicación manual 
forzosa y la presión de los Estados Unidos por la 
reducción de los cultivos bajo el entonces presi-
dente Trump38. 

Como consecuencia, a finales del 2019, el Go-
bierno publicó para comentarios un proyecto de 
Decreto que desarrollaba “el control de los riesgos 
para la salud y el medio ambiente” en el marco de 
la aspersión aérea a cultivos ilícitos. A pesar de 
las alertas de organizaciones de sociedad civil, 
sectores políticos y ciudadanía sobre la falta de 
respuesta en el proyecto de decreto a la visión 
integral de lucha contra las drogas contenida en el 
Acuerdo de Paz y el desconocimiento de las órde-
nes previas de la Corte Constitucional, el Decreto 
380 fue expedido el 12 de abril de 2021. 

Paralelamente, en diciembre del 2019 el Go-
bierno decidió también iniciar ante la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) el trá-
mite para modificar el Plan de Manejo Ambiental 
del programa de fumigación. Varias organizacio-
nes solicitaron a la ANLA realizar una audiencia 
pública para manifestar sus observaciones, pero 
a raíz del inicio de la emergencia sanitaria por el 
Covid-19 en marzo del 2020, el Gobierno decidió 
convocarla de manera virtual. Este escenario, a to-
das luces violatorio del derecho a la participación 
de la mayoría de poblaciones que no contaban 
con acceso a conectividad, fue demandado por 

vía de tutelas en mayo del 2020 por parte de 
comunidades campesinas de Policarpa, Nariño, y 
por otras 93 organizaciones campesinas, sociales 
y étnicas. Las discusiones jurídicas hicieron que la 
ANLA aplazara dos veces la audiencia durante el 
2020 por no cumplir las garantías de participación.  

Aunque la mencionada audiencia finalmente se 
llevó a cabo en diciembre de 2020, al mismo tiem-
po se conoció el fallo de otra tutela en el Tribunal 
Superior de Pasto interpuesta por comunidades 
étnicas del Pacífico Nariñense, la cual suspendió 
una decisión del Ministerio del Interior que certi-
ficaba que no era necesaria la consulta previa en 
seis núcleos a asperjar en esa zona39.

Ni el cambio de Gobierno en los Estados Uni-
dos al demócrata Joseph Biden, ni la presión de 
la comunidad internacional40 impidieron que en 
abril de 2021 el Gobierno expidiera el Decreto 
380 ya mencionado y que la ANLA aprobara el 
Plan de Manejo Ambiental para iniciar el pro-
grama. No obstante, existen dos requisitos 
adicionales ordenados por la Corte (estudio de 
riesgos en salud y de afectaciones al medio am-
biente), de los que poco ha hablado el Gobierno 
Nacional hasta la fecha. 

Los tropiezos dieron espacio temporal para 
que la Corte Constitucional, por vía de revisión 
de las tutelas que reclamaban consulta previa y 
el componente participativo, tumbara en noviem-
bre del 2021 la resolución 001 del Ministerio del 
Interior y el Plan de Manejo Ambiental aprobado 
por la ANLA41. La Corte ordenó que “en un año las 
autoridades adelanten un proceso de consulta 

42 Consultar: “Así falló el Gobierno Duque en su intento de regre-
sar a la aspersión con glifosato” en https://www.elespectador.
com/colombia-20/paz-y-memoria/asi-fallo-el-gobierno-du-
que-en-su-intento-de-regresar-a-la-aspersion-con-glifosato/

38 En abril de 2019 el presidente Donald Trump dio la siguiente declaración: “Les digo algo sobre Colombia: el nuevo presidente 
de Colombia, muy buen tipo, me he reunido con él, lo he recibido en la Casa Blanca, y me dijo que iba a frenar las drogas, pero 
hay más drogas que salen de Colombia que antes que él fuese presidente. Así que no ha hecho nada por nosotros”. Consultar: 
https://cnnespanol.cnn.com/2019/04/01/trump-critica-a-ivan-duque-por-no-frenar-el-trafico-de-drogas-de-colombia-a-ee-
uu-no-ha-hecho-nada-por-nosotros/
39 Consultar “Decisión judicial retrasaría, de nuevo, objetivo del gobierno de reanudar fumigación con glifosato”: https://www.
elespectador.com/colombia-20/conflicto/decision-judicial-retrasaria-de-nuevo-objetivo-del-gobierno-de-reanudar-fumiga-
cion-con-glifosato-article/
40 Consultar: “Siete relatores de la ONU para DD.HH. piden a Duque rechazar fumigación con glifosato” en https://www.elespectador.
com/colombia-20/conflicto/siete-relatores-de-la-onu-para-ddhh-piden-a-duque-rechazar-fumigacion-con-glifosato-article/; “’ 
No apoye las fumigaciones con glifosato’: académicos a Joe Biden” en https://www.elespectador.com/colombia-20/conflicto/
no-apoye-las-fumigaciones-con-glifosato-academicos-a-joe-biden-article/ y “‘Apoyar fumigación con glifosato envía un mensaje 
de crueldad’: organizaciones a Biden” en https://www.elespectador.com/colombia-20/conflicto/apoyar-fumigacion-con-glifosa-
to-envia-un-mensaje-de-crueldad-organizaciones-a-biden-article/
41 Corte Constitucional (2021). Sentencia T-412/19. MP. Cristina Pardo Schlesinger.

previa con las comunidades étnicas que tienen 
presencia en cada uno de los seis núcleos donde 
se pretende asperjar. Además, a la ANLA le ordenó 
que en 15 días reprograme las reuniones informa-
tivas y la audiencia pública para el trámite del plan 
de manejo ambiental”42. Con ello, la promesa del 
Gobierno de Iván Duque de retomar la aspersión 
aérea con glifosato se terminó de sepultar. 

En definitiva, el mandato del Gobierno Duque 
privilegió la erradicación forzada manual, dejando 
a un lado los compromisos del PNIS y la posibilidad 
de brindar alternativas de desarrollo sostenible en 
las zonas afectadas.

En cuanto a la aspersión 
aérea con glifosato, el 
Gobierno de Iván Duque 
insistió públicamente 
desde el inicio su 
intención de retomar 
esta modalidad.
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Desarticulación entre el PNIS y los PDET Tabla 5. 

Iniciativas PISDA con ruta de implementación activada por subregión PDET44.

Subregión
Total iniciativas 

PISDA con ruta de 
implementación activada

Total iniciativas 
PISDA

Macarena – Guaviare 55 (27,3%) 201

Putumayo 75 (37,3%) 201

Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 65 (36,7%) 177

Alto Patía y Norte del Cauca 23 (32,3%) 71

Sur de Bolívar 20 (30,7%) 65

Pacífico y Frontera Nariñense 27 (71%) 38

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 12 (48%) 25

Sur de Córdoba 12 (66,6%) 18

Catatumbo 4 (44%) 9

Arauca 1 (14,2%) 7

Total 294 (36,2%) 812

Fuente: elaboración propia a partir de Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (15 de octubre de 2021).

43 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (15 de octubre de 2021). Respuesta a derecho de petición 20216000146931. Bogotá. 44 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (15 de octubre de 2021). Respuesta a derecho de petición 20216000146931. Bogotá.

La planeación del PDET desde un escenario na-
cional y de manera muy ambiciosa, hizo que la 
participación de los gobiernos locales –munici-
pales y departamentales- no fuera protagónica 
y, por ende, tampoco su responsabilidad frente a 
la implementación. Sin embargo, como se pasa 
a exponer, la falta de una política articulada en-
tre el nivel nacional y local ha obstaculizado los 
procesos del PNIS y el trabajo conjunto con la im-
plementación de los PDET como instrumento de 
planeación del desarrollo de los territorios. 

Como se señaló en líneas precedentes, desde 
el primer momento de implementación los PDET 
y el PNIS avanzaron a diferente ritmo. Esto no solo 
implicó que sus instrumentos de planeación y 
participación no estuvieran articulados, sino que 
el enfoque del PAI comunitario no respondía a las 
necesidades de las comunidades. 

Esto se explica, en parte, por el desorden y 
falta de articulación institucional entre la ART 
y el programa en cabeza de la Consejería para 
el Posconflicto. Por un lado, cuando se firmó el 
Acuerdo, la ART no estaba preparada institucio-
nalmente para la implementación y, por otro, en la 
Consejería para el Posconflicto había un afán por 
implementar y mostrar resultados ante la opinión 
pública y la comunidad internacional. 

En la fase de alistamiento del nivel municipal 
del PDET se realizaban mesas temáticas, entre 
ellas, una de sustitución, de la que salían repre-
sentantes con iniciativas, quienes participaban en 
la asamblea y consolidación del pacto municipal. 
Asimismo, a la sesión subregional, que se realizó 
durante dos días en una ciudad capital, iban de-
legados del PNIS a defender sus iniciativas. Todo 
este proceso permitió un alto nivel de detalle, sin 
embargo, en la diagramación y consolidación de 
los documentos en los Planes de Acción para la 

Transformación Regional (PATR) este se perdió, 
por lo que algunas comunidades, especialmente 
en el Putumayo, argumentan la necesidad de 
realizar un Plan Integral Municipal y Comunitario 
de Sustitución y Desarrollo Alternativo (PISDA), ya 
que consideran que muchas de sus necesidades 
no quedaron contempladas en las iniciativas del 
PATR. Además, desde sectores oficiales y ciuda-
danos se ha señalado la imposibilidad de acceder 
a la matriz con las iniciativas veredales.

En los 48 municipios PNIS con coincidencia 
PDET, según la ART, se articuló la construcción de 
los PISDA mediante los PATR con el propósito de 
evitar duplicidad en los procesos de planeación 
participativa. De manera específica, la ruta meto-
dológica para la construcción de los PDET incluyó 
la identificación de 812 iniciativas marcadas con 
etiqueta sustitución de cultivos de uso ilícito, con 
los problemas antes planteados de la pérdida de 
detalle e información de las iniciativas veredales. 
Mediante la Resolución 54 del 28 de septiembre de 
2020 se adoptaron los 48 documentos PISDA de los 
municipios PNIS ubicados en 10 subregiones PDET. 

De las 812 iniciativas incluidas en los PISDA, 
tan solo 294 (36,2%) se encuentran validadas en 
el Sistema de Gestión de Oferta de la ART, con 
ruta de implementación activada a través de la 
asociación de la iniciativa a un proyecto, contrato, 
convenio o gestión43. Sobre el casi 64% restante 
no se tiene información de los recursos y forma 
en que se van a ejecutar. 

Adicionalmente, es necesario mencionar que se 
desconoce el nivel de detalle de implementación 
real de las 294 iniciativas con ruta activada y, de 
acuerdo con testimonios recogidos en el proyecto 
Del Capitolio al Territorio, las comunidades no han 
visto en sus territorios la complementariedad de 
estos dos programas.
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Tabla 6.

Iniciativas PISDA con ruta de implementación activada por pilar PDET45.

Pilar PDET
Total iniciativas 

PISDA con ruta de 
implementación activada

Total iniciativas 
PISDA

1. Ordenamiento social de la 
propiedad rural y uso del suelo 14 (15,7%) 89

2. Infraestructura y adecuación de tierras 30 (49,1%) 61

3. Salud rural 28 (26,4%) 106

4. Educación rural y primera infancia rural 23 (37,7%) 61

5. Vivienda rural, agua potable y 
saneamiento básico rural 34 (34%) 100

6. Reactivación económica y 
producción agropecuaria 128 (42,9%) 298

7. Sistema para la garantía progresiva 
del derecho a la alimentación 17 (51,5%) 33

8. Reconciliación, convivencia 
y construcción de paz 20 (31,2%) 64

Total 294 (36,2%) 812

Fuente: elaboración propia a partir de Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (15 de octubre de 2021).

Tabla 7. 

Iniciativas PISDA por municipio sin coincidencia PDET46.

Departamento Municipio Iniciativas

Valle del Cauca El Dovio 184

Valle del Cauca Bolívar 159

Valle del Cauca Dagua 344

Cauca Piamonte 189

Cauca Rosas 24

Nariño Ipiales 106

Vichada Cumaribo 329

Guainía Barrancominas 109

Total 1.444

Fuente: elaboración propia a partir de Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (15 de octubre de 2021).

45 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (15 de octubre de 2021). Respuesta a derecho de petición 20216000146931. Bogotá. 46 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (15 de octubre de 2021). Respuesta a derecho de petición 20216000146931. Bogotá.

En cuanto a los 8 municipios PNIS sin coinciden-
cia PDET, los 8 documentos PISDA se encuentran 
elaborados y firmados. Su elaboración incluyó la 
identificación de 31 Unidades Básicas de Pla-
neación (UBP), el desarrollo de 33 asambleas 
comunitarias y la sesión de 24 Comisiones Muni-
cipales de Planeación Participativa (CMPP). Todo 
este ejercicio vinculó un total de 234 veredas, 

3 resguardos indígenas y aproximadamente 
3.000 asistentes en representación de las co-
munidades. Como resultado se recogieron 1.444 
iniciativas. La DSCI asegura que están imple-
mentando una “estrategia Nación-territorio” para 
avanzar en la implementación de las iniciativas. 
Queda la duda de las fuentes de financiamiento 
para este proceso.

De acuerdo con la ART, el cumplimiento de las ini-
ciativas identificadas en los municipios se realizará a 
través de mesas de impulso por pilar con entidades 
nacionales y territoriales para la estructuración de 
planes de trabajo de 204 iniciativas priorizadas de 
las 1.444. Sin embargo, preocupa que la misma ART 
advierte que: “esta identificación preliminar es un 
insumo de análisis de cómo se prevé la gestión de 
las iniciativas PISDA a través de los planes de trabajo 
2021, pero no garantiza su implementación (hasta 
tanto no las movilicen las entidades competentes)”. 

Es clave tener en cuenta que el Artículo 281 
del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 (Ley 
1955 de 2019) precisó la creación de la Hoja de 
Ruta para la implementación de la política de es-
tabilización como una herramienta que articule los 
instrumentos derivados del Acuerdo, entre ellos 

los PATR y los PISDA. Sin embargo, en las Hojas 
de Ruta que se han expedido hasta el momento, 
sobresalen tres críticas en cuanto a la articulación 
con el PNIS: 

•	 La sustitución quedó definida como un 
problema de seguridad y no de ‘desarrollo 
sostenible’.

•	 Como las comunidades cocaleras no tuvieron 
la oportunidad de estar en la formulación de 
la Hoja de Ruta, sus iniciativas han sido reza-
gadas y no se han priorizado. 

•	 Dado que todas las hojas de ruta existentes se 
han expedido en el marco de los aislamientos 
obligatorios por la emergencia sanitaria de la 
covid-19, la participación para su formulación 
tuvo muchos obstáculos.
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Desarticulación entre el PNIS y la 
seguridad territorial

Las condiciones de seguridad en algunos 
territorios han dificultado la reducción de los 
cultivos de uso ilícito. Adicionalmente, no exis-
te una relación clara entre las estrategias de 
seguridad territorial y la sustitución, especial-
mente en la protección a líderes comunitarios 
que colaboraron con la socialización del PNIS 
en su fase de planeación.

El Acuerdo en los puntos 4.3 y 3.4 contempló 
la provisión de garantías y condiciones de se-
guridad para las comunidades y los territorios 
afectados por los cultivos de uso ilícito mediante 
el fortalecimiento de la presencia institucional del 
Estado y de sus capacidades de protección de las 
comunidades, en especial frente a cualquier tipo 
de coacción y amenaza, y de sus capacidades de 
interdicción y judicialización de las redes territoria-
les de narcotráfico. Esto se pensó ante las posibles 
presiones que recibirían los líderes del PNIS por 
parte de los grupos armados en el marco de la 
implementación del programa y la necesidad de 
superar los contextos de violencia.

Las medidas de integralidad para generar las 
garantías y condiciones de seguridad se analizan 
con detalle en el capítulo “Seguridad Territorial” de 
este informe.

Incertidumbre 
presupuestal del PNIS

Desde su fase de planeación, el PNIS no ha teni-
do mecanismos claros de financiación. Antes de 
conseguir el presupuesto para la ejecución del 
programa, ya se habían hecho los acuerdos con 
las comunidades, por lo que ya había una obliga-
ción de Estado que se debía cumplir.

En el 2019 se hizo la proyección del costo total 
del PNIS en $4.8 billones de pesos47 y el presu-
puesto que se le ha asignado al PNIS año a año es 
el siguiente:

48 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (4 de abril de 
2022). Radicado 20226000042881. Bogotá.

49 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consoli-
dación (marzo de 2022). Avanza la sustitución con legalidad. 
Bogotá.

47 Consejería para la Estabilización y la Consolidación (22 de 
noviembre de 2019). Derecho de petición OFI19-00134850/
IDM1207000. Bogotá.

Tabla 8. 

Recursos asignados al PNIS 2016-202248.

Vigencia Recursos asignados

2016 $ 17.594.503.924

2017 $ 510.000.000.000

2018 $ 460.252.336.418

2019 $ 307.168.574.633

2020 $ 190.976.358.389

2021 $ 849.635.941.775

2022 $ 43.048.945.466

Total $ 2.378.676.660.605

Fuente: elaboración propia a partir de Dirección de Sustitución 

de Cultivos Ilícitos (4 de abril de 2022).

Se debe resaltar que, tanto para el 2019 como 
para el 2020, el presupuesto otorgado fue menor 
a los recursos solicitados: un 84% y un 38% menor, 
respectivamente. 

Por otro lado, con corte a marzo de 2022, las 
cifras consolidadas de pagos en los componentes 
del PNIS son los siguientes49: 

•	 Asistencia Alimentaria Inmediata: $891.260 
millones de pesos.

•	 Asistencia Técnica Integral: $169.890 millones 
de pesos.

•	 Autosostenimiento y Seguridad Alimentaria: 
$156.012 millones de pesos.

•	 Proyectos productivos: $510.047 millones de 
pesos.
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El PNIS se ha financiado en un 98% con recursos 
del Presupuesto General de la Nación, espe-
cíficamente del Fondo Colombia en Paz. Es de 
reconocer que 2021 ha sido el año con la mayor 
asignación presupuestal para el desarrollo de 

proyectos productivos con un total de $706.701 
millones de pesos, es decir, el 83,1% del presu-
puesto de esa vigencia, lo cual puede explicar el 
avance de ese componente en el último año.

Suspensión de beneficiarios

Entre las quejas más recurrentes por parte de las 
comunidades comprometidas con el PNIS se en-
cuentra la suspensión de familias en el marco del 
programa. Con corte al 28 de febrero de 2022, se 
tiene que51:

50 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (4 de abril de 2022). Radicado 20226000042881. Bogotá.

51 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (4 de abril de 2022). Radicado 20226000042881. Bogotá.
52 Consejería para la Estabilización y la Consolidación (22 de noviembre de 2019). Derecho de petición OFI19-00134850/
IDM1207000. Bogotá.
53 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (31 de diciembre de 2020). Informe No. 23 al Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos – PNIS.

Tabla 9. 

Fuente presupuestal del PNIS por vigencia 2016-202250.

Vigencia/Fuente presupuestal Recursos asignados

2016  $ 17.594.503.924 

Otros recursos  $ 17.594.503.924 

2017  $ 510.000.000.000 

Presupuesto general de la nación FCP  $ 510.000.000.000 

2018  $ 460.252.336.418 

Otros recursos  $ 1.182.103.654 

Presupuesto general de la nación FCP  $ 459.070.232.764 

2019  $ 307.168.574.633 

Otros recursos  $ 6.368.578.667 

Presupuesto general de la nación FCP  $ 300.799.995.966 

2020  $ 190.976.358.389 

Otros recursos  $ 1.840.779 

Presupuesto general de la nación FCP  $ 190.974.517.610 

2021  $ 849.635.941.775 

Cooperación internacional  $ 15.622.863.920 

Intervención interinstitucional  $ 4.876.681.200 

Otros recursos  $ 85.907.856.742 

Presupuesto general de la nación FCP  $ 743.228.539.913 

2022  $ 43.048.945.466 

Otros recursos  $ 48.945.466 

Presupuesto general de la nación FCP  $ 43.000.000.000 

Fuente: elaboración propia a partir de Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (4 de abril de 2022).

81.412
están activas

12.757
se han retirado

3.361
se encuentran “en ingreso”

de los casos
se concentran en 2 municipios (San Andrés 
de Tumaco, Nariño e Ituango, Antioquia)52

40%

1.567
se reportaron como suspendidas

Sin embargo, cabe resaltar que los dos munici-
pios con más casos de suspensión presentan unos 
de los niveles de cumplimientos de erradicación 
voluntaria más altos del país, con porcentajes del 
99% y 96%53 respectivamente. Es decir, las sus-
pensiones en su mayoría no se están dando por 
falta de cumplimiento en la erradicación volun-
taria, sino por otras causales, tales como gestión 
administrativa, retraso en el monitoreo o demoras 
en el desarrollo del programa. Esto ha afectado 
profundamente las relaciones de confianza entre 
las comunidades y el Estado.

Aunque solicitamos a la Dirección de Sustitu-
ción de Cultivos Ilícitos las causales establecidas 
para suspender a las familias del Programa, esta 
señaló que el PNIS no tiene causales determi-
nadas para la cesación de beneficios. Se limita 
a señalar de manera general una referencia al 
“incumplimiento de los acuerdos – requisitos 
o compromisos- o cuando su ejecución con-
tradiga lo dispuesto en el Acuerdo Final”. Sin 
embargo, para efectos estadísticos, la Dirección 
provee la siguiente Tabla de “motivos generales 
de la suspensión”: 
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Tabla 10. 

“Motivos generales de suspensión” reportados por la DSCI54.

Motivo general de la suspensión Número de suspendidos

Doble registro 1

Incumplimiento de compromiso de erradicación 24

Incumplimiento de compromisos 133

Incumplimiento de compromisos55 12

Incumplimiento de requisitos 177

Pendiente de verificar erradicación 191

Retiro voluntario 9

Total 547

Fuente: elaboración propia a partir de Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (4 de abril de 2022).

Un informe con estudio de caso realizado por 
el Centro de Estudios sobre Seguridad y Drogas 
(CESED), relata la manera en la que campesinos 
que habitan al interior de resguardos indígenas en 
zonas del Guaviare y el Putumayo fueron suspen-
didos del Programa de manera sorpresiva cuando 
se disponían a implementar el proyecto produc-
tivo, por la particularidad de estar al interior de 
zonas de manejo especial. El informe relata que 
“los hogares han sufrido un desgaste motivacional 
y económico por los trámites burocráticos para 
buscar su reintegración al programa.”

La DSCI resalta que, al ser un acto administra-
tivo de trámite -y no definitivo-, la suspensión no 
requiere notificación a los destinatarios, pues no re-
presenta la decisión final. También argumenta que 
“no son situaciones sorpresivas ni intempestivas, 
pues previamente el beneficiario ha participado 
en las actividades del programa que condicionan 
la entrega de los beneficios en el territorio”. Es pre-
ocupante que, siendo esta la posición oficial de la 
entidad, la suspensión sí implica, como lo sugieren 
las diversas denuncias de las comunidades, un 
cese a sus beneficios sin una duración determina-
da. Además, contrario a lo que señala la DSCI, las 
comunidades argumentan que no hay seguimiento 
al estado de los beneficiarios por lo que sí es perci-
bido como un evento repentino.

Sumado a la incertidumbre que genera la 
posibilidad de ser suspendido sin causales esta-
blecidas, es aún más grave recordar que no se ha 
aprobado todavía la ley que otorga un tratamiento 
penal diferenciado para pequeños cultivadores, 
compromiso del Acuerdo de Paz como una de 
las prioridades para la implementación normativa 
(numeral 6.1.9). La iniciativa, que ha sido radicada 
dos veces en el Congreso de la República por 

parte de congresistas58 –y no del Gobierno-, no 
ha pasado el primer debate. La mora en su expe-
dición repercute directamente en la situación de 
los pequeños cultivadores, al aumentar la inse-
guridad jurídica debido a la posibilidad de verse 
comprometidos penalmente por tener cultivos 
de uso ilícito y no estar activos en el Programa. Es 
de extrema urgencia que el Congreso trabaje en 
alternativas penales para los pequeños cultiva-
dores de cultivos de uso ilícito, de manera que 
respondan a las realidades que han surgido con 
la implementación del PNIS y siguiendo la esen-
cia que se plasmó en el Acuerdo de Paz. 

54 Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos (4 de abril de 2022). Radicado 20226000042881. Bogotá.
55 Es reportado doble por la DSCI.
56 Los ejemplos fueron documentados y compartidos por el equipo del Observatorio de Tierras de la Universidad del Rosario en Bogotá.
57 “Si dentro de un núcleo familiar vinculado al programa alguna persona se encuentra cotizando al régimen contributivo de seguridad 
social por este hecho se presentará un presunto incumplimiento ya que en principio no clasificarían en la definición de “familias cam-
pesinas en situación de pobreza que derivan su subsistencia de los cultivos de uso ilícito”” (Respuesta a derecho de petición ante la 
Consejería OFI19-00097101 / IDM 1207004, 23 de agosto 2019). Observatorio de Tierras de la Universidad del Rosario.

58 Una de ellas radicada en el 2019 que fue archivada por llevar 2 legislaturas sin ser aprobada. La otra, radicada en el 2021 
(Proyecto de Ley No. 104 de 2021 Senado), no ha sido discutida en primer debate a cierre de este informe. De no discutir su primer 
debate antes del 20 de junio del 2022, será archivada. 

Aunque la información enviada es poca, llama la 
atención de los motivos de clasificación de la DSCI, 
la causal presentada como “pendiente de verificar 
erradicación”, pues a simple vista pareciera una fa-
lencia que no se puede atribuir a priori a la familia 
suspendida. Además, frente a los casos de “retiro 
voluntario”, llama la atención que la Dirección no 
pueda brindar información sobre cuál es el destino 
o procedimiento que sigue la entidad frente a una 
familia que reporta la “voluntariedad” de retirarse 
del Programa y, por lo tanto, aceptar la comisión 
de una actividad ilegal. 

Al mismo tiempo, durante la realización de 
este informe, conocimos casos en donde existe 
una brecha de tiempo entre la vinculación de un 
cultivador al PNIS y la demora en la verificación 

de presencia de cultivos de uso ilícito: al reali-
zarse esta última, el cultivador ya ha erradicado 
la totalidad de las matas, por lo que no se puede 
comprobar su rol de cultivador, derivando en su 
suspensión56. Otros beneficiarios han manifestado 
que solo por incumplir algunos de los requisitos 
administrativos, como entregar una fotocopia del 
formulario de inscripción, son excluidos del pro-
grama sin importar que cumplan con todos los 
requisitos de ser considerados como beneficia-
rios. Otras suspensiones se deben a que alguna 
persona dentro del núcleo familiar vinculado al 
programa cotiza o empieza a cotizar a seguridad 
social, razón por la cual no se considera que esta 
familia deriva su subsistencia de los cultivos de 
uso ilícito57.

Otros beneficiarios han 
manifestado que solo por 
incumplir algunos de los 
requisitos administrativos, 
como entregar una 
fotocopia del formulario 
de inscripción, son 
excluidos del programa 
sin importar que cumplan 
con todos los requisitos 
de ser considerados 
como beneficiarios.
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Insuficiencia y llegada tardía de estrategias frente a comunidades 
negras e indígenas y zonas de protección ambiental

Gráfica 5. 

Evolución cultivos de coca en zonas de manejo especial.

Fuente: Elaboración propia a partir de Ministerio de Justicia y del Derecho (s,f) y el Informe de la UNODC.

59 Consejería de Estabilización y Consolidación (diciembre de 2019). Informe de gestión agosto 7 de 2018 – diciembre 31 de 2019. 
Bogotá.
60 Ministerio de Justicia y del Derecho (s.f). Observatorio de Drogas de Colombia y UNODC para las cifras sobre Zonas de Reserva 
Forestal.

Otra de las dificultades alrededor de la implemen-
tación del PNIS ha sido la falta de pertinencia de 
las estrategias diferenciadas para la reducción y 
sustitución de los cultivos de coca en los territorios 
colectivos de comunidades negras e indígenas, al 
igual que zonas de protección ambiental. 

Según la Consejería para la Estabilización y la 
Consolidación y el Ministerio del Interior, de las 
99.097 familias vinculadas al PNIS59, 5.681 perte-
necen a un resguardo indígena y 967 a un Consejo 
Comunitario, lo cual quiere decir que se cuenta 
con un 6,7% de participación de poblaciones con 
pertenencia étnica. Es necesario recordar que 
los acuerdos de sustitución fueron firmados por 
el gobierno Santos, por lo que este ha sido uno 
de los asuntos más complejos que ha tenido que 
gestionar la DSCI en el gobierno Duque, en tanto 
la intervención en estos territorios no se puede dar 
de la misma manera que en otros donde se pue-
den desarrollar actividades agropecuarias.

De acuerdo con la DSCI y la ANT, existen 8.837 
familias que habitan en territorios indígenas y 
21.298 familias en otros territorios étnicos, lo que 

arroja que el 30% de las familias vinculadas al Pro-
grama habitan territorios étnicos (este dato incluye 
familias pertenecientes a las comunidades pero 
también familias campesinas no étnicas). 

Por su parte, el 48% de los cultivos que hay en 
el país se encuentra en Zonas de Manejo Especial 
(ZME), que comprenden tanto los Parques Na-
cionales Naturales (PNN) y las Zonas de Reserva 
Forestal (ZRF o Zonas de Ley Segunda), como los 
territorios ancestrales de resguardos indígenas 
y territorios de comunidades negras. De estas 
categorías, las de mayor densidad de cultivos de 
coca son las Zonas de Reserva Forestal, que re-
presentan el 20% de los cultivos de coca del país, 
mientras que otro 15,5% se encuentra en las tierras 
de comunidades negras. 

Las cifras de UNODC muestran que entre 2019 
y 2020, aunque se redujeron en un 13,72% los cul-
tivos presentes en territorios étnicos (resguardos 
indígenas y tierras de comunidades negras), hubo 
un aumento de 6,32% de cultivos en las áreas de 
Parques Nacionales Naturales y de 4,37% en Zo-
nas de Reserva Forestal60.
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El 48% de los cultivos que hay en el país se encuentra en 
Zonas de Manejo Especial (ZME), que comprenden tanto 
los Parques Nacionales Naturales (PNN) y las Zonas de 
Reserva Forestal (ZRF o Zonas de Ley Segunda), como los 
territorios ancestrales de resguardos indígenas y territorios 
de comunidades negras.
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Como lo señala la Procuraduría, desde la firma 
de los acuerdos individuales del PNIS por familias 
ubicadas en áreas de PNN y Zonas de Ley Se-
gunda, no se establecieron criterios diferenciales 
como lo exigía el Acuerdo de Paz considerando 
las características especiales de los territorios o la 
pertenencia étnica. El CESED61 también resaltó en 
su informe sobre la implementación del PNIS en 
Zonas de Manejo Especial, la falta de una visión 
prospectiva sobre la implementación del Progra-
ma en casos de traslape con figuras especiales. 
Según los datos del informe del CESED, a pesar 
de que casi la mitad de los cultivos de coca se en-
cuentran en las Zonas de Manejo Especial, apenas 
el 20% de los hogares vinculados al PNIS perte-
necen a estas zonas (7,2% en ZRF y PNN; y 13,6% 
en resguardos indígenas y consejos comunitarios). 
Esto equivale a unas 13.509 familias62.

Por su lado, en el área de influencia del PNIS 
existen 11 PNN, así: La Playa, Macarena, Chiribiquete, 
Tinigua, Paramillo, Farallones, Alto Fragua, Tuparro, 
Munchique, Picachos y Orito. Sin embargo, el poten-
cial de sustitución voluntaria en estos territorios es 
baja, ya que, de las 7.214 hectáreas de coca que se 
encontraban en Parques Nacionales Naturales para 
finales del 202063, solo 1.887 hectáreas se encuen-
tran dentro de los acuerdos firmados en el PNIS64.

En resumidas cuentas, en el marco de las activida-
des del PNIS se han erradicado 12.824 hectáreas de 
coca en estos territorios: en las zonas de Ley Segunda 

se han erradicado 6.980; en PNN 1.887; en resguar-
dos indígenas 783; y, en territorios colectivos de 
comunidades negras 3.17465. Llama la atención que 
mientras las familias en estos territorios representan 
el 6,7% de las inscritas en el PNIS, las hectáreas que 
erradicaron son el 27,9% del total del programa.

Adicionalmente, los instrumentos con enfoque di-
ferencial llegaron mucho después del inicio del PNIS. 
Apenas con la Resolución 56 de 2020 se contempló 
el modelo de “Territorios para la Conservación”, que 
tiene como objetivo a los beneficiarios del PNIS ubi-
cados en PNN y Zonas de Ley Segunda y plantea 
acuerdos de restauración y conservación, asistencia 
técnica integral y acceso a proyectos sostenibles, 
así como el Pago por Servicios Ambientales. Esto 
significa que del 2017 (cuando inició la vinculación 
de hogares al PNIS) hasta la expedición de este acto 
administrativo, no había lineamientos para imple-
mentar un modelo de sustitución de acuerdo con 
los requerimientos de las ZME. 

El modelo de “Territorios para la Conservación” 
exige dos requerimientos adicionales a los que las 
familias dentro del PNIS, que habitan dentro de un 
área ambientalmente estratégica, habían pactado: 
firmar acuerdos de conservación sobre el área 
para conservar y restaurar; y firmar contratos de 
derechos de uso66. Esto, de acuerdo con las activi-
dades económicas con enfoque de sostenibilidad 
o de conservación que puedan ser realizadas de 
acuerdo con el tipo de zona67. 

61 Informe ”¿Cómo va la implementación del PNIS en las Zonas de Manejo Especial? Un análisis desde las voces campesinas de 
los Departamentos de Guaviare y Putumayo. María Juliana Rubiano-Lizarazo; María Alejandra Vélez; y Pedro José Arenas.
62 Este número de familias incluye hogares étnicos y no étnicos (campesinos).
63 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (Julio de 2021). Colombia: Monitoreo de territorios afectados 
por cultivos ilícitos 2020. Pág. 38
64 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (31 de diciembre de 2020). Informe No.23 al Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos – PNIS.
65 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (31 de diciembre de 2020). Informe No.23 al Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos – PNIS.
66 Los contratos de derechos de uso son instrumentos que buscan reglamentar la administración y derechos de uso de baldíos 
inadjudicables. Otorgan un derecho de uso por 10 años prorrogables sin que exista posibilidad de que los campesinos sean 
propietarios de dichos territorios.
67 Las ZRF se clasifican de acuerdo con la Ley en 3 tipos, de menor a mayor flexibilidad. Las zonas tipo A (más estrictas) garantizan 
el mantenimiento de procesos ecológicos básicos necesarios para asegurar la oferta de servicios ecosistémicos, relacionados con 
regulaciones hídricas, climáticas y otros. Las zonas tipo B se caracterizan por coberturas favorables para un manejo sostenible del 
recurso forestal mediante un enfoque de ordenación forestal integral y la gestión integral de la biodiversidad y servicios ecosis-
témicos. Y las zonas tipo C (más flexibles), por sus características, ofrecen condiciones para el desarrollo actividades productivas 
agroforestales, silvopastoriles y otras compatibles con los objetivos de la reserva forestal y que no impliquen la reducción de las 
áreas de bosque natural.

Llama la atención que mientras las familias en estos 
territorios representan el 6,7% de las inscritas en el 
PNIS, las hectáreas que erradicaron son el 27,9% del 
total del programa.

En el marco de las actividades del PNIS 
se han erradicado en estos territorios:
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No obstante, se trata de nuevas reglas sin que 
las delimitaciones oficiales de las áreas de Reserva 
Forestal sean claras, y en donde la confianza de los 
campesinos está minada por los múltiples incum-
plimientos del Estado en el pasado y por la falta de 
espacios de socialización del modelo con toda la 
comunidad. El estudio del CESED señala que: 

“El miedo de los campesinos se entiende 
porque tenían la expectativa de finalmente 
formalizar la propiedad de sus predios y, 
además, porque los contratos de derechos 
de uso los convierten en usuarios del pre-
dio y se estipula que pueden sacarlos de la 
tierra si incumplen con ciertos lineamientos 
de uso o si el Estado cambia la vocación 
de uso del suelo; por ejemplo, al permitir la 
exploración minera o petrolera”68.

Sobre la expedición de este y otros instrumentos, 
como la Resolución 30 de 202069 y la Circular 08 
de 202070, la Procuraduría resalta que “aún se tiene 
el reto de materializar sus contenidos en términos 
de articulación interinstitucional, de cobertura de 
los temas de mayor necesidad, y de seguimiento a 
los operadores que son contratados para la imple-
mentación del PNIS”71. Según lo señala el CESED, 
el PNIS definió la atención para 7.205 familias ubi-
cadas en ZME, de las cuales 4.103 deben celebrar 
contratos de derechos de uso. 

Por otro lado, de acuerdo con los datos del PNIS, 
el 13,6% de los hogares vinculados se encuentran 
en resguardos o territorios de comunidades ne-
gras. El informe del CESED muestra que, aunque 
aún se están definiendo por parte de la DSCI linea-
mientos para la implementación de programas en 
comunidades étnicas, el PNIS continúa avanzando 

resaltó la importancia de tener “disponibilidad 
de la información unificada con que cuenta PNN 
sobre los habitantes ubicados en dichos territorios 
y que tienen posibilidades de permanencia y de 
ejecución de iniciativas de generación de ingresos 
en el área protegida y sobre el tipo de iniciativas 
de conservación y preservación ya en ejecución 
en estas áreas”72.

68 Informe”¿Cómo va la implementación del PNIS en las Zonas de Manejo Especial? Un análisis desde las voces campesinas de los 
Departamentos de Guaviare y Putumayo. María Juliana Rubiano-Lizarazo; María Alejandra Vélez; y Pedro José Arenas. Página 20.
69 “Por medio de la cual se adopta el modelo alternativo de sustitución voluntaria denominado ‘Territorios para la Conservación en 
Áreas Ambientales Estratégicas’”
70 Sobre lineamentos para la atención a las familias o implementación de actividades relacionadas con el Programa de sustitución 
voluntaria de cultivos ilícitos en territorios colectivos o pretendidos por los pueblos étnicos
71 Tercer Informe de la Procuraduría General de la Nación. Página 339.

en familias dentro de territorios étnicos, con lo cual 
se muestra la falta de coordinación entre la imple-
mentación del PNIS y los lineamientos generales 
para los modelos de sustitución. El PNIS, por su 
parte, no cuenta con representación indígena ni 
afro en sus instancias decisorias.

Además, debe recordarse que la erradicación 
en estos territorios requiere de unas condiciones 
previas especiales. La Corte Constitucional, me-
diante Sentencia SU-383 de 2003, definió que 
antes de realizar cualquier proceso de erradica-
ción manual de cultivos en estos territorios, debe 
llevarse a cabo una consulta previa con las co-
munidades étnicas. Esta línea jurisprudencial fue 
seguida por las Sentencias T-080 de 2017 y T-236 
del mismo año.

Aunque la respuesta del Gobierno Nacional ha 
sido implementar el PNIS en estos territorios, lo 
cierto es que la implementación del Programa 
no ha sido diferencial, por lo que se mantuvo la 
lógica individual familiar. Esto ha generado con-
flictividad en las comunidades ya que a pesar de 
que en muchos casos la decisión colectiva fue 
no acogerse al programa hasta que se surtiera el 
proceso de consulta previa, algunas familias deci-
dieron vincularse de forma individual.

La Procuraduría Delegada para la Implemen-
tación del Acuerdo de Paz alerta que a pesar de 
que exista asignación de recursos para la imple-
mentación de procesos de sustitución voluntaria y 
desarrollo alternativo de hogares ubicados en zo-
nas ambientalmente estratégicas o de importancia 
ecológica, existe una mínima articulación para 
lograr acuerdos técnicos entre la Consejería para 
la Estabilización, el DNP, el Ministerio de Ambien-
te, Parques Naturales Nacionales y la Dirección de 
Sustitución de Cultivos Ilícitos. El ente de control 

72 Tercer Informe Procuraduría Delegada para la Implementa-
ción del Acuerdo de Paz. Agosto 2021. Página 365.
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5.

Avances en 
el Programa 
Integral frente 
al Consumo de 
Drogas Ilícitas 
e impulso al 
cambio en el 
paradigma de 
la lucha contra 
las drogas

Colombia ha pagado los costos más altos de la 
guerra contra las drogas: 1.699.021 hectáreas 
asperjadas con glifosato entre el año 2000 y el 
2015, miles de muertos, una población carce-
laria superior a los 20.000 internos por delitos 
relacionados con drogas, etc. En ese sentido, es 
un deber ético del Estado colombiano impulsar 
reformas a la política internacional de lucha contra 
las drogas, buscando reducir la victimización del 
país y transitar hacia enfoques de desarrollo que 
pongan en el centro a los eslabones más débiles 
de la cadena de producción, tráfico y consumo de 
drogas. Esto se comprendió en la Mesa de Nego-
ciaciones de La Habana, por lo que el Acuerdo de 
Paz incluyó disposiciones relacionadas con im-
pulsar la discusión nacional e internacional sobre 
una evaluación objetiva de la política de drogas y 
abordar el consumo de estupefacientes como un 
problema de salud pública.

Cumpliendo el compromiso del Acuerdo Final, 
en marzo de 2017 la Oficina de la Alta Conseje-
ría para el Posconflicto y los Derechos Humanos 
organizó un evento especial en el marco del 60 
período de sesiones de la Comisión de Estupefa-
cientes de las Naciones Unidas. El evento se llamó 
“La etapa de Posconflicto en Colombia y las estra-
tegias para abordar los cultivos ilícitos”. 

Previamente a ello, Colombia participó en la 
preparación, elaboración y negociación del do-
cumento de resultados de la UNGASS73 2016, 

espacio a partir del cual Colombia se planteó 
nuevos objetivos que dan un marco más claro 
y concreto para la formulación de acciones que 
logren la reducción efectiva de los impactos de 
las drogas en la población colombiana y, al mis-
mo tiempo, salvaguarden la salud, los derechos 
humanos y la seguridad de los colombianos: aten-
ción integral al consumo, transformación urbana y 
rural, y reducción de la criminalidad74. No obstante, 
estos esfuerzos no fueron materializados a nivel 
local por el gobierno del presidente Santos.

En 2018, en su posesión, el presidente Duque 
prometió contener el crecimiento de los cultivos 
ilícitos, reducir el consumo y la oferta, desarticular 
los emporios criminales, y afectar las economías 
y rentas ilícitas. Para ello concentró sus esfuerzos 
en una agenda bilateral con los Estados Unidos. 
En enero de 2019, el presidente Duque y el secre-
tario de Estado de dicho país ratificaron la meta de 
reducir en un 50% los cultivos de coca a 2023 con 
el apoyo de los norteamericanos75. A pesar de sus 
esfuerzos, en marzo de 2019 el presidente Duque 
fue llamado al orden por el presidente Trump, 
quien lo acusó de no combatir el narcotráfico75. 
Como respuesta a esto, la Cancillería emitió un 
comunicado en el que rindió cuentas y se profun-
dizó en el cierre de la agenda: “Colombia seguirá 
trabajando, de manera decidida con los Estados 
Unidos, cuyo apoyo bipartidista al esfuerzo co-
lombiano siempre ha sido fundamental”77. 

73 UNGASS es la sigla de United Nations General Assembly Special Session, lo que en español traduce Sesión Especial (también 
se usa Extraordinaria) de la Asamblea General de Naciones Unidas.
74 Declaración del presidente Juan Manuel Santos en UNGASS 2016: http://es.presidencia.gov.co/discursos/160421-Palabras-
del-Presidente-Juan-Manuel-Santos-en-la-XXX-Sesion-Especial-de-la-Asamblea-de-la-Organizacion-de-las-Naciones-Unidas-
sobre-el-Problema-Mundial-de-las-Drogas
75 https://cnnespanol.cnn.com/2019/01/03/estados-unidos-promete-ayudar-a-colombia-a-reducir-la-produccion-de-cocai-
na-en-2023/
76 https://www.eltiempo.com/mundo/trump-ataca-a-duque-por-situacion-de-drogas-343396
77 https://www.cancilleria.gov.co/en/newsroom/publiques/comunicado-prensa-cooperacion-internacional-ha-sido-fundamen-
tal-enfrentar
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En diciembre de 2020 una comisión bipartidista 
sobre la política antidrogas de Estados Unidos en 
América Latina señaló que el Plan Colombia fue 
un fracaso en la política antinarcóticos, pero un 
éxito en la política contra la insurgencia y le pidió 
al gobierno colombiano formular una estrategia 
que integre programas de interdicción de drogas, 
seguridad y desarrollo alternativo en un enfoque 
integral y focalizado que aborde las necesidades 
específicas de las comunidades afectadas por or-
ganizaciones criminales78. También, en diciembre 
de 2020, el presidente Duque criticó el informe de 
la comisión bipartidista del Congreso de Estados 
Unidos. Declaró que su gobierno ha hecho todos 
los esfuerzos para combatir la maldición heredada 
de 200.000 hectáreas de coca y que la decisión 
del Gobierno anterior de eliminar la aspersión de 
cultivos ilícitos entre el 2015 y el 2018 ha pasado 
una cuenta de cobro79.

A pesar de que los resultados de la estrategia 
de reducción de cultivos del presidente Duque no 
han cumplido con las metas establecidas, en mar-
zo de 2021 Estados Unidos anunció la certificación 
de Colombia en la lucha contra las drogas durante 
2020. En el informe se puede leer que el Gobierno 
de Iván Duque prometió reducir los cultivos en un 
50% al terminar 2023 y la producción de cocaína 
por debajo de las 450 toneladas métricas. Con 
esto, Washington dice que, a pesar de los buenos 

resultados, es necesaria una estrategia integral 
que tenga como parte importante la fumigación 
aérea con glifosato80. 

Con la llegada de Joe Biden a la presidencia de 
los Estados Unidos, el enfoque ha cambiado de 
manera gradual, al punto de que en la National 
Drug Control Strategy publicada en 2022, para 
Colombia se habla de erradicación de cultivos 
ilícitos ambientalmente segura y se reconoce que 
tanto la producción de coca como la producción 
total estimada de cocaína en el país se han más 
que triplicado desde 201281. 

Es así como en los últimos años Colombia ha 
perdido protagonismo internacional en una dis-
cusión que debería liderar, por enfocarse en una 
estrategia que durante más de 20 años ha dado 
los mismos resultados para el país. 

Frente al consumo, muy al inicio de su mandato, 
el Presidente Duque dejó clara su posición con tin-
tes de estigmatización frente a los consumidores 
de sustancias psicoactivas. En octubre del 2018, 
firmó el Decreto 1844 que permitía a la Policía 
Nacional decomisar y penalizar el porte o tenen-
cia de la dosis mínima dentro de los espacios 
públicos, basándose en “la persecución contra 
el narcotráfico”. Además señaló que no buscaba 
“llevar a la cárcel a los consumidores, sino que 
[buscaba] protegerlos”82. Utilizando el argumento 
sobre la protección de niños y niñas, el Presidente 

defendió el Decreto y se refirió a los consumido-
res como “jíbaros”83, ignorando el hecho de que 
la medida desconocía derechos fundamentales 
como el debido proceso y el libre desarrollo de 
la personalidad, tenía riesgos de constituir actua-
ciones discriminatorias y de criminalización, y no 
consideraba los usos ancestrales de plantas como 
la hoja de coca.

 Posteriormente, y a pesar de que en junio del 
2019 la Corte Constitucional tumbó dos artículos 
del Código de Policía84 que prohibían consumir 
bebidas alcohólicas y sustancias psicoactivas en 
el espacio público por considerarla una medida 
desproporcional, el Gobierno Nacional insistió 
en el alcance distinto del Decreto 1844 y defen-
dió su constitucionalidad.

 Sin embargo, en julio del 2020 y gracias al 
trabajo de organizaciones de la sociedad civil, el 
Consejo de Estado limitó el Decreto y aclaró que 
la Policía podría decomisar la dosis mínima solo 
si era utilizada para fines distintos al consumo de 
quien la cargaba85. 

Por último, como parte de su estrategia de lucha 
contra el consumo de drogas ilícitas y el microtráfi-
co, el gobierno Duque en cabeza del Ministerio de 
Defensa ha denominado como “símbolos del mal” 
a los lugares de expendio de estupefacientes, los 
cuales son derrumbados con presencia del Ministro 
de Defensa y algunos generales. Algunos de estos 

espacios son utilizados por el Ministerio del Interior 
para la construcción de los “Centros Sacúdete”. 

Una investigación de la Silla Vacía encon-
tró que las obras de Sacúdete han salido más 
caras, se han demorado más de lo previsto y 
su priorización obedece a intereses políticos y 
clientelistas. Un congresista ayudó a gestionar 
al menos 59 de los 256 convenios para financiar 
Sacúdete, que equivalen a $136 mil millones de 
los $340 mil millones de pesos del Fondo de Se-
guridad Ciudadana que han sido destinados para 
esta infraestructura. Por otro lado, los PDET solo 
han recibido el 20,4% de los Sacúdete y el 75% de 
los Sacúdete cerraron con un único oferente86.

78 https://www.infobae.com/america/colombia/2020/12/01/comision-del-congreso-de-eeuu-recomienda-a-colombia-des-
truir-laboratorios-de-coca-en-vez-de-erradicar-forzosamente-cultivos-ilicitos/
79 https://www.bluradio.com/nacion/duque-critico-informe-de-comision-de-ee-uu-que-senalo-plan-colombia-como-fracaso
80 https://www.infobae.com/america/colombia/2021/03/01/colombia-es-certificada-en-la-lucha-contra-las-drogas-por-esta-
dos-unidos/
81 The White House (2022). National Drug Control Strategy. Washington D.C.
82 Asuntos Legales. ”Presidente Iván Duque firmó el decreto que autoriza la incautación de la dosis mínima”. 1 de octubre de 
2018. Ver en: https://www.asuntoslegales.com.co/actualidad/presidente-ivan-duque-firmo-el-decreto-que-autoriza-la-incauta-
cion-de-la-dosis-minima-2777173

83 El Tiempo. ”Decreto contra dosis mínima ’seguirá vigente’: Duque”. 7 de junio de 2019. Ver en: https://www.eltiempo.com/politi-
ca/gobierno/decreto-que-permite-incautar-droga-en-la-via-publica-sigue-vigente-dice-duque-372838
84 Semana. “El Estado no puede diseñar tu plan de vida”, corte sobre consumo de drogas en lugares públicos”. 7 de junio de 2019. 
Ver en: https://www.semana.com/nacion/articulo/corte-tumba-prohibicion-de-consumo-de-alcohol-y-drogas-en-espacios-pu-
blicos/618633/ 
85 El Colombiano. ”Consejo de Estado condicionó el decomiso de dosis mínima: esto cambia”. 19 de junio de 2020. Ver en: https://
www.elcolombiano.com/colombia/consejo-de-estado-condiciona-incautacion-de-dosis-minima-en-colombia-GC13338835
86 https://www.lasillavacia.com/historias/silla-nacional/la-mermelada-de-duque-es-marca-sacudete/
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Según el Acuerdo de Paz, el fin del conflicto debe 
contribuir a garantizar la satisfacción de los de-
rechos de las víctimas. Por eso, en este capítulo 
nos referimos a los componentes que integran el 
Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
No Repetición (SIVJRNR) para reconocer los avan-
ces y los retos en materia de reparación integral 
y acceso de las víctimas a la verdad y a la justicia. 

1.

Comisión para el 
esclarecimiento 
de la verdad, la 
convivencia y la 
no repetición
En el Acuerdo Final se diseñó la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y 
la No Repetición (CEV) como un mecanismo ex-
trajudicial para contribuir al esclarecimiento de lo 
ocurrido en el conflicto, promover el reconocimien-
to de las víctimas y de responsabilidades, y aportar 
a la convivencia y la no-repetición. Para eso, una de 
las funciones que se le atribuyó a la comisión fue 
investigar: graves violaciones a los DD.HH.; respon-
sabilidades colectivas de los actores del conflicto 
y de terceros; el impacto de la violencia armada en 
diferentes poblaciones; las causas que contribuye-
ron a la perpetuación del conflicto; el fenómeno del 
paramilitarismo; el despojo de tierras; y la relación 
entre el conflicto armado y las drogas ilícitas. 

También se consideró que la CEV debía contri-
buir a reconocer los procesos de fortalecimiento 
del tejido social y las transformaciones positivas 

que se llevaron a cabo en las comunidades, a pe-
sar de la presencia del conflicto. 

Adicionalmente, a la Comisión se le asignaron 
funciones como crear espacios de escucha sobre 
lo ocurrido, promover la convivencia y desarrollar 
acciones de pedagogía acerca de los resultados 
de las investigaciones1. 

En este apartado, presentamos un balance de 
la labor de la CEV a partir de su trabajo territorial 
y el cumplimiento de sus objetivos, funciones y 
mandato. Además, exponemos algunos de los 
retos que el legado de la Comisión enfrenta. 

Es pertinente aclarar que este documento fue 
construido antes de que la Comisión presentara el 
Informe Final, por lo que la información que expo-
nemos se concentra en las labores realizadas por 
la CEV y nos abstenemos de hacer valoraciones 
sobre el contenido del Informe. 

1 Gobierno de Colombia y FARC - EP. (2016). Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera. Bogotá. 

En ese sentido, presentamos una valoración de lo 
que fue el trabajo de la Comisión para el Esclareci-
miento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición 
(CEV); un análisis de las acciones desarrolladas hasta 
el momento por la Jurisdicción Especial para la Paz 
(JEP) y la Unidad de Búsqueda de Personas dadas 
por Desaparecidas (UBPD); y un corte de cuentas 
sobre la entrega de medidas de reparación. 
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Antes de entrar en materia, la tabla a continua-
ción muestra las definiciones de las distintas 

actividades realizadas por la CEV que se exponen 
en este documento: 

Balance del trabajo de la Comisión de la Verdad

Tabla 1. 

Glosario de actividades de la Comisión de la Verdad

Actividad Definición2 

Espacios de 
Escucha

Son iniciativas del orden nacional y territorial que buscan favorecer el encuentro 
entre la Comisión y diversos actores y sectores de la sociedad que tienen la 
posibilidad de contribuir significativamente al esclarecimiento de la verdad.

Entrevistas 
Individuales 

Son aquellos testimonios que se reciben voluntariamente de las víctimas 
o responsables directos e indirectos en entrevistas privadas. 

Entrevistas 
Colectivas 

Son espacios de diálogo entre víctimas y/o personas que han sido testigos 
de hechos violentos y comparten una circunstancia común (victimización, 
edad, género, etnia, organización social, lugar donde habitan). 

Informes 

Son documentos que presentan a la Comisión una descripción y análisis de 
algún aspecto del conflicto armado, sea un hecho de violencia, la situación 
de una población determinada, actores involucrados, causas, dinámicas y 
contextos de violencia, impactos y/o formas de afrontamiento, y resistencia o 
fortalecimiento del tejido social en medio de la guerra. Es indispensable que el 
contenido del documento esté basado en fuentes consistentes y verificables. 

Casos 
Se entiende por caso uno o varios hechos que son violaciones 
de derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario cometidos en el marco del conflicto armado interno. 

Procesos de 
Reconocimiento 

Los procesos de reconocimiento implican dialogar con actores, 
víctimas y distintos sectores para lograr el reconocimiento del impacto 
de las victimizaciones en el marco del conflicto y el reconocimiento 
de responsabilidades por parte de diversos actores y el Estado. 

Encuentros 
por la Verdad

Los Encuentros por la Verdad son los espacios públicos resultantes 
de los procesos de reconocimiento. “Los Encuentros por la Verdad 
componen procesos de Diálogo Social con la sociedad civil, víctimas, 
responsables e instituciones para lograr el reconocimiento de la dignidad 
de las víctimas, de las afectaciones y violaciones a sus derechos; el 
reconocimiento voluntario de responsabilidades (individuales y colectivas) 
y el reconocimiento por parte de la sociedad sobre lo sucedido”. 

Procesos de 
Diálogo para la 
Convivencia 

Son procesos de diálogo a nivel territorial “cuyo objetivo es promover espacios 
de diálogo profundo y participativo entre diversos actores de cada territorio 
que deriven en acuerdos para la convivencia y el buen vivir como aporte a la 
transformación de situaciones conflictivas derivadas del conflicto armado”. 

Acuerdos para 
la convivencia 
firmados 

Son el resultado de los procesos de diálogo para la convivencia. 

Experiencias 
de convivencia 
sistematizadas

Son experiencias de resistencia, transformaciones para la paz y casos de gestión 
pacífica de conflictos que fueron sistematizados y analizados por la Comisión

Fuente: Elaboración propia a partir de Comisión de la Verdad. 

2 Definiciones tomadas de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad (2020). Respuesta a derecho de petición con radicado 
1-2020-034297-17174. Bogotá. 

Tiempo del mandato de la Comisión de 
la Verdad

Inicialmente, estaba previsto que el mandato de la 
Comisión se extendería por 3 años, luego de dis-
poner de un tiempo de preparación de 6 meses. 
Lo anterior implicaba que la CEV debía presentar 
su Informe Final y culminar sus labores al final de 
20213. Sin embargo, debido a la pandemia del CO-
VID-19, la Corte Constitucional decidió extender el 
mandato de la Comisión por 9 meses adicionales: 
7 para terminar y publicar el Informe (hasta el 27 
de junio de 2022) y 2 para realizar acciones de 
pedagogía y divulgación sobre este4. 

En el informe de seguimiento multipartidista 
¿En qué va la satisfacción de los derechos de las 
víctimas? se expresaron preocupaciones relaciona-

das al tiempo con el que contaba la Comisión para 
culminar su mandato. Además del hecho de que la 
emergencia sanitaria por COVID - 19 limitó las ca-
pacidades de la CEV para desarrollar su función de 
manera óptima, dicho informe advertía del posible 
impacto negativo de que los hallazgos de la CEV se 
publicaran en épocas electorales y del poco tiem-
po que tendría la Comisión para realizar labores de 
pedagogía y socialización sobre su Informe Final. 

Si bien la decisión de la Corte Constitucional 
de extender el mandato de la Comisión solucionó 
el primero de los puntos, la preocupación sobre 
el tiempo limitado para que la CEV hiciera peda-
gogía permaneció, pues el plazo dado para hacer 
socialización fue, a todas luces, insuficiente para 
hacer una pedagogía que generara reflexiones 
sociales sobre el Informe. 

3 Decreto 588 de 2017. 
4 Corte Constitucional (2021). Sentencia C-337/ 21. Bogotá. 

Debido a la pandemia del COVID-19, la Corte Constitucional 
decidió extender el mandato de la Comisión por 9 
meses adicionales: 7 para terminar y publicar el Informe 
(hasta el 27 de junio de 2022) y 2 para realizar acciones de 
pedagogía y divulgación sobre este4. 
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Presencia territorial de la Comisión de 
la Verdad 

Durante su mandato, la CEV puso en funcionamiento 
28 Casas de la Verdad (sedes territoriales)5, además 
de la sede nacional ubicada en Bogotá; lo anterior 
demuestra el amplio despliegue territorial que tuvo 
la Comisión durante el desarrollo de sus funciones. 
Sin embargo, líderes y víctimas que participaron del 
proyecto Del Capitolio al Territorio expresaron las 
dificultades para participar en las actividades desa-
rrolladas por la CEV, debido a las condiciones de 
seguridad de algunas regiones, la zozobra generada 
por las amenazas y agresiones contra las personas 
que participan en el Sistema Integral, y las dificulta-
des derivadas de la pandemia de COVID-19. 

Durante 2021, la Comisión cerró las 28 Casas de 
la Verdad, por lo que los últimos meses de funcio-
namiento de la entidad se desarrollaron solo con 
la sede en Bogotá6. 

Gráfica 2. 
Personas escuchadas por la CEV de acuerdo al sector escuchado10 

5 Dichas sedes se encontraban en: Villavicencio, Cali, Cúcuta, Barrancabermeja, Popayán, Ibagué, Valledupar, San José del Gua-
viare, Sincelejo, Apartadó, Florencia, Medellín, Quibdó, Tumaco, Barranquilla, Arauca, Puerto Asís, Mocoa, Buenaventura, Neiva, 
Bucaramanga, Pereira, Pasto, Santa Marta, Aguachica, La Dorada, Yopal y Montería. 
6 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición 1-2022-001013-58054. Bogotá. 
7 Gobierno de Colombia y FARC-EP (2016). Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera. Bogotá. 
8 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 
9 Ibídem

Esclarecimiento

En el Acuerdo Final se estableció que la Comisión 
tendría el objetivo de “ofrecer una explicación 
amplia sobre la complejidad del conflicto, de 
tal forma que se promueva un entendimiento 
compartido en la sociedad sobre el mismo”7. Para 
eso, la Comisión adelantó espacios de escucha, 
recibió informes, casos y recogió testimonios de 
distintos actores. 

Desde el inicio de su operación, hasta marzo 
de 2022, la Comisión realizó 13.086 entrevistas 
individuales y 1.217 entrevistas colectivas en las 
que se escuchó a un total de 27.647 personas8. 
Esto da cuenta de la magnitud y diversidad del 
proceso de escucha y esclarecimiento que llevó 
a cabo la entidad. 

Las gráficas a continuación muestran el número 
de personas escuchadas por la CEV, según el tipo 
de entrevista y el sector escuchado. 

Gráfica 1. 

Personas escuchadas por la CEV en entrevistas9

Fuente. Comisión de la Verdad

Fuente. Comisión de la Verdad 

10 Ibídem
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Adicionalmente, hasta marzo de 2022, la Comisión 
recibió 1.100 informes y 434 casos11 con información 
sobre hechos ocurridos en el conflicto12. La gráfica 

a continuación muestra el número de informes y 
casos entregados a la CEV por cada tipo de actor. 

Gráfica 3. 

Informes y Casos presentados a la CEV según el sector del remitente13

Fuente: Comisión de la Verdad

11 Esta cifra es inconsistente con los datos presentados en la 
respuesta al derecho de petición con radicado 1-2021-003982. 
En dicho documento, se señala que la Comisión había recibido 
616 casos. Así fue expuesto en el Informe “¿En qué va la paz 5 
años después de la Firma del Acuerdo de Paz?” 
12 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de 
petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 
13 Ibídem
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Estos datos dan cuenta del carácter diverso de 
la información recolectada por la Comisión de la 
Verdad. La multiplicidad en las fuentes de infor-
mación es un elemento destacable del proceso 
de esclarecimiento, teniendo en cuenta el ob-
jetivo de la Comisión de “sentar las bases de la 
convivencia, la reconciliación y la no repetición”14. 
Sin embargo, es necesario anotar que, si bien 
se entrevistaron fuentes de distintos sectores, 
los datos muestran que no todos participaron 
de manera simétrica en el proceso ni aportaron 
información de manera equilibrada. Lo anterior 
implica que el peso relativo del aporte de cada 
sector será diferente en los resultados de la in-
vestigación de la Comisión. 

Se resalta la estrategia empleada por la entidad 
de hacer énfasis en las víctimas y sus organizaciones, 
pues se ha evidenciado que el solo hecho de ser es-
cuchadas por la Comisión y tener la oportunidad de 

presentar informes y casos se constituye como un 
ejercicio reparador para las víctimas. En contraste, la 
labor de seguimiento realizada evidenció que la CEV 
tuvo barreras para generar confianza y garantizar la 
participación de algunas instituciones, especialmen-
te de las Fuerzas Militares y de la Policía.

Promoción del reconocimiento 

El Acuerdo de Paz estableció que la Comisión 
debía promover el reconocimiento de las vícti-
mas como ciudadanos que vieron sus derechos 
vulnerados y de las responsabilidades que 
tuvieron los que participaron en el conflicto15. 
Frente a esto: la Dirección de Diálogo Social de 
la Comisión de la Verdad informa que adelantó 
25 procesos de reconocimiento públicos y pri-
vados; la Dirección de Pueblos Étnicos afirma 
que desarrolló 6 procesos de reconocimiento 

en 2020 y 16 más en 2021; y la Dirección de Te-
rritorios refiere que llevó a cabo 12 procesos de 
reconocimiento territoriales16. 

Sin embargo, tras analizar en detalle la infor-
mación reportada por cada dirección, se identificó 
que distintas direcciones de la Comisión pueden 
reportar haber realizado el mismo proceso de 
reconocimiento. Teniendo en cuenta esto, luego 
de eliminar información duplicada, se encontró 
que la Comisión de la Verdad había adelantado, al 
menos, 50 procesos de reconocimiento. 

Tras rastrear en información de prensa cada 
uno de los procesos de reconocimiento, se 
identificó que, en por lo menos 31, hubo par-
ticipación de actores que reconocieron sus 
responsabilidades (17 contaron con la participa-
ción de ex miembros de las FARC-EP, 7 contaron 
con la participación de ex miembros de grupos 
paramilitares, 2 contaron con la participación de 

ex miembros de la Fuerza Pública, 1 contó con la 
participación de terceros, y 4 con participación 
de más de un actor responsable). 

Entre los resultados de esta labor, a mayo de 
2022, la Comisión realizó 38 Encuentros por la 
Verdad, en los que se llevaron a cabo actos pú-
blicos de reconocimiento a: mujeres y personas 
LGBTI víctimas de violencias sexuales; mujeres y 
familiares que buscan personas desaparecidas; 
y víctimas de exilio y de ejecuciones extrajudi-
ciales. También se realizaron Encuentros de la 
Verdad sobre el impacto del conflicto armado 
en niños, niñas y adolescentes; las afectaciones 
del conflicto en poblaciones campesinas, indí-
genas, y negras; la responsabilidad de actores 
armados en el secuestro, la toma de pueblos y 
el reclutamiento; así como el reconocimiento de 
responsabilidades y del impacto del conflicto en 
diversos territorios, entre otros17. 

14 Decreto 588 de 2017. 
15 Gobierno de Colombia y FARC - EP. (2016) Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera. Bogotá. 

16 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 
17 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 

La Dirección de Diálogo Social 
de la Comisión de la Verdad 

informa que adelantó:

La Dirección de Pueblos Étnicos 
afirma que desarrolló:

De los procesos de reconocimiento en por lo menos 31, hubo participación 
de actores que reconocieron sus responsabilidades:

La Dirección de Territorios 
refiere que llevo a cabo:

25
procesos de reconocimiento 

públicos y privados

6 (2020)
procesos de reconocimiento

16 (2021)
procesos de reconocimiento

12
procesos de reconocimiento 

territoriales

17
con la participación de ex 
miembros de las FARC-EP

7
con la participación de ex miembros 
de grupos paramilitares

4
con participación de más de un 
actor responsable

2
con la participación de ex miembros 
de la Fuerza Pública

1
con la participación de terceros
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En mayo de 2022, momento en que se redactó 
este informe, la Comisión tenía previsto llevar a 

cabo las siguientes actividades relacionadas con 
el proceso de reconocimiento18:

Además, la Comisión tenía programado realizar 
los siguientes encuentros por la Verdad20: 

Tabla 2. 

Actividades a realizar frente al proceso de reconocimiento19

Contribuciones a la verdad y al reconocimiento del campesinado por las 
afectaciones causadas por el accionar del Bloque Caribe de las FARC-EP. 

Reconocimiento de responsabilidades de las FARC-EP en el caso de Roncesvalle. 

Reconocimiento por parte de la AUC por desapariciones forzadas en el 
corregimiento de Juan Frío, Villa del Rosario, en Norte de Santander. 

Reconocimiento de las FARC - EP por afectaciones a la democracia en Arauquita. 

Reconocimiento sobre la masacre de 34 campesinos en La Gabarra. 

Reconocimiento por las afectaciones a la población indígena y campesina del Río Guaviare. 

Diálogo privado de reconocimiento de responsabilidades entre 
ex AUC y víctimas de la Universidad de Nariño. 

Reconocimiento multiactor en Magdalena Medio. 

Reconocimiento de afectaciones a la democracia en Caquetá. 

Reconocimiento de las FARC-EP por atentado de burro-bomba en Chalán.

Fuente: Comisión de la Verdad

Tabla 3. 

Actividades a realizar frente al proceso de reconocimiento

Encuentro por la Verdad de reconocimiento de responsabilidades 
a las ejecuciones extrajudiciales en Sumapaz. 

Encuentros por la Verdad en el Bajo Atrato

Encuentros por la Verdad en el Naya

Encuentro por la Verdad: reconocimiento a los pueblos afro. 

Encuentro por la Verdad: reconocimiento al pueblo Embera. 

Encuentro por la Verdad sobre el Pueblo Nasa, en Cauca.

Fuente: Comisión de la Verdad

Respecto a lo anterior, se destaca el esfuerzo 
realizado por la Comisión de la Verdad para lle-
var a cabo actividades privadas y públicas de 
reconocimiento de responsabilidades y de la dig-
nidad de las víctimas, que fueron precedidos por 
metodologías de acompañamiento psicosocial, 

con enfoque territorial, diferencial-étnico y de gé-
nero. Además, el trabajo realizado para desarrollar 
acciones de reconocimiento que involucraran a 
responsables de diferentes actores armados, y a 
víctimas de diversos territorios, grupos étnicos y 
hechos victimizantes. 

18 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 
19 Ibídem 20 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 
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Contribución a la convivencia 
y a la No Repetición 

En el Acuerdo Final se estableció el deber de la 
Comisión de contribuir a la convivencia en los 
territorios. Para ello, esta entidad adelantó 7 pro-
cesos de diálogo para la convivencia que debían 
culminar en un acuerdo para la convivencia, de los 
que se firmaron 6 acuerdos. Además, la CEV iden-
tificó 1.010 experiencias de convivencia, de las que 
se sistematizaron 135 y sobre las que se realizaron 
84 estudios de caso21. 

Pese a estos esfuerzos, las entrevistas reali-
zadas en la labor de seguimiento, dan cuenta de 
que, al interior de la Comisión, se le dio menos im-
portancia al objetivo de promover la convivencia, 
en comparación con otros objetivos del mandato. 
Según estas entrevistas, la marginalización de las 
funciones de promoción de la convivencia pudo 
obedecer a que el personal de la Comisión que se 
dedicó a esta meta fue insuficiente, pues gran par-
te de la capacidad de la CEV se concentró en la 
investigación y en el objetivo de esclarecimiento. 

Además, participantes del proyecto Del Capi-
tolio al Territorio expresaron sus dudas sobre la 
sostenibilidad de estos acuerdos una vez que el 
acompañamiento de la Comisión culmine. Por su 
parte, a pesar de que se destaca el proceso de 
identificación de iniciativas de convivencia, no es 
claro cómo se promovió la apropiación social de 
los aprendizajes que surgieron de estas experien-
cias para que contribuyeran a la no-repetición. 

La realización de espacios de escucha 
y reflexiones sociales

En el Acuerdo se contempló que la Comisión debía 
“crear espacios en los ámbitos nacional, regional 
y territorial […] con el fin de escuchar las diferentes 
voces, en primer lugar las de las víctimas, tanto las 
individuales como las colectivas, y de promover la 
participación de los diferentes sectores de la socie-
dad para contribuir a una reflexión conjunta sobre lo 
ocurrido, y las causas y efectos de la grave violencia 
vivida por Colombia”22. La finalidad de estos espacios 
era la divulgación y sensibilización que permitieran 
‘poner en escena’ la narrativa de los hallazgos de 
la Comisión. Esto con el objetivo de promover la 
reflexión y la ‘catarsis’ del sufrimiento social cau-
sado por el conflicto y que, al mismo tiempo, los 
victimarios tuvieran la oportunidad de reconocer su 
responsabilidad y pedir perdón a las víctimas. 

Si bien la Comisión llevó a cabo los espacios 
descritos anteriormente, una de las conclusiones 
de las entrevistas realizadas es que estos no tu-
vieron el impacto esperado. Esto es preocupante 

porque dichos escenarios representaban el po-
tencial de generar reflexiones sociales en torno a 
lo ocurrido en el conflicto y de producir dinámicas 
de reconciliación y convivencia. 

Divulgación y pedagogía 

En el Acuerdo de Paz también se estableció como 
labor de la Comisión implementar una estrategia 
de difusión, pedagogía y relacionamiento activo 
con los medios de comunicación para dar cuenta, 
durante su puesta en marcha, de los avances en el 
cumplimiento de todas sus funciones. Al respecto, 
se destaca la mejoría que tuvo la Comisión en los 
indicadores de reconocimiento y credibilidad por 
parte de la población hacia el final de su mandato. 
En 2021, la Comisión logró un aumento del 60% 
en la cobertura en medios tradicionales23 y creció 
en varios de los indicadores que miden la opinión 
de los colombianos frente a su labor. La tabla a 
continuación muestra el cambio positivo en el 
porcentaje de personas que aprueban la CEV en 
diferentes aspectos: Además, la CEV identificó:

de las que se sistematizaron

135

sobre las que se realizaron

84
estudios de caso 21 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de peti-

ción con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 

Tabla 4. 

Indicadores sobre la aprobación de la Comisión de la Verdad24

Indicador 2020 2021

Porcentaje de personas que cree que la Comisión de la Verdad es una institución 
que ayudará a reconocer la participación de diferentes actores en el conflicto 69% 71%

Porcentaje de Colombianos que cree que la Comisión de la Verdad es 
una institución que ayuda al país a transformarse para vivir la paz 62% 69%

Porcentaje de personas que cree que la Comisión de la 
Verdad es una institución con credibilidad 57% 63%

Porcentaje de personas que cree que la Comisión de la verdad crea confianza 59% 63%

Fuente: Comisión de la Verdad

22 Gobierno de Colombia y FARC-EP. (2016). Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera. Bogotá. 
23 Comisión de la Verdad. (2021). Informe de Rendición de cuentas de 2021. Bogotá. 
24 Anexo 16. Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 

La Comisión de la  
Verdad adelantó:

7
procesos de diálogo para 
la convivencia que debían 
culminar en un acuerdo 
para la convivencia

6
acuerdos firmados

1.010
experiencias de 
convivencia
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Sin embargo, en otros aspectos, la Comisión man-
tuvo o empeoró sus indicadores de percepción 

entre la ciudadanía. La tabla a continuación mues-
tra dichos datos: 

Conformación del Comité de 
Seguimiento

De acuerdo con el Decreto 588 de 2017, luego 
de la publicación del Informe Final, debía entrar 
en funcionamiento el Comité de Seguimiento y 
Monitoreo a la implementación de las recomen-
daciones de la Comisión. La resolución 019 del 26 
de abril de 2022 establece que dicho comité es-
tará conformado por 7 personas que ejercerán sus 
funciones ad honorem29 durante 7 años. Además, 
esté comité contará con una secretaría técnica 
que tendrá la función de coordinar la preparación 
de los informes que presentará el Comité y las 
acciones de incidencia que el Comité apruebe, 
entre otras. Según la CEV, el proceso de selección 
de los integrantes del Comité se realizaría a través 
de una postulación cerrada por parte de los Co-
misionados de acuerdo con criterios que, según 
la Comisión, buscan el pluralismo y la equidad de 
género, y la elección de personas con: compro-
miso con la construcción de paz; capacidad de 
incidencia política; conocimiento y experiencia 
sobre los asuntos relacionados con la CEV; y capa-
cidad de comprensión y análisis de las dinámicas 
territoriales y los enfoques diferenciales. 

Los recursos para el funcionamiento del Comité 
serán administrados por la Jurisdicción Especial 
para la Paz. Lo anterior llama la atención pues 
excede el mandato y el fundamento legal de la 
JEP que consiste en investigar, juzgar y sancionar 
crímenes cometidos en el marco del conflicto 
armado. Esto pone en duda el sustento legal que 
pueda tener la Jurisdicción para invertir recursos 
en el funcionamiento del Comité. Además, la labor 
de monitoreo a las recomendaciones que reali-
zará el Comité de Seguimiento cargan al tribunal 
con trabajo adicional al que ya le confieren sus 
responsabilidades. 

Tabla 5. 

Indicadores de percepción sobre la CEV que no mejoraron25 

Indicador 2020 2021

Porcentaje de personas que cree que la Comisión de la Verdad 
es una institución con personal experto en su labor 72% 66%

Porcentaje de personas que cree que la Comisión 
de la Verdad es una institución imparcial 57% 57%

Porcentaje de Colombianos que cree que la Comisión de la Verdad es 
una institución que promueve la convivencia en los territorios 70% 70%

Fuente: Comisión de la Verdad

La mejoría en algunos indicadores puede explicar-
se a partir de la gestión de entrevistas y la emisión 
de productos que desarrolló la Comisión durante 
2021: mientras que en 2019 la Comisión tuvo 750 
publicaciones en medios tradicionales, en 2020 
tuvo 6.725; y en 2021 tuvo 10.929. Sin embargo, 
a pesar de esta mejoría, el porcentaje de colom-
bianos que dijeron conocer la CEV siempre fue 
bajo (encontró su punto máximo en el 34%26 de 
reconocimiento, en 2021)27. 

Con respecto a las labores de pedagogía, la Co-
misión desarrolló el proyecto ‘Generación V+’, con el 
objetivo de consolidar una red juvenil que divulgará 
los resultados del Informe. También llevó a cabo la 
estrategia ‘Laboratorios de Docentes’, para crear 
herramientas que contribuyeran a “la enseñanza de 
la verdad y del conflicto en las aulas”. 

A pesar de estos esfuerzos, la labor de peda-
gogía de la Comisión siempre contó con poco 

personal: para 2022, la Coordinación de la Estra-
tegia de Pedagogía contaba con 16 personas28, 
un número insuficiente para cumplir este objetivo. 
Además, preocupa que, luego de la publicación 
del Informe, la entidad tuvo muy poco tiempo (2 
meses) para socializar los hallazgos. Para realizar 
acciones de pedagogía en este lapso, la Comi-
sión diseñó un catálogo de recursos para explicar 
la labor de la CEV e informó que llevaría a cabo 
una serie de activaciones artísticas y ofrecería 
herramientas para “formar formadores” de comu-
nidades étnicas. 

Además, al momento de redactar este informe, 
en mayo de 2022, la Comisión afirmó que esta-
ba preparando lineamientos de uso pedagógico 
digital del Informe Final y que realizaría una gira 
de los Comisionados en los territorios, en los que 
se reunirían con víctimas y organizaciones de la 
sociedad civil. 

25 Ibídem
26 Este porcentaje representa un salto de 8 puntos porcentuales con respecto a la misma medición en 2020. 
27 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 
28 Comisión de la Verdad. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado 1-2022-001013-58054. Bogotá. 29 Se reconocería una remuneración por cada sesión de trabajo. 
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Aciertos y críticas al trabajo de la CEV 

Preocupaciones sobre un posible sesgo 
en la Comisión

Entre los aciertos del trabajo de la Comisión se des-
taca la multiplicidad de actores que participaron en 
sus actividades, tanto en términos de tipo de parti-
cipantes como en relación a su origen territorial, a 
pesar de los obstáculos que hubo para garantizar 
dicha diversidad. Un símbolo de que este relato 
fue construido de forma diversa es que todos los 
expresidentes vivos fueron escuchados por la CEV, 
incluyendo aquellos que se opusieron a la firma del 
Acuerdo entre el Gobierno y las FARC-EP. 

A pesar de lo anterior, es necesario mencionar 
que, en las entrevistas realizadas a personas que 
han participado en la elaboración del Informe Final 
o han tenido acceso a borradores del mismo, do-
cumentamos preocupaciones por posibles sesgos 
ideológicos en la Comisión que produjeron que las 
interpretaciones sobre el conflicto se centraran más 
en violaciones cometidas por uno de los actores 
que por los demás. Además, la labor de seguimien-
to realizada evidenció que la Comisión no realizó 
esfuerzos suficientes para vincular a su trabajo 
a sectores que fueron críticos con el Acuerdo de 
Paz. Lo anterior se suma a algunas de las barreras 
como la polarización política en torno al SIVJRNR y 
la falta de confianza en la CEV por parte de algunas 
instituciones y sectores, que pudieron causar que 
no todos los actores participaran en la misma pro-
porción en el proceso de esclarecimiento. 

Declaraciones como las del Comisionado Ospina 
demuestran las fracturas que estas barreras produ-
jeron en el trabajo de la Comisión y en los obstáculos 
que tuvo la Comisión para producir un relato unifica-
do y plural sobre lo ocurrido en el conflicto. 

Lo anterior pudo causar que la diversidad de 
actores que hicieron parte del proceso de escu-
cha y de diálogo social no se viera plenamente 
reflejada en el Informe Final. 

Concentración en la producción del 
informe y falencias en la pedagogía: el 
riesgo de la intrascendencia 

El Acuerdo de Paz otorgó a la Comisión la función 
de “elaborar un informe final que tenga en cuenta 
los diferentes contextos, refleje las investigaciones 
en torno a todos los componentes del mandato 
y contenga las conclusiones y recomendaciones 
de su trabajo”30. La labor de seguimiento realizada 
muestra que gran parte de los esfuerzos de la Co-
misión estuvieran destinados a la elaboración del 
Informe Final. Esto constituye uno de los principa-
les desaciertos del trabajo de la Comisión, ya que 
la gran mayoría de las capacidades de la entidad 
se concentró en la investigación y producción de 
dicho informe, dejando de lado las labores de pe-
dagogía y socialización de los hallazgos. 

Un ejemplo de ello es que, a diciembre de 
2020, el 73% del total de los trabajadores de la 
Comisión desarrollaban labores relacionadas con 

30 Gobierno de Colombia y FARC-EP (2016). Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera. Bogotá. 
31 Comisión de la Verdad (2021). Respuesta a derecho de petición con radicado 00-1-2020- 034297-17174. Bogotá. 

el Informe31. Lo anterior fue problemático porque 
concentrarse solo en las labores de investigación 
produjo que –como sucedió en el caso del obje-
tivo de convivencia y de pedagogía– el personal 
dedicado a otras labores fuera insuficiente. Esto es 
preocupante porque, dada la falta de socialización, 
es posible que el relato, las explicaciones y las re-
comendaciones construidas por la Comisión solo 
lleguen a la población ‘más interesada’ en conocer 
las dinámicas del conflicto, en la academia, o en las 
personas con medios y capacidades para acceder 
a los formatos en los que está publicado el Informe.

Lo anterior significa que existe el riesgo de que 
el relato de la Comisión no sea conocido por ac-
tores más allá de estas ‘élites’, sea intrascendente 
para buena parte de la población y, por lo tanto, 
pierda su potencial reconciliador. Experiencias de 
otras comisiones de la verdad demuestran que, 
si no se dedican esfuerzos suficientes a la gene-
ración de estos debates, es difícil que el Informe 
Final tenga el impacto esperado en términos de 
promoción de la reconciliación y la convivencia. 

Desarticulación entre las direcciones y 
sus consecuencias32

Una de las conclusiones de la labor de segui-
miento al trabajo de la Comisión está relacionada 
con la insuficiente articulación que hubo entre las 
diferentes direcciones que integran la CEV. Las 

entrevistas realizadas para el Informe ¿En qué va 
la satisfacción de los derechos de las víctimas? 
muestran que existió una desconexión entre las 
direcciones de Conocimiento y de Diálogo Social.

Esta desarticulación produjo que no haya clari-
dad sobre la forma en la que las conclusiones de 
los espacios de reconocimiento o de promoción 
de la convivencia alimentaron el Informe Final. 
Igualmente, la desarticulación entre estas dos di-
recciones produjo que la investigación realizada 
por la Dirección de Conocimiento no necesaria-
mente alimentara los espacios de escucha y de 
reconocimiento de responsabilidad. Esta diná-
mica representó un reto para la realización de 
espacios de escucha y reflexión sobre lo ocurrido 
en el conflicto (a los que se refiere la segunda 
función de la Comisión), pues estos no se pen-
saron en el Acuerdo de manera independiente al 
proceso de investigación, sino como una conse-
cuencia de la narrativa construida en el proceso 
de esclarecimiento. 

También, los entrevistados señalaron que, dada 
esta desarticulación, la confianza construida en los 
procesos de diálogo social no fue aprovechada en 
la investigación, proceso en el que algunos acto-
res tuvieron más reservas para participar. 

A diciembre de 2020, el 73% del total de los trabajadores de la 
Comisión desarrollaban labores relacionadas con el Informe.

32 Congreso de la República (2021). Informe multipartidista: “¿En qué va la satisfacción de los derechos de las víctimas?”. Bogotá. 

Una de las conclusiones de la labor de seguimiento al 
trabajo de la Comisión está relacionada con la insuficiente 
articulación que hubo entre las diferentes direcciones 
que integran la CEV. 
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Retos de la Comisión ante la 
expansión del mandato a temas 
de la coyuntura actual33 

Uno de los retos que tuvo la Comisión de la Ver-
dad fue la dificultad para llevar a cabo labores de 
esclarecimiento y de promoción de la convivencia 
en contextos en los que la violencia y la presen-
cia de actores armados persisten. Sin embargo, 
pese a que el mandato de la entidad estaba limi-
tado a violaciones e infracciones cometidas antes 
de noviembre de 2016, la CEV concentró parte 
de sus capacidades en investigar o reconocer 
hechos producidos después de esta fecha. Esto 
significó un esfuerzo institucional adicional que 
pudo ser dedicado a cumplir los objetivos en los 
que hubo rezago. 

Elaboración de las recomendaciones

De acuerdo con el Informe de Rendición de 
cuentas de la CEV, las recomendaciones se con-
centran en 10 ejes temáticos: tierras, narcotráfico, 

justicia, seguridad, cultura, presencia diferenciada 
del Estado, víctimas, procesos de paz, desarme, 
desmovilización y reintegración (DDR), régimen 
político y ELN34. 

Frente a esta labor, las entrevistas hechas a 
personas que han estado en contacto con la 
elaboración del informe o lo recibieron para su 
lectura, documentaron que existe una preocupa-
ción porque las recomendaciones de la CEV creen 
una institucionalidad paralela o propongan trans-
formaciones demasiado ambiciosas que rebasen 
la capacidad institucional a corto y mediano plazo. 

Al consultar a la Comisión sobre este tema, 
esta informó que trabajó en asegurar la viabilidad 
política de las recomendaciones formuladas a 
través de la interlocución con expertos externos 
y equipos de investigación de la Comisión que re-
troalimentaron las recomendaciones planteadas. 
Al momento de redactar este informe, en mayo 
de 2022, la Comisión estaba trabajando en la 
elaboración de un documento sobre la viabilidad 
política, social e institucional de la implementación 
de las recomendaciones. 

2.

Jurisdicción 
Especial 
para la Paz

Existe una preocupación porque las recomendaciones de 
la CEV creen una institucionalidad paralela o propongan 
transformaciones demasiado ambiciosas que rebasen la 
capacidad institucional a corto y mediano plazo.

33 Congreso de la República. (2021). Informe multipartidista: “¿En qué va la satisfacción de los derechos de las víctimas?” Bogotá. 
34 Comisión de la Verdad. (2021) Informe de rendición de cuentas de la Comisión de la Verdad. Bogotá. 

Como componente judicial del Sistema Integral, 
la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) fue crea-
da para satisfacer el derecho de las víctimas a la 
justicia y la verdad, cumplir el deber del Estado 
de investigar, juzgar y sancionar a los máximos 
responsables de los crímenes más graves y repre-
sentativos, y otorgar seguridad jurídica a quienes 
se sometan al Sistema Integral y contribuyan a 
esclarecer la verdad y reparar a las víctimas. 

Desde antes de la firma del Acuerdo, la JEP fue 
el órgano más atacado por los contradictores del 
mismo, incluyendo al Gobierno del Presidente Iván 
Duque que obstaculizó el funcionamiento oportu-
no de la Jurisdicción a través de las objeciones al 
Proyecto de Ley Estatutaria de la JEP. 

En ese sentido, en este capítulo damos cuenta 
de los principales avances que tuvo la Jurisdicción 
Especial para la Paz a pesar de los ataques políticos 
de los que fue objeto, e identificamos algunos de los 
retos a los que se enfrenta la Jurisdicción en el futuro. 

Balance del trabajo de la JEP 

Presencia territorial de la JEP 

Además de la sede en Bogotá, la JEP instaló 27 
equipos territoriales35, lo cual da cuenta de la ca-
pacidad que ha tenido el tribunal para desarrollar 
actividades en el territorio nacional. A pesar de 
esto, líderes que participaron del proyecto Del 
Capitolio Al Territorio expresaron su preocupación 
por las dificultades que han tenido para participar 
en la JEP. 

Estas barreras tienen que ver, sobre todo, con 
las condiciones de seguridad en los territorios, que 
imponen riesgos para las personas que participan 
del SIVJRNR, y con las capacidades instaladas de 
las víctimas y de sus organizaciones para producir, 
de forma participativa, informes que puedan ser 
presentados ante la Jurisdicción. 

35 Los equipos territoriales se dividen así: Amazonas, Arauca, Atlántico y Bolívar, Santander, Guaviare y Vaupés, Meta y Guainía, 
Magdalena, Caquetá, Pacífico Medio, Valle del Cauca, Eje Cafetero, Cesar y La Guajira, Nariño, Antioquia Bajo Cauca y otros, 
Antioquia Valle de Aburrá y otros, Putumayo, Magdalena Medio, Huila, Tolima, Cauca, Chocó, Urabá Bajo Atrato y Darién, Córdoba y 
Sucre, Boyacá y Cundinamarca, Norte de Santander, Casanare y Vichada, y el Equipo de Apoyo al Despliegue Nacional en Bogotá. 
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Principales datos sobre los procesos  
de la JEP

Con corte al 6 de abril de 2022, 13.382 personas 
se sometieron a la JEP. De estas, 9.825 (73,5%) son 
excombatientes de las FARC-EP, 3.394 (25,3%) son 
miembros de la Fuerza Pública, 151 (1,1%) son agentes 
del Estado diferentes a la Fuerza Pública y 12 (0,1%) 
son personas procesadas por protesta social. Del total, 
10.239 comparecientes recibieron asesoría jurídica y 
3.887 fueron representados ante procesos en la JEP36. 

Por su parte, 269 sujetos colectivos fueron 
acreditados como víctimas ante la Jurisdicción, 
que se estima que están integrados por 326.494 
personas. De los 269 sujetos colectivos, 127 perte-
necen a comunidades indígenas, 129 a NARP y 13 
a otro tipo de sujeto colectivo37.

Frente al número de víctimas individuales, la 
tabla a continuación muestra el número de perso-
nas acreditadas por cada macrocaso:

Tabla 6. 

Víctimas acreditadas en cada macrocaso38

Macrocaso Número de víctimas individuales 
acreditadas

Número de Sujetos colectivos 
acreditados 

001 3.111 -

002 103 11 (105.212 personas) 

003 1.444 -

004 259 117 (43.130 personas)

005 115 138 (178.149 personas) 

006 212 3 

007 400 -

Fuente. Elaboración propia a partir de Secretaría Ejecutiva de la JEP

A 22 de marzo del 2022, la JEP ha brindado 
asesoría jurídica a 9.496 víctimas y han sido repre-
sentadas de manera individual 5.362 y 316 sujetos 
colectivos ante procesos de la JEP. Además, la JEP 
ha recibido 607 informes por parte de organizacio-

nes de víctimas e instituciones del Estado39. Hasta 
el 6 de abril del 2022, la JEP había realizado 209 
audiencias, 126 versiones de aporte temprano a la 
verdad y 142 diligencias de construcción dialógica 
de la verdad40. 

36 Jurisdicción Especial para la Paz. (2022). Cifras Públicas “La JEP en cifras”: https://www.jep.gov.co/jepcifras/JEP%20en%20
cifras%20-%20abril%208%20de%202022.pdf. Bogotá. 
37 Secretaría Ejecutiva de la JEP (1 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición ​​202202004765. Bogotá. 
38 Ibídem 
39 Secretaría Ejecutiva de la JEP (1 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición ​​202202004765. Bogotá. 
40 Jurisdicción Especial para la Paz. (2022). Cifras Públicas “La JEP en cifras” https://www.jep.gov.co/jepcifras/JEP%20en%20
cifras%20-%20abril%208%20de%202022.pdf. Bogotá. 

Hasta el 6 de abril del 2022

9.496 víctimas 
han recibido asesoría jurídica

209 audiencias 
realizadas

126 versiones 
de aporte temprano a la verdad

142 diligencias 
de construcción dialógica de la verdad

5.362 víctimas 
han sido representadas de manera individual

316 sujetos colectivos 
han sido representados

607 informes 
recibidos por parte de organizaciones de víctimas 
e instituciones del Estado

A 22 de marzo del 2022

9.825 (73.5%)
son excombatientes 

de las FARC-EP

10.239
comparecientes recibieron 
asesoría jurídica

127
pertenecen a comunidades indígenas 

129
a NARP 

13
a otro tipo de sujeto colectivo 

Se estima que están integrados por 326.494 personas

3.887
fueron representados ante 
procesos en la JEP

12 (0.1%)
son personas procesadas 

por protesta social

3.394 (25.3%)
son miembros de la 

Fuerza Pública

151 (1.1%)
son agentes del Estado 

diferentes a la Fuerza Pública

Con corte al 6 de abril de 2022

13.382 personas se sometieron a la JEP

Por su parte

269 sujetos colectivos fueron acreditados como víctimas
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Macrocasos 

Hasta mayo de 2022, la Sala de Reconocimiento 
de Verdad y Responsabilidad (SRVR) abrió 7 ma-
crocasos41. 

Los avances más significativos se dieron en 
dos de ellos: los casos 01 sobre retención ilegal 
de personas y 03 sobre muertes ilegítimamen-
te presentadas como bajas en combate. Las 
imputaciones hechas a antiguos miembros del se-
cretariado de las FARC-EP y a oficiales del Ejército 
Nacional, de los casos 01 y 03 respectivamente, 
fueron decisiones históricas y significativas que, 
sin duda, contribuyen a la satisfacción del derecho 
de las víctimas a la justicia y al cumplimiento del 
deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar 
los crímenes más graves y representativos ocu-
rridos en el marco del conflicto. Además, estas 
decisiones aportaron a la generación de confianza 
entre la ciudadanía en general y el tribunal. 

De acuerdo con lo que ha mencionado la 
Sala de Reconocimiento, estas decisiones, de-
nominadas Autos de Determinación de Hechos 
y Conductas (ADHC), son las que realizan la se-

lección de máximos responsables42. Sin embargo, 
esto parece ser un debate que sigue teniendo 
opiniones encontradas según lo informado por la 
Sala, ya que se han usado las aclaraciones de voto 
por parte de algunos relatores para establecer que 
“los ADHC no seleccionan máximos responsables, 
sino que convocan a las personas con vocación 
de máximos responsables -o excepcionalmente, 
a personas sin participación determinante-, para 
que reconozcan verdad y responsabilidad”. La 
mencionada aclaración de voto precisa que la se-
lección de máximos responsables no se realiza en 
los ADHC sino en la resolución de conclusiones43. 

En el macrocaso 01, las audiencias de reco-
nocimiento de responsabilidad por parte de los 
ex-miembros de las extintas FARC, que estaban 
programadas para el 28 y 30 de marzo y el 1 de 
abril, fueron reprogramadas para finales de mayo 
e inicios de junio de 202244. A fecha de cierre de 
este informe, estas no se han llevado a cabo. Ade-
más, se espera que se emitan ADHC para cada 
uno de los bloques en los que funcionó la extinta 
guerrilla de las FARC-EP sobre mandos medios y 
ejecutores de los hechos45. 

Por otro lado, en el macrocaso 03 la Sala priorizó, a 
inicios del 2021, seis subcasos territoriales corres-
pondientes a: Antioquia, Costa Caribe, Norte de 
Santander, Huila, Casanare y Meta. En el subcaso 
de Norte de Santander, en julio del 2021 se deter-
minaron los hechos y las conductas atribuibles a 
10 ex-miembros de la Brigada Móvil 15, el Batallón 
de Infantería 15 y a un tercero civil46. La audiencia 
de reconocimiento de responsabilidad fue llevada 
a cabo los días 26 y 27 de abril de 2022 en Oca-
ña, Norte de Santander. En ellas, los 10 militares 
reconocieron su responsabilidad en los hechos y 
los “resultados operacionales ficticios” que manio-
braron; mientras que algunas víctimas presentes 
pudieron participar y encarar a quienes causaron 
la muerte de sus familiares47. 

Al mismo tiempo, habrá una audiencia de re-
conocimiento en junio del 2022 por parte de 15 
personas pertenecientes al Batallón de Artillería 
No. 2 en el subcaso Costa Caribe. Una vez se lle-

ven a cabo estas audiencias públicas48, la Sala de 
Reconocimiento deberá adoptar una resolución 
de conclusiones que remitirá al tribunal de Paz 
para la imposición de sanciones propias. 

En los demás subcasos territoriales de Casana-
re, Antioquia, Huila y Meta, se continúan los ciclos 
tanto de acopio de información, como de versio-
nes voluntarias y audiencias públicas. 

Sin embargo, este tipo de decisiones no se han 
adoptado en los macrocasos territoriales (002, 
004 y 005). Si bien la priorización de macrocasos 
que buscan investigar dinámicas específicas en 
algunos territorios fue una innovación positiva por 
parte de la JEP, es necesario que la investigación 
judicial sobre los patrones de macrocriminalidad 
en estas regiones se materialice de manera pronta 
en decisiones judiciales que permitan avanzar en 
la selección, como en los casos 001 y 003. 

La Tabla a continuación describe el avance de 
cada macrocaso: 

Los avances más significativos se dieron en 2 de los 
7 macrocasos: los casos 01 sobre retención ilegal 
de personas y 03 sobre muertes ilegítimamente 
presentadas como bajas en combate.

41 001: Retención ilegal de personas por parte de las FARC-EP; 002: Situación de los municipios de Ricaurte, Tumaco y Barbacoas; 
003: Muertes ilegítimamente presentadas como bajas en combate por agentes del Estado; 004: Situación territorial en la región 
de Urabá; 005: Situación territorial en la región del Norte del Cauca y Valle del Cauca; 006: Victimización de los miembros de la 
UP, y 007: Reclutamiento y utilización de niñas y niños en el conflicto armado. 
42 Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad y de Determinación de Hechos y Conductas (5 de abril de 2022). Res-
puesta a derecho de petición 202202004899. Bogotá. 
43 Ver aclaración de voto del Auto 267 de 9 de diciembre de 2021. Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad y de 
Determinación de Hechos y Conductas (5 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición 202202004899.
44 El Tiempo. “Secuestro: aplazan audiencia clave para definir sanciones contra ex-Farc”. 31 de marzo del 2022. Ver: https://www.
eltiempo.com/justicia/jep-colombia/jep-aplazan-audiencia-de-reconocimiento-de-ex-farc-por-secuestro-662327 
45 Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad y de Determinación de Hechos y Conductas (5 de abril de 2022). Res-
puesta a derecho de petición 202202004899. Bogotá. 

46 El Tiempo. “En zona emblemática por falsos positivos militares reconocerán su rol”. 4 de abril de 2022. Ver: https://www.eltiem-
po.com/justicia/jep-colombia/falsos-positivos-militares-reconocen-responsabilidad-en-catatumbo-en-abril-662987 
47 Justiceinfo.net. “Colombia: el día en que 10 militares acusados de falsos positivos dieron la cara a sus víctimas. 2 de mayo de 
2022”. Ver: https://www.justiceinfo.net/es/91631-colombia-10-militares-acusados-falsos-positivos-dieron-cara-victimas.html
48 A fecha de cierre de este informe, estas no se han llevado a cabo. 

Fuente. JEP

Macrocaso 03: 
Audiencia de 
reconocimiento por 
"falsos positivos" 
 en el Catatumbo  
26 y 27 de abril.
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Tabla 7. 
Avance en los macrocasos de la JEP. 

Macrocaso 
Versiones voluntarias 
realizadas y personas 
escuchadas en ellas

Comparecientes 
vinculados  
mediante auto 

001: 
Toma de rehenes y otras graves 
privaciones de la libertad 
cometidas por las FARC-EP

72 Versiones 

295 personas
65

002: 
Situación en los municipios de 
Ricaurte, Tumaco y Barbacoas

192 versiones 

65 personas 
63

003: 
Muertes ilegítimamente presentadas 
como bajas en combate por 
parte de agentes del Estado

508 versiones 

508 personas 
508

004:
Situación territorial en la 
región de Urabá

153 versiones 

88 personas 
271

005: 
Situación territorial en la 
región del Norte del Cauca y 
el Sur del Valle del Cauca

69 versiones 

49 personas 
107

006: 
Victimización de miembros de la UP

13 versiones 

13 personas 
14

007: 
Reclutamiento de niños y niñas 
en el marco del conflicto

15 versiones 

15 personas 
87

Fuente: Jurisdicción Especial para la Paz. (2022). JEP en cifras. 

Tratamientos penales especiales 

A corte de 6 de abril de 2022, la JEP adoptó deci-
siones judiciales frente a las siguientes solicitudes 
de tratamientos penales especiales: 

Tabla 8. 

Tratamientos penales especiales 

Tratamiento penal especial Concedidos No concedidos Se abstuvo / No 
avocó conocimiento

Libertades condicionadas 363 2.191 -

Libertades transitorias, 
condicionadas y anticipadas a 
miembros de la Fuerza Pública 

511 168 10

Amnistías 493 2.768 -

Solicitudes de No extradición* 1 6 56

*3 solicitudes de garantías de no extradición están en trámite. 

Fuente: Jurisdicción Especial para la Paz. (2022). JEP en cifras. 

Fuente. JEP
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Aciertos y críticas en el desarrollo de las funciones de la JEP

Al mismo tiempo, desde el inicio fue extraña la 
apuesta por incluir casos territoriales (macrocasos 
02, 04 y 05) que no estaban relacionados con 
máximos responsables o con conductas espe-
cíficas. Esto ha representado un reto en cuanto a 
la articulación con casos temáticos. Si bien se ha 
confirmado que existe un trabajo conjunto cons-
tante entre los diferentes despachos (mesas de 
trabajo, reuniones, diligencias conjuntas, entre 
otros), no parece haber un plan de articulación or-
ganizado para compartir la información que surge 
de las investigaciones de casos regionales hacia 
los nacionales y viceversa.

La Sala de Reconocimiento señala que “toma 
decisiones de articulación constantes respecto de 
no solo la investigación, sino en temas que son 
transversales como el relacionamiento con las 
víctimas, la coordinación interjurisdiccional, me-
didas cautelares, entre otros aspectos”51. Como se 
expuso en el informe anterior, lo que parece existir 
es un amplio margen, dejado a la voluntad de 
cada despacho, para articular la información entre 
casos nacionales y regionales. Esto, además, tiene 
implicaciones delicadas en las expectativas de las 

víctimas frente a la justicia que puede impartir la 
JEP en los hechos victimizantes.

Por otra parte, tres años después de la apertura 
del último macrocaso, en el mes de febrero del 
2022 la JEP anunció que abriría tres macrocasos 
adicionales. La decisión sorprendió a quienes 
siguen de cerca este proceso, pues supuso un 
cambio en el enfoque a la hora de elegir sus casos, 
que había estado marcado por la investigación de 
ciertos crímenes o regiones geográficas. La nueva 
perspectiva supone priorizar haciendo una mez-
cla entre comportamientos por parte de actores 
específicos y comportamientos contra víctimas 
específicas: un primer caso a abrir se trata de 
crímenes cometidos por las extintas FARC-EP; 
un segundo es sobre crímenes cometidos por 
miembros de la Fuerza Pública; y un tercer caso 
está relacionado con crímenes contra pueblos y 
territorios étnicos por todo tipo de comparecien-
tes ante la JEP52. 

Retos en los procesos de priorización  
y selección 

Los escenarios de salidas negociadas a con-
textos de conflicto armado traen consigo 
discusiones muy importantes sobre la tensión 
existente entre lograr la paz y hacer justicia en 
contextos de violencia masiva. A nivel regional, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
llamado la atención sobre la necesidad de pon-
derar estos derechos y ha concluido que la paz 
como producto de los diálogos es una alternativa 
moral y políticamente superior a las soluciones 
armadas49. En esta lógica, los Estados, incluido 
Colombia, tienen un deber jurídico de atender 
los derechos de las víctimas de los conflictos y, 
al tiempo, un deber de prevenir nuevos hechos 
de violencia.

Por ende, tanto la priorización como la se-
lección son herramientas indispensables para 
llevar a cabo la labor de la JEP. Mientras que la 
priorización permite ordenar la carga de traba-
jo de las investigaciones con criterios públicos 
y objetivos que determinan qué se investiga 

primero y qué después, la selección permite 
“centrar los esfuerzos de la justicia en la inves-
tigación penal de los máximos responsables de 
graves violaciones a los derechos humanos e 
infracciones al DIH”50. Por eso la selección im-
plica reconocer que resulta imposible pretender 
investigar todos los crímenes cometidos durante 
el conflicto armado y juzgar y sancionar a todos 
los responsables.

El punto de partida para la priorización de ma-
crocasos debe estar constituido necesariamente 
por los crímenes que no pueden ser amnistiados ni 
indultados, que en general incluyen los graves crí-
menes de guerra, privaciones graves de la libertad, 
torturas, ejecuciones extrajudiciales, desaparicio-
nes forzadas, acceso carnal violento, vinculación de 
menores, y el desplazamiento forzado. 

Por ello, fue un acierto iniciar la priorización de 
la investigación en la JEP por algunas de estas 
conductas, reflejadas en macrocasos como el 01 
(privaciones de la libertad), el 03 (ejecuciones ex-
trajudiciales), el 06 (victimización de miembros de 
la Unión Patriótica) y el 07 (vinculación de menores 
en el conflicto). 

Fue un acierto iniciar la priorización de la investigación 
en la JEP por algunas de estas conductas, reflejadas 
en macrocasos como el 01 (privaciones de la libertad), el 
03 (ejecuciones extrajudiciales), el 06 (victimización de 
miembros de la Unión Patriótica) y el 07 (vinculación de 
menores en el conflicto). 

Desde el inicio fue extraña la apuesta por incluir 
casos territoriales (macrocasos 02, 04 y 05) que no 
estaban relacionados con máximos responsables o con 
conductas específicas. Esto ha representado un reto 
en cuanto a la articulación con casos temáticos. 

49 Voto concurrente, Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Masacre de El Mozote y lugares Aledaños vs El Salvador. 
Sentencia de 25 de octubre del 2012.
50 Corte Constitucional. (2018). Sentencia C-080 de 15 de agosto del 2018. Bogotá. Véase también: Criterios y metodologías de 
priorización de casos y situaciones. Jurisdicción Especial para la Paz. Disponible en: https://www.jep.gov.co/Documents/Crite-
riosYMetodologiaDePriorizacion.pdf

51 Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad y de Determinación de Hechos y Conductas (2022). Respuesta a derecho 
de petición 202202004899. Bogotá. 
52 En específico, los casos a abrir corresponden a: una concentración nacional de crímenes cometidos por las extintas FARC-EP, 
incluidos violencia sexual y basada en género, homicidios, masacres, desplazamiento forzado, desaparición forzada, tomas 
a poblaciones, uso de armamento indiscriminado y otros crímenes no amnistiables; concentración de crímenes cometidos 
por miembros de la Fuerza Pública, otros agentes del Estado o en asociación con grupos paramilitares y terceros civiles que 
investiga violencia sexual y basada en género, asesinatos, masacres, desapariciones forzadas, torturas, desplazamiento forzado 
y despojo de tierras; y concentración de crímenes contra pueblos y territorios étnicos que investiga, entre otros, masacres y 
asesinatos selectivos e indiscriminados, violencia sexual y desaparición forzada por todo tipo de agentes ante la JEP.
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Los anuncios de la JEP sobre el nuevo enfoque 
de “casos sombrilla” no fueron bien recibidos por 
diversos sectores de víctimas, que manifestaron 
preocupación porque los hechos victimizantes no 
quedaran lo suficientemente incluidos con la nue-
va metodología. Asimismo, se inquietaron porque 
esta metodología hiciera que los actores no rin-
dieran cuentas de manera completa por todos los 
comportamientos y por no sentirse parte central 
de los procesos de decisión de la Jurisdicción53. 

En vista de las diversas voces de protesta, 
la Presidencia de la JEP organizó seis grandes 
audiencias públicas de observaciones de las 
víctimas sobre la priorización54. Estas audiencias 
culminaron a inicios de marzo del 2022, y en ellas 
varias organizaciones señalaron que era posible 
que esta metodología de trabajo basada en el 
corto tiempo de la JEP sacrificara la pedagogía y 
la participación55.

Aunque el primer enfoque de priorización de la 
JEP había dado resultados positivos frente a la inves-
tigación de crímenes más graves y representativos, 
resulta muy preocupante que el nuevo enfoque se 
aleje de esta estructura y haga una mezcla entre 
las partes en el conflicto y las víctimas del mismo. 
Ni cuando busca concentrarse en los crímenes co-

metidos por las ex FARC-EP o por la Fuerza Pública, 
ni tampoco cuando se concentra en los crímenes 
contra víctimas étnicas, agota el universo total de 
los crímenes, alejándose preocupantemente del 
tipo de hechos que serán imputados. 

Preocupa el fuerte reclamo que han hecho 
desde hace años las víctimas de violencia sexual 
y de género por la priorización de un caso que es-
tudie este fenómeno en el marco del conflicto por 
parte de todos los actores. El informe ¿En qué va 
la satisfacción de los derechos de las víctimas?56 
señaló la necesidad de que el ejercicio conjunto 
de criterios de selección y priorización de casos 
tuviera en cuenta un universo de hechos que, si 
bien podía no ser completo ni inmodificable, sí 
permitiera una visión estratégica de los casos que 
la JEP tiene pendientes por estudiar. Esta observa-
ción sigue aún más vigente en el nuevo modelo, 
no solo por hechos victimizantes como la violencia 
sexual y de género (cuyas víctimas han sido muy 
vocales a la hora de manifestar sus inquietudes57), 
sino por otras como el uso de minas antipersona-
les y otros medios y métodos no convencionales 
de guerra, el desplazamiento forzado, el despojo 
de tierras, la tortura, la desaparición forzada, la 
financiación de la guerra y el narcotráfico. 

Adicionalmente, inquieta la manera en la que se 
procederá con la renuncia a la persecución penal, 
ya no solo frente a los macrocasos 01 al 07, sino 
frente a los casos sombrilla que se abrirán y en 
donde existe la posibilidad de que, al determinar 
responsabilidades de altos mandos sobre una 
amplia variedad de crímenes, se deje a un lado 
la atribución de responsabilidad por los crímenes 
más graves y representativos58.

El informe ¿En qué va la satisfacción de los dere-
chos de las víctimas? señaló que el cumplimiento 
de sus funciones en el plazo de 10 años que le 
impone la Ley suponía seleccionar los crímenes 
más graves y representativos59, a sus máximos 
responsables y, en consecuencia, renunciar a la 
persecución penal de hechos e individuos que no 
revistan estas características. 

En esa oportunidad, resaltamos que, si bien 
la JEP entendía la selectividad como un proceso 
de facto surgido a partir del funcionamiento, era 
importante que se discutiera un plan de selec-
ción con las víctimas y con la ciudadanía, de 

manera que se garantizara el cumplimiento de 
su mandato.

Sobre la relación con el  
conflicto armado 

Una de las críticas recurrentes que se le hizo a 
la Jurisdicción está relacionada con el temor de 
que conductas que no están relacionadas con el 
conflicto armado fueran investigadas y sanciona-
das por el tribunal. Sin embargo, la Jurisdicción 
realizó una labor muy importante de depuración 
de los casos que recibió para evitar que posibles 
“colados” accedieran a los tratamientos penales 
especiales que concede la JEP. 

Al respecto, a abril de 2022, la JEP rechazó 212 
solicitudes en las que el sometiente alegaba tener 
algún tipo de relación con el conflicto60. Además, 
hasta esa misma fecha, la JEP concedió solo el 15% 
de las amnistías y el 14% de las solicitudes de libertad 
condicional solicitadas61, desmintiendo la idea de que 
la JEP es un tribunal diseñado para crear impunidad. 

53 Ver, por ejemplo, la carta que dirigieron a la Sala de Reconocimiento de Verdad, Responsabilidad y de Determinación de 
Hechos y Conductas por parte de más de 80 organizaciones de víctimas. Consultar: https://twitter.com/ricarospina/sta-
tus/1493396892755296259?s=20&t=8p7f4i-qU8ID2BF2GTremw 
54 Jurisdicción Especial para la Paz (2022). Comunicado a la Opinión Pública número 012 del 18 de febrero del 2022. https://www.
jep.gov.co/Sala-de-Prensa/Paginas/La-JEP-reitera-su-decisi%C3%B3n-indeclinable-de-abrir-tres-nuevos-casos.aspx
55 Justiceinfo.net. “Primera fisura entre la Jurisdicción de Paz de Colombia y las víctimas”. 14 de marzo de 2022. Ver: https://www.
justiceinfo.net/es/88786-primera-fisura-entre-la-jurisdiccion-de-paz-de-colombia-y-las-victimas.html 
56 Informe multipartidista publicado en abril de 2021.
57 Justiceinfo.net. “Primera fisura entre la Jurisdicción de Paz de Colombia y las víctimas”. 14 de marzo de 2022. Ver: https://www.
justiceinfo.net/es/88786-primera-fisura-entre-la-jurisdiccion-de-paz-de-colombia-y-las-victimas.html 

Preocupa el fuerte reclamo que han hecho desde hace 
años las víctimas de violencia sexual y de género por la 
priorización de un caso que estudie este fenómeno en el 
marco del conflicto por parte de todos los actores. 

El informe ¿En qué va la satisfacción de los derechos de 
las víctimas? señaló que el cumplimiento de sus funciones 
en el plazo de 10 años que le impone la Ley suponía 
seleccionar los crímenes más graves y representativos, a 
sus máximos responsables y, en consecuencia, renunciar 
a la persecución penal de hechos e individuos que no 
revistan estas características.
58 A pesar de solicitar información, la Sala de Reconocimiento estableció que no era posible determinar con claridad la respuesta a 
los interrogantes sobre la aplicación de la renuncia a la persecución penal al ser un caso hipotético por no haberse abierto todavía 
los nuevos macrocasos. 
59 Corte Constitucional. (2018) Sentencia C-080 de 2018, acápite 4.1.5.3. De acuerdo con la Corte, los estándares para la investiga-
ción de las graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH deben cumplir con la debida diligencia para garantizar 
la tutela efectiva de los derechos humanos. Una vez la JEP haya definido el panorama general de las circunstancias de ocurrencia 
de los hechos e identificados los patrones, procede a atribuir responsabilidad a quienes participaron en los hechos. Se hace uso 
de la selección de todos los crímenes internacionales: crímenes de guerra cometidos de manera sistemática, o graves violaciones 
a los Derechos Humanos.
60 Secretaría Ejecutiva de la JEP (1 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición ​​202202004765. Bogotá. 
61 Información analizada a partir de la plataforma de JEP en cifras. 
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A continuación se muestran los “casos sonados” 
que fueron rechazados por la JEP por no tener 
relación con el conflicto armado. 

interpretación amplia del nexo con el conflicto ar-
mado, estos no afectarían de manera significativa 
la carga de la jurisdicción.

De acuerdo con la jurisprudencia de la Sec-
ción de Apelación62, la competencia material de 
un caso (es decir, que las conductas hayan sido 
cometidas por causa, con ocasión o en relación 
con el conflicto armado) debe evaluarse en 3 
intensidades, dependiendo de la etapa procesal 
en la que se encuentre. Por ejemplo, será leve 
al momento de evaluar si es competencia de la 
JEP la conducta por la cual se somete el com-
pareciente; será media si se entran a evaluar 
beneficios de menor entidad (como libertades 

transitorias); y será alta cuando se encuentren 
evaluando beneficios mayores (como la imposi-
ción de las sanciones propias).

Este criterio es positivo, en la medida en que 
responde a la búsqueda de una verdad completa 
por parte de la JEP, para que no se obstaculice la 
obtención de información de hechos o situaciones 
de las que no se tiene conocimiento por exigir un 
alto criterio probatorio63. Sin embargo, varios entre-
vistados para el informe anterior y observaciones 
de la academia han coincidido en los riesgos del 
precedente establecido por la JEP para analizar la 
relación con el conflicto armado, especialmente 
en dos sentidos: 

Tabla 9. 

“Casos sonados” rechazados por la JEP por falta de relación con el conflicto.

Solicitante Conductas Cometidas Fecha de decisión de 
rechazo

Miguel Maza 
Márquez

Homicidio de Luis Carlos Galán 13 de enero de 2020
Alberto Santofimio 
Botero

Hilda Jeaneth Niño Cohecho propio, fraude procesal, y tráfico de 
influencias, en calidad de fiscal de Justicia y Paz 20 de enero de 2020

Janer Solis Feminicidio 17 de abril de 2020

Salvatore Mancuso 
Gómez Paramilitarismo (competencia de Justicia y Paz) 4 de junio de 2020

Samuel Moreno 
Corrupción para el beneficio personal 19 de junio de 2020 

Néstor Iván Moreno 

Andrés Sepúlveda Obtención de información confidencial 8 de septiembre 
de 2020

Sandra Lucrecia 
Daniels Homicidio 30 de noviembre 

de 2020

Jorge Luis 
Alfonso López

Homicidio en calidad de miembro activo de 
las AUC (Competencia de Justicia y Paz) 16 de febrero de 2021

Ramiro Suárez Hechos en la campaña electoral 
a la Alcaldía de Cúcuta 3 de marzo de 2021

Enilce López Lavado de activos y enriquecimiento a 
particulares (tercera colaboradora de AUC) 5 de agosto de 2021

Darío Antonio Úsuga 
(Alias Otoniel)

En calidad de tercero civil por conductas de 
colaboración en graves violaciones de los 
derechos humanos por parte del Ejército 
colombiano y el DAS, entre otros.

25 de marzo de 2022

Fuente: Elaboración propia a partir de prensa

62 Sección de Apelación de la JEP (2018). Auto 020 del 21 de agosto de 2018. Bogotá. 
63 Ver Informe La JEP en observación: análisis jurisprudenciales y restos vigentes del Observatorio de la Jurisdicción Especial para 
la Paz. 2019. A modo de ejemplo, es de resaltar que este precedente ha sido utilizado para señalar “que la determinación de la 
relación con el conflicto armado debe ir más allá de constatar la comisión de un crimen de guerra, una infracción al DIH, una grave 
violación a los derechos humanos o un crimen de lesa humanidad” (Auto 019 del 21 de agosto de 2018 de la Sección de Apela-
ción); y en otras ocasiones para analizar la relación indirecta con el conflicto armado de algunas conductas por estar relacionadas 
consecuencialmente con otras. Por ejemplo, casos de conductas contra la administración pública que buscaban “mantener la 
impunidad de las alianzas entre políticos, empresarios y paramilitares, es decir, ocultar el concierto para delinquir” (Véase “Boletín 
#15 del Observatorio sobre la JEP”. Comisión Colombiana de Juristas. 11 de junio de 2020).
64 La JEP en observación: análisis jurisprudenciales. Hallazgos del 2020. 

Por el riesgo de inseguridad jurídica para el compareciente pues no es claro cuáles 
son las consecuencias de definir en una etapa avanzada del proceso, por ejemplo, 
que la conducta no está relacionada con el conflicto. Por ello, es necesario estable-
cer criterios específicos sobre el análisis de competencia en los distintos niveles, de 
manera que la competencia material se defina al inicio del proceso y no al final. 

El informe de ObservaJEP, a corte de 2020, ya había señalado que no se evidencia-
ba el impacto de esta regla de valoración en los casos concretos tanto de la Sala de 
Definición de Situaciones Jurídicas (SDSJ) como de la Sala de Amnistía e Indulto (SAI). 
En su momento, señaló que este “será un tema de análisis a abordar en años posterio-
res, cuando los procedimientos de la JEP avancen a etapas en las que se dispongan 
tratamientos definitivos respecto de las conductas más graves, como la determinación 
de sanciones propias”64. 

1

2 En segundo lugar, pues el criterio de “conexidad consecuencial” puede conllevar 
a desdibujar de a poco el sistema si se consideran conexos delitos que no se co-
metieron en el conflicto armado, incluso cuando su inclusión responda a propósitos 
legítimos como la búsqueda de una verdad completa.

Por otro lado, en relación con los factores de 
competencia de la JEP para conocer de hechos 
cometidos por terceros civiles y agentes del 
Estado no miembros de la Fuerza Pública, enten-
demos que, para la JEP, la construcción de niveles 

de intensidad para evaluar la competencia mate-
rial responde al deber de los comparecientes de 
contribuir a la verdad a lo largo de todo el proceso. 
De acuerdo con el tribunal, el número de casos de 
terceros es muy bajo, por lo que incluso, en una 
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Régimen de condicionalidad

Uno de los retos que ha tenido la Jurisdicción, 
en conjunto con el resto de las entidades del 
SIVJRNR, está relacionada con el régimen de 
condicionalidad de los comparecientes en la JEP, 
que les permite acceder a los tratamientos espe-
ciales de justicia siempre y cuando contribuyan al 
esclarecimiento de la verdad, al reconocimiento 
de responsabilidades, y a la reparación de las 
víctimas. Al respecto, la condicionalidad es uno de 
los principios rectores del Sistema Integral y está 
materializada con obligaciones de cumplimiento 
para todos los órganos del Sistema en una escala 
que debe ser dinámica y progresiva. 

La labor de seguimiento realizada arrojó una 
alerta sobre la percepción de falta de coordinación 
interinstitucional para expedir las certificaciones de 
contribución por parte de los demás componentes 
del SIVJRNR, de manera que se pueda verificar que 
los comparecientes en la JEP sí han contribuido 
con sus compromisos. Lo anterior puede debilitar 
la seguridad jurídica de los excombatientes y el sis-
tema de incentivos diseñado para lograr el máximo 
de verdad, de justicia y de reparación.

El desarrollo de este régimen de condicionalidad 
se ha dado a partir de la jurisprudencia de la JEP. En 
términos generales, existen distintas herramientas 
adoptadas por las salas y secciones de la JEP que 
establecen y monitorean los aportes a la condicio-
nalidad por parte de los comparecientes65: 

a.	 Existe la manifestación de un compromiso 
con el SIVJRNR al suscribir el acta de some-
timiento, o el acta de compromiso en caso de 
que el compareciente haya recibido un bene-
ficio relacionado con su libertad. En ésta, el 
interesado suscribe de forma expresa su com-
promiso a someterse y ponerse a disposición 
de la JEP, informar sus cambios de residencia 
y no salir del país sin autorización previa.

b.	 El formato F1, planilla utilizada como mecanis-
mo obligatorio para todos los comparecientes 
al momento de ser concedido un beneficio 

definitivo. Este permite, entre otras cosas, re-
coger aportes preliminares para la satisfacción 
del derecho a la verdad de las víctimas. 

c.	 El plan de compromiso claro, concreto y 
programado (CCCP) presentado por los 
comparecientes, en el que se indaga sobre 
las circunstancias detalladas sobre las que 
aportará verdad y las propuestas de repara-
ción y garantías de no repetición. Si bien este 
plan permea el régimen de condicionalidad 
de todos los comparecientes, es exigido de 
manera obligatoria para los comparecientes 
voluntarios como requisito de ingreso a la 
Jurisdicción; mientras que, para los compa-
recientes forzosos, es requisito solo para la 
concesión de beneficios definitivos.

d.	 El CCCP, a su vez, se compone de un pactum 
veritatis y un plan de restauración y no repetición. 
El primero, se refiere al compromiso de presen-
tar un plan de aportes circunscrito a la revelación 
de verdad plena. El segundo, por su parte, se 
refiere a un ejercicio restaurativo en los casos de 
reconocimiento de responsabilidad o cuando 
haya evidencias incriminatorias, por lo que no es 
exigido de manera uniforme a todos los com-
parecientes, sino a discreción de la magistratura.

A propósito de esto, la JEP señaló que la labor 
de revisión del régimen de condicionalidad tiene 
distintos responsables al interior de la misma: 
la Secretaría Ejecutiva y la Sala de Definición de 
Situaciones Jurídicas (SDSJ). La primera, debe 
adoptar un Registro de los comparecientes y su 
situación jurídica que contenga, entre otras co-
sas, la información relativa a la condicionalidad. 
Al solicitar información sobre su implementación 
a las entidades extrajudiciales del Sistema, estas 
alegan que, si bien ha habido acercamientos para 
dar observaciones sobre el registro, este no se 
encuentra listo y sigue en construcción66. Mientras 
tanto, la SDSJ tiene el deber de verificar la obser-
vancia de las condiciones generales de manera 
previa, concomitante o posterior a la concesión 
de un tratamiento a un compareciente, de manera 

que se vigile si se refleja el compromiso o contri-
bución efectiva al esclarecimiento.

Para la JEP, la verificación efectiva del régimen de 
condicionalidad implica crear una burocracia moder-
na y ágil de análisis de datos, ampliando la gestión 
actual de la Jurisdicción. En su visión, la existencia de 
los distintos formatos no genera duplicidad, sino que 
profundiza en el deber de contribución a la verdad 
según el tipo de compareciente.

Sin embargo, y a pesar de los esfuerzos de las 
salas y secciones de la JEP para exigir un aporte a 
la verdad y la reparación que proteja los derechos 
de las víctimas, la ausencia de un mecanismo 
uniformemente aplicado para todos los compa-
recientes va en detrimento de la observancia al 
régimen de condicionalidad. 

El tercer Informe de la Procuraduría sobre la 
implementación del Acuerdo advierte que, de 
acuerdo con los lineamientos que había esta-
blecido la Sección de Apelación, la SDSJ y la 
Sala de Reconocimiento (SRVR) debían trabajar 
de manera conjunta, de manera que la primera 
administrara el régimen de condicionalidad, pro-
nunciándose sobre la concesión de beneficios 
transitorios, solicitando el CCCP y evaluando el 
cumplimiento de los criterios. Por su parte, la 
SRVR podría citar al compareciente a versiones 
voluntarias o audiencias públicas de recono-
cimiento de verdad y responsabilidad en caso 
de que lo requiera. Así, la SDSJ podría solicitar 
informes a la SRVR sobre las actuaciones de los 

sujetos sometidos y requerir sobre la suficiencia 
de los aportes a la verdad. 

Sin embargo, la Procuraduría expresó su pre-
ocupación debido a que los distintos despachos 
que integran la SDSJ están adoptando diferentes 
medidas entre remitir el expediente a la SRVR, o 
conservar la competencia para la tramitación del 
régimen de condicionalidad, entre otros. Por ello, 
hizo un llamado a que los procedimientos para la 
tramitación de la condicionalidad fueran homogé-
neos por parte de la Sala de Definición67.

Sobre los instrumentos que maneja la SDSJ, los 
expertos consultados alertaron sobre el riesgo de 
que los requisitos del plan de CCCP desincentiven 
la presentación de comparecientes, al no haber una 
guía uniforme sobre las condiciones y las acciones 
que debe cumplir cada uno y conllevar a posibles 
inseguridades jurídicas. También alertan sobre el 
riesgo de dejar sin propósito el relato que planean 
contar a la Jurisdicción si el mismo comparecien-
te, desde la presentación del formato F1 y el Plan 
de CCCP, puede delimitar “las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar acerca de los hechos y las 
conductas sobre las cuales aportará la verdad”. 

Si bien debe respetarse en todo caso la pre-
sunción de inocencia y el debido proceso de los 
comparecientes, es necesario que la JEP deter-
mine claramente de qué manera se hace tangible 
que existen implicaciones por no tener voluntad 
de aportar a la verdad en cada etapa del proceso y 
en los distintos escenarios68.

65 Véase, entre otros, el Auto 607 de 2020 de la Sección de Apelación de la JEP.
66 Comisión de la Verdad. (2022). Respuesta a derecho de petición 1-2022-001013-58054. Bogotá. 

67 Procuraduría General de la Nación. (2021). Tercer Informe de la Procuraduría sobre el Acuerdo de Paz. Ver en: https://www.
procuraduria.gov.co/portal/media/file/Tercer%20informe%20Acuerdo%20de%20Paz%202021%20.pdf. página 469. Bogotá. 
68 Así lo estableció la Sección de Apelación. SENIT 1 del 3 de abril de 2019. Par. 225 y 226.

Si bien debe respetarse en todo caso la presunción de 
inocencia y el debido proceso de los comparecientes, 
es necesario que la JEP determine claramente de qué 
manera se hace tangible que existen implicaciones por no 
tener voluntad de aportar a la verdad en cada etapa del 
proceso y en los distintos escenarios.
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Sanciones propias y Trabajos, 
Obras y Acciones con contenido 
Reparador (TOAR) 

La JEP tiene el deber de sancionar a los máxi-
mos responsables de los crímenes más graves 
y representativos, en función de si estos aportan 
a la verdad y reconocen su responsabilidad en 
los hechos. Para aquellos comparecientes que sí 
aporten a la verdad y reconozcan su responsabili-
dad, la JEP debe imponer sanciones propias que 
tienen un componente restaurativo y otro retributi-
vo, por un término de entre 5 a 8 años de duración.

Frente al componente retributivo, la JEP tiene 
el deber de supervisar el cumplimiento efectivo 
de la sanción que imponga, consistente en una 
restricción efectiva de la libertad, con apoyo del 
mecanismo internacional designado para la verifi-
cación de este tipo de sanciones. 

Al respecto, desde el 11 de mayo de 2021, el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de-
cidió que la Misión Política de Verificación (MPVNU) 
verificara, dentro de su mandato, “el cumplimien-
to y la implementación de las sanciones que la 
Jurisdicción Especial para la Paz imponga a las 
personas que determine que hayan reconocido 
verdad detallada y plena y responsabilidad”69. 
Esto fue nuevamente resaltado en la prórroga que 
realizó el Consejo de Seguridad al mandato de la 
Misión hasta el 31 de octubre de 2022. El último 
informe de la Procuraduría resalta que este rol es 
“fundamental de cara a la adecuada ejecución de 
los TOAR y sanciones propias, para garantizar su 
carácter reparador y restaurador y así satisfacer, en 
la mayor medida de lo posible, los derechos de las 
víctimas”.

A la fecha, este mecanismo no se ha puesto en 
marcha, aunque es un deber del Gobierno Nacio-
nal crear esta dependencia encargada de apoyar 

en la supervisión, seguridad, vigilancia y monitoreo 
del componente de restricción efectiva70. Sin em-
bargo, la Sección de Reconocimiento de Verdad y 
Responsabilidad ha venido trabajando por medio 
de mesas técnicas para evaluar los aspectos rela-
cionados con la definición del mecanismo71. 

El Presidente de la JEP, Eduardo Cifuentes, ha 
hablado en distintas declaraciones de la insta-
lación de un “complejo restaurativo” como una 
especie de conjunto de servicios restaurativos 
para el cumplimiento de sanciones propias. Du-
rante una audiencia para las víctimas en marzo del 
2022 estableció que:

 “…de la misma manera como el Estado co-
lombiano gestiona y administra un sistema 
penitenciario en relación con el sistema clá-
sico penal ordinario, también le corresponde 
al Estado colombiano ofrecer proyectos, 
planes, obras en los cuales se puedan in-
sertar todas aquellas personas que tengan 
la condición de posibles máximos respon-
sables o de partícipes no determinantes en 
delitos graves que no sean amnistiables ni 
indultables, ni puedan ser objeto de ningún 
otro beneficio. Por eso, estamos poniendo en 
marcha lo que hemos denominado un ‘com-
plejo restaurativo’ que comprende todas las 
funciones, trámites, procedimientos y me-
canismos, enderezados todos ellos a hacer 
realidad la restauración”72. 

Por su parte, el Presidente Duque, durante la 
sesión del Consejo de Seguridad del 12 de abril 
del 2022, se refirió al tema estableciendo que 
su Gobierno estaba acompañando los primeros 
complejos restaurativos del país para quienes 
estén restringidos en sus libertades reparando las 
víctimas73, sin dar más detalle. 

Aún así, ni en las declaraciones de la JEP ni en 
las del Gobierno Nacional ha habido claridad so-
bre qué implicaciones existen para la restricción 
efectiva de la libertad en los términos de los nu-
merales 60 y 61 del Punto 5 del Acuerdo, tampoco 
en qué consiste el trabajo conjunto entre ambos ni 
cuál es el presupuesto asignado para la labor.

Sobre el componente restaurativo, las sanciones 
propias incluyen el deber de los comparecientes 
de realizar Trabajos, Obras y Acciones con conte-
nido Reparador (TOAR), que pueden desarrollarse 
en distintas etapas procesales74. De acuerdo a lo 
reportado por la JEP75, la Secretaría Ejecutiva es la 
dependencia encargada de documentar la infor-
mación de los comparecientes relacionada con el 
análisis y certificación de los TOAR y su puesta a 
disposición para los interesados, bien sea las víc-
timas u otras Salas o Secciones de la Jurisdicción. 

El objetivo de los TOAR, en materia de parti-
cipación de distintos actores y contribución a la 
reparación, no depende solamente de la voluntad 
del compareciente al presentar un proyecto, sino 
que es necesario considerar las sugerencias y ex-
pectativas de la población víctima, así como la oferta 
de política pública de los gobiernos locales y el Go-
bierno Nacional. Por ello, es necesario fortalecer la 
relación de acercamiento y articulación con entes 
territoriales. Como se ha advertido, es fundamental 
decantar el alcance específico de la participación de 
las víctimas en la formulación de los proyectos de 
las sanciones restaurativas, así como en las sancio-
nes propias que imponga el Tribunal76. 

Es importante resaltar que el 10 de mayo de 
2022 se publicó para comentarios, por parte 
del Departamento Nacional de Planeación, el 
documento borrador de CONPES sobre los “Li-
neamientos de política para la implementación 
institucional de los componentes de las sanciones 
propias y medidas de contribución a la reparación”. 
Según este documento, el costo estimado de la 
implementación de la política, que incluye tanto 

lo necesario para la restricción efectiva de la liber-
tad como lo necesario para los trabajos, obras y 
acciones con contenido reparador, sería de 1.852 
millones de pesos.

El documento presenta tres ejes estratégicos 
con distintas líneas de acción para implementar 
los componentes de las sanciones propias y las 
medidas de reparación que incluyen: 

a.	 El fortalecimiento de los mecanismos de arti-
culación institucional del Estado.

b.	 La clarificación de competencias instituciona-
les de la rama ejecutiva para la implementación 
de las sanciones propias y las medidas de 
contribución a la reparación.

c.	 La implementación de una oferta gu-
bernamental adecuada para ejecutar los 
componentes de las sanciones propias. 

Sin embargo, el documento carece de una visión 
que incluya la evaluación de la implementación 
de la política.

A pesar de la expedición de los lineamientos de la 
Sección de Reconocimiento sobre los TOAR, subsis-
ten varias dificultades para su implementación:

a.	 Existe un desconocimiento generalizado por 
parte de los comparecientes y sus represen-
tantes legales sobre el sentido y pertinencia 
de los TOAR como un compromiso, así como 
por las autoridades llamadas a apoyarlo y las 
víctimas para aportar en su construcción. 

b.	 No hay articulación con la implementación de 
las políticas públicas que serían producto de 
los compromisos del Punto 1 del Acuerdo, lo 
que reduce significativamente la posibilidad 
de que los TOAR puedan contribuir al desa-
rrollo rural. 

c.	 El deterioro de las condiciones de seguridad 
de algunas regiones y las amenazas directas a 
excombatientes de las FARC.

69 Resolución 2574 de 2021 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.
70 Artículo 135 de la Ley Estatutaria de la JEP.
71 Secretaría Ejecutiva de la JEP (2022). Respuesta a derecho de petición ​​202202004765. Bogotá. 
72 “Bogotá: Audiencia de observaciones de las víctimas y priorización de nuevos casos. 09-03-2022” Ver en: https://www.youtube.
com/watch?v=0bKyvm4BLLE 
73 “Colombia. Security Council, 9015th meeting”. Abril 12 de 2022. Ver en: https://media.un.org/en/asset/k1q/k1q8fun809

74 Como contribución a los derechos de las víctimas dentro del régimen de condicionalidad; de manera previa a la imposición de 
la sanción (TOAR anticipado); y como consecuencia de la imposición de sanciones propias.
75 Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad de la JEP. Derecho de petición con radicado 202193210542021 del 28 
de octubre de 2019.
76 “Cápsula informativa: Sanciones propias y TOAR: ejes y procedimientos”. Observajep. Junio 8 de 2020. Disponible en: http://
observajep.com/images/capsulas/13274137075ee04e480b4100.00617661.pdf
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Participación de las víctimas

Uno de los elementos centrales en el trabajo de la 
JEP es la participación de las víctimas, que están 
involucradas en casi todos los procedimientos e 
instancias del tribunal y que tienen un rol funda-
mental en la recolección de información y en la 
definición de sanciones propias. Entre los aciertos 
del trabajo de la JEP está la emisión del Manual 
de Participación de las Víctimas, en el cual se 
detallan los procedimientos mediante los cuales 
las víctimas pueden hacer efectivo su derecho a 
participar en cada etapa del proceso. 

Sin embargo, la JEP ha enfrentado algunos retos 
para garantizar esa participación. Por ejemplo, líde-
res de organizaciones de víctimas que participaron 
del proyecto Del Capitolio al Territorio expresaron 
que, para hacer parte de los procesos del tribunal, 
han lidiado con problemas de seguridad y agresio-

nes por parte de grupos armados y con desafíos 
logísticos y técnicos que han dificultado, por ejem-
plo, la presentación de informes ante la Jurisdicción. 

En respuesta, la Jurisdicción ha ampliado en 
dos ocasiones el plazo para que las víctimas pre-
senten informes ante la SRVR: dicho plazo terminó 
el 21 de marzo de 2022. Sobre esto, la SRVR afirma 
que considera que estas ampliaciones han sido 
suficientes, balanceando las solicitudes hechas 
por las víctimas y la que tiene la Sala de respetar 
el principio de estricta temporalidad para cumplir 
efectivamente sus funciones77.

Por otro lado, algunas de las víctimas que par-
ticiparon del proyecto Del Capitolio al Territorio 
manifestaron sus inconformidades respecto al 
acompañamiento que han recibido por parte de la 
Jurisdicción, relacionadas, sobre todo, con revicti-
mizaciones sufridas a causa de la rotación de los 
equipos territoriales de la Jurisdicción. 

Articulación de la JEP con otras 
entidades del Sistema

A la hora de evaluar los resultados de los procesos 
que llevan hasta el momento los mecanismos que 
componen el SIVJRNR, es indispensable hacerlo 
en clave de asegurar la garantía de su integralidad, 
de manera que, una vez puestos en funcionamien-
to, mantengan la coherencia y articulación. 

El Acuerdo de Paz anticipó procesos de colabo-
ración entre los mecanismos del Sistema Integral 
de manera que se evite la duplicidad de funciones 
y se mantenga la premisa de que ninguno de ellos 
prima sobre el otro. Con lo anterior, es necesario 
estar alerta frente a fenómenos que tengan el 
potencial de asignar funciones adicionales a las 
establecidas por el Acuerdo de Paz para los me-
canismos del Sistema.

El Informe ¿En qué va la satisfacción de los 
derechos de las víctimas? había alertado sobre la 
utilización de las medidas cautelares decretadas 
por la JEP, inicialmente diseñadas para proteger 
la integridad de un derecho controvertido en el 
proceso, para todo tipo de protecciones inmedia-
tas a las víctimas. Aunque consideramos que es 
un fenómeno que puede tener el potencial de 
asignar funciones adicionales a las establecidas 
por el Acuerdo de Paz, la Procuraduría en su tercer 
Informe a la implementación ve con buenos ojos 
su utilización en diversos casos relacionados con la 
protección de archivos documentales del conflicto, 
cementerios con posibles casos de personas dadas 
por desaparecidas, ubicación de restos humanos 
con enfoque étnico, y la protección de la vida e 
integridad personal de los integrantes del partido 
político Comunes y ex integrantes de las FARC-EP. 

Entre los aciertos del trabajo 
de la JEP está la emisión del 
Manual de Participación 
de las Víctimas, en 
el cual se detallan los 
procedimientos mediante 
los cuales las víctimas 
pueden hacer efectivo su 
derecho a participar en 
cada etapa del proceso.

77 Jurisdicción Especial para la Paz (2022). Respuesta a dere-
cho de petición con radicado 202102010698. Bogotá. 
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3.

Unidad de 
Búsqueda 
de Personas 
Dadas por 
Desaparecidas

El Acuerdo Final creó la Unidad de Búsqueda de Per-
sonas dadas por Desaparecidas (UBPD), como una 
entidad de carácter humanitario y extrajudicial que 
tiene el objetivo de buscar, localizar, identificar y hacer 
entregas dignas de personas dadas por desapareci-
das en razón del conflicto armado. En este capítulo 
presentamos un análisis del avance del proceso de 
búsqueda de personas dadas por desaparecidas 
adelantado por la UBPD. También, presentamos los 
principales aciertos y obstáculos identificados en la 
labor de seguimiento sobre el trabajo de la Unidad. 

Balance del trabajo de la UBPD

Universo de personas dadas por 
desaparecidas.

a.	 Según el Instituto Nacional de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses existen 171.616 personas 
desaparecidas a abril del 202278. La Unidad 
para las Víctimas, por su parte, tiene un registro 
de 50.634 víctimas directas de este fenómeno 
hasta marzo del mismo año; y el Centro Nacio-
nal de Memoria Histórica registra un universo 

provisional de 113.577 personas desaparecidas 
de manera forzada79.

b.	 99.235 personas80 es el universo de perso-
nas dadas por desaparecidas en contexto y 
en razón del conflicto armado que ha venido 
construyendo la UBPD, como una de sus prin-
cipales tareas. Este universo es dinámico y se 
construye a partir de distintas fuentes de infor-
mación oficiales y no oficiales que se depuran 
y analizan.

c.	 La UBPD cuenta con un total de 88.675 ar-
chivos con información relevante para la 
búsqueda.

d.	 A marzo de 2022, la UBPD ha registrado un 
total de 21.279 solicitudes de búsqueda que 
corresponden a 16.424 personas dadas por 
desaparecidas, a través de distintos canales, 
teniendo en cuenta que se puede recibir 
información sobre una misma persona desa-
parecida en distintos canales. Por otra parte, 
aunque se ha recibido solicitud de búsqueda 
de unas 12.098 personas desaparecidas, estas 
aún no han sido incluidas en los Planes Regio-
nales de Búsqueda (PRB)81. 

78 Sistema de consultas públicas: Desaparecidos y cadáveres. Ver en: https://sirdec.medicinalegal.gov.co:38181/consultasPublicas/ 
79 Ver: http://ubpd.com.co/wp-content/uploads/2019/04/publicacion2.pdf y los datos del Plan de Acción de la UBPD a 2020.
80 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003002. Bogotá. 
81 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003117. Bogotá.

El Acuerdo Final creó la Unidad de Búsqueda de Personas 
dadas por Desaparecidas (UBPD), como una entidad de 
carácter humanitario y extrajudicial que tiene el objetivo 
de buscar, localizar, identificar y hacer entregas dignas 
de personas dadas por desaparecidas en razón del 
conflicto armado.
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21.279 solicitudes de búsqueda
registradas por la UBPD, que corresponden a 16.424 personas dadas por desaparecidas

Aunque se ha recibido solicitud de búsqueda de unas

12.098 personas desaparecidas
estas aún no han sido incluidas en los Planes Regionales de Búsqueda (PRB)

Gráfica 4. 

Solicitudes de búsqueda recibidas por canal de recepción82

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la UBPD

82 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas. (2022) Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003002 del 4 de abril de 2022. Bogotá.
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Según la Unidad para las Víctimas 

a marzo de 2022 existen:
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e.	 Dentro de las solicitudes recibidas, hay 152 
personas buscadoras que residen fuera de 
Colombia, la mayoría en Chile (16,4%), seguido 
de España (14,4%) y Ecuador (13,8%).

f.	 Por otra parte, del total de solicitudes de bús-
queda recibidas, 1.291 (7,8%) corresponden 
a personas dadas por desaparecidas que 
tienen registrada alguna pertenencia étnica. 
De ellas, el 51,9% son afrocolombianos, 46,8% 
son indígenas, y 1,1% pertenece a los pueblos 
palenquero, raizal o Rrom83. 

g.	 La formulación dinámica de los Planes Regio-
nales de Búsqueda implica que las personas 
desaparecidas incluidas en ellos ha variado a 
medida que se han transformado los Planes. 
Durante el 2019, los ocho PRB que se habían 
formulado incluían a 478 personas dadas por 
desaparecidas, mientras que el 2020, los die-
ciséis PRB formulados incluían a 781 personas. 
Durante estos dos años, la Unidad aún no con-
taba con un universo provisional decantado, 
por lo que las cifras de personas desapareci-
das incluidas en los Planes hacían referencia a 
las solicitudes de búsqueda recibidas. 

h.	 Para el 2021, con un universo provisional más 
decantado, la Unidad informa que se avanzó 
en un cruce entre las personas incluidas en 

los Planes Regionales a partir del universo 
de 99.235. Por ello, a marzo del 2022, se han 
formulado 22 Planes Regionales en los que se 
ha incluido los casos de 29.674 personas del 
universo de desaparecidas.

Estado de la búsqueda de personas 
dadas por desaparecidas 

A continuación, se presentan las cifras más rele-
vantes sobre las distintas etapas del proceso de 
búsqueda de la UBPD: 

a.	 De las 99.235 del Universo de personas 
dadas por desaparecidas, se estableció un 
estado de búsqueda84 para 4.795 (4,8%)85. A 
este ritmo nos tomará 78 años determinar el 
estado de búsqueda de todas las personas 
dadas por desaparecidas en el universo provi-
sional de la UBPD. 
De acuerdo con la Unidad, “aunque uno es-
peraría que el proceso de determinación fuera 
cada vez más fluido y por ende creciente, el 
proceso de relacionamiento y acceso a la in-
formación no es fluido ni creciente, pese a los 
esfuerzos”. Además, aunque establecer el 
estado de búsqueda contribuye a mantener 

al tanto de los avances realizados por otras 
instituciones encargadas de la búsqueda, la 
maduración de las metodologías ha permitido 
que la UBPD avance en la recolección de otro 
tipo de información. 

b.	 El proceso de búsqueda puede dividir-
se en distintas etapas que van desde la 
recolección de la información, pasando por el 
establecimiento de hipótesis de ubicación o 

localización86, las prospecciones87, las accio-
nes de recuperación, los actos de entrega88 y, 
cuando sea el caso, los reencuentros de per-
sonas desaparecidas encontradas con vida. 
A continuación se presentan las cifras más 
relevantes en este proceso a lo largo de los 
años de funcionamiento de la entidad89, tanto 
en el marco de Planes Regionales como de 
medidas cautelares de la JEP: 

A este ritmo nos tomará 78 años determinar el estado de 
búsqueda de todas las personas dadas por desaparecidas 
en el universo provisional de la UBPD. 

83 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003117. Bogotá.
84 Establecer el estado de búsqueda implica que, cuando tras recibir una solicitud de búsqueda por parte de personas, orga-
nizaciones o comunidades, la UBPD revisa en los sistemas de información, en múltiples fuentes y en bases de datos de otras 
entidades (SIRDEC, Vivanto, AFIS, etc), si la persona que se busca está registrada en alguna de ellas. El indicador entonces permite 
determinar el rol de la entidad en la búsqueda y analizar tiempos y capacidad de respuesta.
85 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas. (8 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 
UBPD-1-2022-003117. Bogotá.

 Tabla 10. 

Resultados de la UBPD por etapa del proceso de búsqueda 2019-202290.

Concepto 2019 2020 2021 202291 TOTAL

Hipótesis de ubicación establecidas N/A 92 93 449 634

Hipótesis de localización establecidas N/A 4 6 8 18

Prospecciones realizadas N/A 44 71 59 174

Acciones de recuperación N/A 38 293 91 422

Cuerpos recuperados por la UBPD N/A 102 256 45 403

Cuerpos recuperados por otras 
entidades con seguimiento al proceso de 
identificación por parte de la UBPD

N/A 67 67 39 173

Cuerpos entregados en actos solemnes 82 10 42 5 139

Personas encontradas vivas por la UBPD N/A 3 2 0 5

Reencuentros N/A 3 2 0 5

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la UBPD 

86 Las hipótesis de ubicación corresponden a personas que se presumen fallecidas, mientras que las hipótesis de localización 
corresponden a personas que se presumen vivas. Las hipótesis de localización o ubicación constituyen una respuesta provisional 
sobre el paradero de una persona dada por desaparecida que se construye a partir de las deducciones lógicas del procesamiento 
de la información. De esta manera, las hipótesis pueden servir para concretar planes de intervención en lugares de interés (en una 
misma hipótesis puede estar incluido un número plural de personas dadas por desaparecidas).
87 Las diligencias de prospección son procedimientos para determinar si arroja o no un sitio de interés forense, bien sea para 
reformular la hipótesis, o para realizar la recuperación de los cuerpos. 
88 Se refiere al procedimiento en el que se entrega el cuerpo encontrado a los familiares, de forma que dignifique la persona dada 
por desaparecida y la búsqueda adelantada por sus allegados.
89 Se aclara, según lo ha hecho la UBPD, que para el 2019 la entidad se encontraba en proceso de alistamiento de los procesos 
misionales para la búsqueda de las PDD y que, como resultado de ello, las hipótesis de localización y ubicación eran consideradas 
un elemento constitutivo de los Planes Regionales. Por ello, durante el 2019 no se iniciaron actividades de hipótesis porque se 
estaban formulando los Planes. 
90 Respuesta a derecho de petición a la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. Radicado UBPD-1-2022-
003117 del 8 de abril de 2022.
91 Corte a marzo del 2022. 
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 Cobertura de los Planes Regionales de Búsqueda93

Respuesta a derecho de petición de la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. 
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Balance del Plan Nacional de 
Búsqueda (PNB) y Planes Regionales 
de Búsqueda (PRB)

Como marco de acción para la búsqueda huma-
nitaria y extrajudicial de las personas dadas por 
desaparecidas, la UBPD tiene asignada, entre sus 
funciones, el diseño y la implementación de un Plan 
Nacional de Búsqueda (PNB) que debe contribuir 
efectivamente a lograr los resultados de la Unidad. 
Para la construcción del mismo, el Acuerdo de Paz 
contempló la participación activa de las víctimas y 
de organizaciones de derechos humanos.

El Plan Nacional de Búsqueda fue lanzado en 
mayo de 2020, con 5 meses de retraso frente a la 
meta que establecía que debía socializarse en di-
ciembre de 2019. De acuerdo con la Unidad, dicho 
plan fue construido de forma participativa con perso-
nas que buscan, entidades estatales e instituciones.

Por su parte, la Unidad emitió Planes Re-
gionales de Búsqueda que responden a la 
formulación de estrategias para la búsqueda en 
zonas especialmente afectadas por la práctica de 
la desaparición92. Hasta marzo del 2022, la UBPD 
ha emitido 22 Planes Regionales de Búsqueda. 

La tabla a continuación muestra el número de 
personas incluidas en cada Plan Regional: 

92 De acuerdo a la Unidad, un PRB puede iniciarse debido a: 
i) la existencia de solicitudes de búsqueda con características 
similares; ii) la información sobre un posible lugar de dispo-
sición sin que se conozca la identidad de las personas que 
pueden encontrarse; o iii) a partir de cuerpos en condición de 
no identificados o identificados no reclamados. Así, a partir de 
la formulación de hipótesis con alto grado de convicción sobre 
lo acaecido y la localización, así como el reconocimiento del 
lugar, se formula el plan de búsqueda de localización.
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No. Plan Regional de 
Búsqueda Cobertura No. de Personas 

incluidas en el PRB

1 Centro-Oriente 
del Meta 

Villavicencio, San Carlos de Guaroa, 
Puerto López y San Martín. 2.206

2 Magdalena Medio 
Caldense La Dorada, Samaná, Victoria y Norcasia. 1.096

3 Caquetá Norte San Vicente del Caguán, Cartagena del 
Chairá, Puerto Rico, El Doncello, El Paujil. 1.586

4 Caquetá Sur Belén de los Andaquíes, San José del 
Fragua, Curillo, Albania, Solita, Valparaíso. 1.031

5 Caquetá Centro La Montañita, Milán, Morelia, Solano, Florencia. 1.786

6 Bajo Putumayo Valle del Guamuez, San Miguel, Orito, Puerto 
Caicedo, Puerto Leguízamo y Puerto Asís 3.102

7 Sur del Huila

Acevedo, Agrado, Altamira, Elías, Garzón, 
Guadalupe, Isnos, La Argentina, Oporapa, 
Palestina, Pital, Pitalito, Rivera, Saladoblanco, 
San Agustín, Suaza, Tarqui, Timaná.

514

8 Alto y Medio Atrato Bagadó, El Carmen de Atrato, Quibdó, Bojayá, 
Atrato, Lloró, Cértegui, Río Quito, Medio Atrato. 454

9 Pacífico Nariñense

Barbacoas, El Charco, Francisco Pizarro, 
La Tola, Magüi Payán, Mallama, Mosquera, 
Olaya Herrera, Ricaurte, Roberto Payán, 
San Andrés de Tumaco y Santa Bárbara

1.512

10 Centro del Cesar
Chiriguaná, Chimichagua, Agustín Codazzi, La 
Jagua de Ibirico, Becerril, Curumaní, El Paso, 
Tamalameque, Pailitas, El Banco, Pelaya

1.651

11 Suroccidente 
del Casanare

PRB de víctimas de Desaparición 
forzada de los Buitragueños en el 
suroccidente del Casanare

1.028

No. Plan Regional de 
Búsqueda Cobertura No. de Personas 

incluidas en el PRB

12 Montes de María 
y Morrosquillo

Los Palmitos, Colosó, Toluviejo, 
Chalán, Tolú, Córdoba, Ovejas, San 
Jacinto, San Juan Nepomuceno
El Guamo, San Onofre, Palmito, 
Coveñas, Morroa, Zambrano, El 
Carmen de Bolívar, María La Baja

1.734

13 Oriente del Cauca Inzá, Páez, Puracé, Caldono, Silvia, Totoró 177

14 Centro del Cauca El Tambo, Cajibío, La Sierra, Morales, 
Popayán, Piendamó, Sotará, Rosas, Timbío. 530

15 Sarare Arauquita, Fortul, Saravena, Cubará, Toledo 1.092

16 Catatumbo El Tarra, Hacarí, La Playa, Ocaña, San Calixto, 
Sardinata, Teorama, Tibú, González, Río de Oro 2.432

17 Pacífico Medio Buenaventura, Dagua, López de 
Micay, Guapi y Timbiquí 1.136

18 Oriente Antioqueño

Carmen del Viboral, El Santuario, Guarne, La 
Ceja, La Unión, Marinilla, Retiro, Rionegro, 
San Vicente, Alejandría, Concepción, 
Granada, Guatapé, Peñol, San Carlos, San 
Rafael, Abejorral, Argelia, Nariño, Sonsón, 
Cocorná, San Francisco, San Luis

3.149

19 Área Metropolitana 
de Cúcuta

El Tarra, Hacarí, La Playa, Ocaña, San Calixto, 
Sardinata, Teorama, Tibú, González, Río de Oro 1.164

20 Sur de Nariño 
y Frontera

Aldana, Contadero, Córdoba, Cuaspúd, 
Cumbal, Funes, Guachucal, Guaitarilla, 
Gualmatán, Iles, Imúes, Ipiales, Ospina, Potosí, 
Puerres, Pupiales, Sapuyes y Túquerres

188

21 Sur del Valle y 
Norte del Cauca

Suárez, Buenos Aires, Santander de Quilichao, 
Puerto Tejada, Villarica, Guachené, Padilla, 
Miranda, Corinto,Caloto, Toribío, Jambaló

1.108

22 Valle del Patía y 
Macizo Colombiano

Albán, Almaguer, Arboleda, Argelia, Balboa, 
Belén, Bolívar, Buesaco, Colón, Cumbitara, 
El Rosario, Tablón de Gómez, Florencia, La 
Cruz, La Unión, La Vega, Leiva, Los Andes, 
Mercaderes,Patía, Policarpa, San Bernardo, 
San Lorenzo, San Pablo, San Pedro de Cartago, 
San Sebastián, Santa Rosa, Sucre y Taminango

998

 Total 29.674

Tabla 11. 

Cobertura de los Planes Regionales de Búsqueda 
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Participación de la sociedad civil

a.	 De acuerdo con registros de la Unidad, a 
marzo del 2022 ha tenido 503 aportantes de 
información: 367 de manera individual; 77 de 
manera colectiva y 59 sobre los que no se 
tiene información. 
De los aportantes individuales, 30 de ellos 
pertenecen a las Fuerzas Militares. De los 
aportantes colectivos: 26 corresponden a civi-
les; 47 a ex miembros de las antiguas FARC-EP; 
y 4 a ex paramilitares. Llama la atención que 
no se haya realizado aún ningún encuentro 
colectivo con miembros de la Fuerza Pública. 

b.	 Por otro lado, como parte de su función de con-
tribuir a los procesos de personas buscadoras 
y aliviar su sufrimiento, la Unidad dispone de 
diversos mecanismos para la participación de 
8.087 personas interesadas en el proceso de 
búsqueda: en el 2019, participaron 1.152 per-
sonas en las actividades que se desplegaron; 
para el 2020, la cifra fue de 2.752 personas y 
para el 2021, de 3.957 personas. En lo que va 

del 2022, han sido 226 personas buscadoras 
las que han participado94. 

c.	 Durante el periodo de funcionamiento de la 
Unidad, 2.397 personas mantuvieron su parti-
cipación en el proceso de búsqueda, es decir, 
han tenido dos o más espacios luego de sos-
tener un diálogo inicial o de recibir por primera 
vez una asesoría, orientación y fortalecimiento 
para la participación; esto equivale al 29,6% del 
total de personas que sostuvieron un diálogo 
inicial con la UBPD.

d.	 Es importante mencionar que los procesos 
de búsqueda son complejos y que la parti-
cipación de las personas puede darse de 
distintas maneras, por lo que algunas de 
ellas no continúan debido a distintas razones, 
entre las que está el que tengan expectativas 
en relación con el acceso a la justicia o la re-
paración administrativa. 
La Unidad también señala que otras no si-
guen el relacionamiento porque solicitan ser 
contactadas solo cuando haya algún avance 
significativo en las investigaciones, porque 

La Unidad dispone de diversos mecanismos para la participación de 
8.087 personas interesadas en el proceso de búsqueda: 

el deterioro en las condiciones de seguridad 
del país se presenta como un obstáculo en 
la práctica para su participación y porque al-
gunas víctimas indirectas no tienen acceso a 
condiciones mínimas para dedicar esfuerzos 
a la participación. 

e.	 La UBPD ha realizado, como estrategia para 
garantizar la participación de la sociedad civil, 
un total de 7.416 acciones de asesoría, orienta-
ción y fortalecimiento: 3.170 en el 2020; 3.752 
en el 2021 y 494 en lo que va del 2022. 

f.	 Adicionalmente, la Unidad ha podido tener 
relacionamiento con diversas organizaciones, 
colectivos, movimientos y plataformas de la 
sociedad civil. Durante el 2019, se hicieron 
ejercicios con 59 organizaciones; durante 
el 2020, el número fue de 65; en el 2021 de 
265 y en lo que va del 2022, con 23. Este 
relacionamiento implica, por ejemplo, la cons-
trucción de una ruta de participación en el 
segundo semestre del 2021, así como la sus-
cripción de convenios para el establecimiento 
de enfoques diferenciales y de género, y en la 

construcción, implementación y seguimiento 
de los Planes Regionales de Búsqueda95.

g.	 En el marco de este relacionamiento, la Uni-
dad ha venido adelantando una estrategia 
de Red de Apoyo orientada a garantizar esa 
participación de personas y organizaciones 
de la sociedad civil en los municipios. Estas 
redes han contribuido a la recolección de 
información de las personas dadas por des-
aparecidas, han aportado a la caracterización 
de cementerios y lugares de disposición de 
cuerpos donde se presume que se encuen-
tran personas desaparecidas y han facilitado 
encuentros con líderes y lideresas de distintos 
lugares del país. 

h.	 Por último, en el marco del comunicado 062 
de la Mesa de Conversaciones de La Habana, 
la Comisión de Búsqueda del partido Comu-
nes ha realizado once entregas de información 
que reúnen 684 formatos de recolección.

94 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003117. Bogotá. 

95 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003117. Bogotá. 

2019 2020 2021 2022 (en lo que va del año)

2.752 participantes1.152 participantes 3.957 participantes 226 participantes
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Aciertos y críticas en el desarrollo de las funciones de la UBPD el propósito, durante el diseño de la fase de prio-
rización del Plan Nacional, era tener un costeo 
que se construiría con las experiencias de las 
instituciones que hasta el momento han realizado 
acciones tendientes a la búsqueda y otras fuen-
tes. Sin embargo, señala que “la poca información 
disponible sobre este tema en las distintas insti-
tuciones no permitió alcanzar una visión concreta 
de los costos”, por lo que el documento de la fase 
de priorización del Plan “ofrecerá unos elementos 
que permitan consolidar información que sustenta 
de manera cierta los costos”98. 

Al mismo tiempo, continúa sin diseñarse un 
cronograma de acción para desarrollar la hoja de 
ruta del PNB: no hay claridad sobre cuáles son 
los indicadores comunes entre el Plan Nacional y 
los Planes Regionales, ni cómo la posibilidad de 
modificar estos últimos puede influir en la visión 
panorámica del Plan Nacional a medida que su 
implementación arroja la necesidad.

Al solicitar información sobre la manera en la 
que la que se articula y colabora la implementa-
ción de los Planes Regionales de Búsqueda con 
las entidades territoriales, aunque la UBPD en-
fatiza en el carácter de planificación y desarrollo 
de la búsqueda de estos documentos, no señala 
la manera en la que se trabaja específicamente 
con las entidades locales para la planificación 
de los instrumentos. 

A esta ecuación deben agregarse los Pactos 
Regionales por la Búsqueda, instrumentos que 
fueron firmados en distintas regiones desde 
diciembre del 2020 y que buscan articular las 
entidades del nivel nacional y territorial, y las or-
ganizaciones del territorio. Si bien esto representa 
un avance frente al objetivo de reunir los esfuer-
zos en torno a la búsqueda, entrevistas realizadas 
para la redacción de este informe comparten la 
preocupación sobre la falta de comunicación 
entre estos instrumentos y los Planes Regionales, 
que podría verse reflejada, por ejemplo, en un 
plan operativo común. 

La UBPD enfatiza que la planeación realizada en 
los PRB se ve relacionada con la estrategia de visi-
bilización y articulación por medio de alianzas que 
persiguen los Pactos Regionales de Búsqueda. De 
acuerdo con su visión, cada Pacto Regional tiene 
asociado uno o varios Planes Regionales de Bús-
queda que permitirían “hacer más eficiente y ágil la 
búsqueda de personas dadas por desaparecidas” 
por medio de “la focalización de estrategias que 
faciliten el desarrollo de acciones humanitarias de 
búsqueda en el marco del enfoque territorial”99. 
No obstante, no se cuenta con suficiente detalle 
sobre la mencionada focalización de estrategias 
o el papel específico de entidades municipales, 
distritales o gubernamentales en el desarrollo de 
los Planes Regionales asociados. 

​Búsqueda masiva vs. búsqueda del uno a uno 

La labor titánica a la que se enfrenta la Unidad 
de Búsqueda requiere, como lo demuestran las 
cifras de la sección anterior, implementar una 
metodología que permita realizar la búsqueda 
de las personas dadas por desaparecidas de ma-
nera masiva. Varias entrevistas realizadas para el 
informe publicado en el 2021 y para esta nueva 
entrega, aseguran que el método de búsqueda 
del uno a uno que se ha privilegiado en la imple-
mentación de los Planes Regionales tiende a diluir 
los esfuerzos y obstaculiza la posibilidad de hacer 
un proceso de búsqueda masiva para las distintas 
víctimas en regiones del país. 

Así, a pesar de que existe una priorización 
realizada con el diseño de los PRB, la falta de 
capacidad de la entidad para mantener esta prio-
rización ha hecho que esta se centre en el caso a 
caso, impidiendo resultados significativos. 

Por ello, a pesar de los esfuerzos de articulación 
entre la entidad y las organizaciones de víctimas, 
los informes que estas últimas han facilitado sobre 
las victimizaciones masivas no encuentran una 
respuesta institucional que refleje esta necesidad. 

La naturaleza participativa de la 
búsqueda

La información presentada anteriormente y el 
trabajo de seguimiento permiten concluir que un 
acierto de la labor de la Unidad de Búsqueda de 
Personas dadas por Desaparecidas ha sido la par-
ticipación de múltiples actores en la construcción 
de los Planes y de los procesos de Búsqueda. Lo 
anterior se refleja en el número de personas que 
recibieron algún tipo de orientación en la Unidad 
y en la diversidad de actores que aportaron infor-
mación a los procesos. 

Al respecto, es necesario que la Unidad tome 
medidas para mantener el contacto con las 
víctimas que se acercaron a la Unidad y para 
socializar el estado de avance de cada uno de 
los Planes Regionales de Búsqueda y de la infor-
mación que se haya logrado obtener sobre cada 
persona dada por desaparecida.

Debe reiterarse, como lo ha hecho la Procura-
duría, la necesidad de que la UBPD diseñe con 
anticipación el instrumento de entrega de infor-
mación a las familias de las personas dadas por 
desaparecidas una vez se tenga información de 
su paradero a partir de los PRB. En este sentido, 
la Unidad reporta que podrá incluir el instrumento 
en el Sistema de Información Misional cuando se 
entre a su producción durante el segundo semes-
tre del 202296. 

La lentitud del proceso de búsqueda 

Los datos expuestos en la sección anterior dan 
cuenta de la lentitud que caracteriza el proceso de 

búsqueda. Al respecto, líderes de organizaciones 
de víctimas que participaron del proyecto Del Ca-
pitolio Al Territorio manifestaron su preocupación 
por los pocos avances que se percibieron en la 
búsqueda de personas dadas por desaparecidas, 
especialmente en zonas como Guaviare y Pacífico 
Medio. Lo anterior puede deberse principalmente 
a 4 razones: 

Desarticulación entre el Plan Nacional de 
Búsqueda y los Planes Regionales de Búsqueda

A pesar de ser un pilar para ordenar las estra-
tegias en las distintas labores y secciones de 
la Unidad, el Plan Nacional de Búsqueda fue 
lanzado más tarde de lo esperado, en mayo del 
2020. Su construcción se desarrolló bajo la idea 
de poderse modificar a mediano y largo plazo, 
de acuerdo con las variaciones de los patrones y 
metodologías de la desaparición en los diferen-
tes períodos y territorios. 

De su contenido existen todavía varios in-
terrogantes. Por un lado, el PNB no hace una 
priorización de los distintos patrones de desapa-
rición que deban ser abordados por la Unidad a 
través de los procesos de búsqueda, de tal forma 
que no solamente se busque a combatientes 
que murieron en combate y secuestrados que 
murieron en cautiverio, sino también a víctimas de 
desaparición forzada97.

Por otro lado, a pesar de haber anunciado 
distintas acciones de diálogo y coordinación 
para determinar las metas, responsabilidades y 
presupuesto, aún no es claro el costeo general 
de su implementación. La UBPD menciona que 

96 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003117. Bogotá. 
97 En el documento del Plan Nacional se establece que debido a que este no está enmarcado en el proceso judicial, como sí 
ocurre, por ejemplo, con el PNB de la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas - CBPD, el Plan concentra todos los 
esfuerzos en saber cuál fue la suerte y el paradero de la persona desaparecida, independiente del delito que pudiera o no haberse 
cometido; el responsable del mismo; o la condición de la víctima dentro del conflicto armado. Por ello contempla otras modalida-
des de desaparición registradas durante y con ocasión del conflicto (secuestro, reclutamiento, desaparición en las hostilidades, 
entre otras) sin priorizar en el proceso de búsqueda de las PDD de la desaparición forzada cuyo propósito es la desaparición 
misma (p.12).

98 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003117. Bogotá. 
99 Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas. (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003002. Bogotá. 
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(Des)articulación con otras entidades 

De acuerdo con el Decreto 589 que crea la UBPD, 
ésta tiene la función de articularse con distintas 
entidades para el cumplimiento de sus funciones, 
con el fin de acceder a información y aprovechar 
el trabajo que ya han realizado para encontrar a 
las personas desaparecidas antes de la firma del 
Acuerdo. Sin embargo, se observa con preocu-
pación que este relacionamiento ha presentado 
obstáculos, especialmente en la colaboración con 
la Fuerza Pública, la Fiscalía, el Instituto Nacional 
de Medicina Legal y el Ministerio del Interior. 

Por un lado, la recolección de información en 
poder de la Fuerza Pública no ha sido fácil. Aunque 
hay escenarios de colaboración con el Ministerio 
de Defensa, la Unidad reporta que ha habido una 
dinámica lenta de conocimiento y reconocimiento 
de la labor humanitaria y extrajudicial de la UBPD: 
“muchas dudas han surgido sobre las consecuen-
cias jurídicas de la entrega de información y el 
canal de la entrega de la misma”100. 

Además, la falta de comunicación no solo es 
inconveniente en términos de entrega de informa-
ción, sino que impide la colaboración con respecto 
a otros elementos del trabajo de la Unidad: por 
ejemplo, las entrevistas realizadas señalaron que 
el conocimiento del territorio por parte de la Fuer-
za Pública es un insumo importantísimo para la 

labor de la Unidad y un aprendizaje del que ella se 
beneficiaría ampliamente. En estos temas, buscar 
fortalecer los lazos es positivo para garantizar la 
eficiencia del trabajo de campo de la Unidad de 
Búsqueda, como para la seguridad de sus funcio-
narios.

Por otro lado, las entrevistas realizadas coinci-
dieron en la necesidad de fortalecer la articulación 
de la UBPD con la Fiscalía General de la Nación. 
Estas entidades iniciaron un trabajo de coopera-
ción interinstitucional para el acceso y suministro 
de información a través de un convenio suscrito en 
el 2019, el cual ha sido prorrogado en varias oca-
siones por la importancia de una labor articulada.

En virtud del convenio, la UBPD realiza solicitu-
des de acceso a la información básica y de acceso 
a expedientes relacionados, tanto con delitos de 
desaparición forzada, secuestro y reclutamiento 
ilícito, como con otros tipos penales. Sin embargo, 
la respuesta de la Fiscalía es lenta y en ocasiones 
incompleta, lo cual dificulta la gestión. Aun así, la 
información de la Unidad reporta que la relación 
de ambas entidades ha venido mejorando101.

En tercer lugar, son varias las funciones que 
debe compartir la UBPD con el Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF), 
especialmente relacionadas con la coordinación 
de procesos de búsqueda: localización, recupe-
ración, identificación y entrega digna de cuerpos 

esqueletizados de personas dadas por desapa-
recidas en el contexto y en razón del conflicto 
armado102. En lo que se pasa a exponer, vemos 
con preocupación que a pesar de las muchas 
tareas que deben liderar conjuntamente ambas 
entidades, la creación de la UBPD no significó 
el necesario fortalecimiento de las capacidades 
institucionales del INMLCF, lo cual ha obstacu-
lizado los resultados conjuntos, a pesar de los 
importantes esfuerzos.

Teniendo en cuenta que el proceso de bús-
queda requiere de una identificación forense, la 
UBPD debe establecer un capítulo especial en el 
Registro Nacional de Desaparecidos que adminis-
tra el INMLCF103, para consignar exclusivamente el 
universo de personas dadas por desaparecidas en 
el contexto y en razón del conflicto armado.

El Capítulo Especial del Registro Nacional de 
Desaparecidos dispone a la fecha de una visua-
lización pública de consultas sobre personas 
dadas por desaparecidas según características 
demográficas y un mapa con la distribución terri-
torial104. Frente a la desaparición, la UBPD informa 
que se encuentra validando con el INMLCF la 
posibilidad de incluir más de una circunstancia 
asociada a la desaparición en el contexto y en 
razón del conflicto armado.

Aun así, la Procuraduría y las entrevistas realiza-
das muestran preocupación porque la plataforma 
que contiene el Registro (Sistema de Información 
Red de Desaparecidos y Cadáveres -SIRDEC) pre-
senta un subregistro y falta de actualización.

Adicionalmente, la labor de la UBPD también 
debe propender por adelantar acciones para reco-
lectar y aportar muestras biológicas de familiares 
al Banco de Perfiles Genéticos de Desaparecidos. 
Esto representa una enorme oportunidad para la 
identificación de cientos de cuerpos no identifica-
dos que ya han sido recuperados. Sin embargo, 
este Banco dispone de un número bajo de perfiles 

genéticos de familiares y muchas búsquedas del 
sistema arrojan muchas coincidencias, lo que im-
plica que se deba hacer una depuración manual105 
y la Unidad ha adelantado jornadas integrales de 
tomas de muestras biológicas a familiares de per-
sonas dadas por desaparecidas. Además, informó 
que para abril de 2022, aumentará su capacidad 
de tomas de muestras a familiares mediante la 
capacitación de servidores públicos. 

Aunque la Unidad reconoce estas dificulta-
des, las entrevistas realizadas alertan sobre la 
insuficiencia del Banco y la falta de acceso de los 
funcionarios de la UBPD a él para continuar la labor 
de complementación de la información consig-
nada. La Unidad también reconoce106 que existe 
una limitación en razón a la cantidad de personal 
humano que el INMLCF encarga para realizar los 
procesamientos de muestras, ingresos de los per-
files en el Banco y el cruce de los mismos.

Por último, la UBPD debe trabajar conjuntamente 
con el Ministerio del Interior en la implementación 
del Registro Nacional de Fosas, Cementerios Ilega-
les y Sepulturas (RNFCIS). Este permitiría establecer 
la ubicación de las personas dadas por desapare-
cidas que presumiblemente han fallecido, valorar 
las situaciones de potencial riesgo de los lugares 
de disposición y promover acciones para su protec-
ción, con el fin de garantizar en el futuro acciones 
de prospección y recuperación.

Se observa con preocupación que este relacionamiento ha 
presentado obstáculos, especialmente en la colaboración con 
la Fuerza Pública, la Fiscalía, el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y el Ministerio del Interior. 

100 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas (2020). Respuesta a derecho de petición con radicado 100-1-
202002236. Bogotá. 
101 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas. (2021). Respuesta a derecho de petición con radicado 1000-1-
202100587. Bogotá. 

102 Ver artículo 5, numeral 3 del Decreto 589 de 2017. 
103 Artículo 5, numeral 1.d) del Decreto 589 de 2017.
104 Ver en: https://www.medicinalegal.gov.co/rnd-registro-de-desaparecidos 
105 Ver el Plan Nacional de Búsqueda, página 23.
106 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003002. Bogotá. 
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La UBPD informa107 que, hasta el momento, no ha 
tenido pleno acceso a la información que se ha 
recaudado en el marco del proyecto que maneja-
ba el Ministerio del Interior. A diciembre del 2021, 
el RNFCIS contaba con un total de 4.234 sitios de 
disposición de cuerpos, de los cuales 3.987 se en-
cuentran en contrastación de información, 109 ya 
han sido confirmados por la UBPD, 37 descartados 
como sitios de interés forense y 101 por confirmar.

Al mismo tiempo, informaron que se ha veni-
do construyendo una herramienta de consulta 
de información limitada y simple de los sitios de 
disposición de cuerpos por parte de usuarios ex-
ternos, que se espera implementar en este 2022. 

Condiciones de seguridad para la búsqueda 

Otro de los obstáculos que ha tenido la UBPD 
tiene que ver con el deterioro de las condiciones 
de seguridad, especialmente en los territorios en 
los que se lleva a cabo la búsqueda de personas 
dadas por desaparecidas. Al respecto, la Unidad 
reconoce los riesgos que implica la búsqueda en 
zonas contaminadas por la presencia de minas 
antipersonales y municiones sin explotar, y en 
regiones en las que se presentan amenazas y 
agresiones contra los aportantes de información. 
Esta dificultad fue constatada por líderes que 
participaron del proyecto Del Capitolio al Territorio, 
quienes manifestaron el temor que sienten de par-
ticipar en labores de búsqueda. 

Organización interna de la UBPD

De acuerdo con el Decreto 1393 de 2018, que 
establece la estructura interna de la UBPD, la 
entidad se divide en cuatro grandes sectores: el 
despacho de la dirección general, la subdirección 
general técnica y territorial, la secretaría general y 
los órganos de asesoría. Por su parte, la subdirec-
ción técnica y territorial tiene la labor de coordinar, 
articular y hacer un seguimiento a las direcciones 
técnicas de la Unidad, asegurando la integralidad 
de la gestión y garantizando la implementación de 
los Planes Regionales de Búsqueda.

Desde el informe pasado ¿En qué va la satis-
facción de los derechos de las víctimas?, hicimos 
referencia a la preocupación por la falta de coordi-
nación y estabilidad de las direcciones que hacen 
parte de esta Subdirección. Si bien es fundamental 
que en entidades como ésta haya cargos de libre 
nombramiento y remoción debido a las funciones 
de altísima confianza que realizan, preocupa que 
el cambio constante de perso nal de las cabezas 
de estas dependencias dificulte el trabajo coor-
dinado para el cumplimiento de los objetivos de 
la entidad. A su vez, esta situación entorpece la 
gestión de los equipos territoriales que, sin una 
línea misional desde la cabeza de la Subdirección, 
podrían perder un rumbo coordinado a nivel na-
cional para el desarrollo de los Planes Regionales 
de Búsqueda.

El rol de los excombatientes  
en la búsqueda 

El proceso de reincorporación de las antiguas 
FARC-EP incluye, entre otras cosas, el compromi-
so de “proveer a la UBPD toda la información de la 
que dispongan para establecer lo acaecido a las 
personas dadas por desaparecidas en el contexto 
y en razón del conflicto”108. 

Como se señaló arriba, a partir del Comunicado 
62 de la Mesa de Conversaciones de La Habana, 
la Comisión de Búsqueda del Partido Comunes ha 
realizado once entregas de información que reú-
nen 684 formatos de recolección: 579 formatos se 
han procesado y 105 en proceso.

De acuerdo con lo que informa la UBPD, el 
trabajo ha incluido la realización de una línea de 
formación y pedagogía en cuanto a la naturaleza 
de la entidad, las labores de los excombatientes en 
el proceso de búsqueda y documentación, y herra-
mientas de apoyo psicosocial y formación. Por otra 
parte, incluye ejercicios para la recolección, siste-
matización, análisis y protección de la información 
por medio del diligenciamiento de instrumentos de 
registro, talleres de trabajo para estrategias de trá-
mite, rutas de apoyo logístico para traslados, entre 
otros. Además, el trabajo ha implicado la realización 
de mesas regionales de análisis y trabajo entre la 
Unidad y la Comisión sobre la socialización de las 
priorizaciones y los Planes Regionales. 

107 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003117. Bogotá. 

108 Obligación de la que es también titular el Gobierno Nacional. Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción 
de una Paz Estable y Duradera. Punto 5.1.1.2

Esta situación entorpece la gestión de los equipos 
territoriales que, sin una línea misional desde 
la cabeza de la Subdirección, podrían perder un 
rumbo coordinado a nivel nacional para el desarrollo 
de los Planes Regionales de Búsqueda.

A diciembre del 2021

4.234 sitios
de disposición de cuerpos

3.987 
se encuentran en 

contrastación de información

109 
ya han sido confirmados 

por la UBPD

37 
descartados como sitios 
de interés forense

101 
por confirmar
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Por último, es de destacar que el trabajo conjunto 
ha implicado la participación en acciones para la 
prospección y/o recuperación de cuerpos por 

medio de visitas de trabajo. Como balance prelimi-
nar la Unidad informa, por ejemplo, que respecto 
de los 579 formatos que se han procesado109:

109 Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado UBPD-1-
2022-003002. Bogotá. 

Al menos 

228 de estas personas 
cuentan con algún registro en el SIRDEC. 

b

e

15 casos
se encuentran en proceso de impulso a la 
identificación

32 en cementerios

49 en fosas

1 en la superficie

1 contrastación de información

En 83 formatos existe información sobre posibles 
lugares de inhumación:

c

5 casos (CICR)

6 casos (Fiscalía)

Participaron en la entrega digna de restos:

d

a

La información entregada hace referencia a

563 personas 
dadas por desaparecidas

399 combatientes
desaparecidos en medio de las hostilidades

164 civiles
dados por desaparecidos. 

6 cuerpos recuperados
en los departamentos de Meta y Cauca.

f

En ese sentido, se celebran 
las acciones adelantadas 
por la Unidad para utilizar 
la información aportada por 
excombatientes en el proceso de 
búsqueda. 
Además, vale la pena señalar que cerca de la mitad 
de los aportantes de información a la Unidad fueron 
excombatientes de las FARC. 
Sin embargo, el aporte de información 
por parte de excombatientes a la Unidad 
también presentó obstáculos, relacionados 
principalmente con las condiciones de seguridad 
en los territorios y con las agresiones de las que 
están siendo sujetos los reincorporados. 
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4.

La reparación 
integral de las 
víctimas del 
conflicto 

Estado de avance de la política 
de reparación integral

A continuación, se resumen los principales avan-
ces en la implementación de la política de víctimas 
tras más de 10 años de expedición de la Ley 1448 
de 2011.

Registro 

Hasta marzo de 2022, la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) reportó 
que 9.263.826 víctimas habían sido incluidas en 
el Registro Único de Víctimas (RUV). De estas, 
7.357.724 eran sujetos de atención111 112. 

El Acuerdo señala que es necesario fortalecer 
de forma participativa la política de reparación a 
las víctimas, establecida en la Ley 1448 de 2011. 
Lo anterior significa, entre otras cosas, avanzar 
en la entrega de indemnizaciones, agilizar los 
procesos de restitución de tierras y rehabilita-
ción psicosocial, llevar a cabo actos tempranos 
de reconocimiento de responsabilidad, desa-
rrollar acciones de reparación simbólica y de 
construcción de memoria, fortalecer la ruta de 
reparación colectiva y garantizar el enfoque re-
parador de los PDET110. 

En este apartado hacemos un corte de cuen-
tas sobre la reparación integral y presentamos 
las principales conclusiones del seguimiento que 
realizamos a la implementación de esta política. 

110 Gobierno de Colombia y FARC - EP. (2016) Acuerdo Final 
para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera. Bogotá. 

111 Las víctimas sujetas de atención son aquellas víctimas que 
pueden acceder a las medidas de reparación previstas en la 
Ley. Estas víctimas son las que no se encuentran en alguno 
de los siguientes grupos: a) víctimas fallecidas a causa del 
hecho victimizante o por otras causas; b) personas dadas por 
desaparecidas; c) personas sin documento de identificación o 
con números de documento no válidos; d) se clasifican como 
no activas para la atención, las personas víctimas de desplaza-
miento forzado que no han solicitado ayuda humanitaria. 
112 Unidad para las Víctimas (2022). Ficha estadística - Nivel 
Nacional. Bogotá. 

Hasta marzo de 2022

9.263.826 víctimas
habían sido incluidas en el Registro Único de Víctimas

De estas

7.357.724
eran sujetos de atención
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Medidas de ayuda y de  
atención humanitaria

Según la UARIV, entre 2016 y 2021, se han entrega-
do medidas de ayuda y atención humanitaria por el 
valor que se muestra en la tabla a continuación113. 

Indemnización 

Frente a la compensación, la UARIV señala que, a 
marzo de 2022, se indemnizaron 1.217.423 perso-
nas, lo equivalente al 16,5% de las víctimas sujetas 
de atención119. A pesar de los esfuerzos realizados 
para acelerar la entrega de indemnizaciones y 
priorizar a las víctimas en condición de más vul-
nerabilidad, la lentitud en la implementación de 
esta medida es evidente: en promedio, se han in-
demnizado 100.287 víctimas al año120. A este ritmo, 
el Estado tardaría aproximadamente 61 años en 
indemnizar a todas las víctimas121. 

Ante un reto de semejante tamaño, se aplau-
den los esfuerzos realizados por la UARIV para 
priorizar la entrega de indemnizaciones en 
función de la pertenencia étnica, la identidad 
de género, la edad, la condición de salud, las 
características de los hechos victimizantes y la 
condición socioeconómica de las víctimas122. Sin 
embargo, los líderes de organizaciones de vícti-
mas que participaron del proyecto Del Capitolio 
al Territorio manifestaron constantemente preo-
cupaciones e inconformidades por la forma en la 
que el método de priorización se aplica efectiva-
mente en los territorios. 

Tabla 12. 

Costo de medidas de ayuda y atención humanitaria entre 2016 y 2021. 

Medida Monto 

Atención Humanitaria Inmediata114 $84.371.822.208 

Atención Humanitaria de Emergencia115 $3.016.350.281.434

Ayuda Humanitaria por hechos distintos al desplazamiento116 $21.511.264.342

Fuente: Elaboración propia a partir de Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas

Lo anterior implica que, por concepto de estas 
medidas, se han invertido aproximadamente $3.1 
billones entre 2016 y 2021117. Esto quiere decir que, 
si se le compara con la inversión hecha en indem-
nizaciones en el mismo periodo ($4.4 billones)118, el 
monto invertido en medidas de asistencia y aten-
ción sería equivalente cerca del 70% de lo que se 
invirtió en la medida de compensación. 

Estas ayudas buscan suplir las necesidades que 
tienen las víctimas luego de los hechos victimizan-
tes y su entrega está relacionada principalmente 

con la situación de vulnerabilidad y pobreza en la 
que las víctimas se encuentran. Al respecto, líderes 
de organizaciones que participaron del proyecto 
Del Capitolio al Territorio expresaron sus preocupa-
ciones por presuntos errores en la nueva medición 
del SISBEN y de su condición socioeconómica, que 
ha producido que algunas de las víctimas sean ex-
cluidas de medidas y auxilios a los que antes tenían 
derecho, tanto los relacionados con la atención, 
como con los subsidios que entrega el Gobierno 
Nacional a la población más vulnerable. 

113 Vale la pena mencionar que la información entregada en la respuesta de la UARIV al derecho de petición con radicado 
20222009788891 no es del todo consistente con la información presentada en la Ficha Estadística de la Unidad para las Víctimas 
con corte a marzo de 2022. 
114 Medidas de ayuda humanitaria para víctimas de desplazamiento forzado que se entregan en dinero o en especie y tienen el 
objetivo de apoyar a las víctimas desde el momento en el que hacen la declaración hasta que son incluidas en el RUV. 
115 Medida de asistencia que se entrega a los hogares víctimas de desplazamiento forzado ya incluidos en el RUV y con carencias 
en algunos de los componentes de la Subsistencia Mínima.
116 Medidas de asistencia humanitaria que se entregan por afectaciones distintas al desplazamiento forzado.
117 Unidad para las Víctimas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20222009788891. Bogotá. 
118 Unidad para las Víctimas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20222009788891. Bogotá. 

119 Unidad para las Víctimas (2022). Ficha estadística - Nivel Nacional. Bogotá. 
120 El promedio se calcula con base en el número de personas indemnizadas entre 2012 y 2021. 
121 Esto se calcula dividiendo el número de víctimas sujetas de atención pendientes por indemnizar entre el promedio de personas 
indemnizadas al año. 
122 Unidad para las Víctimas. Resolución 1049 de 2019. 
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Restitución de Tierras 

Con corte a febrero de 2022, la Unidad de Restitución 
de Tierras (URT) había recibido 136.742 solicitudes 
de inscripción al Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente (RTDAF)123. 

Gráfica 6. 

Estado de avance del proceso de restitución de tierras en municipios PDET125

A continuación, se presenta el avance en el 
trámite de dichas solicitudes, de acuerdo a las 
fases del proceso, tanto a nivel general como en 
municipios PDET. 

Gráfica 5. 

Estado de avance del proceso de restitución de tierras124

Fuente: Unidad de Restitución de Tierras 

123 Unidad de Restitución de Tierras (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado URT-DIG-00035. Bogotá. 
124 Ibídem

Por la manera en la que la URT presentó los datos, no se da información sobre el número exacto de solicitudes en PDET incluidas 

en el RTDAF. 

Fuente: Unidad de Restitución de Tierras 

125 Ibídem
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De los datos presentados se concluye que: 

a.	 La barrera principal para el trámite adminis-
trativo de la restitución de tierras es la altísima 
tasa de solicitudes no incluidas en el Registro: 
aproximadamente el 65% de las solicitudes de-
cididas son rechazadas. Al respecto, Dejusticia 
afirma que no existen explicaciones claras para 
esta tasa de rechazo y que la falta de informa-
ción y transparencia en la toma de decisiones 
de la URT hace que sea casi imposible saber si 
estas violan los derechos de las víctimas. 
Por ejemplo, Dejusticia señala que de las 
solicitudes no incluidas en el Registro, solo el 
13,3% cuenta con información sobre las cau-
sas del rechazo126. Según la URT, lo anterior se 
debe a que solo a partir de 2019 se incluyó 
información relacionada con estas causas en 
el Registro. 

b.	 Otra de las barreras para agilizar el trámite de 
solicitudes ha sido la imposibilidad de resti-
tuir predios en zonas no microfocalizadas, 

debido a que las condiciones de seguridad 
en los territorios no permiten avanzar en el 
proceso administrativo. 

c.	 En los municipios PDET ha habido un rezago 
en casi todas las etapas del proceso. Esto 
puede deberse, precisamente, a la ausencia 
de condiciones de seguridad que permitan 
adelantar el trámite en estas regiones y a la 
falta de presencia institucional.

Por otro lado, respecto a la etapa del proceso que 
se da después de la sentencia de los jueces de 
restitución, según la URT, se ha dado cumplimiento 
a 7.508 órdenes judiciales de priorización a subsi-
dio de vivienda; se han atendido 10.076 órdenes 
relacionadas con proyectos productivos que han 
permitido la implementación de 5.640 proyectos 
familiares; se han atendido 4.703 órdenes de alivio 
de pasivo financiero y 4.269 órdenes judiciales de 
alivio de pasivo de servicios públicos domiciliarios; 
y se han atendido 293 órdenes de reconocimiento 
de segundos ocupantes127. 

Rehabilitación Psicosocial 

A corte de diciembre de 2021, el Programa de Aten-
ción Psicosocial y Salud Integral a Víctimas (PAPSIVI128) 
había brindado atención psicosocial a 725.622 perso-
nas129; por su parte, la UARIV había atendido 281.573 
personas a través de las Estrategias de Recuperación 
Emocional Grupal e Individual (ERE-I y ERE-G130)131. 
A través de estas estrategias se brindó atención a 
129.512 personas anualmente132, en promedio. 

Gráfica 7. 

Personas atendidas al año por estrategias de rehabilitación psicosocial 

Fuente: Elaboración propia a partir de Ministerio de Salud y Protección Social y Unidad para las Víctimas. 

126 Dejusticia. (2021) ¿Barreras insuperables? Un análisis de la etapa administrativa del proceso de restitución de tierras. Bogotá. 
127 Unidad de Restitución de Tierras (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado URT-DIG-00035. Bogotá. 

128 Programa implementado por el Ministerio de Salud y Protección Social.
129 Ministerio de Salud y Protección Social (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202221030880451. Bogotá. 
130 Estrategias implementadas por la Unidad para las Víctimas. 
131 Unidad para las Víctimas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20222009788891. Bogotá. 
132 Este promedio se calcula con base en el periodo 2014 - 2021. El año 2014 es el primer año en el que ambas estrategias ya 
funcionaban a plenitud. 
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De estos datos, se infieren dos conclusiones: 

a.	 No se cumplió el compromiso de fortalecer 
la rehabilitación psicosocial establecido en 
el Acuerdo: antes de la firma, se atendieron 
en promedio 130.631 personas anualmente, 
mientras que después se beneficiaron 128.840 
víctimas al año, lo que quiere decir que la co-
bertura de atención psicosocial no aumentó 
e incluso se redujo levemente (1,4%)133. Esta 
disminución se explica a partir de las dificul-
tades que se enfrentaron para implementar la 
medida durante la emergencia sanitaria. 

b.	 Se evidencia que, precisamente, la pandemia 
de COVID-19 afectó de manera drástica esta 

medida: durante 2020 y 2021, la cobertura de 
atención psicosocial a víctimas se redujo en 
30% y 35%, respectivamente, en comparación 
con 2019134. 

Respecto a la medida de rehabilitación en Suje-
tos de Reparación Colectiva (SRC), con corte al 
31 de marzo de 2022, se reportan los siguientes 
avances en materia de rehabilitación colectiva135 
que se han logrado a través de la Estrategia Entre-
lazando (medida de rehabilitación colectiva para 
SRC No Étnicos y SRC Organizaciones y Grupos) y 
a través de las medidas de rehabilitación colectiva 
incluidas en los Planes Integrales de Reparación 
Colectiva de los SRC Étnicos. 

Estos datos visibilizan que la Estrategia Entrela-
zando se ha implementado con un éxito relativo 
en los Sujetos de Reparación Colectiva No Étnicos 
y de Organizaciones y grupos, mientras que las 
medidas de rehabilitación para SRC Étnicos se han 
ejecutado con mucha lentitud. 

Por otro lado, a pesar de que se esperaba 
que, para diciembre de 2021, se expidiera el 
Plan Nacional de Rehabilitación Psicosocial 
para la Convivencia y la No Repetición, el Minis-
terio de Salud y Protección Social no ha emitido 
dicho documento137. Este plan debe contener 
estrategias de rehabilitación comunitaria para 
la reconstrucción del tejido social en las que se 
contribuya a la construcción de proyectos en 
las comunidades, fortalecer la confianza entre 
los ciudadanos y en las instituciones, y pro-
mover la convivencia pacífica en la población, 

incluyendo a las víctimas y a los exintegrantes 
de grupos armados138. 

Sobre esto, el Ministerio señala que desarrolló 
una primera versión del proyecto de Decreto por 
medio del cual se adoptaría el instrumento y fue 
publicado para recibir observaciones ciudadanas. 
Posteriormente, se realizaron los ajustes perti-
nentes para resolver dichas observaciones y el 
proyecto de plan se sometió a una revisión jurídica 
que alertó sobre modificaciones puntuales que era 
necesario resolver. El Ministerio señala que, “agota-
do el procedimiento interno, el proyecto de decreto 
fue enviado para firma a la Secretaría Jurídica de la 
Presidencia de la República [...] no obstante, desde 
dicho despacho fue devuelto a fin de subsanar una 
serie de observaciones”. Según dicha cartera, una 
vez que se adelanten los ajustes sugeridos por la 
Presidencia, el plan podrá ser expedido139. 

Tabla 13. 

Implementación de la medida de rehabilitación en Sujetos de Reparación Colectiva136 

Tipo de SRC

Número de SRC que 
habían implementado 
alguna acción de 
rehabilitación colectiva

Número de SRC que 
habían culminado la 
implementación de acciones 
de rehabilitación colectiva 

Estrategia 

Organizaciones 
y Grupos 

41 (73,2% de los SRC 
de esta categoría)

10 (17,8% de los SRC 
de esta categoría)

Estrategia 
Entrelazando

No Étnicos 191 (88,4% de los SRC 
de esta categoría)

87 (40,3% de los SRC 
de esta categoría)

Estrategia 
Entrelazando

Étnicos 49 (8,8% de los SRC 
de esta categoría)

13 (2,3% de los SRC 
de esta categoría)

Acciones de 
rehabilitación 
en los PIRC

Fuente: Unidad para las Víctimas 

133 Ministerio de Salud y Protección Social (2022) y UARIV ( 2022). Respuestas a derechos de petición con radicados 
202221030880451 y 20222009788891, respectivamente. Los promedios de antes de la firma del Acuerdo se calculan con base 
en el periodo 2014-2016 y los datos posteriores a la firma del acuerdo con base en el periodo 2017-2021.
134 Ministerio de Salud y Protección Social (2022) y UARIV (2022). Respuestas a derechos de petición con radicados 
202221030880451 y 20222009788891, respectivamente.
135 Unidad para las Víctimas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202220010935751. Bogotá. 
136 Ibídem

Durante 2020 y 2021, la cobertura de atención psicosocial 
a víctimas se redujo en 30% y 35%, respectivamente, en 
comparación con 2019.

137 Ministerio de Salud y Protección Social (022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202221030880451. Bogotá. 
138 Gobierno de Colombia y FARC-EP (2016). Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable 
y duradera. Bogotá. 
139 Ministerio de Salud y Protección Social (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202221030880451. Bogotá
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Reparación colectiva

En materia de reparación colectiva, se recono-
cen los esfuerzos llevados a cabo por la Unidad 
para las Víctimas para identificar más Sujetos de 
Reparación Colectiva (SRC) luego de la firma del 
Acuerdo. Al respecto, mientras que antes de la 

firma se habían reconocido 343 SRC, a corte de 
marzo de 2022 se han identificado 824140. 

Sin embargo, la ruta de reparación colectiva 
también se caracteriza por su lentitud. La gráfica 
a continuación muestra el número de Sujetos de 
Reparación Colectiva en cada fase del proceso, 
tanto a nivel nacional como en municipios PDET. 

Gráfica 9. 

Estado de avance de la reparación colectiva por tipo de SRC en municipio PDET

Gráfica 8. 

Estado de avance de la reparación colectiva por tipo de SRC a nivel nacional 

Fuente: Unidad para las Víctimas. (marzo de 2022). Ficha Estadística - Nivel Nacional. Bogotá.

140 Unidad para las Víctimas. (2022). Ficha Estadística - Nivel Nacional. Bogotá. 

Fuente: Unidad para las Víctimas. (2022). Ficha Estadística - Subregiones PDET. Bogotá.

Esta información muestra que, aunque la Unidad 
para las Víctimas realizó esfuerzos para acelerar la 
identificación de Sujetos de Reparación Colectiva, 
el avance en la implementación de sus Planes In-
tegrales de Reparación Colectiva (PIRC) es mínimo 
y también se evidencia el rezago existente en los 
SRC étnicos, que están estancados en las prime-

ras fases de la ruta. Pero, por otro lado, se debe 
destacar que las diferencias en la implementación 
de la ruta entre municipios PDET y el nivel nacional 
son mínimas.
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Frente al proceso de reparación colectiva, la Uni-
dad para las Víctimas señala que, con corte a abril 
de 2022, había ejecutado $2.396.221.078 prove-
nientes de los recursos entregados por las antiguas 
FARC-EP para la reparación colectiva como parte 
de los compromisos que dicho grupo asumió para 
contribuir a la reparación de las víctimas141. 

Por otro lado, la Unidad para las Víctimas señala 
que, con corte a marzo de 2022, había 31 Planes 
de Retorno y Reubicación (PRyR) por formular, 530 
PRyR en formulación, 8 formulados, 2.491 aproba-
dos y 1.530 aprobados en actualización142. Además, 
la UARIV informa que ha acompañado un total de 
2.439 retornos de víctimas en el exterior143. 

Enfoque reparador de los PDET

De acuerdo con la Procuraduría General de la 
Nación, entre el 2,8% y el 9,5% de las iniciativas 
de los Pactos Municipales para la Transformación 
Regional (PMTR) y de los Planes de Acción para 
la Transformación Regional (PATR) tienen relación 
con los PIRC o con los PRyR. Montes de María es 
la subregión PDET en la que más coincidencias se 
identificaron, mientras Arauca es en la que menos144. 

Además, según la Procuraduría, el pilar 8 del 
PDET (Reconciliación, Convivencia y Construcción 
de Paz) es el que más coincide con las medidas de 
reparación a víctimas. Sin embargo, las iniciativas de 
este pilar fueron poco priorizadas en la ejecución del 
Programa. Por ejemplo, mientras que en los PATR 

el 13,9% de las iniciativas corresponden al pilar 8, en 
las Hojas de Ruta terminadas145, solo el 9,4% de las 
iniciativas priorizadas hacían parte de este grupo. 

Medidas de satisfacción y de 
reparación simbólica

Actos Tempranos de Reconocimiento de 
Responsabilidades

En el Acuerdo Final, las partes asumieron el compro-
miso de realizar actos para que quienes hayan tenido 
responsabilidad en los hechos ocurridos en el con-
flicto reconozcan su responsabilidad y pidan perdón. 
Entre 2015 y 2018, la Oficina del Alto Comisionado 
para la Paz (OACP) acompañó los siguientes actos146: 

141 Unidad para las Víctimas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20222009788891. Bogotá. 
142 Unidad para las Víctimas (2022). Ficha Estadística - Nivel Nacional. Bogotá. 
143 Unidad para las Víctimas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20222009788891. Bogotá. 
144 Procuraduría General de la Nación (2021). Informe sobre el enfoque reparador de los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET). Las diferencias en los porcentajes se explican a partir de cambios en la metodología: mientras que el 2,8% 
responde solo a iniciativas identificadas por la Unidad, el 9,5% obedece a una búsqueda hecha por la PGN a partir de palabras 
clave relacionadas con la política de víctimas
145 Al momento de redacción de este informe, solo estaba pendiente la elaboración de la Hoja de Ruta del PDET Pacífico Medio. 
146 Oficina del Alto Comisionado para la Paz (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado OFI22-00030189. Bogotá.

Tabla 14. 

Actos de Reconocimiento acompañados por la OACP

Acto reconocimiento de responsabilidad y petición de perdón 
por parte de las FARC-EP a víctimas de Bojayá.

Acto de reconocimiento de responsabilidad a la Unión Patriótica. 

Acto de reconocimiento de responsabilidad de las FARC-EP en La Chinita, Apartadó.

Acto de reconocimiento de responsabilidad a familiares de Diputados del Valle. 

Caso: Masacre del pueblo Awá en Barbacoas, Nariño. 

Acto de reconocimiento (reconciliación) por la masacre de El Placer, Putumayo 

Acto de verdad, perdón, reconciliación y reparación con 
las víctimas del Club El Nogal de Bogotá. 

Acto de reconocimiento de responsabilidad dentro del Acuerdo de solución 
amistosa, caso Óscar Orlando Bueno Bonnet y otros (Saravena, Arauca) 

Caso: Masacre de los nueve Concejales del municipio de Rivera, Huila.

Caso: La toma de Mitú de parte de las FARC-EP, Vaupés. 

Caso: “Encontrémonos por la reconciliación” en Remedios, Antioquia. 

Caso: “Acto de Visibilización del Sector Religioso como Víctima del 
Conflicto, Un Paso a la Reconciliación” en Mesetas, Meta. 

Caso: “Encontrémonos por la reconciliación” Anorí, Antioquia.

31 PRyR
por formular

2.491 PRyR
aprobados

530 PRyR
en formulación

1.530 PRyR
aprobados en actualización

8 PRyR
formulados

2.439 retornos
de víctimas en el exterior
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La OACP informa que a partir de 2019, la realización 
de dichos actos quedó en manos de la CEV y la JEP. 
Los realizados por la CEV corresponden a los en-
cuentros por la verdad mencionados anteriormente. 

Al respecto, la Unidad para las Víctimas señala 
que, aunque acompaña dichos actos realizados 
por la JEP, no los lidera147. Lo anterior denota una 
decisión del Gobierno actual de no liderar acciones 
adicionales de reconocimiento de responsabilidad. 

Construcción del Museo de la Memoria 

Frente a la construcción del Museo de la Memoria, 
a marzo de 2022, se reportaron los siguientes da-
tos sobre su construcción148: 

•	 Se espera que la construcción de la obra esté 
finalizada para finales de 2022. 

•	 Al momento de redacción de este informe, en 
mayo de 2022, se había programado avanzar 
en el 35,7% de la construcción de la obra y se 
había avanzado en un 20,8% de la ejecución. 
Lo anterior implica un retraso de un 14,9%. 

•	 Al momento de redacción de este informe, el 
Centro de Memoria informa que no existe es-
trategia, planeación y disposición de recursos 
humanos y de presupuesto para la inaugura-
ción del CNMH. 

Para garantizar la participación y la concertación 
de la construcción del Museo de la Memoria, se 
desarrolló en 2020 la curaduría de la exposición 
itinerante SaNaciones: Diálogos de la Memoria, 
mientras que, en 2021, se desarrollaron las cura-
durías de las exposiciones itinerantes SaNaciones: 
Caminos de Resistencia y El Renacer Bragueño. 

El Centro afirma que se han realizado 153 even-
tos que incluyeron talleres creativos y laboratorios 
de creación que contaron con la participación de 
8.556 asistentes149. 

Según el Centro, en 2020 se “avanzó en el pro-
ceso de articulación interinstitucional con el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), el 
Departamento para la Prosperidad Social (DPS) 
y cooperación internacional para la puesta en 
marcha de mesas de diálogo del Museo de la 
Memoria”. Se realizaron 21 mesas de trabajo en las 
que se recopiló información para la apropiación 
social de las actividades lideradas por el Museo150. 

Por su parte, el Acuerdo de Paz establece que 
las conclusiones del Informe de la Comisión de 
la Verdad deben ser tenidas en cuenta por el 
Museo de la Memoria. Al respecto, al momento 
de redacción de este informe, el CNMH informó 
que está a la espera de recibir el Informe Final 
para analizar la forma en la que este será divul-
gado en el Museo. Además, salvo la participación 
concreta en algunas actividades, el Centro no 
cuenta con una estrategia dialogada con la CEV 
para la divulgación de los contenidos del Infor-
me151. Lo anterior es preocupante, dado que 
refleja la poca articulación interinstitucional 
que ha habido entre la CEV y el CNMH para 
aportar a la memoria histórica sobre el con-
flicto y a la divulgación de las explicaciones 
sobre el mismo esclarecidas por la Comisión 
de la Verdad. 

Responsabilidad de las 
antiguas FARC-EP de contribuir 
materialmente a la reparación por 
medio de la entrega de bienes

En el numeral 5.1.3.7 del Acuerdo Final se esta-
blece que “durante el tiempo que las FARC-EP 
permanezcan en las Zonas Veredales Transitorias 
de Normalización, representantes autorizados de 
esta organización acordarán con representantes del 
Gobierno Nacional los procedimientos y protocolos 
para inventariar todo tipo de bienes y activos”152. 

Según el Acuerdo, “las FARC-EP procederán a la 
reparación material de las víctimas, con los bienes 
y activos antes mencionados”153. La Sociedad de 
Activos Especiales S.A.S. (SAE) fue designada como 
administradora del patrimonio inventariado y como 
encargada de recibir dichos bienes154. 

Al respecto, la siguiente tabla muestra los activos 
entregados por ex integrantes de las antiguas 
FARC–EP hasta diciembre de 2020, y se com-
para la información inicialmente reportada en el 
inventario entregado por el colectivo y los bienes 
recibidos por la SAE

147 Unidad para las Víctimas (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 20222009788891. Bogotá. 
148 Centro Nacional de Memoria Histórica (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202203291003041-1. Bogotá. 
149 Centro Nacional de Memoria Histórica (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202203291003041-1. Bogotá. 
150 Centro Nacional de Memoria Histórica (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202203291003041-1. Bogotá. 
151 Centro Nacional de Memoria Histórica (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202203291003041-1. Bogotá. 
152 Gobierno de Colombia y FARC-EP (2016). Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una paz Estable 
y Duradera. Bogotá. 

153 Gobierno de Colombia y FARC-EP (2016). Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una paz Estable 
y Duradera. Bogotá. 
154 Sociedad de Activos Especiales (2020). Respuesta al derecho de petición con radicado CS2020-030708. Bogotá. 
155 Ibídem

Tabla 15. 

Bienes reportados y recibidos por la SAE correspondientes a activos entregados por las antiguas FARC-EP155. 

Tipo de Activo 

Información Reportada en Inventario Proceso de Recepción 

Cantidad 
Reportada

Valoración 
realizada por 

FARC

Bienes 
entregados % de recepción 

Dinero en efectivo $12.070.000.000 $12.070.000.000 $2.114.350.000 17,52%

Divisas (Dólares) USD$ 450.000 No registra en 
el Inventario USD$ 450.000 100%

Oro

Joyas 25.000 gr $3.125.000.000 2.540 gr 10,16%

Lingotes 440.020 gr No registra en 
el Inventario 252.500 gr 57,38%

Joyas de Plata 100 un $4.500.000 0 un. 0%

Semovientes 24.456 un $27.645.355.000 229 un. 0,94%

Muebles y enseres 51.992 un 12.930.000.966 1.821 un. 3,50%

Inmuebles 722 un 484.604.000.000 8 un 1.11%

Vehículos 319 un 7.699.300.000 4 un. 1.25%

Total 548.078.155.966

Fuente. Sociedad de Activos Especiales
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De acuerdo con la SAE, el valor de los bienes 
entregados por las antiguas FARC–EP equivale a 
$4.109.126.655, más USD$11.285.643156, corres-
pondientes a la comercialización de 206.818 gr de 
oro entregados por la antigua guerrilla. A esto se 
le suman los bienes que estaban pendientes de 
avalúo y por comercializar157. 

Retos de la política de reparación 
a las víctimas

Proporción de recursos destinados 
a ayuda y atención humanitaria en 
comparación con la reparación integral

Dado el proceso de desestabilización y deterioro 
de las condiciones de seguridad que fueron docu-
mentados en capítulos anteriores, los cuales han 
producido graves impactos humanitarios en la po-
blación civil, la Unidad para las Víctimas ha tenido 
que seguir ofreciendo medidas de atención y de 
ayuda humanitaria para las víctimas de estas vio-
lencias. Además, la labor de seguimiento realizada 
permite concluir que la UARIV continúa entre-
gando este tipo de medidas asistencialistas, cuya 
finalidad es de estabilización transitoria, a víctimas 
de hechos sucedidos con mucha anterioridad a la 
entrega de las ayudas (periodos mayores a un año 
entre la victimización y la entrega de las medidas). 

Por lo anterior, sigue siendo un reto de la política 
el hecho de que los recursos destinados a estas 
medidas asistencialistas, cuyo impacto es poco sos-
tenible, representan una proporción casi igual a los 
recursos destinados a la indemnización individual, 
cuya finalidad sí es generar transformaciones repa-
radoras y estructurales en la vida de las víctimas. 

El enfoque para llegar más rápido a 
más víctimas 

La información presentada en el balance da cuenta 
de que el reto de reparar a las víctimas del conflicto 
es enorme e implica dificultades muy difíciles de 
superar. Sin embargo, es necesario señalar que el 
enfoque con el que se ha implementado la política 
de reparación a las víctimas ha sido inadecuado y ha 
producido que la reparación integral se implemen-
te de forma ineficiente. Prueba de ello es que, con 
el ritmo y la aproximación actual, el Estado tardaría 
más de 60 años en indemnizar a todas las víctimas. 
Lo anterior significa que, incluso si se accediera a 
más fuentes recursos con el enfoque actual, esto 
sería insuficiente para reparar integralmente a todas 
las víctimas del conflicto de manera eficaz. 

La labor de seguimiento realizada permite concluir 
que las distintas estrategias de reparación integral se 
han ejecutado de forma desarticulada con el resto de 
la oferta institucional y han tenido pocos puntos de 

encuentro con las demás políticas resultantes de la 
implementación del Acuerdo. Por ejemplo, la desco-
nexión entre la ejecución de los PDET, los PIRC y los 
Planes de Retorno y Reubicación, que se evidencia 
en las pocas coincidencias entre los instrumentos y 
en la no priorización de las iniciativas PDET relacio-
nadas con víctimas, representan una oportunidad 
perdida para reparar integral y masivamente a las 
víctimas que habitan en los territorios más afectados 
por el conflicto y, además, pone en riesgo el enfoque 
reparador que deben tener los programas del Punto 
1 del Acuerdo de Paz. 

La respuesta institucional, hasta el momento, 
se limitó a prorrogar la vigencia de la Ley 1448 
de 2011 por 10 años adicionales. Si bien esto es 
positivo, es evidente que la prórroga es insuficien-
te para reparar integralmente a las víctimas del 
conflicto, pues la Ley, tal y como está formulada 
actualmente, excede las capacidades del Estado 
para su implementación. 

Por eso, haber prorrogado la vigencia de la Ley 
1448 de 2011 sin hacerle ajustes estructurales que 
surjan de procesos participativos con las víctimas, 
aunque permite al Estado contar con un plazo 
adicional para cumplir con sus responsabilidades, 
está muy lejos de ser una alternativa sostenible y 
estructural para enfrentar el reto de reparar a más 
víctimas más rápidamente. 

Aproximación reduccionista de la 
reparación colectiva 

La lentitud en la materialización de la reparación 
integral también se explica a partir de la falta de 
involucramiento de las entidades que integran 
el Sistema Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas (SNARIV) en la política de 
reparación, especialmente en la ruta colectiva. De 
acuerdo con las entrevistas realizadas en la labor 
de seguimiento, esto causó que la Unidad para las 
Víctimas liderara de manera solitaria la formula-
ción e implementación de los Planes Integrales de 
Reparación Colectiva, lo cual excedió sus capaci-
dades. Estos testimonios también dieron cuenta 
que, por esta razón, la UARIV tomó la decisión 
de limitar los PIRC y los Planes de Retorno a las 
acciones de su competencia, lo que los llevó a su 
“mínima expresión” y a que se ralentizara la eje-
cución de los mismos. Lo anterior es preocupante 
porque pone en riesgo el potencial transformador 
de la reparación colectiva. 

A pesar de la lentitud en su ejecución, la ruta 
de reparación colectiva ha sido útil para generar 
espacios de diálogo entre la institucionalidad y las 
comunidades victimizadas, lo cual ha servido para 
fortalecer la confianza entre estas poblaciones y 
el Estado.

156 Al momento en que se recibió la información por parte de la SAE, esta cantidad equivalía a COP $41.308.544.250. (Tasa de 
cambio: USD $1 = COP$ 3.660,27)
157 Sociedad de Activos Especiales (2020). Respuesta al derecho de petición con radicado CS2020-030708. Bogotá. 

Con el ritmo y la aproximación actual, el Estado tardaría 
más de 60 años en indemnizar a todas las víctimas. Lo 
anterior significa que, incluso si se accediera a más fuentes 
recursos con el enfoque actual, esto sería insuficiente para 
reparar integralmente a todas las víctimas del conflicto de 
manera eficaz.

La lentitud en la materialización de la reparación 
integral también se explica a partir de la falta de 
involucramiento de las entidades que integran el 
Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas (SNARIV) en la política de reparación, 
especialmente en la ruta colectiva.
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Pérdida de legitimidad del Centro 
Nacional de Memoria Histórica

Desde el comienzo del actual Gobierno, el Centro 
Nacional de Memoria Histórica ha recibido múlti-
ples críticas debido a decisiones y posturas que 

Gráfica 10. 

Línea del Tiempo sobre hechos y críticas al CNMH

158 El Tiempo (2020). Llegaron 86 propuestas a convocatoria del CNMH que causó polémica - Conflicto y Narcotráfico - Justicia 
- ELTIEMPO.COM. Bogotá. Fuente: Elaboración propia, a través de información de prensa.

2019 2020

16 de junio
Polémica entre centros de investigación por términos 
de referencia de una convocatoria del CNMH que 
incluía “la presentación de proyectos relacionados 
con victimizaciones cometidas por guerrillas como 
las Farc y con infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario contra miembros de la Fuerza Pública”158. 

Enero EneroFebrero FebreroMarzo MarzoAbril AbrilMayo MayoJunio JunioJulio JulioAgosto AgostoSep SepOct OctNov NovDic Dic

2 de febrero
Varias organizaciones de víctimas deciden que, a raíz 
del nombramiento de Darío Acevedo como director 
del CNMH y sus posturas negacionistas, retiran del 
Centro los archivos que habían aportado en el pasado.

3 de febrero
El CNMH es retirado de la Coalición 
Internacional de Sitios de Conciencia 
por la ausencia de respuesta del 
director frente a su postura sobre la 
existencia del conflicto armado. 

12 de marzo 
Organizaciones sociales y de víctimas deciden 
desligarse del trabajo que desarrollaban con el 
CNMH, debido al nombramiento de Darío Acevedo 
como director.

6 de mayo
La Jurisdicción Especial para la Paz adopta 
medidas cautelares para la protección de la 
colección “Voces para Transformar a Colombia”, 
luego de constatar el incumplimiento de acuerdos 
realizados entre el CNMH y las víctimas que 
participaron en la construcción de dicha colección. 

4 de junio
La Fundación Madres de Falsos Positivos de 
Soacha y Bogotá (MAFAPO) renunció a participar 
de los proyectos del CNMH mientras Acevedo se 
mantuviera como Director. 

28 de mayo 
Trabajadores y extrabajadores de cultivos de palma 
hicieron públicas sus preocupaciones por la poca 
prioridad que el CNMH le dio al lanzamiento del 
Informe que el mismo Centro había producido 
frente al tema. 

5 de noviembre
El director del CNMH es citado a un debate de control 
político en el Congreso en la Comisión II del Senado 
de la República en el que se le cuestionaría por 
actuaciones llevadas a cabo en la entidad. 

30 de noviembre
Polémica por cifras de desaparecidos 
publicada por el Centro, en la que se 
omitieron 4.152 registros. 

se han asumido desde la dirección del mismo. La 
línea del tiempo a continuación refleja las críticas 
que se le hicieron al CNMH entre 2019 y 2020. 
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Además de estas críticas, en entrevistas realizadas 
en la labor de seguimiento se recibieron alertas 
relacionadas con decisiones cuestionables por 
parte de la dirección del Centro Nacional de Me-
moria Histórica. Entre estas críticas, se señalaron 
conflictos entre el director y el personal del Centro 
que han desembocado en cambios constantes 
en cargos clave de la entidad, incumplimientos 
por parte de operadores logísticos en procesos 
relacionados con la construcción del Museo de 
la Memoria e interpretaciones erróneas sobre las 
medidas cautelares de la JEP sobre la exposición 
Voces para transformar a Colombia la cual, según 

varios los entrevistados, permanece ‘engavetada’ 
y sin ser socializada por decisión del Director. 

Sobre esto último, el Centro informa que ha 
interpuesto recursos de apelación, reposición, 
nulidad y solicitudes de aclaración sobre las 
medidas cautelares adoptadas por la JEP, pues 
esta “ha impedido el uso por parte del CNMH de 
esta muestra expositiva, dificultando, con ello, 
su socialización”159. 

Las críticas mencionadas son preocupantes, 
pues estas han deteriorado la relación de confian-
za que se había generado entre las víctimas y el 
Centro Nacional de Memoria Histórica desde su 

entrada en funcionamiento y han afectado la le-
gitimidad que tenía esta entidad como institución 
responsable de las medidas de reparación simbó-
lica establecidas en la Ley 1448 de 2011. 

Definición de criterios de priorización de 
la política de reparación con insuficiente 
participación de las víctimas 

Finalmente, uno de los obstáculos que ha tenido 
el desarrollo de la política de reparación integral 
ha sido la ausencia de un diálogo honesto con las 
víctimas y sus organizaciones sobre la forma en la 

que debe priorizarse la entrega de las medidas. La 
falta de estos espacios de conversación ha produci-
do una inconformidad generalizada en las víctimas 
del conflicto frente a la manera en la que las distintas 
medidas de reparación, especialmente la indemni-
zación administrativa, están siendo implementadas. 

Además, no haber desarrollado estos diálogos, 
evita que se construyan participativamente alter-
nativas de ajustes a la Ley 1448 que sirvan para 
mejorar la eficiencia en la entrega de reparacio-
nes, establezcan mecanismos concertados de 
priorización y contribuyan a la construcción de 
confianza entre el Estado y las víctimas. 

159 Centro Nacional de Memoria Histórica (2022). Respuesta a derecho de petición con radicado 202203291003041-1. Bogotá. 
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Enfoques 
de género 
y étnico

Enfoque de Género� 329

Enfoque Étnico� 360

1

2
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El Acuerdo de Paz presta especial atención a 
la protección y reivindicación de los derechos 
fundamentales de las mujeres, de los grupos 
sociales vulnerables, los pueblos indígenas y las 
comunidades afrodescendientes, los derechos de 
campesinas y campesinos sin tierra o con tierra 
insuficiente y los de la población LGBTIQ.

El Acuerdo de Paz reconoce que para garan-
tizar una igualdad efectiva se requiere adelantar 
medidas afirmativas que respondan a los impac-
tos desproporcionados y diferenciados a los que 
se vieron enfrentados los anteriores grupos pobla-
cionales en el marco del conflicto armado entre 
las FARC - EP y el Gobierno de Colombia. 

En el caso particular de las mujeres, las hosti-
lidades del conflicto armado interno ocasionaron 
diferentes vulneraciones a sus derechos humanos, 
llegando a ser incluso las víctimas más afecta-
das, en particular, por la violencia sexual que se 
genera por una cultura machista que mantiene la 
percepción de propiedad sobre los cuerpos de las 
mujeres y las niñas1. 

Por su parte, las comunidades étnicas han 
sido otro grupo altamente afectado por el 
conflicto armado interno en relación con la vul-
neración a su integridad política y organizativa, 

y al despojo y desplazamiento forzado de sus 
territorios ancestrales.  

Dichas violencias suelen incrementarse e inten-
sificarse si confluyen una o más características de 
pertenencia u origen; la violencia aumenta si, ade-
más de pertenecer a alguna comunidad étnica, 
se es mujer, se es una persona perteneciente a la 
comunidad LGBTIQ o a alguna población diversa. 

Teniendo en cuenta este panorama, el Acuerdo 
de Paz entre el Gobierno Nacional y las antiguas 
FARC - EP buscó la transversalización de la pers-
pectiva de género y étnico en el entendimiento e 
implementación de cada uno de los puntos del 
Acuerdo. Tanto así que, por ejemplo, se contem-
pla un Capítulo Étnico a efectos de reconocer la 
contribución de estas comunidades a la cons-
trucción de paz y de resarcir las afectaciones 
dejadas por el conflicto armado en sus territorios 
y comunidades ancestrales.

A continuación, se presentan los principales 
indicadores que muestran la difícil situación y las 
enormes brechas a las que se ven enfrentadas las 
comunidades étnicas, las mujeres y la población 
OSIGD, así como también los rezagos, avances y 
problemas en la implementación del enfoque de 
género y étnico.

El Acuerdo de Paz entre el Gobierno Nacional y las 
antiguas FARC - EP buscó la transversalización de la 
perspectiva de género y étnico en el entendimiento e 
implementación de cada uno de los puntos del Acuerdo.

1.

Enfoque de 
Género
El Acuerdo de Paz busca contribuir al cierre de las 
brechas entre hombres y mujeres incorporando 
un enfoque de género, tanto en la interpretación 
como en la implementación de cada uno de los 
puntos del Acuerdo y mediante la disposición de 
una serie de medidas afirmativas. La inclusión del 
enfoque en el Acuerdo de paz de Colombia ha 
sido reconocida a nivel internacional como un 
gran avance frente a otros acuerdos de paz en 
el mundo y se dio gracias al trabajo persistente 
de las organizaciones de la sociedad civil y de la 
comunidad internacional.

Las medidas de género buscan promover el 
acceso a la tierra a mujeres campesinas; reivin-
dicar su papel protagónico en la definición del 
mejoramiento de sus condiciones de vida y en la 
definición del desarrollo del país dentro de una 
visión de integración urbano-rural; promover y 
garantizar la participación de las mujeres y de 
otras comunidades históricamente excluidas en la 
vida política, económica, social y cultural del país; 
e incorporar el enfoque de género en el proceso 
de reincorporación, de sustitución de cultivos de 
uso ilícito, y en el tratamiento de víctimas y demás 
actores que acudan al Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR).

No obstante, y a pesar de las diferentes medi-
das contempladas en el Acuerdo de Paz dirigidas 
a promover el cierre de brechas de género, se 

puede afirmar que estas han tenido una reducida 
ejecución gubernamental y una escasa apropia-
ción social, tanto así, que, por ejemplo, de las 130 
acciones afirmativas contempladas para las muje-
res en el Acuerdo, solo hay 51 indicadores sobre 
esta materia en el Capítulo de Género del Plan 
Marco de Implementación2.

A continuación, se presenta un diagnóstico en 
donde se evidencian las principales brechas de 
género en el país y, de manera particular, las que 
impactan a las mujeres y la población OSIGD, así 
como también el estado de avances en materia de 
implementación del enfoque de género en cada 
uno de los puntos del Acuerdo y los principales 
problemas en dicha implementación. 

1  Aunque los hombres también se vieron afectados por la violencia sexual en el marco del conflicto armado en Colombia, según 
una de las bases de datos del Observatorio de Memoria y Conflicto del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), entre 1959 
y 2017 se registraron de manera oficial al menos 15.711 víctimas de violencia sexual, siendo nueve de cada diez de estas víctimas 
mujeres, y desconociéndose en casi un 90% su situación actual, si están vivas, muertas o desaparecidas.
Rutas del Conflicto. ¿Cómo se vivió la violencia sexual durante el conflicto armado? (2021). Obtenido de: https://rutasdelconflicto.
com/notas/vivio-la-violencia-sexual-el-conflicto-armado#:~:text=En%20el%20marco%20del%20conflicto,de%20Memoria%20
Hist%C3%B3rica%20(CNMH).

2  El enfoque de género en la construcción de paz en Colombia: 
retos del posconflicto (p.429). Paz posible, guerra imparable. 
posacuerdo y construcción de paz en colombia. (2021). Claudia 
Moreno-Ojeda, A.H.J (Bert) Helmsing y Darío Fajardo. Universi-
dad Externado de Colombia - CINEP.
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Diagnóstico

carena-Guaviare la que presenta menor 
concentración de mujeres (46,2%)5.

•	 La composición por grupos de edad es 
similar para ambos sexos. Sin embargo, la 
edad promedio de las mujeres fue mayor 
que la de los hombres, 34,1 y 32,2 años, 
respectivamente6. Las mujeres rurales, en 
promedio, son más jóvenes (31,3 años) 
que las urbanas (34,9 años)7.

•	 El 77,2% de la población colombiana total 
se asienta en las cabeceras. Este porcen-
taje para las mujeres es del 78,7% y para 
los hombres del 75,7%. La relación urba-
na mujeres-hombres es 108,9 mujeres 
por cada 100 hombres. En cambio, en la 
ruralidad la relación es inversa: hay 91,7 
mujeres por cada 100 hombres.

•	 La brecha de la tasa de participación 
económica8 entre hombres y mujeres 
es de 20,8 puntos porcentuales más 
para los hombres. La participación de 

los hombres, de 2008 a 2019, se incre-
mentó en el ámbito rural 3,4 puntos y en 
el urbano 2,6 puntos. En el caso de las 
mujeres sucede algo similar, pero la di-
ferencia es más notoria: mientras en los 
centros poblados y rural disperso la tasa 
se incrementó poco más de 9 puntos, en 
las cabeceras aumentó 5,6 puntos. 

•	 La brecha de participación en el Trabajo 
Doméstico y de Cuidados No Remunera-
do (TDCNR) es más marcada en el ámbito 
rural, con 32 puntos porcentuales de di-
ferencia entre mujeres (92,5%) y hombres 
(60,5%), que en el ámbito urbano donde la 

3  DANE. Mujeres y hombres: Brechas de género en Colombia. (2020). Obtenido de: https://www.dane.gov.co/files/investigacio-
nes/genero/publicaciones/mujeres-y-hombre-brechas-de-genero-colombia-informe.pdf
4  Las estadísticas del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) suelen desagregarse en tres áreas. Las ca-
beceras municipales corresponden al área geográfica que está definida por un perímetro urbano, cuyos límites se establecen por 
acuerdos del Concejo Municipal; corresponde al lugar en donde se ubica la sede administrativa de un municipio. Por su parte, el 
centro poblado es un concepto creado para fines estadísticos, útil para la identificación de núcleos de población. Se define como 
una concentración de mínimo 20 viviendas contiguas, vecinas o adosadas entre sí, ubicada en el área rural de un municipio o de 
un corregimiento departamental. Finalmente, el área rural o resto municipal se caracteriza por la disposición dispersa de viviendas 
y explotaciones agropecuarias; no cuenta con un trazado o nomenclatura de calles, carreteras, avenidas, y demás.
5  Censo Nacional de Población y Vivienda 2018 (CNPV), realizado por el DANE y publicado en 2019
6  Es preciso señalar que la estructura de edad presenta diferencias en las cabeceras municipales y en el resto rural, así como 
también varía según el autorreconocimiento étnico.
7  Las diferencias entre el ámbito urbano y el rural son indicativas de comportamientos demográficos distintos que interactúan con 
factores sociales y económicos que resultan, en los espacios rurales, en una composición poblacional joven y con menos mujeres.

El 49,9%de la población ubicada en 
los 170 municipios PDET son mujeres, 
siendo la subregión de Pacífico Medio 
la que concentra la mayor proporción 
de mujeres (52%), y la subregión de 
Macarena-Guaviare la que presenta 
menor concentración de mujeres (46,2%).

diferencia es de 26,4 puntos: 88,8% para 
las mujeres y 62,4% para los hombres9.

•	 Por cada hombre que realiza activida-
des de cuidado no remuneradas, hay 13 
mujeres haciendo estas actividades sin 
remuneración10. En las zonas PDET, por 
cada hombre hay 14 mujeres realizando 
actividades de cuidado no remunera-
das11. Si bien las actividades de cuidado 
hacen parte de los intereses de muchas 
mujeres, estas no son las únicas y se ha 
evidenciado que sus intereses se concen-
tran en otros sectores (comercio y sector 
de alimentos y bebidas). 

8  La Tasa Global de Participación (TGP) o Tasa de Participación Económica es la relación porcentual entre la Población Económi-
camente Activa (PEA) y la Población en Edad de Trabajar (PET). La PEA también se llama fuerza laboral y son las personas en edad 
de trabajar, que trabajan o están buscando empleo. En Colombia, la PET está constituida por las personas de 12 años y más en las 
zonas urbanas y 10 años y más en las zonas rurales.
9  Lo anterior se debe en parte a la falta de infraestructura o a las carencias en tecnología doméstica que se evidencian, de manera más 
atenuada en zonas rurales, y que de tenerse podrían contribuir a la reducción de las cargas de trabajo, así como también a las desigual-
dades de género en las tareas de cuidado que han traído como consecuencia la feminización, casi que exclusiva, de estas labores, junto 
con una pronunciada invisibilización y estigmatización de las mismas, lo cual ha limitado el accionar de las mujeres a la esfera privada 
doméstica en detrimento de su accionar en otros ámbitos, con poco reconocimiento social y baja o nula remuneración económica.
10  UNFPA & MSPS. Triage poblacional de género: Subregiones y municipios PDET. Bogotá: Fondo de Población de las Naciones 
Unidas y Gobierno de Colombia.
11  Ibídem.

Brechas de género entre mujeres y 
hombres en Colombia:

De acuerdo con la investigación Mujeres y Hom-
bres: Brechas de Género en Colombia3, publicada 
en septiembre de 2020 y realizada por el DANE 
conforme a lo registrado en el Censo Nacional 
de Población y Vivienda (CNPV) del 2018, me-
diante la recopilación desagregada de datos en 
cabeceras municipales, centros poblados y áreas 
rurales4, se obtiene: 

•	 En 2018 Colombia registró una po-
blación total de 44,2 millones de 
habitantes, 51,2% son mujeres (22,6 mi-
llones) y 48,8% hombres (21,6 millones). 
El 49,9% de la población ubicada en 
los 170 municipios PDET son mujeres, 
siendo la subregión de Pacífico Medio 
la que concentra la mayor proporción 
de mujeres (52%), y la subregión de Ma-
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Tabla 1.

Mujeres dedicadas a actividades de cuidado por cada hombre en subregiones PDET (2018) 

• Según el DANE, la tasa de desempleo en 
las cabeceras es del 8,9% en los hombres 
y del 13,2% en las mujeres, mientras que 
en los centros poblados y rural disperso 
es de 3,0% y 9,6%, respectivamente, de 
manera que la diferencia entre géneros es 
mayor en las zonas rurales12.

• En el mercado laboral colombiano, tres 
quintas partes de la población ocupada 

están en la informalidad (59,7%): en las 
mujeres la cifra es del 60,0% y en los 
hombres, el 59,3%13. La proporción en las 
áreas rurales es 1,5 veces mayor que en 
las urbanas: 82,4% de las personas ocu-
padas en los centros poblados y rural 
disperso se encuentran en la informa-
lidad, mientras que en las cabeceras la 
proporción es del 53,4%14.Según la ART, 

12  DANE. Mujeres y hombres: Brechas de género en Colombia. (2020). Obtenido de: https://www.dane.gov.co/files/investigacio-
nes/genero/publicaciones/mujeres-y-hombre-brechas-de-genero-colombia-informe.pdf
13  Ibídem.
14  Ibídem.

la inclusión de la población al mercado laboral formal es considerablemente más baja en la 
totalidad de los PDET15. 

15  Agencia de Renovación del Territorio -ART-. Estrategia de género y mujer rural en los territorios pdet. (2020). Obtenido de:  
https://portal.renovacionterritorio.gov.co/descargar.php?idFile=32326.
16  Ibídem.
17  DANE. Mujeres y hombres: Brechas de género en Colombia. (2020). Obtenido de: https://www.dane.gov.co/files/investigacio-
nes/genero/publicaciones/mujeres-y-hombre-brechas-de-genero-colombia-informe.pdf
18  Ibídem.
19  UNFPA & MSPS. Triage poblacional de género: Subregiones y municipios PDET. Bogotá: Fondo de Población de las Naciones 
Unidas y Gobierno de Colombia.
20  Ibídem

En cuanto a la inclusión de las mujeres PDET en 
el mercado laboral formal la situación es aún más 
crítica: las subregiones que presentan la brecha 
más grande (cercana al 5%) son:1

1

3

3

2

2

Urabá Antioqueño,

Subregión

1 Pacífico Medio 7

2 Chocó 10

3 Total Regiones PDET 14

4 Putumayo 15

5 Arauca 16

6 Macarena – Guaviare 17

7 Sur de Córdoba 17

8 Pacífico y Frontera Nariñense 18

9 Montes de María 19

10 Sierra Nevada – Perijá 19

11 Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 21

12 Sur del Tolima 22

13 Urabá Antioqueño 22

14 Alto Patía - Norte del Cauca 27

15 Sur de Bolívar 28

16 Catatumbo 36

17 Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 40

Fuente: UNFPA & MSPS. Triage poblacional de género: Subregiones y municipios PDET. Bogotá: Fondo de Población de las Nacio-

nes Unidas y Gobierno de Colombia.

Sur de Bolívar 

Bajo Cauca y Nordeste 
Antioqueño16.

• Con datos de la Gran Encuesta Integrada de 
Hogares (GEIH), el DANE calcula la brecha 
comparando el ingreso mensual promedio 
entre hombres y mujeres: el resultado en 
2018 mostró que las mujeres recibieron 
un 12,1% menos ingreso que los hombres. 
La diferencia de ingresos entre hombres 
y mujeres es considerablemente mayor, 

prácticamente el doble, en los centros 
poblados y rural disperso (33,6%) que en 
las cabeceras (16,4%)17 18.

• Por cada mujer con trabajo remunerado 
hay 2 hombres con trabajo remunerado19. 
En la mayoría de las subregiones PDET 
este valor es superior20.

Capítulo 7: Enfoques de género y étnico 333Capítulo 7: Enfoques de género y étnico332



Mapa

Número de hombres con trabajo remunerado por cada mujer 

con trabajo remunerado en subregiones PDET (2018)
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• En Colombia, la probabilidad de no contar 
con un sustento económico propio de las 
mujeres (27,5%) es casi tres veces mayor 
que la de los hombres (10,2%)21. Esta dife-
rencia se agrava en el ámbito rural, donde 
la probabilidad de una mujer de estar sin in-
gresos propios es cinco veces mayor a la de 
un hombre: 35,9% y 7,8%, respectivamente22. 

• Mujeres de 10 a 19 años que son madres: 
en cabeceras es 5,4%; en centros pobla-
dos es el 8,5%; y en rural disperso es de 
9,0%23. Una mujer que vive en la zona rural 
tiene 1,4 veces el nivel de fecundidad de 
una que reside en la zona urbana24. 

• De lo anterior se concluye que las mujeres 
jóvenes, en contextos rurales, presentan al-
tos niveles de fecundidad, lo cual aumenta 
si cuentan con menores niveles educativos 
y con limitados recursos monetarios. Se ha 
evidenciado que la maternidad en edades 
tempranas conlleva especialmente a efec-
tos negativos, y a veces irreversibles, en la 
vida de quienes ejercen dicha maternidad25.

• El porcentaje de hogares que reconocen a 
una mujer como jefe es:

• En relación con la participación política de 
las mujeres, se encuentra que, si bien a nivel 
gubernamental se ha buscado el cierre de 
brechas de género a través de medidas 
dirigidas a alcanzar la paridad en la participa-
ción, cuando ésta no depende únicamente 
de una decisión administrativa sino del voto 
popular, las mujeres enfrentan barreras im-
portantes en términos de financiación, lugar 
en la lista, acceso a medios y otros aspectos 
por los que terminan notablemente sub re-
presentadas, como es el caso del Congreso, 
las gobernaciones y las alcaldías27.

• Con respecto a los problemas que afectan 
la participación de las mujeres en municipios 
PDET, se evidenció que en la mayoría de los 
ítems este grupo poblacional es el más afec-
tado. Particularmente preocupa el indicador 
de violación de derechos humanos, el cual 
impacta en mayor proporción a las mujeres 
(6,8% hombres frente a 7,3% mujeres), y la dis-
criminación sexual étnica o de género (2,2% 
hombres frente a 2,7% mujeres)28.

En el país aún persiste una marcada desigualdad 
entre hombres y mujeres, lo cual se enraíza en violen-
cias de tipo estructural, permeadas por estereotipos 
de género, que obstaculizan la garantía y el goce ple-
no de los derechos y oportunidades de las mujeres. 

Aunque las mujeres suelen ser más y un buen 
número de ellas pertenece a la población en edad 
de trabajar, la tasa de empleabilidad con respecto 
a la de los hombres sigue siendo inferior: existen 
altos índices de informalidad y empeora en zonas 
rurales y en subregiones PDET. Esto ha traído como 
consecuencia un estancamiento en la calidad y con-
diciones de vida de las mujeres, tanto así que incluso 
se puede hablar de una “feminización de la pobreza”: 

En cabeceras: 

47% 

En el total de municipios PDET:

41,5%

En centros poblados y rural 
disperso: 

34,3%26

21  DANE. Mujeres y hombres: Brechas de género en Colombia. (2020). Obtenido de: https://www.dane.gov.co/files/investigacio-
nes/genero/publicaciones/mujeres-y-hombre-brechas-de-genero-colombia-informe.pdf
22  Ibídem.
23  Ibídem.
24  Ibídem.
25  Ibídem.
26  DANE. Encuesta Nacional de Calidad de Vida- ECV 2021-. Resultados municipios PDET. (2022). Obtenido de: https://www.dane.
gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/salud/calidad-de-vida-ecv/encuesta-nacional-de-calidad-de-vida-ecv-2021
27  Ibídem.
28  DANE. Encuesta Nacional de Calidad de Vida- ECV 2021-. Resultados municipios PDET. (2022). Obtenido de: https://www.
dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/salud/calidad-de-vida-ecv/encuesta-nacional-de-calidad-de-vida-ecv-2021

Fuente: UNFPA & MSPS. Triage poblacional de género: Subregiones y municipios PDET. Bogotá: Fondo de Población de las Nacio-

nes Unidas y Gobierno de Colombia.

Subregión

1 Pacífico Medio 1,82

2 Sierra Nevada – Perijá 2,28

3 Pacífico y Frontera Nariñense 2,5

4 Sur de Bolívar 2,53

5 Putumayo 2,54

6 Arauca 2,61

7 Alto Patía - Norte del Cauca 2,65

8 Chocó 2,66

9 Urabá Antioqueño 3,04

Subregión

10 Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 3,26

11 Macarena – Guaviare 3,32

12 Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño 3,32

13 Sur de Córdoba 3,62

14 Montes de María 3,73

15 Sur del Tolima 4,06

16 Catatumbo 5,05
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“El índice de feminidad 
de la pobreza, a nivel 
nacional, permite 
constatar las desventajas 
a las que se enfrentan 
las mujeres: en 2018, 
el porcentaje de 
mujeres pobres era un 
18% superior al de los 
hombres pobres, por 
cada 100 hombres en 
hogares pobres, había 
118 mujeres29.” 

Esto no implica que se desconozca el predomi-
nio femenino que ha estado bajo el mando de 
diferentes labores de cuidado, sino que, por el 
contrario, se busque que estas labores sean efec-
tivamente reconocidas y reivindicadas, tanto en la 
esfera social como económica de las mujeres que 
las ejercen, junto con la reivindicación de su papel 
en ámbitos o sectores diferentes a los del cuidado. 

El anterior panorama evidencia una fuerte 
invisibilización de las mujeres, particularmente 
en las esferas públicas y en los sectores produc-
tivos que socialmente han sido masculinizados, 

como el sector agropecuario, industrial, político, 
comercial, entre otros, lo cual ha repercutido en 
la implementación del enfoque de género del 
Acuerdo de Paz. El aumento en el acceso a tie-
rras por parte de las mujeres, a la participación 
política, el acceso formal de las mujeres excom-
batientes a proyectos productivos, entre otras 
acciones, no son suficientes si no van de la mano 
con medidas afirmativas que otorguen a las mu-
jeres herramientas que permitan la garantía plena 
del ejercicio de sus derechos. 

29 Ibídem.

Desplazamiento

A pesar de que el conflicto armado colombiano 
es esencialmente entre hombres, las mujeres 
han sido desplazadas en mayor proporción. De 
acuerdo con el Registro Único de Víctimas (RUV), 
con corte al 31 de marzo de 2022, del total de 
población víctima por desplazamiento forzado 
desde 1987, 4.158.585 eran mujeres, 3.764.767 
eran hombres y 5.350 personas tenían alguna 
orientación sexual diversa. Esto quiere decir que 
el 52,4% de las víctimas de desplazamiento for-
zado son niñas, adolescentes, mujeres adultas y 
adultas mayores, principalmente de origen cam-
pesino y étnico30.

Aunque la diferencia parece muy pequeña, en 
el Auto 092 de 2008 la Corte Constitucional re-
conoció que el desplazamiento forzado tiene un 
impacto desproporcionado, desde el punto de 
vista cualitativo, en las mujeres y especialmente 
aquellas que son cabeza de familia.

En los municipios PDET, por cada 1.000 mu-
jeres, 18 están en situación de desplazamiento 
forzado; a nivel nacional, esta tasa es de 7 mujeres 
por cada 1.000. A excepción de las regiones de 
Sierra Nevada y Arauca, todas las subregiones 
PDET están por encima de la tasa nacional31.

Por otro lado, atendiendo a la información 
contenida en el RUV, con corte al 30 de abril de 
2022, se puede evidenciar que 4.290 personas, 
que representan el 0,05% del total de la pobla-
ción identificada como víctima de los diferentes 
hechos victimizantes, se autorreconocen como 
población LGBTI.

En todo caso, es claro que esta cifra puede es-
conder un enorme subregistro, pues se estructura 
a partir del autorreconocimiento como parte de 
sectores LGBTI. Por ello, es posible suponer que 
las personas pueden optar por no registrarse re-
conociendo su orientación o identidad de género 
diversas, entre otras razones, por los posibles es-
tigmas que esto puede acarrear sobre ellas.32

El 52,4% de las víctimas de desplazamiento forzado son 
niñas, adolescentes, mujeres adultas y adultas mayores, 
principalmente de origen campesino y étnico.

30  Registro Único de víctimas
31  UNFPA & MSPS. Triage poblacional de género: Subregiones y municipios PDET. Bogotá: Fondo de Población de las Naciones 
Unidas y Gobierno de Colombia.
32  Centro Nacional de Memoria Histórica. Una nación desplazada: informe nacional del desplazamiento forzado en Colombia, 
Bogotá, CNMH - UARIV, 2015.
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Gráfica 1*.

*Con corte a marzo de 2022 se presenta un número de 18 víctimas que se auto reconocen como miem-
bros de la comunidad LGBTI y 5.964 víctimas en total.

300.000

400.000

500.000

600.000

700.000

800.000

900.000

1.000.000

200.000

100.000

0

Fuente: Base de datos del Registro único de Víctimas con corte a marzo de 2022
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Violencia por razón de género  
contra la mujer en el marco del 
conflicto armado:

En relación con las principales estadísticas sobre 
violencias por razón de género contra la mujer en 
el marco del conflicto armado, se observa: 

•	 De acuerdo con la Unidad para las 
Víctimas, a febrero de 2022, 4.519.288 
mujeres hacen parte del Registro Único 
de Víctimas (RUV).

•	 Según el Observatorio de Memoria y 
Conflicto (OMC) del Centro Nacional de 
Memoria Histórica (CNMH), en el marco 
del conflicto armado:

6.356 mujeres 
fueron víctimas de secuestro 

1.878 asesinadas 
en medio de masacres

1.256 sufrieron 
acciones bélicas

606 fueron víctimas 
de minas antipersonal

149 resultaron víctimas 
de atentados terroristas

113 de daños 
a bienes civiles 

78 de ataques 
a poblados33

4.632 víctimas 
de reclutamiento y utilización 
de niños, niñas y adolescentes 

En diferentes ocasiones se ha constatado que la 
violencia contra las mujeres ha sido utilizada como 
estrategia de guerra por los actores del conflicto 
armado en el país en su lucha por controlar territo-
rios y las comunidades que habitan34.

Según la ART, las subregiones PDET que con-
centran el mayor número de actos de violencia de 
género e intrafamiliar por cada 100.000 habitantes 
son: Sur de Bolívar, Putumayo, Cuenca del Caguán 
y Piedemonte Caqueteño, y Sur del Tolima35.

En los PDET, la subregión de Sur de Bolívar es 
la que mayor concentración de actos de violen-
cia hacia la mujer reporta y, además, es una de las 
subregiones con mayores brechas en el acceso al 
mercado laboral formal para las mujeres36.

Violencia sexual

El Sistema de Información de Eventos de Vio-
lencia del Conflicto Armado Colombiano informa 
que 15.139 personas han sido afectadas por casos 
de violencia sexual entre 1980 y 2021, entre esas 
13.773 son mujeres, el 90,9% del total. Preocupa 
la magnitud de este fenómeno en los territorios 
PDET: mientras que la tasa de violencia sexual en 
territorios no PDET es del ​​16,1, en la totalidad de 
los municipios PDET la tasa es de 104,9 por cada 
100.000 habitantes37.

33  Centro Nacional de Memoria Histórica -CNMH-. En el 8M, el CNMH hace un reconocimiento a las mujeres víctimas del 
conflicto armado en Colombia. (8 de marzo de 2021). Obtenido de: https://centrodememoriahistorica.gov.co/en-el-8m-el-cn-
mh-hace-un-reconocimiento-a-las-mujeres-victimas-del-conflicto-armado-en-colombia/#:~:text=De%20acuerdo%20con%20
el%20Observatorio,como%20consecuencia%20de%20estas%20acciones.
34  Comisión Interamericana de Derechos Humanos -CIDH-. Las mujeres frente a la violencia y la discriminación derivadas del 
conflicto armado en Colombia. (s.f.). Obtenido de: https://www.cidh.oas.org/countryrep/ColombiaMujeres06sp/III.htm
35  Agencia de Renovación del Territorio -ART-. Estrategia de género y mujer rural en los territorios PDET. (2020). Obtenido de:  
https://portal.renovacionterritorio.gov.co/descargar.php?idFile=32326.
36  Ibídem.
37  Sistema de Información de Eventos de Violencia del Conflicto Armado Colombiano. Fecha de corte: 31 de diciembre de 2021.

38  Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación CINEP/PPP-CERAC (2022) Informe regional de verificación 
de la implementación del Acuerdo Final de Paz en las 16 Zonas PDET
39  Sánchez O, Carrillo A, Babativa J, Rengifo M, Silva L. (2017) Encuesta de prevalencia de violencia sexual en contra de las mujeres 
en el contexto del conflicto armado colombiano 2010-2015. Bogotá: OXFAM.
40  Dejusticia (2016) El ejercicio de la interrupción voluntaria del embarazo en el marco del conflicto armado.
41  Comisión de la Verdad. (2020) La búsqueda tiene rostro de mujer.

Otros fenómenos de violencia en el 
marco del conflicto armado

•	 Alrededor del 14% del total de las víctimas 
por MAP, MUSE y AEI son mujeres38.

•	 La encuesta de prevalencia de violencia 
sexual en contra de mujeres en el contex-
to del conflicto (2017) encontró que, según 
el tipo de violencia sexual, predominaron: 
el control de la vida social (64,2%); el acoso 
sexual (45,2%); la violación sexual (16,8%); 
servicios domésticos forzados (13,9%); 
aborto forzado (6,5%); prostitución forzada 
(3,9%); embarazo forzado (2,7%); y esterili-
zación forzada (1,6%), entre otras39.

•	 El análisis cualitativo presentado por De-
justicia sobre el ejercicio de la interrupción 
voluntaria del embarazo en el marco del 
conflicto, presenta una serie de barreras a 
las que se enfrentan las mujeres. Entre esas 

sobresalen: los factores sociales, familiares 
y/o institucionales para los cuales el aborto 
es visto como una práctica moralmente 
reprobable; el desconocimiento sobre los 
derechos sexuales y reproductivos, y sobre 
la forma de acceder a ellos; los obstáculos 
en la movilidad; el temor; y las barreras por 
parte de los prestadores de salud40. 

•	 Según el Centro de Nacional de Memoria 
Histórica en su libro ‘Hasta encontrarlos’ 
(2016), de las 59.203 víctimas de desapari-
ción de quienes se conoce su sexo, el 87,8% 
son hombres y el 12,2% son mujeres. Sin 
embargo, la búsqueda de personas desa-
parecidas es hecha, especialmente, por las 
mujeres. Según un mapeo elaborado por 
la Comisión Internacional sobre Personas 
Desaparecidas, de 36 organizaciones de 
familiares de desaparecidos, 30 son lide-
radas por mujeres41.
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•	 Las cifras del Centro de Memoria Histórica 
sobre secuestro reportan 28.706 casos 
de personas afectadas entre 1985 y 2021. 
De esa cifra, el 17% son mujeres y el 4% no 
registra información. 

•	 Durante el año 2020, la Agencia de 
EE. UU. para el Desarrollo Internacional 
(USAID, por su sigla en inglés), el Centro 
Nacional de Consultoría (CNC) y la Red de 
Derechos Humanos y Educación Superior 
(DHES) hicieron una prueba piloto para 
caracterizar el liderazgo en Colombia. Los 
resultados mostraron que el 76% de los 
líderes son hombres y el 24% mujeres.

•	 Según INDEPAZ, el 13,15% de líderes/as 
sociales asesinados, desde la firma del 
acuerdo de paz hasta el 23 de mayo de 
2022, son mujeres.

•	 Según la Defensoría del Pueblo, en el año 
2020 fueron emitidas 22 alertas tempra-
nas con enfoque de género. En el último 
trimestre de ese año se emitieron tres aler-
tas, una de ellas indicó la inminencia de 
riesgo para población LGBTI42. A 2022, de 
las 235 alertas encontradas, 125 reportan 
afectaciones a la población de mujeres43.

42  Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verifi-
cación CINEP/PPP-CERAC. Sexto informe de verificación de la 
implementación del enfoque de género en el Acuerdo Final de 
Paz en Colombia. Enero de 2022
43  Página web de alertas tempranas de la Defensoría del Pueblo

Según un mapeo 
elaborado por la Comisión 
Internacional sobre Personas 
Desaparecidas, de 36 
organizaciones de familiares 
de desaparecidos, 30 son 
lideradas por mujeres.

Avance  
por punto

Punto 1. Reforma Rural Integral

A continuación se muestran las cifras remitidas por 
la ANT en materia de acceso y formalización de 
tierras de mujeres y hombres, desde la firma del 
Acuerdo de Paz hasta el 31 de marzo de 202244:

•	 Fueron entregadas 6.278,77 hectáreas a 
1.901 mujeres rurales, y 8.541,57 ha. a 1.699 
hombres rurales.

•	 Lo anterior significa que en promedio a 
cada mujer rural se le entregaron 3,3 
hectáreas y a cada hombre rural 5,03 
hectáreas.

•	 La ANT informó que 29.432 mujeres étnicas 
y 29.675 hombres étnicos fueron beneficia-
dos en materia de entrega de tierras. 

925.701,22 hectáreas 
fueron formalizadas a 
40.644 hombres rurales; 

44  Agencia Nacional de Tierras. (Abril de 2022). Respuesta a Derecho de petición radicado 20221000457471- Bogotá. Las fechas 
de corte de las cifras reportadas en esta sección corresponden al 31 de marzo de 2022.

457.791,09 hectáreas 
fueron formalizadas a 
34.654 mujeres rurales.

Tan solo el 33% del total de hectáreas 
formalizadas beneficiaron a mujeres rurales.

A cada mujer rural beneficiada con 
adjudicación de tierras se le entregó en 
promedio 1,73 hectáreas menos que lo 
entregado a cada hombre.
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•	 En promedio a cada hombre rural se le 
formalizaron 22,78 hectáreas, en contras-
te con el promedio de 13,21 hectáreas 
formalizadas a cada mujer rural. 

•	 En cuanto a formalizaciones de comuni-
dades étnicas, fueron beneficiadas 37.372 
mujeres y 37.612 hombres. 

•	 “Hombres y mujeres no siempre disfrutan 
los mismos derechos a esta, ya que exis-
te una brecha de género en su acceso y 
tenencia por ser mujer, por ser rural y por 
pertenecer a un grupo étnico, así como a 
otros recursos y bienes”45.

•	 Según el Grupo Género en la Paz (GPAZ), 
se requiere que el Fondo de Tierras cuente 
con bienes que puedan ser efectivamen-
te distribuidos o formalizados a miles de 
mujeres campesinas que no ejercen ocu-
pación directa sobre ningún predio y que 

requieren poder garantizar su derecho a la 
tierra, ya que, si bien hay cientos de bienes 
en el Fondo, todavía muchos de estos no 
cuentan con una correcta caracterización 
que permita saber si pueden ser o no 
objeto de procesos de formalización o de 
adjudicación46.   

Por su parte, y de acuerdo a lo informado por la 
ART47, en materia de participación de acuerdo 
al género en la planeación de los PDET, se en-
cuentra que48:

•	 90.368 personas identificadas con una 
identidad de género femenina (40,1%) y 
135.245 personas identificadas con una 
identidad de género masculina (59,9%) 
participaron en la planeación de los PDET, 
de la siguiente manera:

45  SCIELO. Equidad de género en la tenencia y control de la tierra en Colombia: llamado a una acción emancipatoria. (2018). 
Obtenido de: http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0122-93542018000200007
46  GPAZ. (2021). La paz avanza con las mujeres “III informe de observaciones sobre los avances en la implementación del enfoque 
de género del Acuerdo de Paz”. Cuatro ojos editoriales.
47  Agencia de Renovación del Territorio -ART-. Respuesta a Derecho de petición radicado 20225000035821. (05 de abril de 2022).
48  Según lo manifestado por la ART, la información dada a continuación fue capturada por la Agencia, principalmente a 
través de los listados de asistencia dispuestos en los procesos participativos llevados a cabo para la definición de los Planes 
de Acción para la Transformación Regional – PATR, y diligenciados por los mismos participantes quienes suministraban 
directamente la información.

Tabla 2: 

Participación por género en la planeación de los PDET

Subregión Femenino Masculino

Alto Patía y Norte del Cauca 19.560 23.621

Arauca 3.091 4.946

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 6.986 9.548

Catatumbo 3.208 8.201

Chocó 1.030 2.203

Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 6.337 12.426

Macarena Guaviare 5.055 9.517

Montes de María 6.433 9.522

Pacífico Medio 2.965 3.736

Pacífico y Frontera Nariñense 5.908 7.563

Putumayo 5.931 8.888

Sierra Nevada-Perijá-Zona Bananera 7.042 10.392

Sur de Bolívar 3.594 5.499

Sur de Córdoba 3.630 5.897

Sur del Tolima 3.517 5.981

Urabá Antioqueño 6.081 7.305

TOTAL 90.368 135.245

Fuente: ART
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•	 3.691 mujeres (35,4%) y 6.723 hombres (64,6%) fueron  
integrantes de los Grupos Motores, de la siguiente manera:

Tabla 3:

 Integrantes por género de los Grupos Motores

Subregión Hombre Mujer

Alto Patía y Norte del Cauca 1.110 634

Arauca 218 125

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 499 352

Catatumbo 575 152

Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 745 325

Macarena Guaviare 358 225

Montes de María 399 225

Pacífico Medio 193 103

Pacífico y Frontera Nariñense 510 288

Putumayo 395 240

Sierra Nevada-Perijá-Zona Bananera 507 285

Sur de Bolívar 272 161

Sur de Córdoba 316 181

Sur del Tolima 217 143

Urabá Antioqueño 409 252

TOTAL 6.723 3.691

Fuente: ART

•	 Según GPAZ, 4.606 iniciativas con marca-
ción de mujer rural y género (13%) fueron 
incluidas en los Planes de Acción para la 
Transformación Regional (PATR) y dentro de 
estas iniciativas se incluyen también aquellas 
dirigidas a la población LGBTI49. No obstan-
te, es importante mencionar que el éxito de 
los PDET depende de la implementación 
efectiva, eficiente, oportuna y coordinada de 
todas las iniciativas priorizadas50. 

•	 En relación con la metodología implemen-
tada por la ART para la construcción de la 
hoja de ruta, se pudo conocer que en esta 
no se incorporó el enfoque de género, por 
tanto, no tiene disposiciones específicas o 
estrategias directas para la incorporación 
de las iniciativas de marcación mujer ru-
ral y género priorizadas en los PDET51. En 
relación con este aspecto, la Secretaría 
Técnica del Componente Internacional 

49  GPAZ. (2021). La paz avanza con las mujeres “III informe de observaciones sobre los avances en la implementación del enfoque 
de género del Acuerdo de Paz”. Cuatro ojos editoriales.
50  Ibídem.
51  Ibídem.

de Verificación CINEP/PPP y CERAC, en su 
cuarto informe sobre la implementación del 
enfoque de género, realizó un llamado para 
que se promoviera una estrategia clara de 
inclusión y operacionalización de las iniciati-
vas de mujer y género en las hojas de ruta52.

•	 Según GPAZ, aunque la mayoría de los Pla-
nes Nacionales Sectoriales adoptados hasta 
el 2020 desarrollaron en alguna medida el 
enfoque de género, llamó la atención que en 
ninguno se establecieron líneas, estrategias 
o acciones diferenciales para la población 
LGBTI, lo que repercute en la garantía de los 
derechos de las mujeres LBT53.

Punto 2. Participación Política

Como avances en la aplicación del enfoque de 
género de este punto se encuentran:

•	 La aprobación del Estatuto de la Oposición 
(Ley 1909 de 2018), el cual consagra la 
perspectiva de género como unos de sus 
principios rectores. Sin embargo, a pesar 
del avance que representa, el Estatuto no 
establece derechos y garantías para las 
personas no binarias, lo cual implica un 
vacío de fondo54.

•	 El Código Electoral, el cual contenía medidas 
que beneficiaban la paridad entre hombres 
y mujeres en las listas para elecciones de 
corporaciones públicas, y mecanismos que 
fomentaban la inclusión de personas LGBTI, 
fue declarado inconstitucional por la Corte 
Constitucional por vicios en su trámite.

•	 La puesta en marcha del Comité Ope-
rativo de Mujer y Género en el Sistema 
Integral de Seguridad para el Ejercicio de 
la Política-SISEP.

•	 Los resultados de las elecciones de 
2022-2026 muestran un aumento de la 
participación de mujeres en la política 
electoral en el país. Tras los resultados 
electorales, 83 mujeres conformarán el 
Congreso, lo que representa un 29,33% 
del total. De esta forma, el porcentaje 
de mujeres en el legislativo mostraría un 
incremento de 9,62 puntos porcentuales 
con respecto a las elecciones 2018-202255.

•	 Según la base de datos de la Regis-
traduría Nacional, se inscribieron 399 
personas a las curules de paz: 200 mu-
jeres y 199 hombres. En todo caso, del 
total de personas que están en el pri-
mer renglón de las listas, el 37,62% son 
mujeres (76) y el 62,38% son hombres 
(126)56. Por lo anterior, las Circunscripcio-
nes Transitorias Especiales de Paz para 
víctimas, tendrán una composición ma-
yoritariamente masculina, pues de las 
16 curules, solamente 3 serán ocupadas 
por mujeres, es decir, el 18,75%57.

•	 Respecto a la capacitación a mujeres 
en temas de control social y veeduría, 
el riesgo se mantiene al no incluir el 
enfoque en forma específica en los mó-
dulos de estas instancias. Por ejemplo, 
en el Plan Nacional de Formación para 
el Control Social no hay un módulo con 
enfoque de género58.

52  Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación CINEP/PPP – CERAC. Cuarto Informe sobre la Implementa-
ción del Enfoque de Género. (2020).
53  GPAZ. (2021). La paz avanza con las mujeres “III informe de observaciones sobre los avances en la implementación del enfoque 
de género del Acuerdo de Paz”. Cuatro ojos editoriales.
54  ​​ Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación CINEP/PPP-CERAC. Sexto informe de verificación de la im-
plementación del enfoque de género en el Acuerdo Final de Paz en Colombia. Enero de 2022.
55  Informe SISMA Mujer marzo de 2022. Obtenido de https://www.sismamujer.org/wp-content/uploads/2022/03/Comunica-
do-Sisma-Mujeres-Congreso-2022.pdf
56  SISMA Mujer. Reporte de participación de mujeres en la política: elecciones 2022. Obtenido de https://www.sismamujer.org/
wp-content/uploads/2022/02/Reporte-de-participacion-de-mujeres-en-la-politica-Curules-de-paz-.pdf
57  Ibíd.
58  GPAZ. (2021). La paz avanza con las mujeres “III informe de observaciones sobre los avances en la implementación del enfoque 
de género del Acuerdo de Paz”. Cuatro ojos editoriales.
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•	 Preocupa la no implementación del Pro-
grama Integral de Lideresas y Defensoras, 
aun cuando este, de acuerdo con entre-
vistas realizadas para la elaboración de 
este informe, cuenta con la legitimidad de 
la sociedad civil y sus 27 acciones recogen 
las problemáticas identificadas. 

Situación de seguridad:

•	 La Sesión Temática de Género en la Comi-
sión Nacional de Garantías de Seguridad 
elaboró el documento diagnóstico y reali-
zó 3 sesiones temáticas  en el 2019, 17 en 
el año 2020, y solo 8 en el año 2021, sien-
do estas últimas virtuales, aun cuando el 
Decreto 154 de 2017 ordena que se deben 
reunir mensualmente59. Adicionalmente, 
solo desde el año 2019 se cuenta con 

representación permanente de las plata-
formas de mujeres, pues en su creación 
dicha representación no fue incluida.

•	 Si bien la materialización del Sistema In-
tegral de Seguridad para el Ejercicio de la 
Política (SISEP) se dio en 2017 mediante 
el Decreto Ley 895 de 2017, según GPAZ, 
para el año 2021, la creación e imple-
mentación no se había dado de manera 
paralela en sus siete instancias, por lo que 
los avances del SISEP presentan un pano-
rama heterogéneo y desarticulado60.

•	 Preocupa la disminución en la participa-
ción de las mujeres en política en territorios 
donde se ha presentado un aumento 
en las afectaciones de seguridad de las 
mujeres, generando así un ambiente más 
hostil y más obstáculos para ellas.

Punto 3. Reincorporación

De las 12.826 
personas en proceso 
de reincorporación, 

74,7% son hombres 
(9.581)

24,5% son mujeres 
(3.142 mujeres)  

0,9% no responde 
(102)

Fuente: Agencia para la Reincorporación y la Normalización

 Orientación sexual de las personas en proceso de reincorporación61

11.733

29

Heterosexual

Homosexual

974

9

No aplica

Bisexual

75

6

No responde

Otro

59  Presidencia de la República. Respuesta al Derecho de petición OFI22-00034238 12 de abril de 2022. Bogotá
60  Ibídem.
61  Agencia para la Reincorporación y la Normalización. Respuesta a derecho de petición OFI22-006937 (7 de abril de 2022)

•	 Se creó la Mesa Técnica de Género del 
Consejo Nacional de Reincorporación 
(CNR) como un mecanismo para la trans-
versalización del enfoque en el proceso 
de reincorporación.

•	 Al 31 de diciembre del 2021, se habían 
evaluado 107 proyectos productivos con 
recomendaciones para la inclusión del 
enfoque de género desde la etapa de 
formulación61.

•	 La Política de Reincorporación con enfo-
que de género se encuentra plasmada en 
el documento CONPES 3931 a través de 
18 acciones de mujer y género62.

•	 La Ruta de Reincorporación, estableci-
da mediante Resolución 4309 de 2019, 
incluye el enfoque de género como un 
aspecto transversal. Sin embargo, ninguno 
de sus componentes, 7 en total, incluye 
medidas/acciones específicas para la 
materialización del enfoque.

•	 Un total de 7.000 personas en proceso de 
reincorporación se han vinculado a pro-
gramas de formación académica. De ese 
número, 1.752 son mujeres. Por otro lado, 
6.135 personas se vincularon a procesos de 
formación para el trabajo y 1.712 son mujeres.

•	 Actualmente la ARN reporta que 3.215 
mujeres se encuentran afiliadas al sis-
tema de salud, en un registro de 12.636 
personas afiliadas.

•	 Un 42,8% (5.333) de las personas en 
reincorporación usa algún método anti-
conceptivo. De este número, 3.563 (28,6%) 
son hombres y 1.722 mujeres (13,8%)63.

•	 Al 28 de febrero de 2022, 4.778 personas 
han recibido atención en salud sexual y 
reproductiva64.

•	 A lo largo de la implementación del proceso 
de reincorporación, 13.178 personas han sido 
beneficiadas con renta básica, de los cuales 
3.111 son mujeres y 10.067 son hombres65.

•	 De los 39 participantes que manifestaron 
tener una orientación sexual relacionada 
con la comunidad LGBTIQ, la totalidad han 
sido beneficiados con renta básica66.

•	 3.973 proyectos individuales se han 
aprobado, beneficiando a 4.814 personas 
(3.698 hombres y 1.116 mujeres) por un 
valor de $38.499.182.60467.

•	 116 proyectos colectivos se han aprobado, 
estos benefician a 3.855 personas (2.766 
hombres y 1.089 mujeres)68.

•	 En el CONPES 3931 de 2018 se formula-
ron dos acciones de manera particular que 
tienen directa relación con las Acciones Co-
munitarias con Enfoque de Género. A la fecha 
de elaboración de este informe, el proceso 
de Acciones para la Ciudadanía Activa de las 
Mujeres se encuentra en fase de alistamiento 
y se destinaron aportes a cargo de la ARN, 
con los que se espera beneficiar aproxima-
damente a 360 mujeres de las comunidades 
y en proceso de reincorporación69.

•	 El programa de acompañamiento psicoso-
cial con enfoque de género, derechos de 
las mujeres, territorial y étnico por parte de 
la ARN aún no ha iniciado su implementa-
ción, puesto que requiere de aprobaciones 
previas y definiciones presupuestales, las 
cuales están sin desarrollar a abril de 202270.

•	 Si bien existe en la ARN un equipo en Bo-
gotá especializado en temas de género, 
no ocurre lo mismo a nivel territorial, ni 
este equipo tiene capacidad para desple-
garse a nivel regional. 

62  Ibídem.
63  Presentación ARN 2022
64  Agencia para la Reincorporación y la Normalización. Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 (6 de abril de 2022)
65  Ibídem.
66  Ibídem.
67  Ibídem.
68  Ibídem.
69  Ibídem.
70  Ibídem.
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Desde la firma del Acuerdo y hasta el 27 de diciembre de 
2021, diez mujeres excombatientes han sido asesinadas y 
otras cuatro han sido víctimas de intentos homicidio, según 
la Misión de Verificación de Naciones Unidas71.

•	 La Fiscalía General de la Nación, a 
través de la Unidad Especial de Inves-
tigación, ha determinado un avance 
de esclarecimiento del 58,33% de las 
afectaciones a mujeres excombatientes. 
En las afectaciones que cuentan con 
avance investigativo, la Unidad ha logra-
do vincular a 31 personas, 26 a través de 
órdenes de captura, de las cuales sólo 8 
se encuentran materializadas72.

•	 A abril de 2022 la política pública de 
reconciliación, convivencia y no estig-
matización con enfoque diferencial y 
de género en cabeza del Ministerio del 
Interior y la ARN no había sido implemen-
tada73. Lo anterior preocupa ya que esta 
política tiene funciones muy importantes 
para la no estigmatización de grupos 
históricamente discriminados como las 
mujeres y las personas LGBTIQ.

71  Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación CINEP/PPP-CERAC (2022) Informe regional de verificación de 
la implementación del Acuerdo Final de Paz en las 16 Zonas PDET
72  Agencia para la Reincorporación y la Normalización. Respuesta a derecho de petición OFI22-006937 (7 de abril de 2022)
73  Ibídem.

Punto 4. Sustitución de cultivos

A diciembre de 2021 se han vinculado al Pro-
grama Nacional Integral de Sustitución (PNIS) 
99.097 familias, de las cuales 35.834 cuentan 
con jefatura femenina74.

A nivel nacional:

El 96% de las mujeres 
titulares (28.173) ha recibido al menos 
un pago de asistencia alimentaria

El 86% (26.268) de las mujeres  
ha recibido el total de pagos

El 81% de mujeres  
están beneficiadas en el componente de 
auto sostenimiento y seguridad alimentaria

El 91% de las mujeres  
cuenta con asistencia técnica integral

El 81% de las mujeres (24.684)  
ha implementado su proyecto de pancoger75.

El 37% de las mujeres  
desarrollan proyectos productivos, 
aunque no es posible diferenciar si son 
proyectos de ciclo corto o ciclo largo.

El 40% de las mujeres  
recolectoras han sido vinculadas a opciones 
de empleo temporal76.

74 Presentación DSCI con corte diciembre de 2021. Informe de Avance en la incorporación del Enfoque de Género. PNIS
75  Ibídem.
76  Ibídem.
77  Ibídem.

•	 A nivel territorial, la mayor participa-
ción femenina se presenta en Nariño, 
donde las mujeres titulares en el PNIS 
llegan al 50%. Esta situación se relacio-
na principalmente por la dinámica del 
municipio de San Andrés de Tumaco, con 
un 50% de mujeres inscritas. El segundo 
departamento con mayor participación 
femenina es Cauca, con un 47% de muje-
res titulares. Allí se destaca su presencia 
en territorios indígenas de los municipios 
de Jambaló y Miranda, que alcanza el 
52% y 53%, respectivamente77.
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•	 Las mujeres han contribuido con la erra-
dicación de 699 ha de cultivos ilícitos, y 
su participación en Parques Nacionales 
Naturales corresponde al 32% de las fa-
milias totales78.

•	 En el 2020, la Dirección de Sustitución de 
Cultivos Ilícitos (DSCI) finalizó la elabora-
ción del protocolo de género.

•	 Durante el primer trimestre de 2021, 
la DSCI diseñó la estrategia de territo-
rialización del protocolo y se inició su 
implementación con “Talleres de Género 
PNIS” a los que asistieron el 36% del total 
de liderazgos femeninos del programa.

•	 En los departamentos de Guaviare y Pu-
tumayo no fue posible llevar a cabo los 
talleres debido a que no se pudo contar 
con la disponibilidad de las lideresas 
convocadas79.

•	 En relación con la participación de las 
mujeres en las instancias de ejecución, 
coordinación y gestión del PNIS, a la fecha 
de elaboración de este informe, la Direc-
ción de Sustitución de Cultivos Ilícitos 
reporta que su participación representa el 
27% del total de integrantes, delegados y 
representantes de las comunidades (341 
mujeres frente a 907 hombres)80.

78  Ibídem.
79  Agencia de Renovación del Territorio. Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos Respuesta al derecho de petición 
*20226000034061* (31 de marzo de 2022)
80  Ibídem.

4.726.199 4.519.288

4.596 370

Hombre
Mujer

LGBTI No informa

TOTAL: 9.250.453

Fuente: Unidad para las Víctimas -RUV-, Corte: 28/02/2022.

De las indemnizaciones a víctimas mujeres: (tabla 4)

Año Giros Personas Valor indemnizado a 
mujeres

Total indemnizado a través de la 
reparación integral individual

2016 46.364 44.859 $ 304.600.898.549 $ 558.511.645.376

2017 57.664 55.933 $ 400.371.539.957 $ 754.262.466.656 

2018 51.381 50.203 $ 292.589.006.522 $ 566.291.832.562

2019 42.945 38.785 $ 325.257.929.801 $ 655.010.202.679

2020 58.751 52.534 $ 466.161.880.846 $ 937.861.773.203 

2021 60.230 54.923 $ 521.640.665.907 $ 949.024.799.015

TOTAL 317.335 297.237 $ 2.310.621.921.581 $4.420.962.719.491

Fuente: Unidad para las Víctimas, corte información: Año 2016 al 31 de diciembre de 2021.

De las indemnizaciones a víctimas pertenecientes a la comunidad LGBTI: (tabla 5)

Año Giros Personas Valor Indemnizado a 
Comunidad LGBTI

Total indemnizado a través de la 
reparación integral individual

2016 14 12 $ 134.211.667 $ 558.511.645.376

2018 39 33 $ 466.334.256 $ 566.291.832.562

2019 22 20 $ 323.597.672 $ 655.010.202.679

2020 87 70 $ 1.386.870.981 $ 937.861.773.203 

2021 81 56 $ 1.282.809.639 $ 949.024.799.015

TOTAL 243 191 $ 3.593.824.215 $3.666.700.252.835

Fuente: Unidad para las Víctimas, corte información: Año 2016 al 31 de diciembre de 2021.

81  Estrategia de recuperación emocional a nivel individual.
82  Estrategia de recuperación emocional a nivel grupal.

Desde la vigencia 2016 hasta abril de 2022, se atendieron 
un total de 281.573 víctimas del conflicto a través de 
las Estrategias ERE I81 y ERE G82, de las cuales 196.063  
(69,63%) fueron mujeres.

Punto 5. Acuerdo sobre las  
Víctimas del Conflicto

•	 En relación con las víctimas incluidas en el 
RUV, se tiene que el 48,85% corresponde 
a mujeres y el 0,05% a personas LGBTI.

Víctimas incluidas por enfoque de género.
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JEP:

•	 De acuerdo con lo informado por la JEP, 
mediante Acuerdo del Órgano de Gobier-
no 006 de 2021, se adoptó la política de 
igualdad y no discriminación por razones 
de sexo, género, identidad de género, 
expresión de género y orientación sexual 
de la Jurisdicción Especial para la Paz, la 
cual establece y prioriza un conjunto de 
acciones estratégicas para mejorar la res-
puesta institucional en esta materia y para 
avanzar, a través de su implementación, 
en la superación de las desigualdades, la 
discriminación y las violencias por razón 
de dichos factores.

•	 Con ocasión de su expedición, la Secretaría 
Ejecutiva avanza en la construcción del Plan 
de Acción de la misma, habiendo logrado la 
concertación de las acciones y metas entre 
las dependencias que la integran.

•	 La Sala de Reconocimiento de Verdad ha 
priorizado 683 macro casos dentro de los 
cuales se estudian, investigan y analizan 
hechos de violencia basada en género 
y violencia sexual ocurridas en el marco 
del conflicto armado, evidenciando gra-
ves afectaciones a mujeres, menores de 
edad y personas LGBTI. Esta información 

está siendo integrada en los procesos 
de juzgamiento y posterior sanción de 
los máximos responsables y partícipes 
determinantes que se incluirán en los 
autos de determinación de hechos y con-
ductas, así como de las resoluciones de 
conclusión correspondientes.

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 
Convivencia y la No Repetición (CEV)

GPAZ ha reconocido la importancia de los diferen-
tes espacios que ha generado la CEV para escuchar 
a lo largo del país la experiencia de victimización de 
las mujeres y la verdad sobre las situaciones que 
afrontaron en el marco del conflicto armado y el 
trabajo liderado por su Grupo de Género. 

No obstante, manifestó su preocupación con res-
pecto a que la CEV utilice parámetros interpretativos 
y conceptuales limitados que pueden invisibilizar las 
violencias específicas contra las personas LGBTIQ, 
como la caracterización de patrones cuya definición, 
ligada a la frecuencia de los hechos, no considera 
que el impacto simbólico de un solo hecho violento 
contra una mujer LBT sea desproporcionado y tenga 
efectos poco cuantificables como el silenciamiento, 
ocultamiento e incluso desplazamiento de otras 
mujeres LBT en el mismo contexto.

Principales problemas en la implementación 
del enfoque de género

83  Caso 01: “Toma de rehenes y otras privaciones graves de la libertad cometidas por las FARC- EP”; Caso 02: “Prioriza la situación 
territorial de Ricaurte, Tumaco y Barbacoas (Nariño)”; Caso 03: “Asesinatos y desapariciones forzadas presentados como bajas en 
combate por agentes del Estado”; Caso 04: Situación territorial de la región de Urabá; Caso 05: “Prioriza situación territorial en la región 
del norte del Cauca y el sur del Valle del Cauca”; y, Caso 07: “Reclutamiento y utilización de niñas y niños en el conflicto armado”.

De acuerdo con lo informado por la JEP, mediante Acuerdo 
del Órgano de Gobierno 006 de 2021, se adoptó la 
política de igualdad y no discriminación por razones de 
sexo, género, identidad de género, expresión de género y 
orientación sexual de la Jurisdicción Especial para la Paz.

Visión minimalista en la 
implementación del enfoque 
de género del Acuerdo de Paz y 
ausencia de medidas afirmativas. 

En la mayoría de las entidades, la implemen-
tación del enfoque de género del Acuerdo de 
Paz se ha reducido a mostrar cifras en las que 
se discriminan los datos de mujeres, incluyendo 
de manera reducida y poco informada a la pobla-
ción OSIGD y sin que ello represente verdaderas 
medidas transformadoras que se encuentren di-
reccionadas a capacitar y a brindar herramientas 
para el cierre de las brechas de género que se 
contemplan en el Acuerdo.  

Lo anterior evidencia una falta de compren-
sión del enfoque de género por parte de las 
entidades, pues desconoce que para su efectiva 
materialización es necesario priorizar la definición 
y puesta en marcha de medidas afirmativas en 
clave de género. 
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Ausencia de medidas que 
garanticen la paridad en la 
participación de mujeres 
y población LGBTIQ en las 
instancias y mecanismos de 
implementación del Acuerdo. 

Si bien a lo largo de ciertos programas que 
materializan la implementación del Acuerdo se 
han desarrollado enfoques, planes o instancias 
puntuales enfocadas a la paridad, en la prác-
tica no son suficientes para garantizarla en los 
escenarios y mecanismos creados. Esta situa-
ción es el resultado del desconocimiento de la 
importancia de estos espacios y de la histórica 
marginación de las mujeres y las personas de la 
comunidad LGBTIQ.

Como se mencionó con el Plan Nacional de For-
mación de Veedores (Plan Nacional de Formación 
para el Control Social), actualmente no se desarro-
llan acciones que garanticen que los mecanismos 
de control y veeduría ciudadana cuenten con parti-
cipación efectiva de las mujeres y personas LGBTIQ. 
Asimismo, a pesar de los avances con la estrategia 
Más mujeres, más democracia, este programa se 
concentra en la participación electoral, dejando a un 
lado los demás escenarios de participación social y 
política dentro de la implementación del Acuerdo.

Asimismo, aunque existen diferentes programas 
en materia de capacitación y fortalecimiento de 

habilidades para las mujeres, aún se presenta un 
rezago en la implementación de programas enfo-
cados en el tema presupuestal a nivel nacional y 
territorial, en particular sobre las diferentes fuentes 
de financiación del Acuerdo y las herramientas para 
realizar el adecuado seguimiento a esos recursos. 
Además, este rezago es aún mayor y requiere 
de acciones afirmativas puntuales, en razón a la 
segregación histórica de las mujeres en materia 
económica y de formulación de políticas públicas. 

También se evidencia una baja participación de las 
mujeres en los escenarios creados para implemen-
tar la Reforma Rural Integral del Punto 1 del Acuerdo 
de Paz. Por ejemplo, se presentan deficiencias en 
la participación de las mujeres en los encuentros 
realizados para formular los PATR y ausencia del 
enfoque de género en el diseño de las hojas de ruta. 

Finalmente, se presenta falta de garantías de 
seguridad para el ejercicio de la participación, en 
especial de las mujeres y población OSIGD, en zo-
nas afectadas por el conflicto armado y con bajos 
índices de seguridad, donde se dificulta en mayor 
medida el ejercicio de estos tipos de liderazgo.  

Falencias en el seguimiento 
del trazador presupuestal 
para la equidad de la mujer en 
articulación con los recursos para 
la implementación del Acuerdo.

Las diferentes fuentes de financiación del Acuer-
do no cuentan con marcadores de género en sus 
presupuestos, lo cual limita el ejercicio riguroso de 
verificar todo el proceso, desde la asignación de re-
cursos hasta su ejecución. Precisamente, el Trazador 
Presupuestal de Paz no cuenta con un marcador 

especial de género que permita realizar un segui-
miento de los recursos por entidad y por proyecto 
frente a las acciones afirmativas de género.

En las siguientes tablas se presenta la informa-
ción disponible sobre el Trazador Presupuestal 
para la Equidad de la Mujer

Tabla 6: 

Resumen apropiación por tipo de gasto (millones de pesos).

Rubro del trazador 2019 2020 2021 2022

Inversión $ 1.322.180 $ 3.309.428 $3.214.077 $2.724.000

Funcionamiento $ 17.484 $ 13.007 $14.361 $18,800

Total $1.339.664 $3.322.436 $3.228.438 $2.743.400

Fuente: Base Estandarizada Reporte Equidad de la Mujer MHCP y DNP.

Como se mencionó con el Plan Nacional de Formación 
de Veedores (Plan Nacional de Formación para el Control 
Social), actualmente no se desarrollan acciones que 
garanticen que los mecanismos de control y veeduría 
ciudadana cuenten con participación efectiva de las 
mujeres y personas LGBTIQ.
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Tabla 7:

 Categorías del trazador por año (millones de pesos)

Con relación a 2020, solo la apropiación inicial 
para el rubro mujer libre de violencias creció (50,6%) 
en 2021; las asignaciones para las otras categorías 
del trazador disminuyeron, siendo participación en 
los escenarios de poder y de toma de decisiones 
(-48%), salud y derechos sexuales y reproductivos y 
educación y acceso a nuevas tecnologías (-34%) las 
más afectadas. Además, preocupa la disminución 
general del rubro establecido en el PGN 2022.

Sumado a lo anterior, es importante mencionar 
que la preocupación por la falta de una marca-
ción especial de género en el trazador de paz se 
disminuiría si existiera alguna forma de articular o 
conectar el trazador para la equidad de la mujer 
con las medidas para implementar el Acuerdo, 
pero hasta el momento esto no es posible.

La ausencia de priorización 
presupuestal y técnica de la 
reincorporación de las mujeres 
excombatientes. 

En relación con la terminación del conflicto y la 
reincorporación de las mujeres, el Plan Marco de 
Implementación (PMI) no contempló indicadores 
específicos de género84, lo que imposibilita el se-
guimiento a estas medidas. La Contraloría reporta 
que, según la información del Sistema de Rendi-
ción Electrónica de la Cuenta e Informes (SIRECI), 
para el año 2020 la ARN no comprometió recur-
sos en materia de género y para la vigencia 2021 
se registraron $2.349,9 millones apropiados, sin 
embargo, no se registra información en la página 
oficial sobre recursos comprometidos. Además, 
teniendo en cuenta que durante el 2020 y 2021 se 
apropiaron $600.027 para la estrategia del pos-
conflicto, sólo el 0,4% se está destinando a género 
en términos de reincorporación.

Baja ejecución en el acceso y 
formalización de tierras para mujeres 
campesinas y falta de enfoque de 
género por parte de la ANT. 

De acuerdo con los datos remitidos por la ANT, a 
pesar de que las cifras generales muestran que 
son más mujeres las beneficiadas en el acceso y 
formalización de tierras, la cantidad de hectáreas 
entregadas y formalizadas de manera individual a 
cada mujer es mucho menor que la cantidad en-
tregada y formalizada a cada uno de los hombres.  

Categoría del trazador 2019 2020 2021 2022

Autonomía Económica y 
Acceso a Activos $ 1.249.486 $ 2.968.602 $2.724.326 $2.149.700

Mujer Libre de Violencias $ 69.408 $ 320.349 $482.402 $516.105

Educación y Acceso a 
Nuevas Tecnologías $ 15.333 $ 29.637 $19.617 $18.075

Participación en los Escenarios de 
Poder y de Toma de Decisiones $ 4.954 $ 3.239 $1.693 $11.030

Salud y Derechos Sexuales y 
Derechos Reproductivos $ 482 $ 610 $401 $48.494

Total $1.339.664 $3.322.436 $3.228.438 $2.743.400

Fuente: Base Estandarizada Reporte Equidad de la Mujer MHCP y DNP. Corte 31-03-2021

Asimismo, es importante cuestionar el enfoque 
de género manejado, particularmente por la ANT, 
el cual se reduce a entregar la información clasifi-
cando la cantidad de beneficiados de acuerdo a 
su sexo (hombre y mujer), excluyendo la diversi-
dad sexual y de género en sus reportes.  

Este análisis es aún más grave al compararlo con 
el presupuesto general asignado al posconflicto. 
La Contraloría identificó que para la vigencia 2020 
se comprometieron $4,3 billones en la política de 
construcción de paz y, de estos, solo el 4,47% se 
dirigió a la transversalización del enfoque de gé-
nero. Para 2021 se verificó que, del Presupuesto 
General de la Nación, se habían apropiado $5,2 
billones para posconflicto y $209.142 millones se 
asignaron en materia de género: esto es apenas 
el 3,99%85. Por ende, la proporción de recursos 
comprometidos en términos de reincorporación 
es casi 10 veces menor frente al general, sumado 
al centralismo en la implementación del enfoque 
de género en la ARN, como ya se mencionó. 

Para 2021 se verificó que, del Presupuesto General 
de la Nación, se habían apropiado $5,2 billones para 
posconflicto y  $ 209.142 millones se asignaron en 
materia de género: esto es apenas el 3,99% . 

84   Contraloría General de la República (2021) Informe sobre la transversalización del enfoque de género en el Acuerdo Final de 
Paz desde la perspectiva presupuestal.
85   Ibídem.
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2.

Enfoque Étnico
El Acuerdo de Paz entre el Gobierno Nacional y 
las antiguas FARC - EP, gracias al trabajo de las 
comunidades étnicas y de la sociedad civil, con-
templa la incorporación y transversalización de la 
perspectiva étnica y cultural en el entendimiento e 
implementación de cada uno de sus puntos e in-
corporando un Capítulo Étnico. No obstante, como 
se podrá evidenciar a lo largo de este subcapítulo, 
esta perspectiva ha tenido una baja ejecución.

Aquí se presenta un diagnóstico de diferentes 
indicadores que muestran la difícil situación en 
la que se encuentran las comunidades étnicas; 
luego se hace una revisión de los avances de la 

implementación del enfoque étnico en los distintos 
puntos del Acuerdo; y se concluye con la presen-
tación de una serie de problemas relacionados 
con la falta de información y desactualización de 
las cifras sobre la implementación del enfoque 
étnico y cultural, la ausencia de participación de 
las comunidades étnicas y la omisión en la realiza-
ción de la consulta previa. Además, aborda la poca 
comprensión de lo que significa el enfoque étnico, 
tanto por parte de la institucionalidad, como de la 
sociedad, y la priorización de la visión individual de 
los planes, programas y proyectos sobre la pers-
pectiva colectiva y territorial. 

Diagnóstico

Índices elevados de pobreza 

Según el Censo Nacional de 
Población y Vivienda (CNPV)  
de 2018, realizado por el DANE, 
para ese año en Colombia existían:

2.982.224 personas  

4,4% de la población total nacional.

105 pueblos indígenas 
y 1.905.617 personas 
que se autorreconocieron como 

indígenas, representando el

se autorreconocieron como 

miembros de la población negra, 

afrocolombiana, raizal y palenquera 

(NARP), cifra que equivale al 

5,9% de la población total del país

De acuerdo al Informe Nacional de Empleo Inclu-
sivo (2020)86, presentado por Fundación Corona, 
Fundación Andi y el Programa de Alianzas para la 
Reconciliación de USAID y ACDI/Voca, para 2018

La pobreza 
multidimensional en los 
grupos indígenas fue 
2,5 veces mayor que el 
total nacional, mientras 
que para los grupos 
afrodescendientes, 
raizales y palenqueros 
fue 1,5 veces superior. 

86  Dicho informe fue publicado en el año 2020. No obstante, la información recopilada en el mismo es del 2018.

Por su parte, 
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A continuación se presentan algunos indicadores 
relacionados con el acceso a servicios básicos de 
calidad de las comunidades indígenas y NARP en 
el país87: 

Tabla 8.

Indicadores de accesos a servicios sociales básicos de comunidades indígenas y NARP

Tipo de hogar  
Indicador

Hogares de jefatura 
indígena

Viviendas 
Comunidades NARP Total nacional

Cobertura de energía 
eléctrica 66,0% 92,6% 96,3%

Cobertura de acueducto 41,4% 69,9% 86,4%

Cobertura de alcantarillado 23,0% 54,8% 76,6%

Cobertura de gas natural 15,3% 49,6%  66,8%

Cobertura de recolección 
de basuras 25,5% 70,0% 81,6%

Cobertura de internet 6,4% 26,9% 43,4%

Alfabetismo 82,8% 90,7% 93,9%

Fuente: Elaboración propia a partir de los resultados del Censo Nacional de Población y Vivienda 2018 (CNPV), realizados por el 

DANE.

En relación con la formación 
educativa de las comunidades 
indígenas, el nivel de la 
mayoría de las personas 
de estas comunidades es 
primaria, con un 41,8%; y el 
más bajo es el de posgrado, 
con un 0,6%. 

87  Los siguientes indicadores fueron extraídos de los resultados del Censo Nacional de Población y Vivienda 2018 (CNPV), realizados 
por el DANE y publicados en 2019, sobre población indígena y población negra, afrocolombiana, raizal y palenquera de Colombia.

De igual manera ocurre en el caso de las comuni-
dades NARP: el nivel educativo de la mayoría de 
personas de estas comunidades es primaria, con un 
31,3%; y el más bajo es el de posgrado, con un 1,8%. A 
nivel nacional son más las personas que alcanzan a 
acceder y culminar educación media y superior. 

De acuerdo a los anteriores indicadores, se 
puede evidenciar que el acceso a servicios bási-
cos y de calidad para las comunidades étnicas en 
el país, y en especial para los pueblos indígenas, 
sigue estando muy por debajo del promedio nacio-
nal, lo cual se debe, entre otros, al mantenimiento 
de factores socioeconómicos desfavorables y de 
discriminación étnica estructural. 

La anterior situación empeora en regiones con altos 
índices de pobreza, exclusión social y conflicto armado 
interno, siendo incluso algunos de estos territorios PDET, y 
caracterizándose, a su vez, por concentrar un gran número 
de población étnica, como La Guajira, Cauca, Nariño, 
Córdoba y Chocó88.

88  Según la Información técnica sobre enfoque diferencial étnico (2018) del DANE, la mayor cantidad de población que se autorreconoce 
como indígena y NARP en el país, se concentra en los departamentos de: La Guajira, Cauca, Nariño, Córdoba y Chocó. Particular-
mente, la mayor cantidad de población que se autorreconoce como NARP se concentra en el Valle del Cauca y en Chocó. Para más 
información, consultar: https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/demografia-y-poblacion/grupos-etnicos/
informacion-tecnica
89  Instituto Nacional de Salud (INS). Boletín Epidemiológico. (2021). Obtenido de: https://www.ins.gov.co/buscador-eventos/Pa-
ginas/Vista-Boletin-Epidemilogico.aspx
90  De los grupos indígenas que presentaron mayor cantidad de casos de desnutrición son los Wayúu con un 32,8% de la informa-
ción de los casos de población indígena notificada.
91  Instituto Nacional de Salud (INS). Boletín Epidemiológico. (2021). Obtenido de: https://www.ins.gov.co/buscador-eventos/Pa-
ginas/Vista-Boletin-Epidemilogico.aspx
92  Obtenido de: https://api.includere.co/uploads/1589894980_Informe%20Nacional%20de%20Empleo%20Inclusivo%20GRU-
POS%20%20E%CC%81TNICOS.pdf

Según el Instituto Nacional de Salud (INS), du-
rante el 2021 se presentaron 11.608 reportes de 
desnutrición aguda en niños menores de cinco 
años, siendo en su mayoría de los departamentos 
de Vichada, Vaupés, Guaviare y La Guajira, terri-
torios que a su vez tienen un alto porcentaje de 
población indígena.89.

De los grupos étnicos, y con relación a los 
anteriores datos, los indígenas son quienes pre-
sentan mayor proporción de bajo peso al nacer, 
siendo los más afectados el Pueblo Wayúu90, la 
Comunidad Emberá-Chamí y el Pueblo Nasa91. 

Sobre la alta informalidad de las comunidades 
étnicas en el país, según el Informe Nacional de 
Empleo Inclusivo (2020)92, de la Encuesta Nacio-

nal de Calidad de Vida -ECV- (2016) se evidencia 
que, mientras que la tasa de informalidad de la 
población sin pertenencia étnica se ubicó en 66,4, 
en el caso de los grupos étnicos ascendió a 77,9. 
Asimismo, la tasa de desempleo de los grupos 
étnicos es 1,7 superior a la de la población sin 
pertenencia étnica.

Por su parte, el limitado acceso a niveles su-
periores de educación y la baja empleabilidad 
se debe, en parte, a la falta de reconocimiento 
de los saberes ancestrales y a la escasa pro-
moción de otros tipos de economía, como la 
social y comunitaria, de familias étnicas y cam-
pesinas, dentro de los espacios del saber y de 
producción nacional.
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Reclutamiento 

De 1958 a 2021, 17.947 personas han sido víctimas de 
reclutamiento forzado, de acuerdo con la información 
recogida en el Sistema de Información de Eventos 
de Violencia del Conflicto Armado Colombiano 
(SIEVCAC) del Centro de Memoria Histórica. De este 
número 1.483 pertenecen a una comunidad étnica, es 
decir, el 8,26%; y de este grupo, el 61,7% corresponde 
a la comunidad afrocolombiana y el 37,76% a la co-
munidad indígena. Preocupa la situación del pueblo 
Emberá al ser el 25% de la población étnica afectada93. 

Las cifras más preocupantes de los últimos cinco 
años corresponden a la población menor de 18 años: 
de 460 niños, niñas y adolescentes atendidos por el 
ICBF que manifestaron haber sido reclutados entre 
el 26 de septiembre de 2016 y hasta el 31 de diciem-
bre de 2020, 151 tienen pertenencia étnica (21,7%).94 

El Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en 
su informe Retos humanitarios para 2022 continúa 
alertando sobre el fenómeno de reclutamiento en 
las zonas con presencia étnica, en parte por la falta 
de oportunidades, el cierre de centros educativos 
a raíz de la pandemia y la incitación por medio del 
consumo de alcohol y de sustancias psicoactivas95.    

Desplazamiento y confinamiento 

Según informe de la Oficina de Coordinación de 
Asuntos Humanitarios (OCHA), en mayo de 2021, 

más de 641 indígenas fueron desplazados, mien-
tras que entre enero y mayo de 2021, el 65% de los 
confinamientos fueron sufridos por comunidades 
indígenas y el 25% por comunidades negras96. 

Esta misma fuente informa que “el número de 
víctimas por desplazamiento masivo ha aumen-
tado en un 101% entre enero y mayo de 2021 en 
comparación con el mismo periodo de 2020” 
y que la situación de los departamentos de la 
región Pacífica y Noroccidente es crítica, pues 
concentra el 81% de los afectados. Además, in-
formó que entre julio y septiembre de 2021, se 
presentó el desplazamiento forzado de 15.200 
personas, de las cuales el 44% pertenecían a  
comunidades étnicas.

Asimismo, la Defensoría del Pueblo ha alerta-
do sobre el incremento del 235% de las personas 
afectadas por el desplazamiento forzado entre 
2020 y 2021 por cuenta de las amenazas, homi-
cidios, reclutamiento forzado y enfrentamientos 
armados por el control del territorio, especial-
mente de los pueblos étnicos97. Precisamente, 
alrededor del 60% de los casos de desplazamien-
to forzado y el 98% de eventos de confinamiento 
durante este periodo afectaron a las comunida-
des étnicas98 y al menos 2.000 indígenas han 
sido confinados forzosamente porque grupos al 
margen de la ley siembran Minas Antipersonal 
(MAP) y Municiones Sin Explotar (MUSE) en los 
territorios de las comunidades99.

93  Datos del Sistema de Información de Eventos de Violencia del Conflicto Armado Colombiano- SIEVCAC con corte a diciembre 
de 2021 Obtenido de: https://micrositios.centrodememoriahistorica.gov.co/observatorio/portal-de-datos/el-conflicto-en-cifras/
reclutamiento-y-utilizacion-de-menores-de-18-anos/
94  Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales (2021). Informe Sobre El Reclutamiento. Uso 
Y Utilización De Niños Niñas y Adolescentes Por Grupos Armados Organizados Y Grupos Delictivos Organizados. Obtenido de 
https://derechoshumanos.gov.co/Observatorio/Publicaciones/Documents/2021/210921-Informe-Reclutamiento-NNA.pdf
95  comité internacional de la cruz roja. Informe Retos humanitarios en Colombia para 2022 https://www.icrc.org/es/document/
balance-humanitario-colombia-2022-dih
96  Infografía de la OCHA COLOMBIA Emergencias humanitarias reportadas por los Equipos Locales de Coordinación (ELC) en 
mayo de 2021. Obtenido de:https://reliefweb.int/sites/reliefweb.int/files/resources/informe_de_emergencias_humanitarias_re-
portadas_elc_enero_mayo_2021.pdf
97  Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación CINEP/PPP-CERAC. Tercer informe de verificación de la im-
plementación del enfoque étnico en el Acuerdo Final de Paz en Colombia
98  El Espectador. (2021). El desplazamiento forzado en Colombia se duplicó con respecto al 2020: Defensoría. Obtenido de: 
https://www.elespectador.com/colombia/mas-regiones/el-desplazamiento-forzado-en-colombia-se-duplico-con-respec-
to-al-2020-defensoria/
99  Procuraduría en su Tercer Informe al Congreso sobre el estado de avance de la implementación del Acuerdo de Paz (2021)

Suicidios 

Según el Sistema Nacional de Vigilancia en Salud 
Pública (SIVIGILA), el porcentaje de intentos de 
suicidio en comunidades étnicas durante el 2020 
es el 5,10% del total de casos nacionales. 

La tasa nacional de intentos de suicidio por 
cada 100.000 habitantes es de 73,8 para la po-

Tabla 9.

Casos de intentos de suicidio por pertenencia étnica frente al total nacional. 2020

Pertenencia étnica Número de casos Porcentaje

Indígena 541 2,06%

Rrom, Gitano 56 0,21%

Raizal 40 0,15%

Palenquero 9 0,03%

Negro, mulato, afro 690 2,63%

Total étnico 1.336 5,10%

Otro 24.866 94,90%

Total 26.202 100,00

Fuente: Elaboración propia a partir del portal SIVIGILA

100  Censo Nacional de Población y Vivienda 2018 (CNPV), realizado por el DANE y publicado en 2019

blación que no se identifica dentro de un grupo 
étnico, mientras que para la población que se 
identifica dentro de un grupo étnico es de 27,3100. 
Estas cifras se presentan en un 31,8% en los muni-
cipios PDET, situación que preocupa ya que estos 
territorios cuentan con escaso acceso a servicios 
de atención psicosocial. 

"Según la Defensoría del Pueblo entre 2020 y 2021 
alrededor del 60% de los casos de desplazamiento 
forzado y el 98% de eventos de confinamiento 
afectaron a las comunidades étnicas".
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Según datos del ICBF para el año 2019, las mayo-
res tasas de suicidio se registran en territorios con 
alta presencia de población indígena, como:

Amazonas, con 14,1 
por cada 100.000 habitantes.

101  ICBF. Conducta Suicida en niños, niñas y adolescentes indígenas de pueblo nuevo. Obtenido de https://www.icbf.gov.co/
system/files/boletin-conductasuicida-vaupes.ͦoct-2020.ͦversionͦweb.pdf
102  Portal SIVIGILA

1

1

2

3

2

3

Vaupďs, con 9,4
por cada 100.000 habitantes.

Guainía, con 6,1 
por cada 100.000 habitantes.

Estas cifras son superiores 
a la tasa nacional que, para 
el 2019, era de 4,2 por cada 
100.000 habitantes101. 

Frente a las cifras de intentos de suicidio, en 
departamentos como Amazonas, Cauca, La Guajira y 
Vaupés las tasas se mantienen por encima de la cifra 
nacional para el año 2020102. 

Mientras que las muertes por suicidio a nivel nacional 
crecieron un 30,5% entre 2016 y 2019, en población 
étnica este crecimiento fue del 84,3%. Si bien no es 
posible realizar la comparación para los años 2020 
y 2021 por falta de información, con los datos dis-

ponibles resalta el mayor aumento en el número de 
muertes por suicidio en las comunidades étnicas en 
comparación con la población general. Preocupa 
además que la tendencia se pueda mantener en 
razón a los recientes hechos en territorios étnicos103.

Tabla 10. 

Muertes por suicidio por año

2016 2017104 2018105 2019106 Aumento entre el 
2016 y 2019

Total de personas 
pertenecientes a 
un grupo étnico

32 38 47 59 84,3%

Total general 2.024 2.274 2.458 2.643 30,5%

Porcentaje del 
total 1,58% 1,67% 1,91% 2,2%

Fuente: Elaboración propia a partir de cifras obtenidas del Instituto Nacional de Medicina Legal

103  A lo largo del 2020 y 2021 los medios de comunicación han documentado algunos casos de suicidios en comunidades 
étnicas. El Espectador reportó en la nota “Los suicidios de jóvenes indígenas en Chocó que nadie atiende”, 21 sucesos a julio 
de 2021 según lo reportado por las organizaciones ancestrales. Precisamente, en el municipio de Bojayá, Chocó, ocho jóvenes 
indígenas Emberá se habían suicidado en el mismo periodo, mientras que en todo el departamento van 21. Por otro lado, en la nota 
del mismo medio “El suicidio de Eva*, la cara más ruin del reclutamiento forzado al norte de Chocó”, donde se reportó que en los 
últimos tres años, de acuerdo con el comisionado de la Verdad Leyner Palacios, 50 niños y niñas en esta zona del país han optado 
por el camino del suicidio antes que ser llevados forzosamente a una guerra.
104  Cifras obtenidas del Instituto Nacional de Medicina Legal: https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/262076/
ForensisΤ2017ΤInteractivo.pdf/0a09fedb-f5e8-11f8-71ed-2d3b475e9b82
105   Cifras obtenidas del Instituto Nacional de Medicina Legal: https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/386932/
ForensisΤ2018.pdf/be4816a4-3da3-1ǖ0-2779-e7b5e3962d60
106  Cifras obtenidas del Instituto Nacional de Medicina Legal:  https://www.medicinalegal.gov.co/cifras-estadisticas/forensis
107  ICBF. Conducta Suicida en niños, niñas y adolescentes indígenas de pueblo nuevo. Obtenido de https://www.icbf.gov.co/
system/files/boletin-conductasuicida-vaupes.ͦoct-2020.ͦversionͦweb.pdf

Entre los factores de riesgo encontramos la 
transculturación o el choque cultural, el aumento de 
violencia, las relaciones intrafamiliares conflictivas, el poco 
conocimiento sobre la manera en que debería abordarse 
el tema del suicido al interior de la familia y el consumo de 
sustancias psicoactivas y alcohol107.
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Consumo de drogas

Si bien las bases de datos nacionales no realizan 
diferenciaciones por la pertenencia a comunida-
des étnicas, se presentan fenómenos puntuales 
sobre comunidades indígenas que ameritan la 
intervención estatal. 

Por ejemplo, el Ministerio de Justicia y del Derecho 
y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito realizaron una estrategia de acción sobre el 
problema de las drogas para los pueblos Inga y Awá 
del Putumayo. Sobre el pueblo Inga, la percepción 
de riesgo que tiene la comunidad relacionada con 
el consumo de Sustancias Psicoactivas (SPA) es alta; 
en promedio, el 76,5 % de los diferentes escenarios 
de consumo son de alto riesgo.

Sobre el consumo de sustancias ilegales, se 
encontró que entre el 20% y 25% de las perso-
nas tienen familiares o amigos que consumen 
SPA, siendo marihuana, cocaína, basuco, inhala-
bles y hongos las sustancias sobre las que se 
reportó algún porcentaje de consumo, en orden 
de prevalencia108.

Embarazos

De acuerdo al estudio sobre Salud materna indí-
gena en mujeres Nasa y Misak del departamento 
del Cauca (2015), realizado por el Observatorio 
Nacional de Salud, se encontró como una cons-
tante que las mujeres indígenas pasan gran parte 
de su vida entre períodos de gestación y lactancia, 
principalmente por razones de presión reproduc-
tiva109 relacionadas con la idea que tienen algunos 

grupos de ver la maternidad y el ámbito privado 
como único espacio posible para la mujer110. 

En ese sentido, se evidenció que casi la mitad 
de las mujeres U’wa que participaron como gru-
po de referencia del estudio, estuvieron el 60% 
de su vida reproductiva en estado de embarazo 
o lactancia. De igual manera, el estudio dio a co-
nocer que la concepción de la sexualidad unida 
a la reproducción ha originado en esta misma 
comunidad frecuentes embarazos a temprana 
edad. También presenta como ejemplo el aná-
lisis realizado a 115 mujeres U’wa de 10 años y 
más, entre 2003 y 2006, el cual evidenció que 
el 71,5% de estas mujeres tuvieron su primer 
hijo antes de los 20 años. 

Por su parte, de acuerdo al estudio sobre Fe-
cundidad de los pueblos indígenas de Colombia 
en el periodo intercensal 2005-2018 del DANE, 
se pudo evidenciar que algunas implicaciones 
de ser madre a temprana edad en las comu-
nidades indígenas son las relacionadas con la 
inasistencia escolar, lo que contrasta con las 
mujeres jóvenes sin hijos, quienes presentan 
mayor asistencia a la escuela111. 

Según lo informado en el estudio anterior-
mente mencionado, se comprueba que con 
respecto a la tasa global de fecundidad (TGF112) 
en la población indígena, tanto en 2005 como 
en 2018, las mujeres tenían mayor número de hi-
jos en las áreas rurales: la TGF estimada fue más 
de 3 hijos por mujer en las áreas rurales y 2 hijos 
por mujer en las áreas urbanas113. No obstante, 
fue mayor el descenso de la fecundidad en las 
áreas rurales con el paso de los años114.  

108  MinJusticia. (2020)  Estrategias de acción sobre el problema de las drogaS Obtenido de: https://biesimci.org/fileadmin/2021/
documentos/et/libro_inga_azul.pdf
109  Los embarazos a temprana edad, la ausencia de planeación de los mismos y un menor uso de métodos anticonceptivos han 
sido considerados por algunos estudios como factores que conducen a una alta presión reproductiva (apartado extraído de la pág. 
9 del estudio sobre Salud materna indígena en mujeres Nasa y Misak del departamento del Cauca (2015)).
110  No obstante, y debido a la diversidad interétnica, no es posible asumir patrones generalizables entre grupos étnicos ni al 
interior de los mismos, más si se pueden observar ciertas prácticas e ideas comunes que tienen implicaciones en la reproducción 
ideológica y cultural de los pueblos étnicos.
111  DANE. Tiempos de vida. Fecundidad de los pueblos indígenas de Colombia en el período intercensal 2005-2018. (Publicado 
en 2022). Obtenido de: https://www.dane.gov.co/files/censo2018/estudios-poscensales/02-poscensales-tiempos-de-vida.pdf
112  La tasa global de fecundidad (TGF) es un indicador que se refiere al promedio de hijos por mujer.
113  DANE. Tiempos de vida. Fecundidad de los pueblos indígenas de Colombia en el período intercensal 2005-2018. (Publicado 
en 2022). Obtenido de: https://www.dane.gov.co/files/censo2018/estudios-poscensales/02-poscensales-tiempos-de-vida.pdf
114  Ibídem.

Con respecto a algunas prácticas de transformación 
cultural ligadas a la concepción de la maternidad y 
la reproducción para el mejoramiento de las condi-
ciones de vida de las mujeres de las comunidades 
étnicas, se encontró que en el caso de las mujeres 
Chambidia de Cristianía, en Antioquia, el aumento 
de la edad mínima y máxima para la unión en pareja 
se relacionó con un mayor acceso de las mujeres 
de este grupo a la educación formal, en compara-
ción con mujeres pertenecientes a otros subgrupos 
Emberá de Antioquia115. 

Por otro lado, según el informe Afrodescen-
dientes y la matriz de la desigualdad social en 
América Latina. Retos para la inclusión (2020), de 
la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL) y el Fondo de Población de las Na-
ciones Unidas (UNFPA), en casi todos los países 

de la región (incluido Colombia), la maternidad en 
la adolescencia es más elevada entre las afrodes-
cendientes que entre las no afrodescendientes, 
así como también la mortalidad materna. 

Lo anterior se trata de fenómenos que mues-
tran la existencia de brechas según el lugar 
de residencia y el estrato socioeconómico116. 
Por su parte, los elevados casos de mortalidad 
materna en afrodescendientes reflejan: caren-
cias en la atención y asistencia que las mujeres 
recibieron durante la concepción, el parto y el 
período posparto; las situaciones de violencia 
institucional y sexual que pueden estar ligadas a 
esta mortalidad; el embarazo en la adolescencia; 
las enfermedades de transmisión sexual; el abor-
to inseguro y la violencia obstétrica; o incluso la 
violencia doméstica y conyugal117.  

115  Observatorio Nacional de Salud. Instituto Nacional de Salud. Ministerio de Salud y Protección Social. Salud materna indígena 
en mujeres Nasa y Misak del departamento del Cauca. Carlos Andrés Castañeda Orjuela, director ONS. Bogotá: INS, 2015. 101p.
116  Ibídem.
117  Ibídem.
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Avances del enfoque étnico 
en cada uno de los puntos del 
Acuerdo de Paz

A continuación, se darán a conocer algunos avan-
ces de la transversalización del enfoque étnico y 

Hacia un Nuevo Campo Colombiano: 
Reforma Rural Integral - Punto 1.

Acceso a tierras y formalización 
de territorios118:

Desde la firma del Acuerdo de Paz, hasta el 31 
de marzo de 2022, se reportó la entrega de 
472.849,08 hectáreas a través del Fondo de Tie-

462.625,16 ha fueron  
entregadas a población indígena a través de 83 títulos, beneficiando  
a 12.081 familias indígenas.

De ese total de hectáreas entregadas a población indígena, 375.847,56 ha corresponden 
a procesos de ampliación de resguardos indígenas y 86.777,6 ha a procesos de cons-
titución de resguardos indígenas. 

10.223,92 ha fueron  
entregadas a comunidades negras mediante 32 títulos120, beneficiando a 5.051 
familias de comunidades negras, lo que representa el 2,11% (10.223,92 ha) de la 
totalidad de entregas realizadas.

Durante el Gobierno Duque se entregaron 
471.237,45 hectáreas a través del Fondo de Tie-
rras a comunidades étnicas121, correspondiente 
a 101 títulos de propiedad en beneficio de 16.315 
familias étnicas.

Con respecto al estimado nacional y las subre-
giones PDET en donde se presentan la mayor y 
la menor cantidad de entregas a comunidades 
étnicas desde la firma del Acuerdo de Paz hasta el 
31 de marzo de 2022, se encuentra:

a.	 A nivel nacional, Amazonas fue el departamento 
con el mayor número de hectáreas entregadas 
a comunidades étnicas, con 249.625,17 ha, dis-
tribuidas en su totalidad a población indígena; 
contrario a los departamentos de Quindío y 
Sucre, en donde solo se distribuyeron 24,57 ha 
a población indígena y 40,0 ha a comunidades 
negras respectivamente. 

b.	 De las subregiones PDET, Cuenca del Caguán 
y Piedemonte Caqueteño fue la subregión 
con más entregas realizadas a comunidades 
étnicas, con 127.082,54 ha, distribuidas en su 
totalidad a población indígena; contrario a 
las subregiones de Montes de María y Sur de 
Tolima, con 40,0 ha distribuidas a comunida-
des negras y 90,0 ha entregadas a población 
indígena respectivamente. 

En relación con los procesos de formalización 
de tierras a comunidades étnicas, desde la 
firma del Acuerdo de Paz hasta el 31 de marzo 
de 2022, se formalizaron 1.290.787,03 hectá-
reas a dichas comunidades, correspondiente a 
146 títulos de propiedad en beneficio de 21.643  
familias étnicas122. 

a.	 1.278.251,05 hectáreas fueron formalizadas 
a población indígena a través de 110 títulos, 
beneficiando a 16.296 familias. 

b.	 Mientras que, 12.535,98 ha fueron formalizadas 
a comunidades negras mediante 36 títulos, 
beneficiando a 5.347 familias, representando 
el 0,48% del total de las formalizaciones.

Durante el Gobierno Duque se formalizaron 
717.193,13 hectáreas a comunidades étnicas 
correspondiente a 120 títulos de propiedad en 
beneficio de 18.418 familias étnicas.

Con respecto al estimado nacional y las subre-
giones PDET en donde se presentan la mayor y 
la menor cantidad de formalizaciones a comuni-
dades étnicas desde la firma del Acuerdo de Paz 
hasta el 31 de marzo de 2022, se encuentra:

a.	 El departamento con mayor número de forma-
lizaciones realizadas a dichas comunidades 
fue Amazonas, con 249.625,17 ha formalizadas 
en su totalidad a comunidades indígenas; con-
trario a Atlántico, Quindío y Sucre, en donde se 
formalizaron: 18,28 ha a comunidades negras; 
37,88 ha a población indígena y 40,0 hectá-
reas a comunidades negras respectivamente. 

b.	 En subregiones PDET, Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño fue la subregión con 
mayor número de formalizaciones realizadas 
a dichas comunidades, con 695.433,92 ha 
formalizadas en su totalidad a población indí-
gena; contrario a las subregiones de Montes 
de María y Sur de Tolima, donde se formaliza-
ron respectivamente 40,0 ha a comunidades 
negras y 90,0 ha a pueblos indígenas. 

118  Agencia Nacional de Tierras. (Abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición radicado 20221000457471- Bogotá. Las fechas 
de corte de las cifras reportadas en esta sección corresponden al 31 de marzo de 2022.
119  Lo cual equivale al 97,42% de la totalidad de hectáreas distribuidas por el Fondo desde la firma del Acuerdo hasta el 31 de 
marzo de 2022.
120  Todas las cuales fueron entregadas mediante procesos de titulación colectiva de comunidades negras.
121  Lo que significa que el Gobierno Duque realizó el 99,7% del total de entregas que se hicieron a comunidades étnicas desde la 
firma del Acuerdo hasta el 31 de marzo de 2022.
122  Lo que equivale al 49,40% de la totalidad de hectáreas formalizadas desde la firma del Acuerdo de Paz hasta el 31 de marzo de 2022.

rras a comunidades étnicas119, correspondiente 
a 115 títulos de propiedad en beneficio de 17.132 
familias étnicas:

cultural en el entendimiento e implementación 
de cada uno de los puntos del Acuerdo de Paz. 
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De las comunidades étnicas, las comunidades negras han sido las más relegadas en 
materia de acceso y formalización de tierras por un amplio margen.

123  Procuraduría General de la Nación. Tercer Informe al Congreso sobre el estado de avance de la implementación del Acuer-
do de Paz. (2021). Obtenido de: https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Tercer%20informe%20Acuerdo%20de%20
Paz%202021%20.pdf

Participación Étnica en los PDET y  
Hoja de Ruta Única - HRU

Según el informe del Gobierno Nacional (Paz con 
Legalidad del 16 de junio de 2021):

En cuanto a la participación étnica en los PDET, 
se reportó que concurrieron a este escenario 715 
Cabildos o Resguardos Indígenas y 517 Consejos 
Comunitarios; la población que se reconoció con 
pertenencia étnica y participó en la ruta PDET 
correspondió a 35.464 personas en etapa vere-
dal, 4.550 personas en etapa municipal y 1.152 en 
etapa regional.

Respecto de las iniciativas PDET se presentaron 
15.277 iniciativas no étnicas, 9.150 iniciativas co-
munes étnicas y 8.381 iniciativas propias étnicas. 
Sobre esta clasificación la Instancia Especial de 
Alto Nivel de los Pueblos Étnicos de Colombia 
(IEANPE) tiene dudas, pues para ellos no es claro 
con qué criterios se hizo.

El enfoque étnico en los Planes 
Nacionales para la Reforma  
Rural Integral

Según la IEANPE124, la construcción de los Pla-
nes Nacionales para la Reforma Rural Integral 
no ha contado con una participación étnica en 
su formulación y diseño, lo cual fue, a su vez, 
manifestado por la Contraloría General de la Re-
pública en su Quinto informe sobre la ejecución 
de los recursos y cumplimiento de las metas 

del componente para la paz del Plan Plurianual 
de Inversiones (2021). Además destacó que 
“se carece de transparencia y publicidad en el 
reporte de los indicadores de esta meta, dado 
que no se encuentra aprobada su ficha técnica 
en SIIPO, luego de cuatro años de expedición 
del PMI” (p. 215).

124  IEANPE. Informe de seguimiento, impulso y verificación a la implementación del Capítulo Étnico del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. Diciembre de 2021. Obtenido de: https://www.cenpaz.
com/2022/01/informe-ieanpe-2016-2021-de-seguimiento.html

Sobre las formalizaciones realizadas a comunidades étnicas, se reitera lo mencionado 
por la Procuraduría en el capítulo de este libro que trata sobre los avances del Punto 1, 
con respecto a que un área importante del reporte de gestión de la Agencia Nacional 
de Tierras corresponde a procesos de adjudicación y formalización culminados antes 
de la implementación del Acuerdo de Paz, lo que implica que la cifra real, en cual-
quiera de los grupos beneficiados, sea mucho menor123. 

Al hacer la comparación de los datos entregados por la ANT frente a entregas y for-
malizaciones para comunidades étnicas, se encontró que el 67,8% de los títulos que se 
registran como adjudicados están duplicados en los datos de formalización. Es decir, que 
de las 472.849,08 hectáreas que la ANT dice que ha adjudicado a comunidades étnicas, 
325.415 están duplicadas en la base de predios formalizados, demostrando una vez más 
la falta de transparencia en el manejo de las cifras por parte de esta entidad.

1

2

3
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Participación Política: apertura 
democrática para construir la 
paz- Punto 2.

Como avances en la aplicación del enfoque étnico 
de este punto, se encuentran

a.	 La aprobación del Estatuto de la Oposición 
(Ley 1909 de 2018) que consagra la diversidad 
étnica como uno de sus principios rectores.

b.	 La modificación del Código Electoral, el cuál 
contenía medidas que benefician a los electo-
res étnicos, como ubicar puestos de votación 
y veeduría en zonas no urbanas que cuentan 
con una alta población étnica. Sin embargo, la 
Corte Constitucional declaró inconstitucional 

la norma expedida por vicios de trámite en su 
aprobación en el Congreso de la República. 

c.	 La elaboración del Plan Nacional de Forma-
ción a Veedores con enfoque étnico por parte 
del Departamento Administrativo para la Fun-
ción Pública (DAFP)

d.	 La formación de los pueblos y comunidades 
étnicas en temas asociados al control social y las 
veedurías ciudadanas reporta un estado de cum-
plimiento del 100% en el SIIPO 2.0. Sin embargo, 
según el Centro de Investigación y Educación 
Popular (CINEP) al revisar el avance cualitativo 
durante el periodo 2017-2021, identificó encuen-
tros de un día en los que el proceso formativo, 
muy posiblemente, se redujo a la realización de 
un taller convocado por funcionarios del DAFP125.

1

2

3

Estos son avances que resultan insuficientes y que empeora para quienes asumen roles 
de liderazgo étnico, más cuando persisten altos índices de inseguridad, marginalización y 
condiciones de indignidad para las poblaciones étnicas del país126.

En relación con el deterioro de las condiciones de seguridad en los territorios durante los 
últimos años y la afectación de esto a las comunidades étnicas, se encuentra que127: 

 Entre 2016 y 2021, la Defensoría del Pueblo emitió 151 alertas tempranas relacionadas 
con el riesgo de seguridad para los grupos étnicos por el aumento de grupos armados en 
los territorios colectivos.

No se ha avanzado en cuanto a garantías de seguridad para la participación. A pesar de 
la disparidad en las cifras, se observa que los asesinatos han venido en aumento: desde 
la firma del Acuerdo de Paz en 2016 y hasta el 15 de mayo de 2022, según Indepaz128, 
se registran 1.361 homicidios de líderes sociales, de los cuales el 27% (375) son víctimas 
indígenas y el 7% (93) son víctimas afrocolombianas.

125  Informe regional de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz - Secretaría Técnica del Componente de 
Verificación Internacional –CINEP– Esta versión: 27 de abril de 2022
126  De acuerdo a lo manifestado por la Procuraduría (2021), no es desconocido el incremento de la violencia en zonas donde el 
Estado no ha tenido presencia, y en donde suelen habitar un amplio número de pueblos étnicos, particularmente en los depar-
tamentos de Chocó, Cauca, Nariño, Valle del Cauca, Antioquia, Córdoba y Norte de Santander, donde han continuado siendo 
víctimas de confinamientos, desplazamientos masivos, reclutamiento forzado, asesinatos y amenazas en su contra.
127  Ibídem.
128  Indepaz (2022). Líderes sociales, defensores de DD.HH y firmantes del Acuerdo asesinados. Bogotá.

Según el CINEP, a pesar del grave deterioro de 
las condiciones de seguridad en los territorios, se 
mantiene una escasa operatividad del Sistema In-
tegral de Seguridad para el Ejercicio de la Política 
(SISEP) y de instancias como la Comisión Nacional 
de Garantías de Seguridad (CNGS) y de la Comi-
sión Intersectorial para la Respuesta Rápida a las 
Alertas Tempranas (CIPRAT), así como también 
bajos niveles de articulación de estos con los de-
más instrumentos y mecanismos de protección129.

Por otra parte, y de acuerdo con lo manifestado 
por la CIDH, durante el Paro Nacional del 2021 au-
mentaron los índices de vulneración de derechos a 
comunidades étnicas, en especial con los relacio-
nados a las persecuciones y detenciones ilegales. 

Por último, la Ley de Seguridad Ciudadana 
(2197 de 2022) consagra en su artículo 4 un me-
canismo que afecta directamente la autonomía 
y respeto por la diversidad de las comunidades 
étnicas. La norma establece que cuando un sujeto 
es una persona considerada inimputable (incapaz 

de comprender el delito que cometió y sus con-
secuencias) por diversidad sociocultural, “el fiscal 
ordenará a la autoridad competente la implemen-
tación de medidas pedagógicas y diálogo con el 
agente y dejará registro de estas”. Y agrega que, si 
con posterioridad a esas “medidas pedagógicas”, 
la persona étnica insiste en cometer delitos, las 
nuevas acciones no se entenderán bajo la lectura 
de la ausencia de responsabilidad. 

El artículo resulta problemático ya que tiene una 
desafortunada concepción colonial, pues indica 
que el sistema ordinario de justicia debe enseñar-
les a los indígenas que cometieron una conducta 
ilegal. Además, la medida se cruza con la jurisdic-
ción indígena y por tanto requería una consulta 
previa, lo cual no tuvo. Por último, es una medida 
que viola la autonomía de las comunidades étni-
cas y de la jurisdicción indígena porque establece 
nuevas reglas que afectan a la comunidad y des-
conocen el derecho que tienen de ejercer justicia 
propia dentro de sus comunidades.

129  Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación CINEP/PPP-CERAC. Tercer informe de verificación de la 
implementación del enfoque étnico en el Acuerdo Final de Paz en Colombia. Enero de 2022. Obtenido de: https://www.cinep.org.
co/Home2/component/k2/934-tercer-informe-de-verificacion-de-la-implementacion-del-enfoque-etnico-en-el-acuerdo-fi-
nal-de-paz-en-colombia.html
130  Agencia para la Reincorporación y la Normalización. (6 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 
Bogotá

Por otra parte, y de acuerdo con lo 
manifestado por la CIDH, durante el 
Paro Nacional del 2021 aumentaron los 
índices de vulneración de derechos a 
comunidades étnicas, en especial con 
los relacionados a las persecuciones y 
detenciones ilegales. 

Capítulo 7: Enfoques de género y étnico374 Capítulo 7: Enfoques de género y étnico 375



Fin del Conflicto- Punto 3.

a.	 Frente al Programa especial de armoniza-
ción para la reintegración y reincorporación 
social y económica con enfoque diferencial 
étnico para excombatientes de las FARC-EP, 
preocupa la discrepancia en el número de 
población excombatiente de origen étnico: 

Según la Universidad Nacional, en 2017 eran 
3.003 excombatientes étnicos  

en proceso de reincorporación,

mientras el Registro Nacional de Reincorporación 
(RNR) registró un total de  

1.801 excombatientes étnicos. 

mientras que la Agencia para la Reincorporación 
y la Normalización (ARN) informó que, de las 

12.826 personas en proceso de reincorporación, 
2.099 se reconocen como parte 

de un grupo étnico130. 

Por su parte, la Consejería Presidencial para la Estabi-
lización y la Consolidación (CPEC) registra que son  

2.170 excombatientes étnicos. 

Sumado a esto, persisten problemas de iden-
tificación de algunas personas en proceso de 
reincorporación por la dificultad en los trámites 
de cedulación.

b.	 A pesar de que los principales logros se 
concentran en la creación y la consulta 
previa de dicho Programa, este debía 
estar listo en el 2018, sin embargo tuvo 
un retraso de más de dos años en su 
creación. Como resultado de la consul-
ta previa, en diciembre del 2020 fue 
entregado un primer borrador de sus li-
neamientos, pero a septiembre de 2021 
no estaba aprobado y desconocemos si 
a la fecha ya se aprobó.

c.	 En materia de reincorporación so-
cioeconómica, a 2020, el 34,8% de los 
excombatientes de origen étnico eran 
beneficiarios de proyectos productivos 
colectivos e individuales. Sobre el par-
ticular, a marzo de 2022, 101 proyectos 
colectivos han sido desembolsados, los 
cuales benefician a 3.515 personas (2.528 
hombres y 987 mujeres) de las cuales 
788 pertenecen a un grupo étnico131. 

d.	 Un 11,9% (1.478) de las personas en 
reincorporación afirmó tener vivienda 
propia, de estas el 17% pertenece a un 
grupo étnico132.

e.	 Con relación a la afiliación en salud 
de la población étnica, en el régimen 
contributivo se cuentan 125 indígenas, 
88 negros/afrocolombianos y 12 palen-
queros; en el régimen subsidiado, 1.212 
indígenas, 529 negros/ afrocolombia-
nos, 123 palenqueros, 2 raizales y 1 Rrom; 
en el régimen especial, 4 indígenas y 3 
negros/afro- colombianos. En total son 
1.977 personas autorreconocidas con 
pertenencia étnica afiliadas a salud133.

f.	 Sobre la vinculación a formación acadé-
mica, 1.285 personas con pertenencia 
étnica asistieron a programas de forma-
ción académica del total de 7.000134.  

131  Ibídem.
132  Presentación RNR 2022
133  Informe Especial De Seguimiento: 5 Años Del Capítulo 
Étnico Del Acuerdo De Paz
134  Agencia para la Reincorporación y la Normalización. 
(6 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición 
OFI22-007169 Bogotá

g.	 Por su parte, la población étnica que ha re-
cibido asignación única de normalización 
se especifica de la siguiente manera: 1.353 
indígenas, 607 negros/afrocolombianos, 14 
palenqueros, 1 raizal y 1 Rrom. 

h.	 Frente a la afiliación a pensión, se registran 
1.351 indígenas, 604 negros/afrocolombianos, 
14 palenqueros, 1 raizal y 1 Rrom, para un total 
de 1.971 beneficiarios del sistema pensional. 
Igualmente, las personas bancarizadas se 
relacionan así: 1.353 indígenas, 606 negros/
afrocolombianos, 14 palenqueros, 1 raizal y 1 
Rrom, para un total de 2.021 personas de per-
tenencia étnica135.

i.	 De los 2.099 participantes que manifestaron 
pertenecer a un grupo étnico, todos han sido 
beneficiados con renta básica136.

j.	 Un 40% (4.986) de las personas en rein-
corporación ha recibido atención sexual y 
reproductiva. De estas, el 40,9% (935) perte-
nece a un grupo étnico137.

k.	 Según la ARN, para abril de 2022 el programa 
de acompañamiento psicosocial con enfoque 
de género, derechos de las mujeres, territorial 
y étnico no ha iniciado su implementación 
porque requiere de aprobaciones previas y 

definiciones presupuestales y, a la fecha, es-
tán sin desarrollar138.

l.	 Desde la firma del Acuerdo hasta el 24 de 
septiembre de 2021, han sido asesinados 66 
excombatientes de origen étnico, 44 afroco-
lombianos y 22 indígenas, de los cuales 4 ya 
fueron investigados y juzgados por la jurisdic-
ción especial indígena139.

m.	 Según la CPEC, a abril del 2021, 140 resguar-
dos indígenas y 63 Consejos Comunitarios 
tenían presencia de MAP/MUSE. El Plan de 
Desminado Humanitario 2020-2025 incor-
pora un enfoque étnico para el cumplimiento 
de sus objetivos, sin embargo, Acción contra 
Minas no presenta resultados con un enfoque 
diferencial para los territorios étnicos.

n.	 Frente a la investigación de homicidios a 
excombatientes y líderes sociales de origen 
étnico, la Misión de Verificación señala que: 
“según el Gobierno, en los tres últimos años 
se han presentado acusaciones contra pre-
suntos perpetradores en menos del 1% de 
los casos relacionados con excombatientes y 
líderes sociales de origen étnico priorizados 
por la Unidad Especial de Investigación de la 
Fiscalía General”140.

135  Ibídem.
136  Agencia para la Reincorporación y la Normalización. (6 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 
Bogotá
137  Presentación RNR 2022
138  Agencia para la Reincorporación y la Normalización. (6 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición OFI22-007169 
Bogotá
139  Informe de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas. Septiembre de 2021. Obtenido de: https://colombia.unmissions.
org/sites/default/files/n2125246.pdf
140  Ibídem.

Según la CPEC, a abril del 2021, 140 
resguardos indígenas y 63 Consejos 
Comunitarios tenían presencia de  
MAP/MUSE. 
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Solución al Problema de las 
Drogas Ilícitas- Punto 4.

El PNIS no cuenta con un enfoque étnico, lo que pone en 
riesgo la implementación del programa en los territorios 
colectivos, al no considerar los usos y costumbres de las 
comunidades, sus derechos territoriales y su forma de 
entender el territorio.

a.	 La Dirección de Sustitución de Uso Ilícito (DSCI) 
de la Agencia de Renovación del Territorio infor-
mó que, a marzo del 2021, hay 13.105 familias 
de origen étnico vinculadas al PNIS (que cuenta 

con un monto de inversión de $17.281 millones 
de pesos), de las cuales: 2.794 pertenecen a 
pueblos indígenas; 1.910 son cultivadoras; 45 
no cultivadoras; y 839 recolectoras. 

Tabla 11. 

Familias Étnicas PNIS

Departamento Municipio Comunidad o 
pueblo vinculado 
al PNIS

Nombre del territorio 
o comunidad

Número de 
Familias étnicas 
vinculadas al PNIS

Cauca Jambaló Indígena Resguardo Indígena 
de Jambaló 2.039

Cauca Miranda Indígena Resguardo La Cilia  
La Calera 755

Nariño Tumaco Comunidades
Negras

Consejo Comunitario
Alto Mira y Frontera 4.918

Nariño Tumaco Comunidades
Negras

Consejo Comunitario
Río Chagüí 2.155

Nariño Tumaco Comunidades
Negras

Consejo Comunitario 
El Recuerdo de 
Nuestros Ancestros 
del río Mejicano

1.250

Nariño Tumaco Comunidades
Negras

Consejo Comunitario
Unión del río Rosario 1.915

     Total de familias
étnicas

13.032141

Fuente: Informe Especial de Seguimiento: 5 Años del Capítulo Étnico del Acuerdo de Paz IEANPE. 

b.	 La Procuraduría informó que las familias vincu-
ladas “entraron al programa como familias y no 
como sujeto colectivo, desatendiendo el princi-
pio de lo colectivo en lo étnico”, lo cual no va en 
concordancia con lo estipulado en el Acuerdo.

c.	 Preocupa la actual discrepancia frente a las 
familias vinculadas al PNIS de origen étnico, 

debido a que al momento de la suscripción en 
los formularios no se solicitó información a las 
familias sobre su pertenencia a comunidades 
étnicas. Sin embargo, tras cruzar la informa-
ción con la base de territorios regularizados 
y pretendidos por tales comunidades, la ART 
informó con corte a marzo de 2022: 

Familias vinculadas en territorios étnicos142

Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la Agencia de Renovación del Territorio

Recolector

1.028
Cultivador

17.729
No Cultivador

2.541

Acuerdo sobre las Víctimas del 
Conflicto- Punto 5.

a.	 Uno de los principales avances en la imple-
mentación del Capítulo Étnico en el Punto 5 
del Acuerdo ha sido la transversalización del 
enfoque étnico en el diseño de los diferentes 
mecanismos judiciales y extrajudiciales, lo 
cual ha sido posible gracias a la realización 
efectiva de la consulta previa y el respeto 
por la autonomía de los sistemas propios de 
justicia (esto en palabras de la IEANPE en su 
informe y de la JEP143). 

b.	 Es un avance el hecho de que la Sala de Re-
conocimiento de Verdad y Responsabilidad 
(SRVR) de la JEP haya priorizado 3144 macro-
casos territoriales con un énfasis importante 
en afectaciones sobre pueblos y comunida-
des étnicas, transversalizando de este modo 
el principio de la centralidad de las víctimas 
con enfoque étnico racial145 146.

c.	 En el mes de febrero del 2022 la Jurisdic-
ción Especial para la Paz anunció, en lo que 
pareciera ser un cambio en su perspectiva 
de priorización, que abriría tres macrocasos 
adicionales, dentro de los que se encuentra 

141  La discrepancia en el total de las cifras responde a la diferencia en las fuentes de información

142  Agencia de Renovación del Territorio. (26 de abril de 2022) Respuesta derecho de petición. Radicado No. 20226000042881 
Bogotá
143  Jurisdicción Especial para la Paz. (28 de marzo de 2022) Respuesta derecho de petición. Radicado No. 202202004381 Bogotá
144  Caso 02 “Prioriza la Situación Territorial de Ricaurte, Tumaco y Barbacoas (Nariño); Caso 04 “Situación Territorial de la Región de 
Urabá” y Caso 05 “Prioriza la Situación Territorial en la región del norte del Cauca y el sur del Valle del Cauca”.
145  Jurisdicción Especial para la Paz. (28 de marzo de 2022) Respuesta derecho de petición. Radicado No. 202202004381 Bogotá
146  Nota: no se darán a conocer las cifras relacionadas con el número de víctimas pertenecientes a comunidades étnicas acredita-
das en cada uno de los macrocasos; toda vez que, la JEP en la respuesta del derecho de petición con radicado No. 202202004765 
incurre en inconsistencias en la entrega de dicha información, lo cual dificultó la comprensión de la misma.
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el relacionado con crímenes contra pueblos y 
territorios étnicos por todo tipo de compare-
cientes ante la JEP147. 

d.	 A febrero de 2022 en el Caso 07148 (Reclu-
tamiento y utilización de niñas y niños en el 
conflicto armado) la JEP no había acreditado a 
ningún sujeto colectivo en calidad de víctimas 

A más de cinco años de haberse firmado el Acuerdo 
de Paz, no existe un protocolo de retornos y 
reubicaciones en concordancia con los derechos de 
las comunidades y pueblos étnicos.

147  En específico, los casos a abrir corresponden a: una concentración nacional de crímenes cometidos por las extintas FARC-EP, 
incluidos violencia sexual y basada en género, homicidios, masacres, desplazamiento forzado, desaparición forzada, tomas a 
poblaciones, uso de armamento indiscriminado y otros crímenes no amnistiables; concentración de crímenes cometidos por 
miembros de la Fuerza Pública, otros agentes del Estado o en asociación con grupos paramilitares y terceros civiles que investiga 
violencia sexual y basada en género, asesinatos, masacres, desapariciones forzadas, torturas, desplazamiento forzado y despojo 
de tierras; y concentración de crímenes contra pueblos y territorios étnicos que investiga, entre otros, masacres y asesinatos 
selectivos e indiscriminados, violencia sexual y desaparición forzada por todo tipo de agentes ante la JEP.
148  JEP. Ficha de principales estadísticas a 20 de febrero de 2022. Obtenido de: ​​https://www.jep.gov.co/jepcifras/JEP%20en%20
cifras%20-%20febrero%204%20de%202022.pdf
149  Los datos de esta sección corresponden a la información remitida por la Unidad para las Víctimas -RUV-. Respuesta derecho 
de petición. Radicado No. 20222009788891 del 26 de abril de 2022.
150  Fuente: Unidad para las Víctimas -RUV-. Corte: 28/02/2022.
151  Fuente: Unidad para las Víctimas -RUV-. Corte información: año 2016 al 31 de diciembre de 2021.

f.	 Con respecto a los procesos de restitución 
étnicos, con corte a febrero de 2022, 656 
territorios de comunidades étnicas cuentan 
con trámite de restitución. De estos, 347 se 
encuentran en fase de estudio preliminar, 82 en 

y solo se han llevado a cabo 2 diligencias de 
construcción dialógica de la verdad o de coor-
dinación interjurisdiccional. 

e.	 Por su parte, y en relación con la información 
sobre víctimas incluidas por pertenencia étni-
ca en el Registro Único de Víctimas (RUV) de la 
Unidad para las Víctimas, se encuentra, que149:

De las 9.250.453 víctimas en el RUV, el 12,56% indicó autorreconocerse como 
negro, afrocolombiano, palenquero o raizal; el 5,81% manifestó pertenecer a un 
pueblo indígena; y el 0,11% declaró ser gitano o Rrom150.

En relación con las indemnizaciones: 70.124 fueron realizadas a víctimas 
pertenecientes a comunidades NARP, equivalentes a $565.208.246.540; y, 
21.998 a víctimas pertenecientes a comunidades indígenas, equivalentes a 
$158.056.673.441151.  

Un total de 281.573 víctimas del conflicto fueron atendidas a través de las 
Estrategias ERE I152 y ERE G153, desde la vigencia 2016 hasta la fecha. La aten-
ción respecto a comunidades NARP registra un total de 30.743 personas; y la 
atención respecto a indígenas, registra un total de 10.922 personas.

fase de informes de caracterización y 200 terri-
torios cuentan con demanda presentada ante 
jueces de restitución154. A su vez, dichos jueces 
han emitido 23 sentencias que comprenden 27 
territorios de comunidades étnicas155. 

Los datos presentados en materia de restituciones 
étnicas dan cuenta de que, al igual que la restitución 
individual, el proceso para territorios étnicos 
también avanza muy lentamente. 

152  Estrategia de recuperación emocional a nivel individual.
153  Estrategia de recuperación emocional a nivel grupal.
154  Unidad de Restitución de Tierras -URT-. (abril de 2022) Respuesta a derecho de petición con radicado URT-DIG-00035. Bogotá
155  Ibídem.
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Principales problemas en la 
implementación del enfoque 
étnico

Con respecto a los problemas relacionados con la 
implementación del Capítulo Étnico del Acuerdo 
de Paz y la efectiva transversalización del enfoque 
étnico en el entendimiento e implementación del 
Acuerdo se encuentran: 

Invisibilidad en las cifras

Se evidencia falta de información y desactua-
lización con respecto a la implementación del 
Capítulo Étnico del Acuerdo de Paz y la transver-
salización del enfoque étnico en los diferentes 
puntos del Acuerdo. En ese mismo sentido, es 
clara la falta de distinción o de desagregación de 

cifras en materia étnica que permitan una infor-
mación consistente, especializada y pertinente 
sobre el tema por parte de las entidades encar-
gadas de implementar el Acuerdo. Esto repercute 
en la imposibilidad de realizar un efectivo segui-
miento a la implementación de este Capítulo.  

Falta de participación de las 
comunidades étnicas y omisión en 
la realización de la consulta previa

la priorización de las iniciativas por ejecutar no se 
esté haciendo con las comunidades, sino con los 
alcaldes y los gobernadores de las subregiones157.

Además, es también alarmante lo evidenciado, 
en diferentes ocasiones, sobre la omisión de la 
consulta previa y el consentimiento de las comu-
nidades étnicas en los territorios donde se realiza 
la erradicación manual de cultivos de uso ilícito. 

Finalmente, y de acuerdo con entrevistas 
realizadas para este informe, al diseño de los 
procesos de armonización de excombatientes 
pertenecientes a pueblos étnicos se les ha inver-
tido considerables recursos, tanto humanos como 
financieros. No obstante, a criterio de algunas 
organizaciones, estos no responden a la visión y 
sentir de quienes hacen parte de dichos procesos, 
invalidándose incluso, en algunas ocasiones, sus 
verdaderos intereses y deseos. Esto indica una fal-
ta de comprensión de lo que significan los diálogos 
y la participación de las personas pertenecientes 
a las comunidades étnicas, priorizándose en ese 
sentido la visión institucional. 

Luego de más de 5 años de iniciada la reincor-
poración, se cuestiona el sentido de continuar con 
este proceso que se espera termine con la expe-
dición de un Decreto que regule estos planes, lo 
que además le restaría flexibilidad y pertinencia al 
proceso de armonización.    

156  A efectos de mitigar los efectos producidos por dicha problemática, se acordó en el 2021 una ruta para la consulta previa de los 
decretos o instrumentos normativos (excepto leyes) para el Catastro Multipropósito. De acuerdo a la información suministrada por 
el IGAC (con Radicado No. 2500DGC-2022-0008347-EE-001 del 20-05-2022), solo se ha avanzado en un proceso de consulta 
previa en el municipio de Cumaribo, como respuesta a la sentencia T-247 de 2015.
157  IEANPE. Informe de seguimiento, impulso y verificación a la implementación del Capítulo Étnico del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. Diciembre de 2021. Obtenido de: https://www.cenpaz.
com/2022/01/informe-ieanpe-2016-2021-de-seguimiento.html

Preocupa que, tras cinco años de la implementación 
del Acuerdo, no existe un ítem étnico en el Trazador 
Presupuestal de Paz, lo que impide hacer el seguimiento 
de los recursos del Presupuesto General de la Nación 
destinados a este Capítulo, y conocer los recursos 
aprobados y ejecutados por punto para cada entidad. 

También se evidencia la falta de participación e in-
formación de los diferentes pueblos étnicos en los 
proyectos, obras o actividades que se prevén rea-
lizar en sus territorios y que los afectan de manera 
directa y específica sobre la implementación del 
Acuerdo. Muchos de estos se han llevado a cabo 
sin la participación efectiva de las comunidades. 

Preocupa la falta de participación étnica en la 
formulación y diseño de los Planes Nacionales 
para la Reforma Rural Integral y la manera en 
cómo se ha llevado a cabo el desarrollo y la eje-
cución del catastro multipropósito en territorios 
con población étnica, ya que, según lo informa-
do por la Procuraduría en su Tercer Informe al 
Congreso sobre el estado de avance de la im-
plementación del Acuerdo de Paz (2021), se han 
evidenciado traslapes entre territorios indígenas 
formalizados o solicitados para formalización 
y municipios priorizados para el desarrollo del 
catastro en departamentos como Guaviare, Ca-
quetá, Meta, Vichada, Casanare, Arauca, Guajira, 
Cesar y Magdalena156. 

Asimismo, y de acuerdo con lo informado por 
la IEANPE en su informe de diciembre de 2021, 
es preocupante que los PDET no se estén ar-
monizados con los Mecanismos Especiales de 
Consulta (MEC), en virtud de lo establecido en el 
Decreto Ley 893 de 2017, así como también que 
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Es también una problemática la falta de un real 
entendimiento sobre el alcance del enfoque étni-
co en cada uno de los puntos del Acuerdo y su 
respectiva implementación.

La visión y comprensión de transversalizar el 
enfoque étnico en la materialización de todo el 
Acuerdo se ha quedado corta para alcanzar los 
objetivos del cierre de brechas étnico sociales y 

Priorización de la visión individual 
de los planes, programas y 
proyectos sobre la perspectiva 
colectiva y territorial

La implementación del acuerdo no se ha pensado 
desde un enfoque colectivo que apunte a una 
transformación social conjunta. Esta concepción 
rompe con la visión de un solo territorio y comu-
nidad, propia de las comunidades étnicas, y pone 
en riesgo su cultura y creencias. Por ejemplo, no 
se ha logrado consolidar un enfoque de seguridad 
colectivo, lo que podría profundizar las condicio-
nes de vulnerabilidad y discriminación que estas 
personas han padecido históricamente158. 

Asimismo, y como ya se mencionó, la Procura-
duría informó que las familias vinculadas al PNIS 
“entraron al programa como familias y no como 

sujeto colectivo, desatendiendo el principio de lo 
colectivo en lo étnico”, lo cual no va en concor-
dancia con lo estipulado en el Acuerdo159. Esto 
sumado a algunas características inflexibles de los 
proyectos y programas que obstaculizan la aten-
ción de manera colectiva. 

Esta manera de implementar el Acuerdo de 
Paz va en contravía del respeto por los territorios 
colectivos y pone en riesgo los derechos de los 
miembros de las comunidades étnicas para avan-
zar, de manera transversal, en la implementación 
del Acuerdo.

158  Instituto Kroc, 2021. Obtenido de https://peaceaccords.nd.edu/wp-content/uploads/2021/09/Quinto-informe-esta-
do-de-la-implementacion-a-cuatro-anos-de-la-firma-1.pdf
159  Procuraduría en su Tercer Informe al Congreso sobre el estado de avance de la implementación del Acuerdo de Paz (2021)

Falta de acompañamiento 
en el seguimiento de la 
implementación del Capítulo 
Étnico del Acuerdo de paz

La redacción del capítulo étnico se dio en un 
tiempo muy corto y en una etapa muy avanzada 
del proceso de negociación. Adicionalmente, en el 
numeral 6.4 del Acuerdo Final, en el que se es-
tablece el acompañamiento internacional a cada 

Por otra parte, la Instancia Especial Étnica no ha 
tenido la atención necesaria ni en el marco de la 
CSIVI ni por parte de las entidades encargadas de la 
implementación. Estos factores han llevado a una menor 
atención y en cierta medida, presión, para la correcta 
implementación de este capítulo del Acuerdo. 

Falta de comprensión de lo que 
significa el enfoque étnico

la materialización de un Estado pluriétnico y multi-
cultural. Es una visión que no ha ido más allá de la 
narrativa, pues hasta el momento sigue sin existir 
un plan, herramientas o compromisos específicos 
para hacerla realidad y se ha centrado en brindar 
cobertura, aunque limitada, a población étnica con 
los mismos programas y proyectos que se diseñan 
para el resto de la población y los territorios.

punto, así como a algunas medidas específicas 
(revisión de la situación de personas privadas de la 
libertad) y al enfoque de género, no se incluyó el 
acompañamiento para el enfoque étnico. 
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Para llevar a cabo la implementación del Acuerdo 
de Paz en Colombia, es necesaria la ejecución de 
recursos económicos de la manera más eficiente y 
oportuna. En ese orden, este capítulo analiza dife-
rentes fuentes de financiación del Acuerdo Final y 
su desempeño durante el gobierno del presidente 
Iván Duque. Adicionalmente, el capítulo presenta 
información específica sobre el financiamiento de 
los Programas de Desarrollo con Enfoque Territo-
rial (PDET).

Según el Marco Fiscal de Mediano Plazo (MFMP) 
que proyectó el costo estimado de la implemen-
tación del Acuerdo Final, la financiación de éste se 
daría mediante diversas fuentes teniendo en cuenta 
cada una de las necesidades de financiación de los 
puntos acordados. Estas fuentes son: recursos que 
provienen del Presupuesto General de la Nación 
(PGN), del Sistema General de Regalías (SGR), del 
Sistema General de Participaciones (SGP), recursos 
de entidades territoriales, recursos de la coopera-
ción internacional y entidades privadas.

Es importante alertar sobre la ausencia de in-
formación clara en relación con la destinación y 
los montos de los recursos provenientes del Sis-
tema General de Participaciones, incluso cuando 
esta fuente, según el MFMP representa el 29,2% 
de los recursos disponibles para la financiación 
del postconflicto. Si bien existe la herramienta del 
Sistema Unificado de Inversiones y Finanzas Pú-

blicas (SUIFP) Nacional y Territorio, y el Formulario 
Único Territorial (FUT), el uso de estas herra-
mientas no es obligatorio, lo que obstaculiza la 
vigilancia, control y seguimiento de los recursos1. 
Además, al solicitar la información a la Agencia 
de Renovación del Territorio (ART), esta entidad 
no envió respuesta referente al seguimiento de 
estos recursos, lo que impide la rendición de 
cuentas y una gestión transparente.

En ese sentido, este capítulo presenta un aná-
lisis de las principales fuentes de financiación del 
Acuerdo: Presupuesto General de la Nación, Siste-
ma General de Regalías y sector privado. Frente a 
los recursos del Presupuesto General de la Nación, 
se revisa el Trazador Presupuestal de Paz y de los 
recursos asignados a cada entidad encargada de 
la implementación del Acuerdo. En segundo lugar, 
en cuanto a los recursos del Sistema General de 
Regalías, recursos de la Agencia de Renovación 
del Territorio y recursos de privados, se analiza su 
ejecución en los Programas de Desarrollo con En-
foque Territorial (PDET), con el fin de compararlos 
con el costo estimado en el MFMP. Finalmente, 
se incluye una revisión del costo indicativo de 
implementación de las denominadas iniciativas 
detonantes y dinamizadoras establecidas en las 
hojas de ruta mencionadas en este informe, en el 
capítulo que hace referencia al seguimiento del 
punto 1 del Acuerdo de Paz.

1.

Presupuesto 
General de 
la Nación

1 Procuraduría General de la Nación. Tercer informe Acuerdo de Paz 2021. Agosto de 2021

Trazador Presupuestal de Paz

En el artículo 220 del Plan Nacional de Desarro-
llo 2018-2022 quedó establecido que todas las 
entidades estatales del orden nacional deben 
identificar, mediante un marcador presupuestal, 
las partidas del Presupuesto General de la Nación 

destinadas a cumplir con el Acuerdo de Paz. Este 
anexo se incluyó desde el año 2020 y presenta la 
información desagregada por punto del Acuerdo. 
A continuación se presenta el monto marcado por 
el Trazador en cada uno de los años:

Recursos Trazador de Paz 2020-2022 (miles de millones de pesos).

Fuente: Anexo Trazador de Paz

$9.794,4
2020

$10.675,9
2021

$10.988,3
2022
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A continuación, se presenta la participación de cada 
punto del Acuerdo en el monto total del Trazador 

Análisis presupuestal de las entidades encargadas de la 
implementación del Acuerdo (monto asignado vs ejecutado).

A partir de lo anterior se concluye que:

a.	 La Reforma Rural Integral es el punto que ha 
tenido el mayor porcentaje de recursos mar-
cados en el Trazador, lo que va acorde con 
el MFMP 2018, el cual estimó que este es el 
punto con mayor costo, con un 85,4% del total 
de la implementación del Acuerdo.

b.	 El punto 2 ha tenido un menor porcentaje 
marcado en el Trazador que el porcentaje 
estimado por el costeo del MFMP 2018.

c.	 Los puntos 3 y 5 han tenido un mayor porcen-
taje marcado en el Trazador que el porcentaje 
estimado por el costeo del MFMP 2018.

d.	 Al analizar los montos presupuestarios de 
cada entidad marcados con el Trazador de 

Paz 2022, es importante resaltar que, si 
bien este presenta un aumento de 2,9% fren-
te al año anterior, al desagregar por punto del 
Acuerdo se encuentra una disminución en 
los puntos 3 y 4, con un 8,4% y 57,1% respec-
tivamente.

Es importante resaltar que, hasta el momento, el 
Trazador de Paz no cuenta con una desagregación 
territorial PDET, por lo cual resulta imposible deter-
minar la contribución de estos montos de recursos 
a la implementación del Acuerdo en los municipios 
más afectados por el conflicto y la pobreza. Esto 
genera una barrera para el monitoreo y seguimiento 
a los recursos del PGN presupuestados y efectiva-
mente invertidos en los municipios PDET.

por año y el porcentaje estimado en el MFMP 2018 
frente al costo total de su implementación:

Tabla 1: 

Participación de cada punto del Acuerdo en el Trazador de paz 

Punto
Costos por punto del 
Acuerdo MFMP 2018 
(participación sobre el total)

2020 2021 2022

Punto 1: Reforma Rural Integral 85,4% 74,3% 75,6% 81,8%

Punto 2: Participación política 3,0% 0,1% 0,2% 1,0%

Punto 3: Fin del conflicto 1,9% 4,7% 6,4% 5,7%

Punto 4: Solución al problema 
de las drogas ilícitas 6,1% 13,7% 10,8% 4,5%

Punto 5: Víctimas 3,5% 6,6% 6,4% 6,4%

Punto 6: Implementación 0,1% 0,5% 0,6% 0,6%

Fuente: Anexo Trazador de Paz

para la implementación del Acuerdo, para las vigen-
cias comprendidas entre 2018 y 2022, en donde se 
compara el presupuesto asignado y ejecutado.

Gráficos 1. 

Ejecución presupuestal de las entidades por año2 (en miles de millones)

Agencia de Desarrollo Rural - ADR 

Agencia de Renovación del Territorio - ART

En esta sección se presenta un diagrama de barras 
con la información de la ejecución presupuestal de 
las entidades que consideramos más relevantes 

2 Ministerio de Hacienda (23 de mayo de 2022) Respuesta a derecho de petición No. Radicado: 2-2022-021826. Bogotá. Además, 
Los datos referentes a “Asignado” corresponden a los montos incluidos en la Ley de Presupuesto de cada año. No es posible 
contar con información sobre posibles modificaciones presupuestales que se pudieron haber llevado a cabo. El monto asignado 
en 2018 a las entidades del SIJVRNR corresponde a la asignación realizada mediante resolución, ya que la Ley de Presupuesto de 
2018 no incluyó un monto para dichas entidades

Ejecución 2022:  
$21 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución 2022:  
$25 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022
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Agencia Nacional de Tierras - ANT Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la no Repetición - CEV

Agencia para la Reincorporación y la Normalización - ARN Jurisdicción Especial para la Paz -  JEP

Ejecución 2022:  
$59 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución 2022:  
$28 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución 2022:  
$56 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución 2022:  
$94 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución Ejecución

Ejecución Ejecución

$300 $120

$300 $400

$350

$300

$250 $100

$250

$250

$200 $80

$200

$200

$150 $60

$150

$150

$100 $40

$100

$100

$50 $20

$50
$50

$0 $0

$0 $0

$350 $140

Asignado Asignado

Asignado Asignado

2017

2017 2017

2018 2018

2018 2018

2019 2019

2019 2019

2020 2020

2020 2020

2021 2021

2021 2021

2022 2022

2022 2022

292

267 242

167

271

236
219

169

306

223

308

19

183

174
161

182

201

170

197

173

249

218

247

13

82

67

93

84

117

108

81

0

0

133

103

285

251

310

278

338

313

375

Capítulo 8: Recursos para la Paz392 Capítulo 8: Recursos para la Paz 393



Unidad de Restitución de Tierras Despojadas - URT Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas - UBPD

Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas - UARIV Unidad Nacional de Protección - UNP

Ejecución 2022:  
$72 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución 2022:  
$33 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución 2022:  
$576 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022

Ejecución 2022:  
$258 mil millones 
de pesos a abril 
de 2022
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Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Ministerio de Hacienda
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Análisis de la ejecución de 
recursos del Trazador Paz

A continuación se refleja el porcentaje de ejecu-
ción de los recursos de inversión de los diferentes 
sectores que registran rubros del Trazador de Paz

Si bien la Jurisdicción Especial para la Paz -JEP- evidencia un in-
cremento del 5,7% del presupuesto de 2022 en comparación con el 
aprobado en 2021, este no suple las necesidades sobre los gastos de 
funcionamiento ni de inversión. Los primeros están desfinanciados 
en $13.373 millones para la contratación de recurso humano dirigido 
a robustecer e impulsar los procesos de investigación y acusación 
judicial; y los segundos requieren de $82.634 millones adicionales a 
lo aprobado para cumplir con los proyectos de implementación de 
justicia transicional y restaurativa con enfoques de género y diferen-
ciales, de medidas de protección y de desarrollo de tecnologías de 
información principalmente.

El proyecto de Presupuesto General de la Nación para la vigencia 
2022 aprobó un incremento del 11,1% de los recursos para la Uni-
dad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas (UBDP). 
No obstante, la Unidad requiere de $8.953 millones adicionales 
para cubrir gastos de funcionamiento dirigidos a planta de perso-
nal, sistemas de información, fortalecimiento del relacionamiento y 
coordinación con población étnica.

La asignación destinada a la Agencia para la Reincorporación y 
Normalización (ARN) disminuye 24,6%, lo que desfinancia prin-
cipalmente los gastos de funcionamiento dirigidos al proceso de 
reincorporación de los exintegrantes de las FARC-EP por concep-
to de transferencias corrientes, lo que no permitiría garantizar una 
mayor cobertura en el acceso a proyectos productivos para los 
excombatientes que, como ya se mencionó en el capítulo 4 de este 
informe, ha llegado a un 63,7% a marzo de 2022.

Al analizar el monto asignado a la Comisión para el Esclarecimiento 
de la Verdad, la Convivencia, y la No Repetición en los años anterio-
res, se resalta que esta entidad ha tenido un alto nivel de ejecución. 
Ahora bien, frente a la vigencia 2022, el Presupuesto General de la 
Nación evidencia una disminución del 31% respecto al año anterior, 
lo que se puede explicar por la terminación de las labores de esta 
entidad en agosto de este año.

Tabla 2: 

Ejecución presupuestal de algunos sectores por año4

Sector/Año 2019 2020 2021

Agricultura y Desarrollo Rural 40% 88% 62%

Justicia y Derecho 83% 72% 21%

SIVJRNR 62% 80% 85%

Vivienda, ciudad y territorio N.D. 0,9% 4,4%

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por el DNP

Preocupa la baja ejecución de recursos de los sec-
tores de Vivienda y el de Agricultura y Desarrollo 
Rural, en tanto se espera una mayor inversión al ser 
sectores fundamentales para la implementación 
del punto 1 del Acuerdo de Paz. Especialmente 

preocupa la ejecución de entidades como la 
Agencia de Desarrollo Rural y la Agencia Nacio-
nal de Tierras, encargadas en buena medida de 
implementar el punto 1, cuyo mal desempeño en 
términos de ejecución de recursos ha sido notorio.

En cuanto al presupuesto de inversión de la Agencia de Renovación 
del Territorio, es preocupante la disminución del presupuesto desde 
el 20183, especialmente entre 2019 y 2020 cuando se presentó una 
disminución del 30,1%.

3 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta a derecho 
de petición con radicado número 20225000035821 Fecha de corte: Marzo de 2022

4 Departamento Nacional de Planeación. (24 de mayo de 2022) Respuesta a Derecho de Petición 20223100413901. Bogotá
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Análisis de los proyectos de 
inversión en el Trazador Paz

A continuación, se identifican los proyectos 
de inversión que sufrieron las variaciones más 
drásticas entre las vigencias 2020 y 2022, en-
tendiendo que al realizar el seguimiento de los 

Al analizar los proyectos, llama la atención la 
disminución en los recursos destinados a la im-
plementación de medidas de reparación para las 

proyectos, es posible que existan nuevos pro-
yectos con nombres distintos, pero enfocados al 
mismo objetivo, y por ende no se ven reflejados 
en la apropiación:

Tabla 3: 

Variación de los proyectos de inversión marcados en el Trazador de Paz (en miles de millones)5

Punto Entidad Proyecto Apropiación 
2020

Apropiación 
2022 Variación

Reforma 
Rural 
Integral

Ministerio de 
Vivienda, Ciudad 
y Territorio

Apoyo financiero para 
facilitar el acceso a 
los servicios de agua 
potable y manejo 
de aguas residuales 
a nivel nacional

 $ 30,4  $ 9,9 -67,20%

Reforma 
Rural 
Integral

Agencia de 
Desarrollo 
Rural - ADR

Apoyo a la formulación 
e implementación de 
distritos de adecuación 
de tierras y a la 
prestación del servicio 
público de adecuación 
de tierras a nivel nacional

 $ 1,9  $ 0,97 -95,00%

Reforma 
Rural 
Integral

Ministerio de 
Agricultura

Implementación 
de estrategias 
para la inclusión 
financiera en el sector 
agropecuario nacional

 $ 0,47  $ 60,7 128.971,80%

Reforma 
Rural 
Integral

Superintendencia 
de Notariado 
y Registro

Actualización en 
línea de las bases de 
datos para el catastro 
multipropósito a 
nivel nacional

$1.660  $ 1.870 13%

Reforma 
Rural 
Integral

Ministerio de 
Minas y Energía

Mejoramiento del 
servicio de energía 
eléctrica en las 
zonas rurales del 
territorio nacional

 $ 132,3  $ 31,6 -76,10%

Víctimas del 
conflicto

Unidad de 
Víctimas - UARIV

Implementación 
de las medidas de 
reparación individual 
y colectiva nacional

 $ 45,8  $ 5,1 -88,70%

Víctimas del 
conflicto

Ministerio de Salud 
y Protección Social

Apoyo para la 
implementación de las 
medidas de asistencia 
y rehabilitación a 
víctimas del conflicto 
armado nacional

 $ 10,2  $ 25,8 152,30%

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por el DNP

víctimas y el mejoramiento de servicios de acceso 
a agua potable y energía.

5 Ibídem

Bolsa Paz

En el marco de las inversiones previstas para la 
implementación del Acuerdo de Paz se estableció 
que el Ministerio de Hacienda iba a disponer de 
unos recursos adicionales para ser objeto de distri-
bución a las entidades encargadas de implementar 
el Acuerdo, los cuales serían distribuidos de manera 

más flexible, teniendo en cuenta que el Ministerio 
es la única entidad que puede hacer traslado a 
otras entidades. A continuación, se presentan los 
montos reportados por el Ministerio de Hacienda 
asignados a lo que se denomina la Bolsa Paz y de 
esta, a su vez, asignados al Fondo Colombia en Paz.

Tabla 4: 

Recursos destinados a la Bolsa Paz 2018-20226

Funcionamiento Inversión Total

2018 631.142.397.121 876.531.427.161 1.507.673.826.300

2019 796.783.518.994 96.885.000.000 893.668.521.013

2020 576.299.816.847 459.616.776.136 1.035.916,592.983

2021 698.969.025.329 1.369.149.469.794 2.068.118.495.123

2022 507.000.926.994 244.993.131.536 751.994.058.530

Fuente: Ministerio de Hacienda

Tabla 5: 

Recursos asignados de la Bolsa Paz al Fondo Colombia en Paz 2018-2022 (miles de millones)7

2018 2019 2020 2021 2022

Monto asignado  $837.727  $599.001 $660.503  $ 1.331.049  $ 390.049

Porcentaje del total de 
recursos de la Bolsa Paz 55,6% 67,0% 63,8% 64,4% 51,9%

Fuente: Ministerio de Hacienda

6 En 2022 se identifican los recursos distribuidos de la denominada bolsa paz y está pendiente por distribuir $863 mil millones lo que 
daría un total de $1.615 mil millones. Ministerio de Hacienda. (24 de mayo de 2022) Respuesta a derecho de petición 2-2022-021826
7 Ministerio de Hacienda (23 de mayo de 2022) Respuesta a derecho de petición No. Radicado: 2-2022-021826. Bogotá
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Del monto total de la asignación a la Bolsa Paz 
cada año, según información del Ministerio de Ha-
cienda, se han distribuido los siguientes recursos8:

Si bien el Ministerio de Hacienda no reporta la 
desagregación de los recursos para las diferentes 
entidades adscritas a la Presidencia de la Repúbli-
ca, para tener una idea de cuánto presupuesto de 

8 Ibídem

Vigencia fiscal
2018

se distribuyeron los recursos de 
funcionamiento a 11 entidades, y de 

inversión a 5 entidades: Ministerio 
de Educación Nacional, Agencia de 

Renovación del Territorio, Agencia Nacional 
de Tierras, Presidencia de la República, 

Jurisdicción Especial para la Paz.

Vigencia fiscal
2020

la ARN, Policía Nacional y la Presidencia 
de la República fueron las entidades 
que recibieron los recursos, tanto de 

funcionamiento como de inversión.

Vigencia fiscal
2022

se destinaron los recursos a la Policía 
Nacional y la Presidencia de la República: 

esta última entidad recibió el 76,5% del total 
del presupuesto de la bolsa.

Vigencia fiscal
2019
la única entidad que recibió recursos de la 
Bolsa Paz para inversión fue la Presidencia 
de la República.

Vigencia fiscal
2021
el 87% de los recursos se destinaron a la 
Presidencia de la República.

la bolsa se destina para tareas de reincorporación y 
sustitución de cultivos, a continuación se presenta 
la asignación al Fondo Colombia en Paz9 para tres 
entidades que tienen estas competencias.

9 Fondo Colombia en Paz. (28 de mayo de 2022) Respuesta a derecho de petición No. Radicado DE-FCP-S-2022-0209. Bogotá

Tabla 6: 

Dinero del Fondo Colombia en Paz para reincorporación y sustitución de cultivos

Agencia para la Reincorporación y Normalización Rubro comprometido

2019 $ 197.013.859.294

2020 $ 156.377.522.624

2021 $ 209.317.696.050

Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos. Rubro comprometido

2019 $ 300.542.651.813

2020 $ 190.907.039.500

2021 $ 479.611.234.295

Agencia de Renovación del Territorio Rubro comprometido

2019 —

2020 $ 51.999.999.990

2021 $ 82.487.853.949

Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el Fundo Colombia en Paz
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2.

Financiación 
específica de 
los PDET

Además, se han gestionado recursos adicionales 
con la cooperación internacional por valor de $ 
453.335 millones para los territorios PDET. Sin 
embargo, llama la atención que, entre el total 
de recursos comprometidos en los PDET según 
la ART ($12,47 billones) y la desagregación de 
dichos recursos por subregión PDET, hay una 
diferencia de $4,9 billones de pesos. Si bien la 
ART aclara que este monto corresponde a los 
recursos del Trazador PGN y de Cooperación In-
ternacional que no se encuentran regionalizados 
y que actualmente se encuentran realizando las 
gestiones para lograr esta desagregación terri-
torial, preocupa que a la fecha el Gobierno no 
cuente con información territorializada del 40% de 
los recursos invertidos en los PDET13.

Inversión total en PDET frente a 
lo estimado en el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo (MFMP)

Desde el inicio de la implementación y con corte 
a 28 de febrero de 2022, se han comprometi-
do en favor de los municipios PDET un total de 
$12,86 billones de pesos, de los cuales $12,47 
billones corresponden al actual Gobierno10. Este 
monto equivale al 17,1% del costo total requerido 
para su materialización ($79,6 billones según el 

10 Agencia de Renovación del Territorio (5 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022.
11 La respuesta del derecho de petición al Departamento Nacional de Planeación registra una diferencia en el valor de los recursos 
comprometidos, con un valor de $7,78 billones de pesos
12 Agencia de Renovación del Territorio (5 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022.

Marco Fiscal de Mediano Plazo -MFMP- 2018). 
Para lograr la estabilización del territorio y el 
cumplimiento de las metas del Acuerdo, se 
deberían estar ejecutando por lo menos $5,3 
billones al año.

Según la ART, el monto comprometido por 
fuente de recursos ha sido el siguiente:

$6,56 billones11

OCAD Paz
$611.433 millones
Obras por Impuestos

$4,09 billones
Presupuesto General de la Nación 
(marcados en el Trazador Paz – PDET)

$1.141.322 millones12

Recursos de la ART y el Fondo Colombia 
en Paz

Esto implica que, al contabilizar los montos que 
la ART sí tiene regionalizados, se está comprome-
tiendo al año el 37,3% (7,95 billones en 4 años de 
gobierno, es decir 1,98 al año) de los recursos ne-
cesarios para lograr la estabilización del territorio y 
el cumplimiento de las metas del Acuerdo.

​​Ahora bien, dado que la meta de los $5,3 
billones al año corresponde a los recursos 
ejecutados y no comprometidos, y teniendo 
en cuenta que de las fuentes de financiación 
del Acuerdo se cuenta con información de 
ejecución de las Obras PDET, OCAD Paz en las 
subregiones PDET14 y obras por impuestos, se 
puede afirmar que se ha invertido en total $938 
mil millones de pesos desde la firma del Acuer-
do en los municipios PDET15.

13 Ibídem
14 Esto teniendo en cuenta que: PGN y específicamente el Trazador Paz no cuenta con una desagregación PDET, y la ART no envió 
información sobre los recursos del SGP destinados a la implementación del Acuerdo.
15 Detalles obtenidos del portal web de la ART central PDET, con corte a 30 de abril de 2022, de inversión OCAD Paz en subre-
giones PDET, Obras PDET y obras por impuestos en cada una de las secciones correspondientes a dichas fuentes. Para ambas 
estrategias sólo se tuvo en cuenta los recursos que corresponden a obras terminadas. Además, para OCAD Paz, solo se tuvo en 
cuenta las obras terminadas en municipios PDET.
16 Según lo reportado por la ART en el Portal Web Central PDET con corte a 30 de abril de 2020

10,4 billones
es el costo anual de la 
implementación del 

Acuerdo, según el MFMP.

170,5 mil millones
se están invirtiendo  

al año16

8,08 billones
se destinarían a 
la Reforma Rural 

Integral

5,3 billones
se deberían invertir 
al año en municipios 
PDET según el MFMP

Esto significa que se está ejecutando al año en los PDET el 
3,2% de lo que se necesita para cumplir el Acuerdo de Paz.
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Al analizar por subregión se evidencia que Ma-
carena-Guaviare es la subregión con el mayor 
porcentaje de recursos comprometidos frente al 
costo total requerido de implementación de dicho 
PDET, con un 20,5%. Mientras que en el Pacífico Me-
dio apenas se ha comprometido el 0,9% del costo 
total requerido para su implementación. A conti-
nuación, se muestra la distribución por subregión17:

17 Ibídem
18 Agencia de Renovación del Territorio (5 de abril de 2022). Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022.
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Recursos requeridos vs comprometidos por subregión PDET por año18

1. Pacífico Medio
MTR $ 3.160.000.000 | RPA $ 210.666.667 | CPA $ 6.878.403

3,26%

2. Pacífico y Frontera Nariñense
MTR $ 6.240.000.000 | RPA $ 416.000.000 | CPA $ 50.031.590

12,02%

3. Urabá Antioqueño
MTR $ 6.023.000.000 | RPA  $ 401.533.333 | CPA  $ 68.639.161

17,09%

4. Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño
MTR $ 5.150.000.000 | RPA   $ 343.333.333 | 
CPA $ 70.892.892

20,65%

5. Alto Patía y Norte del Cauca
MTR $12.410.000.000 | RPA   $ 827.333.333 | 
CPA $ 193.159.077

23,35%

6. Montes de María
MTR $ 5.760.000.000 | RPA $ 384.000.000 | CPA $ 107.758.499

28,06%

8. Sur de Córdoba
MTR $ 4.190.000.000 | RPA $ 279.333.333 | 
CPA  $ 104.388.281

37,37%

9. Sur del Tolima
MTR $ 2.240.000.000 | RPA $ 149.333.333 | 
CPA  $ 56.534.907

37,86%

14. Catatumbo
MTR $ 3.400.000.000 | RPA $ 226.666.667 | 
CPA  $ 114.164.092

50,37%

16. Macarena – Guaviare
MTR $ 3.460.000.000 | RPA $ 230.666.667 | 
CPA  $ 157.642.950

68,34%

10. Putumayo
MTR $ 4.400.000.000 | RPA $ 293.333.333 | 
CPA  $ 124.334.870

42,39%

11. Sur de Bolívar
MTR $ 2.140.000.000 | RPA $ 142.666.667 | 
CPA  $ 62.537.296

43,83%

7. Chocó
MTR $ 3.870.000.000 | RPA $ 258.000.000 | 
CPA  $ 90.066.110

34,91%

12. Sierra Nevada - Perijá - Zona Bananera
MTR $ 8.640.000.000 | RPA $ 576.000.000 | 
CPA  $ 266.026.702

46,18%

Al analizar los recursos comprometidos anualmente 
frente a lo que se debería estar invirtiendo en pro-
medio por año en cada subregión, se observa que 
Macarena Guaviare está nuevamente en el primer 
lugar, con una inversión del 68,3% del costo requeri-
do, frente a Pacífico Medio con apenas un 3,2%.

MTR: Monto total requerido | RPA : Requerido por año | CPA: Comprometido por año desde el inicio de la 
implementación del Acuerdo de Paz

Fuente: Elaboración propia a partir de la información de la Agencia de Renovación del Territorio

Total*
MTR $ 79.543 | RPA $ 5.302 | CPA  $ 1.768

*Cifras en miles de millones de pesos

33,35 %

15. Arauca
MTR $ 2.440.000.000 | RPA $ 162.666.667 | 
CPA  $ 101.667.082

62,50%

13. Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño
MTR $ 6.020.000.000 | RPA $ 401.333.333 | 
CPA  $ 193.592.833

48,24%
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Presupuesto General de la Nación

Como ya se mencionó, la Reforma Rural 
Integral (RRI) es el punto que, según las es-
timaciones del MFMP 2018, tendría un mayor 

OCAD Paz19

El OCAD Paz es el Órgano Colegiado de Adminis-
tración y Decisión destinado para la aprobación 
de proyectos de inversión relacionados con la 
implementación del Acuerdo Final de Paz con 

Tabla 7: 

Recursos asignados a la RRI según el Trazador de Paz

PGN Funcionamiento Inversión Total (Cifras en 
millones de pesos)

2020 $5.221.817 $2.051.058 $7.272.875

2021 $4.081.962 $3.993.558 $8.075.520

2022 $4.336.889 $4.654.310 $8.991.199

Fuente: Elaboración propia

Es importante mencionar que el Trazador de 
Construcción de Paz no desagrega los proyectos 
de inversión a nivel PDET. Por lo tanto, no se co-
noce el porcentaje de estos recursos que se están 
invirtiendo en los municipios más afectados por el 
conflicto y la pobreza, dificultando así el monito-
reo de la implementación de los recursos del PGN 
para construcción de paz a nivel territorial.

Según la Contraloría, en el 2020 se ejecu-
taron un total de $1,38 billones en municipios 
PDET y para la vigencia 2021 este monto fue de 
$1,1 billones.

Esto es preocupante en 
la medida que, según el 
MFMP 2018 al menos el 
72% de la totalidad de los 
recursos destinados a la 
RRI deben ser focalizados 
en municipios PDET.

recursos de regalías. Este fue creado mediante el 
Acto Legislativo No. 04 del 2017.

El proceso para acceder a financiación de OCAD 
Paz se da básicamente en tres pasos:

El OCAD Paz financia proyectos de inversión a par-
tir de cuatro fuentes:

a.	 Asignación para la Paz,
b.	 Fondo de Pensiones Territoriales (FONPET)
c.	 Traslado de recursos del Fondo Ciencia, Tec-

nología e Innovación (CTEI)
d.	 Incentivo a la producción.

El componente Asignación Paz es la principal 
fuente de recursos del OCAD Paz, aportando $6,8 
billones del valor de los proyectos aprobados, lo 
que equivale al 85% del monto total de los proyec-
tos aprobados por el OCAD Paz. A diferencia de 
las demás fuentes, esta es la que debe ir dirigida 
exclusivamente a municipios PDET.

Sin embargo, del total de recursos de la fuen-
te Asignación Paz, desde 2017 y hasta el 15 de 

Postulación Viabilización y aprobación Ejecución

1 2 3

20 Portal Web Sistema de Gestión y Monitoreo a la Ejecución de Proyectos GESPROY- SGR, fecha de corte abril de 2022.
21 Ibídem
22 Acta No 59. OCAD PAZ (1 de abril de 2022) https://www.sgr.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=r1OU8tL-aDQ%3d&tabid=453
23 Departamento Nacional de Planeación. (28 de abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición con radicado 20223100355741. 
Bogotá. En el análisis se eliminaron los registros duplicados
24 La discrepancia en el valor de proyectos y el valor de estos frente al Informe Reforma Rural Integral (octavo informe multiparti-
dista de seguimiento a la implementación del Acuerdo de Paz) realizado con corte a octubre de 2021, corresponde a que en dicho 
informe no se realizó una depuración de la base para eliminar aquellos proyectos con el mismo código en diferentes municipios y 
sobre aquellos que se presentaron dos veces.

marzo de 202220, el 8,9% de éstos se destinaron 
por fuera de los municipios priorizados para la 
implementación del Acuerdo de Paz21. Esto en 
abierta violación de lo establecido en el artículo 
361 de la Constitución mediante la Reforma a las 
Regalías. El 4% de los municipios PDET no han sido 
beneficiarios de proyectos aprobados con Asigna-
ción Paz.22

Proyectos presentados:

Al analizar el número de proyectos presentados 
ante el OCAD Paz hasta 15 de marzo de 2022, se 
han presentado un total de 7.73923 proyectos por 
un valor de 80,8 billones de pesos24.

De estos, el 74,3% se encuentran en municipios 
PDET. Los sectores con mayor número de proyec-
tos presentados en estos territorios son:

costo con un 85,4% del total de la implemen-
tación del Acuerdo, correspondiente a $110,6 
billones de pesos.

19 Departamento Nacional de Planeación. (28 de abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición con radicado 20223100355741. 
Bogotá

Transporte
23,5%

Vivienda
23,5%

Agricultura
16,3%
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Proyectos viabilizados26:

Al analizar el número de proyectos viabilizados por 
el OCAD Paz, se encuentra que a la fecha hay via-
bilizados, pero no aprobados, 134 proyectos, de los 
cuales el 94,7% se encuentran en subregiones PDET.

Los sectores con mayor número de proyectos 
viabilizados son:

Frente a los proyectos OCAD Paz presentados en 
subregiones PDET se encuentran grandes dife-
rencias entre las subregiones.

a. Pacífico Medio es la que menos ha presentado 
proyectos: 112

b. Sierra Nevada de Perijá es la que más ha pre-
sentado proyectos: 880

Del total de los proyectos OCAD Paz en municipios 
PDET, el 50,5% se encuentra en cinco subregiones:

Sierra Nevada Perijá-Zona Bananera

15,2%

Mapa 

Subregiones que concentran los proyectos 

presentados a OCAD Paz25

Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el DNP.

25 Departamento Nacional de Planeación. (28 de abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición con radicado 20223100355741.Bogotá

Montes de María

8,5%

Alto Patía y Norte 
del Cauca

8,6%

Macarena Guaviare

8,8%
Cuenca del Caguán y 

Piedemonte Caqueteño

9,0%

Proyectos aprobados:

Al analizar el número de proyectos aprobados por 
el OCAD Paz, se encuentra que:

a. A la fecha hay aprobados 796 proyectos, de los 
cuales 740 se encuentran migrados al Sistema 
de Gestión y Monitoreo a la Ejecución de Pro-
yectos (GESPROY- SGR) y, en consecuencia, son 
objeto de seguimiento, evaluación y control.

b. De esos, 530 proyectos, es decir el 71,6%, se 
encuentran en subregiones PDET y su valor es 
de $5,9 billones de pesos.

Transporte

Transporte
34,9%

Vivienda, ciudad y territorio
21,04%

Minas y energías

Minas y energías
24,1%

c. Al analizar los proyectos que no se encuentran 
en subregiones PDET, Casanare y Córdoba 
tienen el mayor número de proyectos aproba-
dos no PDET27.

d. Al diferenciar por subregión PDET se encuen-
tra que Sierra Nevada- Perijá es la de mayor 
número de proyectos aprobados, con 98, por 
un valor de $1.116 mil millones de pesos28.

Los sectores con mayor número de proyectos 
aprobados en subregiones PDET son:

De lo anterior, preocupa la alta diferencia entre las 
subregiones PDET en la capacidad de presentación 
y estructuración de proyectos ante el OCAD Paz y la 

necesidad de que el Gobierno Nacional implemen-
te medidas urgentes para “nivelar la cancha”. 26 Según lo dispone el numeral 2 del artículo 29 de la Ley 2056 de 2020; la viabilidad, es el proceso que permite, a través del 

análisis de la información técnica, social, ambiental, jurídica y financiera, bajo estándares metodológicos de preparación y pre-
sentación, determinar si un proyecto de inversión cumple las condiciones y criterios que lo hacen susceptible de financiación y, si 
ofrece los beneficios suficientes frente a los costos en los cuales se va a incurrir.
27 Portal web Gesproy SGR
28 Ibídem

48,0%

17,5%
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Según la Contraloría, existen proyectos aprobados 
por el OCAD Paz que no le apuestan al cierre de 
brechas de pobreza entre el campo y la ciudad y 
al desarrollo rural, como los de vivienda urbana, 
parques de recreación urbanos, vías urbanas, pro-
yectos relacionados con la red vial nacional o red 
vial secundaria. Además, para el periodo 2017-2020, 
el ente de control encontró que 11 departamentos 
habían recibido recursos del Sistema General de Re-
galías aprobados por el OCAD PAZ sin tener ningún 
municipio priorizado dentro de los programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial – PDET.29

Según el DNP, 46 proyectos fueron retirados de 
las sesiones 51 a la 55 por decisión del OCAD Paz 
en virtud de la solicitud de la Contraloría General 
de la República30.

Cabe resaltar la brecha existente entre el nú-
mero de proyectos presentados y aprobados en el 
sector educación en subregiones PDET: mientras 
que del total de proyectos presentados el 9,5% 

Tabla 8: 

Proyectos aprobados vs proyectos en riesgo de liberación32

Subregión PDET Proyectos 
aprobados

Proyectos 
en riesgo de 

liberación

Porcentaje de 
proyectos en riesgo de 
liberación/aprobados

Sur de Bolívar 27 11 40,7%

Alto Patía - Norte del Cauca 51 17 33,3%

Putumayo 41 13 31,7%

Sur de Córdoba 32 10 31,3%

Pacífico y Frontera Nariñense 16 4 25,0%

Sur del Tolima 12 3 25,0%

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 14 3 21,4%

Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño 66 11 16,7%

Arauca 21 3 14,3%

Total General 831 117 14,1%

Sierra Nevada - Perijá 95 13 13,7%

Montes de María 47 5 10,6%

Macarena - Guaviare 48 5 10,4%

Urabá Antioqueño 25 2 8,0%

Chocó 39 3 7,7%

No PDET 264 14 5,3%

Catatumbo 32 0%

Pacífico Medio 1 0%

Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por el DNP

corresponde a educación, en proyectos aproba-
dos representa apenas el 2,8%.

Al analizar el número de todos los proyectos 
aprobados por fuente de financiación se encuen-
tra que el 88,2% son Asignación Paz, con un valor 
de $6,8 billones de pesos.

Preocupa que con corte al 15 de marzo de 2022, 
respecto de los proyectos de inversión aprobados 
por el OCAD PAZ durante los años 2017 a 2022, 
se identificaron 117 proyectos de inversión en 
riesgo de liberación de recursos SGR por valor de 
$471.514 millones31.

Adicionalmente, el riesgo de que un proyecto 
no sea ejecutado a tiempo y sus recursos sean 
liberados es mayor en las subregiones PDET que 
en el resto del territorio Nacional. En promedio el 
porcentaje de proyectos en riesgo de liberación 
en las subregiones PDET es del 18,1% en compa-
ración con el 5,3% en los proyectos fuera de los 
municipios PDET.

29 Contraloría General de la República. : Comunicado de Viabilidad de proyectos aprobados en el OCAD PAZ 29 de diciembre de 
2020 https://www.sgr.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=KAIcsj2kDW8%3d&tabid=453
30 Departamento Nacional de Planeación. (28 de abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición con radicado 20223100355741. Bogotá
31 Ibídem 32 Ibídem
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Al analizar la información por subregión se tiene que:

a. Si bien la subregión Alto Patía y Norte del 
Cauca sobresale por el número de pro-
yectos aprobados, al analizar el promedio 

Tabla 9: 

Proyectos aprobados en OCAD Paz por subregión PDET33

Subregión
Número de 
proyectos 
aprobados

Valor total de los 
proyectos aprobados 

(en millones de pesos)

Valor promedio 
por municipio (en 

millones de pesos)

1 Sierra Nevada - Perijá 98  $ 1.116.189  $ 74.412

2 Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño 68  $ 604.904  $ 35.582

3 Alto Patía - Norte del Cauca 52  $ 620.387  $ 25.849

4 Macarena - Guaviare 48  $ 627.024  $ 52.252

5 Montes de María 47  $ 592.840  $ 39.522

6 Putumayo 41  $ 453.681  $ 50.409

7 Chocó 39  $ 356.056  $ 25.432

8 Catatumbo 32  $ 228.492  $ 28.561

9 Sur de Córdoba 32  $ 368.181  $ 73.636

10 Sur de Bolívar 28  $ 270.447  $ 38.635

11 Urabá Antioqueño 26  $ 234.721  $ 29.340

12 Arauca 21  $ 294.591  $73.647

13 Pacífico y Frontera Nariñense 16  $ 127.509  $11.591

14 Bajo Cauca y Nordeste 
Antioqueño 14  $ 156.115  $ 12.008

15 Sur del Tolima 12  $ 122.486  $ 30.621

16 Pacífico Medio 1  $ 334.307  $ 83.576

Total 575 $ 6.507.939 $ 38.281

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del Portal Web SGR OCAD PAZ

teniendo en cuenta el número de munici-
pios, se convierte en una de las regiones 
con menos inversión.

b. La subregión Pacífico y Frontera Nariñense 
tiene la menor inversión por municipio.

33 Portal web Gesproy SGR
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Cabe resaltar la aceleración en el ritmo de apro-
bación de proyectos año a año. Sin embargo, en el 
2020 se presentó una disminución en el ritmo de 
aprobación, tal como se muestra a continuación:

Proyectos en ejecución:

Del total de proyectos aprobados35:

Tabla 10: 

Número y valor de proyectos aprobados en OCAD Paz por año34 

Año Valor de proyectos aprobados por año (en millones de pesos) No. de Proyectos

2017 $104.689 6

2018 $1.105.116 147

2019 $1.107.933 182

2020 $1.064.800 132

2021 $4.476.927 351

2022 $23.734 13

Fuente: Departamento Nacional de Planeación

34 Departamento Nacional de Planeación. ( 28 de abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición con radicado 20223100355741.Bogotá

A la fecha seis subregiones PDET cuentan con 
dos o menos proyectos terminados. Al compa-
rar el porcentaje de proyectos terminados sobre 
aprobados se encuentra que, mientras que en las 
subregiones PDET el 14,0% de los proyectos apro-
bados están terminados, en el resto del país es 29 
puntos porcentuales superior (43,4%)36. Lo anterior 

35 Portal web Gesproy SGR
36 Ibídem

implica que, a la fecha, una persona que viva en 
una subregión PDET tiene menor probabilidad de 
gozar de una obra OCAD Paz terminada que una 
persona que vive en el resto del país.

Dos subregiones aún no cuentan con proyec-
tos con OCAD Paz terminados: Sur de Bolívar y 
Pacífico Medio

53,1%
se encuentran en ejecución

1,9%
se encuentran sin ejecutor

21,5%
se encuentran sin contratar

22,8 %
se han terminado
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Tabla 11: 

Proyectos presentados, aprobados y terminados con recursos OCAD Paz por subregión37

Subregión Presentados

Presentados 
por 

municipio 
(promedio)

Proyectos 
aprobados 

sobre 
presentados

Proyectos 
terminados 

sobre 
presentados

1 Alto Patía y Norte del Cauca 500 33,3 10,0% 0,4%

2 Arauca 236 13,9 8,1% 0,8%

3 Bajo Cauca y Nordeste 
Antioqueño 247 10,3 5,3% 0,4%

4 Catatumbo 191 15,9 12,6% 4,2%

5 Chocó 446 29,7 7,6% 1,1%

6 Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño 521 57,9 11,9% 1,2%

7 Macarena Guaviare 512 36,6 7,2% 2,1%

8 Montes de María 495 61,9 7,7% 1,8%

— No PDET 1.983 2,6 7,0% 5,4%

9 Pacífico Medio 112 22,4 0,9% 0,0%

10 Pacífico y Frontera 
Nariñense 252 36,0 4,8% 1,6%

11 Putumayo 435 54,4 8,0% 1,4%

12 Sierra Nevada-Perijá-
Zona Bananera 880 220,0 9,7% 1,5%

13 Sur de Bolívar 278 25,3 10,1% 0,0%

14 Sur de Córdoba 275 21,2 8,4% 3,3%

15 Sur del Tolima 118 29,5 9,3% 0,8%

16 Urabá Antioqueño 258 64,5 8,5% 1,6%

 Total 7.739 45,5 8,2% 2,4%

Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por el DNP

37 Portal Web Gesproy
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Frente al tipo de ejecutor de los proyectos apro-
bados, la mayoría son proyectos que deben ser 
ejecutados por los municipios. Así es la distribución:

A continuación se presentan los saldos de Asig-
nación para la Paz y Adelanto para la Paz según lo 
reportado por el DNP con corte a la sesión No. 59 
del 1 de abril de 2022 del OCAD Paz:

Tabla 12: 

Tipo de ejecutor de los proyectos aprobados38

Tipo de ejecutor Porcentaje

Municipios 68,5 %

Otro tipo de ejecutor 20,5 %

Departamentos 9,5 %

No tiene asignado un ejecutor 1,3 %

Fuente: Departamento Nacional de Planeación

En cuanto al avance físico de los proyectos

En cuanto al avance financiero de los proyectos

38 Departamento Nacional de Planeación. (28 de abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición con radicado 20223100355741. Bogotá
39 Base Gesproy-SGR Con fecha de corte: 15 de marzo de 2022

27,2%

69,8%

36,5%

73,5%39

Avance promedio PDET Avance promedio no PDET

Tabla 13: 

Saldos Asignación para la Paz y Adelanto para la Paz40

Concepto Asignación
Porcentaje del rubro 
apropiado respecto 
del asignado

Saldo restante 
respecto del 
presupuesto asignado

Asignación para la paz $2.204.858.706.973 99,95% 0,05%

Asignación para la paz 
– Adelanto 2021-2028 $2.219.194.726.005 99,67% 0,33%

Total $4.424.053.432.978 99,81% 0,19%

Fuente: Departamento Nacional de Planeación

Según el Departamento Nacional de Planeación, 
para la fuente de financiación Asignación para la 
Paz, que corresponde al 7% de los ingresos del 

SGR, se tienen proyectados los siguientes recur-
sos para el tiempo que resta de la implementación 
del acuerdo de paz:

Tabla 14. 

Proyección Plan de Recursos SGR 2021-2030 Asignación para la Paz41

Año Asignación para la Paz Año Asignación para la Paz

2023 $ 687.306.089.487 2027 $ 592.514.022.275

2024 $ 669.641.871.253 2028 $ 589.748.152.991

2025 $ 697.675.855.839 2029 $ 568.888.740.390

2026 $ 657.207.580.869 2030 $ 657.810.060.517

Total $ 6.200.724.203.535

Fuente: Respuesta al derecho de petición Departamento Nacional de Planeación

40 Departamento Nacional de Planeación. (28 de abril de 2022) Respuesta a Derecho de petición con radicado 20223100355741. Bogotá
41 Ibídem
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Obras PDET42

Obras PDET (originalmente nombradas como 
Obras de Pequeña Infraestructura Comunitaria) es 
la estrategia mediante la cual se pretendía aten-
der las necesidades urgentes de las comunidades 
rurales, con el objetivo de mejorar su calidad de 
vida y fortalecer organizaciones comunitarias 
mediante la ejecución de obras de baja escala y 
rápida ejecución, que contribuyeran a la recons-
trucción social y económica de las comunidades 
asentadas en los territorios PDET43 y a la construc-
ción de confianza entre el Estado y la población 
de estas regiones históricamente abandonadas. 

Inversión:

Tras más de cinco años de la firma del Acuerdo 
Final, se ha invertido en esta estrategia un total de 
$412,5 mil millones45, de los cuales el 2,8% corres-
ponden a recursos de cooperación internacional.

Específicamente, desde el inicio del actual 
Gobierno y con corte a 28 de febrero de 2022, se 
ha invertido $356.441 millones, de los cuales el 
8,05% corresponde a recursos de cooperación. Si 
bien se ha presentado un aumento en el porcen-

En un principio fue diseñada como una estrategia 
de carácter temporal mientras se adelantaba el 
proceso participativo de construcción de los PATR 
y llegaba el resto de la oferta de las distintas en-
tidades que lograrían la verdadera transformación 
de estos territorios.

A marzo de 2022, se han terminado 1.613 
obras, de las cuales 1.392 finalizaron durante el 
Gobierno actual. Por otro lado, 123 se encuentran 
en proceso de estructuración y 331 en ejecu-
ción44. Al analizar el número de obras terminadas 
por subregión se encuentran grandes diferencias.

42 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta al derecho de petición 20225000035821. Bogotá
43 Agencia de Renovación del Territorio. ABC Obras PDET.
44 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta al derecho de petición 20225000035821. Bogotá

243 obras terminadas
Macarena Guaviare (que corresponde 
al 15% del total)

2 obras terminadas
Pacífico Medio

taje de recursos provenientes de cooperación 
durante este Gobierno, este porcentaje aún sigue 
siendo mínimo.

Desde el inicio de la implementación hasta el 28 
de febrero de 2022, $297.522 millones de pesos 
corresponden a proyectos terminados, de este 
monto $241.707 millones corresponden a proyec-
tos terminados durante el gobierno Duque46.

Al analizar por subregión, se obtiene que:

Los recursos de cooperación se han invertido en 11 de 
las 16 subregiones: Alto Patía-Norte del Cauca, Arau-
ca, Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño, Catatumbo, 
Chocó, Cuenca del Caguán y Piedemonte Caquete-
ño, Macarena-Guaviare, Montes de María, Pacífico y 
Frontera Nariñense, Sur de Bolívar y Sur de Córdoba.

La menor inversión ha 
sido en Pacífico Medio y 

Sur de Tolima

La mayor inversión ha 
sido en: Alto Patía y Norte 

del Cauca, Cuenca del 
Caguán y Piedemonte 

Caqueteño y Bajo Cauca 
y Nordeste Antioqueño

Adicionalmente, preocupa que, al analizar la 
inversión en las subregiones, la situación del Pací-
fico Medio se agrava al tener una inversión del 30% 
menos del promedio de las demás regiones y ésta 
es una de las 5 subregiones que aún cuenta con 
proyectos en estructuración.

45 La discrepancia en el valor de los recursos invertidos frente al Informe Reforma Rural Integral (octavo informe multipartidista 
de seguimiento a la implementación del Acuerdo de Paz), realizado con corte a octubre de 2021, corresponde a la diferencia en 
las bases suministradas por la ART. Durante la elaboración del informe pasado, no se suministró la información por cada obra. 
Para el análisis del informe actual, la base entregada desagregó el valor de cada obra en sus tres fases, lo que permitió incluir los 
“proyectos ejecutados, en ejecución y en estructuración” y, por ende, los montos no son comparables.
46 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta al derecho de petición 20225000035821. Bogotá
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Tabla 15: 

Inversión total Obras PDET por subregión (miles de millones de pesos)

Subregión PDET Total general 47 Porcentaje
Promedio de 
inversión por 

municipio

1 Alto Patía y Norte del Cauca  $ 51.283 12,4%  $ 2.136

2 Arauca  $ 15.265 3,7%  $ 3.816

3 Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño  $ 38.925 9,4%  $ 2.994

4 Catatumbo  $ 30.486 7,4%  $ 3.810

5 Chocó  $ 27.742 6,7%  $ 1.981

6 Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño  $ 37.863 9,2%  $ 2.227

7 Macarena - Guaviare  $ 38.268 9,3%  $ 3.189

8 Montes de María  $ 21.703 5,3%  $ 1.446

9 Pacífico Medio  $ 6.488 1,6%  $ 1.622

10 Pacífico y Frontera Nariñense  $ 35.571 8,6%  $ 3.233

11 Putumayo  $ 31.890 7,7%  $ 3.543

12 Sierra Nevada - Perijá  $ 29.570 7,2%  $ 1.971

13 Sur de Bolívar  $ 12.264 3,0%  $ 1.752

14 Sur de Córdoba  $ 12.194 3,0%  $ 2.438

15 Sur del Tolima  $ 8.631 2,1%  $ 2.157

16 Urabá Antioqueño  $ 14.105 3,4%  $ 1.763

Total $ 412.248 100% $ 2.426

Fuente: Elaboración propia a partir de la información suministrada por la ART

47 El análisis se realiza con la suma de los montos invertidos en obras en estructuración, en ejecución y terminadas.
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Seis subregiones cuentan en este momento 
con alguna obra en proceso de estructuración/
estructurado:

Tabla 16: 

Estado de Obras PDET por subregión48

Subregión Total 
Obras

Porcentaje 
de obras en 
proceso de 

estructuración

Porcentaje 
de obras en 
proceso de 
ejecución

Porcentaje 
de obras 

terminadas

1 Alto Patía y Norte del Cauca 288 0,0% 25,7% 74,3%

2 Arauca 79 0,0% 21,5% 78,5%

3 Bajo Cauca y Nordeste 
Antioqueño 204 0,0% 17,2% 82,8%

4 Catatumbo 153 5,2% 3,3% 91,5%

5 Chocó 97 0,0% 47,4% 52,6%

6 Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño 152 0,0% 11,8% 88,2%

7 Macarena - Guaviare 244 0,0% 0,4% 99,6%

8 Montes de María 119 36,1% 29,4% 34,5%

9 Pacífico Medio 21 57,1% 33,3% 9,5%

10 Pacífico y Frontera Nariñense 111 3,6% 24,3% 72,1%

11 Putumayo 180 0,0% 0,0% 100,0%

12 Sierra Nevada - Perijá 136 33,8% 15,4% 50,7%

13 Urabá Antioqueño 58 0,0% 12,1% 87,9%

14 Sur de Bolívar 43 23,3% 30,2% 46,5%

15 Sur de Córdoba 51 0,0% 0,0% 100,0%

16 Sur del Tolima 67 0,0% 0,0% 100,0%

17 Subregión 17 63 0,0% 39,7% 60,3%

Total 2066 6,0% 16,0% 78,0%

Fuente: Elaboración propia a partir de la respuesta del Derecho de Petición

Llama la atención que Pacífico Medio solo cuenta con 
dos obras terminadas, lo que es preocupante ya que estas 
obras, como ya se mencionó, estaban concebidas como una 
llegada rápida de la oferta del Estado a los territorios.

Catatumbo

Montes de María

Sur de Bolívar

Sierra Nevada - Perijá

Pacífico Medio

Pacífico y Frontera 
Nariñense

48 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022.
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Porcentaje de obras terminadas

Al analizar la respuesta de la ART, llama la atención 
la inclusión de una denominada subregión 17, con-
formada por municipios PNIS y no PDET, a la cual se 
destinan $6.913 millones de pesos. Lo anterior viola 
la priorización existente para los municipios PDET. 

Tipo de obras terminadas: al analizar por tipo 
de obra se encuentra que, del total de proyectos 
terminados49:

49 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022

51͚4μ
infraestructura vial

2͚9μ
infraestructura de servicios públicos

0͚1μ
infraestructura educativa

4͚3μ
otros

41͚3μ
infraestructura social y 

comunitaria

34͚5μ

82͚8μ

100͚0μ

46͚5μ

78͚5μ

60͚3μ
100͚0μ

74͚3μ
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Obras por impuestos51 52

Obras por Impuestos es un mecanismo a través del 
cual los contribuyentes53 pueden aportar al cierre de 
brechas socioeconómicas en los municipios más 
afectados por la pobreza y la violencia, a través de 
la ejecución de proyectos54 de impacto económico 
y social y que aporten al desarrollo de los municipios 

Tabla 17: 

Inversión por pilar 2018-202250

Pilar Cifras en millones de pesos

1. Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo $330

2. Infraestructura y adecuación de tierras $119.548

3. Salud rural $6.077

4. Educación rural y primera infancia rural $67.940

5. Vivienda rural, agua potable y saneamiento básico rural $5.617

6. Reactivación económica y producción agropecuaria $5.280

7. Sistema para la garantía progresiva del derecho a la alimentación

8. Reconciliación, convivencia y construcción de paz $40.160

Multipilar $963

Fuente: Estadísticas Nacionales Central PDET

Al analizar las subregiones de acuerdo a las obras 
PDET terminadas se obtiene que:

a.	 Todas cuentan con obras de infraestructura 
social y comunitaria

b.	 Sólo Pacífico Medio no cuenta con obras de 
infraestructura vial

c.	 11 cuentan con obras de infraestructura de 
servicios públicos

d.	 2 cuentan con obras de infraestructura educativa.

El 47,9% de la inversión en obras terminadas 
durante el gobierno Duque se ha realizado en el 
sector transporte.

50 Estadísticas Nacionales. Central PDET ART con corte a 31 de marzo 2022

Las únicas subregiones que cuentan con obras de los 4 
tipos de obra (infraestructura vial, de servicios públicos, 
educativa, y social y comunitaria) son: Catatumbo, Montes 
de María y Sierra Nevada Perijá.

denominados como ZOMAC (Zonas más afectadas 
por el conflicto armado)55. A la fecha se encuentra 
que hay 140 obras que han sido aprobadas mediante 
este mecanismo, por un valor de $945 mil millones56. 
De estas, el 55% se encuentran en subregiones 
PDET, por un valor de $611 mil millones57.

Tabla 18: 

Inversión por vigencia en municipios PDET58

Vigencia Número de obras 
aprobadas Valor de las obras aprobadas

2018 14 $161.350.351.298

2019 25 $186.358.200.391

2020 29 $227.214.761.943

2021 9 $36.509.374.798

Total general 77 $611.432.688.430

Fuente: Agencia de Renovación del Territorio

Es preocupante que en la subregión Pacífico Medio no se 
encuentra ni una obra aprobada.

51 ART. Resultados OXI.
52 En informes anteriores, el cálculo del monto de Obras por Impuestos en PDET era de elaboración propia. En dicho cálculo, 
una obra se podía encontrar tanto en un municipio PDET como en uno no PDET. Para este informe se le preguntó el monto 
directamente a la ART.
53 Las personas naturales o jurídicas obligadas a llevar contabilidad, contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementa-
rios que en el año o período gravableinmediatamente anterior hayan obtenido ingresos brutos iguales o superiores a treinta y tres 
mil seiscientos diez (33.610) UVT. Estatuto tributario artículo 800-1.
54 Los compromisos de inversión adquiridos en estos convenios no podrán superar el treinta por ciento (30%) del patrimonio 
contable del contribuyente, para lo cual se tendrá en cuenta el patrimonio del año inmediatamente anterior a la suscripción de los 
mismos. Estatuto tributario artículo 800-1.
55 En total son 344 municipios ZOMAC, de los cuales 167 son PDET. Los 3 municipios PDET que no son ZOMAC son Ciénaga, Santa 
Marta y Valledupar.
56 Portal web Renovación territorial
57 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022
58 Ibídem

Capítulo 8: Recursos para la Paz428 Capítulo 8: Recursos para la Paz 429



En la siguiente tabla se puede ver la distribución 
de las obras aprobadas por subregión PDET.

Al diferenciar por sector de los proyectos se en-
cuentra que del total de Obras por Impuestos 
aprobadas por el mecanismo corresponden a60:

Tabla 19: 

Obras por impuesto aprobadas por subregión PDET59

Subregión Número de obras Promedio de obras por 
municipio

Pacífico Medio 0 0

Macarena – Guaviare 1 0,1

Sur de Córdoba 1 0,2

Chocó 2 0,1

Montes de María 2 0,1

Sierra Nevada – Perijá 2 0,1

Sur de Bolívar 2 0,3

Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño 4 0,2

Pacífico y Frontera Nariñense 4 0,4

Catatumbo 5 0,6

Urabá Antioqueño 6 0,8

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 8 0,6

Arauca 9 2,3

Putumayo 9 1

Sur del Tolima 10 2,5

Alto Patía y Norte del Cauca 12 0,5

Total 77 0,5

Fuente: Elaboración propia a partir de derecho de petición ART

59 Ibídem

60 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022

49,4%
Educación

15,6%
Vivienda, ciudad y territorio

1,3%
Minas y energía

1,3%
Trabajo

32,5%
Transporte
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Teniendo en cuenta lo anterior, preocupa que se 
encuentre unificada la coordinación de la ART del 
PDET Pacífico Medio y la del Alto Patía y Norte del 
Cauca. Esto se le manifestó mediante una carta 
firmada por diferentes Congresistas, a la ART y a la 
Consejería para la Estabilización en abril de 2021, 
y luego en repetidas ocasiones. Al respecto, en 
la Audiencia Pública sobre la situación del PDET 
Pacífico Medio, llevada a cabo en la Cámara de 
Representantes el 9 de diciembre de 2021, líderes 
del territorio insistieron en que la unificación de las 
coordinaciones ha tenido impactos muy negativos 
en la implementación del Programa en la subre-
gión (que se demuestra en los bajos niveles de 
cumplimiento en la mayoría de los indicadores). 
Sin embargo, a pesar de los reclamos elevados 
y el compromiso adquirido en dicha Audiencia, la 
ART ha respondido reiteradamente que considera 

que dicha estructura organizacional es adecuada 
y que no representa obstáculos para la implemen-
tación del PDET en el Pacífico Medio.

Hoja de Ruta

Las hojas de ruta son el instrumento creado para 
ordenar la implementación de los PDET, priorizar las 
iniciativas e identificar responsables, fuentes de fi-
nanciación y avances en el cumplimiento, así como 
la integración de los PATR con otros instrumen-
tos de planeación, tanto surgidos del Acuerdo 
como de procesos ya realizados en los territorios. 
A continuación se analiza el costo indicativo de 
implementación de las denominadas iniciativas 
detonantes y dinamizadoras establecidas en cada 
hoja de ruta61, mencionadas en el capítulo sobre la 
Reforma Rural Integral de este documento.

61 No se presenta información para la Hoja de Ruta Catatumbo ya que la información sobre el costo de las iniciativas que se encuentra 
a en dicha Hoja de Ruta se presenta desagregado según ciclo inicial y ciclo 2. El ciclo inicial es cuando el cupo presupuestal sectorial 
alcanza para cada uno de los rubros, el ciclo 2 es cuando dicho cupo se queda corto. Tampoco se dan datos de la subregión Pacífico 
Medio porque al momento de redacción de este informe no se había elaborado la Hoja de Ruta para esta subregión.

Desde la implementación de este mecanismo 
se han presentado importantes cambios en su 
regulación. La Ley 1819 de 2016 estableció el me-
canismo para ejecutar los recursos directamente 
en las ZOMAC, posteriormente el Decreto 1915 
de 2017 estableció los sectores en los que se in-
vertirían esos recursos y, con la aprobación de la 
Ley de Financiamiento de 2018, dichos sectores 
se ampliaron.

Tres años después, mediante el Decreto 1147 del 
2020, se amplió el alcance del mecanismo para 
que los empresarios realizaran el pago de hasta 
el 50% de sus impuestos de renta a cambio de 
proyectos, siendo personas tanto naturales como 
jurídicas, a través de convenios con los ministerios y 
recibir así un Título para la Renovación del Territorio 

para invertir de manera prioritaria en los PDET. Sin 
embargo, tras la entrada en vigencia de la Ley 2155 
de 2021, el mecanismo se extendió a municipios no 
ZOMAC e incluso a proyectos declarados de “im-
portancia nacional que resulten estratégicos para 
la reactivación económica y/o social”. Esto implica 
que se acaba definitivamente con la focalización de 
Obras por Impuestos en los municipios más afecta-
dos por la guerra y la pobreza.

Actualmente preocupa la reglamentación que 
tendrá el mecanismo por parte del Ministerio de 
Hacienda. Es vital vigilar que la reglamentación 
realice la priorización establecida previamente 
para los municipios PDET para la opción fiducia y 
convenio, en virtud de proteger el principio de no 
regresividad establecido en el Acuerdo.

Al analizar las diferentes fuentes de financiación expuestas 
anteriormente, se encuentra que Pacífico Medio es la 
subregión con la menor inversión: sólo se está invirtiendo 
el 2,3%. Además esta subregión no cuenta con proyectos 
OCAD Paz terminados y solo uno aprobado, sólo 2 Obras 
PDET terminadas, y ninguna obra por Impuestos aprobada.
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Gráficos 2: 

Costo indicativo implementación iniciativas detonantes y dinamizadas por subregión y sector en millones de pesos62

Sector/Subregión PDET 1. Sur de 
Bolívar

2. Sierra Nevada - 
Perijá  3. Arauca 4. Montes de 

María

Transporte $378.382 $322.455 $634.002 $1.304.068

Vivienda, ciudad 
y territorio $6.733 $612.047 $446.333 $691.837

Educación $128.324 $541.361 $34.283 $183.205

Agricultura y 
desarrollo rural $503.900 $111.355 $8.838 $56.129

Salud y protección social $3.583 $88.751 $26.723 $62.060

Minas y energía $72.650 $316.161 $78.706 $121.751

Inclusión social y 
reconciliación  $ - $122.336  $ - $79.607

Ambiente y desarrollo 
sostenible  $ - $2.014  $ -  $ -

Deporte y recreación $19.299 $12.866  $ - $33.452

Información estadística  $ - $3.062 $6.156 $5.462

Trabajo $13 $8.944  $ $22.961

Presidencia de 
la República  $ - $1.898 $813 $1.898

Tecnologías  $ -  $ -  $ - $722

Interior  $ - $457 $76 $381

Cultura  $ -  $ -  $ -  $ -

Total $1.112.884 $2.143.707 $1.235.930 $2.563.533

62 Según información publicada en cada una de las Hojas de Ruta.

Sector/Subregión 
PDET  5. Putumayo

6. Cuenca 
del Caguán y 
Piedemonte 
Caqueteño

7. Macarena - 
Guaviare

8. Sur del 
Tolima

9.Alto Patía 
y Norte del 

Cauca

Transporte $458.164 $1.011.301 $1.608.998 $505.970 $3.293.477

Vivienda, ciudad 
y territorio $771.234 $579.998 $595.952 $484.174 $2.306.423

Educación $52.863 $155.904 $21.427 $63.944 $275.547

Agricultura y 
desarrollo rural $51.386 $61.421 $77.382 $33.338 $198.403

Salud y protección 
social $40.064 $175.657 $60.533 $72.924 $306.815

Minas y energía $327.041 $242.000 $273.660 $864 $197.063

Inclusión social y 
reconciliación $4.299 $8.602 $9.280  $ - $6.247

Ambiente y 
desarrollo sostenible $139  $ - $9.276  $ - $21.814

Deporte y recreación $643 $9.650 $4.503  $ - $115.892

Información 
estadística  $ - $751 $19.758  $ - $14.730

Trabajo $9.661 $43.161 $41.151 $3.057 $3.569

Presidencia de 
la República $3.037 $2.766 $868 $163 $4.447

Tecnologías  $ - $1.589 $1.350 $1.350 $2.699

Interior  $ - $609 $381 $914 $381

Cultura  $ - $271  $ - $108 $217

Total $1.718.531 $2.293.680 $2.724.519 $1.166.806 $6.747.724

2

4

1
3

9

8

7

65
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Sector/Subregión 
PDET

10. Bajo 
Cauca y 

Nordeste 
Antioqueño

 11. Chocó
 12. Pacífico 
y Frontera 
Nariñense

 13. Sur de 
Córdoba

14. Urabá 
Antioqueño

Transporte $1.054.735 $706.754 $494.249 $354.142 $1.149.149

Vivienda, ciudad 
y territorio $874.704 $390.912 $534.734 $16.827 $794.391

Educación $87.626 $82.471 $113.865 $8.410 $341.513

Agricultura y 
desarrollo rural $106.612 $1.709 $2.000 $480.495 $77.121

Salud y protección 
social $29.412 $130.809 $51.961  $ - $32.499

Minas y Energía $33.317 $334.156 $408.934 $108.363 $27.867

Inclusión social y 
reconciliación $1.801 $10.159 $17.998 $3.728 $17.463

Ambiente y 
desarrollo sostenible  $ -  $ -  $ -  $ - $13.769

Deporte y recreación  $ - $18.013  $ -  $ - $10.936

Información 
estadística $14.730  $ -  $ - $5.995 $1.128

Trabajo $8.936 $1.386 $2.247  $ - $544

Presidencia de 
la República $108 $434 $1.302  $ - $108

Tecnologías $1.589 $6.358 $1.350  $ -  $ -

Interior  $ - $3.462 $152  $ -  $ -

Cultura  $ -  $ - $54  $ -  $ -

Total $2.213.570 $1.686.623 $1.628.846 $977.960 $2.466.488

Fuente: Elaboración propia a partir de la información brindada por la ART

Al comparar el costo indicativo de las hojas de 
ruta con el costo de implementación de cada 
subregión según el MFMP 2018, se encuentra 

que las hojas de ruta definen en promedio apenas 
el 40% de lo necesario para la implementación 
de cada subregión.

Tabla 20: 

Costeo indicativo PDET contra costeo indicativo hojas de ruta por subregión (billones de pesos)

Subregión Costeo Indicativo 
MFMP 2018

Costeo Indicativo hoja 
de ruta

Costeo hoja de ruta /
MFMP

 Alto Patía y Norte del Cauca $12,41 $ 6,74 54,4%

 Arauca $2,44 $ 1,24 50,7%

 Bajo Cauca y Nordeste 
Antioqueño $5,15 $ 2,21 43,0%

 Chocó $3,87 $ 1,69 43,6%

 Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño $6,02 $ 2,29 38,1%

 Macarena - Guaviare $3,46 $ 2,72 78,7%

 Montes de María $5,76 $ 2,56 44,5%

 Pacífico Medio $3,16 $ - 0,0%

 Pacífico y Frontera Nariñense $6,24 $ 1,63 26,1%

 Putumayo $4,44 $ 1,72 38,7%

 Sierra Nevada - Perijá $8,64 $ 2,14 24,8%

 Sur de Bolívar $2,14 $ 1,11 52,0%

 Sur de Córdoba $4,19 $ 9,78 23,3%

 Sur del Tolima $2,24 $ 1,17 52,1%

 Urabá Antioqueño $6,02 $ 2,47 41,0%

Total general $76,18 $30,68 40,3%

Fuente: Elaboración propia a partir de las hojas de ruta de cada subregión

12

11 14

13

10
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Al analizar las iniciativas PATR que cuentan con 
proyectos con ruta de implementación activa a 

través de proyectos de inversión63, en el marco de 
las hojas de ruta, se encuentra que:

63 Proyectos que corresponden exclusivamente a las fuentes movilizadoras de los PDET: Proyectos gestionados por esta misma 
Entidad (Obras PDET-ART y otros), Obras por Impuestos y OCAD Paz.
64 Agencia de Renovación del Territorio. (5 de abril de 2022) Respuesta a derecho de petición con radicado número 
20225000035821. Bogotá Fecha de corte: Marzo de 2022

Tabla 21: 

Iniciativas con proyectos con ruta de implementación activa frente a costo total por PDET

Subregión MFMP 2018

Recursos requeridos 
para proyectos 

con ruta de 
implementación64

Porcentaje

 Sur de Bolívar $2.140.000.000.000 $1.172.405.367.711 54,80%

 Montes de María $5.760.000.000.000 $1.990.160.649.507 34,60%

 Macarena - Guaviare $3.460.000.000.000 $1.088.102.478.239 31,40%

 Putumayo $4.440.000.000.000 $1.206.850.956.087 27,20%

 Catatumbo $3.400.000.000.000 $670.374.063.199 19,70%

 Chocó $3.870.000.000.000 $727.880.650.981 18,80%

 Cuenca del Caguán y 
Piedemonte Caqueteño $6.020.000.000.000 $1.094.397.552.674 18,20%

 Pacífico y Frontera Nariñense $6.240.000.000.000 $1.097.319.979.491 17,60%

 Total $79.580.000.000.000 $13.388.002.711.030 16,80%

 Sur de Córdoba $4.190.000.000.000 $579.843.823.627 13,80%

 Sierra Nevada - Perijá $8.640.000.000.000 $1.003.534.738.077 11,60%

 Urabá Antioqueño $6.020.000.000.000 $696.587.019.107 11,60%

 Alto Patía y Norte del Cauca $12.410.000.000.000 $1.327.373.893.723 10,70%

 Arauca $2.440.000.000.000 $219.484.570.506 9,00%

 Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño $5.150.000.000.000 $450.700.104.052 8,80%

 Sur del Tolima $2.240.000.000.000 $62.986.864.048 2,80%

 Pacífico Medio $3.160.000.000.000  $ - 0,00%

Fuente: Elaboración propia a partir de las hojas de ruta de cada subregión

Al analizar los proyectos de inversión terminados 
que implementan las iniciativas PATR (la totalidad 
de iniciativas concertadas fue 32.808) en las 16 
Subregiones PDET por pilar, se encuentra que Pa-

65 Ibídem
66 Si bien existen 9 proyectos que pertenecen a diferentes pilares, para efectos del conteo estos solo se contabilizan una vez.

cífico Medio solo tiene un proyecto terminado, en 
comparación con Alto Patía, la subregión con más 
proyectos terminados con 237.65

Tabla 22: 

Proyectos por pilar con ruta de implementación Vs. Proyectos terminados

Pilar
Proyectos por 

pilar con ruta de 
implementación66

Proyectos 
terminados por 

pilar
Porcentaje

1. Ordenamiento social de la 
propiedad rural y uso del suelo 143 4 2,8%

2. Infraestructura y 
adecuación de tierras 2.470 724 29,3%

3. Salud rural 92 8 8,7%

4. Educación rural y 
primera infancia rural 1.195 532 44,5%

5. Vivienda rural, agua potable 
y saneamiento básico rural 608 64 10,5%

6. Reactivación económica y 
producción agropecuaria 622 161 25,9%

7. Sistema para la garantía progresiva 
del derecho a la alimentación 73 0 0,0%

8. Reconciliación, convivencia 
y construcción de paz 377 232 61,5%

Total general 5.580 1.725 30,9%

Fuente: Elaboración propia a partir de las hojas de ruta de cada subregión
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Indicadores 
del Acuerdo 
de Paz en el 
Plan Nacional 
de Desarrollo

Capítulo 9



A continuación se presenta un listado de los 
indicadores del Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022 que consideramos tiene mayor rela-
ción con la implementación del Acuerdo de Paz. 
Se encuentra el nombre del indicador, la entidad 
responsable, el avance que se registra en la pá-
gina de SINERGIA del Departamento Nacional de 
Planeación (DNP) y una columna con comenta-
rios sobre estos avances.

Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Predios entregados 
y compensados en 
cumplimiento de 
fallos judiciales de 
restitución de tierras

Unidad de 
Restitución 
de Tierras

101,35%

Según Sinergia, el Gobierno Nacional 
se propuso pasar de 4.835 predios 
compensados o restituidos a 8.134. Con 
corte a febrero de 2022, 6.612 solicitudes 
de restitución habían sido resueltas en 
sentencia con decisión de restituir o 
compensar. Sin embargo, una solicitud 
puede involucrar más de un predio.

Porcentaje de 
solicitudes inscritas 
en el RTDAF 
presentadas 
ante jueces

Unidad de 
Restitución 
de Tierras

105,63%

Según Sinergia, el Gobierno Nacional 
se propuso presentar ante jueces el 
90% de las solicitudes incluidas en el 
RTDAF, e informa que presentó el 95%. 
Sin embargo, con corte a febrero de 
2022, la URT reporta que se habían 
presentado ante jueces el 84,3% de 
las solicitudes incluidas en el RTDAF. A 
pesar de esto, las principales barreras 
del proceso están en etapas del trámite 
administrativo y en el cumplimiento de 
las sentencias de los jueces (ver capítulo 
6 sobre Justicia Transicional y Víctimas).

Porcentaje de 
víctimas con 
caracterización 
socioeconómica a 
través de Sisbén IV

DNP 65,04% Preocupa que durante el año 
2022 solo se ha aumentado en un 
punto el porcentaje de avance.

Porcentaje de nuevas 
familias en proceso 
culminado de 
sustitución voluntaria 
(cultivos ilícitos)

Presidencia de 
la República 0%

El Gobierno Nacional, por medio de 
la Consejería Presidencial para la 
Estabilización y Consolidación, declaró 
este indicador “no vigente” en 2019. Esto 
en línea con la decisión de no recibir 
nuevas familias en el PNIS y la escasez de 
oferta institucional para que las familias 
cultivadoras de coca abandonen los 
cultivos de uso ilícito (ver capítulo 5 sobre 
Solución al problema de las drogas).

Cuestionable
Cuestionable

Sin información para verificar

Cierto

Cierto

Sin información pero posiblemente cierto

Sin información pero posiblemente cierto

Las categorías de los comentarios son: 1) 
Cierto, 2) Sin información para verificar, 3) Sin 
información para verificar, pero posiblemente 
cierto, 4) Cuestionable. Es importante mencio-
nar que sobre algunos de estos no tenemos 
información suficiente para afirmar o contro-
vertir el avance presentado por el Gobierno, sin 
embargo consideramos relevante incluirlos en 
este documento.

Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Plan de zonificación 
ambiental ejecutado

Ministerio de 
Agricultura y 
Desarrollo Rural

100%

El Plan de Zonificación Ambiental fue 
adoptado mediante la Resolución 1608 de 
diciembre 29 de 2021. Sin embargo, de 
acuerdo con lo establecido en el mismo 
Plan, este aún no está terminado porque 
deben continuarse con zonificaciones 
más detalladas en los territorios y solo se 
formuló para los 170 municipios PDET, 
por lo que no es posible entonces afirmar 
que el Plan ha sido ejecutado al 100%.

Productores 
atendidos con 
servicio de extensión 
agropecuaria en 
municipios PDET

Ministerio de 
Agricultura y 
Desarrollo Rural

49,70%

Según Sinergia, con corte al 30 de 
abril de 2022, 43.642 productores 
agropecuarios en municipios PDET 
han accedido al servicio de extensión 
agropecuaria del que habla el indicador, 
lo cual corresponde al 49,70% si se 
tiene en cuenta que la meta para el 
período 2018-2022 corresponde a 87.810 
productores con acceso a dicho servicio.

Proyectos 
productivos 
ejecutados en 
el marco de la 
restitución de tierras

Unidad de 
Restitución 
de Tierras

121,83%

Según Sinergia, el Gobierno Nacional se 
propuso pasar de 3.815 a 5.345 proyectos 
productivos implementados. A febrero de 
2022, la URT reporta haber implementado 
5.640 proyectos, mientras que en 
Sinergia se reportan 5.679 proyectos 
implementados a corte de abril de 2022.
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Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Porcentaje de familias 
con proceso de 
sustitución finalizado 
(cultivos ilícitos)

Presidencia de 
la República 3,13%

Tras más de cinco años de 
implementación del PNIS, solo 1.986 
familias tienen proyecto productivo de 
ciclo largo (2,4%). Esto es menos del 
porcentaje reportado en Sinergia, de por 
sí ya bajo, y demuestra la excesiva lentitud 
en el cumplimiento de los compromisos 
del programa (ver capítulo 5 sobre 
Solución al problema de las drogas).

Áreas de cultivos 
ilícitos erradicadas 
en el marco de 
los acuerdos de 
sustitución

Presidencia de 
la República 75,07%

En Sinergia se reportan 45.970 hectáreas 
de cultivos de coca erradicadas en el 
marco del PNIS, cifra muy cercana a las 
45.832 reportadas en marzo de 2022 
por la Consejería para la Estabilización 
y la Consolidación (ver capítulo 5 sobre 
Solución al problema de las drogas).

Porcentaje de 
municipios libres 
de sospecha de 
Minas Antipersonal

Presidencia de 
la República 76,14%

Porcentaje de 
víctimas civiles 
de MAP y MUSE 
orientadas en la 
ruta de asistencia, 
atención y reparación 
a víctimas

Presidencia de 
la República 100%

Las cifras de víctimas civiles de 
MAP y MUSE reportadas en Sinergia 
son muy cercanas a las de AICMA 
Colombia. Ahora bien, en el aplicativo 
no hay explicación cualitativa sobre 
qué significa la orientación en la ruta 
de asistencia, atención y reparación.

Porcentaje de 
personas atendidas 
y acompañadas 
en los procesos 
que lidera la ARN

Presidencia de 
la República 105,88%

El reporte en Sinergia únicamente 
incluye el porcentaje y no indica 
cuántas personas se han atendido 
en los procesos de reintegración, 
reincorporación y Justicia y Paz.

Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Porcentaje de 
iniciativas de los 
Programas de 
Desarrollo con 
Enfoque Territorial, 
con viabilidad 
jurídica y técnica, 
implementadas

Presidencia de 
la República 80,07%

Según información de la ART 5.580 
proyectos cuentan con ruta de 
implementación a abril de 2022, lo que 
significa menos del 20% del total de 
iniciativas incluidas en los PATR (32.808) y, 
de estas, tan solo el 30% están terminadas. 
La realización de mesas de impulso y 
la definición de rutas de ejecución no 
significa la prestación de servicios y 
bienes a la población de estos territorios.

Porcentaje de 
excombatientes con 
estado de avance 
de reincorporación 
al 50% de aquellos 
que se encuentran 
activos en el proceso 
de reincorporación

Presidencia de 
la República 80,01%

Teniendo en cuenta que el indicador 
considera que el avance del 50% en 
la reincorporación se logra cuando 
un excombatiente recibe un proyecto 
productivo, el avance reportado en 
Sinergia (8.643 personas) es muy cercano 
al reportado por la ARN (8.669).

Intervenciones de 
Educación en el 
Riesgo de Minas 
(ERM) en Zonas 
Afectadas

Presidencia de 
la República 269,55%

Si bien el indicador es correcto, preocupa 
que todas las intervenciones que se 
realicen en ERM desde cualquiera de los 
componentes (difusión de información 
pública, educación y capacitación y 
gestión del riesgo comunitario) son parte 
del reporte de avance del indicador. 
Sin embargo, no es posible conocer si 
estas intervenciones se materializan en 
resultados tangibles sobre la afectación 
del territorio, en donde se tiene que, 
entre 2016 y 2021, el número de víctimas 
por minas aumentó en un 68,8%1

Déficit cualitativo 
y cuantitativo de 
vivienda rural en 
municipio PDET

Ministerio de 
Vivienda, Ciudad 
y Territorio

47,39%
Preocupa el rezago de reporte 
de este indicador (7 meses). La 
última cifra disponible se reporta 
en septiembre de 2021 pero hace 
referencia a los datos de 2020.

1 Presidencia de la República (2022). Datos abiertos: Acción contra las minas. Recuperado de: http://www.accioncontraminas.gov.
co/Estadisticas/datos-abiertos (Información tomada del capítulo de seguridad)
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Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Porcentaje de 
hogares rurales con 
acceso a soluciones 
adecuadas de 
agua potable en 
municipios PDET

Ministerio de 
Vivienda, Ciudad 
y Territorio

29,17%

Si bien el indicador refleja el atraso en 
la implementación de proyectos que 
le apuntan a una solución definitiva, la 
situación descrita por las comunidades 
en las visitas del proyecto Del Capitolio 
al Territorio refleja graves falencias 
y avances nulos en este aspecto: 
precisamente solo 996 iniciativas de 
los PATR en el pilar Vivienda Rural, 
Agua Potable y Saneamiento de 2.680 
cuentan con ruta de implementación 
activa. Además, preocupa la ausencia 
de resultados en el año 2021 y 2022.

Porcentaje de 
hogares rurales con 
acceso a soluciones 
adecuadas para el 
manejo de aguas 
residuales en 
municipios PDET

Ministerio de 
Vivienda, Ciudad 
y Territorio

62,22%

No es posible comparar con otras bases 
ya que la información de la Agencia 
de Renovación del Territorio, frente al 
porcentaje de hogares con acceso a 
soluciones al manejo de aguas residuales, 
solo se reporta hasta el año 2020 y el 
indicador en Sinergia tampoco registra 
cambios para los años 2021 y 2022.

Porcentaje de bienes 
y servicios recibidos 
en el marco de la 
política de víctimas 
identificados

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

98,9%

Colocaciones de 
víctimas a través 
del Servicio Público 
de Empleo

Ministerio del 
Trabajo 129,81%

De acuerdo con el Sistema de Información 
de la Unidad Administrativa Especial 
del Servicio Público de Empleo –SISE, 
entre el 01 de enero y el 31 de diciembre 
de 2021 se registró un total de 95.929 
colocaciones de víctimas, mientras que el 
Indicador de Sinergia reporta 463.9762.

2 Boletín Ministerio del Trabajo. (9 de abril de 2022). Obtenido de https://www.serviciodeempleo.gov.co/spe/media/documents/
pdf/estudios/Boletin-Victimas-Abr2022.pdf

Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Pobreza Extrema en 
los municipios PDET

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social

0% A abril de 2022 no se cuenta con la 
información por parte de la Agencia de 
Renovación del territorio (ART) y del DANE.

Índice de Pobreza 
Multidimensional 
(IPM) en los 
municipios PDET

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social

14,75%
El DANE publicó en junio de 2022 
está información, por lo que esta 
pendiente ajustar el avance reportado 
en Sinergia. Sin embargo preocupa que 
se reporte un avance para el año 2020 
en tanto se presentó un aumento

Víctimas que han 
recibido atención 
y rehabilitación 
psicosocial

Ministerio 
de Salud 68,96%

Según Sinergia, el Gobierno Nacional se 
propuso pasar de 692.999 a 1.152.999 
personas únicas atendidas con 
estrategias de rehabilitación psicosocial. 
A diciembre de 2021, Sinergia reporta 
que 1.010.212 personas fueron atendidas, 
mientras que la UARIV y el Ministerio 
de Salud reportan que han atendido 
aproximadamente 1.007.000 personas. 
El número de personas atendidas al 
año disminuyó drásticamente durante 
2020 y 2021 (ver capítulo 6 sobre 
Justicia Transicional y Víctimas).

Víctimas retornadas, 
reubicadas 
o integradas 
localmente

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

85,81%

Víctimas que han 
superado la situación 
de vulnerabilidad 
causada por el 
desplazamiento 
forzado

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

127,89%
El Gobierno Nacional se propuso 
pasar de 1.489.345 a 2.489.345 
personas que superaran la situación de 
vulnerabilidad. Con corte a marzo de 
2022, 2.768.193 personas han superado 
la situación de vulnerabilidad.
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Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Víctimas reparadas 
administrativamente

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

43,99%

La fórmula de cálculo del indicador 
se refiere a víctimas que recibieron 
la indemnización, más otra medida 
de reparación. Sinergia reporta que 
se repararon administrativamente 
224.486 víctimas de las 510.296 
que se propuso reparar el Gobierno. 
Actualmente, el porcentaje de víctimas 
indemnizadas equivale al 16,5%.

Sujetos de 
reparación colectiva 
(SRC) reparados 
administrativamente

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

40%

Según Sinergia, el Gobierno Nacional 
se propuso terminar la implementación 
de 140 Planes Integrales de Reparación 
Colectiva, de los cuales culminó 56. 
Sin embargo, esto solo equivale al 6% 
de los SRC identificados (ver capítulo 6 
sobre Justicia Transicional y Víctimas).

Sujetos de reparación 
colectiva (SRC)
étnicos indemnizados

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

72%

Según Sinergia, el Gobierno Nacional 
se propuso indemnizar 50 SRC Étnicos, 
de los cuales indemnizó 36. Frente 
a este tema, vale la pena mencionar 
que solo el 0,36% de los SRC Étnicos 
ha culminado su Plan Integral de 
Reparación Colectiva (ver capítulo 6 
sobre Justicia Transicional y Víctimas).

Museo de Memoria 
Histórica de Colombia 
y Archivo de 
Derechos Humanos 
construido, dotado 
y puesto al servicio 
de la sociedad

Centro Nacional 
de Memoria 
Histórica

79,1%

El porcentaje reportado en Sinergia 
corresponde al porcentaje de avance 
ejecutado de la obra frente al porcentaje 
esperado de avance de la obra para el 
momento del reporte. A corte de marzo 
de 2022, se había avanzado en un 20,8% 
de la construcción del museo (ver capítulo 
6 sobre Justicia Transicional y Víctimas).

Iniciativas 
de memoria 
histórica sobre el 
conflicto armado 
acompañadas

Centro Nacional 
de Memoria 
Histórica

81,58%

Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Municipios en los que 
se implementarán 
los PDET con 
memoria documental 
preservada

Centro Nacional 
de Memoria 
Histórica

100%

Elaboración del 
inventario de la 
red vial terciaria en 
municipios PDET

Instituto Nacional 
de Vías 40,14%

Nuevos usuarios 
con servicio de 
energía eléctrica en 
municipios PDET

Ministerio de 
Minas y Energía 113,36%

Según Sinergia, con corte al 30 de abril 
de 2022, se registraron 46.311 nuevos 
usuarios beneficiados con el servicio de 
energía eléctrica en municipios PDET, lo 
cual corresponde al 113,36% si se tiene 
en cuenta que la meta para el período 
2018-2022 corresponde a 40.855 
personas beneficiadas de este servicio. 
Es consistente con los avances del Plan 
Nacional de Electrificación Rural (ver 
capítulo 2 sobre Reforma Rural Integral).

Porcentaje de 
zonas PDET con 
necesidades de 
riego y drenaje 
atendidas del total 
de identificadas

Agencia de 
Desarrollo Rural 85,7% Si bien el avance es cierto, preocupa que 

el indicador sólo mide la identificación, 
más no el desarrollo de proyectos 
para suplir las necesidades

Porcentaje 
de cabeceras 
municipales de 
municipios PDET 
conectadas a Internet 
de alta velocidad

Ministerio de 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones

100%
No es posible conocer la calidad de la 
conexión y contrasta con el porcentaje 
de centros poblados rurales con más de 
100 habitantes ubicados en municipios 
PDET con acceso comunitario a internet, 
el cual se encuentra en 52,60%
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Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Cultivos ilícitos 
erradicados por la 
fuerza pública

Ministerio de 
Defensa 123,64%

Si bien es cierto que según los reportes 
se ha cumplido con las metas anuales 
de erradicación forzada, al contrastar 
las cifras de erradicación forzada de 
2021 con las hectáreas reportadas 
con cultivos de coca en 2020, en 57 
municipios del país se reportan más 
hectáreas erradicadas forzosamente 
que sembradas (ver capítulo 5 sobre 
Solución al problema de las drogas).

Organizaciones 
criminales tipo A + 
B desarticuladas

Ministerio de 
Defensa 83,33%

Tasa de violencia 
interpersonal (por 
100.000 habitantes)

Ministerio de 
Defensa 814,25%

Más allá de que un cumplimiento 8 veces 
mayor a la meta es una muestra de un 
indicador mal formulado, el resultado 
cualitativo indica que hay una reducción 
rescatable en la violencia, pero a 
dimensiones razonables. Por ejemplo, en 
2020 la tasa fue de 109,1 y en 2021 de 
105,6, es decir, una reducción del 3,2%, 
algo muy lejano de lo que el resultado 
del indicador pretende presentar.

Tasa de homicidios 
(por 100.000 
habitantes)

Ministerio de 
Defensa 30,77%

Los datos y la explicación del indicador no 
son coherentes con el avance cuantitativo. 
La meta para el cuatrienio es de 24.2, pero 
en ninguno de los años se ha cumplido: 
según los datos de Sinergia, en 2019 
la tasa fue de 26.2, en 2020 de 24.5 y 
en 2021 de 27.4. Por tanto, el avance 
del indicador debería ser negativo.

Porcentaje de 
implementación del 
Sistema Nacional 
de Información 
de Catastro 
Multipropósito

Instituto 
Geográfico 
Agustín Codazzi

27%
Según el IGAC, con corte al 31 de marzo 
de 2022, el país cuenta con 31.717.669 
ha. actualizadas con procesos de 
conservación y actualización catastral, 
lo cual corresponde al 27,80% del 
área geográfica de Colombia.

Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Porcentaje del 
área geográfica en 
municipios PDET con 
catastro actualizado

Instituto 
Geográfico 
Agustín Codazzi

21,19%
Según Sinergia, con corte al mes de abril, 
se ha logrado un avance de 6.832.131 
hectáreas actualizadas catastralmente 
en municipios PDET, lo cual corresponde 
al 21,5% del total de ha. actualizadas 
en el país con procesos catastrales3.

Áreas con distritos 
de adecuación de 
tierras rehabilitados, 
complementados 
y modernizados

Agencia de 
Desarrollo Rural 102,98%

Según Sinergia, con corte al 30 de 
abril de 2022, 96.925 áreas fueron 
intervenidas con las obras de rehabilitación 
de las que habla el indicador, lo cual 
corresponde al 102,98% si se tiene en 
cuenta que la meta dispuesta para el 
período 2018-2022 corresponde a 94.123 
áreas intervenidas con dichas obras.

Áreas con distritos 
de adecuación de 
tierras construidos 
y ampliados

Agencia de 
Desarrollo Rural 0%

Según Sinergia, si bien se finalizó y 
aprobó la actualización de los estudios 
de factibilidad de los distritos estratégicos 
y se viene avanzando en la fase 
precontractual de otros procesos, aún 
no se ha ejecutado ninguno de estos.

3 Como se evidencia arriba, con corte a marzo de 2022, el país cuenta con 31.717.669 ha. actualizadas catastralmente.
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Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Títulos formalizados 
que otorgan 
acceso a tierras

Agencia Nacional 
de Tierras 92,83%

Según Sinergia, con corte al 30 de abril 
de 2022, se registraron 41.626 predios 
formalizados que otorgan acceso a 
tierras frente a la meta propuesta para el 
período 2018-2022 de 43.358 predios. 
Sin embargo, la ANT, en respuesta a 
derecho de petición, afirma que con 
corte a marzo de 2022 habían sido 
entregados 2.822 títulos que benefician 
a cerca de 20 mil familias a través del 
Fondo de Tierras. Esta diferencia en las 
cifras refleja lo que se advirtió desde el 
Congreso al momento de la aprobación 
del PND y es que incluir indicadores y 
metas que no se corresponden con los 
compromisos del Acuerdo no permitiría 
hacer el seguimiento y control a los 
avances en su implementación.

Títulos formalizados 
sobre predios 
privados

Agencia Nacional 
de Tierras 75,82%

Según Sinergia, con corte al 30 de abril 
de 2022, se registraron 20.727 títulos 
formalizados sobre predios privados 
frente a la meta propuesta para el 
período 2018-2022 de 26.615 títulos. 
Sin embargo, la ANT, en respuesta a 
derecho de petición, afirma que con corte 
a marzo de 2022 habían sido entregados 
67.627 títulos que benefician a cerca de 
88 mil familias. Esta diferencia en las 
cifras refleja lo que se advirtió desde el 
Congreso al momento de la aprobación 
del PND y es que incluir indicadores y 
metas que no se corresponden con los 
compromisos del Acuerdo no permitiría 
hacer el seguimiento y control a los 
avances en su implementación.

Indicador Entidad 
responsable

Avance 
cuantitativo 
(Mayo 2022)

Comentario

Mujeres rurales 
con derechos de 
tenencia reconocidos 
mediante títulos 
a su nombre o 
con sus parejas

Agencia Nacional 
de Tierras 214,39

Sinergia afirma que 2.167 mujeres rurales 
cuentan con derechos de tenencia 
reconocidos mediante títulos a su 
nombre o a su pareja, que representa 
el 52% de los beneficiarios. Más allá del 
inconveniente que el indicador incluya 
los títulos a nombre de la pareja de las 
mujeres, en este informe se presentó 
una preocupación y es que a las 
mujeres se les entrega en promedio 
menos hectáreas que a los hombres.

Comentario sobre SIIPO

Si bien se expidió el Decreto 1778 de 2020 me-
diante el cual se establece que las entidades 
encargadas del reporte de información en el SII-
PO hagan un plan anualizado de cada indicador, 
es preocupante que dos años después del lan-
zamiento del SIIPO aún haya 31 indicadores sin 
ficha técnica. Esto es alarmante, ya que, como 
lo estipula el Decreto, “los avances cuantitativos 

4 Portal Web SIIPO 2.0. Consultado el 31 de mayo de 2022

deberán reportarse conforme a la periodicidad 
del indicador establecida en la respectiva ficha 
técnica”. Lo anterior implica que, sin ficha técni-
ca, las entidades encargadas no reportarán el 
avance de los indicadores. El 35,4% de los indi-
cadores que no cuentan con ficha pertenecen 
al punto de la Reforma Rural Integral, mientras 
que el punto con mayor rezago es el Fin de 
Conflicto, con el 14% de los indicadores del pun-
to sin ficha técnica4.
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Avances 
Legislativos

Capítulo 10

Fuente: Diego Grandi / 
Shutterstock



Una revisión y depuración del listado de la norma-
tiva requerida para la implementación del Acuerdo 
definido por la Presidencia en 2017, arrojó un total 
de 107 normas necesarias. De ellas, a la fecha, hay 
711 normas expedidas (equivalentes al 66,4%), de las 
cuales 5 han sido durante el Gobierno Duque: la ley 
estatutaria de la JEP, el cambio de adscripción de la 
Agencia de Renovación del Territorio, la reglamenta-

ción del Catastro Multipropósito, la ley de Transporte 
Escolar Rural y el aumento de la transparencia en tor-
no a los beneficiarios finales de las personas jurídicas 
y sucursales de sociedades extranjeras en Colom-
bia2. Sin embargo, aún se encuentran pendientes el 
33,6% de las normas -36 en total-, de las cuales el 
punto más rezagado del Acuerdo es el 1, la Reforma 
Rural Integral, con el 58% de normas sin tramitar:

Proyectos que fueron declarados inconstitucionales  
o que fueron retirados o archivados

Proyecto Estado Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

PLE 409/20C - 234/20S: 
“Por la cual se expide 
el Código Electoral 
colombiano y se dictan 
otras disposiciones”

Declarado 
inconstitucional

Incorporaba medidas para garantizar el ejercicio 
de votación a las comunidades ubicadas en 
zonas rurales y avanzaba en el cumplimiento 
del derecho fundamental a la participación 
política y a la apertura democrática de la 
que habla el punto 2 del Acuerdo Final.

PL 010/21C: “Por medio 
de cual se determinan 
medidas para reducir la 
pobreza energética rural 
y promover la generación 
de energías renovables por 
parte de las comunidades 
y empresas mypimes 
con el fin de fomentar 
una transición energética 
justa para la mitigación 
del cambio climático”

Retirado

Se ajustaba a lo contemplado en el componente 
de la Reforma Rural Integral del Acuerdo de 
Paz y, de manera particular, con el diseño, la 
ejecución y la implementación de un Plan 
Nacional de Electrificación y Conectividad Rural.

PL 258/21C: “ley de 
salvamento, recuperación 
económica y social del 
suroccidente colombiano”

Archivado

A pesar de que la iniciativa contemplaba 
medidas importantes para atender a la crisis 
económica derivada por la pandemia de la 
Covid 19, incorporaba otras que resultaban 
lesivas para la integridad de las personas que 
pudiesen encontrarse en el marco de una 
manifestación, lo que resultaba en contravía 
del subpunto 2.2.1. del Acuerdo de Paz.

1 Aunada a las 71 normas expedidas, se suma la de la creación de las 16 Circunscripciones Transitorias especiales de Paz, la cual se 
contemplaba en el Proyecto de Acto Legislativo 017 de 2017 Cámara - 005 de 2017 Senado, y que fue sancionado por el Presidente 
de la República el pasado 25 de agosto de 2021, a raíz de la Sentencia SU 150/21 de la Corte Constitucional.
2 La Ley 2155 del 14 de septiembre de 2021 “Por medio de la cual se expide la Ley de inversión social y se dictan otras disposicio-
nes”, contempla algunas normas que buscan mejorar la transparencia en torno a los beneficiarios finales de las personas jurídicas 
y sucursales de sociedades extranjeras en Colombia. Para ello, y como novedad, la Ley 2155 de 2021 establece que el Registro 
de Beneficiarios Finales hará parte integral del Registro Único Tributario, el cual estará a cargo de la DIAN, así como también otros 
mecanismos dirigidos a luchar contra la evasión, contemplados principalmente en el Título II de la mencionada ley. No obstante, 
lo anterior, la Ley 2155 se queda corta si se la compara con el Proyecto de Ley 008 de 2019 “Ley Pedro Pascasio Martínez”, en la 
medida en que este último incluía como beneficiarios finales personas jurídicas, grupos empresariales y estructuras sin personería 
jurídica domiciliadas en Colombia y de las sucursales de sociedades extranjeras.

También vale la pena llamar la atención sobre los 
siguientes ajustes normativos que, sin restarle im-
portancia a los demás, tocan puntos neurálgicos 
del Acuerdo, y hoy, a más de 5 años de la firma, no 
han visto la luz:

a.	 Reforma a la ley 160 de 1994 (ley de tierras).
b.	 Ajuste al servicio público de adecuación de 

tierras.
c.	 Tratamiento penal diferenciado para pequeños 

cultivadores y cultivadoras (cultivos ilícitos).
d.	 Reforma a la Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras (1448 de 2011) de acuerdo al proceso 
participativo realizado.

e.	 Reforma a la Ley orgánica del Plan Nacional 
de Desarrollo (152 de 1994).

f.	 Jurisdicción Agraria.
g.	 Recomendaciones de la Misión Electoral Es-

pecial sobre reforma política y electoral.

A continuación, se presentan los proyectos de ley 
y de acto legislativo que fueron declarados in-
constitucionales durante el último mes, los que se 
encuentran en trámite de sanción, los que conti-
núan el trámite en el siguiente Congreso y los que 
se hundieron por falta de trámite.
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Proyectos en trámite de sanción, con corte al 20 de junio de 2022

Proyecto Estado Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

PL 111/20S – 268/21C “Por la 
cual se dictan normas para la 
constitución y operación las 
asociaciones campesinas y las 
asociaciones agropecuarias, 
se facilitan sus relaciones con 
la administración pública, y se 
dictan otras disposiciones”.

Enviado 
a sanción 
presidencial

El Proyecto de Ley se ajusta a varios de los 
elementos del punto 1 del Acuerdo y, en 
especial, los relacionados con el reconocimiento 
y el fomento de las asociaciones campesinas 
y sus diversas formas de producción agraria.

PL 290/20S – 381/21C “Por 
medio de la cual se crea el 
servicio social PDET y se 
dictan otras disposiciones”.

Enviado 
a sanción 
presidencial

El Proyecto crea el Servicio Social PDET como 
una acción para que estudiantes universitarios 
con capacidades profesionales presten sus 
servicios en entidades públicas, privadas y 
sin ánimo de lucro en municipios PDET. Lo 
anterior responde al llamado del Acuerdo de 
contribuir a la transformación de los territorios.

PL 325/22S – 441/22C 
“Por medio del cual se 
establece la vigencia 
permanente del decreto 
legislativo 806 de 2020”.

Enviado 
a sanción 
presidencial

Se ajusta al principio de fortalecimiento de 
la administración de justicia, establecido 
en el subpunto 3.4.1. del Acuerdo, toda vez 
que implementa el uso de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones 
en las actuaciones judiciales, lo cual 
contribuye a garantizar el acceso ciudadano 
a una justicia oportuna y efectiva.

PL 008/21S – 411/21C “Por 
medio de la cual se expide el 
Estatuto de Conciliación y se 
dictan otras disposiciones”.

Enviado 
a sanción 
presidencial

El Estatuto de Conciliación promueve un mayor 
uso y efectividad de los métodos de resolución 
de conflictos para la descongestión judicial y 
el acceso a la justicia sin discriminación, pero 
en beneficio principal de aquellos grupos y/o 
comunidades marginadas históricamente que no 
han tenido la posibilidad de acceder a la justicia, 
como las poblaciones rurales en situación de 
pobreza. Esto contribuye con algunos de los 
lineamientos dispuestos en el Acuerdo de Paz.

PL 093/19S - 498/20C “Por 
medio del cual se adoptan 
acciones afirmativas para 
mujeres cabeza de familia en 
materias de política criminal 
y penitenciaria, se modifica y 
adiciona el Código Penal, la 
Ley 750 de 2002 y el Código 
de Procedimiento Penal y se 
dictan otras disposiciones”.

En revisión 
de la Corte 
después de ser 
objetado por el 
Gobierno y que 
el Congreso 
negará las 
objeciones

Se ajusta al Punto 6.1.9 del Acuerdo, 
ya que propone el tratamiento penal 
diferenciado para mujeres en situación de
pobreza, con cargas familiares, condenadas 
con delitos relacionados con drogas no 
conexos con delitos violentos y que no 
formen parte de estructuras directivas de 
organizaciones criminales. Busca ofrecer una 
alternativa para limitar el uso de la cárcel 
como retribución penal para esta población.

Proyectos que continúan en trámite la siguiente legislatura y que impactan de 
manera positiva la implementación del Acuerdo Final

Proyecto

Fecha de 
radicación 
y estado del 
trámite

Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

PL 301/21C “Por el cual se crea 
el Sistema para la Garantía 
Progresiva del Derecho a 
la Alimentación y se dictan 
otras disposiciones”.

Radicado en 
Cámara el 01 
de septiembre 
de 2021.
Estado: primer 
debate en 
Senado

Se alinea con los principios del punto 1 
del Acuerdo relacionados con el derecho 
a la alimentación, sana y adecuada.

PL 331/21C “Por medio de 
la cual se fortalecen los 
canales de comercialización 
de los pequeños y medianos 
productores y se promueven 
acuerdos comerciales con la 
agroindustria y el empresariado 
formalmente constituidos”.

Radicado en 
Cámara el 21 
de septiembre 
de 2021
Estado: Plenaria 
de Cámara

Se ajusta al subpunto 1.3.3.6. del Acuerdo, el 
cual dispone que el Gobierno fomentará y 
promoverá la asociatividad, encadenamientos 
y alianzas productivas entre pequeños, 
medianos y grandes productores, que 
contribuyan a mejorar las condiciones de vida 
de los habitantes del campo en general y, en 
particular, de los pequeños productores.

PL 069/21C “Por el cual 
se establece el Programa 
Nacional de Incentivos al 
Joven Rural Colombiano 
como eje fundamental para 
la trasformación y desarrollo 
del sector rural y se dictan 
otras disposiciones”.

Radicado en 
Cámara el 21 de 
julio de 2021
Estado: Plenaria 
de Cámara

Se alinea con el subpunto 1.3.2.2. Educación 
rural del Acuerdo al promover la permanencia 
productiva de las y los jóvenes en el campo, 
y acercar algunas de las instituciones de 
formación y capacitación académicas, 
técnicas, tecnológicas y de investigación 
a la construcción del desarrollo rural.

PL 064/21C “Por la cual se 
incluye la representación y 
participación de los jóvenes 
en el sistema nacional de 
planeación y se dictan 
otras disposiciones”.

Radicado en 
Cámara en 
julio de 2021
Estado: Plenaria 
de Cámara

Se alinea a lo señalado en el punto 2 del 
Acuerdo, en relación con la inclusión de 
diferentes sectores sociales en la esfera 
política del país y al fortalecimiento de 
movimientos sociales excluidos del panorama 
político, como lo han sido las y los jóvenes.

PLO 366/22S - 432/22C “Por 
medio de la cual se modifica la 
Ley 3ra de 1992, modificada por 
la Ley 754 de 2002 y por la Ley 
1921 de 2018; y se dictan otras 
disposiciones”. (Distribución 
circunscripciones de paz en 
Comisiones Constitucionales).

Radicado en 
Cámara el 16 
de marzo de 
2022.  
Estado: 
presentar 
y aprobar 
conciliación.

El proyecto define la distribución de las 16 
curules de las Circunscripciones Transitorias 
de Paz en las 7 comisiones constitucionales en 
la Cámara de Representantes, desarrollando 
así el el numeral 2.3.6 del Acuerdo de 
Paz y el Acto Legislativo 02 de 2021.
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Proyectos que continúan en trámite la siguiente legislatura y que afectan la 
implementación del Acuerdo Final

Proyecto Estado del trámite y 
fecha de radicación

Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

PL 103/21C “Por medio de 
la cual se fortalecen los 
esquemas de agricultura por 
contrato para pequeños y 
medianos productores y se 
dictan otras disposiciones”.

Radicado en Cámara 
el 21 de julio de 2021
Estado: Plenaria 
de Cámara

Las medidas contempladas se encuentran 
en contravía de la eliminación de 
brechas entre la ruralidad y sectores 
marginados, y el sector urbano y 
grandes sectores socio-económicos y, 
por tanto, del punto 1 del Acuerdo.

Proyectos que impactaban de manera positiva la implementación del Acuerdo y 
que se hundieron al no adelantar su trámite antes del 20 de junio de 2022

Proyecto Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

Fecha de radicación y 
Estado del trámite

PL 095/20C
“Por medio de la cual se 
promueve la soberanía 
alimentaria, mercados 
campesinos y se dictan 
otras disposiciones”

Está en sintonía con varios 
compromisos del Punto 1 del Acuerdo, 
especialmente los relacionados 
con la promoción de la economía 
campesina, familiar y comunitaria.

Radicado en Cámara 
el 20 de julio de 2020.
Estado: Plenaria 
de Cámara.

PL 447/20C “Por la 
cual se reglamenta la 
Comisión Intersectorial 
de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional - CISAN”

El Proyecto se alinea con los principios 
del punto 1 del Acuerdo y con el 
sub punto 1.3.4, relacionados con el 
derecho progresivo a la alimentación.

Radicado en Cámara el 
14 de octubre de 2020.
Estado: Plenaria 
de Cámara.

PL 048/21S “Por la cual se crea 
el sistema especial para la 
garantía progresiva del derecho 
humano a la alimentación 
y nutrición adecuadas, se 
reestructura la comisión 
intersectorial de seguridad 
alimentaria y nutricional y se 
dictan otras disposiciones”.

El Proyecto trata los principios del punto 
1 del Acuerdo, específicamente el sub 
punto 1.3.4 relacionado con el derecho 
progresivo a la alimentación. El proyecto 
pretende incentivar la producción de 
alimentos bajo sistemas sostenibles 
con enfoque territorial, la promoción de 
las formas de producción campesinas, 
familiares, comunitarias y étnicas, y el 
reconocimiento al papel estratégico de 
las mujeres rurales en su contribución 
a la satisfacción del derecho a la 
alimentación y nutrición adecuadas.

Radicado en Senado 
el 22 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

Proyecto Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

Fecha de radicación y 
Estado del trámite

PAL 444/22C
“Por el cual se modifica el 
artículo 65 de la constitución 
política de Colombia”. 
(Derecho a la alimentación)

Se ajusta con los principios del punto 1 del 
Acuerdo, y el numeral 1.3.4, relacionados 
con la garantía progresiva al derecho a 
la alimentación sana y adecuada con 
el propósito de erradicar el hambre.

Radicado en Cámara el 
30 de marzo de 2022.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 186/21C “Por medio del cual 
se modifica la ley 300 de 1992, 
y se dictan disposiciones en 
materia de turismo comunitario”.

Se alinea con los principios del punto 1 
del Acuerdo de Paz, específicamente 
con aquellos relacionados con la 
promoción de la economía campesina, 
familiar y comunitaria, la generación de 
empleo e ingresos, el fortalecimiento 
de diversas formas de producción 
agraria, como, por ejemplo, el 
agroturismo y el reconocimiento de las 
asociaciones campesinas de mujeres.

Radicado en Cámara el 
03 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 215/21C “Por medio del 
cual se modifican las leyes 
1682 de 2013, 2069 de 2020, 
2046 de 2020 y 81 de 1988; 
y se establecen medidas en 
favor del sector agropecuario” 
o “ley de compromiso integral 
con el agro de Colombia”.

Beneficia y promueve la participación 
de los pequeños y medianos 
productores agropecuarios en 
el mercado agrícola y busca el 
mejoramiento de la infraestructura en 
la ruralidad para la comercialización 
de productos del sector agropecuario 
y su efectiva conectividad territorial.

Radicado en Cámara el 
03 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 042/20S “Por medio del cual 
se consagran herramientas de 
promoción de los derechos 
de las mujeres rurales y se 
dictan otras disposiciones”.

Las medidas contempladas en el 
proyecto buscan transversalizar el 
enfoque de género del Acuerdo al punto 1 
con acciones afirmativas que hagan frente 
a las particularidades de las mujeres 
en el campo y así lograr la igualdad de 
derechos entre hombres y mujeres.

Radicado en Senado 
el 20 de julio de 2020.
Plenaria de Senado.

PL 207/20C “Por medio del 
cual se crea la categoría 
especial de campesino 
o campesina, se expiden 
normas para su protección, 
con enfoque diferencial y se 
dictan otras disposiciones”.

Se ajusta con varios de los preceptos del 
Punto 1 del Acuerdo, adoptando medidas 
tendientes a dignificar las condiciones 
de vida y fortalecer la economía de 
las campesinas y campesinos.

Radicado en Cámara 
el 21 de julio de 2020.
Estado: Plenaria 
de Cámara.

PL 036/21C “Por medio del 
cual se adopta el concepto de 
campesino, se le reconocen 
sus derechos, se fomenta la 
formación de su labor, y se 
dictan otras disposiciones”.

Igual que el anterior, este adopta 
medidas tendientes a dignificar las 
condiciones de vida y fortalecer 
la economía de las campesinas y 
campesinos, reconociendo sus diversas 
formas de organización y producción, 
como la familiar y la comunitaria.

Radicado en Cámara 
el 20 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.
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Proyecto Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

Fecha de radicación y 
Estado del trámite

PL 272/20C “Por la cual 
se fortalece al pequeño 
empresario y emprendedor, 
se fomenta la generación de 
ingresos en las regiones y se 
dictan otras disposiciones”.

Contribuye a implementar varios de 
los preceptos del Acuerdo, en especial 
del punto 1, a través de medidas 
dirigidas a fortalecer al pequeño y 
mediano empresario, priorizando dentro 
de dichas medidas a los territorios 
más afectados por el conflicto.

Radicado en Cámara 
el 24 de julio de 2020.
Estado: Plenaria 
de Cámara.

PL 248/21S “Por medio de la 
cual se fortalecen las Plazas de 
Mercado Públicas del país, se 
incentiva la comercialización de 
los productos provenientes de 
la economía campesina, familiar 
y comunitaria, se promueven 
los mercados campesinos y 
se dictan otras disposiciones”.

Contempla medidas como subsidios, 
créditos, asistencia técnica, 
fortalecimiento organizativo para los 
productores, entre otras herramientas 
que permiten incrementar el valor 
de los productos provenientes de 
la economía campesina, familiar 
y comunitaria, lo cual se ajusta al 
subpunto 1.3.3.1 del Acuerdo. Asimismo, 
promueve el derecho a la alimentación 
sana y adecuada (subpunto 1.3.4).

Radicado en Senado el 
27 de octubre de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 297/20C “Por medio de la 
cual se adopta una política 
pública para la optimización 
de la red vial terciaria en 
el territorio nacional”.

Se relaciona con el punto 1 del Acuerdo, 
en tanto busca el mejoramiento de las 
vías que conectan a los territorios, la 
disminución de los costos de producción, 
la promoción del aumento de la 
productividad y la adecuada reinserción 
a través de la reglamentación de una 
política pública para el mantenimiento y 
la ampliación de la red vial terciaria con 
cubrimiento en todo el territorio nacional.

Radicado en Cámara 
el 29 de julio de 2020.
Estado: Plenaria 
de Cámara.

PLE 143/2021C “Por la cual se 
crea una especialidad judicial 
rural y agraria, se establecen 
los mecanismos para la 
resolución de controversias y 
litigios agrarios y rurales y se 
dictan otras disposiciones”.

El proyecto crea una especialidad agraria 
dentro de las jurisdicciones administrativa 
y ordinaria (modelo mixto), lo cual 
corresponde a uno de los compromisos 
legislativos más importantes para 
la implementación del Acuerdo.

Radicado en Cámara 
el 27 de julio de 2021.
Estado: Plenaria 
de Cámara.

PL 136/2020S – 453/2022C “Por 
medio del cual se adopta una 
política de Estado para ordenar 
la delimitación, recuperación, 
restauración y ordenamiento 
ambiental y agrario de los 
lagos, ciénagas, playones 
y sabanas comunales”.

Se ajusta a varios de los postulados del 
punto 1 del Acuerdo, en especial con 
los relacionados con la protección e 
incentivo de la agricultura campesina, 
familiar y comunitaria, así como 
también los relacionados con la 
destinación de los baldíos para los 
fines previstos en el Acuerdo de Paz.

Radicado en Senado 
el 22 de julio de 2020.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

Proyecto Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

Fecha de radicación y 
Estado del trámite

PL 181/21C “Por medio de 
la cual se implementan 
medidas para proteger y 
desarrollar la producción 
agropecuaria nacional”.

Se ajusta al Punto 1 del Acuerdo, en 
especial con la promoción, la tecnificación 
y el fortalecimiento de la economía 
campesina familiar y comunitaria, y 
los diferentes tipos de asociaciones 
productivas de las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueros.

Radicado en Cámara 
en julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 213/20C “Por medio del 
cual se declara de interés 
general la promoción y el 
desarrollo de sistemas de 
producción, distribución y 
consumo de productos de 
base agroecológica y se 
dictan otras disposiciones”. 
-Acumulado con el Proyecto 
de Ley 544 de 2021C.

Busca promover la agroecología en el 
país, contribuyendo con el derecho a 
la alimentación sana y adecuada, a la 
producción de alimentos bajo sistemas 
sostenibles y a la visibilización política 
y económica de las comunidades 
rurales, indígenas y afrodescendientes, 
puntos contemplados en la Reforma 
Rural Integral del Acuerdo de Paz.

Radicado en Cámara 
el 21 de julio de 2020.
Estado: Primer debate 
en Senado (culminó 
trámite en Cámara)

PL 104/21S “Por medio del cual 
se desarrolla el tratamiento 
penal diferenciado para 
pequeños agricultores y 
agricultoras que estén o 
hayan estado vinculados con 
el cultivo de plantaciones de 
uso ilícito y las actividades 
derivadas de este, de acuerdo 
con las disposiciones del 
Punto 4.1.3.4- del Acuerdo 
Final para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera 
y el artículo 5 transitorio del 
acto legislativo 01 de 2017”.

El tratamiento penal diferenciado 
establecido en este Proyecto busca, entre 
otras, la renuncia al inicio y al ejercicio 
de la acción penal hacia los pequeños 
agricultores y agricultoras que cumplan 
con los requisitos para acceder al PNIS y 
otros programas de desarrollo alternativo, 
de conformidad con las disposiciones del 
subpunto 4.1.3.4 del Acuerdo y el artículo 5 
transitorio del Acto Legislativo 01 de 2017.

Radicado en Senado el 
03 de agosto de 2021
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 116/21S “Por medio de 
la cual se crea la política 
pública de educación 
rural en Colombia”.

Atiende el subpunto 1.3.2.2. Educación 
rural del Acuerdo Final, toda vez que el 
Plan Nacional de Educación Rural que 
contempla el Proyecto se ajusta a algunos 
de los criterios que se establecen para 
la creación y la implementación del Plan 
Especial de Educación Rural del Acuerdo.

Radicado en Senado el 
03 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 184/21S “Por medio de 
la cual se crea el salario 
rural integral y se dictan 
otras disposiciones”.

Se ajusta a lo preceptuado en la Reforma 
Rural Integral sobre la dignificación 
y formalización laboral rural.

Radicado en Senado el 
24 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.
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Proyecto Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

Fecha de radicación y 
Estado del trámite

PL 438/21S “Por medio de la 
cual se crea y se implementa 
la cátedra de educación 
emocional en todas las 
instituciones educativas de 
Colombia en los niveles de 
preescolar, básica y media y se 
adoptan otras disposiciones”.

Se alinea con los subpuntos 
2.2.4. y 5.1.3.4.2. del Acuerdo Final, 
específicamente con la promoción 
de herramientas pedagógicas para el 
entendimiento y la sensibilización de lo 
ocurrido en el marco del conflicto armado, 
y la implementación de estrategias 
para la rehabilitación psico-social 
para la convivencia y la no repetición 
en un escenario de posconflicto.

Radicado en Senado 
el 15 de abril de 2021.
Estado: Debate en 
plenaria de Senado.

PL 487/21S - 397/20C “Por 
medio de la cual se crea la 
Dirección de salud mental y 
asuntos psicosociales para el 
fortalecimiento de la Política 
de Salud mental en Colombia y 
se dictan otras disposiciones”.

Busca incentivar algunos de los 
compromisos establecidos en el punto 
5 del Acuerdo, específicamente del 
subpunto 5.1.3.4.1. que habla sobre las 
medidas de recuperación emocional a 
nivel individual, así como también las 
referentes a la atención psico-social para 
la recuperación emocional de las víctimas.

Radicado en 
Cámara el 03 de 
septiembre de 2020.
Estado: Primer debate 
en Senado (culminó 
trámite en Cámara).

PL 353/21C “Por medio del cual 
se crea el Plan Nacional de 
Salud Rural para el Buen Vivir y 
se dictan otras disposiciones”.

Busca implementar lo dispuesto en 
el subpunto 1.3.2.1. Plan Nacional 
de Salud Rural del Acuerdo, dando 
cumplimiento a uno de los 16 
planes nacionales sectoriales.

Radicado en Cámara el 
26 de octubre de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PLE 230/21C “Por medio de 
la cual se dictan normas de 
garantías y promoción de la 
participación ciudadana”.

Se alinea a los subpuntos 2.1.2.2. y 2.2. 
del Acuerdo, en cuanto establece 
garantías para la acción política o social 
a través de la protesta y la movilización.

Radicado en Cámara el 
11 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 079/21S “Por medio 
de la cual se establecen 
garantías para el ejercicio 
del derecho fundamental 
a la protesta pacífica”.

Al igual que el anterior, este se alinea a 
los subpuntos 2.1.2.2. y 2.2. del Acuerdo, 
en cuanto a las garantías que establece 
para la acción política o social a través 
de la protesta y la movilización.

Radicado en Senado 
el 27 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 131/21C “Por el cual la 
Nación se asocia y rinde 
público homenaje a las 
víctimas de las muertes 
ilegítimamente presentadas 
como bajas en combate 
por agentes del Estado y se 
dictan otras disposiciones”.

El proyecto se presenta como una medida 
de satisfacción para rendir público 
homenaje a las víctimas de las muertes 
ilegítimamente presentadas como bajas 
en combate por agentes del Estado, lo 
cual contribuye a la implementación 
normativa del Acuerdo, en especial del 
Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición (SIVJRNR).

Radicado en Cámara 
el 26 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

Proyecto Impacto sobre la implementación  
del Acuerdo de Paz

Fecha de radicación y 
Estado del trámite

PL 242/21S “Por medio 
de la cual se otorga el 
Reconocimiento Jurídico 
Diferencial a los niños, a las 
niñas y a los adolescentes en 
situación de desplazamiento 
forzado en Colombia y se 
dictan otras disposiciones”

Con la implementación del Acuerdo 
se consolidaron nuevos instrumentos 
normativos generales para la protección 
de las víctimas del conflicto armado, 
siendo el contemplado en el Proyecto 
de Ley una herramienta específica que 
desarrolla las normativas generales, 
dirigida a garantizar los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes 
en situación de desplazamiento 
forzado o en riesgo de serlo.

Radicado en Senado el 
12 de octubre de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 030/21S “Por medio de la 
cual se reforma parcialmente 
la Ley 906 de 2004 y se 
adoptan medidas para la 
investigación y judicialización 
de las conductas que atentan 
contra las personas defensoras 
de los derechos humanos”.

El proyecto propone la implementación 
de mecanismos investigativos y 
judiciales para la efectiva persecución 
de organizaciones criminales que 
atenten contra defensores de 
derechos humanos y otros.

Radicado en Senado 
el 20 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 042/21S “Por medio 
del cual se crea el servicio 
social para la paz y se dictan 
otras disposiciones”.

El Proyecto crea alternativas al servicio 
militar buscando que incluya modalidades 
para trabajo con poblaciones vulnerables 
como víctimas, excombatientes, trate 
asuntos de derechos humanos en temas 
rurales, democracia, cultura de paz, 
entre otros. Este responde al llamado 
del Acuerdo de Paz a contribuir por 
la transformación de los territorios.

Radicado en Senado 
el 21 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 294/21C “Por medio del cual 
se reglamenta la aspersión 
de sustancias tóxicas o 
probablemente tóxicas en 
el marco de la lucha contra 
los cultivos de uso ilícito”.

El Proyecto acoge las condiciones básicas 
para adelantar aspersiones con sustancias 
tóxicas y probablemente tóxicas como el 
glifosato, de acuerdo con las condiciones 
de la Corte Constitucional y el Acuerdo 
de Paz: agotar todas las alternativas 
antes de proceder con la aspersión.

Radicado en Cámara el 
25 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 137/21S “Por medio del cual 
se otorga la libertad a mujeres 
en detención preventiva 
relacionadas con delitos 
de drogas y se establecen 
otras disposiciones”.

Tiene por objeto conceder la libertad 
a mujeres gestantes, cuidadoras y 
proveedoras de personas a su cargo 
en detención preventiva sindicadas 
por conservación o financiación 
de plantaciones y tráfico o porte 
de estupefacientes. Lo anterior se 
ajusta al Punto 6.1.9. del Acuerdo.

Radicado en Senado el 
09 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

Capítulo 10: Avances Legislativos464 Capítulo 10: Avances Legislativos 465



Proyectos que afectan la implementación del Acuerdo y que se hundieron al no 
adelantar su trámite antes del 20 de junio de 2022

Proyecto Impacto sobre la implementación del 
Acuerdo de Paz

Fecha de radicación 
y en qué estado del 
trámite quedó

PL 100/21S “Por medio de la 
cual se garantiza la correcta 
focalización de los subsidios, 
se promueve la manifestación 
pública y pacífica y se dictan 
otras disposiciones”.

El Proyecto desincentiva y reprime la 
acción política o social a través de la 
protesta y la movilización, lo cual va 
en contravía del subpunto 2.2.1. del 
Acuerdo en la medida en que establece 
sanciones a la movilización y la protesta.

Radicado en Senado el 
02 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 115/20S “Por la cual se 
expiden normas para la 
formalización de la propiedad 
de tierras rurales en Colombia, 
y se dictan otras disposiciones”.

La implementación de las medidas 
contempladas en este Proyecto pude 
ir en contra del acceso progresivo a la 
tierra de campesinos sin tierra o con tierra 
insuficiente, establecido en la Reforma 
Rural Integral del punto 1 del Acuerdo.

Radicado en Senado 
el 21 de julio de 2020.
Estado: Plenaria 
de Senado.

PL 150/21C “Por medio de la 
cual se toman medidas para 
garantizar la protesta pacífica 
y se crean tipos penales”.

Va en contra del punto 2 del Acuerdo 
al estigmatizar la protesta social, 
conllevando a una prohibición 
implícita de la misma y a una 
violación de derechos ciudadanos.

Radicado en Cámara 
el 28 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 073/21C “Por medio 
del cual se establecen 
medidas de protección y 
diferenciación a la protesta 
social y contra el vandalismo”.

Al igual que el anterior, va en contra 
del punto 2 del Acuerdo al estigmatizar 
la protesta social, incentivándose 
así la vulneración de derechos 
de participación ciudadana.

Radicado en Cámara 
el 21 de julio de 2021.
Estado: Primer 
debate en Cámara.

PL 271/21S “Por medio de la 
cual se crea el Fondo Pro-
Región del Urabá Antioqueño y 
se dictan otras disposiciones”.

El Proyecto contempla medidas que 
pueden constituir dispersión de recursos 
y esfuerzos frente a la implementación 
y financiamiento de los PDET en la 
Región del Urabá Antioqueño, lo que va 
en contravía directa del subpunto 1.2.

Radicado en 
Senado el 26 de 
noviembre de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

Proyecto Impacto sobre la implementación del 
Acuerdo de Paz

Fecha de radicación 
y en qué estado del 
trámite quedó

PL 055/20C “Por medio de 
la cual se crea un fondo para 
erradicar pobreza extrema y 
multidimensional en Córdoba”

Al igual que el anterior, este contempla 
medidas que pueden constituir 
dispersión de recursos y esfuerzos frente 
a la implementación y financiamiento 
de los municipios PDET que se 
encuentran en Córdoba, lo que va en 
contravía directa del subpunto 1. 2.

Radicado en Cámara 
el 20 de julio de 2020.
Estado: Plenaria 
de Cámara.

PL 170/21S “Por la cual se 
regula en la ley 1448 de 
2011 la situación jurídica 
de vulnerabilidad de los 
segundos ocupantes de 
predios objeto de restitución”

El Proyecto va en contravía de lo 
dispuesto en el punto 5 del Acuerdo, pues 
prioriza medidas de reparación como 
las reubicaciones y compensaciones por 
encima de la restitución de tierras, elimina 
la inversión de la carga de la prueba 
que favorecía a las víctimas reclamantes 
y crea una segunda instancia para el 
proceso de restitución, lo que desfigura la 
esencia de proceso de justicia transicional 
transformándolo en un proceso ordinario.

Radicado en Senado el 
18 de agosto de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 326/22S “Por medio de la 
cual se modifica el artículo 3° 
de la ley 1922 de 2018, para 
facilitar la acreditación de 
las víctimas ante la JEP”

Establece una disposición general para 
el reconocimiento automático ante la 
JEP de todas las víctimas que han sido 
acreditas como tal en cualquier proceso 
judicial y de cualquier jurisdicción, 
sin tener en cuenta que el proceso 
de acreditación de víctimas ante la 
JEP se realiza a propósito de casos 
específicos y no de forma genérica.

Radicado en Senado el 
01 de marzo de 2022.
Estado: Primer 
debate en Senado.

PL 219/21S “Por medio de 
la cual se modifica la Ley 
1922 de 2018, estableciendo 
la revocatoria de la medida 
de aseguramiento y se 
dictan otras disposiciones”

El Proyecto desatiende las providencias 
y demás pronunciamientos, tanto de la 
JEP como de la Corte Constitucional, 
en donde han señalado las razones 
por las que resulta improcedente 
permitir la revocatoria de la medida 
de aseguramiento impuesta 
por la jurisdicción ordinaria, sin 
diferenciación, a todas las partes 
comparecientes ante la JEP.

Radicado en 
Senado el 22 de 
septiembre de 2021.
Estado: Primer 
debate en Senado.
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Recomendaciones
Capítulo 11



A partir de las conclusiones expuestas en cada 
uno de los capítulos, proponemos las siguientes 
recomendaciones para garantizar la implementa-
ción integral del Acuerdo Final de Paz y de cada 
uno de sus puntos.

y el rol de la Policía en la lucha contra las dro-
gas –las capacidades de la Policía no pueden 
seguir destinadas a perseguir los eslabones 
más débiles del negocio del narcotráfico como 
lo son los cultivadores y los consumidores–.

e.	 Crear estrategias robustas de lucha contra la 
corrupción al interior de la Fuerza Pública y 
de los casos de connivencia con grupos cri-

minales. También es necesario fortalecer los 
mecanismos de investigación y sanción a las 
violaciones a los derechos humanos, para lo 
cual es muy importante sacar a la Inspección 
General de la Policía de la línea de mando, 
reducir la impunidad en la justicia penal militar 
y excluir los hechos cometidos por miembros 
de la Policía Nacional de su competencia.Recomendaciones para garantizar la seguridad territorial

a.	 Iniciar un proceso de Reforma del Sector 
Seguridad acompañado de la formulación 
e implementación de una Política Estatal de 
Seguridad y Defensa seria y rigurosa que res-
ponda de manera pertinente a los problemas de 
seguridad territorial y al nuevo escenario opera-
cional. El proceso de reforma debe tener como 
objetivo el fortalecimiento de la efectividad y la 
legitimidad de las Fuerzas Militares y de Policía 
y debe abordar elementos como el fortaleci-
miento del liderazgo civil, el replanteamiento 
de indicadores de éxito, la redistribución de ro-
les y misiones, el cumplimiento de estándares 
de transparencia presupuestal y rendición de 
cuentas, la recuperación de las capacidades 
de inteligencia, hacer público el proceso de 
toma decisión de qué grupos constituyen una 
parte en el conflicto armado, la discusión del rol 
del sector frente a actividades como la erradi-
cación forzada y el desminado, entre otras.

b.	 Revisar y evaluar la eficacia de la instituciona-
lidad creada en virtud del Acuerdo de Paz, con 
el propósito de simplificar y evitar la duplicidad 
de funciones que se ha dado mediante la 
creación de nuevos programas como el PAO. La 
institucionalidad debe ser capaz de responder 
al nuevo contexto y las dinámicas propias 
de los problemas de seguridad territorial 
como lo son las afectaciones relacionadas 
con desplazamientos y confinamientos. Es 
fundamental aclarar quién hace qué y cuáles 
son los procesos necesarios para atender de 
manera urgente las demandas de la ciudadanía 
en términos de protección y de manera especial, 
el riesgo y las amenazas a excombatientes 
y líderes sociales y defensores de derechos 
humanos. Por tanto, es clave garantizar el 
cumplimiento de las órdenes dadas por la 

Corte Constitucional mediante la Sentencia SU-
020 de 2022 sobre la declaración del estado 
de cosas inconstitucional por la inseguridad de 
los excombatientes.

c.	 Fortalecer las capacidades de administración 
de justicia a nivel territorial para el desman-
telamiento de organizaciones criminales en 
línea con lo establecido en los puntos 3.4 y 4.3 
del Acuerdo de Paz. Es necesario garantizar el 
cumplimiento de la priorización del Plan Nacio-
nal de Política Criminal, aumentar la presencia 
de jueces, fiscales y policía judicial en los mu-
nicipios PDET, fortalecer las capacidades de la 
Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía 
para adelantar investigaciones de macrocri-
minalidad que permitan impulsar acciones de 
sometimiento a la justicia y desmantelamiento 
de las organizaciones criminales.

d.	 Impulsar una reforma a la Policía coherente 
con la redistribución de roles y misiones de la 
Fuerza Pública, su ajuste a los principios consti-
tucionales y la responsabilidad que debe tener 
la Policía Nacional como protectora de los 
entornos rurales. Se debe tener como objetivo 
acercar la Policía a la ciudadanía para recu-
perar su legitimidad –especialmente entre los 
jóvenes–, aprovechar el camino recorrido por el 
Proceso de Transformación Integral de la Poli-
cía, y fortalecer las disposiciones contempladas 
en el Acuerdo de Paz como la formación del 
Cuerpo Élite y la Unidad Policial para la Edifica-
ción de la Paz. En el corto y mediano plazo es 
fundamental implementar reformas relaciona-
das con los protocolos de atención a la protesta 
social por parte del ESMAD, los mecanismos 
de rendición de cuentas y transparencia de la 
entidad, el tránsito de la Policía del Ministerio de 
Defensa al Ministerio de Justicia y del Derecho, 

Recomendaciones para implementar la Reforma Rural Integral

a.	 Acelerar el acceso y la formalización de tierras 
en especial para campesinos y campesinas 
sin tierra o con tierra insuficiente, para lo que 
se requiere: adelantar la reforma a la Ley 160 
de 1994 (ley de tierras); y avanzar en la imple-
mentación del catastro multipropósito, de la 
mano de los instrumentos de política pública 
para el ordenamiento social de la propiedad 
rural (barrido predial) y el fortalecimiento de 
las capacidades de los entes locales para el 
cobro progresivo del impuesto predial.

b.	 Garantizar la transparencia en la información 
relacionada con acceso y formalización de 
tierras y promover el acceso a ésta a través 
de bases de datos públicas o facilitando su 
consulta. Las cifras deben permitir hacer un 
seguimiento pormenorizado y sin ambigüeda-
des a los compromisos del Acuerdo en cuanto 
a la entrega de predios a través del Fondo 
de Tierras, las distintas fuentes que nutren 
este Fondo, la formalización de la pequeña y 
mediana propiedad rural, la entrega a comu-
nidades étnicas, campesinos y campesinas sin 
tierra o con tierra insuficiente y diferenciando 
los procesos que ya venían en marcha y no 
hacen parte de los compromisos del Acuerdo.

c.	 Ejecutar con transparencia y celeridad los re-
cursos ya comprometidos en las subregiones 
PDET, provenientes de regalías, PGN, obras por 
impuestos y cooperación internacional, buscan-
do la mayor participación de las comunidades 
en todos los procesos y la integralidad de la 
intervención. Acelerar la implementación de 
los PDET requiere la articulación de los PATR 
con otros instrumentos de planeación, como 

los Planes Nacionales Sectoriales, los Planes 
de Sustitución Voluntaria de Cultivos Ilícitos, 
los planes de vida y etnodesarrollo, los planes 
de reparación colectiva, los planes de retorno y 
reubicación, los planes de desarrollo locales y el 
Plan Nacional de Desarrollo. Es importante en-
tender que la ejecución de los PATR contribuye 
a la superación de la crisis post-pandémica, de 
la crisis climática, del aumento en la inseguridad 
y del incremento en los niveles de pobreza.

d.	 Revisar los Planes Nacionales Sectoriales 
para responder a las particularidades de los 
territorios PDET y plantear metas ambiciosas 
que permitan avanzar en las metas del Acuer-
do relacionadas con el cierre de brechas y la 
disminución de la pobreza rural.

e.	 Poner en marcha los diferentes mecanismos 
dirigidos a resolver los conflictos de uso del 
suelo: reactivar la instancia de alto nivel para 
la definición del uso del suelo rural; impulsar 
los mecanismos de conciliación y resolución 
de conflictos; retomar los espacios de con-
certación y diálogo social entre empresas, 
comunidad y gobierno; acelerar la implemen-
tación del Plan de Zonificación Ambiental, 
asegurando que se realice en todos los mu-
nicipios del país, apoyando a las entidades 
territoriales, y con la participación efectiva de 
la sociedad civil; hacer los ajustes necesarios 
para adelantar los procesos de sustracción en 
zonas protegidas por la Ley segunda de 1959 
y regular los derechos de uso; e implementar 
con mayores recursos los pagos por servicios 
ambientales y las iniciativas de los PATR rela-
cionadas con el ecoturismo.
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a.	 Realizar los ajustes normativos propuestos 
por la Misión Especial Electoral. Lo anterior, 
haciendo especial énfasis en: i) la reforma al 
diseño institucional electoral, ii) la reforma al fi-
nanciamiento político, ii) la reforma al Consejo 
Nacional Electoral, iv) el acceso a puestos de 
votación en zonas rurales y rurales dispersas, y 
v) una reforma al sistema político, que incluya 
reglamentaciones sobre la obligatoriedad de 
las listas cerradas, la adquisición progresiva de 
derechos por parte de partidos y movimientos 
políticos, la paridad de género y la democracia 
interna de agrupaciones políticas.

b.	 Tramitar una iniciativa legislativa retomando 
los contenidos del proyecto de Ley Estatuta-
ria por medio del cual se establecen garantías 
y se promueve la participación ciudadana, el 
cual contiene varias de las recomendaciones 
hechas por Foro por Colombia en el marco 
del espacio de carácter nacional definido en 
el Acuerdo en el que participaron voceros y 
voceras de organizaciones y movimientos 
sociales y que fue retomado durante el Paro 
Nacional por quienes participaron en la inicia-
tiva #LosJóvenesTienenLaPalabra.

c.	 Adelantar acciones de pedagogía sobre 
las Circunscripciones Transitorias de Paz, 
con el fin de explicar su importancia para las 

comunidades que habitan estos territorios, y 
fortalecer el acompañamiento ofrecido a las 
organizaciones promotoras de lista para su-
perar las barreras identificadas en el trámite 
de la inscripción de candidaturas. Por su par-
te, la Registraduría Nacional del Estado Civil 
debe realizar una campaña de cedulación 
masiva en zonas rurales del país, priorizando 
las CITREP con mayor déficit de cedulación 
entre su población.

d.	 Adoptar, de manera pronta, el decreto de la 
Política Pública de Reconciliación, Convivencia 
y No Estigmatización, para que se desarrollen 
acciones para promover la convivencia pacífica 
en los territorios más afectados por el conflicto. 
Además, identificar los principales obstáculos 
que enfrentan los Consejos Territoriales de Paz, 
Reconciliación y Convivencia, y fortalecer las 
capacidades de los mismos para garantizar su 
funcionamiento y capacidad de incidencia en la 
política de paz de cada territorio

e.	 Disponer los recursos para garantizar los es-
pacios en los medios de comunicación a las 
organizaciones políticas declaradas en oposi-
ción, y habilitar el canal de televisión cerrada 
orientado a divulgar las plataformas políticas 
de partidos políticos y el trabajo de organiza-
ciones sociales.

c.	 Acelerar el proceso de acceso a tierras para 
el desarrollo de proyectos productivos de 
excombatientes que adelantan su proceso 
de manera colectiva. Esto aplicando las he-
rramientas jurídicas vigentes (Decreto 756 
de 2018, Decreto Ley 902 de 2017 y Decreto 
758 de 2017). Por otro lado, es importante 
profundizar en las estrategias existentes -o 
crear nuevas- para el acceso a vivienda para 
la población que adelanta su proceso de re-
incorporación de manera individual tanto en 
zonas rurales como en zonas urbanas.

d.	 Avanzar en la definición de la situación de las 
personas que están a espera de acreditación 
y quienes a pesar de estar acreditados se 
mantienen privadas de la libertad. También es 
fundamental que haya claridad y consistencia 

frente a la información de diferentes entidades 
sobre el número de personas acreditadas y 
activas en el proceso de reincorporación.

e.	 Articular esfuerzos entre entidades del Es-
tado para garantizar la sostenibilidad del 
proceso de reincorporación, generando 
condiciones de capital humano y social para 
tal fin. Esto pasa por garantizar las condicio-
nes básicas de seguridad para las personas 
en proceso de reincorporación, brindar alter-
nativas y oportunidades para el ingreso de 
esta población a programas de educación 
técnica y superior, fomentar el acceso al 
empleo formal y estructurar mecanismos de 
seguimiento, asistencia técnica y apoyo a la 
comercialización de los proyectos producti-
vos individuales y colectivos.

Recomendaciones para garantizar la apertura democrática

Recomendaciones para el proceso de reincorporación

a.	 Reconocer e incluir a la población en proceso 
de reincorporación que se encuentra fuera de 
los ETCR y que se organizan tanto alrededor de 
las NAR como por fuera de ellas. Es necesario 
estructurar el Sistema Nacional de Reincorpo-
ración y concertar la totalidad de las Rutas de 
Reincorporación para que haya claridad frente 
a los factores que determinan que una persona 
está reincorporada a la vida civil.

b.	 Garantizar la articulación entre la Ruta de 
Reincorporación, la implementación de los 
Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial 

(PDET), los programas de sustitución de culti-
vos ilícitos y las acciones del Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación y no Repeti-
ción. Lo anterior de tal forma que las personas 
en proceso de reincorporación participen en 
la transformación de los territorios más afec-
tados por el conflicto armado con acciones 
que aporten a la convivencia, la reconstruc-
ción del tejido social y la reconciliación. Es 
clave que las políticas de reincorporación 
no solo beneficien a los excombatientes 
sino a toda la comunidad.

Recomendaciones para solucionar el problema de las drogas ilícitas

a.	 Llevar a cabo un proceso de revisión y 
evaluación participativa del PNIS con las 
comunidades y las autoridades locales, con 
miras a adquirir compromisos serios por par-
te del Gobierno Nacional que tengan bases 
presupuestales ciertas y exigibles. Se deben 
tener en cuenta los siguientes principios: i) 
retomar la visión y lógica del Acuerdo de Paz, 
priorizando la sustitución voluntaria, limitan-
do la erradicación forzada a aquellos casos 
en los que haya incumplimiento por parte 
de los cultivadores o no sea posible llegar a 
un acuerdo con las comunidades, y dejando 
la aspersión aérea como la última opción 
en cumplimiento de las reglas establecidas 
por la Corte Constitucional; ii) tener en cuen-
ta que el Acuerdo de Paz no contempla la 
asignación de subsidios o pagos directos 
a los campesinos; iii) garantizar un enfoque 
territorial y colectivo, en vez de uno individual 
y familiar, lo cual pasa por asegurar la concer-
tación comunitaria para la implementación 
de programas de sustitución e impulsar la 
implementación de los PDET, especialmente 
las iniciativas relacionadas con la generación 
de incentivos para el tránsito a la legalidad 

de los campesinos cultivadores de coca; iv) 
garantizar la transparencia y experticia de 
los operadores de los programas de sustitu-
ción; v) respetar los procesos participativos 
y consultivos necesarios para intervenir en 
territorios colectivos de comunidades negras 
e indígenas; y vi) articular con herramien-
tas y programas que permitan la correcta 
implementación de la sustitución en áreas 
ambientalmente estratégicas o de impor-
tancia ecológica como lo es el programa de 
Pago por Servicios Ambientales.

b.	 Agrupar en una nueva agencia adscrita a la 
Presidencia de la República el presupuesto, 
personal y funciones que hoy están dispersos 
entre varias entidades y que se ejecutan de 
manera desconectada, con el fin de liderar y 
articular la política de drogas, sin generar cos-
tos adicionales. Esta nueva agencia deberá 
liderar el Consejo Nacional de Estupefacien-
tes, planear y coordinar las actividades de 
todas las entidades en términos de sustitu-
ción y erradicación, y articular sus esfuerzos 
con la estrategia de seguridad territorial y la 
implementación de la Reforma Rural Inte-
gral, estableciendo polígonos territoriales de  
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intervención integral. También deberá liderar 
la elaboración y ejecución de la política públi-
ca de eliminación de los cultivos de uso ilícito, 
la lucha contra el tráfico de drogas ilícitas y la 
persecución y sanción al lavado de activos.

c.	 Renunciar al uso exclusivo del número de 
hectáreas de coca como indicador de me-
dición de éxito de las intervenciones en la 
lucha contra las drogas. Se deben generar 
nuevos indicadores globales y territoriales que 
integren variables de estabilización y transfor-
mación territorial, avance de la economía legal 
en los territorios intervenidos, y lucha contra 
el crimen organizado, como lo pueden ser: 
número de familias insertadas a la economía 
lícita; número de nuevos enclaves productivos; 
porcentaje de empleo formal; organizaciones 
criminales desarticuladas, entre otras.

d.	 Retomar el enfoque de salud pública para la 
atención del consumo de sustancias psicoac-
tivas con los componentes planteados en el 
Acuerdo de Paz, que buscan que las políticas 
y programas que se implementen cuenten 
con la participación comunitaria y tengan 
fundamento en la evidencia. Este enfoque 
permite concentrar la política criminal en los 
eslabones más fuertes de la cadena y no en 
los consumidores y los cultivadores.

e.	 ​Aumentar la capacidad estatal en términos de 
persecución y sanción al lavado de activos. En 
este sentido el Acuerdo contiene disposiciones 
como la identificación de la cadena de valor del 
narcotráfico, ajustes normativos y cualificación 
y fortalecimiento de las capacidades institu-
cionales para la detección, control y reporte de 
operaciones financieras ilícitas, entre otras.

y las demás disposiciones del Acuerdo que 
contribuyan a la reparación de las víctimas y a 
la transformación de los territorios más afecta-
dos por el conflicto.

c.	 Acelerar el proceso de búsqueda de per-
sonas dadas por desaparecidas. Lo anterior, 
mediante la instalación de una capacidad 
de análisis forense propia en la UBPD –en 
conjunto con el fortalecimiento con las capa-
cidades del Instituto de Medicina Legal– que 
permita procesar información relevante sobre 
los restos encontrados y las personas que 
buscan, y a través de la construcción de una 
metodología que posibilite llevar a cabo la 
búsqueda de forma masiva y ágil, poniendo 
en marcha criterios públicos de priorización 
que eviten que el proceso de búsqueda se 
concentre en el caso a caso.

d.	 Proponer los ajustes de fondo a la Ley 1448 
de 2011, adelantando un proceso partici-
pativo amplio, de forma que se establezcan 
mecanismos concertados de priorización en 
la entrega de medidas de reparación integral, 

se determinen estrategias para que la política 
de reparación a víctimas se articule con las 
demás medidas que implementan el Acuer-
do, y se favorezca un enfoque de reparación 
colectiva, que permita llegar más rápido a 
más víctimas.

e.	 Fortalecer la implementación de la medida 
de rehabilitación psicosocial, ampliando la 
divulgación y la cobertura del PAPSIVI y de 
las Estrategias ERE-I y ERE-G. Además, se 
recomienda evaluar las consecuencias del 
debilitamiento que tuvo la medida de reha-
bilitación psicosocial durante la pandemia 
y tomar acciones para mitigarlas. También, 
es necesario que se multiplique la imple-
mentación de la Estrategia Entrelazando y 
que se aprovechen las ventajas y lecciones 
aprendidas de esta estrategia para la imple-
mentación de la medida en el marco de la 
reparación individual. Por su parte, es urgen-
te emitir e implementar de manera pronta el 
Plan Nacional de Rehabilitación Psicosocial 
para la Convivencia y la No Repetición.

Recomendaciones para garantizar los derechos de las  
víctimas en el proceso de justicia transicional

a.	 Adelantar una reforma a la Ley 1448 de 2011 
con el fin de liquidar el CNMH y asignar to-
das sus funciones al Museo de la Memoria, 
incluyendo las labores de socialización y 
pedagogía sobre el Informe Final publicado 
por la Comisión de la Verdad. Además, es 
pertinente que esta reforma establezca que 
el Comité de Seguimiento y Monitoreo a las 
recomendaciones de la CEV quede adscrito 
al Museo de la Memoria. Se recomienda que 
el Museo haga un esfuerzo por: i) garantizar la 
inclusión de todos los sectores políticos en el 
trabajo de socialización del Informe, ii) promo-
ver actividades de reconocimiento de verdad 
y de responsabilidad, y iii) dar continuidad a las 
labores de promoción de la convivencia que 
adelantó la CEV a nivel territorial.

b.	 Determinar de manera pronta y clara las con-
diciones en las que se van a materializar las 
sanciones propias de los comparecientes ante 
la JEP. Frente al componente retributivo de 
estas sanciones, es necesario que la JEP esta-
blezca la forma en la que se va a materializar 
la restricción efectiva de la libertad, de manera 

que se cumpla lo dispuesto en el Acuerdo en 
relación con: i) el monitoreo y supervisión de las 
sanciones, ii) el límite de tamaño equivalente a 
una Zona Veredal Transitoria de Normalización 
para el cumplimiento de la sanción y los luga-
res de residencia dentro de estos, iii) el control 
sobre los lugares de residencia y los desplaza-
mientos de los sancionados, iv) los protocolos 
de autorización de cualquier desplazamiento 
de los sancionados, v) la compatibilidad del 
cumplimiento de las sanciones con otros 
compromisos asumidos por los sancionados 
que se deriven del Acuerdo, y vi) la determi-
nación del órgano que verificará e informará 
sobre la ejecución de las sanciones. Al res-
pecto, es indispensable que se garanticen los 
recursos, espacios, personal y las condiciones 
de seguridad para que se cumplan las condi-
ciones establecidas por el Acuerdo de Paz y la 
JEP. Por otro lado, frente al componente res-
taurativo de las sanciones propias, establecer 
una oferta estatal concreta para que los TOAR 
contribuyan a la materialización de los PDET, 
los PIRC, los Planes de Retorno y Reubicación, 

Recomendaciones sobre los enfoques de género y étnico

a.	 Garantizar el acceso a la información en 
materia étnica y de género a través de la 
actualización de las bases de datos públicas, 
asegurando que contengan de manera dife-
renciada a las mujeres, los sectores OSIGD y 
los diversos grupos étnicos, a efectos de que 
se pueda realizar un monitoreo detallado e 
inequívoco sobre la implementación de los 
enfoques de género y étnico dispuestos en el 
Acuerdo de Paz.

b.	 Garantizar que las entidades implementen 
los enfoques de género y étnico dispuestos 
en el Acuerdo de Paz, no solamente mediante 
la atención de las comunidades étnicas y las 
mujeres y población OSIGD con los mismos 
programas existentes, sino también mediante 
la implementación de medidas afirmativas 
dirigidas a garantizar de manera efectiva el 
cierre de brechas y fortalecer el accionar in-
dividual y colectivo de las mujeres, población 

OSIGD, comunidades étnicas y demás pobla-
ciones diversas.

c.	 Promover la participación de las mujeres, 
miembros de la población OSIGD, comuni-
dades étnicas y demás poblaciones diversas 
en las instancias de ejecución y seguimiento 
de la implementación del Acuerdo de Paz, 
no solo garantizando su participación activa 
en la implementación general del Acuerdo, 
sino también para buscar su incidencia en el 
desarrollo de medidas afirmativas. Brindar el 
acompañamiento desde las comisiones de 
paz de la Cámara de Representantes y del 
Senado a la Alta Instancia de Género y a la 
Instancia Especial de Alto Nivel con Pueblos 
Étnicos con el fin de incidir en su reconoci-
miento y participación.

d.	 Priorizar el acceso y la formalización de tie-
rras a mujeres, y en especial a aquellas que se 
encuentran en situaciones socioeconómicas 
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vulnerables, que han sufrido violencias de 
género y necesitan con mayor urgencia meca-
nismos para asegurar su autonomía económica, 
las que hacen parte de comunidades diversas 
o que se encuentren en alguna situación que 
las haga más vulnerables a discriminaciones, 
y las que se encuentran en subregiones PDET. 
De igual manera, es necesario garantizar su 
empoderamiento a través de la creación de 

mecanismos y herramientas que permitan el 
uso efectivo de la tierra.

e.	 Acelerar las medidas afirmativas diferenciales 
con el fin de priorizar los procesos de reincor-
poración, garantías de seguridad, desarrollo de 
proyectos productivos y participación política, 
donde se prioricen las medidas sobre las mu-
jeres y los grupos étnicos en razón a su actual 
rezago en comparación con los demás sujetos.

Recomendaciones sobre la inversión de recursos para  
implementar el Acuerdo de Paz

a.	 Ejecutar de manera efectiva el monto anual de 
recursos estipulado en el MFMP 2018 para la 
implementación del Acuerdo Final, es decir 10,4 
billones de pesos del año 2021 (155,1 billones 
de pesos en total). Adicionalmente, priorizar la 
inversión y ejecución de 5,3 billones anuales 
que corresponden al costo indicativo total PDET.

b.	 Velar por la transparencia de todos los me-
canismos que permiten la financiación del 
Acuerdo de Paz, a través de la priorización de 
herramientas de fácil acceso y actualización 
periódica, que faciliten la veeduría ciudadana. 
Para eso se debe implementar un marcador 
de subregiones PDET, de género y étnico den-
tro del Trazador Presupuestal de Paz y mejorar 
los mecanismos que permitan conocer los 
recursos destinados a la planeación y ejecu-
ción de las iniciativas de los PATR. Además, se 
debe cumplir el compromiso del Acuerdo de 
crear un mecanismo unificado especial para el 
trámite y el seguimiento a denuncias y alertas 
de corrupción que estén relacionadas con la 
implementación del Acuerdo.

c.	 Tramitar un nuevo anticipo mediante una 
reforma legal que permita nutrir los recursos 
del mecanismo de OCAD Paz. Así mismo, 
transparentar los criterios de asignación y via-
bilización de proyectos OCAD Paz y velar por 
la adecuada ejecución de los recursos que ya 
han sido aprobados. Además, aclarar el des-
tino de aquellos recursos que se liberen tras 
la no ejecución de los proyectos, en razón del 
territorio y/o sector.

d.	 Priorizar la ejecución de los recursos en las 
subregiones que se han visto menos be-
neficiadas por las asignaciones de recursos 
durante los últimos 5 años. Para ello, es vital 
fortalecer las capacidades técnicas de dichas 
subregiones y definir desde el PGN los recur-
sos que se van a destinar a dichos territorios 
para compensar las falencias presentadas hoy.

e.	 Transformar las funciones de la ART para que 
se convierta en un verdadero motor de es-
tructuración de proyectos. Esto en particular 
para nuevas iniciativas en las subregiones con 
menores capacidades, y para hacer acompa-
ñamiento de los proyectos ya existentes sin 
importar el origen de los recursos. Además, la 
ejecución de los proyectos debe promover la 
participación de las Juntas de Acción Comunal 
y de las comunidades en general.

f.	 Realizar una reforma al Sistema General de 
Participaciones que busque darle una par-
ticipación adicional a los municipios PDET. 
Dicha reforma debe establecer, además, un 
mecanismo que permita vigilar los recursos 
de esta fuente que efectivamente se destinan 
a la implementación del Acuerdo de Paz.
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Aunque por momentos sintamos que la ventana
de la paz se está cerrando… por las víctimas,
campesinos y campesinas, indígenas y afros,

quienes dejaron las armas y por todos quienes
luchan cada día por mantenerla abierta, no
tenemos derecho a darnos por vencidos.


